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INTRODUCCION

1. Descripción del Objeto de Estudio.

En la presente tesis doctoral se desarrolla un tema de trascendental
importanciaen el mundo contemporáneoque se refiere a la protecciónde los
derechos fundamentalesen los estados de excepción y en los conflictos
armados.

La importancia de este tema radíca en el hecho de que comprendela
problemáticade los derechosfundamentalesen las situacionesde mayor riesgo
en la vida de los Estados,que son aquéllasen las cualesse puedecomprobar
hasta dónde se han desarrolladolos derechosfundamentalesy su protección
jurídica, y cuántohacefalta paraperfeccionarsusmecanismosde defensa.

Los derechosfundamentalesconstituyenhoy en día uno de los temasmas
relevantesen la discusiónjurídica, en el campode la Filosofía del Derechoy de
la Filosofía Moral, en la regulacióndel derechopositivo interno e internacionaly
en otras disciplinas. Constituye un tema que está en constanteevolución y
desarrollo y tiene una estrechavinculación con otros importantes temas e
institucionesque estánpresentesen el mundocontemporáneo.

Los derechosfundamentalesestánen la basede la democraciay constituyen
sujustificación última. Encuentranen ella el terrenomásfértil parasu existencia
real y efectiva.Por ello guardanunarelaciónde interdependencia.De igual forma
debe destacarsela proximidad de los derechoshumanosy su protección con
conceptoscomo el desarrolloy la paz, que constituyenconceptosintegradosen
la actualidad.No es menosimportante la relación queexisteentrelos derechos
fundamentalesy el Estadode Derecho,como sistemapropicio paragarantizarlos
en la vida jurídica institucionalde los Estados.

Es obvio también, que los derechoshumanosestánen íntima relación con
valores y principios morales,con principiosjurídicos y con determinadosbienes
y valoresfundamentalesque exigenprotecciónen todo momentoy circunstancia,
y con mayor razón aún, cuando se ven en grave peligro ante situacionesde
emergenciaexcepcional,de crisis extraordinariaso deconflictos armados.

El objeto de estudio de estetrabajode investigaciónrequiereun tratamiento
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más amplio y profundo en el campo de las cienciasjurídicas, que permita
conocermássobre este tema y encontrarcriterios adecuadosy uniformes,que
posibiliten un análisis multidisciplinario y completo. Es por ello que he
desarrolladovarios aspectosrelacionadoscon el tema central de estetrabajo a
fin de quenos permita tenerunavisión integral de la protecciónde los derechos
fundamentalesen los estadosde excepcióndesdela perspectivadel Derecho
Internacionalconvencional.

En los tres primeroscapítulosdesarrolloel procesode evolución históricade
los estadosde excepción,haciendoénfasisen distintas institucionescomo la ley
marcial y el estadode sitio, entreotras, en el marco del Derechoanglosajóny
francés, del Derecho Constitucional español y latinoamericano,tomando en
cuentatambiénlegislacionesde otros paísesdel mundo,en diversasépocas.

He consideradode suma importancia tratar también el tema desde la
perspectiva del Derecho comparado, no obstante que hago referencia
fundamentalmenteal DerechoInternacional,porqueesprecisoubicarpreviamente
el análisisde los estadosde excepcióndesdesu origen y duranteel procesode
su evolución histórica, lo cual obliga a hacerun análisis tomandoen cuentael
tratamientodel derechocomparado,ya quese ha observadoqueha desarrollado
el tema de la suspensiónde los derechosfundamentalesde múltiples formas,
utilizando para ello una gama muy variada de institucionesexcepcionales,leyes
de excepción y técnicas jurídicas, que no han permitido hasta ahora un
tratamientouniforme en las cuestionesmás apremiantespara la protecciónde
los derechoshumanos,como lo son los estadosde excepción.

Tratarétambiénen la parte inicial temasrelativosa aspectosbásicosde los
estadosde excepción,como son sus elementosconceptuales,su naturaleza
jurídica, suscaracterísticaspropiasy el ámbito de aplicación de los estadosde
excepción,así como los efectosque éstosproducen en materia de derechos
humanosy en las institucionesdemocráticas.

Antes de desarrollar la temática sobre los estadosde excepciónhago un
análisissobre los aspectosgeneralesde la protecciónde los derechoshumanos,
los presupuestosy condiciones estructuralesde la protección y sobre los
requisitosespecificosde la misma,a fin de sentarlas basesque me permitirán
posteriormentehacer una revisión del actual sistema de protección interno e
internacionalen materia de los estadosde excepción,y poder así, al final,
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plantearlas conclusionesrespectivas.

En la partecentralde esteestudio,que comprendelos capítulosdel cuartoal
séptimoinclusive, analízaréla proteccióninternacionalde los derechoshumanos
durantelos estadosde excepción,desdela perspectivade los distintos sistemas
de protección internacional,tomandocomo marco de referenciael sistemadel
Derecho Internacional de los DerechosHumanos, pero también el Derecho
Internacional Humanitario. En tal sentido, analizaré aspectosfundamentales,
entreellos, los principios de Derecho Internacionalaplicablesen los estadosde
excepción;la regulacióndeclarativay convencionalde los estadosde excepción,
haciendoénfasis en los derechosy garantíasinderogables;las instanciasde
protección internacional competentesen este tipo de situaciones; y los
mecanismos y procedimientos aplicables. También haré un análisis de la
jurisprudenciainternacionalsobrela materia,tomandoen cuentaparticularmente
los casos contenciosos conocidos por el sistema europeo y las opiniones
consultivasdel sistemainteramericano.

Finalmente,en el capitulo octavo, haré una revisión y análisis comparativo
sobreel funcionamientode los distintos sistemasde proteccióninternacional,a
fin de valorar los avancesy el desarrolloobservadodurantela existenciade los
sistemasde proteccióny de puntualizar las deficienciasy vacíos que presentan
dichossistemas,todo ello con el objeto de plantearen la conclusión,las distintas
alternativasy propuestasjurídicas de perfeccionamientode los sistemasde
protección,tanto en su aspectonormativo, como institucional y procedimental.
Ello me permitirá sostener la necesidad de adoptar nuevos instrumentos
convencionalesque desarrolleny completenlas disposicionessobrela materia
contenidasen distintos tratadosinternacionales,haciendoespecialénfasisen la
regulacióny protecciónde los derechosy garantíasinderogables,y en materia
de la responsabilidadde los Estadosen estetipo de situaciones.

En la conclusióntambiénplantearéla creaciónde instanciasy procedimientos
específicosde protección,todo lo cual representala aportaciónfundamentaldel
presentetrabajo.

El objetode estudiode estetrabajocomprende,pues,el campode los límites
de los derechoshumanosen épocasanormales,en épocasde graveriesgopara
las personas,parasu seguridad,su libertad,su integridadpersonaly su vida. No
interesa,por lo tanto, abordarlos limites que tienen estosderechosen todo tipo
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de circunstancias, los límites naturales -intrínsecos y extrínsecos-; sino
exclusivamentelos límites específicosqueafrontanen los estadosde excepción,
ya seaprovocadospor disturbios internos, tensionesinteriores o por conflictos
armados.

Es necesario aclarar, en qué situación quedan los derechos humanos
fundamentales;hasta dónde quedan protegidos; cómo operan sus garantías
jurídicas; y en definitiva, cómo estos limites -estadosde excepción- pueden
restringiro suspenderlos derechoshumanos,las libertadesfundamentalesy sus
garantíasde protección, sin transgredirla Constitución, legislación vigente y el
DerechoInternacionalconvencional.

En el mundo contemporáneola suspensiónde los derechoshumanospor
causasexcepcionalesconstituyeun temade trascendentalimportancia;y siendo
éste el objeto principal de estudio del trabajo de investigación, trataré de
abordarlo con espíritu crítico de tal maneraque me permita plantearnuevas
alternativasjurídicas que favorezcanla protección de los derechoshumanos,
entreellos, los derechosde libertad -derechosciviles y derechospolíticos-; pero
de manera especial,de las libertades públicas y de las garantíasdel debido
proceso,que son las que frecuentementeresultanrestringidaso limitadasen su
ejercicioen estetipo de situaciones.

2. Importancia del Enfoque Internacional.

El DerechoInternacionalde los DerechosHumanosy el DerechoInternacional
Humanitario,ha tratado el tema de la protecciónde los derechoshumanosen
situacionesde emergenciaexcepcionaly de conflictos armadosde una forma
técnicamentemejor concebida que el Derecho Interno, a nivel de Derecho
comparado.Por ello se insiste en el enfoqueinternacional,dado que es el único
sistema jurídico que puede permitir en el futuro encontrar y desarrollar los
principios y las reglasquedeben imperaren favor de los derechoshumanosy de
sus garantíasde protección en las situacionesde emergenciaexcepcional,y
especialmente,puedepropiciar la uniformidaden el tratamientode estetema en
el Derechocomparado.

El Derecho Internacional ha regulado la suspensión de los derechos
fundamentalesespecialmenteen el ámbitoconvencional,habiéndoselogradoun
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desarrollosignificativo que ha superadola normativa jurídica interna en este
campo, salvo algunasexcepcionesde paísescon una legislación avanzadaen
materiade estadosde excepción.Pero la generalidadde Estadosno ha podido
hastaahorasuperarla forma en que el DerechoInternacionalconvencionalha
reguladojurídicamentelos estadosde excepción.Sin embargo,cabemencionar
queen muchosEstadosestanormativajurídica internacionalha pasadoa formar
partede su legislacióninterna, por la vía de la firma y ratificación de los tratados
internacionales,lo cual constituye un avance muy importante respecto del
Derecho Internacional convencional al enriquecer el ordenamientojurídico
internode los Estadosen materiade protecciónde los derechoshumanos.

En el campodel Derecho InternacionalPúblico particularson dos ramasde
éste las que han abordado jurídicamente el tema de la suspensiónde los
derechoshumanos. Por una parte, el Derecho Internacional de los Derechos
Humanos,que se ha desarrolladoen la Organizaciónde las NacionesUnidas, la
Organización de los Estados Americanos, la Organización para la Unidad
Africana y en el Consejo de Europa, pero también en el marco de la
Organizaciónpara la Seguridady la Cooperaciónen Europa (OSCE>. Por otra
parte, el DerechoInternacionalHumanitario,que si bien no regulaexpresamente
en sus disposiciones convencionaleslos estados de excepción, se refiere
implícitamente a ellas al regular jurídicamenteciertos derechosy garantías
fundamentalesque deben protegersebajo toda circunstanciaen los conflictos
armados,sin excepcionesde ningunanaturaleza.

A nivel convencionallos distintos sistemasinternacionalesde protecciónde
los derechoshumanoshan desarrolladopositivamentela protección de estos
derechosen las situacionesde excepción.Han ampliadola lista de los derechos
y garantías inderogables y de los principios jurídicos aplicables de tales
situaciones,asícomo tambiénhan establecidociertasobligacionesy controlesa
los Estadospara hacer uso de las facultadesextraordinarias,sin transgredirel
ordenamientojurídico internacional.Cabedestacar,asimismo, la importanciade
la jurisprudencia internacional en materia de protección de los derechos
humanosen los estadosde excepción. Esto se observa especialmenteen el
sistema Europeo que es el único que a la fecha ha conocido y fallado sobre
casosrelacionadosconestetipo de situaciones,brindándonosaportacionesmuy
sustancialesen favor de la protecciónde los derechosfundamentales.

Los organismose instanciasintergubernamentalesde carácterno jurisdiccional
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tambiénhan contribuidoal desarrollode la protección internacional.Entre ellos
puedenmencionarseno tan sólo las instanciasespecificasde protecciónde los
derechos humanos, sino también órganos de carácter general, como la
Asamblea General de la ONU y de la OEA, la AsambleaParlamentariadel
Consejo de Europa, y la Organización para la Seguridady Cooperaciónen
Europa(OSCE>,queen distintasoportunidadeshanabordadotemasrelacionados
con la situación de los derechoshumanosen los estadosde excepción,en
distintospaísesy regionesdel mundo.Estosorganismoshanemitido resoluciones
y han hecho recomendacionesespecíficasy generalesa los Estadospara que
cumplan con sus compromisos jurídicos en este tipo de situaciones de
emergenciaexcepcional.

Cada sistema de protección internacional ha contribuido en distintos
aspectos al perfeccionamiento de la protección jurídica de los derechos
humanos,pero si bien se han logrado progresossignificativos en el campodel
Derecho Internacional, éstos no satisfacen las exigencias de los derechos
humanoshoy en día. Por ello, es necesariorevisar el Derecho Internacional
convencionala fin de buscarnuevasalternativasjurídicas de protecciónde los
derechoshumanosen todo tipo de circunstanciasy de maneraespecialdurante
los estadosde excepcióny los conflictosarmados.

Resultaimportante,entonces,revisarlos tradicionalessistemasde protección
queoperantanto en tiemposde paz como en situacionesde guerraso disturbios
internos, y compararsu estructurajurídica y su funcionamiento,sin perder de
vista las característicaspropias de cadaregión del mundoy de cadasistemade
protección internacional. Ello permitirá, sin duda, conocer los avances y
deficienciasde cadasistema,pero fundamentalmentefacilitará encontrarnuevos
planteamientosparamejorar la protecciónjurídica de los derechoshumanosen
las situacionesen las que corren mayoresriesgosy amenazasen la vida de los
Estados.

No menosimportanteresultael análisisdel tratamientoque haceel Derecho
InternacionalHumanitarioa travésde las normasconvencionalestradicionales,
así como a travésde otros instrumentosjurídicos declarativosy convencionales,
especialmenteen el ámbito de las NacionesUnidas, que regulan los conflictos
bélicosy la protecciónde los derechoshumanosen talessituaciones,en las que
encuentranfácil acogidalos estadosde excepc¡on.
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Reviste tambiénespecialinterésel tratamientode los estadosde excepción
por instancias especializadasa nivel internacional que están destinadasa
conocercasosy situacionessobregravesviolacionesa los derechoshumanos,
como las que por naturaleza sucedenen los estadosde excepción. Estas
instancias de carácter político, técnico, administrativo, cuasi-jurisdiccional y
jurisdiccional, tienen mandatopara conocersobre situacionesde excepciónen
los distintos paísesy regiones del mundo. Por ello es importante conocer las
facultades,atribuciones y obligaciones de estos órganos e instancias, para
plantear nuevas formas de organización internacional que respondana las
necesidadesactualesy de futuro de los derechoshumanos.

Por lo tanto, se analizan varios casossobre denunciasindividuales, casos
contenciososante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y Opiniones
Consultivasde la Corteinteramericanade DerechosHumanosrelacionadoscon
la protecciónde los derechoshumanosdurante los estadosdeexcepc¡on.

Por otra parte, es de hacer notar que los estadosde excepciónproducen
serias implicacionesen la seguridady la paz interna e internacional, lo cual
justifica aún mássutratamientodesdeel DerechoInternacionaly la necesidadde
regularlos jurídicamente de manera adecuada, ya que estas situaciones
representanserios peligros para el porvenir de la democraciay del Estado
moderno.

Es de fundamentalimportancia tomar en cuentaen el presenteestudio las
distintas exigenciasformalesy materialesque debenatenderseen estos casos
para que sea posiblejurídicamentesu aplicación.La doctrina, la jurisprudencia
internacional y la normativa internacional convencional se interesan por su
tratamiento.

El análisisde los estadosde excepciónesbastantecomplejoya que se debe
abordarnecesariamenteuna cuestiónpolémicaque forma partede la actividad
jurídico política del Estadomoderno, con lo cual se está abriendo paso a la
discusiónde una problemáticade variadasconsecuenciasen la vida institucional
de los Estados,cuyo tratamientojurídico no ha sido uniformehastael momento.
Perocon el DerechoInternacionalmodernose ha profundizadomás en distintos
aspectosy se ha logrado unificar principios, reglas y criterios en torno a esta
problemática. Esa es la importante función que debe jugar el Derecho
InternacionalPúblico en el futuro de los estadosde excepción, influir en las
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legislacionesnacionalesa efecto de que éstasseanlas que incorporendichos
principios, reglas y criterios uniformes,adecuadosa la normativainternacionaly
a la situacióncambiantede los pueblosy de la humanidaden su conjunto. Hay
que tomar en cuentaque el Derecho Internacionalconvencionales vinculante
para los Estados,y en consecuencia,éstosdebenadecuarsu normativajurídica
interna al Derecho Internacional, especialmenteen materia de derechos
humanosy de su protección. Los poderesextraordinariosde los Estadosy los
peligros y consecuenciasque conlíeva su desarrolloen la vida de los mismos,
representanun tema difícil de tratar, especialmentesi se revisa la historia
reciente de América Latina y de otras regiones y paísesdel mundo, que han
experimentadounadiversidadde institucionesde excepciónde distinta naturaleza.

Es importantemencionarque generalmentelas institucionesde excepción
han estadovinculadasa situacionesde violaciones masivasde los derechos
humanos,de violacionesfehacientementeprobadas,persistentesy sistemáticas,
y han constituido,en algunasregionesdel mundo, unaprácticade los gobiernos
que han visto en dichas institucionesla forma para legalizar el terrorismo de
Estadocomo un mecanismopara combatir la disidenciay la oposición política,
en aras de una pretendidadefensade la seguridadnacional o seguridaddel
Estado, sin que todo ello responda fielmente a criterios de necesidad y
proporcionalidad y sin obedecera las exigencias trazadas por el Derecho
Internacionalconvencionalde los derechoshumanosen el marco de un Estado
Democráticode Derecho.

Debe tomarse también en cuenta que el problema básico del Derecho
Internacionalde los DerechosHumanosno es tanto el de justificar los derechos
humanosen el marco del Derechopositivo, sino másbien el de establecerlos
caucesde protecciónjurídica efectiva en todo tipo de situaciones,y de manera
especial,en las situacionesanormalesde emergencia,de graveriesgo para los
derechosde las personas.En este sentido, el Derecho Internacional de los
Derechos Humanos ha desarrollado más que otras ramas del Derecho
Internacional Público, pero es necesariosuperar las deficiencias y vacíos que
presentael sistema,por lo que se mencionanlos cambios y mejoras que se
requierenen la actualidadpara protegerde forma efectiva los derechosde la
personahumana,en todacircunstanciade tiempoy lugar.

El presentetrabajo pretendecontribuir a dejar en claro diversos aspectos
fundamentalesde la protección de los derechoshumanosen los estadosde
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excepción. Entre ellos, debe determinarse si los derechos fundamentales
desaparecenen estetipo de situaciones;si se modifican o transforman;si se
desnaturalizan;o si <cambian la fisiología» como derechosfundamentales,tal
como lo sostieneel Doctor TomásDe la QuadraSalcedo.Es importantetambién
resolver el problema de si los interesesvitales y materialesque garantizany
tutelanderechosfundamentales,mantienenen situacionesde suspensión,y pese
a las transformacionesque experimentan,rasgosque permiten reconocerlesy
dispensarlesunaproteccióneficaz.’>’

Todo ello esde difícil solución en los momentosactuales,pero el Derecho
Internacionalconvencional,la jurisprudenciainternacionaly la doctrinamoderna,
han contribuido a encontrar vías de interpretacióny solución, no sin afrontar
vacíos, incongruenciasy deficiencias en la normativa jurídica existente. Esta
situación justifica aún más el tratamiento del tema de la suspensiónde los
derechosfundamentalesdesdela perspectivadel Derecho Internacionalde los
DerechosHumanosy del DerechoInternacionalHumanitario.

Es de relevanteimportanciaevaluarel tratamientoquelos distintos sistemas
de protección internacional le brindan a la protección de los derechos
fundamentalesen los estados de excepción, a fin de hacer un análisis
comparativo para detectar el desarrollo de cada uno de los sistemas de
protección, con el objeto de plantear al final los cambios que se hacen
necesarios, no tan sólo a nivel normativo sino también institucional y
procedimental, cambios que son imprescindibles para asegurar de manera
efectiva la protección de los derechosy las garantíasfundamentalesde la
personaen los estadosde excepción.Paraello he tomadoen cuentalos distintos
instrumentos declarativos y convencionalesde los sistemas de protección
internacionaly regionales,así comolas másimportantesobrasdoctrinalessobre
el tema.2

En la conclusión de los capítulos del cuarto al séptimo, plantearé y
desarrollaréde maneraprecisay exhaustivalos cambiose innovacionesque son
necesariospara perfeccionarlos distintos sistemasde proteccióninternacional,
tomando en cuenta las deficiencias y vacíos existentestanto en el ámbito
normativo convencional,como en lo que respectaal funcionamientode los
mecanismos de protección. Con ello pretendo contribuir al desarrollo y
actualizaciónde las normassustantivasy procedimentalesde protección y al
fortalecimientode los órganose instanciasuniversalesy regionales,asícomo a
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la actualización y desarrollo democrático de las normas y mecanismosde
protecciónde los derechosfundamentalesen el interior de los Estados.
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CAPITULO 3

LAS FACULTADES DE SUSPENSION O DEROGACION
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

1. Evolución Histórica.

Las facultadesde suspensiónde los derechosfundamentalesque tienen los
Estadosen la actualidadno son productotan sólo del Derechocontemporáneo,
sino de institucionessurgidasen otros momentosde la historia de la humanidad.

Todas las instituciones de excepción que ha experimentado el mundo
moderno encuentran sus raíces inmediatas a partir de la época de los
movimientosrevolucionariosdel Siglo XVIII, que dieron pasoal surgimientodel
Estado moderno y del constitucionalismo. Pero sus raices mediatas se
encuentranen otros momentosmáslejanosde la historia, estoes, en la épocade
la antigUedad,en Greciay Roma.

En Roma (500 a.C.), se observóel surgimientode poderesextraordinarios
que cobrabanvigencia temporalmenteen situacionesde crisis graves para
salvaguardarel orden constitucionalestablecido.Estasfacultadesespecialesse
concentrabanespecialmenteen unapersona-el Dictador-, queera un magistrado
extraordinarionombradoal efecto por el Senadoromano para un período no
mayor a seismeses.Estenombramientoterminabaaún cuandopersistiesenlas
causasque originabanla crisis, situaciónen la cual debía nombrarseun nuevo
funcionarioy asísucesivamentehastalograrsu superacióndefinitiva.

El Senado romano concedía amplios y plenos poderes a los llamados
Dictadores,pero tambiénpodía facultar a los Cónsulespara tomar medidasde
urgenciay para suspendertemporalmentela vigencia de la legalidadordinaria.
Todo ello tenía baseen la legalidadromana,y si bien el Dictadorestabarevestido
de poderesplenosfrente a los particularesy frente a los demásentespúblicos,
estospoderesestabanlimitadosexclusivamentea la situaciónde emergenciay a
su restablecimiento.Los Magistradosy el ejército le quedabana él subordinados
paraestosefectos,pero por el tiempo máximoque ya se ha señaladoy sin más
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implicacionesen las otrasinstitucionesajenasa la mismasituación.

La Dictadura romana constituye una de las primeras instituciones de
excepciónque se conoceen la historia. Conlíevael otorgamientode facultadeso
poderesespecialesasícomo la alteraciónde derechosde las personas,y por su
naturalezay susimplicacionesfue objeto de fuertescriticas y señalamientosde
pensadoresde la época.Parael caso,Ciceróncondicionabala existenciade este
tipo de institucionesde excepcióna la defensade la Constituciónrepublicana,la
cual, según el jurista romano, debía ser mantenida aún en este tipo de
situaciones. Para él, las instituciones y poderes extraordinarios debían ser
combatidossi su ejercicio alteraba la Constitución y si se atentabacontra su
misma conservación.Por ello es que Cicerón, según palabras del profesor
FranciscoFernándezSegado,«rechazabalas dictadurasde su tiempo porqueen
todasellas seincubabaunaalteraciónconstitucional.’1

En Greciatambiénse experimentóestetipo de institucionesde excepción.Lo
que en Roma fue el Dictador, en Grecia se convirtió en el Tirano, al cual se le
encomendabala defensa del orden interno y externo en situaciones de
emergenciapública. El Tirano, al igual que el Dictador romano, era elegido de
maneraespecialpara desempeñary ejercerpoderesextraordinariosduranteel
periodode la crisis. Peroa diferenciade la institución romana,las facultadesde
excepcióno poderes extraordinariosen Grecia no traían consigola suspensión
temporalde la legalidadordinaria.

En otras épocasmás recientes de la historia también se han observado
institucionesvinculadascon los poderesextraordinariosen situacionesde crisis.
En la EdadMedia, por ejemplo, se puedeobservarel surgimientode cierto tipo
de funcionarios que ejercen plenos poderes. Estos son conocidos como
«ComisariosExtraordinarios»,y en ellos seconcentrabanfacultadesde excepción
con distintos fines, tales como el mantenimiento del orden, la paz y la
tranquilidad en las poblaciones, pero también con fines de recaudaciónde
impuestosparaasegurarel logro de los fines anteriores.

Las facultadesde excepciónpropiamentedichaspuedenubicarseconmayor
claridad a partir de Ja transición a la modernidad,que es cuandose abre el
caminoal surgimiento y proliferación de una gran diversidadde institucionesde
excepciónque dan Jugaral ejercicio de poderesextraordinarioscon distintas
implicacionesen la vida de los pueblos y en el funcionamientonormal de las
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instituciones del Estado. Es a partir de este momento que debe ubicarse
propiamenteel enfoquehistórico con másénfasis,dado el amplio desarrollode
las institucionesde excepcióny de los poderesextraordinariosobservadohasta
nuestrosdías.

En un primer momentopuedenmencionarselas institucionesde excepción
del Derechoanglosajón,como la figura del «HabeasCorpusSuspensionActs o
Suspension of Habeas Corpus Acts’, adoptadaen 1689, y sucesivamente
durantelos años 1696, 1708, 1716, 1744, 1745, 1777 a 1779, y de 1794 a
1801, que suspendíala garantíade la libertad individual -writ de hábeascorpus-
aprobadapor el Parlamentoinglés en 1640 y en 1679.

En esta misma época surgieron otras instancias que en las situaciones
especialesde crisis ejercíanfacultadesde excepción.Entre ellaspuedencitarse
los «Comisariosdel Rey» en la MonarquíaInglesa,y las «DictadurasComisariales
o DictadurasMilitares Soberanas»en la Inglaterra del Siglo XVII, así como los
Comisariosde determinadosestamentosy asambleas.

Tambiénse mencionala ley marcial inglesade 1714, conocidacomo «Riot
Act”. Esta institución producíaun cambio sustancialen las relacionesnormales
de los entes oficiales, los cuales ejercían facultadeslegislativas, ejecutivasy
hastajurisdiccionalesa travésde tribunalesmilitares.La ley marcialsuspendíael
hábeascorpus y otros derechoshumanos.Exonerabade responsabilidada los
agentesdel Estado por daños personalesy materiales, inclusive por muertes
violentas de civiles, por lo que constituía una verdadera garantía para las
autoridadesestatalesy no paralos particulares.

El ‘Riot Act<’ estabasujeto a aplicarsebajo criteriosde proporcionalidadde la
fuerzaempleada,y como un mecanismode defensapor el “estadode necesidad»
del poder político de superar las crisis o graves desórdenesciudadanos,
justificándosepor ello el empleo de la fuerza armadacon el objeto de disolver
una reunión o manifestaciónilegal de personas,y de reconocerla inmunidad
absolutade las autoridadesfrente a la ciudadanía.

En Españase adoptael 17 de abril de 1774 la «Pragmáticade CarloslII~’, que
tiene característicasde ley marcial, ya que se aplica para disolver reuniones
públicas,y disponedel acuartelamientode la fuerzaarmada,sin responsabilidad
por el uso de la fuerzafrente a los ciudadanosy sin necesidadde requerimiento
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de la autoridadcivil.

Los constituyentesfrancesesde 1789 incorporanla institución del «Riot Act»
inglés en Ja legislación francesacon la denominaciónde «loi martiale”. Es así
como el 21 de octubrede 1789 se apruebala instituciónde la ley marcialquese
aplica en eseentoncesen la ciudadde Paris y sus alrededorescontra todo tipo
de reunionespúblicas,tumultosy desórdenesgeneradospor el desabastecimiento
de productosbásicos,legalizandola intervenciónde la fuerzaarmadacontra los
ciudadanosamotinados,y declarandola inmunidadde las autoridadespor el uso
de la fuerza. La «loi martiale” disponeque el uso de la fuerza militar solamente
puede ser requerido por la autoridad civil para el restablecimientodel orden
público, dejando vigente el derecho de petición ciudadana;y a diferencia del
«Riot Act” inglés, imponepenasmásgraves,incluso la penade muerte.

La «Ioi martiale” de 1789 no tiene fecha de expiración de su vigencia ni
define claramentesu campode aplicación,por lo que da lugar a seraplicadaen
cualquier momento y circunstancia,asimilándosedicha institución al “toque de
queda» atenuado, pero su vigencia queda prácticamente anulada con la
aprobaciónde la Constituciónfrancesade 24 dejunio de 1793.

Se puedencitar también las leyesde 23-26 de febrerode 1790 y de 2-3 de
junio del mismo año, destinadasa seraplicadasen las provinciasfrancesaspor
disturbios,motines,desórdenespúblicos, reunioneselectoralesy otros atentados
al orden público, y para proteger la propiedad privada, y que conllevan
fundamentalmentela suspensióndel derechode reuniónde personasmedianteel
uso de la fuerzamilitar.

La ley francesade 26 de julio de 1791 legaliza también el empleo de la
fuerza armada para disolver motines, reuniones y manifestacionespúblicas,
requeridapor la autoridadjudicial -Juezde Paz-, involucrandoal podercentral
del gobiernoante la imposibilidadde resolverla crisis. La aplicaciónde la ley de
1791 permite el incrementodel númerode militares e implica la suspensiónde
garantíasindividuales.

Otra institución francesa encaminada a establecerun mecanismo de
protección extraordinaria del Estado es la denominada“patrie en danger” o
<patria en peligro’, adoptadaen el mesde julio de 1792, que tiene su origen en
una situación de emergenciaexterna, en casos de invasión extranjera del
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territorio, pero que se aplica también en casosde emergenciainterna y tiene
efectos en todo el territorio nacional. Esta institución excepcional se limita
fundamentalmentea reforzar la intervenciónde la fuerzaarmada.

Este período, que va desde la transición a la modernidad hasta los
movimientosrevolucionariosdel Siglo XVIII, y que algunosautorescomo Pedro
Cruz Villalón lo denominan el <‘antiguo régimen”,2 se caracteriza por ser un
períodoen el cual comenzarona surgir las institucionesde excepciónpropiasde
la era moderna,y aunquelas motivacionesque se invocabanpara ejercer los
poderesy facultadesextraordinariosno eran exactamentelos mismos que se
observanen las actualesinstitucionesde excepción,estospoderesconllevaban
seríasalteracionesde los derechosfundamentales.

El «antiguorégimen» precedióa la etapaque el mismo autor denominó, el
Orden Público Constitucional,3 y se caracterizópor el surgimiento de ciertas
instanciasoficiales en situacionesde emergencia,provocadasespecialmentepor
motivos económicos,por problemasgeneralizadosde pobrezaextrema,por la
crisis de alimentos básicos, por problemaslaboralesy por la imposición de
tributos e impuestosa las poblacionespobres.En estaépocano se observanlos
típicos movimientospolíticos actuales.Tales movimientoscarecían,por lo tanto,
de fines políticos y se combatíanhaciendouso de medidasmáspreventivasque
represivas, como el destierro, los registros domiciliarios, la aplicación de
medidaso penascrueles y desproporcionadasy otras medidas,para provocar
algún escarmientoo temor en la población, más que para castigar a los
supuestostransgresoresdel ordenestablecido.

Con el OrdenPúblico Constitucionala partir del Siglo XVIII seexperimentaun
cambio sustancialen esta materia. Se observade una forma más definida el
establecimientode las institucionesde excepciónen el ordenamientojurídico en
Franciay en los EstadosUnidos de Norteamérica.En Francianacela figura del
‘estadode sitio” y es reguladapor primeravez en la ley del 10 dejulio de 1791.
Para algunosautores,el origende estainstitución se encuentraprecisamenteen
el estadode sitio militar francésde finalesdel siglo XVIIIA

Esta ley, que da paso al surgimiento del estado de sitio en Francia,
contemplabados estadosde excepción,a saber:el estadode guerra y el estado
de sitio propiamentedicho.
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La institución del estadode sitio, universalmenteconocidaen el presente
siglo, no modificaba en aquél entonceslas relacionesentre el Legislativo y el
Ejecutivo, pero si alterabalas relacionesentrela autoridadmilitar y la autoridad
civil en el senodel Ejecutivo, fortaleciendosustancialmentea la autoridadmilitar.

Asimismo, se puedeobservaren la Constituciónfrancesade 1799 que una
de sus disposiciones -articulo 92- regulaba la posibilidad de suspenderla
vigencia de la misma Constitución en situaciones especiales, tales como
sublevacioneso desórdenesarmados organizadoscontra la seguridad del
Estado.En Francia, pues, ya en el último tercio del Siglo XVIII la legislación
revolucionariacontemplabauna graduaciónde las situacionesde emergenciao
de crisisy disponia la forma de afrontaríasa travésde mecanismosde excepción
institucionalizadosen el nuevorégimen.

Mientras tanto, en los Estados Unidos de Norteamérica también se
experimentabancambios legislativos e institucionales en este campo. La
Constitución Federal de 1787 -artículo 4- establece el Principio de la
Intervencióndel EstadoFederalen cuestionesrelacionadascon las situaciones
de emergencia interna o de violencia interna. El articulo 1 de la misma
Constituciónda lugar a la suspensióndel hábeascorpus en casosespeciales,
tales como los casos de rebelión o invasión, y al mismo tiempo permite la
alteraciónde ciertosderechosindividualespor medio de la vigencia de una ley
marcial. El apartado2 de la secciónNovenadel citado articulo 1 estableceque:
«El privilegio del HábeasCorpus no se suspenderá,salvo cuando la seguridad
pública lo exija en los casosde rebelióno invasión.”

Esta Constitución, que constituye la primera Constitución en el mundo
moderno,permiteciertasexcepcionesen el régimende la libertad,que es parte
fundamentalde su sistemaorganizativode gobierno.Esta situación,no en vano
ha sido denominadapor algunos autoresde la doctrina como ‘la Dictadura
Constitucionalen los EstadosUnidos.’5

Posteriormentese observó en los EstadosUnidos la adopciónde algunas
leyesque ampliaban estos poderesy facultadescontenidosen la Constitución
Federal. La ley de 2 de marzo de 1792 y la ley de 28 de febrero de 1795, le
otorgabanfacultadesampliasal Presidentede los EstadosUnidos, concentrando
en él poderes extraordinarios para afrontar este tipo de situaciones de
emergencia.
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En esta época, que se inicia con el establecimientodel Orden Público
Constitucional,seda pasoa unaetapadistinta de la quese ha identificadocomo
el antiguo régimen. Se inicia ahora una etapa enmarcadaen la legalidad. Las
institucionesde excepciónquedanreguladasen la ley, no fuera de ella, y ya no
tienen una finalidad preventivafrente a las situacionesirregulareso anormales,
sino más bien, represiva,mediantela tipificación legal de hechoscontrariosal
orden establecidoy su respectivasanciónpenal, observándoseciertasgarantías
procesales.

<‘El Orden Público Constitucionales un ordenpúblico no sólo por necesidad,
es decir, por verse privado del aparatopreventivodel antiguo régimen,sino por
convicción, por el convencimientode que sólo puedeser constitucionalel orden
público que partede la existenciade unatransgresión;por esosesostieneque el
Orden Público Constitucionales un orden público represivo,porque presupone
en todo casola existenciade unatransgresión,a diferenciadel antiguo régimen,
que procuraadelantarsea ella.”’

El desarrollode las institucionesde excepciónse observaparticularmenteen
el Siglo XIX que es cuando surgenlos nuevos Estadosa raíz de la liberación
colonial y del procesode independencia,y aparecennuevasconstitucionesy
leyes, y con ellas la regulaciónde los estadosde excepción.Este fenómenose
produceen gran medidaen América Latina que es dondeencuentranun terreno
fértil las institucionesde excepción,especialmentela institución francesadel
estadode sitio.

También se observa en América Latina que el surgimiento de los poderes
extraordinariosde excepción se concentrapor lo general en la personadel
Presidente de la República. Esta concentración individual de facultades
extraordinariasno se observaen Europa sino hasta el Siglo XX con las das
conflagracionesmundiales.

El Siglo XIX da lugar a la proliferación de institucionesde excepciónde
distinto signo. En Francia, el estadode sitio militar fue reguladopor un decreto
napoleónicode 1811, dándolecontinuidadasí a la vigencia de esta institución
surgidaen el siglo anterior. La Constituciónde 1848 y las leyesde 1849 y 1878,
se refieren específicamentea la incorporaciónde las institucionesde excepción
en la legislación francesa.Surgeen estepaís una nueva forma de institución de
excepción, el estado de sitio político o ficticio, adoptado por una ley de
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excepción de agostode 1849 que suprime considerablementelas libertades
públicas de los ciudadanosciviles. Esta nueva ley establecía los derechos
humanos que podían ser suspendidostemporalmente y facultaba a las
autoridadesmilitares, en sustituciónde las autoridadesciviles, a ejercerciertos
poderesespecialesincluyendola competenciade los tribunalesde excepción.

En Españaseexperimentaduranteel Siglo XIX un amplio desarrollode las
institucionesde excepción,las cualesson incorporadasen distintasconstituciones
y leyes de este siglo, que se ven influenciadaspor las institucionesinglesasy
francesasdel Siglo XVIII. En este sentido puede mencionarsela Constitución
Politica de la MonarquíaEspañolade 19 de marzode 1812, que en su articulo
308 contemplabaque las Cortespodríandecretarla suspensiónde algunasde
las garantíasprescritasen el capitulo III del Título V de la misma Constitución,
relativas a la administraciónde justicia en lo criminal y que hacianreferenciaa
garantíaspara el arrestode las personas.

El artículo 8 de la ConstituciónPolítica de la MonarquíaEspañolade 18 de
junio de 1837 tambiénregulabalas institucionesde excepcióny establecíala
adopciónde ciertasmedidasextraordinariasque comprendían: la suspensión
temporal de las formalidadeslegalesrequeridaspara la detenciónde personas,
para los registros domiciliarios y las medidasde separacióndel domicilio por
razonesde seguridaddel Estado.

La Constitución de la Monarquía Españolade 15 de septiembrede 1856
regulabaen su artículo 8 la figura de la suspensiónde garantíasmediantela
adopciónde una ley de ordenpúblico, pero prohibíamedianteel actaadicionala
dicha Constituciónla expatriación,deportacióno destierrode los españoles.

Las Constitucionesde la MonarquíaEspañolade 1 dejunio de 1869 y de 30
de junio de 1876, incorporande maneramásclara las institucionesde excepción
y las distintasmedidasextraordinariasde proteccióndel Estado.La Constitución
de 1869 reconocela instituciónde la suspensiónde garantíasconstitucionalesen
su artículo31, en el cual disponela suspensióntemporal de la inviolabilidad del
domicilio y de los derechos a la documentaciónpersonal, a la libertad de
expresióny de opinión,a la libertadde reunióny de asociación,y a las garantías
básicasde protecciónde la libertad en los casosde detención.La Constitución
de 1876 reconocede igual manerala institución de la suspensiónde garantías
constitucionalesen su articulo 17, ampliando la lista de garantíasprocesales
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sujetasa suspensióntemporal.

Entre las leyes españolasde excepciónmás importantesse mencionanlas
siguientes:el Código Penal de 9 de julio de 1822, que si bien no era una ley
marcial, disponía la no responsabilidadpor el uso de la fuerza armadaen los
actosde rebelión, sedición,motín, asonadao tumulto, acercándosemásal ‘Riot
Act” inglés, quea la “loi martiale” francesa;la Ley de ReunionesPatrióticasdel 1
de noviembre de 1822, que con el pretendido propósito de fomentar las
libertadespúblicas,conteníaa su vez disposicionespropiasde una ley marcial,
ya que disponíadel uso de la fuerza militar en reunionessediciosaso violentas,
restringiendoel ejercicio legítimo de las reunionesen horasde la noche;el Real
Decreto de 18 de julio de 1834, que tenía característicassimilares a la «loi
martiale’ francesade 1789,y pretendíaresolverpor mediode la fuerzamilitar los
disturbiossucedidosen la capital de España,disponiendode medidasextremas
como la expulsión del territorio a los infractores; y el Real Decreto de 16 de
agosto de 1835 que establecíapor primera vez en España la institución del
estadode sitio”.

Pueden citarse también en el caso español otros decretos y leyes de
excepciónadoptadasen el Siglo XIX que desarrollaronen alguna medida las
disposicionesconstitucionalesseñaladasanteriormente.Al respectosemencionan
los siguientes:el Real Decretode 26 de marzode 1848; la Ley de 8 de julio de
1866; el Real Decretode 26 de julio de 1866; el Real Decretode 20 de marzode
1867; la Ley de 5 de octubrede 1869; la Ley de 14 de diciembrede 1869; la Ley
de 13 de septiembrede 1873, que autorizabaal gobiernopara adoptarmedidas
extraordinariasde guerra y tomar medidas para terminar la guerra civil; el
Decretode 5 de enerode 1874, que suspendíalas garantíasconstitucionalesen
todo el territorio; el Decreto de 8 de enerode 1874, que declarabadisueltaslas
Cortes Constituyentesde 1873; el Decreto de 10 de enero de 1874, que
declarabadisueltas las reunionesy sociedadespolíticas contra la seguridad
públicay la integridadterritorial; entreotrasleyesy decretosimportantes.

Algunas de estas leyes y decretosdieron lugar a la consolidaciónde los
estadosde excepciónque en el futuro de Españaserian incorporadosen su
legislación,talescomoel estadode excepciónmilitar o estadode guerra.

Durante el Siglo XIX, a partir de la importancia que reviste el fenómeno
inglés,francés,españoly latinoamericano,surgieronnuevostextosconstitucionales
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europeosque incorporarondistintasinstitucionesde excepción,tal es el casode
la Constituciónde Prusiade 1850, la del Reino de Dinamarcade 1866 y la del
Imperio Austriacode 1867.

Particular importancia tiene la situación del Siglo XX que se inicia
prácticamentecon la primeraguerramundial -1914a 1919- y queda pasoa una
pluralidadde nuevasinstitucionesde excepciónquerequirieronde suincorporación
en las legislacionesde muchos paises.Caberesaltar los poderesy facultades
extraordinariosque durantela primera y segundaguerramundial -1939 a 1945-
seconcentraronen la personadel Presidentede la República,PrimerMandatario
o Jefede Estado,particularmenteen los EstadosUnidos de Norteamérica.

Durantela primeraguerramundialseestablecióen Inglaterrael llamado«War
Cabinet», que ejercía poderesplenos en la conducciónde la guerra, y tenía,
además,facultadesextraordinariaso de excepción.En Alemania se adoptó en
1919 la Constituciónde Weimar, queen su artículo 48 regulabala suspensiónde
algunosderechosconstitucionales,talescomo la libertadpersonal,la libertadde
expresión,la libertad de reunióny asociacióny el derechoa la inviolabilidad del
domicilio y de la correspondencia.En plena segundaguerra mundial los países
involucradostomaron medidasde excepcióno de emergencia.El Reino Unido
promulgó el «EmergencyPowersAct<’ y el «Bilí Suppliesand ServicesAct”, que
conllevabanampliasfacultadesextraordinarias.

En Españase inicia en la terceradécadadel presentesiglo un largo proceso
político en el cual se adoptanmúltiples medidasinstitucionales y legislativas
relacionadascon los estadosde excepción y la suspensiónde derechosy
libertades.El 9 de diciembrede 1931 se adoptala Constituciónde la República
Españolaqueregula las facultadesdel Gobiernoparadecretarla «suspensiónde
garantías”, entre ellas importantes libertades públicas y garantíasjudiciales
básicas.

A partir de esa década el régimen franquista emite numerososbandos
declarativosde estadosde excepción.En 1933 se apruebala Ley de Orden
Público, la cual se mantienevigente hasta 1959. Se adoptaposteriormentela
Declaratoriadel Estadode Guerrade 17-18 de julio de 1936, que suspendelas
libertadesde reunión y manifestaciónpública y establecela jurisdicción militar
medianteprocedimientossumarísimoscontra personasciviles por noticias falsas
o tendenciosascontra el ejército y por otros hechos relacionadoscon las
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libertadespúblicas.La ley marcial proclamadamedianteel Bandode la Juntade
DefensaNacional de Burgos de 28 de julio de 1936, que a su vez declarabael
Estadode Guerra,establecíadiversastécnicasjurídicas restrictivasde derechos
para la defensay estabilidaddel gobierno.El 9 de febrero de 1939 se adoptala
Ley de ResponsabilidadesPolíticasque declarabailegaleslos partidospolíticos y
las organizacionessindicales.

Se puedenmencionartambiénotras leyesrelacionadascon la suspensiónde
derechos.Entre ellas la Ley de Seguridaddel Estadode 29 de marzo de 1941,
derogadaen 1947; la Ley de Policía de 1941; y la Ley de 2 de marzo de 1943
sobreel delito de rebeliónmilitar, asícomo el Códigode JusticiaMilitar aprobado
en 1945, que pretendíaperpetuarel régimende excepcióny de ley marcial, aún
en períodosde normalidadconstitucional.

Perolas leyesmásimportantesdel régimende Francoen estamateriafueron
las de 1 de marzode 1940, en la quese legalizó la represióna la masoneríay al
comunismo; y la de 15 de noviembrede 1943, mediantela cual se establecía
con los mismos efectosde la ley marcial la jurisdicción militar en todas las
regionesmilitaresde España.A partir de estemomentoestasleyesconstituyeron
la columna vertebraldel régimen jurídico de represióncontra las libertadesen
España,quepermitió mantenerel estadode guerrahasta1948.

Posteriormente,en 1959, se aprobó una nueva Ley de Orden Público, que
reforzóla jurisdicción militar; y el 21 de septiembrede 1960 seaprobóel Decreto
sobre Rebelión Militar, Bandidaje y Terrorismo, que actualizóprácticamenteel
régimende excepciónen España.

A partir de 1963 seobservóun ligero cambio en la política de ordenpúblico
del gobiernocon la aprobación,el 2 de diciembre,de la Ley sobrela creaciónde
Juzgadosy Tribunales de Orden Público, mediante los cuales se pretendió
normalizar y desmilitarizarlas institucionesjurisdiccionalesy de orden público.
No obstante, se mantuvieron vigentes hasta 1968 la ley marcial y ciertas
medidasexcepcionaleslas cualesrestringíanimportanteslibertadesdemocráticas,
comola libertad de reunióny de manifestaciónpública y la libertad de expresión.
Las facultades de la jurisdicción militar excepcional fueron reguladaspor la
legalidad ordinaria; el hábeas corpus fue derogado; la policía continuó
militarizada; subsistierondeterminadostipos penalesde excepciónrelacionados
con la defensadel orden público; y lo más grave aún esque tales medidasse
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adoptaron mediante técnicas jurídicas que se enmarcaron en el orden
constitucionalnormal.7

Leyes especialesposteriores,como la Ley de 1971 que derogóel Decreto
sobreRebelión,Bandidajey Terrorismode 1960; la ley de 22 de agostode 1974
sobrela prevencióny enjuiciamientocontrala paz social y la seguridadpersonal;
y el Decreto de 26 de agostode 1975 sobre terrorismo,manteníanvigente la
competenciade los juecesmilitares y de los consejosde guerra en materiade
orden público, que dieron lugar a medidasextremascomo la penade muerte
dictadapor los consejosde guerra.

La situaciónpolítica en Españacomenzóa cambiara partir de la muertedel
General Francisco Franco sucedida en noviembre de 1975, dando lugar a
medidas inmediatas como la desmilitarización de centros universitarios y de
conflictos laborales.Los tribunalesde ordenpúblico fuerondisueltosen 1976. En
1977 el gobierno asumióciertasfacultadesextraordinariasrelacionadascon las
detenciones de civiles y los registros domiciliarios, prohibiéndose las
manifestacionespúblicas y suspendiéndoseel hábeas corpus. La situación
excepcional permanecióvigente hasta junio de 1977 en que se convocó a
eleccionesdemocráticas.El régimen se mantuvo en el poder gobernandopor
décadascon medidaslegislativas y jurisdiccionalesde excepción hasta 1978,
fecha en quetodavíaimperabala jurisdicciónmilitar.

La administración del orden público, que constituye la parte medular del
régimen de Franco, reflejó una dualidad en el ordenamientojurídico español
durantelos 32 añosdel régimen.Por una partese dispusode un orden jurídico
ordinario y por otra, de un orden juridico marcial, con medidas y técnicas
legislativasde Derecho Militar, propias de un estadode guerra,y con medidas
jurisdiccionalesmilitares para el juzgamiento de civiles, que se mantuvieron
vigentes durantedécadas,hastaque se aprobó, en diciembre de 1978, la Ley
Fundamental,la nuevaLey de Policía y la Ley de ProtecciónJurisdiccionalde los
DerechosFundamentalesde la Persona.

El régimende Francosecaracterizó,pues,por constituir estructuralmenteun
régimen de excepciónpermanente,un régimen marcial y de guerra en el que
permanecieronsuspendidosindefinidamentederechos, libertades y garantías
fundamentalesde la persona.

-29-



Al igual que el régimenfranquista,otros regímenesmilitaresde distinto signo
ideológico se establecieronen Europa como auténticos sistemas de orden
público represivosde derechoshumanosy libertadesfundamentales.Entre ellos,
el régimensocialistade la Unión Soviéticay Europaoriental,el régimenfascista
en Italia y el de la Alemania nazi durantela segundaguerramundial. Todosellos
constituyentambién regímenesde excepciónestructural,ya que mantuvieron
vigentesprolongadosperíodosde suspensiónde derechosy libertades.

En Italia, el partido fascistaadministró las institucionesde ordenpúblico. La
policía política fue integradapor la milicia voluntaria paravelar por la seguridad
nacional, y no estuvo sujeta al control jurisdiccional. A diferencia del régimen
español, los tribunales de orden público no fueron militares, ni aplicaron
legislaciónmilitar.

El régimen nacional-socialistaalemán constituyó también una especiede
dictadura civil, que mantuvo al ejército fuera de la actividad política y de la
administracióndel orden público, la cual fue ejercida por el Partido Nacional-
Socialistay la policía, quea su vez fue manejadapor el partido. El ordenpúblico
prácticamenteestuvoen manosde la policía secretadel Estado-la Gestapo-;de
la fuerza de asalto del partido -la S.A.-; y de la policía especialdel Furher -la
S.S.-, no quedandosujetosal control de los tribunalesde justicia en materiade
ordenpúblico.8

Estasituaciónse mantuvohastala finalización de la segundaguerramundial
dandopasoa un nuevorégimenen Europaoccidentaly a la adopciónde nuevas
medidaslegislativascomo la aprobaciónde la Ley Fundamentalde la República
Federalde Alemania el 8 de mayo de 1949. La Ley Fundamentalde Bonn
descartalas tradicionalesinstituciones de excepcióny regula en el apartado
primero del artículo 81 el nuevo «estadode emergencialegislativa», como una
modalidaden materia de estadosde excepción.Dicha institución excepcional
establececomo garantíaque la Ley Fundamentalno puede ser modificada,
suspendida,o invalidadatotal o parcialmentepor el estadode emergenciao de
necesidadlegislativa.

La Ley Fundamentalde Bonn establececomo garantía de los derechos
constitucionalesla reservade ley en materiade restriccióno suspensiónde los
mismos, y ademásprescribe que en todo caso de suspensiónde derechos
fundamentalesno se podrávulnerarla esenciade los mismos,los cualesgozaran
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en toda circunstanciade protecciónjurisdiccional (artículos 10, 11, 13, 14, 16,
17, 18 y 19).

Los cambiosobservadosen Europaoccidentala partir de la finalización de la
segundaguerra mundial en materiade orden público y estadosde excepciónno
se desarrollande igual forma en Europa oriental, ya que los paísessocialistas,
especialmentela Unión Soviética, continuó implementandopermanentemente
medidas de suspensiónde derechosy libertades para la defensadel orden
socialistaestablecido,convirtiendoa dicho régimen y a otros paisessocialistas,
en regímenesestructuralesde excepción hasta 1989, con la transformación
política de la Europadel Este.

En Latinoamérica también se observó el fenómeno de los regímenes
dictatorialesde corte militar que dieron lugar a establecerestadosde excepción
permanenteso estructurales,a través de la legislación ordinaria y de leyes
especiales de excepción con vigencia indefinida. Ello se pudo observar
especialmenteen el cono sur, en CentroAméricay el Caribeduranteel presente
siglo, persistiendoaún pocos regímenesque continúan impulsando medidas
permanentesde suspensiónde derechosy libertades,sin recurrir necesariamente
a institucionesde excepción.

No obstante, se han desarrollado en el continente americano distintas
institucionesde excepcióndespuésde la segundaguerramundial, las cualeshan
logrado regular el control de las facultadesextraordinariascon una amplitud
poco observadaen otros paísesy regionesdei mundo. Estamateriaseráobjeto
de desarrolloen el capítulosiguiente.

2. Concepto. Naturaleza Jurídica. Características.

Las facultadesde suspensióno derogaciónde derechos fundamentales
«puedenen cierta maneradefinirse en el Estadoconstitucional,como una forma
de protecciónespecialdela libertad.”9

Estos poderesextraordinariosque ejercen los Estadossolamentepueden
encontrarfundamentaciónen el marco de un Estadode Derechoque regulesu
ejercicio y los límites del poderpúblico, y que determinelas responsabilidades
legalesa queda lugar la infracciónde las autoridadesoficiales en el ejercicio de
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susfacultadeso poderesextraordinarios.

Las facultades de excepción de los Estadospueden en alguna medida
restringirderechosy garantíasde las personas,lo cual encuentrajustificación «en
la necesidadsupremade mantenera toda costa aquellosbienes esencialesa
toda la sociedadcivilizada.”10 Es entoncesla necesidadde resolver las crisis
gravese insuperables,la que fundamentaen última instancia el uso de las
facultadesde suspensiónde derechosy garantías,con el objeto de que esta
suspensióncontribuyaal restablecimientode la normalidad,a la preservaciónde
los valoresy bienesjurídicos que atañena toda la colectividad,y en definitiva, a
la defensadel ordenconstitucional.

El ejercicio de estasfacultadessuponeun margende discrecionalidadde
parte del Estado,especialmentedel Poder Ejecutivo, sobre diversos aspectos
relacionadoscon la situación de hecho o situación excepcional, con su
valoración como situación insuperabley con la misma necesidadde tomar
medidasespeciales.Ello no implica en ningún momentodiscrecionalidadpara
actuarfuerade la ley y sin control alguno.Se entiendeque los Estadosal ejercer
las facultadesde excepcióndebenestaren todo momentosometidosal Derecho,
a la legalidad de excepción,y en general, a la legalidad constitucionaly al
DerechoInternacionalvigente.

Para algunos autores la discrecionalidaden el uso de las facultadesde
suspensiónde derechosconsisteen el «margende apreciaciónde lo que sea
estrictamenteindispensablepara el restablecimientode la normalidad.”’ Por
ello es quese imponeel establecimientode controlesjurídicos,políticosy de otra
índolea estasfacultadesdiscrecionalesde los Estados,paraestarlegitimadasen
el marcode un Estadode Derecho.

Por otra parte,cabedestacarqueel ejercicio de las facultadesde suspensión
de derechosfundamentalesestásujeto a criteriosde interpretaciónrestrictiva, lo
cual limita aún más los poderespúblicos en el ejercicio de sus facultades
extraordinarias.

Puededecirsetambién que las facultadesde excepción,su extensióny su
ámbitode aplicacióndependeen granmedidadel tipo de institución excepcional
a la que se recurraen un momentodado, ya que segúnsea la naturalezade la
institución excepcionalasí será la magnitud y el alcancede las facultadeso
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poderesquese ejerzan.

Las facultades de suspensión de derechos son poderes especiales y
extraordinarios que nacen como facultades jurídicas precisamentede su
reconocimientolegal, debido a la necesidadde actuarde forma urgentey ágil,
pero también de manera efectiva, ante hechos y acontecimientosgraves e
insuperables,cuya solución no es posible por las vías normalesy ordinariascon
quecuentael Estadomoderno.

Las facultadesextraordinariastambién son consideradascomo facultades
políticas del Poder Ejecutivo, pero deben tener en todo caso base jurídica
constitucionaly deben obedecera ciertos límites y controles legítimos. Tales
facultadessólo puedenejercitarsecuandoal Estadono le quedaotra alternativa
más que actuarde estaforma para lograr determinadosfines, que en definitiva
atañena toda la colectividad.

Un autor español al referirse a la naturalezajurídica de las facultadesde
suspensiónde derechossostieneque talesfacultades,«estánjuridificadas por la
mismafunción de defensadel Estadode Derecho,por la proporcionalidadde las
medidasque se usan, por la necesidadde utilizarlos y por los controles de
carácterpúblico.»’2 Paraesteautor, la facultadesde suspensióno derogaciónde
derechosson facultadesjurídicassujetasa controlesestablecidospor la misma
legalidad.

No quedaduda,pues, que estasfacultadesespecialesde los Estadostienen
sustentaciónjurídica, pero debensiemprecumplir con determinadasexigencias
que son comunesa todo tipo de institucionesde excepción,y por supuesto,con
las que son propiasde cadaunade ellas, segúnla legalidadvigente.

Finalmente,es necesarioagregarla caracterizaciónde las facultadesde
suspensiónde derechos,a fin de comprendermejor su conceptoy su naturaleza
jurídica. A esterespectopuedenmencionarselas siguientescaracterísticas:

a> Las facultadesde excepción son facultadesespecialesy extraordinarias
destinadasa regir en períodosde anormalidadconstitucionalen la vida de los
Estados,por un tiempo relativamentecorto, es decir, que son facultades
temporales,por lo que nunca puedenejercersede manerapermanenteo
indefinida.
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b) Se ejercenfrente a situacionesgravese insuperablespor los mecanismos
legalesnormales.No pueden,por lo tanto, invocarseen situacionesvagaso
de menorgravedad.

c) Su ejercicio provoca una alteración en el equilibrio que existe entre los
poderes del Estado. Produce, en consecuencia,una concentraciónde
poderesen el Ejecutivo con perjuicio o alteración en los demáspoderes,
especialmenteen el PoderJudicial.

d) Estasfacultadesno puedenejercersede maneraabsolutae ilimitada.

e) Son facultadessujetasa regulación legal. No son, por lo tanto, facultades
arbitrariaso ilegales.Estánsujetasa controlesconstitucionalesy legalesy a
la supervisióninternacional.

f) Conllevanla utilizaciónde la coaccióny de la fuerza institucionalmásallá de
lo permitidoen épocasde normalidad.

g) Su extralimitación con perjuicio a los derechoshumanosde la colectividad
da lugar a responsabilidadlegal internae internacional.

3. Anibito de Aplicación.

Las facultades de suspensiónde derechos y garantías se aplican en
determinadassituacionesque por sus característicaspropias exigen de un
comportamientoespecialde partedel Estado.El ámbito de aplicación de estas
facultadesespecialesestá limitado a las situacionesextraordinariasy urgentes
queenfrentanlos Estadosen los períodosde crisis gravese insuperables.

Con ello, se entiende que el ámbito de aplicación queda reducido
específicamentea este tipo de situaciones,no pudiendo, en consecuencia,
hacerseuso de ellasen ningún otro casoo situaciónque enfrenteel Estado.Para
ello, el Estadocuentaconotras institucioneslegalesy administrativasque no son
propiamenteinstitucionesde excepción.13

Estasfacultadespuedenejercerseen diverso tipo de situacionesanormales,
entrelas que secomprendenespecialmentelos conflictosarmados,las tensiones
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internasy los disturbios interiores.’4Pero en términos generales,se comprende
toda una diversidad de situacionesque van desde los desórdenespúblicos
incontrolables, las gravesalteracionesal orden público, los casos de rebelión,
sedición, invasión del territorio, amenazasa la independenciao seguridaddel
Estadoo dela nación,catástrofes,epidemias,gravesacontecimientosocasionados
a la naturaleza,hasta las situacionespropias de un conflicto armadointerno,
internacionalo guerrasde independenciacolonial.

Todasestassituacionesde hechoque seproducenen la vida de los Estados
provocan graves crisis y múltiples alteracionesen su vida institucional, que
necesitanser superadasde maneraurgentey efectiva, pero siempredentro del
marcode la legalidadinterna y de la normativainternacional.
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Repúblicade El Salvadorquefueronadoptadasen 19911 a raíz de la firma de
los Acuerdosde Paz, y que contienen la regulacióndel uso de las Fuerzas
Armadasparasituacionesexcepcionalesqueno son propiamenteestadosde
excepción. El artículo 168 numeral 12o. de la Constitución expresa lo
siguiente: «Son atribucionesy obligacionesdel Presidentede la República:
12o.> Disponerde la Fuerza Armada para la defensade la soberaníadel
Estado y de la integridad de su territorio. Excepcionalmente,si se han
agotadolos medios ordinarios para el mantenimientode la paz interna, la
tranquilidad y la seguridadpública, el Presidentede la República podrá
disponer de la Fuerza Armada para ese fin. La actuación de la Fuerza
Armada se limitará al tiempo y a la medida de lo estrictamentenecesario
para el restablecimientodel ordeny cesarátan prontosehayaalcanzadoese
cometido. El Presidentede la República mantendráinformada sobre tales
actuacionesa la AsambleaLegislativa, la cual podrá,en cualquiermomento,
disponerel cesede talesmedidasexcepcionales.En todo caso,dentrode los
quincedíassiguientesa la terminaciónde éstas,el Presidentede la República
presentaráun informe circunstanciadosobre la actuación de la Fuerza
Armada.” El artículo 212 de la Constitucióntambiénfue reformadoen 1991
en el mismosentido.

‘~ Véaseel ProtocoloII de 1977 adicional a los Conveniosde Ginebradel 12 de
agostode 1949,artículo 1.
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CAPITULO II

LOS ESTADOS DE EXCEPCION

1. NaturalezaJurídica. Características.

En épocasnormalesy ordinariaslos Estadosdisponende toda una seriede
instrumentosy de mecanismosjurídicos paragarantizarel buen funcionamiento
de las instituciones. Disponende cláusulasde interpretacióny de restricciónde
derechosy libertades,sin que ello implique necesariamenteestarhaciendouso
de facultadesextraordinariaso excepcionales.

Los Estados disponen de procedimientoslegislativos simplificados y de
técnicas legislativas de sustitución, las cuales se han puesto en vigor en
situacionesconflictivas con el fin de no tener que recurrir al uso de poderes
extraordinarios.Tales medidashan resultadoser insuficientespara superarlas
crisis gravesy para satisfacerlas necesidadesdel Estado,especialmentedel
Estadomoderno,quepor diversascausasseha visto involucradofrecuentemente
en situacionesde crisis agudasque no son susceptiblesde superarsesino a
travésde mecanismosjurídicosespecialeso excepcionales.

Los Estadoscuentanactualmenteconmecanismose instrumentosdestinados
a regir la vida normal de las instituciones,pero tambiéncuentancon toda una
serie de mecanismos,medidase instrumentospara las situacionesanormales,
gravese insuperables.

Es importante,por lo tanto, tratarde encontrarciertoscriterios conceptuales
y característicasbásicasque permitan adentramosal campode la definición o
conceptualizaciónde los estadosde excepción.Ello es necesariopara despejar
la posible confusión que existe en torno a su definición y alcance debido
fundamentalmenteal tratamiento no uniforme de este tema de parte de los
Estadoscomo de la doctrina.

En la actualidadexistendiversasacepcioneso definicionesde los estadosde
excepción, por lo que es preciso destacaren primer lugar los caracteres
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generalesmás importantesy los elementosconstitutivosdel conceptoque son
imprescindiblesparacomprendersu naturalezay fundamentaciónjurídica, de tal
forma que permitaconstruiradecuadamentedicho concepto.Las características
y elementosconstitutivosmás importantesde los estadosde excepciónson los
siguientes:

a> Los estadosde excepciónsurgena la vida del Derechoprecisamenteporque
las institucionesjurídicas y políticas del Estado han sido insuficientes e
incapaces para superar graves crisis o situaciones de emergencia
extraordinaria.Surgenen razónde buscarsolucionesurgentesy adecuadasa
las crisis gravescon el objeto de garantizarel retorno a la normalidady la
defensadel Estadode Derecho, de las institucionesdemocráticasy de los
interesessupremosde los derechosfundamentales, así como de otros
valoresesencialesde la colectividad.

b) Los estadosde excepciónconstituyenuna defensadel Estado.Paraalgunos
autoreslos estadosde excepciónno son másque un mecanismode defensa
del «statusquo” constitucional,y constituyen«la reacción última del Derecho
anteel asaltoilegítimo de la fuerzaen contradel Estado.’’

c) Los estadosde excepciónson institucionesque funcionancomo unagarantía
de la Constitución,pero a diferenciade las demásgarantías,ésta funciona
bajo la modalidadde ser unasuspensióntemporalo provisionalde unaparte
de la mismaConstitución,es decir, de algunosde suspreceptosy no de toda
la Constitución.2

d) Los estadosde excepción requierende la existenciade una situación de
peligro real o inminente, que ademássea grave e insuperablepor las
institucionesjurídicas normalesde que dispone el Estado. Esta situación
afectade una u otra forma a la colectividaden su conjunto y produceefectos
en todo o partedel territorio del Estado. En consecuencia,los Estadosno
puedeninvocar situacionesvagaso aparentementegravespara ejercer las
facultadesexcepcionales.

e) Las causasy los motivosquejustifiquenel uso de los poderesextraordinarios,
así como el impulso de las medidasde excepción,debenestarprevistasde
maneraclara en la legislación interna y especialmenteen la ley primaria o
Constitución.
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f) Los estados de excepción por naturaleza son de carácter temporal o
provisional y nunca puedenestardestinadosa regir por tiempo indefinido ni
mucho menos de manera permanente.Si bien se produce en tales
situacionesunasustitucióndel ordenamientojurídico de la normalidadpor un
ordenamientojurídico de excepción,éstedeberegir con el fin de garantizarla
estabilidadde aquél.

Hauriou y Duguit atribuyen a los estadosde excepción una “auténtica
naturalezajurídica de fuente creadoradel Derecho.” Otros autorestambién
consideranque los estadosde excepciónestán constituidospor un orden
jurídico provisional destinado a asegurar de manera inmediata el
restablecimientoy la estabilidaddel definitivo orden jurídico en el marco de
un EstadodeDerecho.3

g) Conllevan el ejercicio de podereso facultadesextraordinarios,pero éstosno
puedenejercersede manera absoluta y arbitraria. Se entiende que en el
marco de un Estadode Derecho el ejerciciode talespoderesy facultadeses
restrictivo, y por su misma naturalezadebe estar sujeto a controles y a
ciertos límites determinadostanto por el Derecho Interno como por la
normativainternacional.

h) Los estadosde excepciónafectande manerasustancialalgunasgarantías
procesales así como también afectan el ejercicio de ciertos derechos
subjetivosfundamentales,entendidoséstoscomo «la facultad que la norma
atribuyede proteccióna la personaen lo referentea su vida, a su libertad, a
la igualdad, a su participación política o social, o a cualquier otro aspecto
fundamental que afecte su desarrollo integral como persona, en una
comunidadde hombreslibres, exigiendo el respetode los demáshombres,
de los grupossocialesy del Estado,y conposibilidadde poneren marchael
aparatocoactivodel Estadoen casode infracción’.4

Algunos de estosderechossubjetivosfundamentalesno puedeninvocarse
frente a las actuacionesdel poder político de igual forma que en las
situacionesde normalidad constitucional.Pero estos derechosy libertades
debilitados van acompañadosen toda circunstanciade garantíasmínimas
indispensablespara asegurarsu naturalezay su contenido esencial. La
suspensióno derogaciónde los derechosfundamentales,en consecuencia,
no es total ni absoluta,por lo que las autoridadesoficiales debenceñirsea lo
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estrictamenteindispensablesegún lo requiera la misma situación. «Ello
suponeque fuera de los supuestosnecesarios,los derechosy libertades
despliegansusefectosplenosy se beneficiande las garantíasjudiciales.”5

i> Los estadosde excepciónprovocande manerainmediatauna alteraciónen
el funcionamiento normal de las instituciones públicas y dan lugar a la
concentraciónde poderes especialmenteen el Ejecutivo. Se produce un
desequilibrioentrelos órganosdel Estadoy entreéstosy los particulares.

j) Los estadosde excepciónimplican necesariamenteel uso de facultadeso
poderesextraordinariosa los cualesno se puederecurrir en épocasque no
seande crisis extraordinarias,pero en todo caso, independientementede la
naturalezay de la gravedadde la crisis, el uso de tales facultadespor los
poderespúblicos y especialmentepor el Ejecutivo, no puedeser arbitrario.
Debe estar reglado y obedecera principios básicos, cuyo cumplimiento,
acatamientoy respeto tiene que ser verificado y sometido a controles
jurídicosy políticosefectivos.

k> Los estadosde excepcióntienen en común el representaruna alteracióno
modificaciónde las funcionesnormalesde las institucionesdel Estado.Esta
perturbacióninstitucional afecta de una u otra forma todos los órdenese
instanciasde la vida nacional.

Tomandoen cuentaesta cita de caracteresde los estadosde excepciónse
puedetratar de construirun conceptoque se adecúeen lo posiblea las distintas
institucionesde excepción,pero que ademásrespondaa las actualesexigencias
del DerechoInternacionalconvencionaly del EstadoDemocráticode Derecho.

En primer lugar, conviene señalar que el estado de excepción, como
institución legitimada para operar en situaciones de crisis extraordinarias,
constituyeun mecanismode respuestaúltima del Estadofrente a una situación
de peligro real o inminente,que ademáses grave e insuperablepor los cauces
legalesnormalesde quesedisponeen un momentodeterminado,y quees capaz
de provocarunaalteraciónen el funcionamientode las institucionesdel Estadoy
en el ejercicio normalde ciertosderechos,libertadesy garantíasde las personas.

En segundolugar, los estadosde excepción,como mecanismosde reacción
última, de naturalezatemporalo provisional, estándestinadosexclusivamentea
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la superación de las crisis extraordinarias y a garantizar el retorno de la
normalidad, la defensadel Estadode Derecho o imperio de la ley, la defensay
salvaguardiade las institucionesdemocráticas,de los derechosfundamentales
de las personas,de los valores superioresdel ordenamientojurídico y los
interesessupremosde la colectividad.

Para el logro de tales fines el Estado puede legítimamentehacer uso de
ciertasfacultadesespecialesde carácterlimitado, las cualesdebennecesariamente
estar preestablecidascon suficiente claridad en la Constitución y las leyes,
siempre que se haya previsto las causasque son susceptiblesde generarlos
distintos estadosde excepción.

En tercerlugar, es importantemencionarquelos estadosde excepciónestán
sujetos, en el marco de un Estado de Derecho, a controles de carácter
jurisdiccional que garanticenpor una parteque no se afecte la protecciónde los
derechosinderogables,y por otra parte,que no seafecte los derechossujetosa
suspensiónmás allá de lo estrictamenteindispensablepara la superaciónde la
crisis.

También podría agregarselo que a este respectohan expresadodiversos
autores,queal definir el estadode excepcióno estadode necesidad«lato sensu<’,
sostienenque es «una situaciónextraordinaria,un estadode cosasqueamenaza
la continuidaddel mantenimientodel imperio del Derecho,paracuyo enervamiento
se acude a la vigencia de instituciones caracterizadaspor ser método de
concentraciónde poderes.”6

Por su parte, FranciscoFernándezSegadodefine el estadode excepción,
consideradotambiénen un amplio sentido,como «el conjunto de circunstancias,
previstas> al menos genéricamente, en las normas constitucionales, que
perturbanel normal funcionamientode los poderespúblicos y amenazana las
instituciones y principios básicos del Estado y cuyo efecto inmediato es la
concentraciónen manosdel gobierno de podereso funciones que, en tiempo
normal, deben estar divididas o limitadas.”7 Según comenta este autor, los
estados de excepción constituyen mecanismosde defensa del «status quo”
constitucional,lo cual da lugar a pensarqueen materiade estadosde excepción
se impone necesariamentela defensade la constitucionalidadpor medio de una
regulación jurídica especial que ponga en marcha ciertos mecanismosde
defensaque asegurenel fin supremodel mantenimientoy la continuidad del
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imperio del Derecho.

Por ello es que los estadosde excepción,en el marco de un Estadode
Derecho, no puedenestarjustificadossino en basea la necesidadde buscarel
restablecimientode la normalidaden todos los órdenesde la vida del Estado>
quese hanvisto alteradosconsiderablementepor la situaciónde emergencia.

En esesentido,Tomásde la QuadraSalcedoexpresaque la razón de ser de
los estadosde excepciónesla de «buscarel mantenimientode la normalidaden
circunstanciasextraordinarias.”8 Paraesteautor, el fin último de los estadosde
excepciónesprecisamente<‘la defensadel ordenpolítico del Estado.»

Los estadosde excepción son por naturalezaestadosde necesidadque
exigen de su regulación jurídica constitucional y están determinados por
diferentes situacionesde hecho que alteran la vida institucional y social, el
ordenamientojurídico, y por ende, la paz y la estabilidadsocial, Por ello, las
instituciones de excepción que surjan a raíz de este tipo de situaciones
extraordinariasdeben estar reguladasjurídicamente de tal manera que las
facultadeso poderesque ejerzan los Estadosen estascircunstanciasqueden
sujetos a ciertos principios jurídicos y a normas vinculantes en materia de
protecciónde los derechoshumanos.

Con los anterioreselementosconceptualespodría satisfacersebásicamente
las exigenciasplanteadaspor el Derecho Constitucionalcomparadoasí como
por la doctrina modernarespectode las institucionesde excepción,las cuales
deben responderfundamentalmentea una situación de extrema necesidad
pública que se derive de la misma naturalezadel peligro o amenazaexistente,y
además,de la evidenteincapacidado imposibilidad del Estadoparasuperarpor
los mediosnormalesdichascircunstancias.

En conclusión, la necesidadimperiosa del Estado de solucionar la crisis
excepcionaldebe estar en función de protegerciertos valores esencialesde la
sociedady del Estado,y en definitiva, deberespondera las exigenciasde los
interesessupremosde los derechoshumanosfundamentalesde la colectividad.
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2. Campo de Aplicación de los Estados de Excepción.

El campode aplicación de los estadosde excepciónes sumamenteamplio
en el mundo moderno. Su amplitud se debe especialmentea la intensa vida
jurídico política de los Estados y a las múltiples circunstancias,crisis y
acontecimientosextraordinarios que éstos experimentan regularmente por
diversascausas.

En la actualidaduna gran diversidadde hechosde distinta índole han sido
consideradosjurídicamentecomo causasde los estadosde excepción,con lo
cual se ha ampliado el campo de aplicación de los mismos. La calificación
jurídica de estassituacionesde hecho, por lo general> ha sido una tarea del
Parlamento o del Organo Legislativo, especialmentede los legisladores
constituyentes,que han reguladotoda unaamplia gamade situacionesde hecho
de carácterextraordinariosin haberselogrado hasta ahorauna uniformidad de
criteriosparasu establecimiento.

Algunassituacionesde hecho han sido reguladaspor diferentesEstadosde
manerageneral y ambigua, lo cual ha dado lugar a interpretacionesvagas y
equívocasen la aplicaciónde las medidasde excepción.Otros paíseshan sido
más precisosen este aspectoy han reducido el campo de aplicación de los
estadosde excepción.España,por ejemplo, ha reguladoa nivel constitucional
los estadosde excepción de manera muy general, dejando a la legislación
secundariala tarea de establecerlas causaso situacionesde hecho que dan
lugar a los estadosde excepción.La Ley Orgánica de los Estadosde Alarma>
Excepción y Sitio, de 1 de junio de 1981 del Estado español disponeen el
artículo 1 que ‘<procederála declaraciónde los estadosde alarma,excepcióno
sitio cuandocircunstanciasextraordinariashiciesenimposible el mantenimiento
de la normalidadmediantelos poderesordinariosde las autoridadescompetentes.”
Dicha ley circunscribe la declaración de los estados de alarma a diversas
situacionesde hecho, entre ellas las siguientes: catástrofes,calamidadeso
desgraciaspúblicas, tales como terremotos,inundaciones,incendiosurbanosy
forestales o accidentes de gran magnitud, crisis sanitarias, epidemias y
situacionesde contaminacióngraves, paralización de los servicios públicos
esencialespara la comunidady situacionesde desabastecimientode productos
de primeranecesidad.

Para declararel estadode excepciónla misma ley contemplacomo causas
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las graves alteraciones al ejercicio de los derechos y libertades de los
ciudadanos,al normal funcionamientode las institucionesdemocráticas,a los
serviciospúblicosesencialespara la comunidado al ordenpúblico.

Finalmente,la citadaLey Orgánicacontemplacomocausasparadeclararlos
estadosde sitio: la insurreccióno amenazade insurrección,los actosde fuerza
contra la soberanía,la independencia,la integridadterritorial o el ordenamiento
constitucional.

Puede notarse, entonces,cómo el Estado español regula las diferentes
causasparadeclararlos estadosde alarma,excepcióny sitio, y comprendepor
igual casosy situacionesespecíficosde caráctergeneralque podríandar lugar,
especialmenteestasúltimas,a una interpretaciónampliade las circunstanciasde
hecho, lo cual podría conducir a la aplicación inadecuadade la normativa
especialde excepción.Precisamentepor ello sejustifica aún másel establecimiento
de controlesjurídicosy políticosde las facultadesy medidasde excepc~on.

No obstante, la Ley Orgánica al regular lo relativo al ejercicio de las
facultades de excepción somete al Ejecutivo a los controles de carácter
jurisdiccional e incluso le da potestadal Congresode los Diputadosparaejercer
cierto control y supervisión, con lo cual se están garantizandolos controles
democráticosindispensablespara asegurarel respetode la constitucionalidady
del Estadode Derecho.9

Otro caso importante de citar es el de El Salvador que regula
constitucionalmenteel régimen de excepción dejando a una ley especial de
procedimientos el desarrollo de los procesos penales instruidos por delitos
relacionadoscon los estadosde excepción.La Constituciónde El Salvadorde
1983 regula la institución de la suspensiónde garantíasconstitucionalesy
mencionacomo causaspara recurrir a las facultadesexcepcionales:los casosde
guerra, invasión del territorio, rebelión, sedición, catástrofe,epidemia u otra
calamidadgeneral o gravesperturbacionesdel orden público, con lo cual se
contemplan situacionesespecíficas,pero también se mencionan situaciones
generalessujetas a la apreciación y valoración discrecional de la autoridad
administrativa.

La citada Constitución,si bien contiene elementospositivos> incorporados
con la reforma constitucionalde 1991 como producto de los Acuerdosde Paz,
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adolecede vacíosque dejan por fuera aspectosfundamentalesrelacionadoscon
la protección de los derechoshumanosen los estadosde excepción.Ciertos
principios jurídicospropiosde los estadosde excepciónno fueroncontemplados
en las disposiciones constitucionales. Tampoco se establecieron a nivel
constitucionallos controlesjurídicos y políticos indispensablesen este tipo de
situaciones para salvaguardarlos derechos y garantíasconstitucionalesde
carácterinderogable.’0

Es de hacernotar, queasícomo en España,en El Salvadory en otros países
las causaslegalespara decretarlos estadosde excepciónson comunes,lo cual
en principio constituyeuna unificación de criterios legislativos favorablepara la
regulaciónde los estadosde excepcióna nivel de Derechocomparado.Peropor
otra parte, es importanteseñalarque la regulaciónambiguay muy generalde
tales causaslegalessin controlesde ninguna naturaleza,puede representarun
elementonegativopara la protecciónde los derechoshumanosen estetipo de
situacionesdeemergenciaextraordinaria.

En el DerechoInternacionaltambiénse regulanlas causasde los estadosde
excepción. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos regula de
manera general las mencionadascausas.Se limita a considerarcomo tales
cualquier situaciónque pongaen «peligro la vida de la nación.” Ello, sin duda,
podríadarlugar a una interpretaciónextensivade los EstadosPartesen cuantoa
la valoración de las situacionesde hecho, con perjuicio para los derechosy
libertadesfundamentalesde las personas.’1 No obstante>hay que tomar en
cuentaque la regulación convencionalque hace el citado Pacto sujeta a los
EstadosPartesal cumplimiento de ciertasexigenciasjurídicas, que impiden el
ejercicio arbitrario e injustificado de las facultadesextraordinariasen los estados
de excepción.

La DeclaraciónUniversalde DerechosHumanosregulatambiénlos casosen
los cuales pueden legítimamente establecerselímites en el ejercicio de los
derechosy libertadesreconocidosen dicha Declaración, casos en los cuales
están implícitas las situacionesde hecho que constituyen precisamentelas
causaspara recurrir a las distintas institucionesde excepción.La Declaración
Universal contemplacomo causaslas gravesalteracionesal ordenpúblico, a la
moral, al reconocimientoy respeto de los derechoshumanosde todos y al
bienestargeneralen unasociedaddemocrática.’2
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El sistema interamericanotambién regula las causasde los estadosde
excepción. La Convención Americana sobre Derechos Humanos señala de
maneramás amplia que los otros sistemasinternacionalesde protección, las
causasquepuedeninvocarsepor los Estadosparasuspenderciertasobligaciones
jurídicas internacionalesen materia de derechoshumanosen los estadosde
excepción.La Convenciónmencionalos casosde ‘<guerra, de peligro público o
de otra emergenciaque amenacela independenciao seguridaddel Estado
Parte.”’3

La DeclaraciónAmericanasobrelos Derechosy Deberesdel Hombre señala
como causaspara la limitación o restricción de los derechoshumanos,”los
derechos de los demás, la seguridad de todos y las justas exigencias del
bienestargeneraly del desenvolvimientodemocrático.”’4

El sistema europeose limita a mencionarcomo causasde los estadosde
excepción,los casosde «guerrao de otro peligro público quearnenacela vida de
la nación.”5

El sistema del Derecho InternacionalHumanitario, como se analizaráen el
capítulo séptimo, solamentese limita a mencionarlas situacionespropias de
conflictos armadosqueesprecisamentesu campode aplicación.

Puede observarse,entonces, cómo el Derecho Interno y el Derecho
Internacional, declarativoy convencional, han regulado de distinta forma las
diferentescausasde los estadosde excepción,no habiéndoselogradohastaeste
momento criterios uniformes, pero lo que si es importante resaltar es que
cualesquieraque seanlos motivos que invoquenlos Estadosy que plasmenen
sus legislacionesinternascomo situacionesválidas para suspenderderechosy
libertades,deberánserde tal magnitudy de tal gravedady envergadura,que no
sean susceptiblesde superarsea través de las instanciasnormales,y en todo
caso,debenestarsujetasa controlesoficiales de carácterinternoe internacional,
mediantelos cualespuedaestablecersesi efectivamentese ha hechouso de una
valoración que respondaa la realidady a las exigenciasde protección de los
derechosfundamentales.

En definitiva, sepuedecircunscribirel ámbitode aplicaciónde los estadosde
excepcióna tresgrandessituacionesde hecho,en las que procedejurídicamente
el ejercicio legitimo de las facultadesextraordinariaso facultadesde suspensión
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o derogaciónde derechoshumanos.Tales situaciones,que quedansujetasa la
regulacióny aplicacióndel DerechoInternoe Internacional,son las siguientes:

2.1. Las crisis económicas.
2.2. Las crisis provocadaspor los efectosde la naturaleza.
2.3. Las crisis políticas.

2.1 Las crisis económicas.

Estetipo de circunstanciases comúnespecialmenteen los paisesen vías de
desarrollo.Las crisis económicasestánestrechamentevinculadasal fenómeno
del subdesarrolloy de la dependenciaeconómicay por sí solas difícilmente
podrían ser consideradascomo causas de los estados de excepción. No
obstante, habría que pensar que las crisis económicas en algunos casos
extremosson capacesde provocarseriasalteracionesal ordenpúblico, y podrían
generargravesacontecimientosdifícilmente superablesa través de los cauces
legales normales, pudiendo hacerseuso, por lo tanto> de las facultadesde
excepciónen estetipo de casos.

Es necesariotomar en cuenta también que las crisis económicas,por lo
general,no semanifiestande maneraaisladaen la vida de los Estados,sino que
van acompañadasde otras manifestacionessusceptiblesde provocar graves
alteracionesen el orden interno y que requieren la aplicación temporal de las
medidasde excepción,tales como las situacionesde fuerza mayor o las crisis
politicas internaso internacionales,que inciden directamenteen la economíade
los paísesen víasde desarrollo.

Los textos convencionales sobre derechos humanos no se refieren
expresamentea las crisis económicascomocausasde los estadosde excepción
o como motivos calificados para suspenderciertas obligaciones jurídicas
internacionalesen materiade derechoshumanos>pero talestextos no excluyena
las crisis económicas,por lo quedesdela perspectivadel DerechoInternacional
de los DerechosHumanosno podría sostenerseque los EstadosPartesen los
convenios internacionalesno están facultados para aplicar la suspensiónde
derechosy garantíasen casosexcepcionalesmotivados por crisis de carácter
económico,especialmentesi se toma en cuentaque con motivo de ellas se
puedenproducir seriasalteracionesal orden público y gravesviolacionesa los
derechoshumanos.
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Por otra parte, es importante mencionar que en algunos paises se han
aplicadomedidasextraordinariasy se ha recurrido a institucionesde excepción
en ocasiónde producirsegravesalteracionesal orden público provocadaspor
crisis económicas internas. Paises latinoamericanoscomo Venezuela, han
aplicado recientementemedidasde excepciónparacombatir gravesdesórdenes
públicos que difícilmente han podido ser contenidospor las vías normalesen
situaciones provocadas básicamente por motivaciones económicas, como
producto de la puesta en práctica de medidas gubernamentalesde ajuste
estructuralquehan afectadoel bienestareconómicoy socialde la colectividad.

Ello denotaquelos Estadossin necesidadde recurriral DerechoInternacional
convencionalhan hecho uso de su propia legislación interna paraafrontar estos
casos,que no constituyenprecisamentelas causasmáscomuneso frecuentes
que se invocan para tomar medidasextraordinarias,pero que en determinadas
circunstanciasde gravedadinsuperablebien podrían calificar como auténticas
causasde los estadosde excepción.

En algunos países es frecuente observar desórdenesgeneralizadosy
situacionesde disturbios internosen las principalesciudadesprovocadospor la
toma de decisionesy adopciónde medidasoficiales, en las que generalmente
influyen las presiones y condiciones impuestas por los sectoresfinancieros
internacionales,que comprendenmedidastales como el alza en los precios de
cierto tipo de servicios públicos, la congelaciónde salarios,el aumentode los
precios de los productos de consumo básico y otras medidas de ajuste
estructural, que en su conjunto perjudicana amplios sectoressocialesy traen
como resultadoprotestasgeneralizadasy hastaviolentas,que en muchoscasos
no puedencontenersede manerainmediata por los mecanismosnormalesde
seguridad> y es cuando se recurre al uso de las facultades o poderes
extraordinariospara el único fin de restablecerla normalidadpública y evitar así
el daño a los bienesy a las personascomo productode la violencia generalizada.

Pero es menesterseñalaren estecaso que si las causasque han motivado
estos desórdenespúblicos aún persisten,e incluso persisten con mayor rigor,
entonceslos Estadosya no podríanseguirinvocandola existenciade los mismos
desórdenespara continuar aplicando las medidas extraordinariasde carácter
excepcional,ya quede ser así, los estadosde excepciónse estaríanconvirtiendo
prácticamenteen la regla, en el marcode un Estadode Derecho,y éstequedaría
reducido a la excepción, lo cual no es posible jurídicamente en un Estado
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democrático.

Por ello es importante insistir que en los casos en los cuales las crisis
económicasson tan profundase insuperables,debido fundamentalmentea la
escasezde recursos,las medidasparasuperarlos desórdenesy las alteraciones
al orden público que hayan podido producirsepor tal motivo no puedenser
combatidasmediantela vigencia de instituciones de excepción> sino que en
estos casosespecialeslos Estadosdeben buscarotro tipo de medidas para
contrarrestarla gravedadde las crisis.

2.2 Las crisis provocadaspor los efectosde la naturaleza.

Las crisis provocadaspor los efectosde la naturalezatienen en algunos
casosrepercusionesen la vida política y social de los Estados,especialmenteen
los Estadosen vías de desarrolloy en los densamentepoblados.Puedencitarse
comoejemplos:los terremotos,maremotos,ciclones, inundaciones,incendiosde
enormesproporciones,ya seanurbanoso forestales,y todo tipo de catástrofes
naturales,que en determinadoscasosdan lugar a gravesalteracionesdel orden
público, desórdenesen las vías públicas, saqueosde locales comercialesy
viviendas,destrucciónde bienesy violación de ciertosderechosde las personas,
que no siempre puedensuperarsepor los medios legales comunescon que
cuentanlos Estados.

Las crisis de fuerzamayor tambiénpuedenser provocadaspor las personas,
y aunquetienenmenoresrepercusionesque las crisis queocasionala naturaleza,
tambiénson susceptiblesde producir grandesestragosy situacionesde peligro
común para amplios sectores de población. Estas crisis provocadas
accidentalmenteen determinadascircunstanciasdan lugar a gravesdesórdenes
y alteracionesdel ordensocial queno siemprepuedencontenersea travésde los
mecanismoslegalesnormales,por lo que los Estadospuedenrecurrir al uso de
medidas de excepción de carácter temporal, limitadas exclusivamentea la
superaciónde la crisis o alteracióndel ordenpúblico.

Puedenmencionarsetambiénlas crisis gravesprovocadaspor los accidentes
nucleares,químicosy bacteriológicos,las crisis sanitariascapacesde provocar
epidemiasy gravescasosde contaminacióncon peligro para las personasy la
vida animal y vegetal. Estoscasostambiénpuedendar lugar a situacionesde
desórdenespúblicos generalizadosno susceptiblesde ser contenidospor los
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mediosnormales.

Las situacionesprovocadaspor la naturalezahan sido previstasen algunas
legislacionesnacionalescomocausasde los estadosde excepción.’6

El Derecho Internacionalconvencional no comprendede manera clara y
explícita este tipo de causas,pero ello no implica que por este hecho queden
excluidasdel ámbito de aplicación de los estadosde excepción.Por lo general>
los sistemasinternacionalesde protecciónno han reguladoexpresamenteen sus
respectivasdisposicionesconvencionaleslas crisis provocadaspor la naturaleza
o fuerza mayor como causasválidas para suspenderciertas obligaciones
internacionalesen materia de derechoshumanos,pero debe entenderseque
éstasquedancomprendidasen todo tipo de situacionesque alteran el orden
público o situacionesde peligro común,las cualesefectivamenteestánreguladas
a nivel convencional.’7

Es necesarioagregarque en las crisis provocadaspor las personastambién
pueden suscitarse casos no accidentales,es decir, situaciones provocadas
deliberadamente,a sabiendas de los resultados y de los efectos en la
colectividad,y queson susceptiblesde alterargravementeel ordenpúblico. Pero
estoscasos,si bien ya no podrian ubicarsepropiamentedentro de las crisis de
fuerzamayor, no por ello quedaríanfueradel ámbitode aplicaciónde los estados
de excepción.

2.3 Las crisis políticas.

Las crisis políticas son las que respondenpropiamentea la naturalezade las
institucionesde excepción.En el curso de la historia modernapuedeobservarse
que los factoresy circunstanciaspolíticas estánen la raíz del surgimientode los
estadosde excepción,y son los que por lo general dan lugar a graves e
inconteniblessituacionesque obligan a los Estados,en determinadoscasos,a
suspendertemporalmenteciertasobligacionesjurídicascontraidasen materiade
derechoshumanos.

En el Siglo XVII se pudo observar la vinculación de las circunstancias
políticasgravescon el ejerciciodel poderabsoluto,e incluso con el nuevo poder
surgido con el Estado liberal> que es a quien se le atribuye propiamenteel
establecimientode las primeras institucionesde excepciónen el ordenamiento
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jurídico del Estadomoderno.Desdeesaépocahastanuestrosdías han influido
en la vida institucional de los paísessituacionespolíticas diversasque de una u
otra forma han dadolugar a las institucionesde excepcion.

Actualmente,dentro de las situacionesde crisis políticas de caráctergeneral
puedenmencionarselas siguientes:

a) Los conflictos armadosinternacionales.
b) Los conflictosarmadosinternoso conflictosarmadossin carácterinternacional.
c) Las guerrasde liberaciónnacionalo guerrasde independenciacolonial.
d) Las tensionesinternaso disturbiosinteriores.

Todasestassituacionesde crisis políticas afectande maneramás o menos
grave al Estadoy atentancontrasuselementosconstitutivos,provocandoserios
problemasde seguridadal Estado,a la integridadde su territorio, a la estabilidad
del gobierno,a los poderesconstituidos,y de maneraespecial,a la inviolabilidad
de los derechosfundamentalesy garantíasde protecciónde sushabitantes.’8

Es necesarioaclararque cuandose habla de la seguridaddel Estadodebe
entenderseésta en sentido integral y no simplementecomo un elemento
desestabilizadorde los poderespúblicos o del PoderEjecutivo, comousualmente
suele entendersepor algunosgobiernoshoy en dia. La seguridaddel Estado
implica seguridadde sus elementosconstitutivos, por lo que bajo ninguna
circunstancialos interesesde la seguridaddel Estado puedentener primacía
sobre los interesesde los derechosfundamentales.En todo caso, la seguridad
del Estadodebeservir y respondera los interesesde la colectividad,en el marco
de un EstadoDemocráticode Derecho.

En fin, el problemade la seguridaddel Estadoesun problemaqueconcierne
a toda la sociedad en su conjunto, y en las situacionesde emergencialos
poderesextraordinariosque asumeel Estado conforme a la Constitucióny al
Derecho Internacional, «no son para su defensa particular o para el sólo
incrementode su poder,sino que sirve paradefenderal conjuntode la sociedad
cuyosderechosbásicoshansido amenazados.”9

En el interior de los Estadoslas crisis políticas generannormalmentegraves
problemasde orden público y de interésgeneralpara la colectividad.Por ello es
que comúnmentelas constitucionesy las leyes de excepciónprevén las graves
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alteracionesal ordenpúblico comocausasde los estadosde excepción.

Pero el <‘orden público, cuya grave perturbaciónes capazde provocar los
estadosde excepción,debeentenderse,en el marco de un EstadoDemocrático
de Derecho, de maneraintegral. En esesentido, «debeasegurarla certezadel
orden jurídico, con los limites de lo licito y con los derechosy deberesde cada
uno, el respetodel Derechopor gobernantesy gobernados.<20

El orden público tiene como finalidad principal, «la protección de los
derechosesencialesdel hombre,<2’ por lo quedebeasegurarla realizaciónde los
valores superioresy debe concebirsecomo una vía para lograr la efectiva
realizaciónde los derechosy libertadesde todos.

Ahora bien, si tanto el orden público como el bien común,el interésgeneral,
la seguridad del Estado o seguridad de la nación, que en sí mismos son
conceptosjurídicos indeterminados y que se invocan regularmentepor los
poderespúblicos para suspenderalgunasde sus obligacionesjurídicas y para
restringir derechos fundamentales, presuponen determinadas facultades
discrecionalesque le permiten al Estado un cierto <‘margen de apreciacióne
interpretación” de los referidos conceptos,en ningún caso ese <‘margen» es de
carácterabsoluto, sino que estásujeto a lo estrictamenteindispensable’para el
restablecimientode la situación,y en definitiva, estáen función del respetoa los
derechosfundamentalesde toda la colectividad.

Entonces, las situaciones de crisis políticas pueden perjudicar valores
fundamentalese interesesesencialesde la sociedady del Estado,y puedendar
lugar a una limitación restrictivade ciertosderechosy libertadesfundamentales
con miras a restablecereseorden o esosvalorese interesespuestosen peligro.
Pero estos valores e intereses,en todo caso, deben ser congruentescon los
intereses esencialesde los derechos humanosfundamentalesy en ningún
momentocabriainterpretarlosen perjuicio de los mismos.

Por lo tanto, no puedejusUficarsebajo ningunacircunstancia,la supresión,el
desconocimiento, la desnaturalizacióno la restricción innecesaria de los
derechossubjetivosfundamentalesde la personahumanaen las situacionesde
crisis políticas, ni aún por imperiosos motivos de orden público o seguridad
nacional.
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Las cuatro situacionesgeneralesque se han mencionado anteriormente
respectode las crisis políticas quedancomprendidasdentro de los sistemasde
protección internacional del Derecho Internacional Humanitario, del Derecho
Internacionalde los DerechosHumanos(ONU> OEA, y Consejode Europa), y
del sistema de protección de los derechos humanos en el marco de la
Organizaciónpara la Seguridady Cooperaciónen Europa (OSCE).

Los Conveniosde Ginebrade 1949 y susdos Protocolosadicionalesde 1977,
regulanespecíficamentelas tres primerassituacionesque hacenreferenciaa los
conflictos armados,mientras que las normas convencionalesdel sistema del
Derecho Internacionalde los DerechosHumanos,se aplicanen todos los casos>
en todo tiempo, circunstanciay lugar, ya seaen épocasde guerra> de disturbios
internos,tensionesinterioreso en períodosde paz.

Es importante,entonces,señalarque en las situacionesde mayor riesgo y
peligro para los derechos humanos> que son precisamentelas situaciones
conflictivas y excepcionales,escuandodebenentrar en juegotodos los sistemas
de protección para garantizaren mayor medida los derechosde la persona
humanay de la colectividad en general.Deben entrar en juego las normasdel
sistema del Derecho Nacional de los Derechos Humanos y del Derecho
Internacionalde los DerechosHumanos,y en su caso,las normasdel sistemadel
DerechoInternacionalHumanitario.

En las situacionesde paz,e inclusoen las situacionesde tensionesinternaso
disturbios interioresque no constituyenconflictos armadospropiamente,sólo en
casosespecialesseaplicanalgunasnormasdel DerechoInternacionalHumanitario
en Favor de las personasciviles.

En las tensionesinternaso disturbiosinteriores,el Comité Internacionalde la
Cruz Roja (CICR), conforme a sus Estatutos,puede intervenir asistiendoa las
personasciviles víctimas de los acontecimientoscuandohan sido apresadaso
encarceladas.22En este tipo de acontecimientosquedan comprendidos los
motines, los actosesporádicosde violencia, los actosaisladosy otros análogos
que no constituyenconflictos armados.23Estoshechosmuy comunesen la vida
de los Estadosson los que normalmentedan lugar a la adopciónde las medidas
de excepcióny al ejercicio de los poderesextraordinarios,y su apreciacióny
valoración, que queda bajo la discreción y criterio de los Estados,da lugar
frecuentementea la utilización equívoca de las facultadesde excepciónque
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confierea los Estadosel Derechointerno e Internacional.

En conclusión,todasestassituacionesgeneradaspor las crisis económicas,
por los casos de fuerza mayor, y especialmentepor las crisis políticas,
constituyenel campode aplicación de los estadosde excepción,en los cuales
los Estadospuedenejercer facultadesespecialesque les permita apreciar las
circunstanciasde hechoy calificaríaspara los efectosde decretarlas medidasde
excepciónadecuadasa la mismanecesidady emergencia.

3. Instituciones de Excepción Según el Derecha Comparado.

En los últimos doscientosañosson muchaslas institucionesde excepción
que han surgido en la vida jurídica de los Estados,con diversasmodalidadesy
caracteres,y han afectadode una u otra forma a distintos derechosy garantías
de las personas. Estas instituciones han surgido y se han desarrollado
especialmenteen los paísesde corteliberal y se diferenciansegúnlos derechosy
garantíasqueafectan,y segúnlos poderesque seejercenpor las autoridadesde
los Estados,de maneraparticularpor el Ejecutivoy por lasautoridadesmilitares.

Los paísesque hasta ahora han recurrido al uso de las instituciones de
excepción lo han hecho en muchos de los casosrebasandolos limites y las
exigenciasque se requierenjurídicamente en este tipo de situaciones.Se ha
llegado incluso al casode suspenderpor largosperíodosde tiempo y de manera
indefinida los derechosy libertadesfundamentalesde las personas,anulándose
las garantíasjurídicasbásicasde proteccióna estosderechos.Se ha hechouso
de medidas extraordinariasque afectan a toda la población sin que haya
necesidadpara ello> y sehan aplicado de manerageneral en todo el territorio
nacionalmedidasde excepciónsin la necesidadimperiosade hacerlo. Además>
se ha recurridoa institucionesde excepciónque no tienenasiderojurídico en lo
fundamental>que no cumplencon las exigenciasdel DerechoConstitucional,del
Derecho Internacionalconvencional,ni aún con las reglasmínimas de la moral
social vigente.

Se cita a continuaciónlas institucionesde excepciónmás conocidasen el
Derechocomparadoquecon másfrecuenciahan sido puestasen prácticaen la
vida de los paises, especialmenteen América Latina, que es donde estas
institucioneshan encontradoun terrenofértil y han gozadode más aceptación
entrelos gobiernosen diferentesépocas.
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3.1 La Ley Marcial.

Su origen proviene del Derechoanglosajón(Riot Act de 1714), y constituye
prácticamentela primera institución excepcionaldel Estado moderno. La ley
marcial ha tenido un desarrollohistórico muy amplío en distintas legislaciones.
Fue incorporadaen la Constituciónfrancesade 1789 y en la Ley francesa-loi
martiale- de 26 de Julio de 1791. También fue incorporadaen la Constitución
Federalde los EstadosUnidos de Norteaméricade 1787. Ha encontradoacogida
en distintas legislacioneslatinoamericanasdurante el Siglo XIX y el presente
Siglo XX. Por su amplio desarrollo y por sus implicaciones en materia de
derechoshumanosameritade un especialtratamiento.

La ley marcial ha sido reconocida últimamente como institución de
excepción de manera especial en algunas legislacionesde América Latina,
dondese le ha utilizado frecuentemente,y se le ha confundidocon el ‘<toque de
queda’ por susgravesimplicacionesen la restricciónde la libertadambulatoriay
el derecho de reunión de las personas.24 Se ha recurrido a esta institución
particularmenteen casosde gravesperturbacionesdel ordenpúblico, situaciones
insurrecionalesy conflictos armados.

La vigencia de la ley marcial conlíeva la alteración sustancialde derechos
fundamentalesy de sus garantíasjurídicas de protección. Por lo general se
restringela circulación de personasen el territorio nacionalde los Estadoso en
amplias zonasgeográficasdentro de determinadashorasdel día, implicando el
quebrantamientode tal medida la aplicación de sancionesextremadamente
gravesde partede la autoridadmilitar> que recurre, como es lo usual en estos
casos>a las ejecucionessumariaso arbitrariasde personasy gravesatentadosa
la integridad fisica y a la libertad personal. Estos hechos se producen
independientementede los motivos o causasque originan el incumplimientode
las medidasde excepciónimpuestaspor la ley marcial.

Las ejecucionesde personasy los graves atentadoscontra las mismas
generalmentequedanimpunesal no aplicarsepor la autoridadjudicial ordinaria
las correspondientessancionespenales,con lo cual los infractoresactúanbajo el
amparode la ley marcial sin ningún tipo de controleslegales.Los tribunalesde
justicia seven impotentesantela arbitrariedady el poderde la autoridadmilitar,
que esquienejercerealmenteel ejercicio de las facultadesde excepciónen este
tipo de situaciones.Durante la ley marcial se impone la jurisdicción militar que
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desplazaa la jurisdicción ordinaria.Ello constituyeunacaracterísticaesencialde
estainstituciónexcepcional.

La ley marcialtambiénrestringelos derechosy las garantíassusceptiblesde
suspensiónmásallá de lo estrictamentenecesarioe indispensable.La libertadde
expresión y de prensa resulta prácticamenteanulada en su ejercicio al
establecerseuna censuraprevia y un control de los medios de comunicación
social por el aparatodel Estado,querecurrea medidasilegalesy excesivaspara
impedir la publicaciónde todo tipo de noticias> incluso de aquellasqueen nada
se relacionan con la situación de emergenciaexcepcional> tales como las
noticias internacionaleso noticiasvinculadasa la vida civil de la comunidad.

También se afecta más allá de lo estrictamentenecesarioel derechoa la
libertad de reunión, al prohibirsetodo tipo de reuniones,aún cuando éstasno
tenganrelaciónalgunacon la crisis. Regularmentese sujetael ejercicio de este
derecho a una autorización previa de parte de la autoridad militar,
independientementede que se trate de una reunión de tipo social, religioso,
deportivoo cultural.

Las garantíasdel debido procesotambiénresultanrestringidas.El derechoa
la asistencia letrada, el derecho a la defensa, la protección contra la
incomunicación,el derechode aportaciónde pruebasen el ámbito judicial, el
derechoa serjuzgadopor tribunalescompetentes,independientese imparciales
y otras garantíasfundamentales,se ven seriamentelimitadasen su ejercicio. En
los procesosjudicialesse observapor lo generaluna inversión de la cargade la
prueba,con lo cual se altera sustancialmenteel principio de la presunciónde
inocenciaen perjuicio de las personasdetenidas.

La ley marcialpropicia tambiénla prácticade la desapariciónforzaday de la
tortura y los tratos crueles, inhumanoso degradantes,cometidasen prisioneros
vinculadosa los acontecimientosexcepcionales.

En definitiva, la ley marcial concebida de esta forma constituye en la
actualidadunagraveamenazapara los derechoshumanosfundamentalesy para
sus garantíasde protecciónjurídica, especialmentesi se toma en cuenta los
positivos avancesdel Derecho Internacionalconvencionalen esta materia que
establecebarreraso límites jurídicos a las actividadessoberanasde los Estados
en las situacionesde excepción.Dichos límites están incorporadosen ciertos
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principios jurídicos reconocidosa nivel internacional que se desarrollarány
comentaránen el capítulosiguiente.

La ley marcial, pues, restringe derechosy garantíasinderogables,pero
tambiénderechosy garantíasfundamentalesde carácterderogableo suspendible,
más allá de lo permitido por las normasy principios del Derecho Internacional
convencional.23

Es importantemencionartambiénque la doctrina rechazala validez jurídica
de esta institución de excepción. Autores como Carl Schmitt definen la ley
marcial comouna «situaciónajurídicaen la que el Ejecutivo, queen estecasoes
la autoridadmilitar interventora,puedeprocedersin teneren cuentalas barreras
legales,conformelo exija la situaciónde las cosas,en interésde la represióndel
adversario.26

Por lo tanto, bajo ningunacircunstanciapuedesostenerseque el Ejecutivo o
el poder militar está plenamenteinvestido de facultadesy poderespara violar
derechosfundamentaleso derechosinderogables,sin incurrir en responsabilidad
jurídica interna e internacional.En todo caso las medidasy restriccionesque
conlleve la vigencia de la ley marcial deben ajustarse a las exigencias del
Derecho Internacional moderno, del Derecho Internacional de los Derechos
Humanosy del Derecho InternacionalHumanitarioen su caso. Debenajustarse
tambiéna disposicionesconstitucionalesde los paisesdondese aplica, debiendo
observarseuna progresivaadecuaciónlegislativa quepermita el equiparamiento
de las disposiciones legales y constitucionalescon el Derecho Internacional
convencionalen materiade derechoshumanos.

Si bien, por las exigenciasextremasde la situaciónlos Estadosse ven en la
necesidadde tomar medidas extraordinarias,éstas no pueden rebasarbajo
ninguna circunstanciaciertos limites trazadospor los principios jurídicos del
Derecho Internacional convencional. Tal como se ha sostenido,las medidas
extraordinariasdebenestarcontempladasclaramenteen la legislaciónvigente y
deben estar sujetasen todo momento a controlesjudiciales y parlamentarios
eficaces>asi comoa la supervisióny al control internacional.

Los Estados deben aplicar también los criterios jurisprudenciales, las
sentenciasy las opiniones consultivasde los tribunalesy los jueces en esta
materia, así como las resolucionesinternacionalesadoptadaspor organismos
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intergubernamentales~las cuales se comentaránen los capítulossiguientesal
abordarselos sistemasde proteccióninternacional.

En conclusión,institucionescomola ley marcial, queafectansustancialmente
derechos>libertadesy garantíasjudicialesfundamentales,debenestarregladasy
sujetasa controleslegales internose internacionalesque asegurenla adecuada
interpretacióny aplicación de las normasinternacionalessobrela materia. Por
ello, la ley marcial no está legitimadacomo una institución de excepcióna la luz
del Derecho Internacional convencional> debiendo por lo tanto los Estados
erradicardicha institución de la vida jurídica a nivel de derechocomparadoo
adecuar su regulación legislativa a las normas convencionalesdel Derecho
Internacional.

3.2 Los PlenosPoderes.

Puede mencionarsetambién la institución de ‘los plenos poderes’>, que
presentaalgunascaracterísticassimilares a la ley marcial y que apareció por
primeravez en el Siglo XVIII en la legislaciónnorteamericana(Ley de 2 de marzo
de 1792 y Ley de 28 de febrero de 1795). Esta institución que es propia de
regímenesesencialmentepresidencialistas,permitió en su momentola adopción
de medidas extraordinarias amplias. Fue adoptada posteriormenteen las
legislaciones de algunos paises, especialmentedurante la primera guerra
mundial, lo cual hace pensarque se trata de una institución propia de las
situacionesde conflicto armadoo de gravesperturbacionespara la seguridadde
los países.27

Los <‘plenos poderes»suponenuna alteración sustancialen las relaciones
entreel Ejecutivoy los demáspoderesdel Estado.Se produceunaconcentración
absolutade poderesy facultadesen el Ejecutivo o en la personadel Presidente
de la República,el cual se ve revestidode poderesextraordinariosque no le
correspondenregularmente.La concentraciónde poderesen la persona del
Presidentede la Repúblicaes tal, segúnalgunosautores,que <no hay institución
que puedacompararsecon la magnitud y la existenciade poderesreunidosen
una mismapersona.28

Los ‘plenos poderes» representanuna sustitución del Derecho como
consecuenciade la delegaciónde facultadesconstitucionalesa un sólo podero a
una sola persona.El Ejecutivoo el Presidentede la Repúblicano tan sólo tienen
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la facultad extraordinariade suspenderlos derechosy garantíasfundamentales
señaladosexpresamenteen la Constitución, sino que además afectan las
relacionesjurídicasmencionadasde manerageneralen las leyes, con lo cual el
Presidenteejerce amplias facultadesdiscrecionalesque en muchos casos da
lugar a la interpretacióny aplicaciónirrestríctade la ley y a gravesviolacionesde
los derechosfundamentales.

3.3 El Estadode Sitio.

Esta instituciónes muy conocidaen el mundomodernoya queestáregulada
en diversas legislaciones,especialmenteen América Latina. Su origen se
encuentraen la legislación francesadel Siglo XVII! (Ley de 10 deJulio de 1791),
y se le ha identificado por algunos autorescomo un «estadode asamblea”,
«estadode excepciónmilitar o «estadode guerra.” Manuel GarcíaPelayodefine
al estadode sitio o estadode guerracomo «una instituciónjurídica previstade
antemano>cuyo objeto es restablecerla paz pública y, con ella, el imperio de la
ley, y se caracterizapor un reforzamientodel Poder Ejecutivo, consistenteen
atribuir a la autoridadmilitar, competenciashastaentoncespertenecientesa la
civil, al tiempo que, mediantela suspensiónde ciertos derechosindividualesy
otras medidas,ensanchael ámbitode talescompetencias.”29

El autor argentinoCarlos SánchezViamonte define el estadode sitio como
una «dictadurainstitucionalizadapor el constitucionalismo.’Para este autor, el
estadode sitio es productode la monarquíaabsolutista«filtrada sutilmenteen el
Estadode Derecho.’30

Por otra parte, existenen la actualidadlegislacionesespecialesde excepción
y normas constitucionalesque incorporan el estadode sitio a la vida jurídica
moderna,confiriéndolepor lo generalfacultadesal PoderLegislativopara quelo
decreteformalmente,aunquetambiénen algunoscasospuedehacerloel Poder
Ejecutivo o el Presidentede la República,y su vigencia producela inmediata
suspensiónde ciertos derechosfundamentalesy de libertadesindividuales, así
como de algunasgarantíasjudiciales.El estadode sitio da lugar a la intervención
de las fuerzasarmadasy a la conformaciónde tribunales militares especiales
amparadosen leyesmilitaresque estándestinadasa aplicarsea personasciviles
por determinadosdelitosvinculadosa la crisis. En América Latina sereconocela
figura del estadode sitio en las constitucionesde Argentina(artículo 23); Bolivia
(articulo 62 No.3); Brasil <artículos 160 a 164); Guatemala(artículos 138 y
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139>; Paraguay <artículo 79); Perú <artículo 231); y República Dominicana
(artículo 37).

Los estadosde sitio afectanen algunamedidalos controlesparlamentariosy
judiciales; provocanel traspasode las funciones legislativasal Ejecutivo y van
acompañadosfrecuentementede medidaspropiasde la ley marcialy el toquede
queda.

Todasestasmanifestacionesde los estadosde sitio se observanen diversas
legislacionesdel mundo actual y de una u otra forma trasciendenlos límites
jurídicos establecidospor el Derecho Internacionalde los DerechosHumanos,
especialmentecuandose recurrea tribunalesmilitaresy a las leyesmarciales,ya
queello restringesustancialmentederechosy garantíasde carácterinderogable1

Los estadosde sitio> que por lo generalcobran vigencia cuandose produce
una graveamenazaa la soberanía,a la independenciao a la integridadterritorial
de los Estados,o en los casosde gravesalteracionesal orden constitucional,
situacionesinsurreccionaleso actosgravesde violencia incontenible>tienden a
suspenderaquellosderechosy garantíasindividualescuyo ejercicio obstaculiza
precisamentelos mecanismosde defensa del Estado en ciertas situaciones
gravesde alteraciónal orden público, pero en ningún caso,por muy graveque
sea la amenaza que afronte el Estado, podría justificarse la aplicación de
medidasde excepciónquevulnerenlos derechosy garantíasinderogables,ni de
aquéllos derechos cuya suspensión no sea estrictamente indispensable ni
necesariopara superarla crisis. Por lo tanto, los Estadosdebencumplir en todo
momento con los requerimientosdel Derecho Internacional convencional al
decretar estadosde sitio y al tomar las medidaspropias de dicha institución
excepcional.

3.4 El Estadode Guerra.

El estado de guerra surge como institución excepcional en el Derecho
francés (Ley de 10 de julio de 1791) como una modalidad del estadode sitio.
Dicha institución no ha experimentadoel mismotratamientojurídico de partede
los Estados,especialmenteen América Latina. Se le ha identificado en algunos
casoscon la institución del estadode sitio dadaslas circunstanciasde conflicto
armadoen las que serecurrea ella.
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El estadode guerra conlíeva el traspasode la autoridadcivil a la autoridad
militar que asume en estas circunstanciasla conducción de las actividades
fundamentalesdel Estadoincluyendo la facultad legislativa. Los tribunales de
justicia ordinarios ceden ante los tribunales militares descartándosetoda
posibilidad de control jurisdíccional y de otra índole en el ejercicio de las
facultadesde excepción.Estos tribunalesmilitares tienen competenciaincluso
para conocersobre crímenesde guerra y crimenesde lesa humanidad,tales
como los asesinatoscolectivosde personasciviles, la ejecuciónde prisionerosde
guerray de rehenesy la destruccióndeciudades,entreotros crímenes.

Las constitucionesde Brasil (artículos 160 a 154>; Colombia (articulo 212);
Chile (artículos 39 a 41); y Guatemala (artículos 138 y 139), reconocen
expresamentela institución del estadode guerra, a diferencia de las demás
constitucionesde América Latina que lo incluyen en otras instituciones de
excepción.

3.5 La Suspensiónde GarantíasConstitucionales.

Estaes una institución muy comúnrecogidaen muchaslegislacionesen la
actualidad. Supone la restricción o limitación temporal del ejercicio de ciertos
derechos,libertadesy garantíasindividuales.«Sefundamentaen la necesidadde
preservarlas institucionesfundamentalesdel Estadoy de protegera los poderes
públicos contra las perturbacionesdel orden interno o los peligrosde un ataque

32

exterior.’>

Las medidasque coníleva la suspensiónde garantíasconstitucionalesestán
destinadastanto para la defensay la salvaguardiade la seguridadinterna como
de la seguridadexterna del Estado, y consisten,según FranciscoFernández
Segado,en ‘<la facultadatribuida por lo generalal órgano Ejecutivo> de decretar
temporalmentela pérdida de vigor, esto es, la suspensiónde determinados
preceptosconstitucionalesreferentesa la protecciónde los derechosy libertades
públicas.

La puestaen prácticade la suspensiónde garantíasconstitucionalesproduce
el fortalecimientode las facultadesde las autoridadesmilitarespero tambiénde
las autoridadesciviles del PoderEjecutivo, y no requierenecesariamentede una
legislación de excepción,dado que su vigenciasuponeúnicamentela restricción
del ejercicio de determinadosderechosy libertadesconstitucionales.Pero si la
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restricción comprende> según lo exijan las circunstanciasde hecho, ciertas
garantíasjudiciales, entre ellas, los derechosde las personasdetenidaspor
determinadosdelitos -delitos políticos-> esta restricción deberá ser regulada
medianteunaley especialde excepciónque en todo caso debecumplir con los
requerimientosjurídicos determinadospor las mismasnormasconstitucionalesy
por el DerechoInternacionalconvencional.

Por lo general, la suspensión de garantíasconstitucionalessupone la
restriccióndel ejercicio del derechode libre circulacióno locomoción, el derecho
de entrar y salir librementedel territorio nacional>el derechoa la documentación
de identidadpersonal,la libertadde opinión y expresión,la libertad de prensa>el
derechode reunióny manifestaciónpública, la libertad de asociación,el derecho
a la inviolabilidad de la correspondenciay a la no interferenciao intervenciónde
las comunicacionestelefónicas.34

También se limitan en su ejercicio otros derechoscomo el derechoa la
inviolabilidad del domicilio y ciertasgarantíasjudiciales o garantíasdel debido
proceso, en cuyo caso se hace necesarioadoptaruna legislación especialde
excepción que regule la forma en que quedará alterado el proceso penal
respectode aquelloshechosdelictivosvinculadosa la crisis excepcional.

Las garantíasprocesaleso garantíasdel debidoprocesoqueregularmentese
restringenen los casos de suspensiónde garantíasconstitucionalesson las
siguientes:el derechode las personasdetenidasa ser informadas de manera
inmediata y comprensiblede sus derechosy de las razoneso motivos de su
detención;el derechoa la asistencialetradadurantela detenciónadministrativa;
el derechoa la defensaen los plazosestablecidospor las leyes; y el derechoa
ser remitido a los tribunalesde justicia dentro de los plazoslegales.

En definitiva, en los casos de suspensiónde garantíasconstitucionales
resultan limitados en su ejercicio ciertos derechos individuales y libertades
públicas, pero también todos aquellosderechosconstitucionalescuyo ejercicio
limita de una u otra forma a los poderesdel Estado,especialmenteal Ejecutivo.

En la actualidad,la institución de la suspensiónde garantíasconstitucionales
está incorporada en las siguientes constituciones:El Salvador (artículo 29);
Costa Rica (artículo 121 No.7); Honduras (artículos 187 y 188); Panamá
(artículos 51 y 195 No.5); República Dominicana (articulo 37 Nos.7 y 8); y
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Venezuela(artículo 190 No.6).

3.6 El Estadode EmergenciaLegislativao de NecesidadLegislativa.35

Esta institución de excepciónha sido reconocidaen el artículo 81 de la Ley
Fundamentalde la RepúblicaFederalde Alemaniade 8 de mayo de 1949. Según
dicha disposición,el PresidenteFederalpuede,a solicitud del Gobiernoy con el
consentimientodel Consejo, declarar el «estado de emergencia legislativa”
cuando un proyecto de ley que el Gobierno Federal hubiere declaradode
carácterurgente,fuererechazadopor el ParlamentoFederal.

Esta institución no da lugar a suspender,modificar o invalidar total o
parcialmentela Ley Fundamental>si despuésde habersedeclaradoel estadode
emergencialegislativo, el Parlamentorechazanuevamenteel proyectode ley o lo
apruebaen una versióndeclaradainaceptablepara el GobiernoFederal.

Posteriormente,con la reforma constitucionalde 1968 se han incorporado
dos innovaciones importantes al estado de emergencia o de necesidad
legislativa,a saber:

a) Se contemplóel estadode necesidadinterno quecomprendelas situaciones
de excepción provocadaspor los efectos de la naturaleza,pero también
debido a amenazaso peligro gravede ordenpolítico.

b) Se contemplóel estadode necesidadexterior, el cual procedeen casosde
agresiónarmadaexternao de amenazasgravesprovenientesdel exterior o
de unasituaciónde amenazainternacionala la seguridadinterna.

3.7 El EstadodeExcepciónCiviL

Esta esuna institución vinculada estrechamentea las gravesalteracionesal
orden público de carácter civil, y a las alteracionesen el libre ejercicio de los
derechosy libertadesconstitucionalesde los ciudadanosen su relación con los
serviciospúblicos esencialespara la comunidad.En generalestávinculadaa las
alteracionesen el normalfuncionamientode las institucionesdemocráticas.

La vigencia del estadode excepcióncivil conlíevanormalmentela restricción
de derechosy garantíasindividuales, tales como la libertad de expresióny de
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prensa>el derechoa la inviolabilidad del domicilio, el derechoa la inviolabilidad
de la correspondenciay a la no interferenciao intervenciónde lascomunicaciones,
la libertad de tránsito, la libertad de reunióny de asociacióny otros derechosy
garantías, especialmentegarantias judiciales que operan en favor de las
personasdetenidaspor hechosrelacionadoscon las circunstanciasque motivan
la adopciónde las medidaspropiasde estetipo de institucionesde excepción.

En estas situaciones también se acostumbrala adopción de medidas
gubernativasque vulneranotros derechos.Se puedenmencionarentre ellas: la
prohibiciónde huelgas,la intervenciónde industriasy comercios,y la suspensión
en el cargode ciertosfuncionariospúblicos quecon su actitud podríancontribuir
a la alteracióndel ordenpúblico.36

3.8 EL EstadodeAlarma.

Esta instituciónestávinculadaa situacionesque no constituyenpropiamente
crisis políticas, sino a otro tipo de acontecimientoscomo los provocadospor la
naturalezao los provocadosaccidentalmentepor las personas.Entre ellos se
puedenmencionarlas catástrofes,terremotos,inundaciones,incendiosurbanosy
forestalesde enorme magnitud, crisis sanitarias, epidemiasy situacionesde
contaminación graves> situaciones de desabastecimientode productos de
consumo de primera necesidady la paralización de los servicios públicos
esencialesparala comunidad.”

La aplicación de los estadosde alarma producenla suspensiónde ciertos
derechos individuales, tales como la libertad de circulación, la libertad de
expresióny otros derechosy libertades,y conllevanla adopciónde medidasque
contribuyenal restablecimientodel ordenpúblico alteradopor las circunstancias
antesmencionadas.

Las medidasde excepciónque normalmentesetomanen estoscasosson las
siguientes:requisatemporal de bienes,imposición de prestacionespersonales>
intervencióny ocupacióntransitoriade industrias>fábricasy talleres,limitación o
racionamientode determinadosservicios públicos o del consumo de ciertos
artículoso productosde primera necesidady otrasmedidasanálogasnecesarias
para el restablecimientode la situación.38Estas medidas son por lo general
limitadas y tienen una corta vigencia dada la misma naturaleza de las
circunstanciasquelos provocan.
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Algunas legislacionesno distinguen entre los estadosde alarma y otras
instituciones de excepción y los incluyen de manera general en las demás
instituciones,que a su vez comprendensituacionesprovocadaspor la naturaleza
o por los sereshumanos.Las constitucionesde El Salvador(articulo 29); Chile
(artículos 39 a 41); Ecuador(articulo 78 literal ‘<n<’); Honduras(artículos 187 y
188); Nicaragua(artículos 150 No.9, 185 y 186); Panamá(artículos 51 y 195
No.5>; Uruguay (artículo 168 No.17); y Venezuela(articulo 190 No.6), incluyen
las situacionesde alarmaen otro tipo de institucionesexcepcionalesanálogas.

Otras constituciones,entre ellas la de Guatemala (artículos 138 y 139),
reconoce expresamenteel estado de alarma, a la vez que reconoce otras
institucionescomo el estadode prevención,el estadode calamidadpública, el
estadode sitio y el estadode guerra, haciendocon ello una diferenciaciónclara
entre las distintas institucionesde excepción,tal como se regula tambiénen la
legislaciónespañola.

Finalmente,semencionanotrasinstitucionesde excepciónconcaracterísticas
distintas a las que se han comentadoanteriormente,entre ellas: el estadode
peligro público, queoperaen los casosde gravesdesórdenesde carácterinterno.
La legislación italiana reconocióestainstitución en una ley anteriora la segunda
guerra mundial, mediantelas cualesse autorizabaal Ministerio del Interior para
dictar ordenanzasque limitaban derechosfundamentalesy para derogarleyes
vigentessobre materiasque afectabanel ordenpúblico y la seguridadinterior39
el estadode emergencia,estadode emergenciapública o estadode emergencia
nacional; el estadode conmoción interior; el estadode calamidadpública; el
estadode urgencia;el estadode prevención;el estadode peligro de perturbación
del ordenpúblico; el régimenespecialde conductade los ciudadanos;el régimen
de situaciónespecial;las medidasprontasde seguridad;los poderesespeciales;
las facultades extraordinariasdel Presidentede la República; el derecho de
intervención del Ejecutivo del Estado Federalen los EstadosFederados;y las
providenciasprovisionalesconfuerzade ley.40

4. Efectos de los Estados de Excepción en el Ambito Interno de los
Estados. Repercusiones en Materia de Derechos Humanos.

Los estadosde excepciónproducendiversosefectosen la vida institucional
de los Estadosy en la vigencia efectiva de los derechoshumanosy las libertades
fundamentales.

-68-



El funcionamientode las institucionesdemocráticas>políticas y civiles de la
sociedad experimentancambios sustanciales.Los partidos políticos se ven
limitados al restringirseel ejercicio de los derechosde participaciónpolítica, que
segúnel Derecho Internacionalconvencionalson de carácterinderogable.41Las
posibilidadesde participaciónde los sectoresde oposiciónpolítica son menores
al cerrarselos espaciosdemocráticoscomo consecuenciade la instauracióndel
estadode emergenciaexcepcional.Los espaciosde participaciónpolítica seven
disminuidos especialmentepor la restricción de los derechospolíticos y las
libertades democráticas. Esta situación afecta directamente el normal
funcionamientode las institucionespolíticas, y con ello, se afectanlos procesos
electoralesy la participacióndemocráticaen todo sentido.

Los estadosde excepción,por otra parte, producenalteracionesen la vida
jurídica institucional. La legislación de excepción modifica el ordenamiento
jurídico, especialmenteen materiade leyespenalessustantivasy procesales.Se
observanciertoscambiosen la forma de impulsar los procesosde investigación
judicial y policial por determinadosdelitos o hechospuniblesrelacionadoscon la
situaciónde crisis.

Fundamentalmenteseobservauna alteraciónen el equilibrio de los poderes
del Estado> al producirse la concentraciónde poderesen el Ejecutivo y el
consecuentedebilitamientodel poderJudicialordinario,que en algunoscasosse
ve desplazadopor la jurisdicción militar, perjudicando sustancialmentela
independenciajudicial, propiade un Estadode Derecho.

La permanenciao prolongaciónexcesivade las medidasde excepciónda
lugar a una inversión de la legalidadvigente, al convertir prácticamentea las
normas constitucionalesy al Derecho Internacionalconvencional,así como al
Derecho Procesal Penal interno> en la excepción, mientras que las normas
especialesde excepciónseconviertenen la regla.

Los estadosde excepciónalteransustancialmentela vida social y económica
de la comunidad. Distintas actividades se ven entorpecidasal no haber
condicionespara su libre y plenodesarrollo,entre ellas, las de índole religioso,
cultural, educativo,deportivo, científico, académico,productivo y laboral. Estas
alteracionesen la vida social y política de la comunidadinciden directamentey
de maneranegativaen la democracia>al producirseunarestricciónen los niveles
de participación en lo social y en lo político. Ello debilita el mismo proceso
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democráticoy lo afecta de tal maneraque produce un estancamientoen los
distintossectoresde la vida económica,social, política y cultural.

Los sindicatos,gremios,asociacionesy organizacionesde distintanaturaleza
se ven imposibilitadosen muchosde los casosde realizaractividadespropiasde
su función, que son compatiblescon su misma naturaleza.Puedeobservarse
también cómo resulta afectadala economíade los paísesque recurren a las
institucionesde excepción,especialmentecuando las medidasextraordinarias
son excesivaso prolongadasen cuantoa susefectosy al tiempo de duración.El
impacto y las repercusionesa largo plazo en la economíanacional no pueden
preveerse,pero de inmediatoseexperimentaun deteriorosensibleen el proceso
productivo, en actividades fundamentalesde la economía, como lo son el
comercio,la industria> la producciónagrícola, el sistemafinanciero> las finanzas
públicasy la prestaciónde serviciosbásicos,lo cual incide desfavorablementeen
el desarrolloeconómicoy social.

Los Estados,por lo general,hacenuso en las situacionesde emergenciade
recursosoficiales para fortalecer los mecanismosde defensay de seguridad
pública. Utilizan recursosdestinadospara el desarrollo y para los servicios
públicos con fines militares> de seguridadpública y defensa,lo cual afecta la
economíanacional y provocaprácticamenteun estancamientoeconómicoque
se sientecon mayor rigor en los paísesen víasde desarrollo.

También puedeobservarsedurantelos estadosde excepciónel impactoen el
gocey ejercicio efectivo de ciertos derechosy libertades,especialmenteen los
derechosindividuales, las libertades democráticasy las garantíasdel debido
proceso.

Los estados de excepción, como es natural, conllevan medidas que
restringenel ejercicio de ciertos derechosy garantíasque son susceptiblesde
suspensióntemporal por razonesde extremanecesidad.Las libertadespúblicas
se ven alteradasen su ejercicio, y en algunoscasos de crisis prolongadasse
afecta su contenidoesencialquedandoreducidasa simplescategoríasjurídicas
formales>sin posibilidadde ser ejercidasen la vida institucionaly sin lugar a ser
protegidas por sus respectivas garantíasjurídicas, especialmentepor las
garantíasde la justicia constitucional. La libertad de expresióny opinión, la
libertad de prensa y la libertad de reunión, manifestación pública y de
asociación, al igual que otros derechoshumanos, también reciben el mayor
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impacto en los estadosde excepcióndadasu naturalezay su íntima conexión
con las situacionesde crisis extraordinarias.Su condición jurídica se deteriora
aún máscuandose adoptanmedidasque afectande manerageneralo indefinida
su ejerciciopráctico.

Se ha podido observar en algunos países, especialmentede América
Latina,42 la restricción indefinida de las libertadespúblicaso su suspensiónpor
largosperíodos.Se ha restringidosu ejercicio inclusorespectode acontecimientos
de caráctereconómico,laboral, religioso,educativo,cultural, deportivo y social,
que en nada contribuye al restablecimientode la normalidad, sino por el
contrario, tales medidas han incrementado o agravado las crisis que se
pretenden superar. Se han tomado medidas de excepción que prohíben la
difusión de todo tipo de noticias> incluso de aquellas que no tienen relación
algunacon las crisis excepcionales,desnaturalizándosecon ello el objetivo de
tales medidas. En este sentido se ha prohibido la difusión de noticias
internacionalesy de noticias locales sobre la vida civil. Se ha observadopor
largos períodosla emisión de cadenasnacionalesde radio y televisión y una
censuraamplia de los medios de comunicaciónsocial sin dejar lugar a que la
ciudadaníapuedateneraccesoa otras opcionesde informacióno comunicación
con el mundo exterior.

La reunión y manifestaciónpública de personascon fines distintos a los
relacionadoscon la situación de crisis frecuentementeresulta restringida. En
algunospaísesel ejercicio de la libertad de reunióny de manifestaciónpública,
tanto en el ámbito político, como en el ámbito social, educativo, cultural,
económico>religioso, deportivo y de otra índole, dependedel poderdiscrecional
del Ejecutivo y de la autoridad militar, que exige la tramitación previa de
autorizaciónoficial parasu ejercicio.

La asociaciónde personasseve tambiénlimitada. Su ejercicio real y efectivo
queda sometido a ciertas restricciones por la legislación de emergencia
excepcional. Las asociaciones, gremios, sindicatos y organizaciones no
gubernamentalesde distinta naturaleza y fines, incluso las organizaciones
vinculadas a la promoción y defensa de los derechos humanos, resultan
afectadasya seaquesu actividadestéo no relacionadacon la situaciónde crisis.
Las actividadespropias de su funcionamientoquedansujetasa la autorización
previa de la autoridadpública, militar o policial. Estasmedidas,que no tienen
fundamento jurídico en el ámbito del Derecho Internacional convencional>
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perjudicancon mayor frecuenciaa los partidospolíticos, que segúnel Derecho
Internacional convencional no pueden ser restringidos en el ejercicio de sus
derechospolíticosbajo ningunacircunstancia.

También es importante destacar que durante los estadosde excepción
resultanrestringidosfrecuentementeciertosderechosindividuales,entreellos: la
libertad de tránsitoo de locomoción, el derechoa la inviolabilidad del domicilio y
de los centrosde trabajo y el derechoa la inviolabilidad de las comunicaciones
privadas,comola correspondenciay las comunicacionestelefónicas.

Asimismo, puede notarseque en los estadosde excepción se recurre en
todos los casosa medidasrestrictivasde ciertasgarantíasdel debido proceso,
incluso de aquellas que según el Derecho Internacional convencional y la
jurisprudencia internacional son de carácter inderogable.43 Entre dichas
garantíasinderogablespuedenmencionarselas siguientes:el derechode acceso
a la jurisdicción; el derecho a la tutela judicial efectiva y a la protección de
tribunalesde justicia competentes>independientese imparciales,predeterminados
por la ley; el derechoa un recursoefectivoy ágil antelos tribunalessuperioresen
caso de violación a los derechosfundamentales;el derechoa la presunciónde
inocencia; non bis in idem; el derechoa la defensay a la asistencialetrada;el
derechoa no serobligado a confesarseculpable;el derechode proteccióncontra
la tortura y contrala incomunicación;los principios de legalidade irretroactividad
de las leyespenales;y el derechoal hábeascorpusy amparo.

En los estados de excepción también se suspendenregularmenteotras
garantíasdel debido proceso, entre ellas: el derechode protección contra la
detención ilegal o arbitraria; el derechode los detenidosa ser informados de
manerainmediatay comprensiblede los motivos o razonesde su detención>de
los derechosque tiene como imputado y de la autoridad a cuya orden está
detenido; el derechode las personasdetenidasa ser tratadascon el respeto
debido a su dignidadhumana;el derechoa queen materiapenal se garanticeel
principio de la responsabilidadpenal individual; el derechoa igual protecciónde
la ley y de los tribunalesde justicia; el derechoa estarpresenteen el juicio; y el
derechoa serjuzgadosin dilacionesindebidas.

Las garantíasjudicialesantesdescritasson objeto de suspensióntemporalen
la mayoríade los estadosde excepción.Esta restricciónse observaaún cuando
no existe necesidadimperiosade parte de los Estadosde hacer uso de tales
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medidas,paracon ello contribuir al restablecimientode la situaciónde crisis. Su
derogación o suspensiónagrava aún más la protección de los derechos
inderogablesen los estados de excepción, ya que estos derechos quedan
desprotegidosy sin control jurisdiccional frentea los abusosy arbitrariedadesde
los Estados.

La suspensiónde las garantíasjudiciales inderogables desnaturaliza la
esenciajurídica de las mismas y las convierte en simples categoríasjurídicas
formales.Estacircunstanciadebilita sustancialmentelos derechosfundamentales
de carácter inderogable, los cuales al quedar desprovistosde las garantías
judiciales de protección, quedan sujetos a la determinaciónarbitraria de los
poderespúblicos, sin posibilidadde control jurisdiccional, lo cual no permiteque
tales derechossean realmentepracticablesen todo momento y lugar> y que
conserven,por lo tanto, su carácterde derechosfundamentalesinderogableso
intangibles.

Este fenómeno se produce principalmente por la inadecuadaregulación
jurídica de los estadosde excepción en el Derecho interno, por la incorrecta
interpretación de las normas restrictivas de derechosy por la ausenciade
controleslegaleseficacesen el ejercicio de las facultadesextraordinarias.Por lo
general> los Estados regulan en sus constitucionesuna lista de derechosy
garantías constitucionales cuyo ejercicio puede limitarse o suspenderse
temporalmente. No se reconoce normalmente los derechos y garantías
inderogables,tal como lo haceel DerechoInternacionalconvencional.44

Los estadosde excepciónproducentambiénefectosnegativosen el gocey
ejercicio de determinadosderechos sociales, tales como el derecho a la
educación, el derecho al trabajo> el derecho a la salud y los derechosde
proteccióna la niñez. Estosderechos,aún cuandono son objetodirectamentede
suspensióntemporal, como se observa con los derechos individuales, las
libertades públicas y las garantías del debido proceso, se ven alterados
indirectamente con la implementación de las medidas extraordinarias de
emergencia,ya que su ejercicio requierenecesariamentedel accesoa ciertos
derechosindividualesy libertadesfundamentales,comola libertadde locomoción
y la libertad de expresión,entreotros derechos.

El derechoa la educaciónse ve debilitado en su gocey ejercicio cuandose
impulsanalgunasmedidasde excepción,talescomo la restriccióna la libertad
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de movimiento o locomoción, la libertad de expresión y reunión, y el derecho a
la inviolabilidad de los centros de trabajo. Dichas medidas restringen el ejercicio
de la libertad de cátedra e impiden el acceso a los centros de estudio,
especialmente centros universitarios y de enseñanza superior, debido al impulso
de medidas que conllevan la ocupación militar o el cierre de las instalaciones
educativas. En algunos paises se ha observado registros y allanamientos en
dichos centros, con decomiso, destrucción de literatura científica, y daños y
sustracción de bienes destinados a actividades estudiantiles y docentes.45

El derecho al trabajo, las libertades sindicales y el derecho de huelga se ven
restringidos en su ejercicio durante los estados de excepción, al suspenderse
ciertos derechos y libertades que están relacionados con estos derechos sociales
fundamentales. Las medidas y restricciones propias de los estados de excepción
como la restricción de la libertad de circulación, de las libertades públicas,
especialmente la libertad de opinión, expresión y difusión del pensamiento, la
libertad de reunión y manifestación pública, la libertad de asociación, inciden
desfavorablemente en el goce y ejercicio de los derechos y garantías laborales.

El impacto negativo de los estados de excepción en la vida democrática
institucional y en el disfrute de los derechos humanos y las libertades
fundamentales se agrava aún más por el desconocimiento generalizado que
existe sobre las distintas normas jurídicas internas e internacionales que regulan
los estados de excepción. Puede observarse con frecuencia el desconocimiento
que a este respecto existe entre diversos sectores políticos, sectores de gobierno,
legisladores, jueces, y autoridades y funcionarios civiles y militares, e incluso, en
los gremios de profesionales del Derecho.

Las distintas medidas de excepción que impulsan regularmente los Estados
en este tipo de circunstancias demuestra claramente que no tan sólo se toman
medidas permitidas por el ordenamiento jurídico constitucional e internacional.
Se adoptan también medidas contrarias a las normas convencionales vigentes,
restringiéndose los derechos y garantías más allá de lo estrictamente necesario y
más allá de lo permitido en el marca de un Estado de Derecho. Por lo tanto, es
necesario afirmar la necesidad de regular adecuadamente los estados de
excepción de tal manera que su impacto en las instituciones democráticas y en
el goce y ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales, no
altere sustancialmente el funcionamiento y objetivos de dichas instituciones, ni
afecte la naturaleza y el contenido esencial de los derechos fundamentales, que
deben estar protegidos en una sociedad democrática.
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España.1984. Página116.

21 Consúltesela OPINION CONSULTIVA OC-6/86 de 9 de mayo de 1986. La

Expresión Leves en el artículo 30 de la Convención Americana sobre
DerechosHumanos.Corte Interamericanade DerechosHumanos.Apartado
29, página13.

22 Estatutos de la Cruz Roja Internacional. Adoptados por la Conferencia

Internacionalde la Cruz Roja en la Haya> Holanda <1928>, y revisadosen
Toronto, Canadá (1952). Adaptacionestécnicas efectuadasen Manila,
Filipinas (1981).

El articulo VI de los Estatutosestablecelo siguiente:«El Comité Internacional
de la Cruz Roja es una institución neutral, cuya actividad humanitaria se
ejerce especialmenteen caso de guerra, de guerra civil o de disturbios
internos, se esfuerza,en todo tiempo> en asegurarproteccióny asistenciaa
las víctimas militares y civiles de dichos conflictos y de sus consecuencias
directas.’
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Sobreeste mismotema consúlteselos Estatutosdel Comité Internacionalde
la Cruz Roja (CICR). Adoptadosel 21 de junio de 1973, y reformadosel 14
de septiembrede 1977 y el 29 de abril de 1982.

El artículo 4.1 estableceque: «La misión principal del Comité Internacional
de la Cruz Roja es ... d) actuar, en su calidad de institución neutral,
especialmenteen casode guerra civil o de desórdenesinternos; dedicarse
en todo tiempoa quelas víctimasmilitares y civiles dedichosconflictos y de
sus consecuenciasdirectas,obtenganproteccióny asistencia,y servir, en el
planohumanitario,como intermediarioentrelas partes.’

23 ProtocoloII de 1977 adicionala los 4 Conveniosde Ginebradel 12 de agosto

de 1949,artículo 1, apartado2.

24 Segúnlos informes del Relator Especialsobre los Estadosde Excepciónde

NacionesUnidas, los Estadosquehan recurridoa la institucióndel «toquede
queda” en los últimos años son los siguientes:Jordania (1967 a 1991);
Pakistán(1977 a 1985); Turquía (1978a 1987); Bangladesh(1982 a 1986);
Myanmar (1988 a 1992>; Kazajstán (1989); Tayikistán <1989 y 1993);
(Jzbekistán (1989); China (1989 y 1990); El Salvador (1989); Armenia
(1990 a 1991); Myanmar (1990 y 1992); Kirquistán (1990 a 1993); Kuwait
(1991); Panamá(1990); Liberia (1990); Djibouti (1991); Etiopía (1991 y
1992); Haití (1991); Madagascar(1991); Mali (1991); Nigeria (1991);
Tailandia (1991>; Togo (1991>; Albania (1992); Azerbaiján (1992); Georgia
(1992); India (1992 y 1993); Mauritania (1992); Perú (1992); Sierra Leona
(1992); Yugoslavia (1992); Rusia (1993); Territorios ocupadospor Israel,
Faja de Gazay la RiberaOccidental(1992 y 1993); Burundi (1993); Estados
Unidos Mexicanos (1994); y Estados Unidos de Norteamérica (1992 y
1994); y Chechenia(1994). En 1995 algunos de los siguientes Estados
manteníanvigentela medida:India, Territoriosocupadospor Israel (Gazay la
Riberaoccidental),Jordaniay Tayikistán. En 1997 decretótoquede quedala
RepúblicaDemocráticade El Congo.

Sobrela informaciónanterior véaselos documentosE/CN.4/Sub.2/1992/23
de 6 de julio de 1992> E/CN.4/Sub.2/1993/23de 29 dejunio de 1993> y ~L
CN.4/Sub.2/1995/20de 26 de junio de 1995. Quinto, Sexto y Octavo
Informe Anual respectivamente>presentadoa la Subcomisiónde Prevención
de Discriminacionesy Proteccióna lasMinorías, por el RelatorEspecialsobre
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Estadosde ExcepciónseñorLeandro Despouy.Véasetambiénel documento
E/CN. 4/Sub.2/1997/19/Add.1 de 9 dejunio de 1997.

25 PactoInternacionalde DerechosCiviles y Políticos, artículo 4; Convención

AmericanasobreDerechosHumanos,articulo 27; ConvenioEuropeopara la
Protecciónde los DerechosHumanosy de las LibertadesFundamentales,
artículo 15; los 4 Conveniosde Ginebrade 12 de agostode 1949, articulo 3
común; y el Protocolo II de 1977 adicional a los 4 Conveniosde Ginebra>
artículos4 y siguientes.

26 Vid. SCHMITT CARL. La Dictadura. Traducción de José Días García.

Edicionesde la Revistade Occidente.Madrid, España.1968. Página223.

27 La institución de los «plenospoderes»se observódurantela primera guerra

mundial en los EstadosUnidosde Norteamérica,Inglaterray Francia.

28 Vid. WOLF ERNESTO.Tratadode DerechoConstitucionalVenezolano.Tomo

1. Caracas,Venezuela.1945.Páginas343 y 344.

29 Vid. GARCíA PELAYO, MANUEL. Derecho Constitucional Comparado

.

Edicionesde la Revistade Occidente.Madrid> España.1957. Páginas166-
167.

~ Vid. SANCHEZVIAMONTE, CARLOS. El Constitucionalismo:susproblemas

.

Editorial Bibliográfica Argentina.BuenosAires, Argentina. 1957.Páginas477
y siguientes.

~ Ley Orgánica4/1981, de 1 de junio de 1981. España.«De los Estadosde

Alarma, Excepcióny Sitio’>, artículos32 a 36 inclusive.

12 Vid. BURDEAU, GEORGES.Tratadode CienciasPolíticas. Tomo IV. Décima

edición.París,Francia.1969. Página566.

“ Vid. FERNANDEZ SEGADO> FRANCISCO.Op.cit., página26.

~ ConstituciónEspañolade 1g78, artículo 55; Constituciónde la Repúblicade
El Salvadorde 1983, artículo 29; y ConstituciónPolítica de la Repúblicade
Guatemalade 1983, artículo 138.
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La instituciónde la «suspensiónde garantíasconstitucionales”tieneprecedentes
en el Derecho Constitucionalespañol.Véase las Constitucionesde 19 de
marzo de 1812 (art.308); de 18 de junio de 1837 (art.8); de 15 de
septiembrede 1856 (art.8); de 1 de junio de 1869 (art.31); de 30 de junio de
1876 (art.17) y Constituciónde la RepúblicaEspañolade 9 de diciembrede
1931. En el artículo42 de la Constituciónde 1931 sereconocíala institución
de la «suspensiónde garantíasconstitucionales’,por decretodel Gobierno>
en casosde notoria e inminentegravedad,y permitía la suspensióntotal o
parcial, en todo o partedel territorio nacional de los siguientesderechosy
libertadesconstitucionales:la libertadde circulación, el derechoal domicilio
y residencia,la protecciónfrente a la expulsiónde extranjeros,la libertad de
opinión,expresióny prensa,el derechode reunión,el derechode asociación
y sindicación>y ciertasgarantíasjudicialesde las personasdetenidas.

~ Vid. FERNANDEZ SEGADO> FRANCISCO.Op.cit.> página57.

36 Ley Orgánica4/1981, de 1 de junio de 1981. España.«De los Estadosde

Alarma, Excepcióny Sitio’, artículos 13 a 31 inclusive.

~ ¡bid, artículo4.

38 Ibid, artículos4 a 12 inclusive.

~ Texto Unico de SeguridadPública. Ley italiana de 18 de junio de 1931 y
Reglamentode 6 de mayode 1940.

40 Sobre las distintas instituciones de excepción consúltese los siguientes

autores: FIX ZAMUDIO, HECTOR. (<Coloquio sobre la Protección Jurídica
Internacional de la Persona Humana en las Situacionesde Excepción.»
Comité Internacionalde la Cruz Roja. Instituto Interamericanode Derechos
Humanos. México. 1987. Páginas 7 a 28. RAMELLA, PABLO A. Los
DerechosHumanos.EdicionesDe Palma.BuenosAires, Argentina.1979.

Sobre los estadosde conmoción interna y los estados de emergencia
consúltesela ConstituciónPolítica de Colombia de 1991 (artículos 213 a
215).

Véase,además,la Constituciónde Italia de 1947, articulo 77.
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41 ConvenciónAmericanasobreDerechosHumanos,artículo 27.

42 A manerade ejemplo,puedemencionarseque en algunospaísesde América

Latina, entre ellos, Bolivia> Colombia, Chile, El Salvador,Panamá,Perú y
Venezuela,se han adoptadoen los últimos añosestadosde excepciónque
conllevanmedidasrestrictivasde la libertadde expresióny de prensa,y de la
libertad de reunión y manifestaciónpública, más allá de lo estrictamente
indispensabley requerido por la situación de crisis, restringiéndoseel
ejercicio de estosderechosno tan sólo en aquellosaspectosvinculadoscon
las crisis, sino tambiénrespectode otros hechoso acontecimientosque no
tienen relación con la emergenciaque se pretendecontrarrestarcon la
restricción temporal de derechoshumanos,desnaturalizándosecon ello los
fines que los Estadospretendenperseguiral recurrir a las institucionesde
excepción.

Consúlteselas experienciasde los estadosde excepciónen Colombia, Perú,
Chile> Bolivia y Venezuela,en: Estadosde Emergenciaen la RegiónAndina

.

Editor Diego Garcia-Sayán.ComisiónAndina de Juristas.1987. Páginas79,
93, 127, 159 y 183.

Tórneseen cuenta,además,los casosde estadosde excepciónsobreChile y
Nicaragua. Vid. ZOVATTO G., DANIEL. Los Estadosde Excepción y los
DerechosHumanosen América Latina.Publicacióndel Instituto Interamericano
de DerechosHumanosy de la Editorial Jurídica Venezolana.1990. Páginas
139 a 147.

Sobre este mismo tema véase los siguientesautores:VAN HOFF, FRIED:
<The Protectionof Human Rightsand the Impact of the EmergencySituation
under InternationalLaw with Special Referenceto the PresentSituation in
Chile.’ Véase: Human Rights Law Journal. 1979. GARCíA BELAUNDE,
DOMINGO. <Regímenesde Excepciónen las ConstitucionesLatinoamericanas.»
Véase:NormasInternacionalessobre DerechosHumanosy Derecho Interno

.

ComisiónAndina de Juristas.Perú. 1984.

‘~ Sobrelas garantíasdel debido procesode carácterinderogable,consúlteseel
articulo 27 apartado 2 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos. También consúltese la Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de
octubre de 1987 de la Corte Interamericanade DerechosHumanos,sobre
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«Las GarantíasJudicialesen Estadosde Emergencia.”

Al respectovéaselas Constitucionesde El Salvador (art.29); Costa Rica
(art.121 No.7); Chile (art.41); y Perú (art. 23Q. En el caso de la
Constitución chilena (art.41) es particularmente relevante citar que, a
diferenciade otras Constituciones>se considerancomo derechosderogables
o suspendibles,la libertad de trabajo y el derecho a indemnizaciónpor
detencionesilegalesy por dañosa la propiedad.La Constituciónsalvadoreña
(artículos 12 y 29) estableceque el derechoa la defensaes una garantía
suspendible. Ello denota la deficiente regulación constitucional de los
derechosy garantíassusceptiblesde suspensióntemporal, que da lugar a
suspenderderechosy garantíasque por razón de su naturalezay contenido
esencial, y por la función que desempeñanen la salvaguardade otros
derechosinderogables,no puedenbajo ningunacircunstanciasersuspendidos,
restringidoso limitados. El citado articulo 12, que regula las garantíasdel
debido proceso, ha sido modificado recientementepor la Asamblea
Legislativa (27 de junio de 1996), y en él se han introducido cambiosque
ubicanal derechoa la defensacomo unagarantíainderogable,subsanándose
con ello la deficienciade fondo de que adolecela Constituciónsalvadoreña
en la actualidad. Dicha reforma está pendientede ser ratificada por la
próximalegislaturaparaentraren vigencia.

Es necesario citar también la Constitución española (art. 55.2), que a
diferenciade las anteriormentemencionadas,asegurala vigencia permanente
de derechosy garantíasinderogables,tales como el derecho a que se
deduzcala responsabilidadpenalpor violación a los derechoshumanosy por
la utilización injustificadao abusivade las facultadesexcepcionales.

‘~ Nótesequeen varios paiseslatinoamericanosse hanintervenidomilitarmente
centrosde estudiouniversitariosen ocasiónde los estadosde excepcióno
estados de sitio. En El Salvador, por ejemplo, la universidad estatal
(Universidad de El Salvador) ha sido intervenida militarmente en varias
ocasionesen las últimas décadas(1970-1980),permaneciendocerradassus
instalacionesde manera indefinida durante varios años> mientras estuvo
vigente la suspensiónde garantíasconstitucionalesdurante los regímenes
militaresy el conflicto bélico.
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CAPITULO III

LA PROTECCION INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS
FUNDAMENTALES EN LOS ESTADOS DE EXCEPCION

1. Aspectos Generales de la Protección Internacional en los Estados de
Excepción.

Para abordar el tema de la protección internacional de los derechos
fundamentalesen los estadosde excepción es necesariohacer previamente
algunoscomentariosgeneralessobrela protecciónde los derechoshumanosen
todo tipo de circunstancias>y ademáshacerciertasvaloracionessobre aspectos
puntualesde la protección internacionalde tal maneraque permita ubicar el
marco de análisis y facilite el tratamiento del tema desdela perspectivadel
DerechoInternacionalconvencional.

La protección de los derechosy libertadesdel individuo es un tema que
comenzóa interesara los Estadosa partir de los movimientosrevoíuc¡onariosde
Franciay norteaméricadel Siglo XVIII. Peroestapreocupaciónpor la protección
de los derechosreconocidosen las primerasdeclaracionesde derechosdel Siglo
XVIII no trascendiódel ámbito del DerechoInterno, sino que quedóarraigadaen
la concepciónde la soberaníanacionalcon el surgimientodel Estadoliberal. La
protecciónde los derechosreconocidossurgió como una potestadsoberanade
los Estadosfrente al individuo y frentea la comunidadde naciones.

El conceptode la protecciónde los derechoshumanosseoriginó, pues,en el
ámbito de la legislación interna de los Estados.Pero lo más importante de
destacaren materiade protecciónes la concepciónuniversalque se adoptóen
las declaracionesde derechosde esaépocarespectode los derechosy libertades
individuales reconocidos>circunstanciaque ademásde representarun nuevo
logro en el campodel Derechoconstituyó el germeno punto de partida de la
proteccióninternacionalla cual sedesarrollaríaposteriormente.

La proteccióninternacionalde los derechoshumanoscomotal no surgesino
hasta finalizada la segunda guerra mundial con la conformación de la

-88-



Organizaciónde las NacionesUnidas,seguidade la Organizaciónde los Estados
Americanos, del Consejo de Europa y de la Organización para la Unidad
Africana. Los antecedentesobservadosen los años anteriores, que algunos
autorescomo EduardoGarcíade Enterríadenominan«la Prehistoriadel Derecho
Internacionalde los DerechosHumanos’’ constituyenel desarrolloevolutivo de
los derechoshumanosdesde su reconocimientoformal inicial en el Derecho
Interno, hastasu inclusión en los convenioslaboralesy en convenioso tratados
de otra naturaleza en el seno de la Sociedad de Naciones, que como
organizacióninternacionalfue el precedenteinmediatode la Organizaciónde las
NacionesUnidas.

Esta etapa histórica de casi dos siglos de duración dio paso a la
transformacióndel Derecho Internacionalclásico y al surgimiento de un nuevo
DerechoInternacionalpúblico, en el cual el individuo y no tan sólo el Estadose
convierte en un protagonistadel Derecho Internacional,protagonismoque ha
venido cobrando fuerza e importancia hasta nuestrosdías especialmenteen
materiade protecciónjurídica delos derechoshumanos.

Durante este período de evolución y transformación de los derechos
humanosy de la protección interna e internacionalpuedenobservarseciertos
hechosy antecedentesmuy importantesquedenotanla forma en que la persona
humana,como titular de derechosfundamentales,se fue abriendopaso en el
ámbito de la jurisdicción interna, para ubicarsecada vez más cerca de su
posición de sujeto del Derecho Internacional en materia de protección a los
derechoshumanos.2

Se cita a continuación algunosantecedenteshistóricos importantesque en
distintasépocasy regionesgeográficassehanobservadoa esterespecto:

a) En 1864 se adoptó el Conveniode Ginebrasobrela protecciónde los más
elementalesderechosindividuales en las situacionesde conflicto armado.
Este convenio,el primeroen su género,constituyeel precedentehistórico de
carácterconvencionalen materiade proteccióninternacionalde los derechos
humanos,en el marcodel DerechoHumanitario.

A este instrumento convencional histórico le siguen, en el ámbito del
DerechoHumanitariode la guerra,otrosconveniosy declaracionesinternacionales,
entreellos: la Declaraciónde SanPetersburgode 1868; los Conveniosde la Haya
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de 1899 y de 1907; el Conveniode 1925 sobreel uso de Armas Químicas;y el
Conveniode 1929 sobrela Protecciónde Prisionerosde Guerra.

b) En 1907 se conformó en San José, Costa Rica, la Corte de Justicia
Centroamericana,que dio lugar por primera vez en la historia a la
participacióndirectadel individuo antela jurisdicción internacional.

La ConvenciónCreadorade la Corte de Justicia Centroamericanaestablecía
en su artículo 1 lo siguiente: «Las Altas PartesContratantesconvienenpor la
presenteen constituir y sostenerun Tribunal permanenteque se denominará
«Corte de Justicia Centroamericana,»a la cual se comprometena sometertodas
las controversiaso cuestionesque entre ellas puedansobrevenir,de cualquier
naturalezaque sean y cualquiera que sea su origen en el caso de que las
respectivascancilleríasno hubieranpodido llegar a un avenimiento.»

El articulo II de la citada Convenciónestablecíaque, “esta Corte conocera
asimismo de las cuestiones que inicien los particulares de un Estado
Centroamericanocontraalgunode los GobiernosContratantes,por violación de
tratadoso convenciones,y en los demáscasosde carácterinternacional,seaque
su gobiernoapoyeo no dicha reclamación;y con tal quese hubiesenagotadolos
recursosque las leyesdel respectivopaís concediesencontra tal violación, o se
demostrasedenegacióndejusticia.»

El artículo III de la Convenciónregulaba,que la Corte «tambiénconoceráde
los casosque ocurran entrealguno de los GobiernosContratantesy personas
particulares,cuandode comúnacuerdole fuesensometidos.<’

Desdesu conformaciónla Corte de JusticiaCentroamericanaconoció varias
demandasindividuales incoadascontra los Estadosde Centro América. Estos
casosconstituyenun precedentemuy importante ya que permiten demostrar
quepor primeravez en la historia del DerechoInternacionallos individuos podían
demandar a los Estados por incumplimiento de las obligaciones jurídicas
contraídasrespectode los nacionalesde los paisescentroamericanos.Estos
casostambiénpermiten conocerque fue precisamenteen el ámbitode la Corte
de Justicia Centroamericanacuando por primera vez se puso en práctica el
requisito del agotamientode los recursos internos, como paso previo a la
demandade los individuos contra los Estados,que constituyeactualmenteun
requerimientoexigidopor los procedimientosde proteccióninternacional.3
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c) Los Tratadosde Versalles de 1919> que dieron lugar a la conformaciónde
tribunales arbitrales mixtos ante los cuales se presentaron miles de
reclamaciones individuales sobre indemnizaciones contra Estados con
motivo de los dañosocasionadosdurantela primeraguerramundial.

d) El Pacto de la Sociedadde Nacionesde 28 de abril de 1919, que surgio
fundamentalmentecomo productodel sentimientoantibelicistaabonadopor
unanuevacorrientede pensamientofavorableal DerechoInternacional.

El Pacto de la Sociedad de Naciones constituye el primer instrumento
jurídico internacionalconvencionalen su géneroy contienealgunasdisposiciones
relativasa la protecciónde los derechoshumanosde ciertosgrupossociales.Se
estableceel compromiso jurídico de los Estadosde respetarlas condiciones
equitativasy humanitariasde trabajo en el interior de los mismos;de asegurarun
trato equitativo a poblaciones indígenas; la prohibición de cometer ciertos
abusos,talescomo la trata de esclavos;el compromisode asegurary mantener
la libertad de las comunicacionesy del tránsitode las personas;y el de adoptar
medidasinternacionalespara combatir las enfermedades,entre otros. El Pacto
establece,además>la facultadde la Sociedadde Nacionespara inspeccionarlos
acuerdosrelativosa la trata de niños y mujeres.4

La Sociedadde Nacionestambiéncontribuyóen materiade proteccióna los
refugiados no obstante que su reconocimiento y protección no estaban
contempladosexpresamenteen el Pacto. La Sociedadasumió como suya la
labor de protección humanitaria de la Oficina Nansen para Refugiados y
desarrolló una meritoria labor durante la segunda guerra mundial. Este
antecedenteen materiade proteccióna los refugiadosdio pasoa lo que ahorase
conocecomo la Oficina del Alto Comisionadode las NacionesUnidas para los
Refugiados(ACNUR).

Tambiénen materiade derechoslaboralesy de proteccióna las minorias la
Sociedadde Nacionesjugó un papel importante. Surgieron en su seno varios
organismosde supervisióny control internacional,entre ellos: los Comités de
Minoríasdel Consejode la Sociedad,que teníancomofuncionesla protecciónde
ciertasminorías y grupos étnicos, la proteccióncontra el tráfico de mujeres, la
proteccióna la infancia y contra la esclavitud,así como la vigilancia de los
compromisosjurídicos adquiridospor la comunidadinternacionalen el senode
la Sociedadde Nacionesconformeal Pacto.
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Finalmente, cabe señalar que la Sociedad de Naciones dio lugar a la
conformación de un Comité de Cooperación Intelectual que constituye el
antecedentede la actual Organización de las Naciones Unidas para la
Educación,la Ciencia y la Cultura (UNESCO).También propició la creaciónde
la Organización Internacional del Trabajo (OIT> en 1919, asumida por las
NacionesUnidas en 1945, que estableciópor primera vez el procedimientode
las comunicacioneso denunciasindividuales, permitiéndoleal individuo y a las
organizaciones no gubernamentalesparticipación en los procedimientos
internacionalesde protección.El procedimientode la OrganizaciónInternacional
del Trabajo fue recogido posteriormentepor los actuales organismos de
proteccióndel sistemade las NacionesUnidas.5

La Sociedad de Naciones fue prácticamenteel punto de partida de la
proteccióninternacionalde los derechoshumanos,especialmentesi se toma en
cuentalos avancesobservadosen materiade la participacióndel individuo en el
ámbito internacional y en cuanto se refiere a la participación de algunos
organismosen la supervisióny control de ciertosderechosprotegidos.

e> La Conferencia Interamericanasobre Problemasde la Guerra y de la Paz,
celebradaen México del 21 de febreroal 8 de marzode 1945 en el senode la
Unión Panamericana.

Este evento internacionalfue muy importanteen materiade protecciónde
los derechos humanos. En él se discutió y se afirmó la necesidad de la
protecciónjurídica internacionalde los derechosfundamentales.Se planteó por
primera vez en un foro de estanaturalezala necesidadde conformarun sistema
de proteccióninternacionalde los derechoshumanos.

En una de las resolucionesadoptadaspor la Conferenciadenominada«la
ProtecciónInternacionalde los DerechosEsencialesdel Hombre”, se formularon
los principios juridicos fundamentalesque debenregir como normasde Derecho
positivo en las relacionesentrelos Estados,y se hizo énfasisen el principio del
respetoal Derecho Internacional.6 En dicha resolucióntambiénse subrayó la
importancia de los derechosdel individuo y las obligacionesde los Estadosa
este respecto, y se declaró que los interesesde la comunidad debían ser
armonizadoscon tales derechos. Los Estados americanos proclamaron su
adhesión a los principios consagradosen el Derecho Internacional para la
salvaguardade los derechosesencialesdel hombre. Se pronunciaron,además,
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en favor de un sistemainternacionalde proteccióny encomendaronal Comité
Jurídico Interamericanode la Unión Panamericana,la redacciónde un proyecto
de DeclaraciónAmericanade los Derechosy Deberesdel Hombre> la cual fue
adoptadaen 1948, meses antes que la Declaración Universal de Derechos
Humanosde las NacionesUnidas.

La valiosa aportaciónde esta Conferencia Interamericanaen materia de
protecciónjurídica internacionales indudabley de un gran significadohistórico.7

f) La Novena Conferencia Internacional Americana, celebradaen Bogotá,
Colombia, del 30 de marzoal 2 de mayo de 1948. En dicha Conferenciase
adoptaronvariasresolucionesen lascualesseencomendóal ComitéJurídico
Interamericano elaborar un proyecto de Estatuto para la creación y
funcionamientode una Corte Interamericanade DerechosHumanos.BEsta
iniciativa fue plasmada en la Convención Americana sobre Derechos
Humanos de 1969, y permitió que en el procedimiento jurisdiccional, el
individuo> si bien no estabafacultado por la Convención para presentar
demandascontra los EstadosPartes, podía intervenir en el procedimiento
judicial en su calidadde víctima, directamenteo por medio de un abogado>a
travésde la ComisiónInteramericanade DerechosHumanos.9

En el procedimientoante la CorteInteramericanaseha podidoobservar>al
menosen los casosque hastaahoraha conocido la Corte, queel individuo y las
organizacionesno gubernamentalesde derechoshumanospuedenlegítimamente
interveniren el procedimientojurisdiccional.’0

En estosantecedenteshistóricosde los derechoshumanospuedeobservarse
cómo el individuo ha venido cobrandofuerza y ganandoespaciosen el campo
del Derecho InternacionalPúblico, ubicándosecomo un sujeto de derechosy
obligaciones.Pero esta importancia no es tal sino hasta que se celebra la
ConferenciaInteramericanade México de 1945, quetuvo ecoprecisamenteen la
Carta de la Organización de las Naciones Unidas y en la Carta de la
Organizaciónde los EstadosAmericanos.

Tales instrumentosjurídicos internacionalesmarcanel inicio de lo que seria
posteriormentela conformación del sistema de protección universal y de los
sistemasregionalesen el continenteamericano,europeoy africano. Contienen
ciertosprincipios jurídicos y disposicionesgeneralesrelativasa la protecciónde
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los derechoshumanosde todaslas personas,sin discriminacionesni distinciones
de ningunanaturaleza.Sientanlas basespara la positivacióninternacionalde los
derechoshumanosy de las libertades fundamentalesy para su protección
jurídica internacional,y consecuentemente,limitan la soberaníade los Estados
en esta materia,abriendopasode maneramásfirme y establea la jurisdicción
internacional.

Si bien estosinstrumentosjurídicos convencionalespor su misma naturaleza
no contienenunadeclaraciónde derechos,ni establecenmecanismosespecíficos
de protección de los mismos, se preocupan por afirmar claramente la
obligatoriedadjuridica de los Estadosde respetarlos derechoshumanosa todas
las personassometidasa sujurisdicción.Estaobligaciónjurídica internacionalno
constituyeúnicamenteun compromisode cooperacióninternacionalen materia
de derechoshumanos.Conlíeva, además,el compromisode adoptarmedidas
positivas de protección en el plano interno, medidas de comportamientoy
obligaciones de abstención respecto de la vigencia de ciertos derechos
especialmenterespecto de las libertades públicas y los derechos civiles en
general.

Las obligacionesjuridicas quese desprendende las Cartasde la ONU y de la
OEA vinculan a los Estadosmiembrosde dichasorganizacionesen todo tipo de
circunstancias,en períodosde paz, de conflictos armadoso en situacionesde
emergencia excepcional, a cumplir y respetar principios jurídicos básicos
relacionadoscon la protecciónde los derechoshumanos.’1 En consecuencia,la
soberaníade los Estadosencuentraun límite legítimo en las disposicionesde las
Cartasde la ONU y de la OEA. Dichos limites estántrazadosespecialmentepor
la intangibilidad e invulnerabilidad de ciertos derechoshumanosy libertades
fundamentales,por su contenido y naturalezajurídica y por la función que
desempeñanen todo tipo de circunstancias.

Los límites a la soberaníade los Estadostambiénestánfundamentadosen la
concepción adoptadapor la Organización de las Naciones Unidas y por el
Derecho Internacional contemporáneoen general, que han insistido en la
estrecha relación de dependenciaque existe entre el respeto y la vigencia
efectiva de los derechoshumanosen el interior de los Estados,y la conservación
de la paz y la seguridadinternacionales.’2

Los Estados, por lo tanto, no pueden invocar el principio de la no
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intervención en las cuestionesinternas contempladoen el articulo 2.7 de la
Carta de las Naciones Unidas> para evadir o incumplir las responsabilidades
jurídicas en materia de derechoshumanoso para impedir que instanciasde
protección de la Organizaciónconozcansobre situacionesrelacionadascon el
estado y la proteccián de los derechoshumanosen el interior de los paises
miembros.Es menesterrecordarqueel artículo2.2 de la Carta de la ONU obliga
a los Estados miembros a cumplir de ‘<buena fe» los compromisos y las
obligacionescontraídaspor ellos de conformidad con la misma Carta, con lo
cual se está reconociendoun limite legitimo a la soberaníade los Estadosy al
principio de la no intervención>paradar pasoa la proteccióninternacionalde los
derechoshumanosen el interior de los Estadosmiembrosde la Organización.’3

La aparentecontradicciónentre la soberaníade los Estadosy la protección
internacionalde los derechoshumanosha sido resueltade manerasatisfactoria
por el Derecho Internacional contemporáneo. El Derecho Internacional
convencionalha contribuidosustancialmentea afirmar el derechodel individuo a
la proteccióninternacionalfrente a las violacionesdel Estadoy a las actuaciones
de susagentes.Las resolucionesy actividadesde los organismosinternacionales
de protección>asícomo los fallos de los órganosjurisdiccionalesinternacionales
hanaclaradoestaproblemática.

Cabecitar a esterespectoel asuntoBarcelonaTraction>en el cual el Tribunal
Internacionalde Justicia afirmó que los principios y las reglas relativos a los
derechosfundamentalesde la personahumana,representan«obligacionesde los
Estadoshacia la comunidad internacionalen su conjunto, obligaciones «erga
omnes,que constituyenen realidadobligacionesderivadasdel ius cogens.»’4

Asimismo, puede citarse otros casos jurisprudencialesen los cuales el
máximoTribunal Internacionalde Justiciaha reafirmadolos criterios vertidosen
el asunto BarcelonaTraction y que no son más que interpretacionesde las
normasconvencionalessobrederechoshumanosy la aplicaciónde las mismasa
casosconcretos>incluyendolas quesederivande la Cartade la Organizaciónde
las NacionesUnidas.’5

La doctrina modernatambién se ha inclinado hacia la tesis favorable a la
proteccióninternacionalfrentea la que propugnala soberaníade los Estados.El
profesor Antonio Truyol y Serra, entre otros, al referirse a la Carta de la
Organizaciónde las NacionesUnidas cita expresamenteque, «contra la puesta
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en práctica de los derechoshumanosy las libertadesfundamentales,no cabe
alegarel artículo 2 apartado7 de la Carta,»y agregaque «no puedeeludirseel
hechode que la Carta ha roto con el principio de que un Estadopuedetratar a
sussúbditosa su arbitrio, y lo ha sustituidopor otro nuevo;el principio de que la
protección de los derechoshumanosy las libertadesfundamentalesconstituye
unacuestiónesencialmenteinternacional.’>16

Se puede mencionartambién la opinión del Doctor Héctor Gross Espiel,
quien cita que «ante la posibilidadde violacionesde los derechoshumanosque
resulten de la actividad del Estado, el Derecho Internacional garantiza y
promuevetambién la vigencia y el respeto de los derechosdel hombre.» El
mismo autoragregaque, «la cuestiónde los derechoshumanosha dejadode ser
una materia reservadaexclusivamentea la jurisdicción interna de los Estados,
como se reconoceactualmenteque es, una materia reguladaa la vez por el
Derecho Interno y por el Derecho Internacional, respectode la que no puede
invocarsela excepciónde la jurisdicción internao reservada.’’7

En consecuencia>puede sostenerseque si bien el Derecho internacional
general no está desarrolladoen estos momentos hasta el punto de conferir
plenamentela titularidad o la subjetividadal individuo, esdecir, de reconocerle
enteramentela capacidadjurídica como sujeto del Derecho Internacional en
materia de derechoshumanos;el Derecho Internacional particular ha logrado
desarrollarseen este sentido y gradualmenteha facilitado la participación del
individuo y de los grupos de personase incluso de las organizacionesno
gubernamentalesante las instanciasinternacionalesde carácterjurisdiccionaly
cuasijurisdiccionaly ante los órganosde supervisióny control internacional.La
evolución observadaen el Derecho Internacionalcontemporáneoen favor del
reconocimientode la personalidadjurídica internacionaldel individuo se nota de
maneramás positiva en el sistema europeode protección, dado que en este
sistema el individuo tiene mayores posibilidades de participación en el
procedimiento contenciosodel Tribunal Europeo de DerechosHumanos, tal
como lo garantizael Protocolonueve adicionalal ConvenioEuropeode 1950, y
comoestáprevistoen el Protocoloonceadicionala dicho Convenio.

En la doctrina se observan criterios opuestosrespecto al tema de la
subjetividad internacionaldel individuo, especialmenteen materia de Derecho
Internacional general, no así en cuanto al Derecho Internacional particular,
dentro del cual se puede mencionaral Derecho Internacionalde los Derechos
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Humanos, que efectivamente ha venido desarrollándosey generando una
corriente de pensamientofavorablea la titularidad del individuo en el plano del
Derecho Internacionalpúblico. El profesorManuel Díez De Velasco al respecto
afirma que ‘<el individuo tiene capacidadde obrar, pero limitada a casosmuy
concretos: a> Concedidaa través de un Tratado -que es Derecho Internacional
particular-, tales como los que crearon el Tribunal Centroamericanoy los
Tribunalesmixtos; b) Dentro del ámbito de algunasOrganizacionesInternacionales>
el Tribunal Administrativo de la ONU y la Comisiónde Conciliaciónde la OIT. No
obstanteello, convieneadvertir que sería erróneosostenerque en tales casos
surge una capacidadjurídica internacional general del individuo, pues su
actividad se desarrolla,no dentro del ordenamientointernacionalgeneral, sino
dentro de un Derecho Internacional particular; c> Como hemos visto, en el
ámbito de las Organizacionesinternacionales,el individuo tiene una capacidad
de obrarmásamplia y consolidada,especialmenteante la ComisiónEuropeade
DerechosHumanosy del Comitéde DerechosHumanosde la ONU.»18

Agrega el profesor Díez De Velasco,que de manerageneral,es indiscutible
que el reconocimientodel “individuo como sujeto del Derecho Internacional,en
la misma medida que éste protegesus intereses,modificará radicalmente la
estructuratradicionaldel DerechoInternacional.Las primerastentativashan sido
hechas.Es casi imposibledarmarchaatrás.’>

Max Sorensentambiénha planteadoque «no existe ningunarazón inherente
por la cual a un individuo se le deba negarel accesoa un Tribunal que, de
hecho, ejerce su jurisdicción entre un Estado y dicho individuo en casos
relacionadoscon cuestionesde Derecho Internacional.»Sostiene,además,que
dicha opinión se encuentraapoyadapor algunosjuristas internacionalescomo
<legeferenda.»’9

La anterior posición doctrinaria se ve fortalecidapor la práctica del Tribunal
Europeo de Derechos Humanos y por las disposicionesdel artículo 50 del
Reglamentodel Tribunal. También debe tomarseen cuenta los conceptosy
criterios adoptadospor las sentenciasde la Corte Interamericanade Derechos
Humanosen los primeros casoscontenciososque ha conocido> así como la
prácticade algunosórganoscuasijurisdiccionalesy otrasinstanciasde supervisión
y control internacional, como el Comité de DerechosHumanos, la Comisión
Interamericanade Derechos Humanos, la Comisión Europea de Derechos
Humanos, el Comité contra la Tortura, y el Comité para la Eliminación de la
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Discriminación Racial, que han promovido cada vez con mayor amplitud la
participación del individuo y de las organizacionesno gubernamentalesen los
procedimientosa quedan lugarlas denunciaso comunicacionesindividuales.

Por otra parte, el sistema de la Organización para la Seguridad y
Cooperaciónen Europa (OSCE), también permite la intervención del individuo,
de grupos de personas,y de las organizacionesno gubernamentales,en el
mecanismode protecciónquesederiva de los acuerdosde la Conferenciasobre
la Dimensión Humanade Copenhague>Moscú y Helsinki de 1990, 1991 y 1992
respectivamente>que setrataráen el capítulosexto.

En definitiva, todo el desarrollo observadohasta ahora en el ámbito del
Derecho Internacionalde los DerechosHumanosha sido positivo y ha incidido
favorablementeen la regulación jurídica de los estadosde excepción.Puede
notarsecómose ha incrementadola adopciónde los instrumentosinternacionales
de carácter declarativo y convencional, especialmenteen el sistema de las
NacionesUnidas. Puedeobservarsetambiénla forma en que se ha estructurado
la protecciónjurisdiccional de los derechoshumanosen el sistemaeuropeo,y
cómo se ha desarrolladoel procesoamplio de positivación de los derechos
humanosen el sistemaregional americano,asícomo la competenciaconsultiva
de CorteInteramericanade DerechosHumanos.Se hanreconocidolos principios
jurídicos y las normasinternacionalesgeneralesque se aplican en todo tipo de
circunstanciasen favor de la persona humana. Se ha incorporado a nivel
convencionalciertosprincipios, normasy disposicionesespecialmentedestinados
a proteger los derechoshumanosy las garantíasdel debido proceso en los
estados de excepción, que a su vez regulan y limitan las facultades de
suspensióno derogacióndederechosde partede los Estados.

El desarrollo del Derecho Internacional de los Derechos Humanos ha
permitido> pues, la intervenciónde los organismosinternacionalesde derechos
humanospara ejercer actividadesde protección, supervisióny control en los
estadosde excepción,lo cual constituyeun avancesignificativo en materiade
proteccióninternacional.

2. Principios de Derecho Internacional Aplicables en los Estados de
Excepción.

De lo planteadohastaahorapuedeafirmarsequejurídicamentelos Estados
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tienen facultades para recurrir en situaciones especiales de emergencia
excepcional, a ciertas medidas extraordinarias que no podrían tomar en
situacionesde normalidad constitucional. También podría afirmarse que estas
facultadeso poderesextraordinariosno son ilimitados, sino por el contrario,
están sujetosa la legalidady a ciertos controlesy reglas legalesdeterminadas
tanto por el Derecho Interno como por el Derecho Internacional.Estos limites y
controles que deben imperar en los estados de excepción restringen las
actuacionesde los poderespúblicos, particularmentedel Ejecutivo, y suponen
un límite legítimo a la soberaníade los Estados.

Los límites a la soberaníade los Estadosson imprescindiblesen un Estado
Democrático de Derecho para garantizar la naturaleza y protección de los
derechoshumanosy paraasegurarel mismo Estadode Derecho,el respetode la
legalidaden lo fundamental>y el equilibrio necesarioentre los interesesde los
derechosy libertadesfundamentalesy las exigenciasde los poderespúblicos en
las situacionesde peligro y amenazaa la nación.

La legalidad de excepción, a nivel de Derecho comparado, debe ser
preexistentea las crisis o estadosde emergencia.No debeser el producto de la
reaccióninmediatade los legisladoresantela emergenciaexcepcional,dadoque
de serasí, se correríael riesgode suspenderderechosfundamentalesmásallá de
la medida permitida en un Estado Democrático de Derecho, y por lo tanto,
quedaríadescalificadacomo mecanismode defensadel Estado. Dichas leyes,
además,deben ser conocidaspreviamentepor la población en general para
evitar quesu impactoseaextremadamentenegativoparael disfrutey la vigencia
de los derechosy libertadesde los ciudadanos.

Las leyes de excepcióndeben incorporar un listado mínimo de derechosy
garantiasinderogableso intangibles,y debenregularampliamentelos principios
jurídicos reconocidos por el Derecho Internacional convencional, que se
comentaránmásadelante,a fin de garantizarciertosmecanismosque permitan
de maneraefectiva un control «a priori y «a posteriori’ de la misma legalidadde
excepción.Los principios y las disposicionesgeneralesque rigen los estadosde
excepcióndebentenerpreferentementerangoconstitucional.

La legislación especial de excepción debe tomar en cuenta también los
conceptosjurisprudencialesquehansido adoptadospor tribunalesinternacionales
de derechoshumanosen materiade estadosde excepción.Debe ser aplicada
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con caráctertemporal y en ningún caso de maneraindefinida o excesivamente
prolongada,dadoqueello desnaturalizaríael carácterexcepcionalde la misma.

Es de hacernotar que en estascircunstanciasespecialesla personahumana
y la colectividaden generalno disponende las mismasgarantíasy mecanismos
internos de protección jurídica de que dispone en períodos de normalidad
constitucional, lo cual exige con mayor razón la puestaen prácticade controles
jurídicos y del establecimientode ciertos limites a la soberaníade los Estados>
con el fin de protegerlos interesesesencialesde los derechosfundamentales.

Estos limites y controles también se justifican por la existenciade ciertas
ventajas procesales,administrativasy legislativas que operan en favor de los
Estados,en detrimento de los derechosde los particulares,especialmenteen
materiapenal.

Por tal razón se impone la necesidadde la intervenciónde los mecanismos
internacionalesde protecciónpara garantizarque los Estadoscumplancon sus
compromisosjurídicos en materiade derechoshumanosy evitar así violaciones
indebidasa las normasinternacionalesde carácterconvencional.

Las garantíasquecontieneel DerechoInternacionalconvencionalse refieren
a la obligación que los Estados Partestienen de respetar ciertos derechos
mínimos en todo tipo de circunstanciasy de obedecerciertosprincipios jurídicos
cuya vigencia debe imperar en las situacionesde excepción.Ello constituyeel
principal logro del DerechoInternacionalconvencionalen la protecciónde los
derechoshumanosdurantelos estadosde excepción.

Los principios jurídicos internacionalesson los que establecenlos limites a
las actuacionesdiscrecionalesde los poderes públicos en los períodos de
emergenciaextraordinaria> y permiten el control y la supervisión de los
organismos internacionales para lograr con ello el equilibrio necesario e
indispensableentrelos interesesdel Estadoy los derechosfundamentalesde los
particulares.

Entre los principios jurídicos internacionalesmás importantesque regulany
limitan las facultadesextraordinariasde los Estadossemencionanlos siguientes:
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2.1 Principio de la Proclamación.

Este principio está reconocidopor el sistemade protecciónde las Naciones
Unidas, y está regulado, además, por el mecanismo de protección de la
Organizaciónpara la Seguridady Cooperaciónen Europa <OSCE). Segúneste
principio el Estadoque recurraa las institucionesde excepciónestá obligado a
proclamaro dar a conocerpreviamentey de maneragenerala toda la población
la existenciade la situaciónde emergenciadecarácterexcepcional.Los Estados,
en consecuencia>no pueden poner en práctica las medidas restrictivas de
derechos humanos sin informar previamente a la población sobre tales
circunstancias.

Los procedimientosde proclamaciónque asumanlos Estadosseestablecerán,
por lo tanto, antesde que se decreteel estadode excepciónde maneraoficial,
tal comosesugiereen los Principiosde Siracusa.20

La no proclamaciónde los estadosde excepciónconstituyeuna violación a
las normasconvencionales,especialmentea las normasdel PactoInternacional
de DerechosCiviles y Políticosque esel único instrumentojurídico convencional
que regulaesteprincipio. (articulo 4.1>

2.2Principio de la Notificación.

Este principio está contempladoen el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos (artículo 4.3); en la ConvenciónAmericana sobre Derechos
Humanos(artículo 27.3); y en el Convenio Europeo para la Protecciónde los
DerechosHumanosy de las LibertadesFundamentales(artículo 15.3>. También
ha sido reguladopor el mecanismode protecciónestablecidopor la Organización
para la Seguridady Cooperaciónen Europa (OSCE>, que seráanalizadoen el
capítulosexto.

El principio de la notificación establecela obligación de los Estadosde
informar inmediatamentea los SecretariosGeneralesde las Organizaciones
Internacionalesrespectivas(ONU> OEA, Consejode Europa, y en su caso, a
funcionariosde la OSCE), sobre diversascircunstanciasrelacionadascon la
suspensiónde los derechos protegidos por el Derecho Internacional. Este
principio comprende la obligación de informar sobre las causasque han
motivado el estado de excepción; sobre la institución de excepciónque se
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pondrá en vigor; sobre el tipo de medidasque van a tomarse; los derechos,
libertadesy garantíasque van a restringirse; las disposicionesconvencionales
que quedaránen suspenso;y sobre el tiempo duranteel cual van a aplicarse
talesmedidas,así como sobresu finalizaciónprevisible.

Los Estadosestánobligadostambiéna notificar sobrecualquierotro aspecto
importanterelacionadocon las medidasde excepcióny sobresus efectosen la
colectividad, tales como Ja circunscripciónterritorial que quedaráafectadapor
las medidas>y en su caso, las personasque directamentedeberánacatarías,así
como aquellasque no severánperjudicadaspor talesmedidas.

La obligación de notificación comprendela información sobre todo tipo de
medidasadministrativas,legislativas,judiciales y de otra índole que se adopten
con motivo de la emergenciaexcepcional. Para ello, es necesarioque los
EstadosPartesremitan también los textos de las leyesde excepciónque hayan
adoptadocon tal motivo, aún cuando no se exija así expresamenteen los
tratadosinternacionalesrespectivos.

Conforme a las obligacionesgeneralescontraídasa nivel convencional la
notificación o informaciónsobrelas anteriorescircunstanciasdebehacersellegar
tambiéna otras instanciasinternacionales,entre ellas: al Comité de Derechos
Humanos de Naciones Unidas, a la Comisión Interamericanade Derechos
Humanosde la OEA y a la Comisión Europeade DerechosHumanos.Asimismo
debeinformarsede maneraespecialal Relator sobre Estadosde Excepcióny a
otras instanciascomo el RelatorEspecial de la Tortura, el RelatorEspecialsobre
EjecucionesSumariaso Arbitrarias de Personasy el Grupo de Trabajo sobrela
Detención, para efectos de mantenerlesinformados sobre acontecimientos
relacionadosconsu mandato.

Tómeseen cuentaqueel PactoInternacionalde DerechosCiviles y Políticos
y la Convención Americana sobre Derechos Humanos no regulan en forma
detallada la obligación de notificación> pero contienen ciertas disposiciones
generalesque imponen a los EstadosPartesla obligación de rendir informes
periódicossobrelas medidasqueadoptenen materiade derechoshumanos.21

Finalmente,es importanteseñalarque el objetivo de la notificación es que
los organismosinternacionalesy los EstadosPartesde los conveniossobre
derechoshumanosestén debidamenteinformados de todas las circunstancias
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relacionadascon los estadosde excepcióny puedan>en su caso, intervenir en
favor de la protección de los derechoshumanosy velar porque los Estados
infractores cumplan con las obligaciones contraídas en los tratados
internacionales.22

2.3 Principio de la No Discriminación.

Este principio prescribe que los Estados que ejercen las facultades
extraordinariasque suspendeno deroganderechoshumanosno debenincurrir
en prácticasdiscriminatorias>ni debentomar medidasdiscriminatoriasfundadas
en motivos de raza,sexo, color, idioma u origensocial, tal y como lo estableceel
Derecho Internacional convencional,especialmentela ConvenciónAmericana
sobre Derechos Humanos en su artículo 27.2, y el Pacto Internacional de
DerechosCiviles y Políticos en su artículo4.1.

El ConvenioEuropeopara la Protecciónde los DerechosHumanosy de las
LibertadesFundamentalessi bien no regula este principio en las disposiciones
relativasa la suspensióno derogaciónde derechos(articulo 15), lo incorporade
manerageneralparaser aplicadoen todo tipo de circunstanciassusceptiblesde
suspendero derogar derechosy libertades fundamentalesprotegidos por el
Convenio. El articulo 14 del Convenio Europeo reconoceel principio de la no
discriminación. Dicho principio general debe ser también respetadopor los
EstadosPartesen el momento en que pongan en vigor las facultadesque les
confiereel citado artículo 15 del Convenio.De esta manerael sistemaeuropeo
puedesuplir el vacío quea esterespectodeja el citado artículo 15.

Es de hacer notar que ningunade las disposicionesconvencionalesde los
sistemasde proteccióninternacionalhacereferenciaa la no discriminaciónpor
motivos políticos> lo cual en principio podría parecer que constituye una
deficiencia del Derecho Internacional convencional; pero ante esta situación
habríaque recurrir a otras disposicionesdel Derecho Internacionalque regulan
de manera general el principio de la no discriminación como un principio
autónomoy no comoun derechohumanoen particular. El PactoInternacionalde
DerechosCiviles y Políticos en el artículo 2 estableceel principio de la no
discriminación.La regulaciónde dicho principio hacealusión a las motivaciones
políticas, las cuales>segúnel Pacto> no serántomadasen cuentacomo razones
válidasparadiscriminar a ningunapersonaen todacircunstancia.
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La ConvenciónAmericanasobreDerechosHumanosen el articulo 1 también
establece el principio de la no discriminación. Según la Convención este
principio protege los derechoshumanosreconocidospor el sistema regional
contra todo tipo de discriminaciones,incluidas las discriminacionesde índole
política. A esta situación habría que agregar que el articulo 27.2 de la
ConvenciónAmericana consideraa los derechospolíticos como derechosde
carácterinderogable.Tales derechosestánincorporadosen el articulo 23 de la
citadaConvenciónAmericana.

En conclusión, podría afirmarseque los EstadosPartesde los convenios
internacionalesque regulan las facultadesde suspensióno derogación de
derechoshumanos en ningún momento están facultados para interpretar y
aplicar dichos convenios en el sentido que les permita tomar medidas
excepcionalesdiscriminatorias por motivaciones políticas, ya que ello sería
incompatible y contradictoriocon otras obligacionesjurídicasque les impone a
los Estadosel DerechoInternacionalconvencionalen todo tipo de circunstancias.23

El principio de la no discriminación es fundamental en los estados de
excepciónpara garantizarla protecciónde los derechossujetosa suspensióno
derogacióntemporal; paraasegurarla aplicación y la vigencia de las garantías
de estos derechos;y para proteger a ciertas personasque por su actividad
política de oposiciónpuedenverseexpuestasen mayor medidaa abusosy actos
arbitrarios de la autoridadpública y sufrir un mayor impacto con la puestaen
prácticade las medidasde excepción.

Por lo tanto, debe interpretarseque la no discriminación a que hacealusión
el DerechoInternacionalconvencionalserefiereespecíficamenteal hechode que
las medidastomadas no sean de carácterdiscriminatorio por las razoneso
motivos expuestos,incluyendo por supuestolos de índole politico y de carácter
religioso> lo cual constituye una garantía de protección especialmenteen
aquellospaisesdondeexisteunafuerte influenciareligiosa, racial o una marcada
diferenciapolíticaentrediversossectoresnacionales.

En los estadosde excepción los derechoshumanosdeben desplegarpor
regla general todos sus efectosjurídicos, y solamentepueden ser objeto de
alteracioneso limitaciones en su ejercicio práctico aquellos derechos cuyo
ejercicio sea estrictamente necesario restringir para con ello contribuir al
restablecimientode la normalidad.Pero en todo casolas medidasde excepción
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que se tomen para conseguir tales fines nunca pueden ser adoptadasbajo

criteriosdiscriminatorios.

2.4Principio de la Proporcionalidad.

Este fundamentalprincipio jurídico prescribequelas medidasexcepcionales
que se adoptendebenseradecuadasa las situacionesde crisis extraordinariasy
en ningún caso deben ser desproporcionadaso desmedidas.Se exige, por lo
tanto> que exista una relaciónde proporcionalidadentreel peligro -actual, real o
inminente-y las medidasque sedebaadoptarparacontrarrestarloy superarlo.

En estesentidoel DerechoInternacionalconvencionalexigeque las medidas
que se tomen sean idóneaspara combatir la crisis y que no sobrepasenlos
límites racionalesquetambiénestableceel DerechoInternacional,con lo cual los
Estadosno puedenhaceruso de medioso métodosque excedanlas exigencias
mismasque requierela situaciónde crisis parasu restablecimiento,dado queen
estecasolas medidasimpulsadasparacontenerel peligro excepcionalquedarían
fuerade lo que permiteel DerechoInternacionalconvencional.

No obstantelo señaladoanteriormente,los Estadospuedenestablecerlas
medidas que adoptarán en un momento determinado sin necesidad de
autorizacióninternacionalprevia,pero ello no impide la posteriorintervenciónde
los organismosinternacionalescompetentespara conocer la situación de los
derechoshumanosdurante los estadosde excepción y para constatarsi las
medidastomadasrebasano no lo «estrictamentelimitado a las exigenciasde la
situación.

Segúnlos criterios que se derivan de este principio, los Estadosno están
facultados para restringir los derechos susceptibles de suspensión, cuya
restricción o limitación no sea necesariapara contrarrestarla crisis, dado que
ello en nadacontribuiría al restablecimientode la normalidad.Por el contrario,tal
medida estaría incrementandoo agravandoinnecesariamentela crisis que se
pretendecontener.Tampocopodría afectar personaso una parte del territorio
nacional que no seaestrictamentenecesario,segúnlas circunstanciasde cada
situación, dado que estasmedidasserian innecesariasy desproporcionadas>y
por ende,contrariasa lo queprescribeesteprincipio jurídico internacional.

En consecuencia>los Estadossólo estánfacultadospara tomar las medidas

-105-



permitidaspor el Derecho Internacionalconvencionaly por su DerechoInterno,
que sean«estrictamenteindispensablesparacontrarrestarla crisis excepcional.

Por otra parte, las medidas de excepción, por lo menos, deben dar la
impresiónde que permiten atenuaro suprimir la situaciónde peligro y de que
otras medidas menos rigurosas como las que se impulsan en épocas de
normalidad, resultarían insuficientespara restablecerel orden. Tales medidas
nunca debenreflejar un rigor excesivoy desproporcionadopuesen estecasono
estaríanlegitimadas,segúnlo disponeel DerechoInternacionalconvencionaly la
jurisprudenciainternacionalen materiade derechoshumanos.24

El principio de la proporcionalidad está contemplado en los sistemas
universal, interamericanoy europeo.El articulo 4.1 del PactoInternacionalde
DerechosCiviles y Políticos estableceque los EstadosPartes«podrán adoptar
disposicionesque, en la medida estrictamentelimitada a las exigenciasde la
situación, suspendanlas obligacionescontraídasen virtud de este Pacto.’ El
articulo 27.1 de la ConvenciónAmericana sobre DerechosHumanosestablece
que el EstadoPartede la Convención <podrá adoptardisposicionesque> en la
medida y por el tiempo estrictamentelimitados a las exigenciasde la situación,
suspendanlas obligacionescontraídasen virtud de estaConvención. Finalmente,
el artículo 15.1 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos
Humanosy de las LibertadesFundamentalesestableceque «cualquierAlta Parte
contratantepodrá tomar medidasque deroguenlas obligacionesprevistasen el
presenteConvenio>en la medidaestrictaque lo exija la situación.’>

Como puede notarse> los tres sistemas de protección internacional
mencionadoscoinciden prácticamenteen señalarque en las situacionesde
excepciónlas medidasextraordinariasque se adoptendebenserlo por el tiempo
y en la <medida’ exigida por la crisis o emergencia, con lo cual se está
reconociendoa nivel convencionalel principio de la proporcionalidadque estan
necesarioen este tipo de situacionesde crisis para evitar excesosy daños
innecesariosen los derechosfundamentalesde la persona humana y de la
colectividaden general.

2.5Principio de la Provisionalidad o Temporalidad.

Este principio jurídico internacional está contemplado claramente en el
sistema interamericano de protección. El artículo 27.1 de la Convención
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Americanasobre DerechosHumanoslo reconocepositivamenteal afirmar que
las disposicionesque adopten los Estados para suspenderlas obligaciones
contraídasen virtud de la Convención, lo seránen la medida y por el «tiempo’
estrictamentelimitados a las exigenciasde la situación.

Los otros sistemasde protección no regulan este principio de manera
explícita en las disposicionesque se refieren a las facultadesde suspensióno
derogaciónde los Estados,pero debeentenderseque cuandoéstosrecurranal
ejercicio de talesfacultadesdebentambiéncumplir con otrasobligacionesque
en materia de derechoshumanosles impone el Derecho Internacional.Entre
ellas, cabecitar las contenidasen el PactoInternacionalde DerechosCiviles y
Políticos y en el ConvenioEuropeopara la Protecciónde los DerechosHumanos
y de las LibertadesFundamentales.

El Pacto en el articulo 5.1 estableceque ninguna disposición del mismo,
«podrá ser interpretadaen el sentido de concederderechoalgunoa un Estado,
grupoo individuo paraemprenderactividadeso realizaractosencaminadosa la
destrucciónde cualquierade los derechosy libertadesreconocidosen el Pactoo
a su limitación en mayor medidaque la previstaen él.’

El ConvenioEuropeopara la Protecciónde los DerechosHumanosy de las
LibertadesFundamentalesen el artículo 17 establecetextualmenteque ninguna
de las disposicionesdel Convenio«podrá ser interpretadaen el sentido de que
implique paraun Estado,grupo o individuo, un derechocualquieraa dedicarsea
una actividad o a realizar un acto tendentea la destrucciónde los derechoso
libertadesreconocidosen el presenteConvenioo a limitacionesmásampliasde
estosderechoso libertadesque las previstasen el mismo.»

En el mismo sentido la ConvenciónAmericanasobre DerechosHumanosal
referirse a las normasde interpretaciónmencionaen el artículo 29 que ‘<ninguna
disposiciónde la presenteConvenciónpuedeserinterpretadaen el sentidode: a)
Permitir a alguno de los EstadosPartes,grupo o persona,suprimir el goce y
ejercicio de los derechosy libertadesreconocidosen la presenteConvencióno
limitarlos en mayor medidaque la previstaen ella.’

Estasdisposicionesconvencionalesdemuestranque las normasque limitan
derechosdebenser interpretadasde manerarestrictivapor los Estadosy que en
ningún caso los derechosy libertades reconocidospodrán ser suspendidos,
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restringidos o limitados más allá de lo permitido por el mismo Derecho
Internacionalconvencional.

Por lo tanto, las disposicionesrelativas a las facultadesde suspensióno
derogación de los sistemas de protección europeo y universal deben ser
interpretadas de tal forma que no den lugar a una aplicación extensiva,
prolongadao indeterminadaen el tiempo, de las medidasde excepción,aún
cuando no esté regulado claramente el principio de la temporalidad o
provisionalidaden las citadasdisposiciones.

Segúnesteprincipio> entonces,las medidasextraordinariasque adoptenlos
Estadosdeberán ser de caráctertemporal y no excesivamenteprolongadase
indefinidas,dadoque ello produciríaunagravealteraciónen la legalidadvigente,
en el ordenamientojurídico interno e internacional y en el mismo Estado de
Derecho,y una alteraciónen la legalidadconstitucional,la cual se convertiríaen
legalidad de excepción,y ésta, en la ley normal y ordinaria por su vigencia
prolongadaen el tiempo.

Una situaciónde tal naturalezadaría lugar a la inversión de la legalidadal
darle el carácterde permanentea una ley que por su naturalezaestádestinadaa
regir en períodosextraordinariosy breves.Ello no es posible en el marcode un
Estado Democrático de Derecho ya que se atentaría contra importantes
principios jurídicos que fundamentanla democracia>especialmenteel principio
de legalidad, y se alteraría el funcionamiento normal de las instituciones
democráticasy de los tribunales de justicia como principales órganos de
protecciónjurídica de los derechoshumanos.

Estefenómenotambiénatentaríacontrala esenciay la naturalezajurídica de
los derechos y libertades del individuo al alterar su ejercicio de manera
indefinida,con lo cual prácticamenteseestaríaanulandosu ejercicioefectivo.

Todos estos efectosque se producenen el interior de los Estadospor el
impulsode medidasexcesivasen el tiempoocasionancrisis aún mayoresquelas
que se pretendencombatir, y quedan,por lo tanto, sin legitimación en la vida del
Derecho. Ello demuestraque la prolongación temporal de las medidas de
excepción no constituye el método idóneo para contrarrestar las crisis
extraordinarias,y por lo tanto, si con el transcursode un tiempo prudencial las
medidas adoptadasno son capaces de contener la crisis y resolver la

-108-



emergencia,los Estadosdeben buscarotros medios de solución en el ámbito
jurídico o debentratar de resolver la crisis por otras vías enmarcadassiempre
dentrode la legalidadvigente.

Puedemencionarseen este sentido la situación de los conflictos armados
que por su naturalezadan lugar a prolongarseindefinidamenteen el tiempo y no
por ello los Estadospuedendictar medidasde excepciónde carácterpermanente
o cuyavigencia surta efectosmientrasdure el conflicto bélico. En estoscasosse
requierenecesariamenteel impulsode otros mecanismosde soluciónde carácter
juridico político> tales como la negociación, la mediación> la supervisión y
verificación internacionalu otro mecanismoanálogo, para poder encontrarla
solución a las crisis insuperablesque se enfrentany no pretenderresolverlas
mediantela permanenciade los estadosde excepción,que lejos de contribuir a
su solución se conviertenen una causamásque agravalos efectosproducidos
en materia de derechoshumanos.Estos mecanismosde solución han sido ya
experimentadosen conflictos armadosinternoso de carácterregional,tal como
los conflictos observadosrecientementeen Centro América, especialmenteen
los procesosde paz de El Salvadory Guatemala.

En definitiva, segúneste principio las normaso disposicionesquefacultana
los Estadospara restringir o limitar el ejercicio de ciertos derechos,libertadesy
garantíasdel individuo> no puedenbajo ningunacircunstanciaregir másquepor
el tiempo «estrictamenteindispensablepara superarla crisis> lo cual no admite
en el DerechoInternacionalconvencionalningún tipo de excepc¡on.

2.6 Principio de la Intangibilidad de CiertosDerechosHumanos.

Este principio establecela obligaciónjurídica de reconocery garantizarbajo
toda circunstancia de tiempo y lugar un núcleo mínimo de derechos de la
personahumana, sin discriminacionesde ninguna naturaleza.Este núcleo de
derechosfundamentalesestá estrechamentevinculado a los valores esenciales
de la persona humana> a su dignidad, a la igualdad y a otros aspectos
relacionadoscon su vida, con su integridadpersonal,con su seguridady con su
desarrollointegral, y cuya suspensióno derogaciónen nada podría favorecero
contribuir a la superaciónde la crisis excepcional.Por el contrario>una medida
que suspendierao limitara este tipo de derechosse convertiría en una causa
calificada de la misma crisis y deslegitimaríael ejercicio de las facultadesde
suspensióno derogaciónde derechosde partede los Estados.
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El principio en referenciatiene una amplia baseen el Derecho Internacional
de los DerechosHumanospero tambiénen el Derecho Internacionalgeneral.25
Puedeobservarseesteprincipio muy ampliamenteen los sistemasde protección
del Derecho Internacionalde los DerechosHumanosy del DerechoInternacional
Humanitario,y además,estácontenidoen el DerechoInternacionalPúblicocomo
una norma del «ius cogens>internacional,de carácterimperativo y vinculanteen
toda circunstancia.

La Convención Americana sobre DerechosHumanos en su artículo 27.2
determinaciertosderechosprotegidosque no puedenser objeto de suspensión
temporal de parte de los Estados, y establece, además, como derechos
inderogableslas garantíasjudiciales que son indispensablespara proteger los
derechosno susceptiblesde suspensióntemporal. La regulación del sistema
interamericanoen estesentidoes sumamentevaliosaya que asegurala vigencia
efectiva de ciertas garantías judiciales que comúnmente son objeto de
suspensiónde partede los Estados.

Puedeafirmarse, por lo tanto> que los EstadosPartes de la Convención
Americana no están facultados para suspender,ni aún temporalmente, el
ejerciciode garantíasjudicialesbásicas,talescomo el derechoala defensay a la
asistencialetrada,en los casosen los cualessu aseguramientoes indispensable
para garantizarla proteccióncontra la incomunicacióny la proteccióncontra la
tortura y los tratos crueles, inhumanoso degradantes,prohibidos bajo toda
circunstanciade tiempo y lugar por el DerechoInternacionalconvencional.

Es importante mencionar también el carácter inderogable de ciertas
garantíasconstitucionalesindispensablesparaprotegerlos derechossusceptibles
de suspensiónen los estadosde excepción.Entre ellas se puedemencionarel
amparoy el hábeascorpus,que en los estadosde excepciónjueganun papel
muy importante en la defensay salvaguardade los derechosinderogables,
especialmenteel hábeascorpusque constituyeun mecanismode defensade la
libertad personal y de protección contra las ejecucionessumarias, contra la
tortura y las violaciones a la integridad física de las personasdetenidaspor
motivosrelacionadoscon las situacionesde excepción.

En estesentidola Corte Interamericanade DerechosHumanosen la Opinión
Consultivasobre«el HábeasCorpusbajo Suspensiónde Garantías”,concluyóque
‘los procedimientosde hábeascorpusy de amparoson de aquéllasgarantías
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judiciales indispensablespara la protecciónde varios derechoscuya suspensión
estávedadapor el artículo27.2, y sirven, además,parapreservarla legalidaden
una sociedaddemocrática.’ La Corte Interamericanade DerechosHumanos
tambiénafirmó en la referida Opinión Consultiva que «aquéllosordenamientos
constitucionalesy legales de los Estados Partes que autoricen, explícita o
implícitamente la suspensiónde los procedimientosde hábeascorpus o de
amparoen situacionesde emergencia,debenconsiderarseincompatiblescon las
obligacionesinternacionalesque a esosEstadosimpone la Convención.’26

El sistemainteramericanoa diferenciade los otros sistemasde protección>
ha reconocidocomo inderogablesciertos derechoshumanosque si bien su
misma naturaleza jurídica los ubica como tales, no están mencionados
explícitamentepor los tratados internacionalesde los sistemas universal y
regional europeo.Puedenmencionarseentre ellos: los derechosde la niñez, el
derechoa la nacionalidad,el derechode proteccióna la familia y los derechos
políticos, mencionadosen el artículo 27.2 de la ConvenciónAmericana como
derechosno sujetosa suspensióntemporal.

El PactoInternacionalde DerechosCiviles y Políticos reconoceen el artículo
4.2 un núcleo mínimo de derechosinderogableso intangibles, pero no hace
referenciaal carácterinderogablede las garantíasjudiciales indispensablespara
protegertales derechos>lo cual constituyeuna deficienciadel sistemauniversal
de proteccióndadoque esevacío puededarlugar a interpretacionesequivocasy
a adoptarleyesde excepciónlesivasde derechoshumanos.

Es de hacer notar que la lista de derechosinderogablesque reconoceel
sistema universales menosrestringidaque el núcleode derechosinderogables
del sistemaeuropeo.El sistemainteramericano,en cambio, reconoceun mayor
númeroderechosinderogablesquelos otros sistemasde protección.

El ConvenioEuropeopara la Protecciónde los DerechosHumanosy de las
LibertadesFundamentalesen su artículo 15.2 contiene un reducido núcleo de
derechosinderogables,y al igual que el Pacto Internacionalde DerechosCiviles
y Políticos> no regula expresamenteel carácter inderogablede las garantías
judiciales. Los instrumentosde la Organizaciónparala Seguridady Cooperación
en Europa (OSCE) reconocen también un importante listado de derechos
inderogables.
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Finalmente,cabecitar disposicionesque contiene el sistemade protección
dei Derecho InternacionalHumanitario,que si bien no constituyenpropiamente
normas destinadasa regular la protección de los derechoshumanosen los
estadosde excepción,sino en los conflictos armados,podríanaplicarseen tales
situacionessi es que éstos se decretanen el marco de los conflictos bélicos.
Debemencionarseespecialmentelas normascontenidasen el articulo 3 común
a los cuatro Conveniosde Ginebrade 12 de Agosto de 1949, y en el artículo 4
del ProtocoloSegundode 1977 adicionala dichosConvenios.Talesdisposiciones
contienen un listado de derechos que por su naturaleza son derechos
inderogables,algunos de los cuales aparecenmencionadosen los tratados
internacionalessobrederechoshumanosantescomentados.

Las disposicionesdel Derecho Humanitarioamplían el núcleo de derechos
inderogablesdel Derecho Internacional convencional> pudiéndosemencionar
entreellos los siguientes:la proteccióncontra la toma de rehenes,la protección
contra los actos de terrorismo y contra los castigoscolectivos. Se menciona
tambiénel derechode los menoresde 15 añosde edada no ser reclutadospor
las fuerzasbeligerantesy el derechode reunificación familiar en los conflictos
armados.

Especial mención mereceque los tratadosinternacionalessobre derechos
humanosy DerechoHumanitarioquese hancomentadoanteriormenteconsideran
como inderogables ciertos principios jurídicos, tales como el principio de
legalidad y el principio de la irretroactividadde la ley penal. A esterespectoes
importantemencionarque si bien los Estadospuedenadoptarleyes procesales
destinadasa regir durantelos estadosde excepción,éstasno siempretendrán,
por su naturalezade leyes procesales-no sustantivas-el carácterde leyes
retroactivas, dado que si contienen disposiciones lesivas de derechos
fundamentalesno podríanaplicarsede maneraretroactiva,aúncuandosetratare
de leyes procesales.Por lo tanto, los legisladores,los juecesy las autoridades
administrativas,debenaplicartambiénen estecasolos criteriosde inderogabilidad
del principio de la irretroactividadde las leyes penales,ya seaque se trate de
leyessustantivaso de leyesprocesalescon las característicascitadas.

Por otra parte, el principio de la intangibilidad de ciertosderechoshumanos
garantizala protecciónde los derechosinderogablesincluso en situacionesde
extrema gravedad, en las cuales los Estados acostumbran a recurrir a
instituciones de excepción atípicas ubicadas fuera del marco del Derecho
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Internacionalconvencional,como los casosde ley marcialo toquede queda.En
tales situacioneslas autoridadesestatalesno están facultadaspor el Derecho
Internacionalconvencionalpara rebasarla esferade protecciónde los derechos
inderogablessin incurrir en responsabilidadjurídica por susactos.Por lo tanto>
actoscomo las ejecucionessumariaso arbitrarias,las desaparicionesforzadaso
involuntariasde personas,la tortura y otros atentadosa la integridadpersonal,
propios de los estadosde ley marcial y toque de queda, están prohibidosde
manera absoluta y son contrarios al Derecho Internacional de los Derechos
Humanosy al DerechoInternacionalHumanitario.

De lo dicho hasta ahora se puede afirmar que los derechosinderogables
reconocidos por el Derecho Internacional convencional hacen referencia
básicamentea derechosciviles fundamentales>entreellos: el derechoa la vida,
el derechoa la integridadpersonal,el derechode proteccióncontra la tortura y
los tratoso penascrueles, inhumanoso degradantes,el derechode protección
contra la esclavitud y la servidumbre, el derecho al reconocimiento de la
personalidadjurídica, la libertad de pensamiento,conciencia y religión, y el
derechoal nombre y la nacionalidad,entre otros. También se mencionanlos
derechospolíticos, y los derechoseconómicos,socialesy culturales,tales como
los derechosde proteccióna la niñez y la familia, el derechoa la educacióny la
salud, el derechoal trabajo,el derechoa la alimentación,el derechola vivienda y
el derechoa la participaciónen la vida cultural.

Tal comose ha sostenido,el sistemainteramericano,a diferenciade los otros
sistemas internacionalesde protección, reconoce expresamenteel carácter
inderogablede las garantíasjudicialesindispensablesparaprotegerlos derechos
antesdescritos,garantíasentrelas cualespodríanmencionarselas siguientes:el
derechode accesoa la jurisdicción; el derechoa la tutela judicial efectiva; el
derecho a la defensa; el derecho a un recurso efectivo ante los tribunales
superiores; el derecho de protección contra la incomunicación de personas
detenidas;el derechoa no ser encarceladopor incumplimiento de deudaso de
obligacionescontractuales;el principio de legalidady de irretroactividadde las
leyespenales;y el derechoal hábeascorpusy amparo.

En conclusión, durante los estadosde excepción deben garantizarselos
«estándaresmínimos» que exige el Derecho Internacionalpara la protecciónde
los derechos humanos inderogables,dado que constituyen normas del »ius
cogens»internacional,y por lo tanto, son obligatoriaspara todos los Estadosen
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todo tipo de circunstancias.Son obligaciones«ergaomnes»y normasimperativas
del Derecho Internacionalgeneral,que deben ser acatadasindependientemente
de la gravedadde la crisis y de las necesidadesde defensade los Estadosen las
situacionesde emergencia.

En los estadosde excepcióndebetambiénasegurarsela vigencia efectivade
las garantíasjudiciales indispensablespara la defensade estosderechos,dado
que su suspensión temporal o su desconocimiento implicaría reconocer
únicamentede maneraformal el carácterinderogablede los derechoshumanos,
dejándolessin posibilidadesde protecciónjurídica> lo cual se traduciríaen una
violación del contenido esencialde los derechosinderogablescomo derechos
subjetivosfundamentales,y por ende,en unaviolación del DerechoInternacional
convencional.

2.7 Principio de la AmenazaExcepcional.

Segúnesteprincipio jurídico se requiereque la situaciónde crisis o peligro
que invoquen los Estados para justificar la aplicación de las medidas
extraordinariasseade tal magnitudy gravedad,quetanto las medidascomo las
restriccioneslegalesde que disponenen circunstanciasde normalidadresulten
insuficientespara lograr su superación.

La amenazao peligro debeser, por tanto, grave, presenteo inminente,real y
objetiva. Es decir, que su valoración no debe estar determinada por una
apreciaciónsubjetivade la autoridadadministrativa,ni debedependerúnicamente
del temor que se tengade una posible situaciónde peligro extraordinario,pues
de ser así los Estadosno estaríanfacultadospara hacer uso de los podereso
facultadesexcepcionales.

Es de hacernotar que los Estadospor razonesde soberaníanacional tienen
ampliasfacultadesparaevaluarlas situacionesde hechoqueseproducenen un
momento determinado, y por ende, pueden decretar medidas legales con
carácterde urgenciasegúnlo requieranlas exigenciasde cada situación. Pero
estasmedidassiempredebenser compatiblescon lo que disponela legalidad
interna y el Derecho Internacional convencional para la protección de los
derechoshumanosfundamentalesen todo tipo de circunstancias.

Los Estados,entonces,puedende maneradiscrecionalvalorar la gravedad
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de las circunstancias de hecho y adoptar las medidas que consideren
convenientes,sin necesidadde consultay autorizaciónprevia de las instancias
internacionales competentesen materia de derechos humanos, pero sus
decisionesquedansujetaspor una parte al control interno, especialmenteal
control político del parlamento,que puededesestimarla valoraciónque sobre los
hechos haya realizado el Ejecutivo, y en consecuenciaanular los efectos
jurídicos de las medidastomadas;y por otra parte, talesmedidasquedansujetas
al control internacionalposterior.

Las decisionesde los Estadosen estamateriaestánsujetasen todo casoal
control jurisdiccional que interviene «a posteriori’ para investigar los efectos
legales de las medidas y deducir las responsabilidadespenalesen casos de
abusosy arbitrariedadesde la autoridadpública. Este tipo de control, que sin
duda es el más importante en los estadosde excepción,también da lugar a
valorar si la legalidadde excepcióny las medidastomadasson compatiblescon
el ordenjurídico internoe internacional.

Las medidasde excepciónestánsujetastambiénal control y la supervisión
internacionalde algunosórganose instanciasde protección,cuya competencia
se deriva de tratadossobre derechoshumanosy de ciertasresolucionesde los
organismosinternacionales.Estecontrol y supervisiónestambién«a posteriori’ y
permite que tales organismossupervisensi las medidas aplicadasson o no
compatiblescon los requerimientosdel Derecho Internacionalconvencional.La
intervencióninternacionaljuega en estecaso un papel importanteya que puede
contribuir a garantizar que los Estados no recurran arbitrariamentea las
cláusulasde suspensióno derogaciónde derechoshumanoscontenidosen las
normasconvencionales.

De lo dicho anteriormentese puede afirmar que las facultadesque les
permitea los Estadosvalorar los hechoso situacionesextraordinariosy tomar
medidasde excepciónno son de carácterabsolutoni ilimitado. Dichasfacultades
estánsujetasa los controlesestablecidosy al cumplimientode ciertasexigencias
jurídicas internas e internacionales,sin las cuales no sería posible asegurarel
respetode los derechoshumanosen lo fundamental.

El principio de la amenaza excepcional queda incorporado al Derecho
Internacional convencional con la cita descriptiva que los tratados sobre
derechoshumanoshacende las causaspara la suspensiónde derechos.Entre
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ellas, el Pacto Internacionalde DerechosCiviles y Políticos menciona en su
articulo 4.1, las «situacionesexcepcionalesque ponganen peligro la vida de la
nación’; la ConvenciónAmericanasobreDerechosHumanosen su Artículo 27.1>
contempla las situacionesde «guerra,de peligro público o de otra emergencia
que amenacela independenciao seguridaddel Estado Parte’; y el Convenio
Europeo de 1950 mencionael «caso de guerra o de otro peligro público que
amenacela vida de la nación.”

La descripciónde las causaso motivos que haceel Derecho Internacional
convencionalda lugar a que se interpreteque sólo en este tipo de situaciones
insuperablesde amenazaexcepcionalpodránlos Estadosrecurrir a los podereso
facultadesextraordinarios,siempreque a su vez cumplancon otros requerimientos
jurídicos internacionales.

2.8 Principio de la Necesidad.

El principio de la necesidades fundamentalen materia de suspensiónde
derechosy garantías.Es prácticamenteel punto de partida del ejercicio de los
poderesextraordinariosy está en estrechavinculacióncon los demásprincipios
jurídicos que se han descrito anteriormente.Este principio jurídico, conocido
tambiéncomo el principio de la “estricta necesidad”,debeaplicarsede manera
objetiva por los Estadosy debe estar determinadofundamentalmentepor la
incapacidado la imposibilidad de resolver la crisis o la emergenciapor los
medioslegalesnormalesde quedisponenlos Estados.

Según este principio, las facultades de excepción sólo podrán estar
justificadas cuando sea «estrictamente necesario>’ recurrir a las medidas
extraordinariasde carácter temporal> y además, cuando se cumplan otras
exigenciasque ya se han señaladoen los principios anteriores,entre ellas> que
las medidasadoptadasseanadecuadas,idóneaso proporcionadas,y quelo sean
por el tiempo indispensable para contribuir al retorno de la normalidad
constitucional. Todo ello debe atender también a los criterios de estricta
necesidadque prescribeesteprincipio.

Es pertinentetambiénen estecasoplantearque los Estadosestánfacultados
para valorar libremente los criterios de estricta necesidaden cada situación
concreta, pero ello no impide que entren en juego los controles internos e
internacionalesa quese ha hechoreferenciaen el principio anterior.
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Este principio está contenidoen el Derecho Internacionalconvencionalde
manera muy amplia, ya que tanto el sistema universal como los sistemas
regionalesinteramericanoy europeolo regulanen susdisposicionesrelativasa la
suspensiónde derechos.Nóteseque el PactoInternacionalde DerechosCiviles y
Políticos en su articulo 4.1; la ConvenciónAmericanasobre DerechosHumanos
en su artículo 27.1; y el ConvenioEuropeopara la Protecciónde los Derechos
Humanosy de las LibertadesFundamentalesen su artículo 15.1> coinciden en
señalarque los Estadospuedenadoptardisposicionesque suspendanciertas
obligacionescontenidasen dichostratados,«en la medidaestrictamentelimitada
a las exigencias de la situación>’, con lo cual el Derecho Internacional
convencionalestá incorporandoesteprincipio en el ámbito de aplicaciónde los
estadosde excepción.

El principio de necesidad, por lo tanto, impide que los Estadosejerzan
facultadesextraordinariasen situacionesde crisis ficticias o en crisis menos
graves, superablespor los caucesnormales,en las cuales no se justifica la
suspensióntemporalde los derechosy garantíasfundamentales.

2.9 Otros principios generalesque debenregir en los estadosde excepción.

a> El Principio de Legalidad. Los Estadosdebenaseguraren todo momentoy
circunstanciael imperio de la ley. Esta garantíafundamentalasegurael
control legal de las medidasde excepcióny la responsabilidaddel Estadoen
estetipo de circunstancias.

b> El principio que prescribeque la proclamaciónde un estadode excepción
debehacersede buenafe de partede los Estados.

c) El principio de la «OdiosaSunt Restringenda,Favorabilia Sunt Amplianda.”
Según este principio, las normas que limitan el ejercicio de los derechos
humanosdeben ser interpretadasrestrictivamente;y las que reconoceny
protegenderechoshumanosdeben ser interpretadasde manera amplía y
favorable.

d) El Principio de la Responsabilidadde los Funcionariosdel Estado. Este
principio es fundamental en un Estado Democrático de Derecho para
garantizarel adecuadoejercicio de los poderesextraordinariosde carácter
excepcional.
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e) El principio que señalaque en los estadosde excepcióndebengarantizarse
los recursos efectivos indispensablesante tribunales competentes,
independientese imparciales,en favor de las personasperjudicadaspor las
medidasde excepción.

f) El principio que establecela prohibición de emplear cualquier derecho
reconocidoparadestruiro restringir indebidamenteotro derecho.

g) El principio de Reserva de Ley> que estableceque las limitaciones y
restriccionesa los derechoshumanosdebenestardeterminadaspor la ley.

h> El principio segúnel cual la suspensióndel cumplimientode las obligaciones
contenidasen un instrumentojurídico internacional no debe afectar otras
obligacionesinternacionalesen materiade derechoshumanos.

í) El principio que estableceque toda limitación, suspensión,derogacióno
restricciónde los derechoshumanosdebeser consistentecon la democracia
y conel respetoa la dignidad de la persona.

j) El principio de la cláusulamásfavorable,que se refiere a la aplicación de la
normamásfavorableparael individuo, en todacircunstancia;y

k) Los principios “nullum crimen, nulla poenasinelege”; «non bis in idem”; y el
de irretroactividadde la ley penal.

Los principios señaladosanteriormenteestablecenen su conjunto las reglas
básicasde comportamientoque deben ser atendidaspor los Estadosen las
situacionesde excepción,por lo que constituyen una valiosa aportación del
DerechoInternacionalconvencional.

Por ello es necesarioque los Estadosratifiquen los tratadosinternacionales
que regulan las facultadesde suspensióno derogaciónde derechos, y los
apliquen de manera efectiva durante los estadosde excepción.Es necesario
también que los Estadosincorporen los principios jurídicos internacionalesen
sus normas y disposicionesconstitucionalesy en las leyes especialesde
excepción,para garantizaral máximo el respetode los derechoshumanosen
todo tipo de circunstancias.
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Los principios jurídicos que deben regir en los estados de excepción
constituyenun tema central del presentetrabajo y por su vital importancia en
esta materiadeben ser objeto de un estudio más amplio y profundo, dado que
hastala fecha muy poco se ha investigadosobreel tema.Perolos estudiosque
se han realizado han sido de mucha utilidad para comprendersu importancia
tanto en el presentecomoen el futuro de la protecciónde los derechoshumanos
en los estadosde excepción.27

3. Garantías de los Derechas Fundamentales en los Estados de
Excepción.

Los derechosfundamentalesnecesitan,en toda circunstancia,de medios
idóneosy eficacesque asegurensu protección.Estasexigenciasde los derechos
fundamentalesse vuelven más necesariascuando se está frente a situaciones
que representanun mayor peligro para el ser humano, es decir, cuando sus
derechosy libertadescorren el riesgode ser vulneradospor los Estados>que en
situacionesde emergenciaextraordinariase ven fortalecidosen algunasde sus
institucionesy amplíanconsiderablementesusfacultadesy poderesfrente a los
particulares.El Derecho Internacionalcontemporáneo,especialmenteel Derecho
Internacionalconvencionalde los derechoshumanos,ha provisto al individuo de
ciertos medios de protección jurídica para salvaguardar sus derechos
fundamentales>y ha establecidouna seriede mecanismosy procedimientospara
la defensa jurídica de sus intereses, tanto en períodos de paz como en
situacionesde emergenciaexcepcional.

Estosmediosde protecciónjurídica puestosa disposicióndel individuo para
hacer prevalecersus derechosfundamentalesse conocencomo las garantias
jurídicasde protecciónde los derechoshumanos.

Las garantíasde los derechoshumanosson de distinta índole y cumplen
múltiples funcionesde protecciónjurídica. Pero los derechoshumanoscuentan
con otro tipo de garantíasque coadyuvana la protección,facilitan su ejercicio
práctico en la vida de los Estadosy permiten su vigencia efectiva y real al
generarlas condicionesapropiadasque requierenen su conjunto los derechos
humanosparasu existencia.

Algunos autoresde la doctrina modernaabordaneste tema y mencionan
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distintos tipos de garantíascon que cuentanlos derechoshumanos.El profesor
GregorioPeces-BarbaMartínezdistinguelas garantíasgeneralesde las garantías
especificas,dentrode las cualesubica precisamentea las garantíasjurídicas.Se
refieretambiéna las garantíasde DerechoInternoy a las garantíasinternacionales,
que deben operar en todo momento y circunstancia>con las variantes que
imponen las normasque rigen los estadosde excepción.Siguiendolos criterios
del profesor Peces-Barbapuedenmencionarsecomo garantíasde los derechos
fundamentaleslas siguientes:

3.1 Las Carantías Generales.

Estasgarantíasestánconstituidaspor las condicionesjurídico-políticasy por
las condicioneseconómicas,socialesy culturales,que en definitiva son las que
permiten el ejercicio real y efectivo de los derechoshumanosfundamentales.
Talesgarantíasse refierena la organizaciónde la comunidadpolítica y forman la
estructurasocial que permitela existenciareal de los derechosfundamentales.

Para la vigencia real y efectiva de los derechoshumanosfundamentalesse
requiere,pues, de presupuestosestructuralesindispensablesque deben imperar
en toda circunstancia de tiempo y lugar. Entre tales presupuestosse sitúan
precisamentelas condicionesjurídico-políticas y las condiciones económicas,
socialesy culturales.

Las condiciones jurídico-políticas requieren de ciertos presupuestos
indispensables,tales como la existenciade la democraciapolítica en la vida de
los Estados, basada fundamentalmenteen la tolerancia ideológica, en el
pluralismo político y en la vigencia efectiva de las libertadespúblicas y de los
derechospolíticos, en la participaciónpolítica democráticay en la libre elección
de los gobernantes.Tambiénexigenla separaciónde los poderesdel Estadopara
garantizarun sanoequilibrio en el ejercicio de las funcionespúblicas y un control
democráticode las instituciones.En los estadosde excepción,especialmente,se
requiereque no se disuelva el Parlamentoy que no se reforme o deroguela
Constitución.

Perofundamentalmentelos derechoshumanosrequierencondicionesde paz
y estabilidad en el interior de los paisesy en la comunidad internacional.
Requierenunapaz establey duraderabasadaen el respetoy la vigencia efectiva
de los derechoshumanosy las libertades fundamentales.La paz estable y
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duraderaque requierenlos derechoshumanosno estádeterminadatan sólo por
la ausenciade los conflictos armados, sino también por la ausenciade las
condicionesque amenazanla existenciade la paz, tales como las violaciones
sistemáticasde los derechoshumanosy el desconocimientode los mismos,los
crímenesde guerray los crímenesde lesa humanidad,las ejecucionessumarias
y arbitrarias,la desapariciónforzadao involuntariade personas,la prácticade la
tortura y los tratos o penas crueles> inhumanos o degradantes,y otras
violaciones a los derechoshumanosfundamentalesque constituyenamenazas
realesa la paz en el interior de los paises.

De igual forma, fenómenoscomo el hambrey la miseria generalizada,el
analfabetismoen gran escala, la desnutrición,el desempleoy otros fenómenos
sociales,que niegan al ser humanola oportunidadde vivir con dignidad> con
libertad y en condicionesde igualdad, constituyentambiénamenazasa la paz y
ponenen gravepeligro la estabilidadde los derechoshumanosen su conjunto.

Las condicionesjurídico-políticasde los derechoshumanosrequieren,pues,
de la existenciade la paz, que ha pasadoa ser consideradapor el Derecho
Internacional contemporáneocomo un derecho humano, agrupado en los
derechoshumanosconocidoscomo derechosde los puebloso derechosde la
solidaridadinternacional.28

Los derechos fundamentalestambién necesitan de ciertas condiciones
económicas, sociales y culturales favorables que asegureny propicien su
existenciareal. Estascondiciones,tal como lo planteael profesorPeces-Barba,
debenestaral servicio de la personahumanay debenfavorecerlos derechosde
la colectividaden general.Los derechoshumanos,especialmentelos derechos
económicos,socialesy culturales,exigen una actitud positiva de parte de los
Estados,lo cual se traduceen una obligación de hacer,que exige la utilización
racionalde los recursosdisponibles>puestosa disposiciónde la personahumana
y de la colectividad para satisfacerlas necesidadesbásicasque requierensus
derechos fundamentales,entre ellas, la salud, la educación> la creación de
fuentesde trabajo, la alimentación,las necesidadesde una vivienda digna y la
participaciónen la vida cultural de la comunidad.

La satisfacción de estas necesidadesprioritarias, que están íntimamente
vinculadascon los derechoshumanosen general,debeser aseguradapor los
Estados en todo tipo de circunstancias,utilizando criterios de racionalidad,
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proporcionalidad,prioridad y eficacia.

Todaslas condicionesque requierela vigencia de los derechoshumanosy
queconstituyenlas garantíasgeneralesde los mismosdebenserpromovidaspor
los Estadosy debeasegurarsesu existenciaen todo momento.

Los derechoshumanos,pues, necesitande condicionesfavorablespara su
existencia. De ahí la interconexiónque existe en el mundo moderno entre los
derechoshumanos,la paz, el desarrolloy la democracia.29

3.2 Las GarantíasEspecíficas.

Las garantíasespecificasde los derechoshumanosson los mediosjurídicos
puestos a disposición del individuo para la defensajurídica de sus derechos
fundamentales,parahacerlosprevalecerfrente al Estado,ya seacomo producto
de las relacionesintersubjetivas,o como consecuenciade las relacionesque
tiene el individuo y la colectividadcon el Estado.

Estasgarantíasestán más estrechamentevinculadasal sistemajurídico de
protecciónde los derechoshumanosy se ubicanpropiamenteen el ámbitode la
protección jurisdiccional, que constituye, según el profesor Peces-Barba,‘la
piedraangularde la protecciónnormal de los derechosfundamentales”.30

Los derechosfundamentalesdeben estar protegidosjudicialmenteen todo
tipo de circunstanciascontra los actosde la administraciónpública y contra los
actos del Estado en general, pero también contra las actuacionesde los
particulares.Para ello> el individuo debe contar con todos los mediosjurídicos
posiblesque le protejande una maneraágil y eficaz. Estaprotecciónsolamente
puede lograrsecon la intervencióndel órganojurisdiccional que es la instancia
ante la cual el individuo puede alegar la defensajurídica de sus derechos
fundamentalesde una maneraefectiva.

Perotambiénlos Estadosdisponenen el mundomodernode otras instancias
nacionalese internacionalesde protección, de carácterno jurisdiccional, que
constituyen garantíasespecificas de protección a los derechos humanos y
coadyuvana la protecciónde los órganosjurisdiccionales.

Cabe mencionar, además, que existen otros sistemas de control no
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jurisdiccional que han surgido en varios países y han venido cobrando
importancia especialmentepara controlar los abusosy arbitrariedadesde la
administración pública frente a los particulares. Entre estas instancias no
jurisdiccionalesde protecciónpuedemencionarsela institucióndel ‘Ombudsman”,
que ha sido acogida por paísescomo Suecia> Noruega, Finlandia, Canadá,
NuevaZelanday otros. «El Defensorde Pueblo en España>y otras instituciones
afines, talescomo las ComisionesNacionalesde DerechosHumanosde carácter
gubernamental,las Fiscalías de Derechos Humanos, las Defensoríasde la
Infancia y las Procuraduríasde DerechosHumanos,en paísescomoHonduras,El
Salvadory Guatemala.

Las instanciasinternasque sehan mencionadotienenfuncionescomunesen
casi todos los paises.Por lo general,susfacultadesson otorgadaspor las leyes
internas y les permiten recibir quejas o denunciasde los particulares por
violaciones atribuidas a funcionarios de la administración pública. También
tienenfacultadespara realizar investigacionessobre tales violaciones y pueden
emitir fallos> redactarinformes o hacer recomendacionesy sugerenciascon el
objeto de que se enmiende la violación cometida, se restablezcael derecho
humano violado, se repare el daño o se otorgue una indemnización o
compensacióna las víctimas; y en algunos casos,puedenejercitar la acción
penal ante los tribunalesde justicia parapromoverla investigaciónjudicial, con
el fin de lograr que se deduzcanlas responsabilidadeslegalesy se indemnicea
las victimas o se repareel daño causado,lo cual constituyeun avancepositivo
en materiade protecciónde los derechoshumanos,ya que contribuyeal control
del aparatodel Estado evitando abusosy arbitrariedadescontra los derechos
fundamentales.

Las instanciasde protección no jurisdiccional carecenen la mayoríade los
casos de poder o fuerza vinculante en sus decisiones,fallos o informes. No
obstante,constituyenmecanismosde presiónpolítica y moral para los Estadosa
fin de que cumplancon suscompromisosjurídicos internose internacionalesen
materiade derechoshumanos.

Puedecitarsetambién, a manerade ejemplo, otras instanciasde protección
como el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, que ejerce
funciones de supervisión y control que le permiten el conocimiento y
seguimientode hechosindividualesy de situacionesgeneralesrelacionadascon
la protecciónde los derechoshumanosen el interior de los Estados.El Comité
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está facultado para recibir y examinar informes anuales sobre la situación
general de los derechosciviles y políticos de los EstadosPartes del Pacto
Internacionalde DerechosCiviles y Políticos (art. 40>. Además,está facultado
para recibir y examinardenunciasindividualessobreviolacionesa estosmismos
derechosconforme al ProtocoloFacultativodel Pacto(art. 1). Estasfacultades>
sin duda,le permitenal Comité poder incidir en mayor grado en el acatamiento
de las normasconvencionalessobrederechoshumanos>entre ellas las que se
refieren a las facultadesde suspensiónde derechoscontenidasen el artículo 4
del Pacto,queseránobjeto de un desarrollomásamplio en el capítulosiguiente.

A diferencia de las instanciascuasijurisdiccionalesy de otras que ejercen
funciones de supervisióny control internacional, se han establecidotambién
instanciasjurisdiccionalesde proteccióna los derechoshumanos,las cuales,por
su naturalezay composición,y por las facultadesconvencionalesde que están
dotadas,le permiten ejercer un mayor gradode obligatoriedadde sus fallos y
decisionese inciden de manera más eficaz en el acatamientode las normas
internacionalesde protección.Por ello, estasinstanciasconstituyenlas garantías
específicasmásimportantesparala protecciónde los derechosfundamentales.

Entre las garantías específicas de protección pueden mencionarselas
siguientes:

3.2.1 El Derecho a la Jurisdicción.

Estederechoo garantíajudicial> en sentidoestrictamenteprocesal,constituye
el primer derecho humano fundamental.3’ Esta garantía permite al individuo
lesionado en sus derechos,invocar la protección del Estado a través de los
órganosjurisdiccionalesy a la vez le permite ejercer otros derechoshumanos,
tales como el derecho o garantía de audiencia, el derecho de petición y
respuesta,y el derecho de protección judicial, que le dan contenido a esta
garantíafundamental,dadoque el simple accesoa los tribunales,por si solo, no
representauna garantíapara el individuo, si no es que se le permiteal mismo
tiempo invocar y ejercer otros derechosy garantíasque hagan posible la
protecciónante los mismos.32 La garantíao derechode accesoa la jurisdicción
exige ciertospresupuestosindispensables,a saber:

a> La posítivaciónde los derechoshumanos.
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Los Estadosdebenreconocerde maneraamplia y completa los derechosy
garantíasfundamentalesde la persona humana. Este reconocimientoformal
debe hacersepreferentementea través de la Constitución, para que sean las
leyes secundariaslas que tengan la tarea de desarrollar y facilitar su ejercicio
práctico.

Los tratadosinternacionalesdebentambiéncontribuir al reconocimientoy a
la reafirmaciónde los derechoshumanos,quedebentenerel carácterde normas
permanentese inamovibles, no sujetasa derogacióno reformasmás que para
ampliaro mejorarsu reconocimientoy protección.

Los derechoshumanosdebenser reconocidospor los Estadosde tal forma
que sean practicablespor los particulares.Deben disponer de libertadesque
faciliten su ejercicioy de garantíasjurídicasquelos protejanen casode violación
o amenaza.

Perolos Estadostambiéndebentipificar las conductasantisocialeslesivasde
los derechosreconocidos,y deben,en consecuencia>establecerlos tipos penales
y las correspondientessancionesa los infractores.

Los derechoshumanosdisponen de las anterioresgarantíasnormativasy
debenestarprotegidosen toda circunstanciapor la cláusulade reservade ley,
mediantela cual se garantizaque su reconocimiento>regulación, limitación o
restriccióna su ejercicio, debequedarsujeta exclusivamentea la ley y no a las
disposicionesde la autoridadadministrativa.

b> La creaciónde órganosjurisdiccionales.

Estos órganostienen como función primordial brindar protecciónjudicial al
individuo en casosde violación a susderechosy libertadesreconocidospor el
DerechoInterno e Internacional,y debenreunir ciertosrequisitosde forma y de
fondo, sin los cualesno seriaposiblegarantizarplenamenteel derechode acceso
y tutelaefectivade los tribunalesdejusticia.

Fundamentalmentelos órganosjurisdiccionalesdebenreunir los requisitosde
independenciae imparcialidadpara poderasegurarla tutelajudicial efectiva de
los derechos humanos. La selección y el nombramientode los jueces y la
conformación de los tribunales de justicia deben obedecer a criterios de

-125-



independencia,especialmentede las estructurasde dirección de los otros
poderesdel Estado,de los partidos políticos y de los sectoreseconómicoso
civiles dominantes,tales como los medios de comunicaciónsocial y otros. La
independenciade los juecesy tribunalesde justicia debeestargarantizadaen lo
funcional> hacia el interior del mismo sistema judicial, no permitiendo las
injerenciasindebidasde los juecesy tribunalesde rangojerárquicosuperior.Con
mayor razóndebegarantizarsela no intervenciónde los otros poderesu órganos
del Estadosobre el sistemajudicial. Debeasegurarse,por lo tanto, la separación
de la administraciónde justicia, que le competepor naturalezaa los jueces,de la
administración de tribunales, que es un aspecto puramente gerencial y
administrativoque no competea la actividadjurisdiccional.

Debegarantizarsetambiénla independenciaeconómicadel sistemajudicial a
fin de asegurarsu autonomíaen lo administrativo y financieroy evitar de igual
maneralas injerenciasindebidasde la administraciónpública.

La independenciadel sistemajudicial debepermitir tanto la inamovilidadde
los juecescomo la autonomíade los tribunales,y debegarantizarlos principios
de la administración de justicia en materia de protección a los derechos
humanos,entreellos: el principio de legalidad; el principio de prontitudy eficacia
de la justicia; el principio de la publicidaddel procesopenal;el de responsabilidad
de los funcionariosdel Estado,y el de la obligatoriedadde los fallos o decisiones
judiciales.

La independenciade los jueces y tribunales redunda en beneficio de la
imparcialidad y eficacia de la justicia al aplicarse la ley en un caso concreto.
Ello, como consecuencia,beneficia la protección jurídica de los derechos
humanosy de las libertadesfundamentales.

Los anteriores criterios tienen su base y fundamento en los “Principios
Básicosrelativos a la Independenciade la Judicatura”de las NacionesUnidas,
queseránanalizadosen el siguientecapítulo.

Los derechoshumanos,en definitiva> necesitande garantíasinstitucionales
que asegurenla correctay eficaz aplicación de las normasde protección, que
controlen la legalidad, y especialmente>que protejan al individuo contra los
abusosde los poderespúblicos.
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c> La regulaciónde procedimientosde protección.

El individuo debedisponerentodo momentoy circunstanciade procedimientos
jurídicos, especialmentede carácterjurisdiccional, mediantelos cuales pueda
invocar ante los órganosoficiales del Estado la protección de sus derechosen
casode infraccióno amenaza.

En todo momentolos particularesdebentener, incluso, la facultadlegal para
iniciar procedimientosjudicialesen casode violación a los derechoshumanosde
terceraspersonas,y deben tener la posibilidadjurídica de presentaro aportar
pruebasal procesojudicial con el fin de establecerla infracción y contribuir así
con la investigación judicial y con la protección de los derechos humanos
violadoso puestosen peligro.

En los casos de violación de los derechoshumanosla sentenciajudicial
respectivadebe tener efectosvinculantespara todos> es decir> que debe tener
efectos“erga omnes”.Debe ser, por lo tanto, de caráctervinculantepara todos
los funcionariosdel Estado.

Los derechos humanos fundamentales, pues, requieren de garantías
procedimentales,las cualespara ser efectivas,entreotros requisitos>debenser
ágiles>sencillas,accesibles>poco formalesy conocidaspor todos.

En toda circunstanciadebegarantizarsela protecciónjurisdiccional de las
víctimasde gravesviolacionesa los derechosfundamentales.En estesentidolos
Estados deben anular o descartarjurídicamente toda posibilidad de otorgar
amnistíaso indultos generalesrespectode todo tipo de hechos y situaciones
violatorios de los derechoshumanossucedidosen talescircunstancias,dadoque
existen violaciones que según el Derecho Internacional son de carácter
imprescriptible,y en consecuenciajudicialmentedeben perseguirsesiempre. El
Estado, por lo tanto, debe responder jurídicamente en todo caso de las
violaciones de sus funcionarios y autoridades,aún cuando éstos actúen en
calidad oficial durante los estadosde emergenciaexcepcionalo los conflictos
armados.En estascircunstancias,incluso, las víctimas deben ser favorecidas
medianteuna justa y adecuadareparación,compensacióno indemnización,lo
cual suponegarantizarel derechode accesoa la jurisdicción y el derechoa la
tutelajudicial efectiva.
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En los casosde amnistíasgeneralesy absolutasdecretadascon motivo de
gravesviolacionessucedidasdurante los estadosde excepcióny los conflictos
armados,los órganosinternacionalesde protección,tal como lo ha interpretado
la Comisión Interamericanade DerechosHumanos,deberíanconocersobretodo
tipo de denuncias o comunicacionesindividuales presentadaspor hechos
sucedidosen tales situaciones, ya que ello permitiría a dichos organismos
comprobar si la medida de la amnistía ha trascendidoo no los limites del
Derecho Internacional convencional y sí ha vulnerado derechosy garantías
fundamentales,especialmenteen casos de graves violaciones de derechos
inderogables,muy comunesen los estadosde excepción.

La Comisión Interamericanaen este sentido ha establecidoun precedente
muy importante ya que ha conocido y fallado sobre un caso de ejecución
colectiva de personasciviles sucedidaduranteun periodo de conflicto armado
interno y de emergenciaexcepcional,situaciónquefue favorecidaposteriormente
con una amnistía general. La Comisión consideró en este caso que tenía
competenciaparaconocersobreel asuntoplanteadoa travésde una denunciao
comunicaciónindividual, no obstantehabersedecretadouna medida soberana
como lo es la amnistía. Para la Comisión, la aplicación de esta medida en la
forma en que fue adoptadapor el Estadodenunciadoconstituía una flagrante
violación a la obligacióndel Estadode investigary sancionara los responsables
de la violación colectiva, y de proporcionar reparacióno indemnizacióna las
victimas. Además, la Comisión Interamericanaconsideróque los Estadosno
pueden tomar medidas mediante sus leyes internas, para incumplir con el
compromisojurídico internacionalde protegerlos derechoshumanosreconocidos
por la ConvenciónAmericana,y en consecuenciaresolvió recomendaral Estado
infractor la continuidad de las investigacionesjudiciales hasta esclarecerlos
hechosy deducirlas responsabilidadeslegales, sin tomar en cuentalos efectos
producidos por la amnistía, haciendo prevalecercon ello el derecho de las
víctimasde accesoy protecciónde la jurisdicción.33

3.2.2 El Control de Constitucionalidadde las Leyes.

El control de constitucionalidadde las leyesconstituyetambiénuna garantía
específicade protecciónde los derechosfundamentalesque impera en todo tipo
de situacionesjurídicas, incluso en los períodosextraordinariosde excepción.
Esta institución surgió en los EstadosUnidos de Norteaméricaa través de su
reconocimiento en la Constitución Federal de 1787, y en la jurisprudencia
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norteamericana,y constituyeun avancesustancialen materiade protecciónde
los derechosfundamentales,ya quepor primeravez seestablecióla competencia
de un órgano jurisdiccional sobre el control de la legalidad en esta misma

34
materia.

El “sistemaamericano”de controlde constitucional,conocidocomo “sistema
de revisiónjudicial” de la constitucionalidadde las disposicioneslegislativasy de
los actos de autoridad, es el que predomina actualmenteen el continente
americano, salvo algunas excepciones recientes. Este sistema adopta dos
modalidades:el “régimen difuso’» que permite que los jueces de oficio o las
partes procesales impugnen las leyes en los procesos ordinarios,
independientementede la jerarquía judicial; y el «régimen concentrado’>,en el
cual los jueces inferiores no están facultados para decidir sobre la
inconstitucionalidadde las leyes en los casos que conocen,sino que ésta es
competenciaexclusiva de los tribunalessuperiores.Los efectosdel primero se
traducen en la inaplicabilidad de las leyes en cada caso concreto, ya que la
sentenciajudicial solamenteproduceefectos jurídicos entre las partes en la
controversia;mientrasqueen el segundo,los efectosjurídicosson obligatoriosy
de caráctergeneralo “erga omnes’.

A diferencia del <‘sistema americano»de control constitucional existe el
‘<sistema de los Tribunales Constitucionales’, que surgió en Europa con
posterioridad a la finalización de la segunda guerra mundial, y que fue
influenciadopor el «sistemaaustríaco”de control de la constitucionalidadde los
actos de la autoridad, cuyo origen se centra en la Constitución Austríacade
1920.

El “sistema de los TribunalesConstitucionales»-sistemaaustríacoo sistema
europeocontinental- inhibe a los juecesordinarios de conocery decidir sobrela
inconstitucionalidadde las leyesy de los actosde la administraciónpública. Esta
facultad es de competenciaexclusiva de los TribunalesConstitucionales>cuyas
sentenciastienen efectosgeneralesde caráctervinculante u obligatorio para
todaslas personase instituciones.

En el continenteamericanoexcepcionalmentese han establecidoTribunales
Constitucionales>pero a diferenciade los TribunalesConstitucionalesEuropeos,
las sentenciasno son de caráctergeneral y sólo tienen efectos para el caso
concreto y las partes en el mismo. Pueden mencionarse la Corte de
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Constitucionalidadde Guatemala,los Tribunales Constitucionalesde Chile y
México, y los Tribunalesde GarantíasConstitucionalesde Ecuadory Perú.

En España> el Tribunal Constitucional es competentepara conocer del
recursode inconstitucionalidadcontra leyes>disposicionesnormativascon fuerza
de ley, y del recursode amparo. Las sentenciasdel Tribunal tienen el valor de
cosa juzgada, vinculan a todos los poderes públicos> y producen efectos
generales.Las sentenciasque declaran la inconstitucionalidadde las leyes
‘tienen plenosefectosfrente a todos.’ (Articulo 164 de la ConstituciónEspañola.
Articulo 38 de la Ley Orgánica 2/1979 de 3 de octubrede 1979. Del Tribunal
Constitucional.)

La importancia del control de constitucionalidadde las leyes del ‘sistema
continentaleuropeo»,pero tambiéndel “sistemaconcentradoamericano’»es que
durante los estadosde excepción sus actuacionesy sentenciasconstituyen
controles efectivos de la legalidad de excepción y de los actos de la
administraciónpública frente a los particularesafectadoscon las medidasde
emergencia,y los efectosqueproducenvinculana todoslos poderespúblicos.

En un Estado Democrático de Derecho, los órganos políticos del Estado
<Ejecutivo y Legislativo> no son las instancias idóneas para asegurar la
protecciónde los derechoshumanos.Por lo tanto, no debenestarrevestidosde
facultadespara ejercer el control de la legalidad, especialmentecuando ésta
respondea la protecciónde los derechosfundamentales.

Los órganosjurísdiccionalesson los quepor naturalezatienenidoneidadpara
ejercerel control de la legalidad,y cuandose trata de controlar las actuaciones
de los jueces y tribunales, la misma legalidad debe establecerlos cauces
adecuadospara el control internodel aparatojudicial. Por ello se hacenecesario
estableceren los sistemasjudiciales una división interna de funciones que
permitaa determinadostribunalesel control de la legalidaden general,y a otros,
-los Tribunales Constitucionales- las facultadespara ejercer el control de la
constitucionalidad.

De esta manera podría lograrse un sano y necesarioequilibrio en las
institucionesdel Estadoy tambiénhacia el interior del mismo sistemajudicial,
evitándoseasí el predominio de los otros poderesdel Estadosobre el aparato
judicial, y de éstesobrelos demáspodereso institucionesoficiales.
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3.2.3 El Control de la Administración Pública.

El control de la administraciónes otro de los presupuestosimprescindibles
de las garantíasespecíficasa que se refiere el profesor Gregorio Peces-Barba
Martínez en su libro «Derechos Fundamentales’.Para el citado autor> los
derechos fundamentalesdeben ser objeto de protección de los órganos
jurisdíccionalespor varias razones,a saber:el juez tiene como función decir el
Derechoaplicable,segúnla ley vigente;su función no esarbitraria> ni lo son sus
decisiones,ya que están previstasen las leyesque se presumenconocidaspor
todos; el juez no puede sino seguir un procedimiento establecidopor la ley
garantizandola participaciónequitativade las partesen el proceso.Por tal razón
los jueces deben gozar de independenciarespecto del poder político en un
EstadoDemocráticode Derecho.

Es obvio, que si el poderadministrativodel Estadotiene durantelos estados
de excepciónfacultadesdiscrecionalespara valorar hechosy adoptarmedidas
extraordinarias,como consecuenciadel incrementode su actividadreglamentaria
y del incrementode su poderpunitivo> los derechoshumanosen su conjuntose
veríanen peligro y seríanconstantementeviolados por el Estado.Por estarazón
es que la administraciónpública, como poder político del Estado,deberíaestar
sujetaa controleslegaleseficacesque asegurenla correctaaplicaciónde la ley y
la adecuadaconduccióndel gobierno,especialmenteen materiade protección
de los derechosconstitucionalesy de los derechosreconocidospor el orden
internacionalvigente.

La actuación del Ejecutivo en el ámbito de un Estado Democrático de
Derechonuncapuederebasarlos limites establecidospor los derechoshumanos
vigentes.En los estadosde excepcióno en las situacionesde conflicto armado,
si bien los Estados pueden afectar temporalmenteel ejercicio de ciertos
derechos,libertadesy garantías,no por ello estánfacultadospara actuarde tal
maneraque su actividaddiscrecionaldesnaturaliceel derechomismo o restrinja
los derechoshumanosmásallá de lo estrictamenteindispensable.

Es por tal razónqueen el marcode un EstadoDemocráticode Derechodebe
existir necesariamenteun control jurisdiccional sobre las actuacionesde la
administraciónpública, sobrela actuaciónde los funcionariosdel Ejecutivo,sean
civiles o militares, de cualquierrangoo posición,parasalvaguardarlos intereses
de los derechoshumanos.El control jurisdiccionaldebeimperarsiempre,en toda
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circunstancia,especialmenteen aquellasen las cualeslos derechoshumanosse
ven en mayor peligro de ser limitados por las actuacionesde los Estados.

Cualquiersituaciónde privilegio procesalque correspondaa los funcionarios
del Estadopor razónde su rangoo posición, debeestarsujetasiempreal control
de los órganosjurisdiccionalescuandosetrate de protegerderechosfundamentales
de las personas.Estaexigencia, desdela perspectivadel Derecho Internacional
convencionalde los derechoshumanos>debe imperar incluso en situacionesde
emergenciaexcepcional. Este criterio, ha sido recogido expresamenteen los
tratados internacionalessobre derechoshumanos, y se deduceademásde su
mismoespíritude protección.

Los privilegios que se deducendel procedimientode «antejuicio’ en algunos
paisesen favor de funcionariosdel Estadoy que sometena unadecisiónpolítica
del Parlamento,sin control jurisdiccional, las actuacionesde los altos funcionarios
civiles y militares, lesivas de derechosprotegidos,están en contra del Derecho
Internacionalconvencionaly de las reglasy los principiosjurídicos democráticos
quedeben imperaren todo Estadode Derecho.35

3.24 El Amparo.

El recurso, acción, juicio o proceso de amparo constituye una garantía
jurídica fundamentalde protección de los derechos humanos. A través del
amparo se garantiza y preserva la protección de los derechos subjetivos
fundamentalesreconocidos por el ordenamientoconstitucional. El amparo
protege al individuo principalmente frente a los abusos de los poderes del
Estado,pero tambiénfrente a los actosde los particulares.

El amparosurgiópor primeravez en el Derecho Constitucionalmexicano.La
Constitución Federalde 1857 <arts.101y 102) reconocióel amparocomo un
instrumento específicopara la tutela de todos los derechosconstitucionales,
incluyendola libertad personal.La ConstituciónFederalMexicanade 1917 (arts.
103 y 107); la ConstituciónYucatecade 1841; y la Ley de Amparode México de
1935,reformadaen 1951, 1963, 1968, 1976 y 1988,desarrollaronposteriormente
la institucióndel amparo.

La amplitud con la que fue concebido inicialmente el amparo en la
legislaciónmexicanapermitía no tan sólotutelar todoslos derechosfundamentales,
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sino también permitía la impugnación en último grado de las resoluciones
judiciales y administrativas,y constituía el único medio para impugnar leyes
inconstitucionales.

A diferencia del amparo mexicano, la mayoría de constituciones
latinoamericanasconciben el amparo como el instrumento protector de los
derechosfundamentalesreconocidosa nivel constitucional,con excepciónde la
libertad personal que se tutela de manera autónomapor medio del hábeas
corpus. Las constitucionesde Guatemala (1983), artículo 265; El Salvador
(1983>, articulo 247; Costa Rica (1949), articulo 48; Panamá (1972-1983),
articulo 50; Bolivia (1967), artículo 19; Paraguay(1967>, articulo 77; Uruguay
(1984), articulo 6; y Venezuela (1961>, articulo 49, entre otras, regulan el
amparode estaforma.

En otros paísesse han adoptado instituciones similares. La Constitución
chilenade 1980 (artículo 20) regulael “Recursode Protección’;y la Constitución
Federal de Brasil de 1988 (artículo 5>, el “Mandado de Seguran9a»o
«Mandamientode Amparo>’.

Por regia generalel amparoda lugar únicamenteal control jurisdiccionalde
los actos del Estadofrente a los particulares.No obstante,las nuevas leyes
procesalesconstitucionaleshan ampliado su ámbito de aplicación a los actos
entre particulares,o a los actosde organismospúblicos descentralizados,de
personasjurídicas colectivas, organizacionesprivadas y grupos de presión> lo
cual constituye una innovación muy importante en materia de protección
procesal constitucional, especialmentecuando en la legislación interna no
existen mecanismosde protección específicosen los casos de actos entre
particulares que vulneran derechos constitucionales. Las legislaciones de
Argentina,Venezuela,Perúy Uruguay>regulan la institución del amparorespecto
de actosentre particulares.El proyectode la Ley ProcesalConstitucionalde El
Salvador <1996> también incluye esta figura> ampliando su protección a los
derechosreconocidosen los tratadosinternacionalesvigentes.

En España,el recursode amparoconstitucional ha sido reconocidoen la
Constitución(artículos53 y 161), y desarrolladoen la Ley Orgánica2/1979 de 3
de octubrede 1979, del Tribunal Constitucional(Artículos 41 a 58). Medianteel
amparoconstitucionalespañolsepuedeimpugnardisposicionesy actosjurídicos
o de hechode los poderespúblicos del Estado,de las comunidadesautónomasy
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demásentespúblicos de carácterterritorial, corporativoo institucional, asícomo
de sus instituciones o agentes.También puede interponersecontra actos u
omisionesdel órganojudicial. En el sistemaconstitucionalespañolno se regula
el amparocontra actosdelos particulares.

A travésdel amparoconstitucionalse restableceno preservanlos derechosy
libertadesconsagradosen la Constitución (artículos 14 a 30 inclusive), y están
legitimados para interponerlo ante el Tribunal Constitucional, la persona
directamentelesionadaen sus derechos,el Defensor del Pueblo, el Ministerio
Fiscal y las partesen el procesojudicial> en su caso.

A nivel internacionalel amparoestáfundamentadoen diversosinstrumentos
declarativosy convencionales.Entre ellos puedenmencionarselos siguientes:la
Declaración Universal de Derechos Humanos (artículo 8), la Declaración
Americana de los Derechosy Deberesdel Hombre (artículo XVIII), el Pacto
Internacionalde DerechosCiviles y Políticos (artículo 2), el Convenio Europeo
para la Protecciónde los DerechosHumanosy de las LibertadesFundamentales
(artículo 13)> y la ConvenciónAmericana sobre DerechosHumanos (artículo
25).

El amparopor su naturalezay por la función de protección de derechos
fundamentalesque desempeñano puedeser suspendido,restringido o limitado
en ningún momentoy circunstancia,ni aún durantelos estadosde excepcióny
los conflictos armados. En estetipo de situacionesel individuo puedehaceruso
del amparopara protegersus derechos,libertadesy garantíasinderogables,e
incluso para la defensa de los derechos y garantíassujetos a suspensión
temporal, en cuyo caso opera con el objeto de constatarsi los actos de la
administraciónpública violan o no las normasconstitucionalesde excepción.De
aquí resaltatambién la importanciadel control jurisdiccional en los estadosde
excepción.En el capitulosobreel sistemainteramericanose ampliarámássobre
estetema.36

3.25 El HábeasCorpus.

El hábeascorpusconstituyeuna garantíaespecíficade protecciónde ciertos
derechoshumanos.Está destinadoespecialmentea proteger el derechoa la
libertad personalfrente a las actuacionesarbitrariaso ilegalesde las autoridades
del Estadoo de los particulares.Protegeal individuo en los casosde privación de
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libertado en los casosde amenazasa su integridadpersonalcomo consecuencia
de la privaciónde libertad.

Esta instituciónes de origenbritánico -Leyesde HábeasCorpusde 1640 y de
1679-, y se le conocetambién bajo la denominacióncastellanade «Exhibición
Personal.’ Tiene otros antecedenteshistóricos, especialmenteen los procesos
forales aragonesesentre los siglos XIV y XVI, ocasión en la que se le conoció
como“Recursode Manifestaciónde las Personas’y como‘amparo.”

En la mayoríade las constitucioneslatinoamericanasde la actualidadse le
conoce como “hábeas corpus” o “exhibición personal”; pero también se le
identifica como “amparo de la libertad” en la legislación argentina, y como
‘amparo»en la Constituciónchilenade 1925. En la Constituciónde México se le
incorporacomo unade las partesdel juicio de amparo.

En España,el hábeascorpus o exhibición personal está reconocidoen la
Constitución (artículo 17)> y desarrolladoen la Ley Orgánica6/1984 de 24 de
mayode 1984,reguladoradel Procedimientode HábeasCorpus.

En la legislación españolael hábeascorpus es un mandatoconstitucional
que exige un procedimiento rápido y eficaz, y tiene por objeto verificar
judicialmentela legalidad y las condicionesde la detenciónde una persona.El
procedimiento se caracteriza por la agilidad, la sencillez y la carencia de
formalismos,la generalidady la universalidadde supuestoso casosde privación
ilegal o arbitrariade la libertad.

La base convencional del hábeascorpus está contempladaen el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 9); en la Convención
Americanasobre DerechosHumanos(artículo 7); en el ConvenioEuropeopara
la Protección de los DerechosHumanosy de las Libertades Fundamentales
(articulo 5); y en la Carta Africana de DerechosHumanos y de los Pueblos
(articulo 6). Tambiénestácontempladoen la DeclaraciónUniversalde Derechos
Humanos (articulo 10); y en la Declaración Americana de los Derechos y
Deberesdel Hombre (artículoXXV>.

Estagarantíaconstitucional,al igual queel amparo,no puedesersuspendida
durante los estadosde excepción.Este criterio ha sido afirmado por la Corte
Interamericanade DerechosHumanosen su Opinión Consultivasobreel “Hábeas
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Corpus bajo Suspensiónde Garantías”>que emitió en 1987, en la cual la Corte
afirmó que el hábeas corpus al igual que el amparo eran de las garantías
inderogablesa que se refiere el articulo 27 número 2 de la Convención
AmericanasobreDerechosHumanos.Con ello, la Corteconsideróque el hábeas
corpus y el amparoconstituyenlas garantíasque ordinariamenteson idóneas
para asegurarla plenitud del ejercicio de los derechosinderogablescontenidos
en el citadoarticulo 27 número~

El hábeas corpus para cumplir con su cometido, especialmenteen
situaciones de emergencia excepcional, debe dar lugar a que cualquier
ciudadano pueda hacer uso de él y que cualquier persona se beneficie sin
distincionesde ningunanaturaleza.

El hábeascorpus siempre debe imperar “para cumplir con su objeto de
verificación judicial de la legalidad de la privación de libertad”, y de las
condicionesde la detención.En estesentido,esesencialparagarantizartambién
el respeto de la vida e integridad de la personadetenida, para impedir su
desaparición o la indeterminación del lugar de detención, así como para
protegerlacontra la tortura y otros tratos crueles, inhumanoso degradantes,o
incluso paraprotegerlacontra la incomunicación.38

3.2.6Las GarantíasdelDebido Proceso.

Las garantíasespecíficasanteriormentemencionadasconstituyen las más
importantesgarantíasjurídicas de protecciónde los derechosfundamentales,y
por lo tanto, debenregir en todo momentoy circunstancia.Las garantíasconque
cuentan los derechosfundamentalesson de distinta índole y juegan un papel
fundamentalen la protecciónintegral de los derechoshumanos.Su ámbito de
aplicacióntrasciendeel Derecho Interno y permiteque el DerechoInternacional
también produzca efectosjurídicos> aún en situacionesque hasta hace poco
tiempo eran consideradascomo de la exclusiva jurisdicción interna de los
Estados.

Tanto el Derecho Interno como el Derecho Internacionalconvencionalhan
establecidouna regulaciónde los derechos,libertadesy garantíasque imperan
actualmenteen la comunidadinternacionaly que los Estadosdebencumplir, sea
cual fuere la naturalezao la gravedadde las crisis o situacionesde hecho que
estén afrontando en un momento determinado. Se han reconocido en la
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actualidad importantes garantíasespecíficas de protección que deben ser
aplicadas bajo toda circunstancia para asegurarel ejercicio efectivo de los
derechosfundamentales.Estas garantíasespecíficasdeben ser aplicadas con
criterios de eficacia y complementariedad,de tal maneraque las garantíasdel
Derecho Internacional convencional deben suplir las garantíasdel Derecho
Interno, si éstas no aseguran la protección adecuada de los derechos
fundamentales,y en todo casodebenser aplicadaslas garantíasque protejande
maneramás eficaz los derechosfundamentales,independientementesi se trata
de garantíasdel Derecho Interno o Internacional. Las garantíasdel debido
proceso deben complementarsea fin de que los particulares cuenten con
mecanismosjurídicos integralesde protecciónen caso de violación o amenaza
de susderechosfundamentales.

Las garantíasjudicialeso garantíasdel debidoprocesoconstituyenimportantes
mecanismosjurídicos de protección con que cuentan los derechoshumanos
fundamentalesen todo tipo de circunstancias.Constituyenla vía por medio de la
cual se ejerce el control jurisdiccional y se asegurael restablecimientode los
derechoshumanosen caso de violación. Aseguranel respetode los derechos
humanosy las libertadesfundamentalesen los procesosjudicialesy jueganuna
función muy importante en aquelloscasosen los que los derechoshumanos
experimentanlos mayores peligros frente a las actuacionesde los poderes
públicos. Por lo tanto, los juecesy los tribunalesde justicia tienen que asegurar
la aplicaciónefectiva de dichasgarantíasen defensade los derechoshumanos
de las partes involucradasen un caso concreto de violación> especialmente
cuandoéstase ha producidoduranteun estadode excepción.

Dichas garantíastienen una importancia predominanteen los estadosde
excepción dado que en estas situacionesse produce una alteración en las
funciones institucionales del Estado, especialmenteen el funcionamientodel
poderjudicial, con perjuicio en la protecciónde los derechosfundamentales.En
dichas situacionesse altera el funcionamientode la jurisdicción ordinaria y se
fortalece la jurisdicción especialde excepción,razón por la cual se requierecon
mayor razónde la intervencióndel control jurisdiccionaly de la vigencia efectiva
de las garantíasjudiciales.

Las garantíasdel debido procesofueron reconocidaspor primera vez en el
ámbito del DerechoInterno, pero han cobradomucha importancia actualmente
en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y en el Derecho
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InternacionalHumanitario. La regulaciónjurídica internacionalde las garantías
del debido proceso ha sido satisfactoria en términos generales, pero es
importantemencionarqueaúnexistendeficienciasque danlugar a interpretaciones
equívocasde la normatividadinternacionaly provocanactos arbitrarios lesivos
de los derechosprotegidos,especialmenteen los períodosde excepción.

En el ámbitodel DerechoInternacionalconvencionalse puedenotar algunos
vacíosy contradicciones,quesumadosa la deficienteregulaciónjurídica interna
que se observaa nivel del Derecho comparado,agravaaún más la situación
jurídica de las garantíasdel debido proceso legal durante los estadosde
excepción, que son las que con mayor frecuencia resultan restringidas o
debilitadaspor las medidasextraordinariasde excepción.

Cabecitar entre las mencionadasdeficiencias, la ausenciade la regulación
legal de la garantía de protección contra la incomunicación de las personas
detenidas>que en los estadosde excepciónse convierte en una práctica usual
que propicia gravesviolacionesde derechosinderogables,como el derechoa la
vida y a la integridad personal. En dichas situaciones puede observarse
frecuentementela prácticade ejecucionessumariaso arbitraríasde personas,la
desapariciónforzada> y los casos de tortura y tratos crueles, inhumanos o
degradantes,propiciados o favorecidos por la incomunicación de personas
detenidas.

La garantíade proteccióncontra la incomunicaciónestá reguladade manera
deficiente en [os distintos sistemasde proteccióninternacionalde los derechos
humanos.Unicamentepuede deducirsesu reconocimientojurídico de normas
declarativasy de algunasdisposicionesconvencionalesgenerales,así como de
ciertos principios jurídicos aplicablesen materia de protección a los derechos
humanos.39

A nivel de Derechocomparadose observaque no existevoluntad política de
los Estados para regular esta fundamental garantía de protección. Por el
contrario, los Estadosse aseguranen las situacionesde emergenciaexcepcional
de legalizar ciertoscasosde incomunicaciónde personasdetenidaspor motivos
relacionadoscon el estadode excepción,a fin de garantizarla investigaciónde
hechosque atentan contra la seguridaddel Estado o del orden público, sin
reparar en las consecuenciasjurídicas que tal medida produce frente a la
protecciónde los derechoshumanos.
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Puedemencionarsetambiénel derechoa no ser obligadoa declararcontrasi
mismoo a confesarseculpable,el cual ha sido reguladotanto a nivel de Derecho
comparadocomo por el Derecho Internacionalconvencional;pero por la forma
poco clara en que ha sido reconocido da lugar a interpretar que se le ha
consideradocomo unagarantíasusceptiblede suspensióndurantelos estadosde
excepción.Ello constituye una contradicciónjurídica capazde generargraves
violaciones a garantíasdel debido proceso legal que por naturalezason de
carácter inderogable,ya que el hecho de suspenderesta garantía podría dar
lugar a interpretar que se permite válidamenteel uso de medios y métodos
capacesde obligar a una personaa declararen contra de su voluntad y a
confesarseculpablede hechosno cometidos.En tal sentido es necesariotomar
en cuentaque el medio natural y directo para hacerefectiva la suspensiónde
esta garantía requiere del uso de la fuerza o la coacción contra la persona
detenida,y ello normalmenteserealizamediantela prácticade la tortura y de los
tratos crueles, inhumanoso degradantes,que constituyenactosprohibidos en
términosabsolutospor el DerechoInternacionalde los DerechosHumanosy por
el Derecho InternacionalHumanitario> por lo que no podría interpretarsebajo
ninguna circunstanciaque los Estadosestán facultados para suspenderesta
garantiabásicadel debido proceso.

Existen otras garantíasjudiciales fundamentalesque han sido reconocidas
por el Derecho Internacionalconvencionalcomo normassujetasa suspensión
temporal, lo cual ocasionagravesperjuicios en la protección de los derechos
humanos.Entre tales garantíascabe destacarel derechoa la defensay a la
asistencialetrada. La suspensiónde esta garantíafundamental,que juega un
papel muy importanteen los estadosde excepción,da lugar a gravesviolaciones
de los derechos de las personasdetenidas y entorpecesustancialmenteel
ejercicio de otras garantías judiciales indispensablesque deben hacerse
prevalecer en todo momento para salvaguardar los derechos humanos.
Asimismo> es importante tomar en cuentaque la suspensióndel derechoa la
defensapropicia la incomunicación,las ejecucionessumarias,la tortura y los
tratos crueles, inhumanoso degradantesen personasdetenidas>acusadasde
participaren hechospolíticos sobrelos quetieneespecialinterésel Estado.Esta
circunstancia se observa claramenteen el sistema universal y europeo de
protección> no así en el sistema interamericanoque contiene una regulación
distintaa los otros sistemas.40

La ConvenciónAmericana sobre DerechosHumanosen su artículo 27.2, a
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diferencia de los otros tratados sobre derechoshumanosde la ONU y del
Consejode Europa,reconoceel carácterinderogablede las garantíasjudiciales
indispensablespara la protecciónde los derechosfundamentalesque no pueden
ser objetode suspensióntemporal,debiéndoseentenderqueentretalesgarantías
se encuentrael derechoa la defensay a la asistencialetrada,especialmenteen
los casosen los que su ejercicio es indispensableparaasegurarla protecciónde
la vida> la dignidad y la integridadde las personasdetenidas.

Es de hacer notar también que algunas leyes especialesde excepción
consideranque el derechoa la defensay a la asistencialetradaes una garantía
susceptible de suspensión temporal, sin tomar en cuenta las disposiciones
convencionalesy los criterios jurisprudencialesque han sido adoptadospor el
sistema interamericanopara evitar gravesviolaciones a derechosinderogables
durantelos estadosde excepción.Puedemencionarsecomo ejemplo, la Ley de
ProcedimientosPenalesaplicablesal Suspenderselas GarantiasConstitucionales
de EL Salvador(DecretoLegislativoNúmero50, de fecha27 de febrerode 1984),
que regulabala suspensióndel derechoa la defensade las personasdetenidas
durante los primeros 18 días del procedimientopenal, y establecía,además,
disposicionespara regular los plazos y los términos de comunicaciónentre el
abogadodefensory el imputado.

En el ámbito europeopuedecitarsela legislaciónespañola(Ley Orgánica4/
1981 de 1 de junio, de los Estadosde Alarma, Excepción y Sitio), que en el
articulo 13 apartado2 literal a), estableceque durantelos estadosde excepción
no se pueden suspenderotros derechosdistintos a los enumeradosen el
apartado1 del articulo 55 de la Constitución,enumeraciónen la cual el derecho
a la defensase consideracomo una garantíasusceptiblede suspensióndurante
los estadosde excepción(apartado3 del artículo 17).

En consecuencia,haciendouna correctay adecuadainterpretaciónde las
normas convencionalesen su conjunto> y tomando como criterio rector lo
dispuesto por el articulo 27.2 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanosrespecto de las garantíasdel debido proceso (artículos 7 y 8), se
puedeafirmar que los Estadosno estánfacultadosparasuspenderel derechoa
la defensay el derechoa la asistencialetradadurantelos estadosde excepción,
dado que ello vulneraríasustancialmenteel debido procesolegal y darla lugar a
caer en situaciones claramente prohibidas por el Derecho Internacional
convencionalen todo tiempo y lugar. Los Estadosúnicamenteestánfacultados
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para limitar o restringir por disposiciónde susleyes, los plazos o el tiempo de
comunicaciónentreel abogadodefensorcon la personadetenida,pero no para
suprimir temporalmenteel ejercicio de esta garantíafundamental,que asegura
no tan sólo la intervencióndel abogadodefensoren el procesopenal> sino la
protección de las personas detenidas contra prácticas oficiales lesivas de
derechosfundamentalesinderogables,violatorias del derechoa la vida y a la
integridadfísica.

Estemismo criterio esel quedeberegir en los estadosde excepciónrespecto
de las demásgarantíasdel debido proceso,independientementeque esténo no
reconocidascomo garantíassusceptiblesde suspensión.El criterio que debe
imperar respecto de todos los derechos> libertades y garantías sujetas a
suspensióntemporal tiene que obedecera los principios y reglas que han sido
mencionados en anteriores apartados del presente capitulo y que están
contenidos especialmenteen los tratados internacionales sobre derechos
humanosde los distintossistemasde protección,en los cualesseexige que cada
Estado Parte sólo puede afectar derechos humanosen su ejercicio, por el
«tiempo y en la medida estrictamenteindispensable’>o limitada a las exigencias
de la situaciónde crisis.

Hay que tomar en cuenta también que existen otras garantíasdel debido
procesoque por su naturalezay por la función quedesempeñanen la defensay
salvaguardade los derechosfundamentales,no puedenafectarsebajo ninguna
circunstanciadadoque son garantíasde carácterinderogable. Entre ellaspuede
mencionarse:el principio de legalidad,el principio de irretroactividadde la ley
penal, y el principio de la presunciónde inocencia.Tales principios deben ser
garantizadosen todo momentoy circunstancia.

Las garantíasmencionadasanteriormentepermitenel establecimientode los
controles jurídicos necesariosdurante los estadosde excepción y aseguran
especialmenteel imperio de la ley y el control de los actosde la administración
pública. Estas garantías han sido positivadas por el Derecho Internacional
convencional y están contenidas,además,en las principales declaracionesy
resolucionesinternacionalessobre derechoshumanosde los distintos sistemas
de protección.4~Han sido reafirmadastambiénpor el sistemade protecciónde la
Organizaciónpara la Seguridady Cooperaciónen Europa <OSCE), que sera
abordadoen el capitulosexto.
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El DerechoInternacionalde los DerechosHumanosy el DerechoInternacional
Humanitarioreconocenlas siguientesgarantíasdel debido proceso:

a) El principio de legalidad.
b) Derecho a ser juzgado por tribunales competentes, independientese

imparciales.Derechoal Jueznatural. Derechoal Juez predeterminadopor la
Ley.

c) Derechode igualdadantela ley y antelos tribunalesde justicia.
d) Derecho de accesoa los tribunales de justicia. Derecho de accesoa la

jurisdicción. Derecho de protecciónjudicial. Derecho a la tutela judicial
efectiva.

e> El principio de irretroactividadde la ley penal.
E) Derechoa la publicidad del procesopenal. Derechoa disponerde un juicio

público.
g) Derechoa no serenjuiciadodos vecespor la mismacausa.
h) Derecho a no ser detenido ni desterrado arbitrariamente. Derecho de

proteccióncontra la detenciónilegal y arbitraria.
i) Derecho de los detenidos a ser informados de manera inmediata y

comprensibJede susderechosy de los motivos de la detención.
j> Derecho de las personasdetenidasa ser remitidasde manerainmediatay

dentrodel plazo señaladopor las leyesa disposiciónde un juez o tribunal de
justicia competente.

k) Derecho a no ser obligado a declararcontra sí mismo ni a confesarse
culpable.

1) Derechode audienciao garantíade audiencia.
m) Derecho a disponer de un recurso efectivo y rápido ante los tribunales

superiores, que lo ampare contra actos de la autoridad que violen sus
derechosfundamentales.

n> Derechoa serjuzgadodentro de un plazo razonableo ser puestoen libertad.
Derechoa serjuzgadosin dilacionesindebidas.

o) Derechoa la defensay a la asistencialetrada.
p) El principio de la presunciónde inocencia.
q> Derecho a no ser encarcelado por deudas o por incumplimiento de

obligacionespecuniariaso contractuales.
r) Derecho a ser asistido gratuitamentepor un intérprete o traductoren el

procesopenal.
s) Derechodel imputadoa estarpresenteen el juicio respectivoy aquedurante

la realización de un acto procesalno se impida su libre movilidad. Derechoa
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interrogar testigos. Derecho de aportar o presentarpruebasen el juicio.
Derechoa solicitar la prácticade diligenciasjudiciales.

t) El principio de la responsabilidadpena!individual. Derechoa quela penano
trasciendade la personadel delincuente.

u) Derecho de los condenadosa ser informados al momentode la condenade
sus derechos a interponer recursos judiciales y de otro tipo, y a ser
informadosde los plazosparaejercertalesderechos.

y) Derecho a gozar de indemnizaciónpor error judicial. Derecho a obtener
reparaciónen casosde detenciónilegal.

w) Derechode los menoresde edadprocesadospor delitos, a un tratamiento
judicial especialy a ser llevadosante los tribunalesde justicia con la mayor
celeridadposible.

x) Derecho de los menoresde 18 años,de las personasmayoresde 70 añosy
de las mujeres embarazadaso madresde menoresde corta edad>a estar
protegidoscontrala penade muerte.

Las garantiasdel debidoprocesoantesseñaladashansido reconocidaspor el
DerechoInternacionalconvencionaly tienencomo función principal protegerlos
derechos humanos y las libertades fundamentalesen todo momento y
circunstancia,pero algunasde ellas, como ya se ha mencionado,puedenser
limitadaso suspendidastemporalmenteen su ejercicio; y otras,por la naturaleza
y la función de protección que desempeñan,son de carácter inderogable o
intangible,y por lo tanto no susceptiblesde restricciónbajo ningunacircunstancia.
En consecuencia,los EstadosPartesde los convenios internacionalessobre
DerechosHumanosy sobre Derecho Humanitario deben interpretar y aplicar
adecuadamentedichos convenios, especialmentedurante los estados de
excepción,de tal maneraque no se recurraal uso de lasfacultadesde excepción
innecesariamenteo en una medida no permitida ni autorizadapor el Derecho
Internacional convencional. Tómese en cuenta que los Estados se han
comprometidoen los tratadosinternacionalesa garantizarla efectividadde los
derechosreconocidosy a consagrarlos recursosjudicialesapropiadosy eficaces
para la protecciónen los mismosen todo momentoy circunstancia.42

Los Estadosestán obligados a reconocer los derechoshumanosen los
términosseñaladosen los tratadosinternacionalesy a garantizarsu ejercicio en
favor de todas las personasque estén sometidasa su jurisdicción. De aquí se
desprendela obligación de garantíaque se deriva del Derecho Internacional
convencional y que impone a los EstadosPartes el deber de asegurar la
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efectividadde los derechoshumanoscon todos los medios a su alcance.43 En
los estadosde excepcióndebeimperartambiénestecriterio de protecciónde los
derechoshumanosparaasegurarqueno sesuspendainnecesariao excesivamente
la vigencia de las garantíasdel debido proceso, que es imprescindible para
salvaguardary proteger derechosfundamentales,especialmentederechosde
carácterinderogable.

Por lo tanto, los Estadosdeben hacer prevalecer las garantíasdel debido
proceso aún en estas circunstancias,dado que de no ser así no estarían
facultadospara hacer uso de los poderesextraordinariosque les confiere el
DerechoInternacionalconvencional.

Las garantíasde los derechoshumanosen su conjunto> pero especialmente
las garantíasjurídicas de protección, deben hacerseprevalecer durante los
estadosde excepción para poder ejercer un control efectivo del aparato del
Estado y de sus instituciones,y para preservar,en definitiva> la esenciay la
naturalezade los derechoshumanosy la salvaguardadel orden legal y del orden
democrático>puestosen peligro en los estadosde excepción.
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‘Soberaníade los Estadosy DerechosHumanosen Derecho Internacional
Contemporaneo.>Editorial Tecnos.1995. Página135.

‘~ Vid, los siguientesautores:GROSS ESPIEL, HECTOR. DerechosHumanos

.

DerechoInternacionalHumanitarioy DerechoInternacionalde los Refugiados

.

Publicacionesdel Comité Internacionalde la Cruz Roja. CICR. Ginebra,Suiza.
1984. Página 702. CASTRO RIAL-GARRONE, FANNY. Los Derechos
Humanosy el Principio de no-intervenciónen los asuntosinternos de los
Estados. Cursosde DerechoInternacionalde Vitoria-Gasteiz. 1990. Páginas
169 a 210.

Además, consúltese:CARRILLO SALCEDO, JUAN ANTONIO. Curso de
Derecho InternacionalPúblico. Editorial Tecnos S.A. Segundareimpresión.
Madrid, España. 1994. Páginas148 a 161. En su obra el Doctor Carrillo
Salcedo,al referirsea la relaciónentreel Derecho Internacionaly el Derecho
Interno sostieneque: <La eficacia del Derecho Internacional dependeen
amplia medidade que los ordenamientosjurídicos estatalesse conformena
las normas internacionales,las apliquen y les den efecto: en primer lugar,
porquelos Estadosson los creadoresy principalesdestinatariosdel Derecho
Internacional; en segundo lugar> porque el Derecho Internacional
contemporáneono se limita a distribuir competenciasentre los Estados
soberanossino que ha ampliado considerablementeel ámbito de materias
reguladaspor normas internacionales,en razón de las exigenciasde la
cooperacióny la interdependencia.La protecciónde los derechoshumanos,
por ejemplo,queantesse regulabacasi exclusivamentepor normasinternas,
se rige hoy por normasdel DerechoInternacional,talescomo la Declaración
Universalde DerechosHumanos, los PactosInternacionalesde las Naciones
Unidas, o el ConvenioEuropeo de DerechosHumanos;la eficaciade estas
normasinternacionales,que han venido a añadirsea las normasinternasen
la materia,dependeobviamente,al menosen parte,de la aplicacióny valor
jurídico de las mismasen los ordenamientosinternosde los Estados.»

18 Vid. DIEZ DE VELASCO MANUEL. Institucionesde Derecho Internacional

Público. Editorial Tecnos S.A. Tomo 1. Décima edición. Madrid, España.
1994.Páginas355 y 356.
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Sobre este mismo tema el profesorJuánAntonio Carrillo Salcedoexpresa
que, ‘la afirmaciónde que la personahumanaestitular de derechospropios,
oponiblesjurídicamentea todos los Estados>incluso al Estadodel que sea
nacional, constituye sin duda una extraordinariainnovación en el Derecho
Internacional que consiste> fundamentalmente,en que, a diferencia del
DerechoInternacionalclásico, la personano puedeya serconsideradacomo
objeto del orden internacional.’>Y agregaque: “No se trata, por consiguiente,
de afirmar que el individuo seahoy sujeto pleno del Derecho Internacional.
Existe, sin duda, una cierta subjetividad internacionalde la persona,pero
cuandoesto ocurre> estamostodavía ante supuestosexcepcionalesy ante
una subjetividad limitada y funcional.’ Vid., CARRILLO SALCEDO, JUAN
ANTONIO. Op. cit., página 16.

19 Vid. SORENSEN,MAX. Op. cit., Página491.

20 Consúltese: <‘Los Principios de SIRACUSA sobre las Disposiciones de

Limitación o Derogación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos’>, en: DocumentoOficial de las NacionesUnidas. E/CN.4/1985/4,de
28 de septiembrede 1984. Comisiónde DerechosHumanos.41~ Períodode
Sesiones.Tema 18.

~‘ PactoInternacionalde DerechosCiviles y Políticos,artículo 40; y Convención

AmericanasobreDerechosHumanos>artículo41 literal «d”, y articulo 43.

22 PactoInternacionalde DerechosCiviles y Políticos,artículo 41; Convención

AmericanasobreDerechosHumanos,articulo 45; y ConvenioEuropeopara
la Protecciónde los DerechosHumanosy de las LibertadesFundamentales,
artículo 24.

23 PactoInternacionalde DerechosCiviles y Políticos,artículo 4.1; Convención

Americana sobre Derechos Humanos,artículo 27.1; y Convenio Europeo
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades
Fundamentales,artículo 15.1.

24 Sobreestetema consúlteselas Sentenciasdel Tribunal Europeode Derechos

Humanossobre el Caso LAWLESS, de 1 de julio de 1961, y sobre el Caso
IRLANDA CONTRA EL REINO UNIDO> de 18 de enerode 1978.Publicaciones
del Tribunal Europeode DerechosHumanos.SerieA, volumen 3.
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25 Convenciónsobreel Derechode los Tratadosde 1969,articulo 53.

26 Consúltesela OPINION CONSULTIVA OC-8/87 de 30 de enerode 1987. El

Hábeas Corvus baio Suspensiónde Garantías. Corte Interamericanade
DerechosHumanos.Párrafos42 y 43.

27 Sobre los principios jurídicos internacionalesvid, los siguientes autores:

QUESTIAUX, NICOLLE. Estudio de las Consecuenciasque para los
DerechosHumanostienen los recientesacontecimientosrelacionadoscon
situacionesllamadasde Estadode Sitio o de Excepción.’ Presentadopor la
Relatora Especial Sra. Questiaux a la Subcomisión de Prevención de
Discriminaciones y Protección a las Minorías, en su 35~ Período de
Sesiones.1982. Documentooficial de las NacionesUnidas. E/CN.4/Sub.2

/

1982/15,de 27 de julio de 1982. A. DAES, ERICA-IRENE. «Estudiosobrelos
Deberesde toda Personarespectode la Comunidady las Limitacionesde los
Derechos y Libertades Humanos según el artículo 29 de la Declaración
Universalde DerechosHumanos.’ Estudiopreparadopor la RelatoraEspecial
SeñoraA.Daes para la Subcomisiónde Prevenciónde Discriminacionesy
Proteccióna las Minorías. 1980. Páginas148 a 152. O’DONNELL, DANIEL.
Legitimidad de los Estadosde Excepcióna la luz de los Instrumentosde
Derechos Humanos. Revista DERECHO. Publicada por la Facultad de
Derecho, Universidad Católica de Perú. Diciembre, 1984. O’DONNELL,
DANIEL. ProtecciónInternacionalde los DerechosHumanos.Publicaciónde
la Comisión Andina de Juristasy del Instituto Interamericanode Derechos
Humanos.Primeraedición. 1988.Páginas395 a 414.ZOVATIO G., DANIEL.
Los Estadosde Excepción y los DerechosHumanosen América Latina

.

Publicación del Instituto Interamericanode Derechos Humanos y de la
Editorial JurídicaVenezolana.1990. Páginas88 a 101 y 128 a 134.

Consúltese,además, las siguientes Tesis Doctorales de la Facultad de
Derecho de la Universidad Complutensede Madrid, España: CAMACHO
PAREDES, EMILIO. <‘El Estado de Excepción en el Constitucionalismo
Iberoamericano”. 1988. ZOVATIO G., DANIEL. «La Protección Jurídica
Internacionalde los DerechosHumanosdurantelos Estadosde Emergencia
en América Latina.» 1987.

28 Declaración sobre el Derecho de los Pueblosa la Paz. Adoptada por la

AsambleaGeneralde las NacionesUnidas, mediantela Resolución39/11 de
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12 de noviembrede 1984.

29 Vid. PICADO SOTELA> SONIA. Directora Ejecutiva. Instituto Interamericano

de DerechosHumanos. San José,Costa Rica. Conferenciasobre el tema:
“Los DerechosHumanosen la Filosofía del Derecho en América Latina.’>
Curso Interdisciplinariode DerechosHumanos.Agosto de 1988.

~ Vid. PECES-BARBA MART1NEZ, GREGORIO. Derechos Fundamentales

.

Cuarta edición. Facultad de Derecho, Universidad Complutense.Madrid,
España.Página181.

~‘ Ibid, página185.

Sobre el derecho de accesoa la jurisdicción, vid.. GONZALEZ PEREZ>
JESUS. El Derecho a la Tutela Jurisdiccional.” Segundaedición. 1989.
Civitas. Páginas47 y siguientes.

32 Sobreel derechoo garantíade audienciaconsúlteseel PactoInternacionalde

Derechos Civiles y Políticos, artículo 14; el Convenio Europeo para la
Protecciónde los DerechosHumanosy de las LibertadesFundamentales,
artículo 6 N2 1; y la Convención Americana sobre DerechosHumanos,
artículo8.

Sobre el derecho de petición y respuesta consúltese la Declaración
Americanade los Derechosy Deberesdel Hombre,articulo XXIV.

Sobreel derechode protecciónjudicial consúlteseel PactoInternacionalde
DerechosCiviles y Políticos, artículo 14 N~ 1; y la ConvenciónAmericana
sobreDerechosHumanos,artículo25.

~Consúlteseel Caso 10.287 de la Comisión Interamericanade Derechos
Humanos. (Caso LAS HOJAS). El Salvador. Informe No.17/92 de 24 de
septiembrede 1992.

Sobreel tema de la amnistía y la responsabilidadde los Estadosen materia
de derechoshumanos,véase los siguientes documentosoficiales de las
NacionesUnidas: E/CN.4/Sub.2/1985/16de fecha 21 de junio de 1985, que
contiene el informe del señor Louis Joinet, Relator Especial de la
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Subcomisiónde Prevenciónde Discriminacionesy Proteccióna las Minorías,
relativo al ‘<Estudio sobrelas Leyes de Amnistía y el Papelque Desempeñan
en la Saivaguardiay la Promoción de los DerechosHumanos.” EICN.41
Sub.2/1993/8de 2 de julio de 1993, que contieneel informe definitivo del
señorTheoVan Boyen, RelatorEspecial de Ja Subcomisiónde Prevenciónde
Discriminacionesy Protección a las Minorías, que se refiere al «Estudio
relativo al Derecho de Restitución, Indemnización y Rehabilitación a las
Víctimas de Violaciones Flagrantes de los Derechos Humanos y las
LibertadesFundamentales.”E/CN.4/Sub.2/1993/6de fecha 19 de julio de
1993, que contiene el informe provisional del señor Louis Joinet, Relator
Especialde la Subcomisiónde Prevenciónde Discriminacionesy Protección
a las Minorías, sobre «la Cuestión de la Impunidad de los Autores de
Violacionesde los DerechosHumanos.’

Sobre este mismo tema, vid, los siguientes autores: BLANC ALTEMIR,
ANTONIO. La Violación de los DerechosHumanosFundamentalescomo
Crimen Internacional.Bosch CasaEditorial S.A. Barcelona,España.1990.
BLISHCHENKO, IGOR R ‘<Responsabilidaden casos de Violaciones del
DerechoInternacionalHumanitario>’, en: Las DimensionesInternacionalesdel
DerechoHumanitario.Publicacióndel Instituto Henry Dunanty de la Editorial
Tecnos. Primera edición. Madrid, España. 1990. Páginas 275 a 287.
GRAVEN, JEAN. Les crimes contre L’humanité sont imprescriptibles. Les
sianificationet la vortéede la décisionde L>AssembléeGéneraledesNations
Unies du 25 novembre 1968. Revue des droits de L’homme/Human Rights
iournal. Paris. 1969. Vol.Il No.1. Páginas20 a 40. RECHETOV, YOURI.
Responsabilitvbr Violations of Human Riahts. Revuedesdroits de l’homme

/

Human Riuhtsiournal (Paris).Vol.12, 1969.Páginas83 a 94.

~ Consúltesela Sentenciadel Juez John Marshall en el CasoMARBURY Vrs

.

MADISON. Tribunal SupremoFederalde los EstadosUnidosde Norteamérica.
1803.

Sobreel controlde constitucionalidadde las leyes,vid, los siguientesautores:
FIX ZAMUDIO, HECTOR. La ProtecciónJudicial de los DerechosHumanos
en Latinoamérica y en el Sistema Interamericano.Revista del Instituto
Interamericano de Derechos Humanos. San José, Costa Rica. Julio/
diciembre. 1988. Páginas20 a 29. FAVOREU, L. LUCHAIRE, E SCHLAICH,
K. PIZZORUSSO,A. ERMACORA, F. GOGUEL, F. RUPP, H.G. ZAGREBELSKY,
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G. ELIA, L. OEHLINGER, T. RIDEAU, J. DUBOUIS, L. CAPPELLETTI, M.
RIVERO, 3. TribunalesConstitucionalesEuropeos.Publicacióndel Centro de
EstudiosConstitucionales.Madrid, España.1984.

~Constitución de la República de El Salvador (1983)> artículos 235 y
siguientes.

36 Sobre el amparovid, los siguientesautores:FIX ZAMUDIO, HECTOR. La

Protección Judicial de los DerechosHumanos en Latinoamérica y en el
SistemaInteramericano.Revista del Instituto Interamericanode Derechos
Humanos. Julio/Diciembre. 1988. San José> Costa Rica. Páginas7 a 54.
CAFFARENA DE GILES, ELENA. El Recurso de Amparo frente a los
Re~ímenesde Emergencia.Manual de Derecho Constitucional. Santiago,
Chile. 1957.Páginas151 a 206.

Sobre el amparoentre particulares,consúlteseel Código ProcesalCivil y
Mercantil de la NaciónArgentina. Ley de 29 de septiembrede 1967, artículo
321; la Ley Orgánicade Amparo sobreDerechosy GarantíasConstitucionales
de Venezuela.Ley de 18 de diciembrede 1987, artículo 2; la Constituciónde
Perúde 1979, artículo 295; y la Ley de 7 de diciembrede 1982; el Decreto
Constitucionalo Acto Institucional Número 19 de 15 de agostode 1984 de
Uruguay; y el anteproyectode la Ley ProcesalConstitucionalde El Salvador
(1996)>artículo 81.

Consúltese,además,el Caso ANGEL SIM (27 de diciembrede 1957) y el
CasoSAMUEL KOT (15 de septiembrede 1958). Jurisprudenciade la Corte
Supremade Justicia de Argentina. Ambos casosconstituyenel precedente
inicial del amparoentreparticulares.

Véasela Adición al TercerInforme preparadopor StanislavChernichenkoy
William Treat. Relatores Especialesde la Subcomisiónde Prevención de
Discriminacionesy Proteccióna las Minorías. ‘<Derecho de Amparo, Hábeas
Corpusy ProcedimientosSimilares.” E/CN.4/Sub.2/1992/24/Add.3de 29 de
abril de 1992.

Consúltesela OPINION CONSULTIVA OC-8/89 de 30 de enerode 1987. El
Hábeas Corpus baio Suspensiónde Garantías. Corte Interamericanade
DerechosHumanos.
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‘~ OPINION CONSULTIVA OC-8/89.Op. cit.

38 Ib id, párrafo35.

Sobre el hábeas corpus, vid.: FIX ZAMUDIO, HECTOR. La Protección
Judicial de los Derechos Humanos en Latinoamérica y en el Sistema
Interamericano.Revista del Instituto Interamericanode DerechosHumanos

.

SanJosé,CostaRica. Julio/Diciembre. 1988. Páginas9 y lO. FIX ZAMUDIO,
HECTOR. La ProtecciónJurídica y Procesalde los DerechosHumanosante
las Jurisdicciones Nacionales. UNAM, Civitas. Madrid, España. 1982.
Páginas71 a 77.

Véasela Adición al Tercer Informe preparadopor StanislavChernichenkoy
William Treat. Relatores Especialesde la Subcomisiónde Prevención de
Discriminacionesy Proteccióna las Minorias. «Derechode Amparo, Hábeas
Corpusy ProcedimientosSimilares.’> E/CN.4/Sub.2/1992/24/Add.3de 29 de
abril de 1992.

Consúltese,además,el informe del Grupode Trabajosobrela Detención,que
constaen el documento:E/CN.4/Sub.2/1992/22,de 14 de agostode 1992.
Véaseel apartado:<El hábeascorpuscomo derechoinderogabley comouno
de los requisitosdel derechoa un juicio imparcial.”

La Constituciónde El Salvadoramplia el ámbito de aplicación material del
HábeasCorpus a la protecciónde la dignidad y la integridadpersonalde los
detenidos.Véase la reforma Constitucional del articulo 11 que entró en
vigencia a raíz de los Acuerdosde Paz, y que fue redactadapor Florentín
Meléndez.

~ Sobre la incomunicación de personasdetenidas,consúltese,entre otros
instrumentosinternacionaleslos siguientes:el ProtocoloII de 1977 adicional
a los 4 Conveniosde Ginebra de 12 de agostode 1949, artículos 5 y 6; el
Protocolonúmeronueveadicionalal ConvenioEuropeopara la Protecciónde
los DerechosHumanosy de las LibertadesFundamentales;el Conjunto de
Principios para la Protecciónde todas las Personassometidasa cualquier
forma de Detención o Prisión, principios 4, 6, 11, 15, 16> 17, 18 y 19; el
Tercer Informe presentadopor la Misión de Observadoresde las Naciones
Unidas en El Salvador (ONUSAL)> ante el Consejo de Seguridad y la
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AsambleaGeneral de las NacionesUnidas. A/45/876. S/23580 de 19 de
febrero de 1992. Página40; y el Quinto Informe presentadopor la Misión de
Observadoresde las NacionesUnidas en El Salvador (ONUSAL), ante el
Consejode Seguridady la AsambleaGeneralde las NacionesUnidas. A/46/
955. S/24375de 12 de agostode 1992. Páginas8, 9,14, 15 y 25.

40 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículos 4 y 14;

Convenio Europeopara la Protección de los DerechosHumanosy de las
LibertadesFundamentales,artículos 15 y 6; y ConvenciónAmericanasobre
DerechosHumanos,artículos8 y 27 N~ 2 partefinal.

41 Sobre las garantíasdel debido proceso reconocidasa nivel internacional,

consúltese los siguientes instrumentos resolutivos, declarativos y
convencionales:PactoInternacionalde DerechosCiviles y Políticos (1966>,
artículos7, 8, 9, 10, 11, 14 y 15; Convencióncontra la Torturay otros Tratos
o PenasCrueles> Inhumanoso Degradantes<1984); Convenciónsobre los
Derechosdel Niño (1989), artículos 9, 37 y 40; Reglas Mínimas para el
Tratamientode los Reclusos(1955>; ReglasMínimas de las NacionesUnidas
para la Administraciónde la Justiciade Menores.Reglasde Beijing (1985);
ConvenciónAmericanasobre DerechosHumanos(1969), artículos4, 5, 6,
7, 6, 9, 10, 25 y 27; ConvenciónAmericana para Preveniry Sancionarla
Tortura (1985); Convenio Europeo para la Protección de los Derechos
Humanosy de las LibertadesFundamentales(1950), artículos3,4, 5,6, 11,
13 y 14; ConvenciónEuropeapara la Prevenciónde la Tortura (1987); los 4
Conveniosde Ginebrade 12 de agostode 1949, articulo 3 común; Protocolo
II de 1977 adicionala los 4 Conveniosde Ginebrade 12 de agostode 1949,
artículos 4, 5 y 6; Declaración Universal de Derechos Rumanos (1948>,
artículos 1, 7, 8, 9, 10 y 11; Declaración Americana de los Derechosy
Deberesdel Hombre (1948), artículos II, XVIII, XXIV, XXV y XXVI; Principios
Básicospara el Tratamientode los Reclusos(1990); Conjuntode Principios
para la Protecciónde Todas las PersonasSometidasa CualquierForma de
Detencióno Prisión (1988); Declaraciónsobre los Principiosde Justiciapara
las Víctimas de Delitos y del Abuso del Poder (1985>; Salvaguardiaspara
Garantizarla Protecciónde los Derechosde los Condenadosa la Penade
Muerte (1984); Reglas de las NacionesUnidas para la Protección de los
Menores Privados de Libertad (1990); y Principios Básicos Relativos a la
Independenciade la Judicatura(1985).
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Consúltese,además,el Documento de la Reunión de Copenhaguede la
Conferencia sobre la Dimensión Humana, de la Organización para la
Seguridady Cooperaciónen Europa (OSCE), de 29 de junio de 1990; y el
Documentode la Reuniónde Moscúde 4 de octubrede 1991,que serefieren
al mismotema.

Véase también el Proyecto del Tercer Protocolo Facultativo del Pacto
Internacional de DerechosCiviles y Políticos, encaminadoa garantizaren
cualquier circunstancia el derecho a un juicio imparcial y a interponer
recurso.Dicho proyectoestableceen el articulo 1 lo siguiente: ‘<No podrán
suspenderselas obligacionescontraídasen virtud de los párrafos3 y 4 del
artículo 9 ó del artículo 14 del PactoInternacionalde DerechosCiviles y
Políticosconarregloa las disposicionesdel artículo4 del Pacto.»

Mediante este proyecto de Protocolo se pretendereconocerexpresamente
comogarantíasjudicialesinderogables:el derechode accesoa la jurisdicción;
el derechoa ser juzgado dentro de un plazo razonable;el derechoa un
recursoefectivo y rápido ante un tribunal superior; el derechode igualdad
ante los tribunales de justicia; la garantíade audiencia; el derechoa ser
juzgadopor un tribunal competente,independientee imparcial; el derechoa
la presunciónde inocencia;el derechoa ser informado de los motivos de la
detención; el derechoa la defensa;el derechoa no ser obligado a declarar
contrasí mismo ni a confesarseculpable;y el derechoa no serjuzgadodos
vecespor la mismacausa,entreotrasgarantias.

El proyecto del Tercer Protocolo Facultativo del Pactofue presentadoa la
Subcomisiónde Prevenciónde Discriminacionesy Proteccióna las Minorías>
por los RelatoresEspecialesStanislavChernichenkoy William Treat. Véase
el DocumentoE/CN.4/Sub.2/1993/24de 29 de junio de 1993.

Además,consúltese,el Informe del Comité de DerechosHumanosde las
NacionesUnidas. Volumen 1. SuplementoNo.40 (A/49/40>. Página 117. 21
de septiembrede 1994. En esteinforme el Comité manifiestaque «el Tercer
ProtocoloFacultativotienepor finalidad añadir los párrafos3 y 4 del articulo
9 y el artículo 14 a la lista de las disposicionesenumeradasen el párrafo 2
del artículo 4 del Pacto, a propósito de las cuales no se autoriza ninguna
suspensión.’> En cuanto a los párrafos 3 y 4 deI artículo 9 deI Pacto, el
Comité expresó que <‘tiene el convencimientode que los EstadosPartes
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interpretan, por lo general, que no se debe restringir en situacionesde
excepciónel derechoal hábeascorpusy al amparo.’ Y en cuantoal artículo
14 el Comité opina que <no seriasencillamenteplausibleesperarque todas
las disposicionesdel artículo 14 permanecieranplenamenteen vigor en todo
tipo de situacionesde excepción.Por consiguiente,no seria conveniente
incluir el artículo 14 como tal en la lista de disposicionescuyasuspensiónno
seautorizaen ningunacircunstancia.’

Finalmente> el Comité considera adesaconsejableseguir elaborando un
proyectode ProtocoloFacultativodel Pacto.>con las finalidadesanteriormente
señaladas.

Sobre el tema de las garantíasdel debido proceso,vid. GONZALEZ PEREZ,
JESUS. «El Derecho a la Tutela Jurisdiccional.’. Segundaedición. 1989.
Cívitas. Páginas123 y siguientes.

42 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos> artículo 2; Convenio

Europeopara la Protecciónde los DerechosHumanosy de las Libertades
Fundamentales,artículos 1, 13 y 14; y Convención Americana sobre
DerechosHumanos>artículos1, 2, 8 y 25.

~ Vid, los siguientes autores: BUERGENTHAL, THOMAS. GROSSMAN>
CLAUDIO. NIKKEN> PEDRO. Manual Internacionalde DerechosHumanos

.

Publicación del Instituto Interamericanode DerechosHumanos. IIDH. San
José, Costa Rica. Editorial Jurídica Venezolana. 1990. Primera edición.
Página182. CASTAN TOBENAS, JOSE.Los Derechosdel Hombre.Editorial
REUS S.A. Terceraedición.Madrid> España.1985. Páginas145 a 159.
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CAPITULO IV

LAS FACULTADES DE SUSPENSION DE LOS DERECHOS
FUNDAMENTALES EN LOS SISTEMAS DE PROTECCION

INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMAMOS

SISTEMA UNIVERSAL

ORGANIZACION DE LAS NACIONES UNIDAS
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CAPITULO IV

LAS FACULTADES DE SUSPENSION DE LOS DERECHOS
FUNDAMENTALES EN LOS SISTEMAS DE PROTECCION INTERNACIONAL

DE LOS DERECHOS HUMANOS

SISTEMA UNIVERSAL

ORGANIZACION DE LAS NACIONES UNIDAS

1. Evolución Histórica de la Protección Internacional.

En el capítulo anterior se ha desarrollado este tema, pero es necesario hacer
algunas puntualizaciones referentes a la evolución histórica y los precedentes de
la protección internacional para facilitar el análisis de la protección del sistema
de Naciones Unidas.’

La Organización de las Naciones Unidas fue creada en 1945 al disolverse la
Liga o Sociedad de Naciones, la cual tenía competencia para tratar una
diversidad de asuntos internacionales en distintas regiones del planeta, marcando
así el inicio de una nueva etapa en las relaciones internacionales y en el Derecho
Internacional público. La Sociedad de Naciones fue el primer movimiento eficaz
hacia la organización de un orden político y social mundial en el que los intereses
comunes de la humanidad podían ser observados por encima de las diferencias
raciales, étnicas, religiosas, políticas y de otra índole.

Los cambios introducidos por la Sociedad de Naciones en el marco de las
relaciones internacionales se enmarcan en una serie de principios y postulados
que en alguna medida están en relación con la promoción y protección de los
derechos humanos. Los principios generales iniciales que inspiraron la
conformación de la Sociedad de Naciones son los siguientes: el respeto de los
derechos de las naciones más pequeñas; el nuevo entendimiento en las
relaciones económicas y sociales de los Estados; la costumbre del debate
público en las relaciones internacionales; la solución por arbitraje o conciliación
de las disputas entre Zas naciones; la reducción y limitación de armamentos; la
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intervención económica y militar para hacer desistir de la guerra a los Estados; el
concepto de la guerra de agresión como un crimen contra la humanidad; la
publicidad de los tratados y el respeto a la integridad territorial de los Estados y a
la independencia política de sus miembros.

Estos ideales, principios y propósitos inspiraron la adopción del Pacto de la
Sociedad de Naciones que fué suscrito por 63 Estados, lo que en aquél entonces
representó un avance significativo y un voto de confianza y esperanza de la
comunidad de naciones en la naciente organización mundial.

El Pacto de la Sociedad de Naciones contenía disposiciones generales y
especificas para regular las relaciones entre los Estados. Asimismo, contenía
algunas disposiciones relacionadas con los derechos humanos,2 y establecía el
compromiso de los Estados de cooperar en el mantenimiento de la paz; de
someter a arreglo judicial o arbitral los conflictos entre las naciones; de cumplir
de buena fe las sentencias o decisiones internacionales dictadas; y de no recurrir
a la fuerza contra un Estado miembro para solucionar las controversias
internacionales.

La Sociedad de Naciones también ejerció ciertas funciones en materia de
derechos humanos en cuanto se refiere al derecho y protección de los
refugiados. Esta situación se produjo no obstante que su reconocimiento y
protección no estaba previsto en el Pacto. Es precisamente en 1921 cuando se
inició la labor de la Organización para los Refugiados a cargo de un Alto
Comisario dependiente del Consejo de la Sociedad de Naciones. La principal
actividad de la Organización para Refugiados de la Sociedad, conocida como
Oficina Nansen para Refugiados, en honor a su fundador, fue la protección legal
de los refugiados ya que la ayuda material humanitaria no fue parte de su
actividad fundamental, debido a los serios problemas financieros que afrontaba
la organización y a su carácter orgánico inestable dentro de la Sociedad. La
Oficina Nansen tuvo el apoyo de la Organización Internacional del Trabajo (OIT),
de los países escandinavos y de Francia, no así de los Estados Unidos, Italia,
Rusia y Alemania. Los resultados de la Oficina Nansen prácticamente fueron
escasos, pero su trabajo se prolongó hasta la segunda guerra mundial y dio la
pauta para la conformación de la actual oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR>.

Así como la Organización para los Refugiados de la Sociedad de Naciones
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también surgieron otros organismos internacionales, los cuales representaron
también un avance en la nueva estructura de la organización internacional de
naciones y fueron los organismos que precedieron a los que actualmente
conforman la Organización de las Naciones Unidas. Pueden citarse distintos
organismos de carácter jurídico, político, y de carácter social y económico, entre
ellos: el Tribunal Internacional; los 3 Comités de Minorías del Consejo de la
Sociedad; el Comité sobre el Tráfico de Mujeres; el Comité sobre la Protección de
la Infancia; el Comité sobre la Esclavitud; el Comité sobre el Tráfico de Drogas; el
Comité de Cooperación Intelectual, similar a la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO>; y la Organización
Internacional del Trabajo (OIT).

Los primeros organismos de la Sociedad de Naciones influyeron en la
conformación y funcionamiento de los actuales órganos e instancias internacionales
de protección. De manera especial puede citarse el valioso aporte de la
Organización Internacional del Trabajo en cuanto se refiere al establecimiento de
las denuncias o comunicaciones individuales por violación de los Estados a los
derechos humanos de carácter laboral. La OIT dio la pauta para establecer el
procedimiento de las comunicaciones individuales que fue retomado
posteriormente por el sistema de las Naciones Unidas y por los sistemas
regionales de protección, y que constituye el principal aporte de la Sociedad de
Naciones en materia de protección internacional de los derechos humanos.

2. Instrumentos internacionales relacionados con la protección de los
derechos humanos en los estados de excepción.

El s¡stema universal ha adoptado varias disposiciones convencionales y
declarativas, así como principios jurídicos sobre la protección de los derechos
humanos en los estados de excepción. El Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos regula específicamente las facultades extraordinarias de los Estados
Partes en este tipo de situaciones, y constituye el tratado internacional más
importante sobre este tema; pero otros tratados y declaraciones del sistema
universal también contienen disposiciones relacionadas directa e indirectamente
con los estados de excepción. Incluso, podría tomarse en cuenta principios y
disposiciones de tratados de Derecho Internacional General, como la Carta de las
Naciones Unidas, que contiene principios y disposiciones aplicables en toda
circunstancia relacionada con la protección de los derechos humanos.
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Se analiza a continuación los instrumentos convencionales y declarativos que
regulan expresamente las normas de protección de los derechos humanos en los
estados de excepción. También se analizan disposiciones de Derecho Internacional
General, como las contenidas en la Carta de las Naciones Unidas, que si bien no
regulan este tipo de situaciones, sientan las bases convencionales generales para
la protección internacional de los derechos humanos en todo tipo de situaciones.

2.1 InstrumentosConvencionales.

a. La Carta de la Organización de las Naciones Unidas.

La Carta de la Organización de las Naciones Unidas fue adoptada el 26 de
junio de 1945 en San Franc¡sco (E.U.), y entró en vigor el 24 de octubre de ese
mismo año. Contiene disposiciones relativas a los principios rectores de la
Organización; a los propósitos fundamentales de la misma; a las obligaciones y
derechos de los Estados miembros de la Organización; y contiene además
disposiciones orgánicas, así como princ¡pios y disposiciones generales relativos
a la protección internacional de los derechos humanos.

En la Carta se plasmó la idea y el compromiso de los Estados miembros de
reconocer la existencia y la protección internacional de los derechos humanos. A
partir de esta fecha la promoción y protección de los derechos humanos adquirió
una nueva dimensión en el ámbito internacional. Los Estados fundadores de la
Organización reafirmaron en la Carta su fe en los derechos fundamentales y se
propusieron realizar mediante la cooperación internacional el desarrollo y
estimulo del respeto a los derechos humanos. Se marcó desde este momento
otra etapa en la evolución de los derechos humanos. Surgió así la base para el
reconocimiento internacional de los derechos humanos de parte de los Estados
miembros, y se dio inicio a la adopción de toda una serie de instrumentos
juridicos internacionales de protección que fueron desarrollando el espíritu que
motivó a muchos Estados miembros de la ONU al momento de su constitución.

A diferencia del Pacto de la Sociedad de Naciones, la Carta de las Naciones
Unidas menciona como uno de sus propósitos fundamentales el respeto de los
derechos humanos, y da lugar a desarrollar la protección internacional de los
mismos a través de la creación de organismos especializados y de instrumentos
convencionales y declarativos.
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La Carta de las Naciones Unidas es el primer instrumento normativo de
carácter general hacia la protección jurídica internacional efectiva de los
derechos humanos. El Preámbulo de la Carta resalta el espíritu de los pueblos de
las Naciones Unidas en favor de los derechos fundamentales, y resalta la
igualdad de derechos de hombres y mujeres, y de las naciones grandes y
pequeñas, así como el valor de la dignidad de la persona humana.

El espíritu de la mayoria de las naciones que en aquél entonces estaban
conformando la nueva organización mundial estaba inspirado en el respeto a los
derechos que tenían como naciones y en un tratamiento igualitario entre los
Estados y pueblos del mundo, sobre la base del respeto a los derechos
fundamentales. Pero este espíritu reflejado en el preámbulo no fue precisamente
lo que la Carta desarrolló en todo su contenido. La Carta también plasmó los
propósitos fundamentales de la Organización, algunos de los cuales están
vinculados con la protección de los derechos humanos. El articulo 1 de la Carta
al referirse a los propósitos de las Naciones Unidas menciona, entre otros, los
siguientes:

«1. Mantener la paz y la seguridad internacionales, y con tal fin: tomar
medidas colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, y para
suprimir actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz.»

3. Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas
internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el
desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades
fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o
religión.

La Carta también se refiere a los principios jurídicos que deben regir en la
Organización y en los Estados miembros. El articulo 2 reconoce un principio
jurídico muy importante vinculado con la protección de los derechos humanos en
todo tipo de circunstancias.

El apartado segundo del articulo 2 cita expresamente que: lOS miembros de
la Organización, a fin de asegurarse los derechos y beneficios inherentes a su
condición de tales, cumplirán de buena fe las obligaciones contraídas por ellos
de conformidad con esta Carta.»
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Según este fundamental principio -Pacta Sunt Servanda- los Estados
miembros tienen la obligación jurídica internacional de cumplir los compromisos
adquiridos en las normas convencionales sobre derechos humanos, algunas de
las cuales otorgan competencia a organismos de protección y les confieren
facultades para conocer hechos o situaciones violatorias de derechos humanos
sucedidas en el interior de los Estados Partes. Puede citarse como ejemplo el
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
mediante el cual el Comité de Derechos Humanos está facultado para recibir e
investigar denuncias individuales de violaciones de derechos civiles y políticos
contra los Estados partes, los cuales no pueden abstraerse de cumplir con las
obligaciones convencionales contraídas amparándose en el principio de la no
intervención en las cuestiones internas regulado por la Carta en el artículo 2
apartado 7.

Los Estados miembros de las Naciones Unidas, por lo tanto, no pueden
invocar y anteponer los preceptos del articulo 2 apartado 7 de la Carta para
impedir u obstaculizar la supervisión y el control internacional de determinados
organismos de protección de derechos humanos del sistema, ni aun durante los
estados de excepción, ya que con base en lo estipulado en el principio
reconocido en el apartado segundo del mismo artículo, están obligados
jurídicamente a cumplir, en toda circunstancia, con las normas convencionales
sobre derechos humanos.

La Carta contiene otras disposiciones que hacen mención expresa de los
derechos humanos. El articulo 13 número 1 al referirse a las funciones y poderes
de la Asamblea General de las Naciones Unidas dispone que la Asamblea
General promoverá estudios y hará recomendaciones para fomentar la
cooperación internacional en materias de carácter económico, social, cultural,
educativo y sanitario y ayudar a hacer efectivos los derechos humanos y las
libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza,
sexo, idioma o religión.

En el capitulo IX relativo a la Cooperación Internacional Económica y Social,
la Carta hace una nueva mención de los derechos humanos. En el artículo 55
dispone que la Organización deberá promover el respeto universal de los
derechos humanos y la efectividad de los mismos. El articulo 55 dice
textualmente: «Con el propósito de crear las condiciones de estabilidad y
bienestar necesarias para las relaciones pacíficas y amistosas entre las naciones,
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basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre
determinación de los pueblos, la Organización promoverá: c> El respeto universal
a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer
distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y la efectividad de tales
derechos y libertades.’

El artículo 56 complementa lo anterior y establece que: “Todos los Miembros
se comprometen a tomar medidas conjunta o separadamente, en cooperación
con la Organización, para la realización de los propósitos consignados en el
Artículos 55.

El articulo 57 también regula disposiciones sobre derechos humanos. Dicho
articulo dice textualmente: 1.los distintos organismos especializados establecidos
por acuerdos intergubernamentales, que tengan amplias atribuciones
internacionales definidas en sus estatutos, y relativas a materias de carácter
económico, social, cultural, educativo, sanitario, y otras conexas, serán
vinculados con la Organización de acuerdo con las disposiciones del Artículo
63.

El articulo 62 número 2 de la Carta al referirse a las funciones y poderes del
Consejo Económico y Social (ECOSOC), hace una nueva mención de los
derechos humanos, al expresar que «el Consejo Económico y Social podrá hacer
recomendaciones con el objeto de promover el respeto a los derechos humanos
y a las libertades fundamentales de todos, y la efectividad de tales derechos y
libertades.

Por otra parte, la Carta en el articulo 68, refiriéndose a las funciones y
poderes del Consejo Económico y Social, cita expresamente: <‘El Consejo
Económico y Social establecerá comisiones de orden económico y social para la
promoción de los derechos humanos, así como las demás comisiones necesarias
para el desempeño de sus funciones.»

Esta disposición de la Carta constituye un precedente muy valioso ya que
permite que un órgano principal de las Naciones Unidas establezca la creación
de una instancia destinada a la promoción de los derechos humanos. Sin duda,
esta disposición estaría dando lugar al desarrollo de la protección internacional
de los derechos humanos y al surgimiento de nuevas instancias de protección y
promoción de los mismos. Con base en estas facultades el Consejo Económico y
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Social creó la Comisión de Derechos Humanos, lo cual le otorgó mayor fuerza en
su mandato inicial de promoción y protección internacional de los derechos
humanos.

Finalmente, la Carta hace otra cita expresa de los derechos humanos en su
artículo 76, al referirse a los objetivos básicos del régimen de administración
fiduciaria. El artículo 76 expresa que: «Los objetivos básicos del régimen de
administración fiduciaria, de acuerdo con los propósitos de las Naciones Unidas
enunciados en el articulo 1 de esta Carta, serán: c> Promover el respeto a los
derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer
distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, asi como el reconocimiento
de la interdependencia de los pueblos del mundo...»

Además de las disposiciones que se han comentado, la Carta también
contiene otras normas generales relacionadas con los derechos humanos y su
protección internacional.3

b. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos fue adoptado por la
Asamblea General el día 16 de diciembre de 1966 y entró en vigor el 23 de
marzo de 1976. Juntamente con el Protocolo Facultativo de 1966, con el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y con la
Declaración Universal de Derechos Humanos, conforman la Carta Internacional
de Derechos Humanos.4

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos es el único instrumento
convencional de las Naciones Unidas que regula de manera específica las
facultades de excepción de los Estados. El articulo 4 del Pacto contiene
disposiciones relativas a los estados de excepción, que regulan ciertos principios
jurídicos y establecen obligaciones y facultades para los Estados que hagan uso
de los poderes extraordinarios de carácter excepcional.

El articulo 4 del Pacto menciona textualmente lo siguiente:

«1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la oída de la
nación y cuya existencia haya sido proclamadaoficialmente, los Estados
Partesen el presentePactopodrán adoptardisposicionesque, en la medida
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estrictamente limitada a las exigencias de la situación, suspendan las
obligacionescontraídasen virtud de estePacto,siempreque talesdisposiciones
no sean incompatiblescon las demásobligacionesque les imponeel Derecho
Internacional y no entrañen discriminación alguna fundada únicamente en
motivosde raza, color sexo, idioma, religión u origen sociaL

2. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los
artículos6,7,8 (párrafos 1 y2), 11, 15, 16y 18.

3. Todo Estado Parte en el presentePacto que haga uso del derechode
suspensióndeberáinformar inmediatamentea los demásEstadosPartesen el
presentePacto,por conducto del Secretario General de las NacionesUnidas,
de las disposicionescuya aplicación haya suspendidoy de los motivos que
hayan suscitado la suspensión. Se hará una nueva comunicación por el
mismo conductoen la fecha en que haya dadopor terminada tal suspensión.»

Puede notarse que el citado artículo 4 no regula tan sólo los derechos
inderogables, sino también se encarga de establecer ciertas obligaciones para los
Estados Partes con el fin de trazar los limites necesarios para evitar abusos y
arbitrariedades de la autoridad pública y de permitir la supervisión y control
internacional en tales situaciones.

El articulo 4 del Pacto se refiere en primer lugar a las causas que pueden
invocar los Estados Partes para poner en vigor los poderes excepcionales. En
este sentido el Pacto se refiere al término, <‘situaciones excepcionales que
pongan en peligro la vida de la nación», dejando con esta redacción de carácter
general abierta la posibilidad para que los Estados, a través de la autoridad
administrativa, puedan hacer valoraciones discrecionales de las situaciones de
hecho, sin controles previos de los demás órganos del Estado ni de los
organismos internacionales del sistema de Naciones Unidas. Se exige únicamente
que el peligro que afronte el Estado sea de carácter excepcional, y éste sólo
puede ser tal en tanto «las medidas y restricciones normales autorizadas por los
instrumentos -internacionales de derechos humanos- en época de normalidad no
basten a todas luces para mantener el orden público.5

El Pacto no hace referencia específica a las causas de los estados de
excepción, entre las cuales se señalan frecuentemente las guerras o conflictos
armados, las calamidades naturales y las graves perturbaciones al orden público,
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siendo ésta última la que más se invoca en la mayoría de situaciones.

Para algunos autores, determinadas causas como la de los conflictos
armados, internos o internacionales, no se citaron expresamente en el Pacto para
evitar hacer mención de un fenómeno prohibido por la misma Carta de la
Organización de las Naciones Unidas. A este respecto Daniel O’Donnell
menciona que «la ausencia de una referencia expresa a la guerra en el Pacto
Internacional -de Derechos Civiles y Políticos-, se debe a la renuencia a
reconocer un fenómeno prohibido por la Carta de la Organización de las
Naciones Unidas en un instrumento sobre derechos humanos aprobado por la
Asamblea General de la misma Organización. Evidentemente la ausencia de una
referencia expresa a la guerra no impide que ésta o cualquier otro conflicto
armado, puedan constituir motivo para la declaración de un estado de excepción
en un Estado Parte del Pacto Internacional, siempre que represente una grave e
inminente amenaza a la vida de la nación.>6

Por otra parte, uno de los más importantes órganos de protección del
sistema de Naciones Unidas -el Comité de Derechos Humanos- ha vertido
algunos criterios generales sobre las causas de los estados de excepción, sin
llegar a cuestionar las medidas de excepción tomadas por los Estados invocando
causas que no justifican el uso de las facultades extraordinarias. Últimamente el
Comité ha demostrado mucho interés por examinar tales circunstancias, lo cual
representa un avance significativo en el sistema, pero es necesario que el Comité
desarrolle su doctrina en relación con las facultades extraordinarias contempladas
en el articulo 4 del Pacto, de tal manera que le permita establecer los criterios
firmes para evitar en lo posible las actuaciones discrecionales de los Estados no
sujetas a controles jurídicos ni políticos de carácter parlamentario.7

El Pacto reconoce implícitamente el principio de la amenaza excepcional y el
principio de necesidad a que se ha hecho referencia anteriormente.8 Estos
principios debieron ser reconocidos de manera expresa en el Pacto a fin de
asegurar una mayor protección a los derechos fundamentales, pero también con
el objeto de asegurar que los Estados tuviesen controles y exigencias más claras
y definidas al momento de invocar situaciones de hecho para poner en vigor todo
tipo de medidas excepcionales.

Al regular las facultades de excepción el Pacto también incorpora otros
principios jurídicos. En el articulo 4.2 reconoce el principio de la inderogabilidad
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de ciertos derechos humanos, que incluye una lista de derechos no sujetos a
suspensión temporal bajo ninguna circunstancia. Entre los derechos inderogables
el Pacto menciona los siguientes derechos civiles fundamentales: el derecho a la
vida y a no ser privado arbitrariamente de ella (articulo 6); el derecho a la
integridad personal y el derecho de protección contra la tortura y los tratos o
penas crueles, inhumanos o degradantes (articulo 7); el derecho de protección
contra la esclavitud y servidumbre (articulo 8); el derecho al reconocimiento de
la personalidad jurídica (articulo 16); el derecho a la libertad de pensamiento,
conciencia y religión (articulo 18); el derecho de protección contra las medidas
coercitivas que puedan afectar la libertad religiosa o de creencias (articulo 18);
y el derecho de los padres de familia o de los tutores legales en su caso, a
escoger la educación religiosa y moral para sus hijos, pupilos o representados,
de acuerdo a sus propias convicciones (artículo 18>.

El Pacto reconoce también el carácter inderogable de ciertas garantías del
debido proceso, entre ellas: el derecho de los condenados por delito a solicitar
indulto, amnistia o conmutación de la pena de muerte (artículo 6); el derecho de
los menores de 18 años y de las mujeres en estado de embarazo, a no ser
condenados a la pena de muerte (artículo 6); el derecho de los detenidos a no
ser sometidos sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos
(articulo 7); el derecho a no ser encarcelado por deudas (artículo 11); el
principio de legalidad y el principio de irretroactividad de la ley penal (artículo
15).

Estos últimos derechos y garantías inderogables amplían el listado de
derechos que tradicionalmente son considerados como derechos no sujetos a
suspensión temporal, pero a esta lista habría que sumar, además, otros derechos
humanos que si bien no aparecen mencionados expresamente en el artículo 4
del Pacto como derechos inderogables, tienen tal calidad por su naturaleza
juridica y porque su suspensión en los estados de emergencia excepcional, lejos
de contribuir al restablecimiento de la situación la agravarían aún más.

De lo anterior se deduce, entonces, que el listado de los derechos
inderogables es mucho más amplio que el que se desprende de la simple lectura
del articulo 4 del Pacto. Los derechos económicos, sociales y culturales, y los
derechos conocidos como de la solidaridad internacional o derechos de los
pueblos, positivados por el Derecho Internacional convencional, y ampliados por
declaraciones internacionales, incrementan el núcleo de derechos inderogables.
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Por lo tanto, el derecho a la salud, a la alimentación, a la educación, al trabajo, a
la vivienda, a la propiedad privada, a la participación en la vida cultural de la
comunidad, asi como el derecho a la paz, al desarrollo, a la libre determinación o
autodeterminación de los pueblos, el derecho de protección del medio ambiente
y la protección de los bienes históricos, arqueológicos y de otra índole,
considerados como patrimonio común de la humanidad, son también derechos
inderogables en el sistema de Naciones Unidas.

Los Estados, por lo tanto, deben respetar tales derechos y garantías, y las
medidas de excepción que impulsen en ningún momento pueden afectar su
ejercicio ni su vigencia efectiva. Las medidas restrictivas de la libertad de
circulación no pueden afectar la libre circulación de los niños o de estudiantes
que requieren del acceso a los centros educativos; ni la libre circulación de los
adultos, requerida para acudir a los centros de trabajo, a los centros de salud o a
los establecimientos comerciales de productos básicos, alimenticios, farmacéuticos
u otros similares. Las medidas restrictivas de la libertad tampoco pueden afectar
el derecho de acceso a los centros culturales, a instalaciones religiosas, centros
deportivos o a la propia vivienda o lugar de domicilio.

En consecuencia, se puede sostener que cuando el sistema universal se
refiere a derechos fundamentales no sujetos a suspensión o limitación temporal,
está haciendo alusión a determinados derechos civiles y libertades públicas, a
derechos económicos y sociales fundamentales, y a ciertas garantías judiciales o
garantías básicas del debido proceso legal.

Es importante también destacar que el sistema universal de protección al
regular las facultades de excepción, y especialmente al regular los derechos y
garantías inderogables, lo ha hecho con algunas irregularidades, vacíos y
deficiencias, reflejadas especialmente en la forma en que fueron consideradas en
el Pacto las garantias judiciales o garantías del debido proceso, que incluso
algunas de ellas, como el derecho a la defensa, a la asistencia letrada y el
derecho de protección contra la incomunicación de las personas detenidas, no
han sido debidamente aseguradas como garantías inderogables, particularmente
en aquellos casos en los cuales debe protegerse la vida y la integridad física de
las personas detenidas por motivos políticos relacionados con los estados de
excepcion.

Las anteriores garantías han sido reconocidas por los sistemas de protección
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internacional como garantías susceptibles de suspensión en los estados de
excepción. Pero haciendo uso de una interpretación extensiva se podría sostener
que no en todos los casos los Estados pueden adoptar y aplicar las medidas de
excepción con la misma intensidad y amplitud, dado que ello daría lugar a
situaciones violatorias de derechos y garantías inderogables o situaciones de
grave riesgo, peligro o amenaza para tales derechos, al quedar desprotegidos de
sus garantías jurídicas indispensables. Entre tales garantías pueden mencionarse:
el derecho a la defensa y a la asistencia letrada, y el derecho de protección
contra la incomunicación. Esta garantía debe ser asegurada, por lo menos, con
el abogado defensor, más aún en momentos en los que la persona detenida corre
el riesgo de resultar afectada en su vida o integridad física, por la naturaleza
política de la acusación y por razones deducidas de la misma emergencia
excepcional.

Es preciso tener en cuenta que el Pacto contempla también otras
disposiciones en las que descarta todo tipo de medidas que no estén
estrictamente limitadas a las exigencias de la emergencia excepcional, por lo
que la suspensión de las garantías básicas del debido proceso, especialmente de
aquéllas que protegen y preservan derechos fundamentales, como el derecho a
la vida y la integridad física, no constituye precisamente una de las medidas
permitidas por el Pacto. Los Estados deben interpretar y aplicar restrictivamente
el articulo 4 del Pacto, en el sentido que no les confiere facultades para afectar el
ejercicio de ciertas garantías judiciales indispensables, y en consecuencia, deben
brindar una mayor seguridad jurídica a tales garantías incorporándolas
expresamente en la legislación interna de excepción como garantías de carácter
inderogable.

El Pacto también contempla el principio de la proclamación al mencionar
claramente en el artículo 4 que en los casos de situaciones excepcionales que
pongan en peligro la vida de la nación «y cuya existencia haya sido proclamada
oficialmente’, los Estados Partes podrán adoptar disposiciones que suspendan
ciertas obligaciones jurídicas contraídas en el mismo Pacto en materia de
derechos humanos. Con esta cláusula, el Pacto impone a los Estados Partes la
obligación de proclamar o anunciar con cierta anticipación a la población local,
la existencia de la situación de excepción, a efecto de que esté debidamente
informada de manera previa del peligro que amenaza a la nación, y por lo tanto,
pueda estar preparada para asimilar los efectos de las medidas de excepción que
pudiera tomar el Estado para contrarrestar la situación de crisis.
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Tal como lo requiere el Pacto, la proclamación del estado de excepción debe
ser oficial, es decir, que debe provenir de fuentes estatales competentes para
informar sobre este tipo de situaciones, y debe ser, además, susceptible de ser
conocida por toda la población, para lo cual el Estado debe hacer uso de los
medios necesarios e idóneos para garantizar que la difusión de la información
sea general en toda la población, especialmente en aquella sobre la cual
presumiblemente podrían recaer las medidas de excepción.

Los principios de proporcionalidad y de temporalidad o provisionalidad,
también aparecen incorporados en el Pacto. El artículo 4.1 menciona que los
Estados Partes podrán adoptar disposiciones -de excepción- «en la medida
estrictamente limitada a las exigencias de la situación...» Con ello, el Pacto
impone a los Estados Partes la obligación de poner en vigor únicamente medidas
de excepción que sean proporcionadas a la magnitud del peligro que se afronta y
por el tiempo estrictamente limitado a lo que exige la situación de excepc¡on.

El Pacto, si bien no es lo suficientemente claro al referirse al principio de la
temporalidad o provisionalidad de las medidas, lo incluye en este apartado del
articulo 4 de manera implícita, aunque lo ideal hubiese sido que el Pacto lo
regulara de manera expresa para reafirmar frente al poder discrecional de los
Estados los criterios de las medidas de excepción.

Por otra parte, y al igual que los sistemas de protección regional
interamericano y europeo, el sistema universal comprende el principio mediante
el cual se permite a los Estados Partes que suspendan ciertas obligaciones
jurídicas internacionales en materia de derechos humanos, siempre que ello no
sea incompatible «con las demás obligaciones que les impone el Derecho
Internacional». En este sentido el Pacto se refiere a obligaciones jurídicas de
carácter general, como las contenidas en la Carta de la Organización de las
Naciones Unidas o en los principios generales del Derecho Internacional, pero
también se refiere a las obligaciones jurídicas especificas sobre derechos
humanos contenidas en tratados internacionales, tales como los 4 Convenios de
Ginebra del 12 de agosto de 1949; los 2 Protocolos de 1977 adicionales a los 4
Convenios de Ginebra de 1949; los tratados de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT), en materia de libertad sindical, discriminación en el empleo y
trabajo forzado; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles,
Inhumanos o Degradantes; y la Convención de 1951 de Naciones Unidas sobre el
Estatuto de los Refugiados, que si bien no contemplan la suspensión de los
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derechos fundamentales en los estados de excepción, pero tampoco permiten
que se suspendan las obligaciones contraídas por los Estados Partes de dichos
convenios en materia de derechos humanos.9

También es importante resaltar que en el Pacto el principio de la no
discriminación aparece regulado de manera deficiente. El artículo 4.1, si bien
exige a los Estados Partes que las disposiciones de excepción no deben entrañar
‘<discriminación alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo,
idioma, religión y origen social», no comprende la causa más común y frecuente
en los estados de excepción en materia de discriminación al momento de aplicar
las medidas extraordinarias, que es la causa o motivación política. Según las
reglas del Derecho Internacional convencional los Estados no pueden adoptar
medidas de excepción discriminatorias por motivos de opinión política, dado que
ello representaría a su vez una violación a otras obligaciones jurídicas
internacionales contraídas por los Estados en materia de derechos humanos,
especialmente en materia de no discriminación por motivos políticos.10

Por lo tanto, los Estados deben hacer una interpretación de conjunto de todas
las normas convencionales en materia de derechos humanos en el momento de
aplicar las medidas de excepción, y en consecuencia, deben actuar conforme a
los compromisos jurídicos contraídos a nivel internacional, no aplicando medidas
de excepción discriminatorias por motivos políticos, aunque el Pacto no lo señale
expresamente en el citado artículo 4.

Es preciso tomar en cuenta que el Pacto contiene otras disposiciones que
regulan de manera general este fundamental principio de protección. El artículo
26 regula el principio de igualdad ante la Ley, que presupone la no
discriminación, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones
políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica,
nacimiento o cualquier otra condición social. El artículo 3 del Pacto también
contiene disposiciones relacionadas con la no discriminación.

Finalmente, el Pacto incorpora el principio de la notificación de las medidas
de excepción al disponer en el artículo 4.3 que «todo Estado Parte en el presente
Pacto que haga uso del derecho de suspensión deberá informar inmediatamente
a los demás Estados Partes en el presente Pacto, por conducto del Secretario
General de las Naciones Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya
suspendido y de los motivos que hayan suscitado la suspensión.’>
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El citado artículo 4.3 también dice que «se hará una nueva comunicación por
el mismo conducto en la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión.»

De acuerdo a lo anterior, la obligación de notificación es indudable para
todos los Estados Partes, los cuales tienen que informar, por medio del
Secretario General de las Naciones Unidas a los demás Estados Partes sobre las
medidas de excepción que han puesto en vigor y sobre los hechos que han dado
lugar a tomar tales medidas, a fin de que estén debidamente informados, y
puedan, si es que procede y así lo estiman conveniente, hacer uso de las
facultades que les otorga el mismo Pacto para vigilar el cumplimiento de las
obligaciones de protección de los derechos humanos de los demás Estados
Partes.11

Pero no obstante que el Pacto impone la obligación de notificación, ésta no
es lo suficientemente clara, según los mismos términos del Pacto. En él se omite
mencionar la obligación de notificación respecto al período de tiempo que
presumiblemente debe durar la vigencia de las medidas de excepción. Tampoco
se menciona claramente en el Pacto la obligación de remitir al Secretario General
de Naciones Unidas las leyes de excepción respectivas que se adopten en los
momentos de crisis extraordinarias.

Sobre lo anteriormente comentado es importante mencionar que si bien el
Pacto no ha sido lo suficientemente explícito, ni ha detallado claramente todas
las obligaciones de notificación, no por ello debe entenderse que los Estados
Partes quedan relevados de la obligación de notificar sobre los aspectos
señalados, ya que si tomamos en cuenta otras disposiciones del Pacto y demás
compromisos jurídicos internacionales, se puede afirmar que éstos tienen la
obligación de informar plenamente a los demás Estados sobre todos los aspectos
relevantes relacionados con la protección de los derechos humanos en los
estados de excepción, a efecto de que pueda garantizarse el control y la
supervisión internacional de los derechos humanos y de los compromisos
jurídicos contraídos por los Estados en esta materia.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos contiene otras
disposiciones que están relacionadas de una u otra forma con las facultades de
excepción reguladas en el artículo 4. En primer lugar, cabe citar el preámbulo del
Pacto, que si bien no es una disposición sustantiva contiene la fundamentación
filosófica y cita los elementos jurídicos en que se basa para sustentar sus
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distintas disposiciones. El preámbulo en tal sentido reafirma los conceptos
vertidos en la Carta de la Organización de las Naciones Unidas y en la
Declaración Universal de Derechos Humanos en cuanto a la obligación jurídica
que tienen los Estados miembros de ‘<promover el respeto universal y efectivo de
los derechos y libertades,» que se derivan de la dignidad inherente a la persona
humana. Este mismo compromiso jurídico se afirma en el Pacto en el Articulo
2.1 al plasmar que, «cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se
compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren
en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción, los derechos reconocidos en el
presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión,
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica
nacimiento o cualquier otra condición social.»

El Pacto también impone a los Estados Partes la obligación de adoptar todo
tipo de medidas para hacer efectivos los derechos protegidos por el mismo. El
artículo 2.2 regula el compromiso de la adecuación legislativa con el fin de que
cada Estado adopte las normas jurídicas que sean necesarias y oportunas para
proteger en toda circunstancia los derechos civiles y políticos reconocidos por el
Pacto. De aquí se desprende que los Estados no pueden dictar disposiciones
legislativas de manera antojadiza, especialmente en materia de protección de los
derechos humanos en los estados de excepción, ya que están obligados a
equiparar o adecuar su legislación interna a las normas y disposiciones
contenidas en el Pacto.

Por otra parte, el Pacto regula el compromiso jurídico de los Estados Partes
de garantizar a toda persona violada en sus derechos civiles y políticos, el
derecho a interponer un recurso efectivo ante las autoridades competentes del
Estado, «aún cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que
actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales.» Esta situación es aplicable de
manera especial en los estados de excepción que es cuando los derechos
fundamentales se ven en mayor peligro de ser afectados por medidas
administrativas de la autoridad pública, dada la facultad discrecional del Estado
de actuar sin mayores controles legales internos. Por ello se justifica aún más la
vigencia del derecho de protección judicial y del derecho a un recurso efectivo en
favor de las víctimas que regula el artículo 2.3 del Pacto, dado que constituyen
los medios idóneos para ejercer el control jurisdiccional de las medidas de
excepción y para asegurar la defensa de la persona humana y de sus derechos.
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El Pacto en otra de sus disposiciones da la pauta para sostener que los
Estados Partes al interpretar y aplicar tanto las normas contenidas en el mismo
como en cualquiera de sus leyes internas, no pueden hacerlo de manera
arbitraria, ya que deben responder a principios y reglas contenidos en el Pacto y
en otras normas del Derecho Internacional convencional.12

En este sentido el articulo 5.1 del Pacto sostiene que <‘ninguna disposición
del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder derecho
alguno a un Estado, grupo o individuo, para emprender activ¡dades o realizar
actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades
reconocidos en el Pacto o a su limitación en mayor medida que la prevista en él.

Con esta disposición el Pacto impone a los Estados Partes la obligación de
recurrir en toda circunstancia a métodos de interpretación que no den lugar en
ningún caso a la supresión de cualquiera de los derechos reconocidos, ni le
permitan restringir o limitar su ejercicio más allá de lo establecido por el mismo
Pacto, con lo cual se está trazando criterios firmes de interpretación jurídica que
deben obedecer en toda circunstancia los Estados Partes al tomar medidas
restrictivas de derechos humanos y libertades fundamentales.

En consecuencia, los Estados Partes deben interpretar las disposiciones del
Pacto como un todo integral y en ningún momento pueden valerse de cualquier
disposición del mismo, interpretada por separado de las demás disposiciones,
para realizar actos, adoptar medidas legislativas, administrativas o de otro
carácter, que limiten o afecten el ejercicio de los derechos civiles y políticos más
allá de los niveles permitidos por el Pacto.

El artículo 5.2 establece que <no podrá admitirse restricción o menoscabo de
ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un
Estado Parte en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so
pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor
grado.

Esta disposición está estrechamente vinculada a las disposiciones del Pacto
que regulan las facultades de excepción de los Estados Partes, ya que prohíbe el
establecimiento o la adopción de limitaciones o restricciones de derechos
humanos distintos a aquéllos que han sido considerados como derechos
susceptibles de suspensión por el mismo Pacto.

-180-



Mediante esta disposición se está afirmando que lo establecido por el Pacto
respecto a la protección de los derechos humanos en todo tipo de circunstancias
constituye lo mínimo que un Estado debe garantizar, lo cual indica que ningún
Estado puede legislar o tomar medidas de cualquier naturaleza en materia de
derechos humanos por debajo de lo estipulado por el Pacto.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, además de regular en
el articulo 4 las disposiciones relativas a las facultades de suspensión de
derechos humanos y libertades fundamentales, contiene otras disposiciones que
están relacionadas con tales facultades y que deben también ser tomadas en
cuenta por los Estados en todo momento y circunstancia.

En conclusión, el Pacto exige de los Estados Partes que hagan uso de las
cláusulas de suspensión de derechos del artículo 4, que además de cumplir con
las obligaciones que el mismo artículo íes impone, atiendan las otras
disposiciones comentadas, a efecto de brindar la protección debida a la persona
humana en toda circunstancia.

c. La Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,
Inhumanos o Degradantes.

La Convención fue adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el
10 de diciembre de 1984. Contiene varias disposiciones relacionadas con la
protección de la integridad personal en todo tipo de circunstancias, pero regula
específicamente, además, la prohibición de la tortura durante los estados de
excepcion.

La Convención contra la Tortura fue precedida por la Declaración Internacional
de su mismo nombre de 1975, y constituye un importante instrumento
convencional para la prevención, investigación y sanción de la tortura,
especialmente en situaciones propicias como los estados de emergencia
excepcional.

En su artículo 1 define el concepto de la tortura -física o psicológica-, y
regula los elementos constitutivos de la violación, entre ellos: que el sujeto activo
está íntimamente ligado al aparato del Estado; que el sujeto pasivo es
regularmente una persona privada de libertad; que el elemento subjetivo lo
constituye la intencionalidad del agente de obtener una confesión o información,
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o inflijir un castigo; y que el elemento objetivo es la gravedad del daño o
intensidad del sufrimiento provocado, lo cual constituye la característica típica de
la tortura, que la diferencia de otras violaciones similares.

El artículo 2 de la Convención establece textualmente que: <en ningún caso
podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de guerra o
amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia
pública como justificación de la tortura.» Esta prohibición es de carácter general
y absoluto, que no admite excepciones de ninguna naturaleza, dado que se
pretende proteger derechos inderogables que resultan lesionados con la práctica
de la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tales como
el derecho a la vida, a la integridad física y psicológica, y a la dignidad personal.

d. El Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte.

El Segundo Protocolo Facultativo del Pacto fue adoptado por la Asamblea
General de las Naciones Unidas en 1966 y contiene disposiciones relacionadas
con las facultades excepcionales del artículo 4 del Pacto.

El segundo párrafo del articulo 6 expresa lo siguiente: <Sin perjuicio de la
posibilidad de formular una reserva con arreglo al articulo 2 del presente
Protocolo, el derecho garantizado en el párrafo 1 del artículo 1 del presente
Protocolo no estará sometido a ninguna suspensión en virtud del articulo 4 del
Pacto.»

El párrafo 1 del articulo 1 manifiesta que <no se ejecutará a ninguna persona
sometida a la jurisdicción de un Estado Parte en el presente Protocolo.» Con lo
cual, un Estado Parte del Pacto y del Segundo Protocolo Facultativo, no puede
formular reservas al párrafo 1 del citado artículo 1, ya que ello afectaría la
naturaleza y fin del Protocolo en mención, y además, no podria tomar medidas
excepcionales que conlleven la práctica de la pena de muerte, en contra de lo
dispuesto por el Segundo Protocolo.

e. La Convención Sobre el Estatuto de los Refugiados.

Fue adoptada por la Conferencia de Plenipotenciarios sobre el Estatuto de los
Refugiados y los Apátridas, convocada por la Asamblea General de las Naciones
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Unidas en 1951. Ha sido desarrollada y ampliada por el Protocolo sobre el
E tatuto de los Refugiados de 1967, y juntamente con otros instrumentos
convencionales regionales, especialmente la Convención sobre Asilo Diplomático
y la Convención sobre Asilo Territorial, ambas de 1954, constituyen los
instrumentos normativos fundamentales en materia de asilo y refugio.

Al referirse a las medidas provisionales que los Estados Partes pueden
impulsar durante los conflictos bélicos o los estados de emergencia excepcional,
la Convención establece en su articulo 9 que: (<Ninguna disposición de la
presente Convención impedirá que, en tiempo de guerra o en otras circunstancias
graves y excepcionales, un Estado Contratante adopte provisionalmente,
respecto a determinada persona, las medidas que estime indispensables para la
seguridad nacional, hasta que tal Estado Contratante llegue a determinar que tal
persona es realmente un refugiado y que, en su caso, la continuación de tales
medidas es necesaria para la seguridad nacional.»

2.2 InstrumentosDeclarativosy Principios Jurídicos.

a. La Declaración Universal de Derechos Humanos.

La Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por
la Asamblea General de las Naciones Unidas el día 10 de diciembre de 1948,
constituye el instrumento declarativo sobre derechos humanos más importante
de nuestra época.

La Declaración Universal reconoce un amplio listado de derechos civiles y
políticos, y derechos económicos, sociales y culturales; y establece las pautas
generales para que los Estados miembros puedan, en casos especiales, imponer
límites en el ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales
reconocidos en la Declaración, y para la correcta interpretación de la misma, de
tal manera que en ningún tipo de circunstancias puedan suprimirse por los
Estados los derechos protegidos.

La Declaración Universal también hace mención de todas aquellas situaciones
de desconocimiento y menosprecio de los derechos humanos que han dado
lugar a actos de barbarie <‘ultrajantes para la conciencia de la humanidad» y que
constituyen una grave amenaza a la paz y a la seguridad de los pueblos y
naciones del mundo.
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En la Declaración se insiste en el establecimiento de un «régimen de derecho,
a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión
contra la tiranía y la opresión,’3 con lo cual se hace alusión a la necesidad de
que impere el derecho en todo tipo de circunstancias, especialmente en aquellas
en las cuales los derechos humanos están en mayor peligro de ser afectados por
la actitud de los gobernantes. La Declaración fue proclamada por la Asamblea
General como un «ideal común» por el que todos los pueblos y naciones del
mundo deben esforzarse, por lo que el valor que le fue otorgado en 1948 es más
bien político y moral, y no estrictamente jurídico, tal como el efecto vinculante
que se desprende de los tratados internacionales sobre derechos humanos.

Pero a partir de la Conferencia Internacional de Derechos Humanos,
celebrada en Teherán (Irán) en mayo de 1968, se proclama el carácter
obligatorio de la Declaración Universal, lo cual contribuye a que la Declaración
se vaya transformando de manera progresiva en una interpretación auténtica de
las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas en materia de derechos
humanos.14 Desde esa fecha algunos países han incorporado de manera general
y con carácter hermenéutico los principios y disposiciones sustantivos de la
Declaración en su legislación interna.15

En el artículo 29 la Declaración establece una cláusula general de limitación
de los derechos y libertades reconocidos en la misma, permitiendo con ello la
posibilidad de que los Estados miembros de la ONU limiten legalmente su
ejercicio en determinados casos. El apartado segundo del artículo 29 menciona
expresamente: «En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades,
toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley
con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y
libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del
orden público y del bienestar general en una sociedad democrática.» Mediante
esta disposición declarativa se abre paso a la regulación jurídica internacional de
las facultades de excepción de los Estados, que posteriormente son objeto de
regulación convencional tanto en el sistema universal como en los sistemas
regionales.

El artículo 29 de la Declaración es una de las primeras normas internacionales
que regulan este tipo de situaciones que implican la limitación en el ejercicio de
los derechos y libertades de la persona. Tal limitación queda sujeta a la reserva
de ley y a la necesidad de preservar ciertos valores y derechos humanos de la
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colectividad. Pero la Declaración Universal también establece otro precedente
muy importante relacionado con la cláusula general contenida en el artículo 29 y
con las facultades extraordinarias de carácter excepcional de los Estados. El art.
30 expresa que, «nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el
sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona,
para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendentes a la
supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta
Declaracion.»

Con esta disposición la Declaración Universal establece claramente que los
derechos humanos protegidos por la misma, bajo ninguna circunstancia pueden
verse afectados en su contenido esencial, ni pueden anularse o suprimirse, ni aún
cuando los Estados puedan, por disposición de sus leyes internas limitar el
ejercicio de tales derechos y libertades, por razones válidas contempladas en la
misma Declaración en su artículo 29.

Los Estados deben hacer interpretaciones restrictivas de las normas que
limitan o suspenden el ejercicio de los derechos humanos, y en ningún caso
deben interpretar que tienen facultades para suprimir el goce y el ejercicio de los
derechos por ella reconocidos. La citada disposición constituye un precedente
muy importante en materia de protección internacional de los derechos
humanos, ya que establece las bases para la positivación de un principio jurídico
aplicable en materia de estados de excepción, que posteriormente será
comentado en otro apartado del presente estudio.’6

La Declaración Universal de Derechos Humanos constituye un logro
significativo de las Naciones Unidas, no tan sólo por el reconocimiento universal
de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, y por la
concepción común de los derechos fundamentales de la persona humana que
contiene la declaración; sino también por la regulación de ciertas cláusulas
generales de protección de estos derechos aplicables en situaciones especiales,
en las cuales los Estados están facultados para limitar por ley su ejercicio
práctico. Estas cláusulas que contiene la Declaración Universal dan la pauta para
la regulación de las facultades extraordinarias de suspensión o derogación de
derechos y libertades fundamentales que se observa posteriormente en el
Derecho Internacional convencional.
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b. La Declaración Sobre la Protección de la Mujer y el Niño en Estados de
Emergencia o de Conflicto Armado.

La Declaración fue proclamada por la Asamblea General el 14 de diciembre
de 1974 y obedece a una recomendación puntual del Consejo Económico y
Social de la Organización.’7 Hace referencia especialmente a la obligación que
tienen los Estados miembros de respetar y garantizar la protección de los
derechos fundamentales de los niños y las mujeres en las situaciones de
conflictos armados o estados de emergencia, dada su situación de vulnerabilidad
frente a los peligros propios de tales acontecimientos. Impone también a los
Estados la obligación de respetar y obedecer las normas del Derecho
Internacional Humanitario en los conflictos armados, y por ende, de respetar los
derechos de los niños y las mujeres, ya que forman parte esencial de la
población civil que merece protección especial de las partes beligerantes.’8

En consecuencia, la Declaración prohíbe a los Estados miembros de la
Organización tomar cualesquiera medidas que afecten los derechos humanos y
las libertades fundamentales de los niños y las mujeres en tales situaciones, y
reafirma la obligación jurídica internacional de protegerlos frente a los abusos y
violaciones que se producen durante los conflictos armados y los estados de
excepción o de emergencia extraordinaria.

c. La Declaración Sobre la Protección de Todas las Personas Contra la
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.

La Declaración fue adoptada por la Asamblea General el día 9 de diciembre
de 1975, según su Resolución 3452 (XXX). Contiene una disposición específica
que se refiere a los estados de excepción, como una de las situaciones en las que
bajo ninguna circunstancia se permite la tortura, los tratos crueles, inhumanos o
degradantes.

El artículo 3 de la Declaración dice textualmente: «Ningún Estado permitirá o
tolerará la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No
podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de guerra o
amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia
pública como justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos
o degradantes.»
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Mediante esta disposición la Declaración prohibe en términos absolutos la
práctica de la tortura en los estados de excepción. Por ello, la Declaración
establece ciertas normas para todos los Estados a fin de evitar la práctica de la
tortura y de otros actos similares, especialmente en los estados de excepción,
dado el inminente riesgo que corren las personas detenidas por motivos
relacionados con tales situaciones.

d. El Código de Conducta Para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir
la Ley.

El Código de Conducta fue adoptado por la Asamblea General el 17 de
diciembre de 1979, y contiene disposiciones que se refieren a la protección de
los derechos humanos en situaciones tales como los estados de excepción.19

El artículo 5 del Código de Conducta dice textualmente: «Ningún funcionario
encargado de hacer cumplir la Ley podrá infligir, instigar o tolerar ningún acto de
tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni invocar la
orden de un superior o circunstancias especiales, como estado de guerra o
amenaza de guerra, amenaza a la seguridad nacional, inestabilidad política
interna o cualquier otra emergencia pública, como justificación de la tortura y
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.»

e. Los Principios de Etica Médica Aplicables a la Función del Personal de
Salud, Especialmente los Médicos, en la Protección de Personas Presas
y Detenidas Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,
Inhumanos o Degradantes.

Los Principios de Etica Médica fueron aprobados por la Asamblea General de
las Naciones Unidas en 1982. El principio 6 está relacionado con los estados de
excepción y dice textualmente: «No podrá admitirse suspensión alguna de los
principios precedentes por ningún concepto, ni siquiera en caso de emergencia
pública.’>

La aplicación y observancia de los principios en los estados de emergencia
excepcional, por lo tanto, constituye un imperativo para proteger a las personas
detenidas contra prácticas frecuentes en tales situaciones, como la tortura y los
tratos crueles por motivaciones políticas.
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f. Los Principios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatura.20

Estos principios básicos señalan algunas pautas o normas de conducta que
deben obedecerse por los tribunales de justicia en toda circunstancia, sea cual
fuere la materia de su competencia. Ello incluye tanto a los tribunales ordinarios
como a los tribunales especiales, entre ellos, los tribunales de excepción.

Los Estados miembros, por lo tanto, deben esforzarse por cumplir con estos
principios y con base en ellos adecuar su actividad jurisdiccional, especialmente
si se toma en cuenta que la función de los tribunales de justicia es vital para
salvaguardar de manera eficaz y urgente los derechos fundamentales en los
estados de excepción. Entre los principios relacionados con los estados de
excepción pueden citarse los siguientes:

Principio 1: «La independencia de la judicatura será garantizada por el Estado
y proclamada por la Constitución o la legislación del país. Todas las instituciones
gubernamentales y de otra índole respetarán y acatarán la independencia de la
judicatura. »

Principio 2: «Los jueces resolverán los asuntos de que conozcan con
imparcialidad, basándose en los hechos y en consonancia con el derecho, sin
restricción alguna y sin influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones
indebidas, sean directas o indirectas, de cualesquiera sectores o por cualquier
motivo.»

Principio 4: «No se efectuarán intromisiones indebidas o injustificadas en el
proceso judicial...»

Principio 5: «Toda persona tendrá derecho a ser juzgada por los tribunales de
justicia ordinarios con arreglo a procedimientos legalmente establecidos. No se
crearán tribunales que no apliquen normas procesales debidamente establecidas
para sustituir la jurisdicción que corresponda normalmente a los tribunales
ordinarios.

Principio 6: «El principio de la independencia de la judicatura autoriza y
obliga a la judicatura a garantizar que el procedimiento judicial se desarrolle
conforme a derecho, así como el respeto de los derechos de las Partes.»
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Los anteriores criterios que contienen los principios básicos relativos a la
independencia de la judicatura deben ser aplicados por los jueces y tribunales en
todos los Estados miembros, ya sea en situaciones ordinarias como en
situaciones especiales, tales como las que se producen en los estados de
excepción.

La independencia de los jueces y tribunales, es, por lo tanto, indispensable
en los estados de excepción, para garantizar de manera efectiva el control
jurisdiccional de las medidas de excepción, para asegurar la responsabilidad del
Estado por violaciones a los derechos humanos y para salvaguardar el Estado de
Derecho.

g. Las Reglas Minimas Para el Tratamiento de los Reclusos.21

Este valioso y prolijo documento de las Naciones Unidas establece toda una
serie de regulaciones y normas que deben ser atendidas por los Estados
miembros e incorporadas en sus respectivas legislaciones, para brindar una
amplia y eficaz protección a las personas detenidas por cualquier motivo en todo
tipo de circunstancias de tiempo y lugar.

Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, si bien no se
refieren específicamente a la situación de las personas detenidas o privadas de
su libertad durante los estados de excepción, contienen disposiciones que de
manera general comprenden tales situaciones, y por lo tanto son susceptibles de
aplicarse aún cuando no se haga referencia expresa de ellas.

El apartado 6.1 de las citadas Reglas Mínimas establece lo siguiente:

«Reglas de aplicación general. Principio Fundamental. Las reglas que siguen
deben ser aplicadas imparcialmente. No se debe hacer diferencias de trato
fundadas en prejuicios, principalmente de raza, color, sexo, lengua, religión,
opinión política o cualquier otra opinión, de origen nacional o social, fortuna,
nacimiento y otra situación cualquiera.»

El anterior principio establece la prohibición de no utilizar criterios
discriminatorios al momento de aplicar las Reglas Mínimas por los jueces,
tribunales y autoridades administrativas y penitenciarias, incluso por motivos de
«opinión política, lo cual es muy frecuente, especialmente en los estados de
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excepción o de emergencia.

Los Estados miembros, en consecuencia, deben aplicar los criterios y
normas de conducta que están contenidos en las Reglas Mínimas en todo tipo de
circunstancias, con el objeto de brindar a todos los detenidos por cualquier
motivo, un tratamiento humano con respeto a sus derechos y garantías
fundamentales. Deben ser interpretadas y aplicadas en consonancia con
disposiciones convencionales sobre derechos humanos, pero también con ciertos
principios jurídicos de protección de las personas detenidas como el «Conjunto
de Principios para la Protección de todas las Personas sometidas a cualquier
forma de Detención o Prisión, adoptados por la Asamblea General de las
Naciones Unidas mediante la Resolución 43/173 de 9 de diciembre de 1988, y
que si bien estos principios no regulan expresamente la protección de las
personas detenidas, durante los estados de excepción, establecen una serie de
reglas y disposiciones que deben ser atendidas por los funcionarios encargados
de hacer cumplir la ley en los Estados miembros de la Organización, en todo tipo
de circunstancias.

h. Los Principios Relativos a una Eficaz Prevención e Investigación de las
Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias.

Los principios fueron aprobados por el Consejo Económico y Social
mediante la Resolución 1989/65 de 24 de mayo de 1989, por recomendación del
Comité de Prevención del Delito y Lucha contra la Delincuencia de las Naciones
Unidas.

En materia relativa a la prevención y sanción de las ejecuciones en todo tipo
de circunstancias, incluso durante los estados de excepción, el principio primero
expresa que: «los gobiernos prohibirán todas las ejecuciones extralegales,
arbitrarias o sumarias y velarán porque todas esas ejecuciones se tipifiquen
como delitos en su derecho penal y sean sancionables con penas adecuadas que
tengan en cuenta la gravedad de tales delitos. No podrán invocarse para justificar
esas ejecuciones circunstancias excepcionales, como por ejemplo, el estado de
guerra o de riesgo de guerra, la inestabilidad política interna ni ninguna otra
emergencia pública. Esas ejecuciones no se llevarán a cabo en ninguna
circunstancia, ni siquiera en situaciones de conflicto armado interno, abuso o uso
ilegal de la fuerza por parte de un funcionario público o de otra persona que
actúe con carácter oficial o de una persona que obre a instigación, o con el
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consentimiento o la aquiescencia de aquélla, ni tampoco en situaciones en las
que la muerte se produzca en prisión. Esta prohibición prevalecerá sobre los
decretos promulgados por la autoridad ejecutiva.»

Los principios de las Naciones Unidas regulan la prohibición de emitir
órdenes superiores y de obedecerías para practicar ejecuciones extralegales,
sumarias o arbitrarias en toda circunstancia. En tal sentido, el principio tercero
establece que, ‘<los gobiernos prohibirán a los funcionarios superiores o
autoridades públicas que den órdenes en que autoricen o inciten a otras personas
a llevar a cabo cualquier ejecución extralegal, arbitraria o sumaria. Toda persona
tendrá el derecho y el deber de negarse a cumplir esas órdenes. En la formación
de esos funcionarios encargados de hacer cumplir la ley deberá hacerse hincapié
en las disposiciones expuestas.”

Ampliando los conceptos anteriores, el principio diecinueve establece que,
«sin perjuicio de lo establecido en el principio tercero, no podrá invocarse una
orden de un funcionario superior o de una autoridad pública como justificación
de ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias. Los funcionarios superiores,
oficiales u otros funcionarios públicos podrán ser considerados responsables de
los actos cometidos por funcionarios sometidos a su autoridad si tuvieron una
posibilidad razonable de evitar dichos actos. En ninguna circunstancia, ni
siquiera en estado de guerra, de sitio o en otra emergencia pública, se otorgará
inmunidad general previa de procesamiento a las personas supuestamente
implicadas en ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias.»

Los principios anteriores están estrechamente vinculados a las circunstancias
excepcionales y a la protección de derechos inderogables en tales casos, y son
de mucha utilidad para efecto de que los Estados los incorporen y desarrollen en
sus respectivas legislaciones, evitándose así graves abusos de autoridad sin lugar
a. deducir responsabilidades legales. Tómese en cuenta que durante los estados
de excepción las ejecuciones de personas son muy frecuentes como producto de
órdenes ilegales y violatorias de derechos humanos provenientes de autoridades
superiores, por lo que es de mucha importancia que tales principios sean
conocidos y positivados por el Derecho interno.

i. Los Principios Básicos Sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de
Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley.
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Este conjunto de principios fue adoptado por el Octavo Congreso de las
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente,
celebrado en la Habana (Cuba), del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990.

Los principios básicos contienen importantes aportaciones para regular la
conducta de las autoridades y funcionarios estatales en materia del uso de la
fuerza y de armas de fuego, utilizadas de manera frecuente y excesiva durante
los estados de excepción. Tales principios, por lo tanto, deben ser del
conocimiento de las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley, y deben ser
incorporados en las legislaciones nacionales relacionadas con los estados de
excepción, a fin de establecer las reglas para el uso de la fuerza y armas de
fuego, evitándose así el uso desproporcionado e indebido de las mismas con
ocasión de impulsar medidas de excepción.

El principio octavo claramente expresa que, «no se podrán invocar
circunstancias excepcionales tales como la inestabilidad política interna o
cualquier otra situación pública de emergencia para justificar el quebrantamiento
de estos principios básicos.» Complementariamente, el principio veintiseis
establece que, «los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no podrán
alegar obediencia de órdenes superiores si tenían conocimiento de que la orden
de emplear la fuerza o armas de fuego, a raíz de la cual se ha ocasionado la
muerte o heridas graves a una persona, era manifiestamente ilícita y tuvieron
una oportunidad razonable de negarse a cumplirla. De cualquier modo, también
serán responsables los superiores que dieron las órdenes ilícitas.»

También se regulan ciertos principios básicos para regular la actuación de las
autoridades estatales en caso de reuniones y manifestaciones públicas, propias
de los estados de excepción. En tal sentido, se regula en el principio trece que,
«al dispersar reuniones ilícitas pero no violentas, los funcionarios encargados de
hacer cumplir la ley evitarán el empleo de la fuerza o, si no es posible, lo
limitarán al minimo necesario.» Y el principio catorce que expresa que, «al
dispersar reuniones violentas, los funcionarios encargados de hacer cumplir la
ley sólo podrán utilizar armas de fuego cuando no se puedan utilizar medios
menos peligrosos y únicamente en la mínima medida necesaria. Los funcionarios
encargados de hacer cumplir la ley se abstendrán de emplear las armas de fuego
en esos casos, salvo en las circunstancias previstas en el principio 9.»

El citado principio nueve establece como regla general que, <los funcionarios
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encargados de hacer cumplir la ley no emplearán armas de fuego contra las
personas salvo en defensa propia o de otras personas, en caso de peligro
inminente de muerte o lesiones graves, o con el propósito de evitar la comisión
de un delito particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o
con el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y oponga
resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso de que resulten
insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos. En cualquier
caso, sólo se podrá hacer uso intencional de armas letales cuando sea
estrictamente inevitable para proteger una vida.»

Finalmente, el principio séptimo establece que, «los gobiernos adoptarán las
medidas necesarias para que en la legislación se castigue como delito el empleo
arbitrario o abusivo de la fuerza o de armas de fuego por parte de los
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.»

y La Declaración Sobre la Protección de Todas las Personas Contra las
Desapariciones Forzosas.22

A diferencia del sistema Interamericano, las Naciones Unidas aún no han
adoptado un instrumento convencional sobre esta materia tan importante para la
protección de las personas durante los estados de excepción. La Asamblea
General de las Naciones Unidas únicamente ha adoptado una declaración
internacional con anterioridad al instrumento convencional de la OEA, el cual se
comentará en otro apartado de este capítulo y en el capítulo siguiente.

Sobre la temática de los estados de excepción la Declaración de las
Naciones Unidas en el artículo 7 expresa lo siguiente: Ninguna circunstancia,
cualquiera que sea, ya se trate de amenaza de guerra, estado de guerra,
inestabilidad política interna o cualquier otro estado de excepción, puede ser
invocada para justificar las desapariciones forzosas.»

En términos generales, pues, los Estados miembros de la Organización y los
Estados Partes de los tratados respectivos, deben aplicar los anteriores
instrumentos declarativos y convencionales en los estados de excepción, pero
también deben aplicar las disposiciones contenidas en otros tratados y
declaraciones internacionales sobre derechos humanos, que de una u otra forma
están relacionados con la protección de estos derechos en todo tipo de
circunstancias. Entre ellas se pueden mencionar: la Convención para la
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Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio (1948>; la Convención sobre la
Abolición del Trabajo Forzado (OIT. 1957); la Convención sobre la
Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa
Humanidad (1968); los Principios de Cooperación Internacional en la Identificación,
Detención, Extradición y Castigo de los Culpables de Crímenes de Guerra o de
Crímenes de Lesa Humanidad (1973); la Declaración sobre la Eliminación de
todas las Formas de Intolerancia y Discriminación Fundadas en la Religión o las
Convicciones (1981); la Declaración sobre el Derecho de los Pueblos a la Paz
(1984); la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las
Victimas de Delitos y del Abuso de Poder (1985); las Reglas Mínimas de las
Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de
Beijing. 1985); el Conjunto de Principios para la Protección de todas las Personas
sometidas a cualquier forma de Detención o Prisión (1988>; la Convención sobre
los Derechos del Niño (1989); y los Principios Básicos para el Tratamiento de los
Reclusos (1990).

Los tratados y declaraciones internacionales mencionados en el presente
capitulo, así como los principios jurídicos adoptados por las Naciones Unidas,
deben tener aplicación efectiva en el interior de los Estados miembros de las
Naciones Unidas, particularmente en aquellas situaciones en las cuales los
derechos humanos corren el peligro de ser afectados por disposiciones
discrecionales de la administración pública, como se observa en los estados de
excepcion.

Los Estados, por lo tanto, están obligados con mayor razón aún a aplicar las
disposiciones internacionales respectivas, con el fin de proteger los derechos
humanos en ocasión de ejercer las facultades extraordinarias. Pero
fundamentalmente, los Estados deben cumplir con lo dispuesto por el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y por la Declaración Universal de
Derechos Humanos a este respecto.

3. Am bito de Aplicación del Sistema Universal.

El sistema de protección de las Naciones Unidas, a diferencia de los demás
sistemas existentes, tiene un ámbito de aplicación mucho más amplio y
complejo. Los instrumentos jurídicos, los órganos e instancias de protección y
los procedimientos de protección pueden producir efectos jurídicos en los 196
Estados Miembros de la Organización, e incluso en los territorios no autónomos
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que un momento determinado estuvieren bajo el régimen de administración
fiduciaria a que hace referencia la Carta de la ONU.23

El ámbito de aplicación territorial, en consecuencia, es de carácter universal,
dado que comprende todos los continentes y regiones del mundo.

El ámbito de aplicación material del sistema universal es también muy
amplio, ya que produce efectos jurídicos en todo tipo de situaciones internas e
internacionales que experimentan los Estados. Los instrumentos jurídicos,
convencionales, declarativos y resolutivos, y los órganos y procedimientos de
protección del sistema, pueden ser aplicados e intervenir tanto en situaciones de
paz como en situaciones de disturbios internos o tensiones interiores, estados de
excepción, y también en los conflictos armados.

Por otra parte, el sistema de las Naciones Unidas tiene un ámbito de
aplicación personal que da lugar a favorecer con los mecanismos de protección
universal a todo tipo de personas, en todo tipo de circunstancias. Los
instrumentos jurídicos sobre derechos humanos favorecen tanto la protección de
los nacionales de cada Estado miembro, como la de los extranjeros sometidos a
su jurisdicción, con lo cual se está reafirmando claramente el carácter universal
de la protección internacional del sistema de Naciones Unidas.24

En consecuencia, el ámbito de aplicación del sistema universal permite que
los instrumentos internacionales puedan aplicarse en todo tipo de circunstancias,
incluso en los estados de excepción, y por lo tanto, los órganos y procedimientos
de protección del sistema pueden operar en tales situaciones, con el objeto de
ejercer un control y supervisión eficaz sobre las actividades discrecionales de
carácter excepcional de los Estados, y verificar si éstos cumplen o no con sus
compromisos jurídicos de protección de los derechos humanos en tales
situaciones, especialmente los contenidos en el artículo 4 del Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos, y en los instrumentos declarativos y convencionales
que se han citado anteriormente.

4. Organos y Procedimientos de Protección Aplicables en los
Estados de Excepción.

El sistema de protección de Naciones Unidas dispone de una serie de
órganos y procedimientos convencionales y extraconvencionales que están

-195-



vinculados con la promoción y protección de los derechos humanos y de las
libertades fundamentales universalmente reconocidos.

Desde su creación, las Naciones Unidas han establecido por medio de
normas convencionales y de resoluciones, instancias de protección de distinta
naturaleza y composición, con funciones y métodos de trabajo diversos en
materia de derechos humanos. El mandato de las instancias y órganos
competentes en materia de derechos humanos en el sistema universal es amplio
y variado. Permite que los órganos de protección cumplan diversas funciones y
realicen distintas actividades de su competencia. Se han creado en los últimos
años nuevos órganos e instancias de protección, supervisión y control de los
derechos humanos, que no tienen precedente en la reciente historia de la
protección internacional. Se han establecido instancias para verificar la situación
de ciertos derechos humanos en particular, sobre temas específicos, o respecto
de determinados países o regiones geográficas; y se han establecido recientemente
instancias de verificación activa de violaciones de los derechos humanos.
Incluso, se ha establecido el Relator Especial sobre los Estados de Excepción,
que constituye una instancia específica con competencia para conocer sobre la
situación de los derechos humanos en tales situaciones.

De todos los órganos e instancias del sistema universal sólo el Relator
Especial sobre los Estados de Excepción tiene mandato especifico para conocer
los casos relacionados con los derechos humanos en los estados de excepción,
ya que muchos órganos e instancias de las Naciones Unidas, si bien pueden
conocer en términos generales casos de violaciones de los derechos humanos
sucedidas en los estados de excepción, su mandato no se limita únicamente a
ello, sino que en la mayoría de los casos su mandato es más amplio o es de otra
naturaleza, por lo que es importante tratar de describir las funciones y
actividades de tales órganos e instancias relacionados con la protección, la
supervisión y el control de los derechos humanos en tales situaciones.

Algunos de los órganos e instancias de las Naciones Unidas han surgido con
base en disposiciones contenidas en tratados internacionales de carácter general
como la Carta de las Naciones Unidas;25 otros con base en tratados
internacionales sobre derechos humanos;26 o bien, han sido establecidos a través
de resoluciones de los órganos principales de las Naciones Unidas o de órganos
especializados con competencia en materia de derechos humanos, tales como la
Comisión de Derechos Humanos y la Subcomisión de Prevención de
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Discriminaciones y Protección a las Minorías.27

Puede afirmarse con certeza que las Naciones Unidas es la organización
intergubernamental que más órganos, instancias y procedimientos de protección
ha establecido hasta la fecha. A diferencia de los sistemas europeo e
interamericano, el sistema universal carece de órganos y procedimientos
jurisdiccionales de protección de los derechos humanos. Esta circunstancia no
permite que el sistema universal pueda intervenir con mayor fuerza en los
estados de excepción a través de un procedimiento de efectos vinculantes, como
lo sería en su caso el procedimiento jurisdiccional de los sistemas regionales.

4.1 Organosy Procedimientosextraconvencionales.

Entre los más importantes órganos e instancias de protección, supervisión y
control internacional del sistema universal de carácter extraconvencional, pueden
mencionarse los siguientes:

a> La Comisión de Derechos Humanos;
b> La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las

Minorías;
c> El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales;
d) La Comisión sobre la Condición Jurídica y Social de la Mujer;
e> El Comité Tripartito del Consejo de Administración de la Organización

Internacional del Trabajo (OIT);
f) La Comisión de Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la

Organización Internacional del Trabajo (OIT>;
g) El Subsecretario General Adjunto de Derechos Humanos;
h) El Alto Comisionado para los Derechos Humanos;
i> El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados;
j> El Representante Especial del Secretario General para las Personas

Desplazadas;
k> El Relator Especial Sobre los Estados de Excepción;
1> El Relator Especial de las Ejecuciones Sumarias o Arbitrarias de Personas;
m) El Relator Especial de la Tortura;
n) El Relator Especial sobre las Detenciones sin Acusación o Juicio;
o) El Relator Especial sobre la Independencia de Jueces y Abogados;
p> El Relator Especial sobre Libertad Religiosa; el Relator Especial sobre la

Eliminación de todas las formas de Intolerancia y la Discriminación fundadas

-197-



en la Religión o las Convicciones; el Relator Especial sobre las formas
contemporáneas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y la
intolerancia; el Relator Especial sobre la Libertad de Opinión y Expresión; el
Relator Especial sobre el empleo de Mercenarios para impedir el ejercicio de
los Derechos de los Pueblos a la Libre Determinación; el Relator Especial
sobre los efectos de los Productos Tóxicos y Peligrosos para el disfrute de los
Derechos Humanos; el Relator Especial sobre la Venta de Niños, la
Prostitución infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía; y la
Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer;

q> El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de
Personas;

r> El Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria;
s> El Grupo de Trabajo sobre Comunicaciones; el Relator Especial sobre nuevas

Comunicaciones; y el Relator Especial para el seguimiento de las
observaciones adoptadas en virtud del Protocolo Facultativo, todos del
Comité de Derechos Humanos;

t) El Grupo de Trabajo sobre las formas contemporáneas de la Esclavitud;
u) El Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas;
y> El Grupo de Expertos sobre niños y menores detenidos;
w) Los Relatores Especiales; Representantes Especiales; Enviados Especiales;

Grupos Especiales de Trabajo; Grupos de Trabajo ad hoc; Expertos Asesores
o Expertos Independientes; y otras instancias análogas que tienen competencia
para conocer sobre situaciones relacionadas con los derechos humanos en
determinados paises, en toda circunstancia; instancias de verificación
internacional de los derechos humanos creadas recientemente, en el marco
de las operaciones de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas: la
Misión de Observadores de las Naciones Unidas en El Salvador (ONUSAL),
establecida desde 1990 con ocasión de la firma de los Acuerdos de Paz; la
Misión de Observadores de las Naciones Unidas en Guatemala (MINUGUA>,
establecida en 1994; y la Misión Civil Internacional de Observadores de las
Naciones Unidas en Haití (MINUHA), establecida en 1993.28

En las instancias citadas se desarrollan procedimientos extraconvencionales
con distintas características, requisitos y efectos, que permiten examinar casos
individuales y situaciones generales de violaciones de derechos protegidos por el
sistema, especialmente a través de la Declaración Universal de los Derechos
Humanos. Me limitaré solamente describir el mandato y las actividades de las
que son más importantes en relación con la protección de los derechos humanos
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durante los estados de excepción.

a. La Comisión de Derechos Humanos.

Entre los órganos de derechos humanos más importantes de las Naciones
Unidas se puede mencionar la Comisión de Derechos Humanos, por lo que
merece de un tratamiento más amplio que permita analizar no tan sólo su
mandato en materia de protección, especialmente en cuanto se refiere a la
protección en el marco de los estados de excepción, sino también destacar su
fuente de creación, la forma en que fue establecida, el proceso de integración de
sus miembros, la evolución que ha observado desde su creación< y la relación
que tiene con los demás organismos de protección del sistema universal y de
otros sistemas regionales.

La Comisión de Derechos Humanos inicialmente fue creada como un órgano
auxiliar del Consejo Económico y Social, y posteriormente fue establecida con la
categoría de Comisión, en virtud de la Resolución 9 (II), de 21 de junio de 1946,
del Consejo Económico y Social.29

Originariamente la Comisión de Derechos Humanos estuvo integrada por 18
miembros, que fueron aumentados a 21, luego a 43, y últimamente a 53
miembros, que es su composición actual, asignándose las últimas 10 plazas a
los grupos regionales de Africa, Asia, América Latina y el Caribe.30 Está
integrada actualmente por un representante de cada uno de los 53 Estados
miembros de las Naciones Unidas, seleccionados por el Consejo Económico y
Social sobre la base de una distribución geográfica equitativa de acuerdo con el
criterio siguiente: 11 miembros de los Estados de Africa; 9 miembros de los
Estados de Asia; 8 miembros de los Estados de América Latina; 10 miembros de
los Estados de Europa occidental y otros Estados; 5 miembros de los Estados de
la región que se conoció como Europa oriental; y 10 miembros distribuidos en
distintas regiones tal como se señala anteriormente.3’

Desde su inicio la Comisión quedó autorizada para «constituir grupos de
trabajo especiales compuestos de expertos, designados a título personal.32
También fue facultada para establecer subcomisiones, entre ellas, la Subcomisión
de Protección a las Minorías y la Subcomisión de Prevención a las
Discriminaciones, la cual quedó conformada en una sola Subcomisión.33
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La Comisión también tuvo como mandato inicial trabajar en la elaboración
de una Carta Internacional de Derechos Humanos que comprendiese una
declaración internacional y tratados sobre las libertades cívicas, la condición
jurídica y social de la mujer, la libertad de información y otros temas análogos; y
en especial, para redactar los Pactos Internacionales sobre Derechos Civiles y
Políticos, y sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

En términos generales, la Comisión fue facultada para ocuparse de cualquier
cuestión relacionada con la situación de los derechos humanos en los Estados
miembros de la Organización.

Tal como se ha señalado anteriormente, la creación de la Comisión de
Derechos Humanos tiene como base la Carta de las Naciones Unidas,34 pero por
la naturaleza de su función y de su mandato, está supeditada al Consejo
Económico y Social y sujeta a relacionarse prácticamente con todos los órganos
e instancias más importantes del sistema universal y de los sistemas regionales,
especialmente con el sistema interamericano y europeo de protección.

El mandato de la Comisión le permite informarse de la situación de los
derechos humanos en todo el mundo y en todo tipo de situaciones, incluyendo
por supuesto los estados de excepción. La Comisión se informa y analiza la
situación de los derechos humanos en determinados países y regiones
geográficas; conoce sobre situaciones relativas a ciertos derechos humanos
especialmente protegidos; y adopta resoluciones y recomendaciones tanto para
los Estados miembros como para la misma Organización sobre los temas
tratados en cada período anual de sesiones.35

En definitiva, la Comisión <hace estudios sobre problemas de derechos
humanos, prepara recomendaciones para la acción y redacta instrumentos de las
Naciones Unidas relativos a los derechos humanos. Se encarga de las tareas
especiales que le asignan la Asamblea General o el Consejo Económico y Social,
comprendida la investigación de las denuncias de violaciones de derechos
humanos y el trámite de comunicaciones relativas a esas violaciones. También
ayuda al Consejo, a coprdinar las actividades relativas a los derechos humanos
de todo el sistema de las Naciones Unidas.36

Desde que fue creada la Comisión de Derechos Humanos, su trabajo se
redujo a dos etapas que se centran en los períodos comprendidos de 1946 a
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1967; y de 1967 a la fecha.

En la primera etapa la Comisión tuvo como primordial tarea la elaboración
de los primeros instrumentos declarativos y convencionales generales sobre
derechos humanos. Cabe destacar entre ellos: la Declaración Universal de
Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y su primer
Protocolo Facultativo de 1966, entre otros instrumentos internacionales.

En la segunda etapa, el Consejo Económico y Social resolvió establecer
procedimientos extraconvencionales para dar curso a las comunicaciones
individuales o denuncias sobre violaciones de los derechos humanos, recibidas
por la Secretaría General de la Organización, relativas a «situaciones que
parezcan revelar un cuadro persistente de violaciones manifiestas y
fehacientemente probadas.»37

Es así como el Consejo Económico y Social, tomando como base originaria
su Resolución 728 F(XXVIII) de 30 de julio de 1959; y las Resoluciones 8 (XXIII>
y 9 (XXIII> de la Comisión de Derechos Humanos, de fecha 16 de marzo de
1967; decide en un primer momento establecer, mediante su Resolución 1235
(XLII>, de 6 de junio de 1967, un procedimiento de carácter extraconvencional de
estudio e investigación de situaciones de violación de los derechos humanos, el
cual desde su inicio se caracterizó por ser un procedimiento de carácter público,
a diferencia del procedimiento inicial creado por la citada Resolución 728 que
era eminentemente confidencial.

El procedimiento público establecido mediante la Resolución 1235 permite la
intervención de la Comisión de Derechos Humanos, que puede establecer un
órgano especial de investigación sobre la situación, aún sin contar con el
consentimiento del Estado infractor. En dicho procedimiento también puede
intervenir la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección de las
Minorías examinando las informaciones sobre violaciones notorias de los
derechos humanos, especialmente vinculadas al apartheid y a la discriminación
racial. Es por tal razón que el procedimiento de la Resolución 1235 se aplicó
inicialmente en Africa meridional -Sudáfrica y Rodesia- y en los territorios
ocupados por Israel.

La Comisión de Derechos Humanos, según este procedimiento, puede hacer
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un estudio a fondo de la situación examinada, que por supuesto revele un cuadro
persistente de violaciones notorias de los derechos humanos, y presentar un
informe y recomendaciones al Consejo Económico y Social.

En esta segunda etapa de la Comisión de Derechos Humanos se observa un
cambio en el procedimiento extraconvencional para examinar las situaciones
reveladoras de cuadros persistentes de violaciones manifiestas y fehacientemente
probadas de los derechos humanos y las libertades fundamentales. El Consejo
Económico y Social a partir de la Resolución 1503 (XLVIII> de 27 de mayo de
1970, establece un procedimiento confidencial -no público- para el examen de
las comunicaciones individuales, que requiere la cooperación de los Estados
denunciados, y además, adiciona ciertos requisitos de admisibilidad de las
denuncias de los particulares con criterios de mayor exigencia y rigurosidad.

La tramitación de las comunicaciones individuales le permite a la Comisión y
a la Subcomisión conocer y examinar denuncias sobre hechos sucedidos en todo
tipo de circunstancias, incluyendo los períodos extraordinarios de excepción,
siempre que se cumpla con los requisitos de admisibilidad contenidos en la
Resolución 1503 del Consejo y en la Resolución 1 (XXIV) de la Subcomisión.

Entre algunos de los requisitos de admisibilidad se mencionan los siguientes:
las comunicaciones individuales deben ir dirigidas contra cualquiera de los
Estados miembros de la Organización, incluidos los países o pueblos coloniales y
dependientes; pueden ser presentadas por cualquier persona o grupo de
personas, o por organizaciones no gubernamentales reconocidas en los Estados
miembros; el objeto de las comunicaciones no debe ser incompatible con los
principios de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración Universal de
Derechos Humanos y de los demás instrumentos internacionales aplicables en
materia de derechos humanos; deben agotarse previamente los recursos
internos, salvo que parezca que tales recursos serían ineficaces o se prolongarían
más allá de lo razonable; debe presentarse la comunicación dentro de un plazo
razonable una vez agotados los recursos internos; debe comprender una
descripción de los hechos e indicar el propósito de la petición, señalándose los
derechos humanos violados por el Estado; no debe tener la denuncia motivos
manifiestamente políticos, ni debe ser ofensiva e insultante para el Estado
infractor; y no debe haberse sometido el caso con anterioridad a otro
procedimiento de protección internacional.
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Una vez iniciado el procedimiento interviene en un primer momento la
Subcomisión a través de un grupo de trabajo conformado por un máximo de 5
de sus miembros, el cual examina confidencialmente las comunicaciones
individuales y las respuestas de los gobiernos, recibidas por el Secretario General
de las Naciones Unidas, conforme a la citada Resolución 728. Las comunicaciones
examinadas por el grupo de trabajo deben ser seleccionadas y remitidas a la
Subcomisión en pleno, la cual las examinará en sesiones privadas y determinará
cuáles deberá remitir a la Comisión de Derechos Humanos para su conocimiento,
tomando como criterio que tales comunicaciones se refieran a situaciones que
parezcan revelar un cuadro persistente de violaciones manifiestas y
fehacientemente probadas.

Posteriormente interviene la Comisión de Derechos Humanos, la cual podrá
decidir si la situación requiere un estudio a fondo con el objeto de preparar un
informe y recomendaciones pertinentes al Consejo Económico y Social; o si
procede un examen e investigación por un Comité u Organo Especial de
Investigación de la Comisión, que sólo podrá intervenir con la anuencia y
cooperación del Estado. Dicho Comité de Investigación está conformado por
personalidades independientes e imparciales, y actúa con base en su reglamento
interno. Tiene facultades para recibir y examinar las denuncias individuales,
previo agotamiento de los recursos internos; puede escuchar testigos y recibir
pruebas, procurando la solución amistosa en todo momento, y siguiendo con
rigurosidad el procedimiento confidencial, mediante el cual se garantizará que las
comunicaciones y el procedimiento no serán objeto de publicidad. Al final del
procedimiento, el Comité Especial de Investigación emite un informe con las
sugerencias y recomendaciones pertinentes a la Comisión de Derechos
Humanos, las cuales no son estrictamente vinculantes.

La Comisión de Derechos Humanos, al recibir los informes y recomendaciones
de la Subcomisión y del Comité Especial de Investigación, puede decidir la
adopción de medidas específicas, entre ellas las siguientes: el nombramiento de
Relatores Especiales, Representantes Especiales, Enviados Especiales, Expertos
Asesores Independientes, y el establecimiento de Grupos de Trabajo de Expertos,
todos los cuales son establecidos para examinar más detenidamente y a fondo la
situación que refleja la existencia de violaciones manifiestas y fehacientemente
probadas de los derechos humanos en los países objeto del procedimiento
extraconvencional; y recomienden las medidas pertinentes tanto a la Comisión
como a los gobiernos involucrados con el objeto de solucionar la situación
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examinada conforme a los estándares establecidos por el Derecho Internacional
de los Derechos Humanos.

La Comisión también puede solicitar al Secretario General de las Naciones
Unidas que tome contacto por si o por medio de su representante con los
gobiernos que son objeto del procedimiento 1503, para informarse de las
medidas adoptadas por los Estados en relación con el procedimiento. Puede,
asimismo, solicitar de los funcionarios o instancias internacionales antes
señalados que le informen periódicamente de sus gestiones, así como también
que informen a la Asamblea General, con lo cual la Comisión está dando lugar a
que por medio de otras instancias políticas y técnicas de la Organización, se
presione a los Estados miembros que han incumplido sus obligaciones jurídicas
internacionales sobre derechos humanos, ante el órgano político más representativo
del sistema de las Naciones Unidas.

Además de adoptar cualquiera de las medidas anteriores, la Comisión puede
hacer recomendaciones al Consejo Económico y Social en el mismo sentido. En
ambos casos influye la confidencialidad del procedimiento de la Resolución 1503
y se hacen públicas las medidas y recomendaciones de la Comisión, lográndose
hasta este momento el efecto de presión internacional de carácter político y
moral que puede deducirse únicamente de los procedimientos extraconvencionales
del sistema universal.

El procedimiento de las comunicaciones individuales, que surgió en el
sistema de Naciones Unidas como una aportación inicial de la Organización
Internacional del Trabajo (OIT>, ha sido fortalecido por la Comisión y la
Subcomisión por mandato del Consejo Económico y Social; y constituye
actualmente un procedimiento de efectos políticos y morales, más que un
procedimiento de efectos jurídicos. Tal como se ha comentado, el desarrollo de
este procedimiento es prácticamente confidencial en casi todas sus etapas, y
además, requiere la colaboración de los Estados, lo cual refleja deficiencias del
procedimiento de protección, ya que en la práctica de la Comisión y de la
Subcomisión los Estados no han colaborado efectivamente, no obstante que el
procedimiento les es favorable por su carácter confidencial. Esta situación
plantea la necesidad de hacer una revisión de los procedimientos
extraconvencionales de carácter confidencial, que exigen además, otra serie de
requisitos que no responden a la tendencia del desarrollo de la protección
internacional en el mundo contemporáneo.
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Sin embargo, podría destacarse que aún cuando el efecto de la publicidad del
procedimiento 1503 se observa hasta el final del mismo, ello constituye un
elemento positivo para la protección de las personas frente a los abusos de poder
en los casos de graves y sistemáticas violaciones de derechos humanos, dado
que el efecto que produce la publicidad puede dar lugar a que los Estados
cambien progresivamente su política interna en materia de derechos humanos,
debido a la presión internacional por la publiciad de las resoluciones e informes.
Los efectos que se producen mediante el procedimiento 1503, pues, son
eminentemente políticos y morales, y no de carácter jurídico o vinculantes. Ello
se debe también a la composición y naturaleza de la Comisión, y a las
características propias del procedimiento, el cual no representa una garantía
efectiva de los derechos humanos en los estados de excepción, dado que en
tales circunstancias se exige fundamentalmente de mecanismos y procedimientos
ágiles, eficaces, poco formales y vinculantes.

La Comisión de Derechos Humanos, en definitiva, no tiene limitaciones para
conocer y examinar las comunicaciones individuales que contengan denuncias
sobre «violaciones manifiestas y fehacientemente probadas de los derechos
humanos sucedidas en los estados de excepción, dado que su amplio mandato
le permite conocer sobre todo tipo de situaciones relacionadas con los derechos
humanos sucedidas en cualquiera de los Estados miembros de la Organización,
en toda circunstancia. Esta experiencia de la Comisión debería ser aprovechada
para tomar medidas más adecuadas y urgentes en los casos relacionados con la
protección de los derechos humanos en los estados de excepción, ampliando el
mandato de las instancias de protección y de supervisión ya existentes, o
estableciendo nuevas instancias de verificación inmediata y efectiva de las
violaciones a los derechos humanos.

Pero la Comisión de Derechos Humanos ha experimentado cambios muy
importantes a partir de los procedimientos extraconvencionales antes comentados,
especialmente con la conformación de nuevas instancias de supervisión y
control, como el establecimiento de los Relatores Especiales o Grupos de Trabajo
por países o regiones geográficas determinadas, a partir de la década de los años
ochenta, por ejemplo, el nombramiento de Relatores Especiales, Representantes
Especiales y Grupos de Trabajo para países como Guatemala, El Salvador,
Guinea Ecuatorial, Irán, Afganistán y otros países.

Puede destacarse también el establecimiento más reciente de otras instancias
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y procedimientos extraconvencionales de protección que le permiten a la
Comisión examinar temas específicos o situaciones relacionadas con determinados
derechos humanos, tales como la conformación del Grupo Especial de Trabajo
sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de Personas, el Relator Especial
de la Tortura, el Relator Especial sobre las Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias
o Arbitrarias, y otras instancias análogas, que al igual que las instancias creadas
para verificar la situación por países, están dejando de lado el procedimiento
confidencial, y están adoptando procedimientos públicos aún cuando no exista la
cooperación de los Estados. Ello demuestra que la tendencia actual en los
procedimientos extraconvencionales es la de rescatar el carácter no confidencial
del procedimiento de la Resolución 1235, dejando de lado la rigurosidad
confidencial del procedimiento de la Resolución 1503.

Puede notarse cómo distintas instancias están impulsando medidas y
procedimientos innovadores en el sistema, tales como la realización de visitas «in
situ», con la anuencia de los gobiernos; y la realización de «acciones o
comunicaciones urgentes” con los gobiernos, sobre casos graves que exigen de
una reacción inmediata del sistema. Este tipo de acciones y medidas, como las
que impulsan las instancias vinculadas con las desapariciones de personas, los
casos de tortura y ejecuciones sumarias o arbitrarias, son las que se requieren
para salvaguardar la protección de los derechos humanos durante los estados de
excepción, pero lamentablemente no han sido desarrolladas de manera amplia
por el sistema de las Naciones Unidas, ni se ha observado la práctica de dichas
medidas en instancias como el Relator sobre los Estados de Excepción.

El desarrollo y la evolución de la Comisión de Derechos Humanos y de las
distintas instancias extraconvencionales que ha establecido, se ha observado en
mayor medida y con mayor celeridad a partir de la segunda etapa que se ha
descrito anteriormente, durante la cual la Comisión amplió considerablemente su
ámbito de acción y comenzó a crear una serie de instancias de protección,
supervisión y control internacional de los derechos humanos, hasta llegar a
convertirse actualmente en el órgano político de protección más importante del
sistema universal.38

b. La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a
las Minorías.

Otro órgano importante de protección del sistema universal es la Subcomisión
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de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, que fue creada
por la Comisión de Derechos Humanos en su primer periodo de sesiones en
1947, y que por su naturaleza y composición es un órgano técnico.

Originariamente la Subcomisión estuvo integrada por doce miembros, pero
actualmente tiene veintiseis miembros, los cuales son expertos independientes y
actúan a titulo individual o personal. Son elegidos por la Comisión según la
distribución geográfica.39

La Comisión de Derechos Humanos creó la Subcomisión con el objeto de
que coadyuvará a las actividades de la Comisión, y para que se especializara en
el tratamiento de los nuevos problemas de los derechos humanos. «Está
facultada para realizar estudios y formular recomendaciones sobre formas de
prevenir la discriminación y proteger los derechos y libertades fundamentales de
las minorias.

La Subcomisión suele designar relatores especiales o establecer grupos de
trabajo para que se ocupen de temas específicos, entre ellos: la discriminación
en la educación; la intolerancia religiosa; la administración de justicia; las
consecuencias adversas que tiene para el disfrute de los derechos humanos la
asistencia política, militar, económica y de otra índole que se presta a los
regímenes colonialistas y racistas del Africa Meridional; los derechos de las
minorías étnicas, religiosas y lingúisticas; cuestiones relativas a la libre
determinación de los pueblos; la realización de los derechos económicos,
sociales y culturales; los derechos de las poblaciones indígenas; el nuevo orden
económico internacional y la promoción de los derechos humanos; el derecho a
una alimentación suficiente como derecho humano; la explotación de la mano de
obra infantil, y la situación de los derechos humanos en los estados de
excepción, entre muchos otros temas.40

Dispone del apoyo de órganos auxiliares, entre los que pueden mencionarse:
el Grupo de Trabajo sobre Comunicaciones Individuales; el Grupo de Trabajo
sobre la Esclavitud; y el Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas. Además
ocasionalmente establece grupos de trabajo provisionales, como el Grupo de
Trabajo sobre la Detención, que le prestan asistencia a la Subcomisión sobre
temas especializados.41

El mandato de la Subcomisión es lo suficientemente amplio dado que le
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permite tratar una diversidad de temas relacionados con la protección de los
derechos humanos en todo tipo de situaciones, entre ellos, los estados de
excepción, y le permite, además, nombrar Relatores Especiales para situaciones
específicas, tal es el caso del Relator Especial sobre los Estados de Excepción,
nombrado por la Subcomisión, que será objeto de un comentario posterior en el
presente capítulo.

La Subcomisión está facultada por el Consejo Económico y Social para
intervenir confidencialmente y a través de un grupo de trabajo, en el examen
inicial de las comunicaciones individuales a que da lugar el procedimiento de la
Resolución 1503, tal como se ha desarrollado en el apartado anterior del
presente capítulo. En este sentido puede conocer casos sobre violaciones de
derechos humanos fundamentales sucedidas en cualquiera de los Estados
miembros de la Organización en períodos de emergencia excepcional.

El mandato le permite también a la Subcomisión preparar estudios
especializados sobre diversos temas relacionados con los derechos humanos y
su protección en situaciones particularmente graves, tal es el caso del estudio
que la Subcomisión encomendó a la Relatora Especial Sra. Nicolle Questiaux
sobre los estados de excepción, el cual ya ha sido objeto de análisis
anteriormente.42

La Subcomisión, por lo tanto, es otro órgano de protección de las Naciones
Unidas que tiene competencia para conocer situaciones relacionadas con la
protección de los derechos humanos en los estados de excepción, y su
importancia radica, entre otros factores, en el carácter independiente de sus
miembros, y por ende, en la naturaleza técnica como órgano de proteccion.

c. El Relator Especial sobre los Estados de Excepción.

Es importante resaltar el establecimiento del Relator Especial sobre los
Estados de Excepción, que constituye la única instancia de Naciones Unidas que
tiene facultades especificas para conocer sobre la situación de los derechos
humanos en los estados de excepción.43

El Relator Especial fue nombrado por la Subcomisión de Prevención de
Discriminaciones y Protección a las Minorías, en cumplimiento de la Resolución
1985/37 del Consejo Económico y Social, después que la Comisión de Derechos
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Humanos le pidiera a la Subcomisión que le propusiese medidas encaminadas a
asegurar el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales en
los casos de estados de excepción en cualquier parte del mundo.44 En tal
sentido, la Subcomisión decidió establecer por primera vez en la práctica
institucional de las Naciones Unidas la figura del Relator Especial sobre los
Estados de Excepción.

Desde su nombramiento, el Relator Especial preparó y rindió su primer
informe a la Subcomisión, el cual presentó en su

39Q Periodo de Sesiones en
1987, y en él incluyó una lista de países que a esa fecha habían proclamado
estados de excepción, y de otros que habían suspendido las medidas de
excepción impulsadas con anterioridad. Estos informes fueron presentados por
los Estados debido a las gestiones realizadas por el Relator Especial.

A partir de su establecimiento, el Relator Especial ha presentado informes
anuales a la Subcomisión donde consta la situación actualizada de todos los
países del mundo sobre esta materia.

45

El análisis de los estados de excepción en los países miembros de la
Organización, así como todos los aspectos relacionados con la actividad del
Relator Especial, son abordados en los períodos anuales de sesiones de la
Subcomisión en el tema relativo a <la Administración de Justicia y los Derechos
Humanos de los Detenidos,” en el punto de la agenda denominado: <(Cuestión de
los Derechos Humanos y los Estados de Excepción.»

El mandato del Relator Especial le permite informarse de la situación de los
derechos humanos y de las libertades fundamentales en los estados de
excepción en cualquiera de los Estados miembros. Tiene facultades para dirigirse
a los gobiernos, a órganos e instancias de las Naciones Unidas, a organizaciones
intergubernamentales de otros sistemas de protección, y a organizaciones no
gubernamentales con estatuto consultivo ante el Consejo Económico y Social. El
Relator Especial debe solicitar periódicamente a los gobiernos informaciones
relativas a los estados de excepción, entre ellas: s¡ han recurrido o no a estados
de excepción; si han prorrogado o suspendido los estados de excepción
decretados con anterioridad; si han recurrido a instituciones excepcionales y de
qué tipo; si han tomado medidas de excepción y de qué naturaleza; y si han
afectado el ejercicio de derechos humanos. En este caso los Estados deben
informar al Relator Especial sobre el listado de derechos cuyo ejercicio se ha
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visto suspendido o afectado por las medidas excepcionales.

Los Estados deben informar, además, sobre las leyes de excepción
adoptadas, debiéndole remitir el texto de la ley al Relator Especial e informarle
sobre el tiempo de duración de las medidas de excepción y lo relativo al ámbito
territorial donde deberán surtir efectos dichas medidas. Al finalizar los estados de
excepción los gobiernos deben también informar al Relator Especial sobre esta
circunstancia.

El Relator Especial tiene facultades para verificar las informaciones recibidas,
los hechos y situaciones denunciados, y para hacer análisis jurídicos sobre la
responsabilidad de los Estados frente a sus obligaciones internacionales en la
materia. El Relator puede pedir aclaraciones a los Estados sobre las denuncias
recibidas, para lo cual transmite a los gobiernos las denuncias presentadas por
las organizaciones no gubernamentales o por las víctimas. Las respuestas de los
gobiernos son remitidas nuevamente a los denunciantes para que proporcionen
informaciones complementarias.

El Relator Especial tiene cierto margen de acción para mantenerse
informado sobre la situación de los derechos humanos. Para ello solícita
informaciones a diversos órganos e instancias de las Naciones Unidas sobre el
tema objeto de su mandato. Entre tales órganos e instancias pueden mencionarse:
el Comité de Derechos Humanos, la Comisión de Derechos Humanos, el Relator
Especial de la Tortura, el Relator Especial sobre las Ejecuciones Sumarias o
Arbitrarias de Personas, el Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o
Involuntarias de Personas, los Relatores y Representantes Especiales de
determinados países, el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, el Comité
Especial contra el Apartheid, el Comité de Libertad Sindical del Consejo de
Administración de la OIT, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados, el Consejo de Administración Fiduciaria y el Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

Recibe información de órganos e instancias de otros sistemas de protección,
tales como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión
Europea de Derechos Humanos. Contacta también a organizaciones no
gubernamentales y recibe informaciones de ellas, entre las que se pueden
mencionar: la Federación Internacional de Derechos del Hombre y Amnistía
Internacional, que recopilan informaciones sobre los estados de excepción en
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distintos países. El Relator Especial puede solicitar, además, el apoyo del
Secretario General adjunto de Derechos Humanos de la Organización para
cumplir con su mandato.

En definitiva, el Relator elabora informes que contienen la descripción de los
hechos sucedidos en determinados países; un censo estadístico sobre los estados
de excepción en el mundo, destacando las instituciones de excepción, los
derechos suspendidos, y el tiempo de duración y finalización de las medidas.
También emite recomendaciones y propuestas a la Subcomisión y a los Estados
miembros, a efecto de que adopten medidas de diversa índole encaminadas a
mejorar la protección de los derechos humanos durante los estados de
excepción. El Relator hace estudios jurídicos refiriéndose en ellos a los aspectos
conceptuales y a los principios jurídicos que deben regir en los estados de
excepción, y en general, a los criterios de legalidad que deben ser atendidos por
los Estados miembros en tales situaciones. Estos informes son publicados
después de ser entregados a la Comisión de Derechos Humanos y a la
Subcomisión.46

El enfoque doctrinal del Relator Especial, que se refleja en sus informes
anuales, constituye una reafirmación del valioso estudio de la Relatora Especial
de la Subcomisión Sra. Nicolle Questiuax sobre el mismo tema.47

La labor del Relator Especial sobre los Estados de Excepción es importante
para mejorar la situación de los derechos humanos, dado que le permite hacer
un trabajo especializado sobre el tema que ninguna otra instancia del sistema lo
realiza. Ello le permite mantener informados a los demás órganos de protección
de las Naciones Unidas para que puedan tomar las medidas que consideren
adecuadas en el marco de los estados de excepción. Pero es necesario que tanto
la Comisión de Derechos Humanos como la Subcomisión revisen el mandato del
Relator Especial y lo adecuen a las necesidades y requerimientos actuales de la
protección de los derechos humanos en los estados de excepción, dotándolo de
facultades más amplias y de mecanismos eficaces para realizar una verificación
activa de las violaciones a los derechos humanos en tales situaciones.

d. El Relator Especial sobre Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias o
Arbitrarias.

La Comisión de Derechos Humanos ha establecido también un Relator
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Especial sobre las Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias o Arbitrarias.48

Las actividades del Relator Especial están relacionadas con la práctica de las
ejecuciones de personas en todo tipo de situaciones, incluyendo los estados de
excepción. El mandato del Relator Especial lo faculta para informarse de todos
los casos de ejecuciones sumarias y arbitrarias de personas sucedidas en el
mundo; solicitar información a los gobiernos; y establecer comunicación con las
demás instancias de protección de las Naciones Unidas, con organismos
intergubernamentales y con organizaciones no gubernamentales.

El Relator Especial realiza investigaciones y recopila información sobre todo
tipo de ejecuciones, entre ellas: la pena capital, amenazas a muerte, expulsión de
personas a países donde está en peligro su vida, muertes debidas al abuso de la
fuerza y al empleo de armas de fuego por los agentes de autoridad, muertes
sucedidas en los estados de excepción y los conflictos armados, asesinatos de
menores de edad, especialmente de los «niños de la calle”, muertes violentas de
mujeres y de personas pertenecientes a minorías étnicas, religiosas o nacionales,
muertes sucedidas durante los períodos de detención, ejecución de personal de
las Naciones Unidas, muertes de personas que ejercieron la libertad de expresión
y de prensa, muertes debidas al terrorismo, ejecuciones de fuerzas de defensa
civil, y otros casos similares en los cuales pueda verse involucrada, directa o
indirectamente, la responsabilidad de los Estados. Asimismo, el Relator conoce
de hechos relacionados con la administración de justicia y la impunidad, los
éxodos en masa y la prevención de las ejecuciones.

El Relator Especial puede efectuar visitas «in situ» a los países miembros para
constatar acontecimientos especiales o para informarse en términos generales de
la situación imperante; recibir comunicaciones o denuncias individuales y hacer
‘<llamamientos o comunicaciones urgentes» a los gobiernos señalados como
responsables de ejecuciones sumarias o arbitrarias, solicitándoles respuestas e
informes sobre las medidas tomadas para abolir esta práctica.49 Realiza informes
sobre la situación de determinados países, hace análisis globales sobre el
fenómeno, y presenta informes anuales a la Comisión de Derechos Humanos, en
los cuales incluye recomendaciones y sugerencias sobre medidas preventivas y
correctivas que deben adoptarse, tanto por la Organización de las Naciones
Unidas como por los Estados miembros.

Entre las recomendaciones que ha planteado el Relator Especial pueden
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mencionarse las siguientes: el establecimiento de programas o cursos de
Derecho Internacional Humanitario sobre situaciones relacionadas con conflictos
armados internos; programas sobre normas para salvaguardar los derechos
humanos en los estados de excepción o de emergencia; cursos para magistrados,
jueces y funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y otros; la prohibición
oficial del régimen de incomunicación de personas presas o detenidas; y el
establecimiento de órganos independientes que puedan examinar periódicamente
los lugares de detención y el debido respeto a las garantías judiciales básicas.50

También ha planteado recientemente otras recomendaciones, que son
aplicables en los países donde se observa la práctica de las ejecuciones sumarias
o arbitrarias. Entre ellas se mencionan: que se garantice la independencia,
imparcialidad y eficacia de las investigaciones; el acceso efectivo de las víctimas
a la justicia; la protección de testigos jueces y demás funcionarios que
participan en las investigaciones; tipificación clara de los delitos; participación de
expertos forenses en las investigaciones; la independencia, competencia e
imparcialidad de los jueces; eliminación del principio de la obediencia debida
respecto de los delitos sancionados por el Derecho Internacional, como las
ejecuciones sumarias o arbitrarias, actos de genocidio, tortura y desapariciones
forzadas; que la jurisdicción militar no debe ser la competente para investigar las
ejecuciones sumarias o arbitrarias, ni aun en los casos de conflictos armados, y
que en todo caso los investigadores policiales o judiciales deben ser independientes
de la jerarquía militar; la aplicación del «Modelo de Protocolo para la Exhumación
y Análisis de Restos Oseos», incluido el «Manual sobre la Prevención e
Investigación Eficaces de las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias»
(Documento ST/CSDHA/12 de las Naciones Unidas); vigilancia rigurosa de los
grupos de autodefensa civil que operan en varios paises (Guatemala, Perú, Sri
Lanka, Filipinas y Turquía); acciones tendentes a evitar los éxodos en masa; y
finalmente, realizar investigaciones exhaustivas sobre las denuncias de ejecuciones
sumarias o arbitrarias, para identificar, enjuiciar y sancionar a los responsables,
otorgando una indemnización adecuada a las victimas, tomando las medidas
preventivas necesarias a fin de evitar hechos graves de esta naturaleza.51

Desde su nombramiento el Relator Especial ha informado que el fenómeno
de las ejecuciones sumarias y arbitrarias continúa existiendo en todas partes del
mundo, y que se han producido con frecuencia en situaciones de conflicto
armado interno, mediante el uso excesivo o ilegal de la fuerza por parte de los
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y las muertes de personas en
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situaciones de detención o

El mandato del Relator Especial le permite conocer sobre casos y situaciones
sucedidos en el marco de los estados de excepción, que por sus caracteristicas y
por la forma en que se manifiestan favorecen la práctica de las ejecuciones
sumarias o arbitrarias de personas, muchas de ellas sin la posibilidad de que se
investiguen los casos y se deduzcan las responsabilidades legales.53

e. El Relator Especial sobre la Tortura.

El Relator Especial sobre la Tortura es otra figura establecida por la Comisión
de Derechos Humanos. Tiene mandato para conocer sobre situaciones relacionadas
con la práctica de la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes.54

El mandato le permite al Relator Especial conocer sobre la práctica de la
tortura en cualquier época y circunstancia, ya sea en períodos de paz, conflictos
armados, tensiones internas o estados de emergencia excepcional, sucedidas en
cualquier Estado miembro de la Organización.55

La Comisión de Derechos Humanos al establecer la figura del Relator
Especial de la Tortura manifestó que estaba resuelta a «promover la plena
aplicación de la prohibición, en virtud del Derecho Internacional y nacional, de la
práctica de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”,
razón por la cual la Comisión decidió «designar por un año un Relator Especial
para que examine las cuestiones de la tortura...»56

El mandato faculta al Relator Especial para solicitar informes a los Estados
miembros de la Organización sobre las medidas y las leyes relacionadas con las
normas de prohibición de la tortura; sobre las garantías de protección existentes
en el ordenamiento jurídico; y sobre las medidas administrativas, legislativas e
internacionales tomadas para prevenirla y sancionaría. Puede también solicitar
tales informaciones a las organizaciones intergubernamentales y a las
organizaciones no gubernamentales de derechos humanos.

El Relator Especial recibe denuncias sobre la práctica de la tortura; se
comunica con los gobiernos con el fin de que faciliten informaciones y
aclaraciones sobre los casos denunciados; celebra consultas con representantes
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de los gobiernos en la sede de la Comisión de Derechos Humanos; y realiza
«acciones urgentes», que por la naturaleza de la tortura y por las causas que la
motivan, están relacionadas frecuentemente con los estados de excepción.
Puede también hacer llamamientos urgentes a los gobiernos en los casos
verificados como práctica de la tortura por parte de los Estados.

Cada año, desde su establecimiento, el Relator Especial informa a la
Comisión de Derechos Humanos sobre sus actividades en ese período anual, que
comprenden también visitas a los países para informarse de cerca sobre
determinadas situaciones especiales o de interés para la Organización. Pueden
citarse las visitas in situ que el Relator Especial ha realizado a varios países
durante 1987 (Argentina, Uruguay y Colombia>, y 1988 (Corea, Turquía y Perú),
a raíz de las cuales el Relator redactó informes especiales conteniendo
conclusiones y recomendaciones para mejorar las situaciones observadas en
esos paises.

En sus informes anuales a la Comisión el Relator Especial también ha
informado sobre situaciones o hechos relacionados con la práctica de la tortura
durante los estados de excepción.

En el informe anual de 1986 el Relator Especial manifestó a la comisión lo
siguiente: «Las limitaciones impuestas a los derechos individuales y libertades
fundamentales parecen guardar con frecuencia relación directa con la existencia
de un estado de excepción. La legislación de excepción otorga amplios poderes
para la detención y el encarcelamiento de personas. En esas circunstancias,
parece que el período en que se practica invariablemente la tortura es el de la
incomnicción.»

«En el contexto de las denuncias de tortura, la limitación o suspensión del
derecho a la libertad y a la seguridad personales es particularmente pertinente.
Un gran número de personas han sido detenidas en varios países en
circunstancias en las que no se cumplían las condiciones requeridas para la
detención en una situación normal. Los procedimientos prescritos para la
detención y el encarcelamiento quedaron suspendidos mediante decretos y
reglamentos de excepción proclamados por el Poder Ejecutivo, en algunos casos
por las autoridades militares, es decir, que se otorgaron facultades para la
detención y el encarcelamiento no sólo a las autoridades encargadas de aplicar
la ley, sino también a los militares. En varios países, en virtud de disposiciones
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de excepción, quedaron suspendidos explícitamente los mecanismos legales que
determinan la legalidad de la detención, tales como los recursos de hábeas
corpus y de amparo. Con frecuencia, no se dio a conocer el paradero de los
detenidos. Con arreglo a las normas de excepción se autorizaron períodos más
largos de detención del régimen de incomunicación sin formular acusaciones.>

<Los estados de excepción antes descritos legalizaban la detención sin las
suficientes salvaguardias para proteger los derechos de los detenidos, con lo que
disminuía el control de los tratos de que eran objeto, no sólo desde un punto de
vista institucional sino también psicológico.”

«Con arreglo a las denuncias recibidas la tortura se ha practicado con
frecuencia en situaciones regidas por un estado de excepción.’

En el referido informe, el Relator Especial hizo recomendaciones a los
Estados en el sentido de que «todo el personal de seguridad y encargado de
aplicar la ley debería recibir un ejemplar del Código de Conducta para
Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, y explicaciones acerca de sus
requisitos. En especial, habría que darle instrucciones sobre la prohibición
absoluta de la tortura, sea en tiempo de paz o de guerra, con inclusión del estado
de excepción, y sobre el deber que les incumbe de desobedecer las órdenes
recibidas de un superior para torturar.57

f. El Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria y el Relator
Especial sobre las Detenciones sin Acusación y Juicio.

La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las
Minorías ha establecido también determinadas instancias con atribuciones y
facultades relacionadas con la protección de los derechos humanos en todo tipo
de situaciones. Cabe citar entre ellas el Grupo de Trabajo sobre la Detención y el
Relator Especial sobre las Detenciones sin Acusación y Juicio.58

El Grupo de Trabajo sobre la Detención en una de sus resoluciones,59 al
referirse a la protección de los derechos humanos en los estados de emergencia
excepcional, expresó que era conveniente adoptar una interpretación más amplia
de la expresión «estados de excepción>’, a fin de proteger y garantizar los
derechos humanos y las libertades fundamentales puestos en peligro en tales
situaciones.
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Tanto el Grupo de Trabajo sobre la Detención como el Relator Especial sobre
las Detenciones sin Acusación y Juicio, reciben periódicamente informaciones
sobre todo tipo de hechos individuales y situaciones generales relacionados con
la detención de personas o grupos de personas, sucedidas en todo tipo de
circunstancias. Ello les permite conocer casos de detención sucedidos durante
los estados de excepción, aún cuando su mandato no comprenda expresamente
tales situaciones.

g. Representantes Especiales, Relatores Especiales y Grupos de Trabajo
por paises.

La Comisión de Derechos Humanos ha establecido también Relatores
Especiales, Representantes Especiales, Grupos de Trabajo y otras instancias
análogas, para atender situaciones de países determinados. Puede mencionarse
en este sentido los Relatores Especiales de Irán, Iraq, los territorios Arabes
ocupados, Afganistán, Kuwait, Campuchea Democrática, Chipre, Guinea
Ecuatorial, Polonia, Rumania, Cuba, Nicaragua, Perú, Bolivia, Ecuador, Chile,
Guatemala, Sudán, Zaire, Chad, Burundi, Armenia y Azerbayán, Myanmar,
Rwanda y la ex-Yugoslavia. También puede mencionarse el Grupo de Trabajo ad
hoc para Chile, integrado por 5 miembros; el Representante Especial para El
Salvador; y el Experto Independiente para Guatemala y El Salvador. Todos ellos
con mandato para informarse de la situación de los derechos humanos e
informar a la Comisión de Derechos Humanos, pudiendo plantear conclusiones y
recomendaciones tanto a la misma Comisión como a los respectivos gobiernos.

Estas instancias también han conocido sobre casos relacionados con la
protección de los derechos humanos en los estados de excepción, y sus informes
han incidido, incluso, en otros órganos del sistema, como la Asamblea General.60

h. El Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o
Involuntarias de Personas.

La Comisión de Derechos Humanos también ha establecido el Grupo de
Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias, integrado por 5 expertos
que actúan a titulo personal. La creación del Grupo de Trabajo tuvo lugar cuando
no existía en el sistema de Naciones Unidas ni en [os sistemas regionales ningún
instrumento declarativo y convencional de protección contra las desapariciones.
Al momento de establecerse el Grupo de Trabajo no se tenía en el ámbito interno
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e internacional una posición clara respecto a la protección contra las
desapariciones de personas.6’

El Grupo de Trabajo desde su creación ha venido recogiendo informaciones
sobre casos de desaparición de personas en los Estados miembros y ha realizado
varias acciones según lo determina su mandato.62

Esta instancia de protección del sistema universal al igual que las
anteriormente comentadas, tiene facultades para conocer sobre situaciones que
atentan contra los derechos humanos, sucedidas tanto en períodos de normalidad
constitucional, como en los estados de excepción. El mandato le permite al
Grupo recibir denuncias o comunicaciones individuales sobre casos de
desaparición, realizar «acciones urgentes o acciones de «pronta intervención, y
establecer comunicaciones con los gobiernos, con familiares de las victimas y
con organizaciones no gubernamentales. También puede el Grupo de Trabajo
efectuar visitas <in situ» a los países miembros de la Organización para constatar
las denuncias recibidas e informarse ampliamente de la situación. De tales visitas
el Grupo presenta informes a la Comisión de Derechos Humanos.63

<Las fuentes principales de los informes sobre desapariciones forzadas o
involuntarias que examina el Grupo de Trabajo son familiares, personas
estrechamente vinculadas a las personas desaparecidas u organizaciones no
gubernamentales que actúan en su nombre. También ha recibido información de
organizaciones intergubernamentales, organizaciones no gubernamentales y
organizaciones humanitarias. Algunos gobiernos han transmitido informes al
Grupo de Trabajo o han señalado a su atención casos concretos de desapariciones
forzadas o involuntarias. El Grupo de Trabajo ha recibido, además, información
de particulares que comunican haber presenciado la detención o el secuestro de
una persona desaparecida, de personas que afirman haber estado detenidas con
personas desaparecidas en centros de detención y de otras personas que figuran
entre las personas desaparecidas durante cierto tiempo y refieren lo que les ha
ocurrido. El Grupo de Trabajo ha tratado de ocuparse de todos los informes de
desapariciones sobre los cuales se disponía de datos concretos, y dado
instrucciones a la Secretaria para que solicitase información adicional cuando no
se habían recibido detalles suficientes. Los informes de carácter urgente que
requieren medidas inmediatas han sido transmitidos a los gobiernos interesados,
aún cuando no siempre contuviesen los elementos de hecho exigibles.»64
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El Grupo de Trabajo ha organizado un resumen estadístico y analítico de los
casos denunciados por períodos determinados respecto a varios países,65 el cual
publica anualmente a través de un informe a la Comisión de Derechos Humanos.
Elabora un resumen analítico del fenómeno que comprende también como
victimas a mujeres, niños, abogados defensores, activistas de derechos humanos
y familiares de desaparecidos. Redacta conclusiones y recomendaciones para la
Comisión de Derechos Humanos y para los Estados miembros, y tiene como
objetivo principal ayudar a las familias a determinar el destino y el paradero de la
víctima desaparecida.

Las recomendaciones hechas por el Grupo de Trabajo han sido muy
importantes. Cabe citar, entre ellas, la exhortación a los gobiernos «a que
adopten medidas para proteger a las familias de las personas desaparecidas
contra cualquier intimidación o malos tratos de que pudieran ser objeto.” El
Grupo de Trabajo ha llamado a los gobiernos a que cooperen con las actividades
del Grupo, a que los inviten a visitar sus paises, y a «que respondan de manera
plena y satisfactoria a las comunicaciones del Grupo.» También ha instado a los
gobiernos a que se aseguren de que en los estados de emergencia excepcional
se mantengan las necesarias garantías de los derechos humanos, teniendo
presente la prevención de los casos de desaparecidos.»66

Como puede notarse, la actividad del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones
Forzadas o Involuntarias tiene relación directa con los sucesos que han originado
violaciones de los derechos humanos durante los estados de excepción.67 Están
relacionadas con todo tipo de situaciones en las que se pueden decretar estados
de excepción por acontecimientos políticos graves. Por ello la importancia de su
intervención en los casos sucedidos en tales situaciones, pero se requiere
necesariamente de una ampliación y fortalecimiento de su mandato a fin de que
esté revestido de mayores facultades para verificar de manera directa e
inmediata las graves violaciones que conlíeva la desaparición de personas en los
estados de excepción, y proponer medidas y controles urgentes para prevenir y
erradicar esta práctica.

El Grupo de Trabajo en sus conclusiones y recomendaciones que ha
presentado a la Comisión de Derechos Humanos ha expresado en más de una
oportunidad su preocupación por el papel predominante de los Estados en las
situaciones de crisis excepcionales. En una de sus conclusiones el Grupo tomó
nota con preocupación de que, «en situaciones de luchas internas y de conflicto
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armado no internacional, el mecanismo de seguridad del Estado tiende a asumir
un papel cada vez más predominante. El Grupo reconoce, por supuesto, el
derecho y el deber de los Estados de adoptar medidas excepcionales en
circunstancias de graves desórdenes públicos. Sin embargo, tales medidas deben
ser proporcionadas al problema, así como limitadas en el tiempo, y no deben
reducir excesivamente las facultades de las autoridades civiles.»68

i. El Alto Comisionado para los Derechos Humanos.

Esta instancia, de reciente creación en el sistema universal, ha sido
establecida fundamentalmente con el objeto de fortalecer la coordinación de las
actividades de las Naciones Unidas en el campo de los derechos humanos, y de
promover y proteger el disfrute efectivo de los derechos y libertades fundamentales
en los países miembros de la Organización. Está facultado para supervisar las
funciones del Centro de Derechos Humanos y para mantener contacto directo
con los gobiernos de los Estados miembros.

El Alto Comisionado fue nombrado en 1993 y su mandato lo ejerce bajo la
dirección y autoridad del Secretario General. Informa sobre sus actividades a la
Comisión de Derechos Humanos, y a través del Consejo Económico y Social,
mantiene informado periódicamente a la Asamblea General. 69

Tomando en cuenta el ámbito de aplicación material y territorial de su
mandato, el Alto Comisionado para los Derechos Humanos está facultado
también para conocer sobre la situación de los derechos humanos durante los
estados de excepción y los conflictos armados. En tal sentido, ha intervenido
recientemente en las tareas de coordinación de las distintas instancias y
organismos de derechos humanos de las Naciones Unidas en los conflictos de la
ex-Yugoslavia y Rwanda.

4.2 Organos y procedimientosconvencionales.

También pueden citarse importantes órganos de protección de las Naciones
Unidas cuya fuente de creación y mandato ha sido establecido por medio de
tratados internacionales. Entre ellos pueden mencionarse los siguientes:

a) El Comité de Derechos Humanos;
b> El Comité contra la Tortura;
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c> El Comité de los Derechos del Niño;
d) El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer;
e> El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial;
f> El Comité Especial contra el Apartheid;
g) El Comité Especial del Trabajo Forzado de la Organización Internacional del

Trabajo (OIT);
h> El Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la

Organización Internacional del Trabajo (OIT>;
i) El Comité de Encuesta y Conciliación sobre Libertad Sindical de la

Organización Internacional del Trabajo (OIT>.

De las instancias de protección de carácter convencional antes señaladas me
limitaré a analizar el mandato y las actividades de las que considero más
relevantes por su estrecha relación con la protección de los derechos humanos
durante los estados de excepción.

a. El Comité de Derechos Humanos.

El Comité de Derechos Humanos, por otra parte, es un órgano de protección
muy importante del sistema de Naciones Unidas, que está facultado también
para conocer situaciones y casos individuales relacionados con los derechos
humanos y su protección en los estados de excepción.

El Comité fue establecido a través del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos.70 Está integrado por 18 expertos en derechos humanos que
actúan a título personal y son nacionales de los Estados Partes del Pacto. Las
atribuciones del Comité en materia de protección están contempladas en el
Pacto y en su Protocolo Facultativo de 1966, pudiéndose mencionar entre ellas
las siguientes: examinar los informes que los Estados Partes del Pacto hayan
presentado por conducto del Secretario General de la ONU relativos a las
disposiciones adoptadas sobre los progresos y dificultades experimentados al
momento de aplicar las normas contenidas en el Pacto, todo de conformidad con
lo dispuesto por el articulo 40 del mismo. El Comité puede solicitar tales
informes, e incluso puede pedir a los Estados que los amplíen o complementen
sobre puntos de especial interés para el Comité. Puede, además, hacer
comentarios a los informes de los Estados y transmitirlos a los mismos Estados y
al Consejo Económico y Social.
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El mandato del Comité también le permite recibir y examinar las
comunicaciones o denuncias individuales presentadas contra los Estados Partes
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Protocolo Facultativo
de ~966, según lo establece el artículo 1 del citado Protocolo Facultativo, por
violaciones a los derechos civiles y políticos protegidos por el Pacto. Las
denuncias o comunicaciones individuales contra los Estados deben ser presentadas
al Comité por la persona víctima de la violación. No obstante, en la práctica el
Comité ha admitido denuncias provenientes de familiares cercanos a la víctima
que constituyen las víctimas indirectas. En estos casos los denunciantes deben
cumplir con ciertos requisitos formales, entre ellos, el agotamiento de los
recursos de la jurisdicción interna y otros requisitos formales que son similares a
los que se establecen en el procedimiento 1503 del Consejo Económico y Social,
y en los procedimientos ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
y la Comisión Europea de Derechos Humanos, con motivo de las denuncias o
comunicaciones individuales.7’

El procedimiento a que dan lugar las comunicaciones o denuncias
individuales presentadas conforme al Protocolo Facultativo de 1966, le permite
al Comité examinar dichas denuncias de manera confidencial; comunicarse tanto
con el gobierno como con la víctima o su representante; recibir testimonios y
pruebas sobre los hechos denunciados; y presentar sus observaciones al Estado
Parte interesado y a la víctima o su representante. El Estado debe presentar al
Comité explicaciones o declaraciones en las que se aclare el asunto y se señalen
las medidas que eventualmente haya adoptado. El Comité, por conducto del
Consejo Económico y Social, incluirá en el informe anual ante la Asamblea
General, un resumen de sus actividades realizadas en virtud del Protocolo
Facultativo.

El Comité de Derechos Humanos también está facultado para <recibir y
examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado
Parte no cumple las obligaciones» que le impone el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Politicos2 Para ello deben cumplirse ciertos requisitos
formales, entre los cuales pueden mencionarse el reconocimiento previo de la
competencia del Comité expresado por los Estados involucrados. Esta es una
facultad convencional del Comité que no ha sido utilizada en casos de protección
durante los estados de excepción.

En ambos casos, el Comité de Derechos Humanos está facultado para
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conocer violaciones a los derechos civiles y políticos reconocidos en el Pacto,
sucedidas tales violaciones en todo tipo de situaciones, incluidos los estados de
excepción; y tanto en el caso de una comunicación individual como en una
demanda interestatal, el Comité está sujeto a un procedimiento formal que da
lugar a investigar los hechos denunciados, ya sea por violación a uno de los
derechos protegidos o por incumplimiento de una de las obligaciones
convencionales en materia de derechos humanos, como podría ser una violación
al artículo 4 del Pacto.

De todas sus actividades el Comité informa anualmente a la Asamblea
General de Naciones Unidas por conducto del Consejo Económico y Social. Ello
constituye un elemento positivo para la supervisión y control internacional de los
derechos humanos, dado que tanto lo relativo a las comunicaciones individuales
como lo que se refiere a los informes de los Estados es del conocimiento del más
amplio foro internacional, lo cual permite la posibilidad de ejercer una mayor
presión sobre los Estados para el cumplimiento de sus compromisos en materia
de derechos humanos.73

Tómese en cuenta que los Estados Partes del Pacto deben informar al
Comité sobre todo lo relacionado con los derechos civiles y políticos, y por ende,
cuando ello sea procedente, deben también informar sobre lo relativo a la
aplicación de las disposiciones contenidas en el artículo 4 del Pacto, de lo cual se
mantiene también informado al Relator Especial sobre los Estados de Excepción.

Cada año los Estados Partes han brindado informaciones al Comité sobre
casos y situaciones relacionados con los estados de excepción. También han
informado sobre la regulación jurídica interna de las facultades de excepción y
sobre las veces que han ejercido tales facultades.

Se analiza a continuación algunos informes presentados por los Estados
Partes del Pacto en relación con las facultades que les confiere el artículo 4,
donde puede notarse la comunicación e intercambio de información entre el
Comité de Derechos Humanos y los Estados Partes, las valoraciones del Comité
y el cumplimiento de recomendaciones.

En el informe que Trinidad y Tobago presentó al Comité de Derechos
Humanos en 1988 se puede observar que hizo una reserva del párrafo segundo
del articulo 4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ante lo cual
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el Comité le solicitó que expresara su posición al respecto, pero no obtuvo una
aclaración satisfactoria. Trinidad y Tobago se limitó a manifestarle al Comité que
no había considerado la posibilidad de retirar su reserva y que las facultades
especiales del Presidente de la República y las medidas excepcionales estaban
acordes con el ordenamiento constitucional, por lo que no consideraba necesario
sujetarse a lo dispuesto por el Pacto.74 No obstante, Trinidad y Tobago informó al
Comité que desde 1970 no recurría a los estados de excepción.

En 1989, en el informe que el Comité de Derechos Humanos presentó a la
Asamblea General en su 44o. Período de Sesiones, se mencionó que ningún
Estado habia recurrido a los estados de excepción. Los Estados Partes
únicamente informaron al Comité durante este año sobre la regulación legislativa
de los estados de excepción, y algunos de ellos transmitieron informaciones
sobre la ocasión en que habían recurrido a tales medidas en el pasado. El Comité
no hizo mayores comentarios sobre estos informes.

México informó que la última vez que hizo uso de los poderes excepcionales
fue durante la segunda guerra mundial. El Reino Unido de Gran Bretaña informó
que fue durante la guerra de las Islas Malvinas o Islas Falkland en 1982, la última
vez que recurrió a medidas de excepción, pero no proclamó ni notificó tal
situación. Italia, no ha decretado estados de excepción desde el establecimiento
de la República, y ha hecho frente a acontecimientos especiales en las dos
últimas décadas por medio de la aplicación de medidas ordinarias. Para Italia la
mejor garantía del articulo 4 del Pacto reside en la jerarquía de las fuentes de
Derecho. Uruguay, informó al Comité que su ordenamiento jurídico interno no
dispone de una suspensión general de las leyes sino del establecimiento de
medidas de pronta seguridad de carácter preventivo y transitorio, y que las
normas constitucionales aplicables (art. 168>, si bien no coinciden con las
disposiciones del Pacto (art. 4>, no permite la suspensión de los derechos
inderogables reconocidos por el mismo. El Comité se limitó a recibir la
información proporcionada sin comentarios sustanciales.

Colombia transmitió un informe breve al Comité en ese mismo año en el cual
transcribió únicamente las disposiciones constitucionales que regulan el estado
de excepción, estado de sitio y estado de alerta <art.121). Japón manifestó al
Comité que su legislación no dispone de una regulación para suspender de
manera excepcional los derechos públicos y que no se habían producido
situaciones públicas excepcionales en su territorio. Mauricio sostuvo ante el
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Comité que su legislación de excepción y las disposiciones constitucionales
(art.18) regulaban el estado de excepción cumpliendo los requerimientos
exigidos por el articulo 4 del Pacto. En Mauricio se contempla el estado de
emergencia.75 El Comité tampoco planteó cuestiones de fondo al referirse a estos
informes.

En 1990 varios Estados presentaron informes al Comité. Chile informó que
en marzo de 1990 había levantado el estado de excepción que restringía, entre
otros aspectos, el amparo, y daba lugar al juicio de civiles por medio de
tribunales militares. La legislación chilena regulaba el estado de excepción, el
cual era decretado por el Consejo de Seguridad Nacional; y el estado de sitio
decretado por el Parlamento. El Comité constató que en Chile se había recurrido
a la práctica de la tortura y de las detenciones prolongadas, y que los órganos
judiciales vinculados a la aplicación de las medidas de excepción no gozaban de
independencia. El Comité solicitó al Gobierno de Chile que Je informara sobre la
situación de los refugiados y personas en el exilio que habían retornado a su
país. Nicaragua, por su parte, informó que había mantenido en vigencia el estado
de emergencia desde 1982 hasta 1989. La Ley de Estado de Emergencia
Nacional de Nicaragua regulaba el estado de guerra y el estado de emergencia.

Túnez notificó al Comité que había decretado el estado de emergencia en
1978 y 1984. Zaire adoptó nuevas leyes después de la independencia y
reconoció el estado de sitio y el estado de excepción, pero en ningún momento
hizo uso de tales medidas. República Dominicana no ha decretado estado de
excepción desde 1965. Costa Rica tampoco ha decretado la suspensión de
garantías constitucionales hasta la fecha del informe.

Por otra parte, la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS),
convertida posteriormente en la Comunidad de Estados Independientes (CE!), no
contestó a la solicitud del Comité sobre la información del estado de excepción
en la región autónoma del Alto Karabaj y en el distrito de Agdam de la República
de Azerbaiján, tal como había sido notificado al Secretario General de Naciones
Unidas el 13 de octubre de 1988. Según el Comité, las medidas tomadas a partir
del 21 de septiembre de 1988 incluían el toque de queda en dichas regiones.
Portugal informó que no había recurrido a los estados de excepción últimamente.76
Al igual que en los informes anteriores el Comité no comentó sustancialmente la
actitud de los Estados informantes.
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Durante 1991 otros Estados informaron al Comité sobre las situaciones de
excepción y sobre las regulaciones en la misma materia. Panamá informó que
debido a la invasión de los Estados Unidos de Norteamérica y a los disturbios
internos ocasionados por tal acontecimiento, decretó el estado de excepción y
ley marcial en 1987 y 1988, y que en ambos casos se suspendieron todas las
garantías sujetas a suspensión temporal, incluidas entre ellas el amparo y la
garantía de protección a la propiedad privada adquirida conforme a la ley. En el
mes de febrero de 1990 se derogaron las medidas de excepción a través del
Decreto número 50 dejándose sin efecto las medidas que afectaban el amparo.
Madagascar informó que había aplicado disposiciones de emergencia al ocurrir
disturbios, manifestaciones públicas y desastres naturales, pero que no babia
decretado estados de excepción para ello.

En el informe de 1991 consta, además, que Finlandia informó que había
adoptado una nueva ley de defensa que regulaba el estado de emergencia
pública, el cual autorizaba la práctica de las detenciones como último recurso,
dando lugar a la revisión de la legalidad de la detención y a una indemnización
posterior, en su caso. Marruecos informó que su legislación regulaba las figuras
del estado de sitio y el estado de emergencia, y que dichas instituciones no
transferían poderes civiles a la autoridad militar, ni daban lugar a que la autoridad
administrativa adoptara medidas provisionales de carácter excepcional. Tampoco
se permite en Marruecos el establecimiento de tribunales especiales (articulo 35
de la Constitución). A la fecha del informe no se había recurrido en este país a
medidas de excepción. Jordania transmitió al Comité un informe en el que
manifestaba que el estado de emergencia se había decretado en 1967 con
motivo de la guerra entre Israel y los países árabes, y que se había promulgado
también la ley marcial, la cual se suspendió en 1989 y fue anulada
definitivamente por el Decreto Real de 7 de julio de 1991.

Consta también en el informe que en la India la suspensión de los derechos
humanos está sometida a una decisión presidencial y a la aprobación del
Parlamento, a raíz de una enmienda constitucional (artículo 359). El Comité de
Derechos Humanos expresó a la India su preocupación por las informaciones
relacionadas con la no aplicación del Pacto en zonas donde existían disturbios,
muertes, detenciones arbitrarias, excesos de policía y malos tratos en detenidos
sin investigación judicial, así como la práctica de actos discriminatorios
cometidos en contra de minorías étnicas, sucedido todo ello en zonas
relacionadas con tales disturbios. Sri Lanka informó al Comité sobre las medidas
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de excepción previstas en su legislación y sobre la regulación de los derechos
inderogables a nivel constitucional. El Comité al examinar la situación de Sri
Lanka expresó su preocupación ante las violaciones de los derechos humanos,
tales como las ejecuciones extrajudiciales, el empleo excesivo de la fuerza por la
policía y las fuerzas armadas y la detención de personas sin juicio. También
expresó su inquietud por la ineficacia del procedimiento del hábeas corpus, las
restricciones de los derechos con motivo del estado de excepción, el plazo
máximo de 18 meses que podía durar la detención, el derecho a una
indemnización pecuniaria y el derecho a la libertad de información.

El Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte al presentar su tercer
informe periódico ante el Comité,77 fue objeto de ciertas observaciones de parte
de sus miembros, los cuales expresaron su preocupación por las facultades
excesivas de que disfrutaba la policía en virtud de la legislación contra el
terrorismo; por la liberalidad de las normas sobre el uso de armas de fuego por la
policía; y por la multiplicidad de medidas de emergencia y su prolongada
aplicación. También se cuestionó por el Comité las excesivas restricciones al
derecho a la asistencia letrada, así como la aplicación de las leyes sobre
inmigración.

Por otra parte, el Comité también expresó su preocupación porque no se
había asegurado en el sistema de la justicia penal el derecho de apelación,
regulado en el párrafo 5 del articulo 14 del Pacto, y por las restricciones a la
libertad de información impuestas en virtud de la Ley de Radiodifusión, y por el
establecimiento de la censura mediante mandamientos judiciales que impedían
la publicación de informaciones.

España también presentó su informe anual al Comité de Derechos Humanos
sobre distintos aspectos relacionados con los derechos protegidos por el Pacto y
con el marco jurídico y constitucional en que se aplica el mismo.78

España informó sobre las situaciones relacionadas con el estado de
emergencia; el trato a los prisioneros y otros detenidos; la libertad y la seguridad
de las personas y el derecho a un juicio imparcial; la no discriminación y la
igualdad de los sexos; el derecho a la vida, a la libertad de circulación y la
libertad de pensamiento, religión y expresión; la prohibición de propaganda en
favor de la guerra y la apología del odio nacional, racial o religioso; así como
sobre otros derechos y libertades, tales como la protección de las minorías
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étnicas, la protección de la infancia, la expulsión de los extranjeros y la libertad
de reunión y asociación.

En cuanto al estado de emergencia, el Comité le solicitó a España
informaciones sobre distintos puntos, a saber: el plazo máximo de la detención
en los delitos de terrorismo; sobre el articulo 55 de la Constitución Española y su
relación con el Pacto (articulo 4>; sobre el papel del Ministro del Interior y del
Defensor del Pueblo en los delitos de terrorismo; sobre el derecho a la asistencia
de abogado y la duración máxima de la incomunicación en casos de terrorismo;
el funcionamiento en la práctica de la incomunicación de detenidos y la
prolongación del plazo de la detención preventiva.

En respuesta a los requerimientos del Comité, España contestó que la Ley
Orgánica Número 4/1988 había fijado la duración de la detención de personas
sospechosas de haber participado en actos de terrorismo en 72 horas, la cual
podía ser prolongada por 48 horas más por decisión de un juez. Se aclaró,
además, que la suspensión general en ciertos derechos en los casos de estado de
alarma, estado de excepción o de sitio y la suspensión de derechos individuales
en otros casos, estaban ya previstas en la Constitución Española. Se informó que
sólo las Cortes Generales estaban facultadas para aprobar leyes orgánicas
vinculadas con los distintos estados de excepción y que su duración era siempre
limitada. Sobre la incomunicación de personas detenidas se informó al Comité
que ésta solamente podía ser ordenada por una autoridad judicial, pero que los
detenidos disponían siempre de la asistencia letrada, que en el caso de
terrorismo sería nombrada de oficio por el Estado.

España le transmitió al Comité de Derechos Humanos la información
requerida sosteniendo que en todos los casos de suspensión de derechos y
garantías se respetaba el ordenamiento constitucional (artículos 6 a 8, 11, 15 y
16) y que solamente se afectaba en los casos de terrorismo ciertos preceptos
constitucionales por mandato de la misma Constitución (párrafo 2 del articulo
17, y párrafos 2 y 3 del articulo 18)2~

Puede observarse en este caso la forma en que el Comité requirió
información puntual a un Estado Parte sobre aspectos relacionados con la
protección de los derechos humanos en los estados de excepción.

En el citado informe de 1991, los miembros del Comité de Derechos
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Humanos80 afirmaron que de los 95 Estados que eran Partes del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos a esa fecha, la mayoría no había
recurrido últimamente a estados de excepción de ningún tipo, ni habían
adoptado medidas de emergencia. Ello refleja que la labor de supervisión y
control del Comité de Derechos Humanos ha contribuido a que algunos de los
Estados Partes del Pacto no recurran frecuentemente a las facultades
extraordinarias de excepción. Pero dicha información también denota que entre
las diversas instancias de protección y de supervisión y control del sistema de
Naciones Unidas, no existía a esa fecha la comunicación fluida y suficiente para
intercambiar información sobre los estados de excepción y su situación actual en
todas las regiones del mundo, ya que instancias como el Relator Sobre los
Estados de Excepción y la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y
Protección a las Minorías, en el ejercicio de su mandato recopilan información
que demuestra que la tendencia actual a nivel internacional es la de adoptar,
mantener y prorrogar medidas de excepción en un considerable número de
Estados Partes del Pacto.

En los informes más recientes adoptados del 46o. al Sio. Períodos de
Sesiones, que comprenden los años de 1992 a 1994 inclusive, el Comité de
Derechos Humanos analizó la situación de varios Estados Partes del Pacto, en
relación con la adopción de medidas excepcionales con base en las facultades
del artículo 4. Entre tales Estados el Comité mencionó a México, que tomó
medidas excepcionales de hecho en el Estado de Chiapas durante 1994, en
ocasión del incipiente conflicto bélico, sin haberlas decretado formalmente, tal
como está obligado por ser Parte del Pacto. Se citó también el caso de Egipto
que ha mantenido un estado de excepción ininterrumpido desde 1981; los casos
de Camerún, Jordania, Togo y Azerbaiyán, que no han informado al Comité de
Derechos Humanos sobre la suspensión de derechos conforme al Pacto, y han
tomado medidas excepcionales extremas, como el establecimiento de tribunales
de excepción sin garantías mínimas y la adopción de leyes especiales de
excepción que suspenden derechos inderogables. En el caso de Irlanda el Comité
lamentó que el estado de excepción se mantiene vigente desde 1976, y que no
está justificada la continuidad del Tribunal Especial, establecido en 1939,
recomendando que se derogue la ley de excepción y se disuelva el citado
tribunal. En todos los casos el Comité de Derechos Humanos recomienda que las
leyes y las medidas de excepción se adecúen a lo dispuesto por el articulo 4 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y se notífique oportunamente
de las medidas excepcionales al Secretario General de Naciones Unidas.

-229-



El Comité expresó también durante dichos períodos de sesiones, que según
los informes recibidos de la República Dominicana, Tanzania y Uruguay, se
denotaba que las disposiciones de Derecho interno relacionadas con las
facultades de excepción, daban lugar a declarar estados de emergencia muy
amplios en cuanto a sus circunstancias y motivaciones, y que la gama de
derechos que podrían ser suspendidos era demasiado extensa en comparación
con lo dispuesto por el articulo 4 del Pacto, con lo cual el Comité entraba a
valorar cuestiones de carácter legislativo interno en relación con el Pacto,
además de la valoración de hechos y situaciones a las que normalmente hacía
referencia en sus informes anteriores.

El Comité, al examinar los informes recientes que los Estados Partes han
presentado conforme a las obligaciones contraídas según el artículo 40 del
Pacto, ha requerido información complementaria relacionada con el ejercicio de
las facultades excepcionales consignadas en el artículo 4 del Pacto. Ha requerido
información sobre las circunstancias en que han recurrido a los estados de
excepción; sobre los derechos suspendidos y las autoridades competentes para
suspenderlos; y sobre la forma como el Derecho interno desarrolla las facultades
del citado articulo 4 del pacto. Varios Estados han respondido al Comité y
algunos de ellos han informado sobre la observancia de las recomendaciones
hechas en este sentido.

El Comité ha recurrido a este procedimiento para hacer frente a las
situaciones de emergencia excepcional a partir de 1991. Al requerimiento del
Comité han respondido: Polonia, Ecuador, Perú, la ex-Yugoslavia, Mongolia y
Colombia (Suplemento No.40 A/47/40, de 1992). Ultimamente lo han hecho:
Senegal, la República Islámica del Irán, Venezuela, Croacia, la República
Federativa de Yugoslavia (Serbia y Montenegro>, República Dominicana,
Uruguay, Guinea, Irlanda, Hungría y Egipto (Suplemento No.40 A/48/40, de
1994).

Los informes presentados por los Estados conforme al articulo 40 del Pacto
se examinan en sesiones públicas y en presencia de los representantes oficiales
del Estado Parte interesado, a quienes los miembros del Comité les formulan
preguntas a fin de obtener la información complementaria o las aclaraciones
sobre las cuestiones de hecho o de derecho que puedan afectar la aplicación del
Pacto. En tal sentido, la función del Comité es la de brindar asistencia a los
Estados en el cumplimiento de sus compromisos convencionales y hacer las
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recomendaciones y sugerencias que considere necesarias para el cumplimiento
de sus obligaciones internacionales.

El Comité aprobó una importante reforma al articulo 66 de su Reglamento
durante el 47o. Periodo de Sesiones, celebrado en abril de 1993, que le permite
poder solicitar información a los Estados Partes en cualquier momento que lo
juzgue conveniente, y también en caso de que se produzca una situación
excepcional. La citada reforma también le permite al Presidente del Comité
solicitar dicha información cuando éste no se encuentre en período de sesiones,
siempre que lo consulte previamente con los demás miembros del Comité.

El Comité ha dispuesto que de no recibirse los informes solicitados en
relación con los estados de excepción, podrá pedir a los Estados que acepten
recibir una misión integrada por miembros del Comité, a fin de darle seguimiento
a las recomendaciones y obtener directamente la información solicitada.
También ha apoyado la propuesta del Secretario General en el sentido de que se
busquen los medios necesarios para facultar a los distintos órganos de
protección del sistema, para que señalen a la atención del Consejo de Seguridad
toda violación en gran escala de los derechos humanos, incluidos los estados de
excepción (Suplemento No.40 A/48/40, 1994>.

Por otra parte, el Comité de Derechos Humanos, además de recibir los
informes anuales de los Estados sobre la situación general de los derechos civiles
y políticos, conforme al artículo 40 del Pacto, también recibe y evalúa
informaciones sobre la situación de los derechos humanos en los estados de
excepción a través de las comunicaciones o denuncias individuales presentadas
conforme al Protocolo Facultativo del Pacto de 1966.81 El Comité ha recibido y
examinado informaciones sobre casos individuales de violaciones a derechos
protegidos por el Pacto, lo cual le ha permitido conocer más de cerca lo relativo
a la suspensión de derechos y obligaciones a que se refiere el artículo 4 del
Pacto.

Las informaciones recibidas a través de las comunicaciones individuales
reflejan que en algunos paises, especialmente en América del Sur, se ha
recurrido en las últimas décadas a la práctica de ciertas violaciones de los
derechos humanos y las libertades fundamentales que constituyen casos
típicamente característicos de los estados de excepción. Puede mencionarse en
este sentido las violaciones denunciadas contra el Gobierno de la República
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Oriental del Uruguay en los años anteriores a la transición democrática.82

En las comunicaciones individuales presentadas contra Uruguay se denunció
ante el Comité la práctica de varios tipos de violaciones a los derechos humanos,
entre ellos: detenciones arbitrarias de personas; reclusión en el régimen de
incomunicación; violaciones al hábeas corpus y a la asistencia de abogado
defensor; tortura y malos tratos; demoras en el procedimiento judicial;
violaciones al derecho a un juicio justo; inversión de la carga de la prueba;
prolongación de la reclusión después de cumplida la condena; violaciones a la
libertad de expresión ; mantenimiento en reclusión a pesar de existir una orden
judicial de libertad; violaciones al derecho a una audiencia imparcial y pública, a
la presencia del acusado en el juicio y al principio de irretroactividad de las leyes
penales; violaciones al derecho a realizar actividades políticas y sindicales;
privación de derechos políticos y del derecho de asistencia sanitaria a las
víctimas, entre otros casos.

El Comité de Derechos Humanos también conoció de muchos otros casos de
denuncias individuales contra el Gobierno de Colombia, en ocasión de
suspenderse los derechos y garantias constitucionales durante períodos de
excepc¡on.83

Los casos denunciados contra Colombia dieron lugar a que el Comité
examinara las siguientes violaciones: detenciones y reclusión arbitrarias;
violaciones al derecho a un juicio imparcial; demoras en el procedimiento
judicial; violación al hábeas corpus; aplicación retroactiva de las leyes penales;
agravación de las penas; violación al derecho de revisar la declaración de
culpabilidad y la sentencia; acusaciones formuladas después de la declaración
de admisibilidad de la comunicación ante el Comité de Derechos Humanos;
atentados a la vida y muerte de la víctima, entre otros casos.

En el examen de las comunicaciones individuales presentadas contra
Uruguay y Colombia, y en la evaluación de los informes periódicos presentados
por los Estados Partes según el artículo 40 del Pacto, el Comité de Derechos
Humanos ha adoptado criterios de interpretación de las disposiciones contenidas
en el artículo 4 del Pacto, que en definitiva favorecen la aplicación de las normas
de protección de los derechos inderogables y de los derechos susceptibles de
suspensión temporal. Ello ha enriquecido y ampliado la doctrina del Comité y le
ha permitido conocer más profundamente y de manera más exhaustiva la
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situación de los derechos humanos en los estados de excepción, a diferencia de
otras instancias y órganos de protección, supervisión y control internacional,
tanto a nivel universal como regionalA4

Es importante hacer notar que el Protocolo Facultativo no prevé mecanismo
alguno para hacer posible el cumplimiento de las decisiones, observaciones y
recomendaciones del Comité, representando ello una deficiencia del mecanismo
de protección establecido en el Protocolo. Ello ha contribuido a que los Estados
en su mayoría no acaten las decisiones del Comité, ni le informen periódicamente
sobre las medidas adoptadas para cumplirlas.

También debe destacarse, que desde su creación en 1966 el Comité no
estableció ningún mecanismo de seguimiento del cumplimiento de los dictámenes
emitidos en virtud del Protocolo Facultativo, sino hasta que se celebró el 39o.
Período de Sesiones en julio de 1990, que nombró un Relator Especial para el
seguimiento de las observaciones adoptadas conforme al Protocolo, con un
mandato que le permite a partir de esa fecha, realizar no tan sólo actividades de
seguimiento de las observaciones y recomendaciones, sino también lo faculta
para comunicarse con los Estados Partes, e incluso con las víctimas o
denunciantes; tratar de obtener información sobre las medidas tomadas por los
Estados en relación con las observaciones del Comité; recomendar al Comité
que se adopten medidas sobre las comunicaciones individuales, que de opinión
del Comité han sido víctimas de violaciones a sus derechos y que aleguen que
no se les ha proporcionado recurso alguno; prestar asistencia al Relator del
Comité encargado de la preparación de las secciones pertinentes del informe
anual; informar al Comité sobre el plazo apropiado para la recepción de
información relativa a las medidas de reparación adoptadas por un Estado Parte,
al que se le atribuye que ha violado el Pacto; y está facultado, además, para
presentar regularmente al Comité, recomendaciones sobre posibles maneras de
hacer más eficaz las actividades de seguimiento, que constituye la tarea principal
del Relator Especial.85

Respecto a las actividades del Relator Especial para el seguimiento de las
observaciones, el Comité ha manifestado que sus facultades son compatibles
con el mandato del Comité, y además, que son necesarias para que el Comité
pueda cumplir con sus responsabilidades en virtud del Protocolo Facultativo. El
Comité ha tomado en cuenta los criterios sostenidos por la Corte Internacional de
Justicia, que ha expresado que aun cuando no hubiere facultades expresas, una
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instancia internacional puede actuar de tal manera que sus actividades no estén
prohibidas por el Derecho Internacional para el logro de sus propósitos.86

Las actividades de seguimiento del Relator Especial desde su establecimiento
en 1990 han sido satisfactorias, no obstante que en la etapa inicial del ejercicio
de su mandato, el Comité decidió que sus actividades, informes y debates con
los representantes de los Estados, serían de carácter confidencial. Ello influyó,
sin duda, para que los Estados no atendieran plenamente los requerimientos del
Relator Especial, de informar debidamente y de manera oportuna sobre las
medidas adoptadas para dar cumplimiento a las observaciones y recomendaciones
del Comité. El procedimiento confidencial se mantuvo vigente hasta 1993, pero
a partir de esa fecha se hizo público, lo cual ha fortalecido el mandato del Relator
Especial y ha incidido en la actitud de los Estados respecto al cumplimiento de
sus obligaciones en virtud del Protocolo Facultativo. 87

Cabe mencionar que de las respuestas recibidas por el Relator Especial a
finales de 1994, sólo una cuarta parte de ellas fueron consideradas como
satisfactorias por el Comité, ya que los Estados examinados manifestaron su
disposición de acatar las medidas recomendadas, e incluso informaron de
algunas medidas puestas en práctica, como la libertad de personas ilegalmente
detenidas o la indemnización de víctimas. Un 40% de las respuestas fueron
consideradas como no satisfactorias o incompletas por el Comité. Las demás
respuestas de los Estados solamente hicieron referencias generales y vagas
respecto al cumplimiento de las observaciones y recomendaciones.

Ultimamente, el Comité ha estudiado la posibilidad de ampliar las facultades
del Relator Especial, en el sentido de que pueda también realizar exámenes e
investigaciones in situ’, contando por supuesto con la anuencia de los gobiernos
respectivos, y de que brinde asesoría y asistencia técnica a los Estados para
cumplir con las observaciones y recomendaciones.

La labor de seguimiento del Relator Especial hasta ahora ha contribuido para
que los Estados se preocupen por informar al Comité y por cumplir con sus
obligaciones en virtud del Procotolo Facultativo, lo cual ha fortalecido la
capacidad del Comité como la instancia convencional de protección más
importante del sistema universal.
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b. El Comité contra la Tortura.

Dentro de los órganos de protección de las Naciones Unidas también puede
mencionarse el Comité Contra la Tortura, que fue establecido en 1987 en virtud
de lo dispuesto por el articulo 17 de la Convención contra la Tortura y otros
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984.

Conocidos expertos en la materia han planteado, que «la Convención prohíbe
y castiga la tortura cometida ya sea por funcionarios gubernamentales o por
quienes actúen en carácter oficial. La tortura es definida como todo acto por el
cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya
sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información
o una confesión<.(artículo 1)

«Los Estados Partes asumen la obligación de adoptar medidas legislativas,
administrativas, judiciales o de otra índole, eficaces para impedir los actos de
tortura en todo territorio que esté bajo su jurisdicción.«artículo 2)

Es importante destacar que la Convención declara que «no hay circunstancias,
por excepcionales que sean, que puedan justificar la tortura, y que ninguna
orden proveniente de funcionarios superiores o autoridades oficiales pueda ser
invocada para justificarla.(artículo 2>

La Convención sobre la Tortura establece 3 sistemas de supervisión: a> la
presentación de informes por los Estados (artículo 19>; b> las reclamaciones
entre los Estados Partes (articulo 21); y c) las peticiones individuales (articulo
22>. Estos sistemas están a cargo del Comité contra la Tortura, que está
compuesto por 10 miembros, elegidos por los Estados Partes, cuyas funciones
se ejercen a titulo personal. Dicho Comité está, además, facultado para actuar
por iniciativa propia, lo que le diferencia de otros órganos de supervisión. Esta
facultad está prescrita en el artículo 20, que autoriza al Comité para iniciar una
investigación al recibir información fiable que, a su juicio, parezca indicar de
forma fundamentada que se practica sistemáticamente la tortura en el territorio
de un Estado Parte. Aunque la investigación es confidencial y el Comité está
obligado a requerir la cooperación del Estado Parte de que se trate, el artículo 20
sugiere que la negativa del Estado a cooperar no obstaculiza ipso facto» el
derecho del Comité a proseguir con la investigación. Más aún, el Comité no
necesita del consentimiento del Estado respectivo para investigar los cargos
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sobre torturas que pudieran haber tenido lugar en su territorio (artículo 20>. El
Comité, una vez finalizadas sus actuaciones, puede preparar un resumen con el
resultado de sus investigaciones e incluirlo en su informe anual. Dicho informe es
remitido a los Estados Partes y a la Asamblea General de las Naciones
Unidas.<(artículos 24 y 2)88

El mandato del Comité le permite conocer sobre la práctica de la tortura
sucedida en toda circunstancia, en tiempos de normalidad constitucional, en
períodos de conflicto armado, disturbios internos o estados de excepción. «La
diferencia entre las tareas del Comité y las del Relator Especial se pueden
caracterizar de la manera siguiente: el Comité debe determinar si un Estado que
ha aceptado obligaciones concretas en virtud de un tratado cumple tales
obligaciones, en caso contrario, el Comité debe demostrar que el Estado
interesado ha violado las citadas obligaciones. Esta cuestión tiene que ver con la
demostración de la responsabilidad del Estado y, en caso de denuncia individual,
ha de aplicarse la norma clásica del agotamiento de los recursos internos. No
obstante, el Comité ha puesto a punto el instrumento de los procedimientos
temáticos para utilizarlo en la lucha contra prácticas que han sido proscritas por
la comunidad internacional y como medio para acudir al rescate de las víctimas
posibles o efectivas de tales prácticas proscritas. Por consiguiente, se carga el
acento en el elemento de la <,eficacian y en la adopción de medidas preventivas.
Por lo tanto, el mandato del Comité y el del Relator Especial, respectivamente,
más que competir entre sí, se complementan. No obstante, para los gobiernos la
existencia de estos dos mecanismos distintos entre sí puede provocar una cierta
duplicación del trabajo. Esta duplicación se debe evitar siempre que sea
POsi b le.«89

El Relator Especial y el Comité contra la Tortura reflejan un avance del
sistema de protección universal en esta materia tan estrechamente vinculada a
los estados de excepción. La tortura y toda otra práctica análoga es objeto de
atención especial del sistema de Naciones Unidas, pero también es competencia
de los sistemas de protección regionales, que carecen de instancias específicas
de protección contra la torturaY0

c. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial.

Por otra parte, puede mencionarse el Comité para la Eliminación de la
Discriminación Racial, que surge de la Convención Internacional sobre la
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Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial. El Comité ha venido
conociendo desde su creación sobre diversas situaciones relacionadas con la
discriminación racial en todo tipo de circunstancias.

El Comité está facultado para examinar los informes presentados por los
Estados Partes de la Convención y para hacer las observaciones pertinentes
sobre los mismos. Conforme al artículo 14 de la Convención, el Comité está
facultado para recibir y examinar comunicaciones de personas o grupos de
personas comprendidas dentro de su jurisdicción, que aleguen ser víctimas de
violaciones de parte del Estado, de cualquiera de los derechos reconocidos por la
Convención.91 Puede conocer también sobre casos de discriminación racial
sucedidos en períodos de emergencia o estados de excepción.

d. El Comité Especial del Trabajo Forzado y el Comité de Libertad
Sindical de la Organización Internacional del Trabajo (OIT>.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha establecido también
órganos de protección de derechos humanos, entre ellos, el Comité Especial del
Trabajo Forzado, que conoce sobre situaciones relacionadas con ciertas medidas
que implican la práctica del trabajo forzado por motivos políticos, en todo tipo de
situaciones, incluyendo los estados de excepción.92

También puede mencionarse el Comité de Libertad Sindical del Consejo de
Administración de la OIT, que fue creado en 1951, y que está facultado para
conocer sobre reclamaciones relativas a violaciones de derechos sindicales
sucedidas en todo tipo de circunstancias y presentadas por sindicatos
organizaciones y gobiernos.93

A diferencia de los órganos e instancias convencionales y extraconvencionales
analizados anteriormente, existen otros órganos del sistema de Naciones Unidas
con funciones diversas cuyo mandato les permite conocer sobre situaciones
generales relacionadas con la protección de los derechos humanos en los
estados de excepción. Entre ellos puede citarse: la Asamblea General (Tercera
Comisión); el Consejo Económico y Social; y el Consejo de Administración
Fiduciaria, que según la Carta de la ONU tienen un mandato que les permite, en
efecto, conocer sobre tales situaciones. También puede mencionarse las
actividades del Consejo de Seguridad que ha adoptado resoluciones vinculadas
con los estados de excepción en el mundo.94
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Todos los órganos e instancias de las Naciones Unidas citados anteriormente
tienen competencia para conocer situaciones relacionadas con la protección
supervisión y control de los derechos humanos, en todo tipo de circunstancias
en períodos de paz, disturbios internos o tensiones interiores, conflictos armados,
o estados de excepción. Cada uno de ellos puede intervenir, según su mandato,
recibiendo informes de los Estados, de las organizaciones no gubernamentales y
de otros órganos e instancias internacionales; recibiendo y examinando
denuncias o comunicaciones individuales de las víctimas, de terceras personas o
de las organizaciones no gubernamentales; recibiendo y examinando demandas
interestatales; realizando visitas <in situ<’; y elaborando y presentando informes
públicos, en los que pueden plantearse recomendaciones y conclusiones a los
Estados y a los mismos órganos de las Naciones Unidas.

Estos procedimientos y mecanismos de protección, y de supervisión y
control internacional, son los que permiten que la comunidad internacional y el
sistema de las Naciones Unidas se mantengan informados sobre el estado de los
derechos humanos en las situaciones de emergencia excepcional, y a la vez
constituyen medios de presión moral y política a los Estados para que cumplan
con los compromisos jurídicos internacionales en los estados de excepción.

Pero el sistema universal, si bien ha adoptado una serie de instrumentos de
protección internacional y ha establecido diversos órganos y procedimientos de
protección, supervisión, control y verificación activa, no ha logrado hasta ahora
prevenir y superar las graves dificultades y abusos que se observan en varios de
los Estados miembros de la Organización, que adoptan medidas de excepción en
contravención a lo que disponen las normas convencionales del sistema. La
Organización de las Naciones Unidas carece de instancias y de mecanismos
ágiles de protección, que garanticen de manera efectiva los derechos
fundamentales en los estados de excepción, especialmente los derechos
inderogables y las garantías judiciales que son indispensables para su protección.

Finalmente, es importante tomar en cuenta que el sistema universal carece
de un Tribunal Internacional de Derechos Humanos, y por lo tanto, no dispone de
un procedimiento de «acciones urgentes» o de «medidas cautelares o provisionales»
de carácter jurisdiccional, que podrían permitirle a las Naciones Unidas verificar
de manera inmediata y efectiva graves violaciones, abusos y arbitrariedades
cometidas por los Estados en las situaciones de emergencia excepcional y en los
conflictos armados. El sistema solamente cuenta con el procedimiento de las
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<acciones urgentes> extraconvencionales, como por ejemplo el que se establece
con base en la Resolución 1503 del Consejo Económico y Social, que ha sido
objeto de desarrollo especialmente en la etapa más reciente de la Comisión de
Derechos Humanos.

El logro de las Naciones Unidas en materia de derechos humanos, sin duda
ha sido significativo en sus 50 años de existencia, pero necesita de nuevos
instrumentos jurídicos, de nuevas iniciativas y mecanismos de protección, y del
perfeccionamiento y depuración de algunas de las instancias existentes.

Dentro de los logros más significativos de las Naciones Unidas durante sus
50 años de existencia cabe destacar las actividades de promoción y protección
de los derechos humanos y las libertades fundamentales, las operaciones de
mantenimiento de la paz y la seguridad internacional, el desarrollo del Derecho
Internacional, la promoción de la democracia y del desarrollo, la protección del
medio ambiente, la prevención de la proliferación nuclear, la promoción de la
libre determinación e independencia, la solución de conflictos internos e
internacionales, la asistencia humanitaria a victimas de conflictos armados, el
mejoramiento de la producción agrícola mundial, la promoción de los derechos
de la mujer y la niñez, la promoción de los derechos de los trabajadores, la
protección de los derechos de las minorías, la protección de la propiedad
intelectual, la promoción de la salud, la educación y la cultura, y últimamente, la
promoción del desarrollo humano y la Paz.

Estos logros fueron destacados en la Conferencia Mundial de Derechos
Humanos que se celebró en Viena, del 14 al 25 de junio de 1993, en la que
participaron organizaciones no gubernamentales de todo el mundo y representantes
de 171 Estados miembros de la Organización, los cuales aprobaron la
‘<Declaración y el Programa de Acción de Viena’>, que contiene importantes
compromisos respecto de la promoción y protección de los derechos humanos
en el mundo, compromisos que hizo suyos la Asamblea General de las Naciones
Unidas. ~

Tema central de la Conferencia fue la discusión sobre la naturaleza universal
de los derechos humanos y la obligación de todos los Estados miembros de
promoverlos y protegerlos, respetando las particularidades nacionales y regionales.
En tal sentido, el apartado 1 de la Declaración de Viena afirmó que:
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“Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes, y
se hallan interrelacionados. La comunidad internacional debe tratar a los
derechos humanos, a nivel mundial, de manera justa y equitativa, en iguales
condiciones y con el mismo énfasis. Aunque es menester tener en mente la
importancia de las particularidades nacionales y regionales y los diferentes
contextos históricos, culturales y religiosos, los Estados tienen el deber de
promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales,
independientemente de sus sistemas políticos, económicos y culturales.>’

Es importante destacar que en la «Declaración y el Programa de Acción de
Viena”, si bien se abordaron los temas principales en materia de derechos
humanos en el mundo, no se incluyó expresamente la mención de los estados de
excepción y de sus repercusiones en materia de derechos humanos. Tampoco se
desarrollaron propuestas de acción concretas en este tipo de situaciones, que
constituyen, al igual que los conflictos armados, una de las situaciones más
preocupantes en la actualidad. Esta circunstancia constituye una deficiencia de
los instrumentos aprobados en Viena, atribuible tanto a los expertos internacionales
que trabajaron en su preparación, como a los representantes oficiales de los
Estados participantes.

A partir de la celebración de la Conferencia Mundial en 1993, se han
realizado reuniones anuales de seguimiento de la ‘Declaración y el Programa de
Acción de Viena’, en las cuales han participado distintas instancias de
promoción y protección del sistema, entre ellos, el Alto Comisionado para los
Derechos Humanos, Relatores Especiales, Representantes Especiales, Expertos
y Grupos de Trabajo. ~‘

La Conferencia Mundial de Viena, así como la Primera Conferencia
Internacional de Derechos Humanos celebrada en Teherán en 1968, constituyen
dos importantes eventos internacionales que han permitido evaluar los logros en
materia de positivación de los derechos humanos y en materia de protección
internacional. Pero también han permitido evaluar los vacíos y las deficiencias en
el sistema universal de protección.

Tomando en cuenta estas experiencias, las Naciones Unidas debería contar
en la actualidad con nuevos medios y métodos de protección de los derechos
humanos y las libertades fundamentales, especialmente destinados a regir
durante los estados de excepción y en los conflictos armados internos o
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internacionales, mediante los cuales se facilite la participación más activa del
individuo y de las organizaciones no gubernamentales, y se garantice el
establecimiento de controles más eficaces a la actuación de los poderes
públicos.

Las Naciones Unidas debería promover el perfeccionamiento y la actualización
del sistema normativo convencional. En cuanto a la protección de los derechos
humanos en los estados de excepción y los conflictos armados, debería
promover la adopción de un Protocolo adicional al Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, que amplíe y complete las disposiciones del artículo
4 del Pacto. Además, debería propiciar la creación de un Tribunal Internacional
de Derechos Humanos con competencia universal; la conformación de un
mecanismo de supervisión y control, y de “verificación activa>’ de violaciones de
los derechos humanos en los estados de excepción y en los conflictos armados;
el establecimiento de un grupo de expertos independientes con facultades
amplias para actuar de manera inmediata, e incluso sin la autorización previa de
los Estados, en casos graves y urgentes, para visitar cualquier lugar o institución,
entrevistar personas detenidas, entre otras iniciativas y facultades, lo cual podría
contribuir a mejorar el sistema universal, especialmente en materia de protección
de los derechos humanos en los estados de emergencia excepcional y en los
conflictos armados, para garantizar así de manera efectiva el mantenimiento de
la paz y la seguridad internacionales.

Para adoptar éstas y otras medidas similares podría tomarse en cuenta la
iniciativa ya experimentada por el sistema de las Naciones Unidas en El
Salvador, que consiste en el mecanismo de la “verificación activa” de las
violaciones de los derechos humanos, a través de una Misión de Observadores
de Derechos Humanos, de la cual tuve la oportunidad de formar parte como
asesor de la División de Derechos Humanos. La Misión en El Salvador logró
resultados muy positivos en situaciones de conflicto armado interno. Ello, sin
duda, podría representar una valiosa opción de futuro para la Organización de las
Naciones Unidas, a fin de contar con un nuevo mecanismo de protección
internacional en los conflictos armados y en los estados de excepción, que le
permita a la Organización informarse de manera inmediata y directa sobre la
situación de los derechos humanos, e intervenir directamente, tanto en casos
individuales como en situaciones generales, con posibilidad de plantear
recomendaciones y conclusiones, y verificar su cumplimiento en el mismo lugar
de los acontecimientos.

-24 1-



Las iniciativas anteriormente señaladas podrían contribuir considerablemente
al perfeccionamiento de los mecanismos de protección, supervisión y control
internacional con que cuenta el sistema de las Naciones Unidas en la actualidad.

5. Propuestas para el Perfeccionamiento del Sistema de Protección
Universal.

Para contribuir al desarrollo y perfeccionamiento del sistema de protección
universal y poder dotar a la Organización de las Naciones Unidas de
instrumentos jurídicos y mecanismos de protección eficaces, en todo tipo de
circunstancias, es recomendable promover a través de sus órganos e instancias
respectivas, y por medio de los Estados miembros, distintas iniciativas
convencionales e institucionales que le permitan a la Organización disponer de
facultades más amplias y precisas, con el objeto de brindar una protección
rápida y efectiva, especialmente en las situaciones de conflicto armado y en los
estados de excepción.

Entre las medidas que se proponen, como aportación del presente estudio,
se mencionan las siguientes:

5.1 El Protocolo adicional al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
sobre la Protección de los Derechos Humanos en los Estados de Excepción.

La adopción del Protocolo adicional se sugiere dado que el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos no reguló de manera amplia y
satisfactoria la protección de los derechos humanos durante los estados de
excepción. Por lo tanto, es necesario que un instrumento convencional adicional
complete y desarrolle sus disposiciones a fin de satisfacer plenamente los
requerimientos de protección y garantía de los derechos humanos, especialmente
de los derechos y garantías de carácter inderogable.

El Protocolo adicional fundamentalmente debería desarrollar y ampliar las
obligaciones jurídicas internacionales de los Estados Partes, positivando los
principios jurídicos y los derechos inderogables en su plenitud, e incorporando un
listado mínimo de garantías del debido proceso, como garantías de carácter
inderogable o intangible. Debería también establecer un mecanismo internacional
especial para garantizar la protección de los derechos humanos y de las
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libertades fundamentales de manera ágil y urgente en este tipo de situaciones de
emergencia excepcional.

La propuesta de Protocolo Facultativo que se desarrolla a continuación es
más amplia, completa y plausible que la que contiene el proyecto del Tercer
Protocolo Facultativo del Pacto encaminado a garantizar en cualquier circunstancia
el derecho a un juicio imparcial y a interponer recurso, el cual fue preparado por
dos Relatores Especiales de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y
Protección a las MinoríasY

El Protocolo adicional al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
cuya adopción se recomienda, debería, por lo menos, incorporar las siguientes
disposiciones:

a> Reconocimiento de los principios jurídicos internacionales siguientes:
proclamación; notificación; intangibilidad de ciertos derechos y garantías del
debido proceso; necesidad; amenaza excepcional; proporcionalidad; legalidad;
irretroactividad de las leyes penales y de las leyes especiales de excepción;
no discriminación; temporalidad o provisionalidad; reserva de ley; principio
de la cláusula más favorable al individuo; y el principio de la interpretación
restrictiva de las normas de excepc~on.

b> Positivación de los derechos inderogables siguientes: derecho a la vida;
derecho a la integridad personal; derecho al honor y la dignidad; derecho de
protección contra la esclavitud y servidumbre; derecho al reconocimiento de
la personalidad jurídica; libertad de pensamiento, conciencia y religión;
derecho al nombre; derecho a la nacionalidad; derechos políticos, entre ellos:
el derecho al sufragio, a ser electo en cargos públicos, a ingresar a partidos
políticos y a constituir nuevos partidos políticos. Los derechos económicos,
sociales y culturales, que por su naturaleza jurídica y su contenido esencial
son de carácter inderogable, deberían ser objeto de una cláusula general de
protección, que garantice que los Estados Partes no están facultados durante
los estados de excepción para tomar medidas que afecten de ninguna forma
estos fundamentales derechos.

c> Positivación de las siguientes garantías del debido proceso como garantías
inderogables o intangibles: derecho a la jurisdicción; derecho a ser juzgado
por tribunales competentes, independientes e imparciales; derecho al juez
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natural y predeterminado por la ley; derecho a la tutela judicial efectiva;
derecho a un juicio justo; derecho o garanua de audiencia; derecho a la
presunción de inocencia; derecho a no ser encarcelado por el incumplimiento
de deudas o de obligaciones contractuales; derecho a no ser juzgado dos
veces por la misma causa -non bis in idem-; derecho a no ser obligado a
declarar contra sí mismo ni a confesarse culpable; derecho de protección
contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;
derecho a la defensa y a la asistencia letrada, desde el inicio de las
investigaciones; derecho a ser asistido por un intérprete o traductor; derecho
de los detenidos a no ser sometidos sin su libre consentimiento a
experimentos médicos o científicos; derecho de protección contra la
incomunicación de las personas detenidas; vigencia del principio de legalidad
y de irretroactividad de las leyes penales y de las leyes de excepción;
garantía de protección contra la pena de muerte en los casos en que hubiere
sido abolida conforme al Derecho Internacional convencional; derecho al
hábeas corpus; derecho al amparo; derecho a un recurso efectivo ante
tribunales superiores competentes, independientes e imparciales; y derecho a
indemnización por detenciones ilegales y arbitrarias y por error judicial.

Las garantías del debido proceso susceptibles de suspensión temporal, deben
ser aquellas que sea «estrictamente necesario” restringir o limitar en su
ejercicio para con ello contribuir al restablecimiento de la crisis excepcional.
Por lo tanto, no deben estar comprendidas como garantías intangibles todas
las que se mencionan en el artículo 14 del Pacto, tal como se recomienda en
el proyecto del Tercer Protocolo Facultativo preparado por Relatores
Especiales de la Subcomisión, sino únicamente las que despliegan sus
efectos de protección a los derechos inderogables.

La regulación expresa de las garantías judiciales inderogables en un texto
convencional, constituye, en el marco de las Naciones Unidas, una necesidad
imprescindible que es preciso afrontar y resolver por el sistema.

d> Establecimiento de un mecanismo especial de supervisión, control y
verificación internacional de los derechos humanos en los estados de
excepción.

Dicho mecanismo podría estar a cargo del Comité de Derechos Humanos o
de un Grupo de Expertos Independientes, integrado este último por
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funcionarios que actúen a título personal, propuestos por los Estados Partes
del Protocolo adicional que se propone. Para ello tendría que modificarse el
Reglamento del Comité, o elaborarse un nuevo reglamento en el segundo
caso.

El procedimiento debería dar lugar no tan sólo a la recepción y tramitación
de “denuncias o comunicaciones individuales”, o de las “demandas
interestatales”, sino especialmente a la “verificación activa» del cumplimiento
de las obligaciones convencionales de los Estados Partes del Protocolo
adicional y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En estos
casos debería exigirse también el agotamiento previo de los recursos de la
jurisdicción interna conforme a las reglas ya establecidas por el Derecho
Internacional convencional.

El procedimiento debería asegurar de manera especial la celeridad y
emergencia de la supervisión, control y verificación internacional, dada la
necesidad de proteger los derechos y garantías fundamentales en los estados
de excepción. En tal sentido, el Comité de Derechos Humanos, o el Grupo de
Expertos Independientes, en su caso> debería estar dotado de facultades para
realizar «acciones urgentes» o disponer de ‘<medidas cautelares o provisionales’»
entre las que podrian considerarse: la comunicación inmediata y al más alto
nivel gubernamental posible, del Presidente del Comité o del Grupo de
Expertos Independientes> con el objeto de lograr la suspensión inmediata de
una medida de excepción y restablecer el derecho o garantía violados; y las
visitas «in situ”, solicitadas por el Estado Parte, por organizaciones no
gubernamentales, por cualquier persona víctima de una medida de excepción
o por iniciativa del Comité o del Grupo de Expertos, sin que ello esté sujeto
necesariamente a la anuencia o autorización previa del gobierno respectivo.

Las visitas “in situ<’ podrían ser realizadas por un grupo ad-hoc integrado por
miembros o delegados del Comité o del Grupo de Expertos Independientes, a
fin de constatar y verificar directamente el estado de la situación de
emergencia excepcional y el cumplimiento de las obligaciones contenidas
tanto en el Protocolo adicional, como en el mismo Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos.

En ocasión de realizar las visitas ‘in situ’, el Comité o el Grupo de Expertos,
debería tener, por lo menos, las siguientes facultades: ingresar al país en el
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momento que lo considere oportuno; entrevistar libre y privadamente a
personas y funcionarios de gobierno; recibir denuncias o comunicaciones
individuales de las víctimas, de sus familiares o representantes, de
organizaciones no gubernamentales y de terceras personas; visitar cualquier
lugar del territorio nacional, oficinas de gobierno, organizaciones no
gubernamentales, y de manera especial, hospitales y centros de detención,
sin estar condicionados para ello a la autorización previa de la autoridad
local; entrevistar en forma privada a las personas detenidas u hospitalizadas
por motivos relacionados con el estado de excepción; tener libre acceso a los
libros o registros de ingreso o de control de personas detenidas; y emitir
recomendaciones a los Estados Partes a efecto de que sean atendidas de
manera inmediata y evitar así violaciones o daños más graves en
determinados casos de su conocimiento.

El Protocolo adicional podría facultar al Comité de Derechos Humanos o al
Grupo de Expertos Independientes, para que de manera provisional y por el
tiempo estrictamente indispensable, establezca en el territorio del Estado que
ha decretado medidas excepcionales, una ‘<Misión Especial de Verificación>
de las violaciones a los derechos humanos y del cumplimiento de las
obligaciones convencionales en materia de estados de excepción, con las
mismas facultades señaladas en el apartado anterior. La Misión podría estar
integrada por expertos en derechos humanos, dotados de las inmunidades y
derechos de que gozan los funcionarios de las Naciones Unidas en los
Estados miembros, conforme a las reglas prescritas en la Convención sobre
Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas.

El Comité de Derechos Humanos o el Grupo de Expertos Independientes
también debería estar facultado para solicitar “informes” urgentes a los
Estados Partes, sobre la evolución de la situación de emergencia excepcional
y sobre casos particulares que hayan sido de su conocimiento, ya sea como
producto de las visitas ‘<in situ”, de las actividades de la ‘<Misión Especial de
Verificación”, de las informaciones transmitidas en las “denuncias individuales”,
en las “demandas interestatales” o por conocimiento que tuviere por
cualquier fuente de información.

Finalmente, el procedimiento a que dieren lugar las “denuncias o
comunicaciones individuales” y las “demandas interestatales”, conforme al
Protocolo adicional, tendría que ser necesariamente un procedimiento ágil y
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breve, no sujeto a mayores formalidades, permitiendo la participación de las
víctimas o de sus representantes, y de las organizaciones no gubernamentales;
y debería prever la elaboración de un “informe” que contenga recomendaciones
de carácter legislativo, administrativo, judicial y de otra índole, con el objeto
de que sean adoptadas por los Estados Partes para prevenir y remediar
situaciones violatorias de derechos humanos en cada caso concreto, y para
cumplir con los compromisos jurídicos internacionales contenidos en el
Protocolo adicional.

El informe definitivo deberla estar sujeto a la publicidad tanto en el Estado
involucrado como a nivel internacional, y debería, además, facultarse al
Comité o al Grupo de Expertos, para que pueda presentar una “demanda
judicial” contra el Estado infractor, ante el Tribunal Internacional de Derechos
Humanos -cuya creación se propone más adelante- por incumplimiento de
las obligaciones contenidas en el Protocolo adicional.

e> Establecimiento del control judicial y parlamentario de las medidas de
excepción y de los hechos y valoraciones discrecionales relacionadas con los
estados de excepc¡on.

El Protocolo adicional debería regular la obligación de los Estados Partes de
legislar en el sentido de establecer en los estados de excepción el control
judicial «a posteriori’ de las medidas de excepción; y el control parlamentario
incluso «a priori’, de los hechos y valoraciones discrecionales de las
autoridades militares, policiales y administrativas.

f> Los Estados Partes del Protocolo adicional deberían estar obligados por el
mismo para tomar las medidas legislativas, judiciales y administrativas,
necesarias para desarrollar y cumplir las disposiciones del Protocolo en el
ámbito interno.

g> El Protocolo adicional debería regular que la naturaleza, objeto y fin de sus
disposiciones, no permiten que los Estados Partes puedan hacer uso de las
reservas a que se refiere la Convención sobre el Derecho de los Tratados de
1969. (arts. 19 y 20)

h) En el Protocolo adicional debería establecerse la prohibición de adoptar
medidas de Derecho interno, como la amnistía, indulto u otra medida similar,
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respecto de violaciones de derechos y garantías inderogables sucedidas en
los estados de excepción.

i> Finalmente, los Estados Partes del Protocolo adicional deberían necesariamente
ser Partes del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

5.2 El Protocolo adicional al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
sobre Protección Jurisdiccional.

a> La adopción de dicho instrumento convencional permitiría la creación del
Tribunal Internacional de Derechos Humanos, con competencia contenciosa
y consultiva. El Tribunal podría estar integrado por 5 Jueces independientes,
propuestos a título individual por los Estados Partes del Protocolo. Cada juez
representaría cada región geográfica del mundo.

b> La competencia contenciosa del Tribunal Internacional, por razón de la
materia, le permitiría conocer demandas sobre violaciones de los derechos
contenidos en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en los
Protocolos adicionales a dicho Pacto, incluyendo el relativo a la protección
de los derechos humanos en los estados de excepción, que se ha propuesto
en el apartado anterior. ~

c> Las demandas judiciales podrían presentarse al Tribunal Internacional por los
Estados Partes (demandas interestatales), y por el Comité de Derechos
Humanos o por el Grupo de Expertos Independientes, en su caso. Estos
organismos deberían ser los encargados de conocer, en una primera etapa,
los posibles casos a someterse con posterioridad, al conocimiento y decisión
del Tribunal, tal como se observa en los sistemas de protección europeo e
interamericano.

d> Durante el Procedimiento contencioso el Protocolo adicional debería garantizar
la participación de las víctimas o de sus representantes, en calidad de
asesores del Comité de Derechos Humanos o del Grupo de Expertos
Independientes.

e) El Tribunal Internacional debería tener competencia para conocer violaciones
sucedidas en todo tipo de circunstancias e incluso en los estados de
excepción y en los conflictos armados, en cuyo caso debería estar facultado
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para tomar ‘<acciones urgentes’ o ‘<medidas cautelares o provisionales», a fin
de evitar graves violaciones de los derechos civiles y políticos, y procurar su
inmediato restablecimiento.

Entre las «acciones urgentes’ y las ‘<medidas cautelares o provisionales”, el
Tribunal podría tomar las siguientes: mantener comunicación inmediata y al
más alto nivel gubernamental posible, con el fin de obtener informaciones
sobre casos especiales del conocimiento del Tribunal; y decidir la realización
de una visita “in situ” de miembros o delegados del Tribunal, con el objeto de
informarse de la situación y emitir recomendaciones o medidas a los Estados
Partes.

f) En el procedimiento del Tribunal debería asegurarse la vigencia de los
principios de publicidad y oralidad, y demás reglas y principios de Derecho
Internacional que en la actualidad se aplican en los procedimientos
contenciosos de los Tribunales europeo e interamericano de derechos
humanos, así como los que se reconocen en el Estatuto del Tribunal
Internacional de Justicia.

g> La sentencia del Tribunal Internacional debería tener carácter vinculante, es
decir, que debeña ser obligatoria juridicamente, con posibilidad de ser
ejecutada a través de la jurisdicción interna de los Estados Partes,
particularmente en lo referido a la acción civil en los casos de indemnización
o reparación de los daños ocasionados por la violación.

h> La competencia consultiva debería permitirle al Tribunal emitir opiniones
sobre la interpretación de las disposiciones del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, y de los Protocolos adicionales, y sobre la
compatibilidad de la legislación interna -legislación de excepción- con las
disposiciones del Pacto y de los Protocolos adicionales.

Las opiniones consultivas podrían ser solicitadas por los Estados miembros
de la Organización, por el Comité de Derechos Humanos, el Grupo de
Expertos Independientes, o por cualquier otro organismo de derechos
humanos del sistema de Naciones Unidas, e incluso por organizaciones no
gubernamentales con Estatuto Consultivo ante el Consejo Económico y
Social.
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i> Los Estados Partes de este Protocolo adicional deberían ser a su vez Partes
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

5.3 La ampliación del mandato del Relator Especial sobre los Estados de
Excepción.

a> El Relator Especial sobre los Estados de Excepción debería disponer de
facultades más amplias que le permitan una mayor libertad de acción en el
interior de los paises. El mandato debería permitirle efectuar sin mayores
trámites formales, “visitas urgentes” a los Estados que han recurrido a las
medidas de excepción, con el fin de constatar el estado de la situación;
entrevistar a funcionarios de gobierno y a personas particulares, incluyendo
organizaciones no gubernamentales; visitar hospitales, cárceles y centros de
detención; y entrevistar libre y privadamente a las personas hospitalizadas o
detenidas por motivos relacionados con la emergencia excepcional.

b) El Relator debería estar dotado de facultades que le permitan poder emitir
‘‘recomendaciones inmediatas’’ para asegurar el restablecimiento de los
derechos violados o para subsanar determinados casos o situaciones
observadas, en contraposición de las normas del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos.

c> Finalmente, el Relator Especial debería disponer de más recursos técnicos y
financieros de parte de la Organización, a fin de tener la capacidad de estar
informado plenamente sobre la evolución de los estados de excepción en el
mundo, e informar a las distintas instancias de protección del sistema, y
poder darle seguimiento efectivo a las recomendaciones y medidas dictadas
en la ejecución de su mandato, con posibilidad de proporcionar asistencia
técnica a los Estados, a fin de que adecuen su conducta a los estándares
internacionales de protección de los derechos humanos fundamentales en los
estados de excepción.
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Véase, además, el documento: E/CN.4ISub.211990133, de 12 de julio de
1990, presentado a la Comisión de Derechos Humanos por el Relator
Especial sobre los Estados de Excepción. En dicho informe, que se refiere a
los criterios de legalidad del principio de la no discriminación durante los
estados de excepción, el Relator Especial sugiere que ‘<todos los Estados
incluyan en su sistema constitucional o legislativo, disposiciones que
garanticen el principio de la no discriminación y que le den carácter de
derecho inderogable, incluso en períodos de excepcíon”.

“ Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 4.1.

12 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 5; Convención

Americana sobre Derechos Humanos, artículos 29 y 30; y Convenio Europeo
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades
Fundamentales, artículos 17 y 18.

13 Declaración Universal de Derechos Humanos, tercer párrafo del Preámbulo.

14 Vid. CARRILLO SALCEDO, JUAN ANTONIO. Op.Cit., páginas 50 a 55.

‘~ Véase, por ejemplo, la Constitución de Nicaragua (1986>, articulo 46; y la
Constitución Española (1978>, artículo 10.2.

16 ‘Odiosa Sunt Restringenda. Favorabilia Sunt Amplianda.”

17 Consúltese las siguientes Resoluciones de la Asamblea General de las

Naciones Unidas: 2444 (XXIII> de 19 de diciembre de 1968; Resolución 2597
(XXIV) de 16 de diciembre de 1969; Resolución 2674 (XXV) de 9 de
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diciembre de 1970; y Resolución 2675 (XXV) de g de diciembre de 1970; y
3318 (XXIX> de fecha 14 de diciembre de 1974.

Véase también las Resoluciones 1515 (XLVIII> de fecha 28 de mayo de 1970;
y 1861 (LVI) de fecha 16 de mayo de 1974, del Consejo Económico y Social
de la Organización de las Naciones Unidas.

IB Véase las Resoluciones 2444 (XXIII) de 19 de diciembre de 1968; 2597

(XXIV) de 16 de diciembre de 1969; 2674 (XXV> y 22675 (XXV) de 9 de
diciembre de 1970 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, relativas
al «Respeto de los Derechos Humanos y a los Principios Básicos para la
Protección de las Poblaciones Civiles en los Conflictos Armados.»

Consúltese también las declaraciones y tratados internacionales sobre
Derecho Humanitario que se mencionan en el capitulo séptimo.

19 Resolución 34/169 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de fecha

17 de diciembre de 1979.

20 Los Principios Básicos relativos a la Independencia de la Judicatura fueron

adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre la
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán,
Italia, del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, y confirmados por las
Resoluciones 40/32 de fecha 29 de noviembre de 1985, y 40/146 de fecha
13 de diciembre de 1985.

21 Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos fueron aprobadas en

el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre la Prevención del Delito y
Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra, Suiza, en 1955, por el
Consejo Económico y Social, en sus Resoluciones 663 C (XXIV) de fecha 31
de julio de 1957; y 2076 (LXII) de fecha 13 de mayo de 1977.

22 Véase la Resolución 47/133 de 18 de diciembre de 1992 de la Asamblea

General de las Naciones Unidas, mediante la cual se aprobó la Declaración
sobre la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones
Forzosas.

23 Sobre el Régimen de Administración Fiduciaria, consúltese la Carta de la
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Organización de las Naciones Unidas, articulos 73 a 85.

Sobre este tema vid. DIEZ DE VELASCO, MANUEL. Instituciones de Derecho
Internacional Público. Editorial Tecnos. Séptima edición. iggo. Madrid,
España. Tomo II. Páginas 125 y 126. Según el autor, el Consejo de
Administración Fiduciaria se estableció con el fin de supervisar el régimen de
administración de los 11 territorios fideicometidos al momento de su
creación. A esta fecha, después de la independencia de Papúa—Nueva Guinea
y de las Islas del Pacífico, solamente queda un territorio bajo administración
fiduciaria, con lo cual prácticamente terminaría el mandato del Consejo.

24 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 2; y preámbulo

de la Declaración Universal de Derechos Humanos.

25 Carta de la Organización de las Naciones Unidas, artículos 55, 56, 57, 62,

68.

26 Véase, por ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,

artículo 28; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles,
Inhumanos o Degradantes, articulo 17; y la Convención Internacional sobre
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, articulo 8.

27 Véase las Resoluciones 5 (1> de 16 de febrero de 1946; 9 (II> de 21 de junio

de 1946; 1982/35 y 1985/37 del Consejo Económico y Social de las
Naciones Unidas.

28 Véase el informe definitivo del Representante Especial de la Comisión de

Derechos Humanos para El Salvador, Profesor José Antonio Pastor Ridruejo.
E/CN.4/1991/34, de 28 de enero de 1991. El Representante Especial
presentó ininterrumpidamente informes anuales a la Comisión de Derechos
Humanos, desde 1981.

Consúltese, además, el mandato de la Misión de Observadores de las
Naciones Unidas para El Salvador (ONUSAL>, contenido en el “Acuerdo
sobre Derechos Humanos’, firmado en San José, Costa Rica, el 26 de julio
de 1990. Vid, la publicación ‘<Acuerdos de El Salvador en el Camino de la
Paz.’ Editado por el Departamento de Información Pública de las Naciones
Unidas. DPI/1208-92615-julio 1992-7M. Páginas 7 a 12.
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Véase los siguientes documentos del Consejo de Seguridad: S/22031 de 21
de diciembre de 1990; S/22494 de 16 de abril de 1991; y S/RES/693 de 20
de mayo de 1991.

Véase también los siguientes documentos de la Asamblea General de las
Naciones Unidas: A/44/971 de 16 de agosto de 1990; y A/45/242/Add.1 de
30 de mayo de 1991.

Respecto a las instancias y órganos de protección de las Naciones Unidas
que han intervenido en distintos países consúltese la publicación: «Actividades
de las Naciones Unidas en Materia de Derechos Humanos.” ST/HR/2/Rev.2

.

Nueva York, 1986. Páginas 236 a 250. En dicha publicación se describen las
medidas de las Naciones Unidas encaminadas a poner fin a las violaciones
de los derechos humanos en los siguientes paises y regiones: Africa
Meridional, los territorios Arabes ocupados, Afganistán, Bolivia, Chile,
Chipre, El Salvador, Guatemala, Irán, Campuchea Democrática, Malawi,
Mauritania, Nicaragua, Polonia, República Centroafricana, Guinea Ecuatorial
y Uganda.

Pueden mencionarse también otras instancias de las Naciones Unidas -

Relatores Especiales, Representantes Especiales, Expertos Independientes y
Grupos de Trabajo- que han realizado actividades de derechos humanos por
países: los Representantes Especiales del Secretario General para Chipre,
Camboya y la República Islámica del Irán; El Consejo de las Naciones Unidas
para Namibia; El Grupo de Trabajo ad hoc para Chile; El Representante
Especial de la Comisión de Derechos Humanos para El Salvador; los
Expertos Independientes de la Comisión de Derechos Humanos para
Guatemala, Haití, Somalia y El Salvador; y los Relatores Especiales de la
Comisión de Derechos Humanos para Perú, Kuwait, Rumania, Ecuador,
Cuba, Afganistán, Burundi, Guinea Ecuatorial, Myanmar, Rwanda, el Sudán,
Irak, los territorios árabes ocupados, inclusive Palestina, la ex-Yugoslavia y
Zaire.

Finalmente, puede citarse los ejemplos más destacados de operaciones de
las Naciones Unidas en el mantenimiento de la Paz, establecidas conforme a
la Carta, que también están relacionadas con actividades de derechos
humanos: el Grupo de Observadores de las Naciones Unidas en la India y el
Pakistán (1949>; la Fuerza de Emergencia de las Naciones Unidas entre
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Egipto e Israel (1956 a 1967); la Operación de las Naciones Unidas en el
Congo, hoy Zaire (1960 a 1964); la Fuerza de Seguridad de las Naciones
Unidas en Nueva Guinea Occidental (1962 a 1963>; la Fuerza de las
Naciones Unidas para el Mantenimiento de la Paz en Chipre (1964); la
Fuerza de las Naciones Unidas de Observación de la Separación en las
Alturas del Golán Sirias (1974); la Fuerza Provisional de las Naciones Unidas
en el Libano (1978); la Misión de Buenos Oficios de las Naciones Unidas en
el Afganistán y el Pakistán (1988>; el Grupo de Observación Militar de las
Naciones Unidas sobre el Irán y el Irak (1988); el Grupo de Observadores de
las Naciones Unidas en Centroamérica (1989); la Misión de Observadores de
las Naciones Unidas para la Verificación del Proceso Electoral en Nicaragua
(1990); el Grupo de Asistencia de las Naciones Unidas para el Periodo de
Transición en Namibia <1989 a 1990); la Misión de Avanzada de las
Naciones Unidas en Camboya (1991 a 1992); la Operación de las Naciones
Unidas en Mozambique (1992); dos operaciones de las Naciones Unidas en
Somalia (1992 y 1995); la Fuerza de Protección de las Naciones Unidas en la
ex-Yugoslavia (1992); y la Misión de Asistencia de las Naciones Unidas para
Rwanda (1993).

Puede consultarse la publicación “Las Naciones Unidas y los Derechos
Humanos. 1945-1995”. Serie de libros azules de las Naciones Unidas,
volumen VII. Páginas 10 a 139.

29 Consúltese, además, la Resolución 5 (1> de 16 de febrero de 1945 del

Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas.

~ Véase la Resolución 845 (XXXII> de 3 de agosto de 1961; la Resolución 1147
(XLI) de 4 de agosto de 1966; la Resolución 1979/36 de 10 de mayo de
1979; y la Resolución 1990/48 de 25 de mayo de 1990, del Consejo
Económico y Social de las Naciones Unidas.

~‘ ‘Actividades de las Naciones Unidas en Materia de Derechos Humanos.’>
Publicación de la Organización de las Naciones Unidas. ST/HR/2/Rev 2
Nueva York, 1986. Párrafo 135, página 304.

En el Sio. Período de Sesiones celebrado del 30 de enero al 10 de marzo de
1995, la Comisión de Derechos Humanos estaba integrada por representantes
de los siguientes países: Alemania, Angola, Argelia, Australia, Austria
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Bangladesh, Benin, Ehután, Brasil, Bulgaria, Camerún, Canadá, Chile, China,
Colombia, Cote d’lvoire, Cuba, Ecuador, Egipto, El Salvador, Estados Unidos
de América, Etiopía, Federación de Rusia, Filipinas, Finlandia, Francia,
Gabón, Guinea Bissau, Hungría, India, Indonesia, Italia, Japón, Malasia,
Malawi, Mauricio, Mauritania, México, Nepal, Nicaragua, Países Bajos,
Pakistán, Perú, Polonia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte,
República de Corea, República Dominicana, Rumania, Sri Lanka, Sudán,
Togo, Venezuela y Zimbabwe.

32 Véase la Resolución 9 (II> de 21 de junio de 1946 del Consejo Económico y

Social de las Naciones Unidas. Párrafo 8.

~ Véase las siguientes Resoluciones de la Comisión de Derechos Humanos: 7
(XXVI); 17 (XXV); 8 (XXIII); y 9 (XXIII), de fecha 16 de marzo de 1967

Véase, además, la Resolución 1 (XXIV) de la Subcomisión de Prevención de
Discriminaciones y Protección a las Minorías, de fecha 13 de agosto de 1971.

Ibid, Párrafos 9 y 10.

~ Carta de la Organización de las Naciones Unidas, artículo 68.

Consúltese las Resoluciones 5(1> de 16 de febrero de 1946; y la 9(11> de 21 de

junio de 1946, del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas.

~ La Comisión de Derechos Humanos conoce regularmente en cada periodo
anual de sesiones sobre los siguientes temas: estados de excepción;
derechos del niño; derechos de la mujer; libertad de expresión; derechos
económicos, sociales y culturales; derechos de las minorías; derecho a la
libre determinación de los pueblos; derecho al desarrollo; no discriminación;
protección contra la esclavitud; Apartheid; situación de los refugiados y
desplazados internos; éxodos en masa; intolerancia religiosa; situación de los
discapacitados; derechos humanos y terrorismo; normas humanitarias
mínimas; objeción de conciencia al servicio militar; protección contra la
tortura; desapariciones forzadas o involuntarias; ejecuciones sumarias o
arbitrarias; discriminación racial; protección a las poblaciones indígenas;
detenciones ilegales o arbitrarias; administración de justicia; asistencia a los
Estados para el fortalecimiento del Estado de Derecho; actividades de
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información pública en materia de derechos humanos; y la situación de los
derechos humanos en determinados países, entre otros temas relevantes. La
comisión también adopta resoluciones y recomendaciones a los Estados
sobre estos temas.

Véase la Resolución de la Comisión de Derechos Humanos 1995/22 de 24 de
febrero de 1995, sobre ‘<la Situación de los Pactos Internacionales de
Derechos Humanos.» En dicha resolución la Comisión señala a los Estados
Partes ‘<que es importante evitar la degradación de los derechos humanos por
la suspensión de las obligaciones contraídas en estos Pactos, y subraya la
necesidad de que se observen estrictamente las condiciones y los
procedimientos convenidos en materia de suspensión de las obligaciones,
conforme a lo dispuesto en el articulo 4 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, y la necesidad de que los Estados Partes proporcionen
información completa y oportuna también durante los estados de excepción,
de manera que se pueda evaluar si las medidas adoptadas en estas
circunstancias se justifican y son apropiadas.>

Véase, además, la Resolución de la Comisión de Derechos Humanos 1995/
42 de 3 de marzo de 1995, sobre «la cuestión de los derechos humanos y los
estados de excepcion.”

36 Consúltese: Derechos Humanos. Preguntas y Respuestas. Publicación de la

Organización de las Naciones Unidas en conmemoración del 4V Aniversario
de la Declaración Universal de Derechos Humanos. Nueva York. 1987.
Página 18.

~ Véase las Resoluciones 75 (V) de 5 de agosto de 1947; 728 F (XXVIII) de 30
de julio de 1959; 1235 (XLII) de 6 de junio de 1967; y 1503 (XLVIII> de fecha
17 de mayo de 1970, del Consejo Económico y Social; y la Resolución 1
(XXIV> de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a
las Minorías, de 13 de agosto de 1971.

Sobre este tema vid, los siguientes autores: BUERGHENTAL, THOMAS.
GROSSMAN< CLAUDIO. NIKKEN, PEDRO. Op. cit., páginas 45 a 49.
ZOVATTO G., DANIEL. Los Estados de ExceDción y los Derechos Humanos
en América Latina. Publicación del Instituto Interamericano de Derechos
Humanos y de la Editorial Jurídica Venezolana. Primera edición. 1990.
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Páginas 107 a 117. CASSESE, ANTONIO. The admissibility of communications
to the Human Rights Violations. Revue des droits de l’homrne/Human Riahts
iournal. (París> Vol.V. No.2-3. 1972. Páginas 375 a 397. O’DONNELL,
DANIEL. Op.cit., páginas 499 y siguientes.

38 Sobre los mecanismos extraconvencionales de protección de los derechos

humanos, vid., CARRILLO SALCEDO, JUAN ANTONIO. Op.cit., páginas 86
a 92 y 114.

~ Consúltese la Resolución 9 (II) de 211 de junio de 1946 del Consejo
Económico y Social de las Naciones Unidas.

Sobre este tema, vid., KULIKOW, I.P. Sub-Commission on Prevention of
Discrimination and Protection of Minories. Tasks and Results. GDR Committee
for Human Riahts Bulletin. No.1/1980. Berlin. Páginas 33 a 39.

40 Véase los documentos: E/CN.4/1996/2 y E/CN.4/Sub.2/1995/51, de 23 de

octubre de 1995.

Ibid, Derechos Humanos. Preguntas y Respuestas. Página 19.

Consúltese también la Resolución de la Subcomisión de Prevención de
Discriminaciones y protección a las Minorías 1994/26 de 26 de agosto de
1994, sobre la ‘<cuestión de los derechos humanos y los estados de
excepción.

41 Véase: Actividades de las Naciones Unidas en Materia de Derechos

Humanos. Op. cit., párrafos 182 a 206, páginas 309 a 311. Entre los temas
especializados que conoce la Subcomisión pueden mencionarse: la protección
de los derechos humanos en los estados de excepción; la esclavitud; el
rascismo; la independencia e imparcialidad del Poder Judicial; la objeción de
conciencia en el servicio militar; el estatuto del individuo en el Derecho
Internacional; la discriminación de las poblaciones indígenas; los derechos de
las personas detenidas, y otros temas.

42 Vid. QUESTIAUX, NICOLLE. Op. cit., página 163.

Véase, además, el documento E/CN.4/Sub.2/1985/19 de 17 de junio de
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1985 preparado por el Sr. Leandro Despouy, Relator Especial sobre los
Estados de Excepción.

~ O’DONNELL, DANIEL. Op. cit., páginas 572 a 574.

~ Véase la Resolución 1983/18 de la Comisión de Derechos Humanos de las
Naciones Unidas.

‘~ Consúltese el documento E/CN.4/SUB.2/1987/19 y Add.1 y 2 del mes de
agosto de 1987, presentado a la Subcomisión de Prevención de
Discriminaciones y Protección a las Minorías, que contiene el primer informe
anual del Relator Especial sobre los Estados de Excepción.

Consúltese, además, los informes anuales del Relator Especial sobre los
Estados de Excepción que constan en los siguientes documentos: E/CN.4

/

Sub.2/ 1988/1 8/Rey. 1: E/CN.4/Sub.2/ 1 989/3OIRev.2: E/CN.4/Sub.2/ 1991

/

28/Rey. 1: E/CN.4/Sub.2/ 1 992/23/Rey. 1: E/CN.4/Sub.2/ 1 993/23/Rey. 1: El
CN.4/Sub.2/1994/23 y Corr.1 y Add.1: E/CN.4!Sub.2/1995/20; E/CN.4

/

Sub. 2/1996: y E/CN. 4/Sub. 2/1997/7. y E/CN. 4/Sub. 2/1997/19. Add. 1
de 9 de junio de 1997.

En el documento E/CN.4/Sub.2/1992/23/Rev.1 de 6 de julio de 1992, el
Relator Especial sobre los Estados de Excepción, informó a la Subcomisión
de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías que a la fecha
del informe estaban vigentes estados de excepción en los siguientes países:
Argelia, Azerbaiján, Bosnia-Herzegovina, Brunei, Brunei Darussalam, Croacia
Egipto, Etiopía, Federación de Rusia, Filipinas, Georgia> Haití, Israel,
Territorios ocupados por Israel, Liberia, Madagascar, Malí, Moldavia, Myanmar,
Perú, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República Arabe
Siria, Rwanda, Sierra Leona, Somalia, Sri Lanka, Sudán, Turquía y
Yugoslavia.

En el informe del Relator Especial que consta en el documento E/CN.4

/

Sub.2/1993/23 de 29 de junio de 1993, se citan otros Estados en cuyo
territorio se han tomado medidas de excepción durante 1992 y 1993. Entre
ellos se mencionan: Armenia, Burkina Faso, Camerún, Colombia, Estados
Unidos de Norteamérica, Guatemala, Guyana, India, Kenya, Mauritania,
Nigeria, Tayikistán, Venezuela y Zambia.
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En el informe que consta en el documento E/CN.4/Sub.2/1995/20, de 26 de
junio de 1995, el Relator Especial informó sobre el listado de países que a
esa fecha mantenían vigentes estados de excepción. Citó a la Federación
Rusa que ha mantenido vigentes estados de excepción en varias regiones,
entre ellas, Azerbaiyán, Osetia Septentrional, Ingushetia, y la República de
Chechenia, que en mayo de 1994 decretó ‘<toque de queda”, y en octubre del
mismo año decretó ‘<ley marcial.» Bosnia y Herzegobina, Croacia, Brunei
Darussalam, India, Irlanda, Territorios árabes ocupados, Níger, República
Arabe Siria, Sri Lanka y Turquía.

En este informe, el Relator Especial sobre los Estados de Excepción informó
que desde 1985 a 1995, «unos 90 Estados han vivido, de hecho o de
derecho, bajo un estado de excepción. La circunstancia de que, en el mismo
período, muchos de ellos han prorrogado medidas de excepción o bien las
han reimplantado luego de haber procedido a su levantamiento, pone de
manifiesto que en sólo una década, el estado de excepción ha sido
proclamado, prorrogado o mantenido de una u otra forma al menos en 200
Estados y territorios, mientras que ha sido levantado en sólo 60 casos.”

La información recopilada por el Relator Especial en todos sus informes
anuales demuestra que prácticamente en todas las regiones del mundo -tres
cuartas partes de la superficie terrestre- se recurre en la actualidad a
instituciones de excepción de distinta naturaleza, e incluso se recurre a
medidas de emergencia extremas como los toques de queda o estados de
excepción indefinidos.

Véase también el informe E/CN.4/Sub.2/1995/L.46 de 21 de agosto de 1995
de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las
Minorías. En dicho informe la Subcomisión observa con preocupación que
«desde el 1 de enero de 1985 se han proclamado, prorrogado o mantenido de
una u otra forma en Estados y territorios, un estado de excepción en 200
casos, mientras que durante ese mismo período el estado de excepción sólo
se ha levantado en 60 casos.»

Sobre el mismo tema véase los siguientes documentos: E/CN.4.Sub.2/1990

/

33/Add.1 de 13 de agosto de 1990; y E/CN.4/Sub.2/1990/33/Add.2 de 17
de agosto de 1990. Informes presentados por el Relator Especial sobre los
Estados de Excepción, relativos a los casos de emergencia excepcional en
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Namibia y Sudáfrica, respectivamente. En dichos informes por paises el
Relator Especial hace un análisis comparativo de las disposiciones del Pacto
y de los principios de Derecho Internacional, con la Constitución y legislación
interna, así como con las medidas aplicadas y derechos afectados.

Sobre la situación de los derechos humanos y el estado de excepción en la
ex-Yugoslavia, consúltese los informes: E/CN.4/1995/4: E/CN.4/1995/10: y
E/CN.4/1995/57, presentados por el Relator Especial de la Comisión de
Derechos Humanos para la ex-Yugoslavia, Señor. T. Mazowiecki.

En el documento E/CN.4/1996/L.11/Add.1, de 19 de abril de 1996, consta
la resolución de la Comisión de Derechos Humanos sobre el mandato del
Relator Especial, en la cual se le insta a continuar actualizando la lista de
Estados que han proclamado, prorrogado o levantado estados de excepción
en el mundo; a presentar sus conclusiones y recomendaciones sobre los
derechos inalienables; y a que continúe las consultas para establecer una
base de datos sobre los estados de excepción en todo el mundo.

46 Consúltese el mandato del Relator Especial sobre los Estados de Excepción

en las siguientes Resoluciones: 11983/18 y 1995/42 de la Comisión de
Derechos Humanos; y 1983/30, 1985/32, 1985/37, 1987/25, 1988/24,
1989/28, 1990/19, 1991/18, 1992/22, 1993/28 y 1994/36, de la Subcomisión
de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías.

Sobre las últimas recomendaciones del Relator Especial, véase el Documento:
E/CN.4/Sub.2/1995/20, de 26 de junio de 1995. En dicho documento el
Relator Especial recomienda a la Comisión de Derechos Humanos: a) incluir
en su programa el examen de los estados de excepción como un subtema
que podría titularse: «La protección de los derechos humanos en los estados
de excepción>; b> establecer un procedimiento especial, consistente en la
creación de un grupo de trabajo o en el nombramiento de un Relator
Especial, cuyo mandato podría abarcar la elaboración anual de la lista de los
Estados que han proclamado, prorrogado o levantado estados de excepción,
examinando la legalidad de las medidas adoptadas y el impacto de las
mismas sobre el conjunto de los derechos humanos> especialmente respecto
de los derechos inderogables; y c) que la Comisión señale al Comité de
Derechos Humanos la importancia y la utilidad de que éste formule una
nueva observación general sobre el artículo 4 del Pacto, en lo relativo a los
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derechos no sujetos a suspensión. El Relator Especial, asimismo, recomienda
tomar en cuenta los estudios y sugerencias de la reunión de expertos sobre
derechos no expuestos a suspensión en situaciones de emergencia y
circunstancias excepcionales, que se reúnen periódicamente en el Centro de
Derechos Humanos de Naciones Unidas, y cuyo informe último consta en el
anexo 1 del documento que se cita anteriormente.

~ Vid. QUEST1AUX, NICOLLE. Op. cit.

48 Véase las Resoluciones: 1982/35 del Consejo Económico y Social; 1989/65

de 24 de mayo de 1989 del Consejo Económico y Social; y 44/162 de 15 de
diciembre de 1989 de la Asamblea General, referente esta última a los
«Principios Relativos a una Eficaz Prevención e Investigación de las
Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias”.

Consúltese el ‘Manual sobre la Prevención e Investigación Eficaces de las
Ejecuciones Extralegales, Arbitrarías o Sumarias», publicado por las Naciones
Unidas en 1990.

Véase, además, los siguientes documentos presentados a la Comisión de
Derechos Humanos por el Relator Especial sobre las Ejecuciones Extralegales,
Sumarias o Arbitrarias: E/CN.4/1983/16: E/CN.4/1 984/17/: E/CN.4/1 984

/

29: E/CN.4/1986/21: E/CN.4/1987/20 de 22 de enero de 1987; E/CN.4

/

1988/22: E/CN.4/1989/25 de 6 de febrero de 1989; E/CN.4/1990/22 de 23
de enero de 1990; E/CN.4/1991/36 de 4 de febrero de 1991; E CN.4 1992
30 de 31 de enero de 1992; E/CN.4/1993/46 de 28 de diciembre de 1992;
E/CN.4/Sub.2/1993/23 de 29 de junio de 1993; E/CN.4/1995/61 de 14 de
diciembre de 1994; E/CN.4/1996/4, de 25 de enero de 1996; y E/CN. 4

/

1997/60 de 24 de diciembre de 1996.

~ Visitas ‘in situ» del Relator Especial sobre las Ejecuciones Extralegales,
Sumarias o Arbitrarias a Surinám, los Países Bajos y Guyana Francesa en
1987; Rwanda y Perú en 1993; Colombia (E/CN.4/1995/1 11, de 16 de enero
de 1995); Timor Oriental (E/CN.4/1995/61/Add.1, de 1 de noviembre de
1994>; e Indonesia en 1994.

En 1993, el Relator Especial envió 217 «llamamientos urgentes> a 52 paises,
sobre 1,300 casos de inminentes ejecuciones extralegales, sumarias o
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arbitrarias. En 1994 envió 203 <‘llamamientos urgentes» relacionados con
más de 2,300 personas de 53 paises. Véase E/CN.4/1995/61, de 14 de
diciembre de 1994. Informe del Relator Especial sobre Ejecuciones
Extralegales, Sumarias o Arbitrarias, a la Comisión de Derechos Humanos.

~ Véase el documento E/CN.4/1989/15 del Relator Especial sobre las

Ejecuciones Sumarias o Arbitrarias. Párrafo 237, página 53.

Sobre la prohibición del régimen de incomunicación de personas detenidas
consúltese los siguientes instrumentos de las Naciones Unidas: Conjunto de
Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier
Forma de Detención o Prisión, principios 15, 18 y 19 (ONU, 1988);
Convención sobre los Derechos del Niño, articulo 37 (ONU, 1989); Principios
Básicos para el Tratamiento de los Reclusos, Principio 7 (ONU, 1990);
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de
Libertad, reglas 59, 60, 61 y 62 <ONU, 1990); y Declaración sobre la
Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzosas,
preámbulo y artículos 9 y 10 (ONU, 1992>.

Los tratados internacionales sobre derechos humanos, tanto del sistema
universal como de los sistemas regionales, no regulan expresamente la
prohibición del régimen de incomunicación de personas detenidas. Unicamente
disponen de cláusulas generales que obligan a los Estados Partes a tomar
medidas preventivas de tipo legislativo, judicial, administrativo y de otra
índole, para proteger los derechos reconocidos en dichos tratados.

Sobre este mismo tema, véase también la Opinión Consultiva OC-8/89 de 30
de enero de 1987. El Hábeas CorDus baio Suspensión de Garantías. Corte
Interamericana de Derechos Humanos.

51 Véase el Documento E/CN.4/1995/111, de 16 de enero de 1995. Informe

conjunto del Relator Especial sobre las Ejecuciones Sumarias o Arbitrarias
Relator Especial contra la Tortura y Grupo de Trabajo sobre Desapariciones
Forzadas o Involuntarias de Personas, sobre Colombia.

52 Consúltese el informe del Relator Especial sobre las Ejecuciones Sumarias o

Arbitrarias que consta en el documento E/CN.4/1988/22 presentado a la
Comisión de Derechos Humanos. Párrafo 201, página 36.
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En el capítulo segundo puede consultarse sobre este mismo tema.

Respecto a la protección contra la tortura y los tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes, consúltese los siguientes instrumentos declarativos
y convencionales: Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes (1984), artículo 1; Declaración sobre la
Protección de todas las Personas contra la Tortura y otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes (1975>, articulo 1; Pacto Internacional de
Derechos Civiles, Políticos (1966>, artículos 4.2, 7 y 10; Declaración
Universal de Derechos Humanos (1948), articulo 5; Convención sobre los
Derechos del Niño (1989), artículo 5; Convención Internacional sobre la
Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid (1973), articulo lE
Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), artículo 5
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948),
artículos 1 y XXV; Convención Americana para Prevenir y Sancionar la
Tortura (1985), artículos 1, 2 y 8; Convenio Europeo para la Protección de
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (1950), artículo
3; Convención Europea para la Prevención de la Tortura (1987), artículo 9;
los 4 Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, artículo 3 común; el
Protocolo II de 1977 adicional a los 4 Convenios de Ginebra del 12 de agosto
de 1949, artículos 4, 6 y 7; Reglas Mínimas para el Tratamiento de los
Reclusos (1957); Conjunto de Principios para la Protección de Todas las
Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión <1988),
Principio 6; Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para
las Víctimas de Delitos y del Abuso del Poder (1985); RegIas de las Naciones
Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad (1990>, reglas
63 a 67; Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer
Cumplir la Ley (1979), artículo 5; Principios de Etica Médica Aplicables a la
Función del Personal de Salud, Especialmente los Médicos, en la Protección
de Personas Presas y Detenidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes (1982>; Principios Básicos sobre el
Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados
de Hacer Cumplir la Ley (1990>; y Declaración sobre la Protección de Todas
las Personas contra las Desapariciones Forzosas (1992>, artículo 1.

Los criterios conceptuales acerca de la Tortura son similares en los distintos
sistemas de protección internacional. La Convención Internacional contra la
Tortura de las Naciones Unidas de 1984, en su artículo 1, define la Tortura
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como: ‘todo acto por el cual se inflija intencionalmente a una persona
dolores o sufrimientos graves, ya sean fisicos o mentales, con el fin de
obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por
un acto que haya cometido, o se sospecha que ha cometido, o de intimidar o
coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en
cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean
infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de sus
funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia.
No se consideran torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia
únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a
éstas.’

Sobre este tema, vid, los siguientes autores: O’DONNELL, DANIEL. Op. cit.,
páginas 71 y siguientes; y 567 y siguientes. KLAYMAN, J. Definition of
Torture in International Law. Temple Law Quarterly. Vol.51 1978. Páginas 449
a 517. LIPPMAN, MATTHEW. The Protection of Universal Human Rights: The
Problem of Torture. Universal Human Rights. New York. Vol.1 No.4. 1979.
Páginas 25 a 56. HEIJDER, ALFRED. VAN GEUNS, HERMAN. Códigos de
Etica Profesional contra la Tor~m.. Publicación de Amnistía Internacional
1976.

Véase, además: ‘Tortura, su prevención en las Américas. Visitas de control a
las personas privadas de libertad.» Trabajo preparado por el Grupo de
Trabajo contra la Tortura con el apoyo de la Comisión Internacional de
Juristas y del Comité Suizo contra la Tortura. Coloquio de Montevideo,
Uruguay. 1987.

Véase también la obra: ‘Cómo hacer eficaz la Convención Internacional
contra la Tortura. Un proyecto de Protocolo Facultativo.” Publicación de la
Comisión Internacional de Juristas y del Comité Suizo contra la Tortura.
1980.

“ Resolución 1985/33 de la Comisión de Derechos Humanos.

Consúltese también los siguientes documentos presentados a la Comisión de
Derechos Humanos por el Relator Especial de la Tortura: E/CN.4/1986/15 de
19 de febrero de 1986; E/CN.4/1987/13 de 9 de enero de 1987; E/CN.4

/

1988/17 de 12 de enero de 1988; E/CN.4/1989/15 de 23 de enero de 1989;
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E/CN.4/1990/17 de 18 de diciembre de 1989; E/CN.4/1991/17 de lO de
enero de 1991; y E/CN.4/1992/17 de 27 de diciembre de 1991; E/CN.4

/

1993/26 de 15 de diciembre de 1992; E/CN.4/1994/31 de 14 de diciembre
de 1993; E/CN.4/1995/34 de 12 de enero de 1995; E/CN.4/1996/35 de 9 de
enero de 1996; E/CN. 4/1997/7, de 10 de enero de 1997; y E/CN. 4/1997

.

Add. 1 y 2

.

Sobre el tema vid., O’DONNELL, DANIEL. Op. cit., páginas 567 y siguientes.

56 Resolución 1985/33 de la Comisión de Derechos Humanos. Párrafo 7.

~ Informe E/CN.4/1986 de 19 de febrero de 1986, presentado a la Comisión
de Derechos Humanos por el Relator Especial de la Tortura.

~ Véase el Documento E/CN.4/Sub.2/1984/16 del Grupo de Trabajo sobre la

Detención.

~ Idem, párrafo 39.

60 ‘Actividades de las Naciones Unidas en Materia de Derechos Humanos’. Op.

cit., párrafo 42, página 241.

61 El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de

Personas, la Comisión de Derechos Humanos, la Subcomisión de Prevención
de Discriminaciones y Protección a las Minorías y el Grupo de Trabajo sobre
la Detención, han realizado estudios e impulsado iniciativas con el objeto de
que se aprueben instrumentos internacionales de protección contra las
desapariciones forzadas. Dichos esfuerzos fueron recogidos por la Asamblea
General de Naciones Unidas, que aprobó mediante su Resolución 47/133 de
fecha 18 de diciembre de 1992, la «Declaración sobre la Protección de todas
las Personas contra las Desapariciones Forzosas.” La Declaración fue
propuesta a la Asamblea General por el Consejo Económico y Social> a
iniciativa de la Comisión de Derechos Humanos, la cual había aprobado el
proyecto de declaración mediante la Resolución 1992/29. (Véase el texto de
la citada Declaración en el documento E/CN.4/1993/25, de 7 de enero de
1993, preparado por el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o
Involuntarias de Personas. Páginas 148 a 155. Véase, además, el documento
E/CN.4/Sub.2/1988/28 del Grupo de Trabajo sobre la Detención.)
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En la Declaración Internacional aprobada por las Naciones Unidas se adoptó
un concepto amplio sobre las desapariciones forzosas. El tercer párrafo del
preámbulo de la Declaración manifiesta que la desaparición forzosa consiste
en todo acto por medio del cual «se arreste, detenga o traslade contra su
voluntad a las personas, o que éstas resulten privadas de su libertad de
alguna otra forma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel,
por grupos organizados o por particulares que actúan en nombre del
gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autorización o su
asentimiento, y que luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas
personas o a reconocer que están privadas de la libertad, sustrayéndolas así
a la protección de la ley.»

La Declaración de las Naciones Unidas considera que las desapariciones
forzosas de personas afectan varios derechos humanos y libertades
fundamentales, tanto de la víctima directamente afectada como de sus
familiares, abogados y de terceras personas. Entre los derechos afectados se
mencionan: el derecho a la vida, la libertad, la seguridad, el derecho a no ser
sometido a torturas y tratos crueles, inhumanos o degradantes, el derecho al
reconocimiento de la personalidad jurídica, el derecho de protección de la
ley, y el derecho a un recurso judicial rápido y eficaz.

La Declaración, además, se refiere a la no procedencia del asilo y de la
obediencia jerárquica como eximente de responsabilidad penal; al carácter
imprescriptible de las desapariciones para efectos penales; a la procedencia
de la extradición cuando sea necesaria para la investigación y sanción; a la
improcedencia de la amnistía; a la inobservancia de causas de justificación
como los estados de excepción y conflictos armados; a la responsabilidad
civil; y a la responsabilidad del Estado para prevenir, eliminar y sancionar la
práctica de las desapariciones forzosas.

El artículo 7 de la Declaración dice textualmente que <‘ninguna circunstancia,
cualquiera que sea, ya se trate de amenaza de guerra, estado de guerra,
inestabilidad política interna o cualquier otro estado de excepción, puede ser
invocada para justificar las desapariciones forzosas.»

La Declaración Internacional reconoce también un conjunto de principios que
deben ser aplicados por todos los Estados miembros de las Naciones Unidas
en este tipo de casos, y considera que la práctica sistemática de las
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desapariciones forzosas de personas, al afectar los valores más profundos de
una sociedad y ser un ultraje a la dignidad humana, constituye un «crimen de
lesa humanidad’; una ‘violación grave y manifiesta de los derechos humanos
y de las libertades fundamentales»; una “violación de las normas del Derecho
Internacional y de las prohibiciones que figuran en los instrumentos
internacionales”; y una <‘negación de los objetivos de la Carta de las Naciones
Unidas.” Para este valioso instrumento declarativo, las desapariciones
forzadas o involuntarias de personas son ‘<actos de naturaleza extremadamente
grave» que deben ser considerados como delitos de carácter permanente.

La Organización de los Estados Americanos ha adoptado recientemente
(1994) un instrumento convencional de protección contra las desapariciones
de personas, el cual será comentado en el capítulo respectivo. Este
instrumento de protección -Convención Interamericana sobre la Desaparición
Forzada de Personas- es el único en su género adoptado hasta esta fecha, y
define en el artículo II la desaparición de personas como “la privación de
libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por
agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la
autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de
información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de
informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio
de los recursos legales y de las garantías legales pertinentes.»

Por otra parte, instancias privadas y organizaciones no gubernamentales han
trabajado en la elaboración de propuestas y anteproyectos de declaración y
convención internacionales sobre la desaparición de personas. También se
han hecho esfuerzos locales e internacionales para conseguir que los Estados
regulen la figura de la desaparición forzosa como delito en las leyes internas.
En tal sentido puede mencionarse las iniciativas de la Federación
Latinoamericana de Familiares de Desaparecidos -FEDEFAM-; de la Comisión
Internacional de Juristas; de la Liga Internacional de los Derechos Humanos;
y de la Asociación Internacional de Juristas Democráticos. También puede
citarse las iniciativas impulsadas en los Coloquios de París, Buenos Aires y
Bogotá, en donde participaron juristas y representantes de diversas
organizaciones civiles. (Véase al respecto el documento E/CN.4/1990/13, de
24 de enero de 1990, del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o
Involuntarias de Personas. Página 8.)
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Tales iniciativas, que se han venido impulsando desde principios de los años
ochenta, dieron como resultado la preparación de documentos y anteproyectos
de declaraciones y convenciones internacionales sobre las desapariciones
forzosas, los cuales se han presentado ante las instancias correspondientes
de las Naciones Unidas y de la OEA, y sin duda, han contribuido a la
adopción de los primeros instrumentos internacionales sobre la materia.

En el proyecto de «Declaración sobre las Desapariciones Forzadas o
Involuntarias de Personas», presentado a la Asamblea General del Coloquio
Internacional sobre Desapariciones (Bogotá, Colombia. 1986>, por el grupo
redactor del proyecto, se recomendó de manera especial que ningún Estado
debería permitir o tolerar la práctica de las desapariciones forzadas o
involuntarias de personas, y que no podrían invocar circunstancias
excepcionales, tales como la existencia o la amenaza de conflictos armados
internos o internacionales, estados de emergencia, estados de sitio,
inestabilidad política interna, disturbios o tensiones internos o cualquier otra
emergencia pública, como justificación de esta práctica. (El grupo encargado
de la redacción del Proyecto estuvo integrado por Philippe Texier, Alfredo
Vásquez Carrizosa, Eduardo Umaña, Rodolfo Mattarollo y Florentin Meléndez.>

Sobre el tema vid, la Resolución Número 828 (1984) 1 sobre Desapariciones
Forzadas, de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa. 36~ Período
Ordinario de Sesiones; la Resolución 666 (XIII/083> y la Resolución 742 (XIV-
0/84> de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos
(OEA). En dichas Resoluciones la Asamblea General de la OEA afirmó: «la
desaparición forzada de personas es una afrenta para la conciencia del
Hemisferio y constituye un crimen de lesa humanidad.” Véase también el
Anuario de la Comisión de Derecho Internacional. 1986. Volumen II. Segunda
parte. Página 47.

Consúltese sobre este tema las siguientes obras: HONRUBIA, ABELLAN.
Aspectos Jurídico-Internacionales de la Desaparición Forzada como práctica
politica del Estado. Estudios jurídicos en homenaje al profesor Pérez Victoria.
Tomo 1. Bosch. Barcelona, España. 1983. KLINMAN, HOWARD M.
Disappearances in Latin America: A Human Riahts Persoective. In Journal of
International Law and Politics -New York Universitv-Vol.19. June 1987.
Number 4. O’DONNELL, DANIEL. Op. cit., páginas 50, 51; y 536 y
siguientes. BAIGUN, DAVID. «La Desaparición Forzada de Personas: su
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ubicación en el ámbito penal’>, en: La Desaparición: Crimen contra la
Humanidad. Grupo de Iniciativa por una Convención Internacional contra la
Desaparición Forzada de Personas. Editor: Asamblea Permanente por los
Pueblos. Buenos Aires, Argentina. 1987. La Desaparición Forzada como
Crimen de Lesa Humanidad. Coloquio de Buenos Aires. Octubre de 1988.
Producciones Paz. Octubre 1989. Página 169 a 172, 245 y siguientes.
Derechos Humanos. Desapariciones Forzadas o Involuntarias. Folleto
informativo N~ 6. Publicación de las Naciones Unidas.

62 Véase la Resolución 20 (XXXVI> de la Comisión de Derechos Humanos de las

Naciones Unidas. 29 de febrero de 1980.

63 Visitas del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias

de Personas a Guatemala en 1987 (E/CN.4/1988/19/Add.1>; a Colombia en
1988 (E/CN.4/1989/18/Add.1>; y a Sri Lanka en 1991 (E/CN.4/1992/18

/

Add.1)

.

64 ‘Actividades de las Naciones Unidas en Materia de Derechos Humanos”. Op.

cit., párrafo 156, página 306.

65 Consúltese los siguientes Documentos: E/CN.4/1492 de 31 de diciembre de

1981; E/CN.4/1983/14 de 21 de enero de 1983; E/CN.4/1984/21 de 9 de
diciembre de 1983; E/CN.4/1985/15 de 23 de enero de 1985; E/CN.4/1986

/

18 de 24 de enero 1986; E/CN.4/1987/15 de 24 de diciembre de 1986; ffi
C.NAL198819 de 20 de diciembre de 1987; E/CN.411989/18 de 18 de enero
de 1989; E/CN.4/1990/13 de 24 de enero de 1990; E/CN.4/1991/20 de 17
de enero de 1991; E/CN.4/1992/18 de 30 de diciembre de 1991; E/CN.4

/

1993/25 de 7 de enero de 1993; E/CN.4/1995/36 de 21 de diciembre de
1994; E/CN. 4/1996/38< de 15 de enero de 1996; y E/CN. 4/1997/34, de 13
de diciembre de 1996. Documentos presentados por el Grupo de Trabajo
sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de Personas a la Comisión de
Derechos Humanos de Naciones Unidas.

66 Documento E/CN.4/1989/18 de 18 de enero de 1989. Párrafo 319, página

8.

67 Véase los siguientes documentos: E/CN.4/1983/14: E/CN.4/1984/21: El

CN.4/1985/15: E/CN.4/1986/18: E/CN.4/1987/15: E/CN.4/1988/19~ y
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E/CN.4/1989/18

.

68 Documento E/CN.4/1989/18 de 18 de enero de 1989. Párrafo 314, página

87.

69 Véase la Resolución 48/14 1 de 20 de diciembre de 1993.

70 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos> articulo 28.

71 Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,

artículos 1, 2 y 3; y Reglamento del Comité de Derechos Humanos, artículos
78 a 94.

El artículo 90 del Reglamento del Comité dispone que, “el Comité podrá
examinar una comunicación presentada en nombre de una presunta víctima
cuando sea evidente que ésta no está en condiciones de presentar
personalmente la comunicacion.»

La práctica del Comité de Derechos Humanos ha demostrado que la
interpretación adoptada respecto al concepto de víctima es amplio, lo cual
cada vez ha ido permitiendo la intervención de terceras personas no
directamente afectadas, tanto en la presentación de las denuncias o
comunicaciones individuales, como en la tramitación del procedimiento.

Véase la Resolución 1 <XXIV) de 13 de agosto de 1971, de la Subcomisión de
Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías.

Vid., O’DONNELL, DANIEL. Op. cit., páginas 417 y siguientes.

En cuanto al concepto de VíCTIMA, consúltese: “La Declaración sobre los
Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del
Abuso de Poder.” Resolución 40/34 aprobada por la Asamblea General de las
Naciones Unidas el 29 de noviembre de 1985. La Declaración considera
como victimas a “las personas que, individual o colectivamente, hayan
sufrido daños, inclusive lesiones fisicas o mentales, sufrimiento emocional,
pérdida financiera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales,
como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal
vigente en los Estados Miembros, incluida la que proscribe el abuso de
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poder.”

La citada Declaración también considera como víctima, «a una persona,
independientemente que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al
perpetrador e independientemente de la relación familiar entre el perpetrador
y la víctima.” En la expresión ‘<víctima’> se incluye, además, <a los familiares o
personas a cargo que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las
personas que hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en
peligro o para prevenir la victimización.~

72 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 41.

~ Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 45; y Protocolo
Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 6.

~ Consúltese el Informe del Comité de Derechos Humanos a la Asamblea
General de las Naciones Unidas. 44o. Período de Sesiones. Suplemento
No.40 <A/43/40Y 1988. Páginas 12, 14 y 22.

~ Informe del Comité de Derechos Humanos a la Asamblea General de las
Naciones Unidas. 44o. Período de Sesiones. Suplemento No.40 (A/44/40t
1989. Páginas 21, 32, 64, 114 y 126.

76 Informe del Comité de Derechos Humanos a la Asamblea General de

Naciones Unidas. 45o. Periodo de Sesiones. Suplemento No.40 <A/45/40Y
1990. Páginas 16, 30, 42, 65, 84, 93, 114 y 126.

~ Consúltese el tercer informe periódico del Reino Unido de Gran Bretaña e
Irlanda del Norte. CCPR/C/58/add. 6.11 y 12. y CCPR/C/SR.1045 a
SR. 1050

.

76 Consúltese el tercer informe periódico presentado por España ante el Comité
de Derechos Humanos, de conformidad con el articulo 40 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Polít¡cos. CCPR/C/58/Add. 1 y 3. y

CCPR/C/SR.1018 a SR.1021

.

~ Consúltese el informe del Comité de Derechos Humanos presentado ante la
Asamblea General de las Naciones Unidas. Suplemento No.40 (A/46/40)

.
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1991. Páginas 30, 36, 37, 39, 48, 64, 73, 81, 114, 123, 142 y 152.

El Comité de Derechos Humanos quedó integrado a partir de 1994 por

representantes de las siguientes nacionalidades: Costa Rica, Japón, Francia,
Yugoslavia, Egipto, Hungría, Austria, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda
del Norte, Mauricio, Chipre, Senegal, Ecuador, Jordania, Suecia, Venezuela,
Australia, Jamaica e Italia.

81 Consúltese los siguientes casos individuales relacionados con violaciones de

derechos humanos sucedidas durante estados de excepción: Caso CAMPORA
contra URUGUAY, de 12 de octubre de 1982 (violaciones al derecho de
acceso a la jurisdicción, derecho al hábeas corpus y derecho de reparación);
Caso MARAIS contra MADAGASCAR, de 24 de marzo de 1983 (violación al
derecho a la defensa y estado de incomunicación carcelaria); Caso
DRESCHER contra URUGUAY, de 21 de julio de 1983 (violación al derecho a
la defensa y estado de incomunicación carcelaria>; Caso LUYEYE MAGANA
EX-PHILIBERT contra ZAIRE, de 21 de julio de 1983 (violación al derecho de
acceso a la jurisdicción, malos tratos, violación al derecho a la defensa y
estado de incomunicación carcelaria>; Caso MUTEBA contra ZAIRE, de 24
de julio de 1984 (violación al derecho a la defensa y estado de
incomunicación carcelaria); y Caso CONTERIS contra URUGUAY, de 17 de
julio de 1985 (violaciones al derecho de acceso a la jurisdicción y al derecho
a la defensa, y estado de incomunicación carcelaria>.

Tómese en cuenta que 55 Estados Partes del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos eran a su vez en 1991, Partes del Protocolo
Facultativo de dicho Pacto. En noviembre de 1994 el número de Estados
Partes del Pacto de Derechos Civiles y Políticos era de 127, y el número de
Estados Partes del Protocolo Facultativo aumentó a 77. (E/CN.4/1995/79>

.

En noviembre de 1995, el número de Estados Partes del Pacto ascendió a
131, y el de Estados Partes del Protocolo Facultativo a 86 (E/CN.4/1996

/

75V

82 Véase: Selección de Decisiones adootadas con arrealo al Protocolo Facultativo

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Comité de Derechos
Humanos. 2o. al 16o. Periodo de Sesiones. CCPR/C/OP/1. Páginas 47 a 94.

Consúltese las siguientes comunicaciones individuales presentadas contra
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Uruguay: 4/1977; 6/1977; 8/1977; 11/1977; 28/1978; 32/1978; 33/1978;
34/1978; 35/1978; 44/1979; y 52/1979.

83 Véase: Selección de Decisiones adootadas con arreglo al Protocolo Facultativo

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Op. cit., páginas 115
a 149.

Consúltese las siguientes comunicaciones individuales presentadas contra
Colombia: 45/1979; 46/1979; y 64/1979.

84 Véase: HRI/GEN/1/Rev.1, de 29 de julio de 1994. Dicho documento contiene

una recopilación de las observaciones y recomendaciones generales adoptadas
por el Comité de Derechos Humanos y otros órganos del sistema de
Naciones Unidas creados en virtud de tratados internacionales. El Comité
plantea los problemas observados al examinar los informes de los Estados
presentados conforme al artículo 40 del Pacto, entre ellos, que los Estados
no le informan con la suficiente claridad sobre la adopción de medidas
excepcionales. Se refiere, además, a los criterios que deben seguir los
Estados al aplicar las cláusulas de suspensión de derechos contenidas en el
artículo 4 del Pacto. Para el Comité, los Estados Partes deben proclamar
oficialmente la existencia de los estados de excepción; informar
inmediatamente a los demás Estados Partes del Pacto, por conducto del
Secretario General, indicando las razones y la fecha en que terminará la
suspensión de derechos; respetar particularmente los derechos que no
pueden ser objeto de suspensión; y observar que las medidas contempladas
en el artículo 4 solamente pueden ser adoptadas con carácter excepcional y
temporal, mientras corra peligro la vida de la nación. El Comité recomienda
a los Estados Partes que emitan sus informes con claridad, brindando la
información completa requerida por el Pacto.

Vid., además, los siguientes autores: O’DONNELL, DANIEL. Op. cit., páginas
418 y siguientes. DAS, KAMLESHWAR. «Instituciones y Procedimientos de
las Naciones Unidas basados en los Convenios sobre Derechos Civiles y
Políticos y Libertades Fundamentales’>, en: Las Dimensiones Internacionales
de los Derechos Humanos. Editor General Karel Vasak. Publicado por Serbal/
UNESCO. Tomo II. Páginas 471 a 491.

85 Documentos Oficiales de la Asamblea General. Cuadragésimo Quinto
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Período de Sesiones. Suplemento No.40 (A/45/40Y 1990. Vol.ll. Anexo XI.
Informe del Comité de Derechos Humanos.

Vid., además, DE ZAYAS, A. «El Procedimiento de Seguimiento del Comité de
Derechos Humanos de las Naciones Unidas.» La Revista. Publicaciones de la
Comisión Internacional de Juristas. Vol.47. Diciembre de 1991. Páginas 34 a
42.

86 Vid. “Case of Certain Expenses of the United Nations.” Advisory Opinion.

l.C.J. Reports. 20 de julio de 1962. Páginas 150 a 167.

Véase también los Documentos Oficiales de la Asamblea General.
Cuadragésimo Octavo Periodo de Sesiones. Suplemento No.40 (A/48/40)

.

1994. Párrafo 5, página 227. Informe del Comité de Derechos Humanos.

87 Documentos Oficiales de la Asamblea General. Cuadragésimo Quinto

Período de Sesiones. Suplemento No.40 (A/45/40’>. 1990. Vol.lI. Anexo XI.
Informe del Comité de Derechos Humanos. Op. cit.

Vid., además, DE ZAYAS, A. Op. cit., páginas 34 a 42.

88 Vid. BUERGENTHAL, THOMAS. GROSSMAN, CLAUDIO. NIKKEN, PEDRO,

Op. cit., páginas 40 a 42.

89 Véase el informe del Relator Especial de la Tortura. Documento E/CN.4

/

1988/17 de 12 de enero de 1988, presentado a la Comisión de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas. Párrafos 11 y 12, página 3.

~ Los sistemas regionales disponen fundamentalmente de las siguientes
instancias: Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Corte
Interamericana de Derechos Humanos, Comisión Europea de Derechos
Humanos y Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

9’ “Actividades de las Naciones Unidas en Materia de Derechos Humanos”. Op.

cit., párrafo 114, página 57.

92 Véase las Resoluciones 195 (VIII); 237 (IX); y 350 (XII> del Consejo

Económico y Social, de fecha 19 de marzo de 1951; y los Convenios
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números 29 y 105 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT>.

<‘Actividades de las Naciones Unidas en Materia de Derechos Humanos’. Op.
cit., párrafos 494 a 498, página 199.

~ ‘<Actividades de las Naciones Unidas en Materia de Derechos Humanos». Op.
cit., páginas 292 y 298.

Carta de la Organización de las Naciones Unidas, artículos 73 a 85.

Consúltese el Reglamento de la Asamblea General y el Reglamento del
Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas.

Sobre las actividades del Consejo de Seguridad, consúltese por ejemplo la
Resolución S/RES/569 del 25 de julio de 1985, mediante la cual el Consejo
pidió a los gobiernos de los Estados miembros de las Naciones Unidas, que
adoptaran medidas económicas importantes contra Sudáfrica, en ocasión
que el Gobierno sudafricano proclamó el estado de emergencia.

~ Véase la Resolución A/CONF.157/23, de 12 de julio de 1993; y la Resolución
48 121, de 20 de diciembre de 1993.

~ Véase los Documentos: E/CN.4/1995/5 y E/CN.4/1996/50, de 23 de
octubre de 1995.

Consúltese la Resolución 1996/83 de la Comisión de Derechos Humanos de
las Naciones Unidas, que consta en el Documento E/CN.4/1996/L.1 1/Add.4

,

en el cual se hace una evaluación del programa de derechos humanos del
sistema de Naciones Unidas de conformidad con la Declaración y el
Programa de Acción de Viena.

~Elproyecto del Tercer Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, fue preparado por Stanislav Chernichenko y
William Treat, Relatores Especiales de la Subcomisión de Prevención de
Discriminaciones y Protección a las Minorías. Vid. E/CN.4/Sub.2/1993/24

,

de 29 de junio de 1993.

277-



98 Consúltese la propuesta de la Comisión Internacional de Juristas presentada

a la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, que consta en el
documento: A/CONF.157/PC/62/Add.1, de 3 de junio de 1993. En dicho
documento consta que la Comisión propuso a la Conferencia Mundial el
establecimiento de un <Tribunal Penal Internacional Permanente’, con
competencia para conocer sobre violaciones de los derechos humanos.
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CAPITULO Y

LAS FACULTADES DE SUSPENSION DE LOS DERECHOS
FUNDAMENTALES EN LOS SISTEMAS DE PROTECCION

INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

SISTEMA INTERAMERICANO

ORGANIZACION DE LOS ESTADOS AMERICANOS

1. Tratamiento Jurídico Declarativo y Convencional de las Facultades

de Excepcion.

1.1 Distintos InstrumentosDeclarativosy Convencionales.

El sistema interamericano de protección de los derechos humanos tiene
características propias que lo diferencian de los demás sistemas de protección
internacional. Surge este sistema después de la segunda guerra mundial con la
conformación de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en 1948,
que se estableció como producto de la transformación de la Unión Panamericana,
creada en el Siglo XIX, tras los esfuerzos integracionistas del pensamiento
bolivariano de principios de ese siglo. La Organización de los Estados
Americanos fue creada con el fin de lograr un orden de paz y justicia en el
continente, de fomentar la solidaridad entre los Estados miembros y defender su
soberanía, integridad territorial y su independencia. La estructura de la OEA fue
influenciada por la forma en que funcionaba la Unión Panamericana. Los fines,
los propósitos y principios de la actual Organización fueron inspirados por el
espíritu de la Organización predecesora.

La Unión Panamericana, que fue creada en la Primera Conferencia
Internacional Americana celebrada en 1890 en Washington, Estados Unidos de
Norteamérica, no estableció propiamente un sistema regional de protección de
los derechos humanos, pero algunas de sus actividades estuvieron relacionadas
con la protección específica de ciertos derechos humanos.
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A partir de 1890 la Unión Panamericana promovió la celebración de varias
conferencias interamericanas con el objeto de desarrollar la Organización y
fortalecer el movimiento integracionista que la inspiraba. En tal sentido se
celebraron consecutivamente las conferencias, en algunas de las cuales se
trataron aspectos relacionados con los derechos humanos y se adoptaron
declaraciones y resoluciones muy importantes sobre la misma materia.

La Unión Internacional de Repúblicas Americanas, con cuyo nombre fue
creada la Unión Panamericana en 1890, celebró en México la Segunda
Conferencia Internacional Americana (1901>; en Río de Janeiro la Tercera
Conferencia (1906>; la cuarta Conferencia en Buenos Aires (1910>; y la Quinta
Conferencia en Chile (1923).

En la Sexta Conferencia, celebrada en Cuba (1928>, se adoptó la
Declaración sobre Asilo, la cual representa un precedente muy importante
relacionado con la protección de los derechos humanos de cierta categoría de
personas en situaciones vinculadas con la vida política interna de los Estados.

En 1933 se celebró en Uruguay la Séptima Conferencia Internacional
Americana; y en 1938 se realizó un importante evento en el marco de la
celebración de la Octava Conferencia en Lima (1938>, en la cual se adoptaron
varias declaraciones de derechos, entre ellas: la Declaración sobre la Defensa de
los Derechos Humanos, la Declaración sobre los Derechos de la Mujer, y la
Declaración sobre la Libre Asociación y Libertad de Expresión de los Obreros.

En 1945 se realizó en México la Conferencia sobre los Problemas de la
Guerra y la Paz, que constituye una de las iniciativas más sobresalientes del
sistema regional americano, dado que dio la pauta en el momento oportuno para
adoptar una concepción amplia y definida de la protección internacional de los
derechos humanos.1 En esta Conferencia surgió la necesidad de adoptar una
Declaración de Derechos Humanos propia del sistema regional americano.

Posteriormente se adoptó en Río de Janeiro un instrumento convencional en
materia de seguridad regional, en el cual se mencionaba que la justicia y la paz
en los Estados están en relación de dependencia con la protección internacional
de los derechos humanos. Se adoptó en 1947 el Tratado Interamericano de
Asistencia Recíproca (TIAR), y con él, se reafirmó la necesidad de la solidaridad
y la defensa continental.
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En 1948 se celebró la Décima Conferencia Internacional Americana, en
Bogotá, Colombia, y se creó la Organización de los Estados Americanos (OEA>,
en cuya Carta de constitución se incorporaron disposiciones relacionadas con los
derechos humanos. En esa ocasión se adoptó la Declaración Americana de los
Derechos y Deberes del Hombre, que reconoce por primera vez en el sistema
interamericano una lista de derechos y garantías de la persona humana, y
contiene disposiciones generales relacionadas con los alcances y los límites de
los derechos reconocidos. A tal efecto, el artículo XXVIII expresa: <‘Alcance de los
derechos del hombre. Los derechos de cada hombre están limitados por los
derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del
bienestar general y del desenvolvimiento democrático.’>

En la Décima Conferencia Internacional Americana también se aprobaron
otros instrumentos regionales, entre ellos: la Carta Internacional Americana de
Garantías Sociales y los Convenios sobre los Derechos Civiles, Políticos y
Económicos de la Mujer.

A partir de este momento se comienza a estructurar el sistema regional de tal
manera que va dando lugar en sus años posteriores al desarrollo de sus
instituciones y mecanismos de protección.

En 1954, en la conferencia celebrada en Caracas, Venezuela, se aprobaron
los Convenios sobre Asilo Diplomático y sobre Asilo Territorial; y en 1959 en la
Reunión de Consulta de los Ministros de Relaciones Exteriores, se decidió crear la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), y se tomó la iniciativa
de elaborar un proyecto de Convención sobre Derechos Humanos y de
establecer una Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Tales iniciativas fueron impulsadas posteriormente por el sistema
interamericano cuando en 1969 se aprobó la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, conocida como “Pacto de San José», y mediante ella el
establecimiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que junto al
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, son los dos únicos tribunales
internacionales sobre esta materia.

Después de 1978, fecha de entrada en vigor de la Convención Americana,
pocos son los instrumentos jurídicos declarativos y convencionales que han sido
adoptados por el sistema. En 1985 la Organización de los Estados Americanos
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adoptó la Convención Americana para Prevenir y Sancionar la Tortura,2 la cual
está de una u otra forma relacionada con las situaciones internas que suceden en
los Estados miembros, especialmente en situaciones políticas vinculadas a los
estados de emergencia excepcional.

El articulo 5 de la Convención expresa que no se invocará ni admitirá como
justificación del delito de tortura la existencia de circunstancias, tales como
estado de guerra, amenaza de guerra, estado de sitio o de emergencia,
conmoción o conflicto interior, suspensión de garantías constitucionales, la
inestabilidad politica interna u otras emergencias o calamidades públicas.»

A la descripción anterior del desarrollo normativo del sistema interamericano
habría que agregar las modificaciones o reformas de la Carta de la OEA de 1967
y 1985,~ y la adopción de instrumentos jurídicos sobre derechos humanos, entre
los que pueden mencionarse: el Protocolo adicional a la Convención Americana
sobre Derechos Humanos relativo a los Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, conocido como ‘<Protocolo de San Salvador» (1988>; el Protocolo
adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, relativo a la
Abolición de la Pena de Muerte (1990>; y la Convención Interamericana sobre la
Desaparición Forzada de Personas (1994>, que hace referencia expresa a la
prohibición de las desapariciones en los estados de excepción.

El Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos
relativo a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, regula la cláusula de
no admisión de restricciones a los derechos económicos, sociales y culturales, y
al respecto establece en el artículo 4 lo siguiente: “No podrá restringirse o
menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o vigentes en un Estado en
virtud de su legislación interna o de convenciones internacionales, so pretexto de
que el presente Protocolo no los reconoce o los reconoce en menor grado.”

El mismo Protocolo adicional a la Convención Americana, al regular el
alcance de las restricciones y limitaciones de los derechos económicos, sociales
y culturales, establece en el artículo 5 lo siguiente: ‘Lo5 Estados Partes sólo
podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio de los derechos
establecidos en el presente Protocolo mediante leyes promulgadas con el objeto
de preservar el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la
medida que no contradigan el propósito y razón de los mismos.’>
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La Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada expresa en el
artículo 1 lo siguiente: «Los Estados Partes en esta Convención se comprometen
a: a) No practicar, no permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, ni
aun en estado de emergencia, excepción o suspensión de garantías individuales.»

El artículo X de la citada Convención expresa: “En ningún caso podrán
invocarse circunstancias excepcionales, tales como estado de guerra o amenaza
de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública,
como justificación de la desaparición forzada de personas. En tales casos, el
derecho a procedimientos o recursos judiciales rápidos y eficaces se conservara
como medio para determinar el paradero de las personas privadas de libertad o
su estado de salud o para individualizar a la autoridad que ordenó la privación de
libertad o la hizo efectiva.” Con tal disposición, la Convención reafirma el
carácter inderogable del hábeas corpus y del amparo, considerado así por la
Convención Americana sobre Derechos Humanos y por la Corte Interamericana
de Derechos Humanos, tal como se comentará posteriormente.

Todo este desarrollo del sistema interamericano de protección a partir de la
creación de la OEA ha permitido regular jurídicamente las diversas situaciones
que se presentan en materia de derechos humanos. Se ha desarrollado un
proceso de positivación de los derechos humanos y de las libertades
fundamentales, así como de las garantías del debido proceso, lo cual ha
incorporado en el sistema jurídico interamericano los más importantes derechos
humanos.

El sistema regional americano no ha sido prolijo en instrumentos declarativos
y convencionales como lo ha sido el sistema universal, pero ha regulado de
manera satisfactoria la protección de los derechos humanos tanto en períodos de
normalidad constitucional como en situaciones de emergencia o estados de
excepcion.

1.2 La ConvenciónAmericana sobreDerechosHumanos.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos es prácticamente el
único instrumento convencional del sistema que regula la suspensión de
derechos humanos por motivos relacionados a los estados de excepción.
Contiene disposiciones generales y especificas aplicables en tales situaciones,
entre las cuales se pueden mencionar las siguientes:
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El Preámbulo de la Convención en su segundo párrafo reconoce la necesidad
de la protección internacional de los derechos fundamentales en toda circunstancia,
al establecer que tales derechos «no nacen del hecho de ser nacional de
determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la
persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de
naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el
derecho interno de los Estados americanos.”

Dentro de las disposiciones que se refieren a las obligaciones de respetar los
derechos humanos y de adoptar medidas de derecho interno por los Estados
Partes, pueden mencionarse los artículos 1 y 2 de la Convención Americana que
textualmente establecen:

Artículo 1. “Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y
pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o
cualquier otra condición social.”

Articulo 2. ‘Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno. Si el
ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviera
ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados
Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos
constituc¡onales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas
legislativas o de otro carácter que fuesen necesarias para hacer efectivos tales
derechos y libertades.»

Tales disposiciones obligan jurídicamente a los Estados Partes a respetar
todos los derechos y libertades reconocidos en la Convención y a garantizar su
ejercicio, sin discriminaciones, incluso por motivos de “opinión política,” lo cual
implica que los Estados en toda circunstancia deben actuar con criterios no
discriminatorios.

De lo anterior se deduce que los Estados Partes no podrán tomar medidas
discriminatorias por motivos de opinión política que restrinjan o puedan restringir
el ejercicio efectivo de los derechos protegidos por el sistema interamericano.
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De igual forma, los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas
legislativas o de otro carácter que fuesen indispensables para que los derechos y
libertades reconocidos puedan tener efectividad en la vida interna de los países.
Esta obligación de adecuación legislativa favorece la protección de los derechos
humanos y de las libertades fundamentales en todo tipo de circunstancias,
incluyendo los estados de emergencia excepcional, que son aquellos en los
cuales deben surtir mayores efectos las medidas internas que deben adoptarse
de acuerdo a las obligaciones que se derivan de la Convención.

La Convención Americana contiene también disposiciones que regulan las
normas de interpretación de la misma Convención y que inciden favorablemente
en la protección de los derechos humanos protegidos en todo tipo de situaciones,
especialmente en los estados de excepción, que es cuando existen mayores
niveles de discrecionalidad de parte de la autoridad pública, y por ende, mayores
posibilidades de actuación arbitraria de los poderes del Estado, particularmente
del Ejecutivo y de las instancias militares.

El artículo 29 de la Convención Americana establece lo siguiente:

<‘Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el
sentido de:

a. Permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o
limitarlos en mayor medida que la prevista en ella;

b. Limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar
reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de
acuerdo con otra convención en que sea Parte uno de dichos Estados;

c. Excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se
derivan de la forma democrática representativa de gobierno y;

d. Excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de
los Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la
misma naturaleza.”

De lo anterior puede afirmarse que ningun Estado Parte de la Convención
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puede restringir el ejercicio de los derechos susceptibles de suspensión temporal
más allá de lo permitido por la misma Convención, mucho menos puede
suprimir o anular los derechos reconocidos por la misma bajo el pretexto de que
la Convención así lo permite según la interpretación de sus disposiciones.

Por otra parte, también puede citarse el articulo 30 de la Convención
Americana, que por su importancia y por su vinculación con las normas
restrictivas de derechos humanos ha sido objeto de atención especial por parte
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que ha emitido una Opinión
Consultiva muy importante en esta materia, la cual será objeto de comentario y
análisis en el presente capítulo.

El artículo 30 de la Convención establece textualmente que, ‘las restricciones
permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los derechos
y libertades reconocidos en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a
leyes que se dictasen por razones de interés general y con el propósito para el
cual han sido establecidas,”

Según esta disposición convencional de carácter general, los Estados Partes
deben siempre recurrir a las leyes para poder regular mediante ellas la restricción
temporal de ciertos derechos y libertades que por su naturaleza son susceptibles
de suspensión temporal.

No pueden los Estados, por lo tanto, disponer de su poder o de sus
facultades discrecionales para restringir derechos humanos mediante decisiones
de tipo administrativo o de otra índole, dado que la misma Convención
Americana impone a los Estados Partes la obligación de aplicar las restricciones
que sean permitidas mediante leyes formales que respondan en todo momento a
los intereses de la colectividad y con el fin específico de producir los resultados
para los cuales se han autorizado tales restricciones.

Finalmente, la Convención contiene otra disposición relacionada con las
restricciones y con los limites de los derechos humanos. Esta disposición se
refiere a los deberes del individuo en el marco de una sociedad democrática.

El artículo 32 de la Convención a este respecto dispone lo siguiente:

‘<1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la
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humanidad.

2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás,
por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una
sociedad democrática.»

Según lo anterior, los Estados solamente pueden limitar el ejercicio de los
derechos humanos susceptibles de suspensión, cuando ello sea necesario para
asegurar el respeto de los derechos humanos de todos, y cuando se requiera
garantizar la seguridad de las personas y la consecución del bien común que
atañe a toda la colectividad, a través de la satisfacción de sus derechos
humanos. De tal disposición convencional puede deducirse el criterio de la
“estricta necesidad” que se requiere en cada caso de suspensión de derechos
para poder tomar medidas restrictivas, según el Derecho Internacional
convencional.

Las citadas disposiciones de la Convención Americana contienen principios
jurídicos internacionales y ciertos criterios generales que deben ser atendidos por
los Estados en todo tipo de circunstancias, e incluso tienen aplicabilidad en los
estados de excepción.

Además de las normas citadas, la Convención Americana cuenta con ciertas
reglas y principios específicamente destinados a regir en las situaciones de
emergencia excepcional. Estas disposiciones están contenidas en el artículo 27
de la Convención, que textualmente dice:

«1. En caso deguerra, depeligro público o de otra emergenciaqueamenacela
independenciao seguridaddel EstadoParte, éstepodrá adoptardisposiciones
que,en la mediday por el tiempoestrictamentelimitados a las exigenciasde
la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud de esta
Convención,siempreque tales disposicionesno sean incompatiblescon las
demásobligacionesque les imponeel Derecho Internacional y no entrañen
discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma,
religión y origensociaL

2. La disposición precedenteno autoriza la suspensiónde los derechos
determinadosen los siguientesartículos:3 (Derechoal Reconocimientode la
PersonalidadJurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la Integridad
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Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 9 (Principio de
Legalidady de Irretroactividad); 12 (Libertad de Concienciay de Religión); 17
(Protección a la Familia); 18 (Derechoal Nombre); 19 (Derechosdel Niño); 20
(Derecho a la Nacionalidad), y 23 (DerechosPolíticos), ni de las garantías
judiciales indispensablespara la protección de talesderechos.

3. Todo EstadoParteque haga usodel derechodesuspensióndeberáinformar
inmediatamentea los demásEstadosPartesen la presenteConvención,por
conductodel SecretarioGeneralde la Organizaciónde los EstadosAmericanos,
de las disposicionescuya aplicación haya suspendido,de los motivos que
hayan suscitadola suspensióny de la fecha en que haya dado por terminada
tal suspensión.»

Puede notarse en el texto de la Convención Americana que su contenido es
más amplio y claro que las disposiciones que regulan la suspensión de derechos
en los otros sistemas de protección internacional.

La Convención Americana menciona como causas de los estados de
excepción situaciones especificas como los estados de guerra, que sin duda
podrían dar lugar a suspender ciertas obligaciones jurídicas internacionales
contraídas en materia de derechos humanos, pero además menciona otras
situaciones que dan lugar a una valoración discrecional de la autoridad pública,
tales como las situaciones de peligro público o situaciones de emergencia, que
por su naturaleza son susceptibles de amenazar la independencia o la seguridad
de los Estados.

Tales situaciones, por la forma en que han sido reguladas por el citado
artículo 27 de la Convención, dan lugar a que los Estados, particularmente las
autoridades del Ejecutivo y las autoridades militares, valoren con un amplio
margen de discrecionalidad las circunstancias fácticas, lo cual, si no existen los
controles políticos o parlamentarios con capacidad para evaluar oportunamente
la magnitud y la naturaleza de las mismas situaciones de hecho, podrian dar
lugar a que los Estados Partes, amparándose en la disposición convencional
citada, cometan abusos y arbitrariedades contra los derechos humanos de los
particulares invocando el ejercicio de las facultades extraordinarias. Ello
excedería las facultades que les confiere la misma Convención para suspender el
ejercicio temporal de ciertos derechos humanos.
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Por otra parte, el citado articulo 27 incorpora varios principios jurídicos con
el objeto de proteger los derechos inderogables reconocidos por el sistema
interamericano, e incluso para proteger los derechos y garantías susceptibles de
suspensión temporal. La Convención Americana incorpora los siguientes
Principios:

A. Principio de la notificación.
B. Principio de la proporcionalidad.
C. Principio de la necesidad.
D. Principio de la amenaza excepcional.
E. Principio de la temporalidad o provisionalidad.
F. Principio de la no discriminación.
O. Principio de la inderogabilidad de ciertos derechos humanos.

La Convención Americana regula el principio de la notificación, que también
se incorpora en el sistema universal y europeo de protección. Los Estados
Partes, según este principio, deben informar a los demás Estados, por conducto
del Secretario General de la OEA, sobre las disposiciones excepcionales
adoptadas; los motivos que han tenido para suspender sus obligaciones; y la
fecha en que se darán por terminadas las medidas restrictivas de derechos
humanos.

El artículo 27 en su primer apartado estipula que los Estados Partes podrán
“adoptar disposiciones que en la medida y por el tiempo estrictamente limitados
a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud
de esta Convención.” Con ello, la Convención está regulando de manera clara el
principio de la proporcionalidad de las medidas en razón de su naturaleza y de su
vigencia en el tiempo.

Los principios de necesidad y de amenaza excepcional están incorporados
mediante esta misma disposición, en la cual también se hace referencia al
principio de temporalidad o provisionalidad de las medidas, que es un principio
básico en la protección de los derechos humanos y que obliga a los Estados
Partes a asumir o adoptar medidas que sean acordes a las citadas reglas de
temporalidad y proporcionalidad.4

El artículo 27.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
contiene, además, disposiciones relativas al principio de la no discriminación, el
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cual impone a los Estados Partes la obligación de no asumir bajo ninguna
circunstancia medidas excepcionales discriminatorias por “motivos de raza,
color, sexo, idioma, religión u origen social.’

Las causas o motivaciones políticas no están mencionadas expresamente en
la Convención como causas válidas para impedir los efectos de las medidas
discriminatorias en los estados de excepción, lo cual podría ser considerado, en
principio, como una deficiencia de la Convención; pero para suplir este vacío
habría que tomar en cuenta que la misma Convención en su articulo 27 dispone
que los derechos políticos son derechos inderogables por naturaleza y que por tal
razón no son susceptibles de limitación mediante el uso de medidas
discriminatorias. En tal sentido los Estados Partes, interpretando adecuadamente
el espíritu y el texto del artículo 27 de la Convención Americana, están obligados
a no adoptar medidas que por su naturaleza, su alcance y sus efectos en materia
de derechos humanos sean discriminatorias por motivos políticos.5

El sistema interamericano al igual que el sistema universal de protección
también regula la obligación de los Estados Partes de que las medidas tomadas o
las disposiciones adoptadas ‘<no sean incompatibles con las demás obligaciones
que les impone el Derecho Internacional.”

En materia de protección a los derechos fundamentales la Convención
Americana incorpora un núcleo de derechos y libertades «intangibles» o
«inderogables”, y a su vez establece la protección de ciertas garantías judiciales
que considera como garantías indispensables para la protección de los derechos
inderogables, aún cuando no hace una enumeración expresa de ellas.6

La Convención Americana reconoce como derechos intangibles o inderogables
los siguientes: (art.27>

a> El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica. (Art. 3>
b> El derecho a la vida. (Art. 4>
c) El derecho a la integridad personal. Derecho de protección contra la tortura y

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. (Art. 5>
d) El derecho de protección contra la esclavitud y la servidumbre. (Art. 6>
e> Los principios de legalidad y de irretroactividad de la ley penal. (Art. 9>
f) La libertad de conciencia y de religión. (Art. 12>
g> El derecho de protección a la familia. (Art. 17)
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h> El derecho al nombre. (Art. 18>
i) Los derechos del niño. (Art. 19)
j) El derecho a la nacionalidad. (Art. 20)
k) Los derechos políticos. (Art. 23>
1) Las garantías judiciales indispensables para proteger los anteriores derechos

humanos y libertades fundamentales.

La incorporación de las garantías del debido proceso como garantías
inderogables constituye un avance muy importante del sistema interamericano, a
diferencia de los demás sistemas de protección, y aunque no se describe cada
una de ellas en la Convención Americana, se deja abierta la posibilidad para
poder considerar como inderogables aquellas garantías judiciales cuya vigencia
se requiere en un momento o situación determinado para la protección de los
derechos fundamentales puestos en peligro en los estados de excepción.

Por lo tanto, debe entenderse como inderogable toda garantía judicial que
por su naturaleza y especialmente por la función de protección que desempeña,
sea estrictamente indispensable asegurar para preservar los derechos humanos y
las libertades fundamentales que no pueden suspenderse bajo ninguna
circunstancia. En este sentido pueden considerarse como garantías judiciales
inderogables las siguientes:

a) El derecho de acceso a la jurisdicción. Derecho de protección judicial.
Derecho a disponer de recursos judiciales efectivos. (Arts. 8 y 25>

b) El principio de legalidad. (Art. 9>
c) El principio de irretroactividad de la ley penal. (Art. 9>
d> El derecho a ser juzgado por tribunales competentes, independientes e

imparciales. (Arts. 8 N~ 1)
e> El derecho de audiencia o garantía de audiencia. (Art. 8)
f> El derecho a no ser enjuiciado o procesado dos veces por la misma causa.

(Art. 8 N2 4>
g> El derecho a no ser obligado a ejecutar trabajos forzados o de otra índole

que afecten la dignidad o la capacidad física o intelectual de la persona
detenida. (Art. 6 N~ 2>

h) El derecho a la defensa. Derecho a la asistencia letrada. (Art. 8>
i) El derecho a la presunción de inocencia. (Arts. 5 y 8>
j> El derecho al hábeas corpus y al amparo. (Arts. 8 y 25)~
k) El derecho a no sufrir prisión por deudas o por incumplimiento de
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obligaciones contractuales. (Art. 7)
1) El derecho de aportar pruebas en el proceso judicial. (Art. 8)
m> El derecho a indemnización por error judicial. (Art. 10)

Las anteriores garantías judiciales o garantías del debido proceso, si bien no
aparecen mencionadas expresamente en el artículo 27 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos como garantías inderogables o intangibles,
debe entenderse que tienen tal calidad, dado que su misma naturaleza y la
función de protección que desempeñan en los estados de excepción y en los
conflictos armados, exige que los derechos humanos intangibles sean asegurados
y garantizados en su ejercicio en toda circunstancia, pero además, requiere que
los derechos humanos y las libertades fundamentales susceptibles de suspensión
temporal, no sean restringidos o limitados más allá de lo “estrictamente
indispensable” para contribuir al restablecimiento de la normalidad, alterada a
raíz de la emergencia excepcional insuperable por los medios legales normales.

Las garantías judiciales de carácter no suspendibles constituyen, por lo tanto
auténticas garantías de protección jurídica de los derechos inderogables y de los
derechos humanos en general, y protegen jurídicamente al individuo frente a los
poderes públicos contra todo abuso y arbitrariedad no permitido por la legalidad
en un Estado de Derecho.

Debe también considerarse como garantía judicial inderogable el derecho de
protección contra la incomunicación de las personas detenidas, que si bien no se
cita claramente en la Convención Americana, se deduce de su mismo espíritu. El
articulo 27.2 de la Convención dispone que no podrán suspenderse las garantías
indispensables para la protección de los derechos inderogables, entre las cuales
se comprende el derecho a la defensa y a la asistencia letrada. Estas garantías
cumplen, además, la importante función de proteger la vida y la integridad
personal de los detenidos, al evitar mediante la comunicación entre el abogado
defensor y la persona detenida, la posibilidad de ejecución, tortura o desaparición
forzada. Dicha circunstancia hace suponer que en el citado articulo 27.2 de la
Convención se incorpora implícitamente el derecho de protección contra la
incomunicación de las personas detenidas.

Por otra parte, la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada
de Personas, reconoce expresamente una garantía fundamental del debido
proceso como garantía de carácter inderogable. El artículo X de la Convención
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expresa que los Estados Partes no podrán invocar los estados de excepción
como justificación para la práctica de las desapariciones forzadas de personas, y
que en tales casos, “el derecho a procedimientos o recursos judiciales rápidos y
eficaces se conservará como medio para determinar el paradero de las personas
privadas de libertad o su estado de salud o para individualizar a la autoridad que
ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva.» Con ello la Convención
reconoce el carácter inderogable del derecho a un recurso judicial rápido y
efectivo que proteja a las personas en casos de violación a sus derechos
fundamentales.

No obstante lo anterior, el sistema interamericano debería preocuparse por
incorporar expresamente un listado de las “garantías judiciales indispensables” o
garantías mínimas en sus normas convencionales, sin que ello impida que otras
garantías no incorporadas en dicho listado sean consideradas como tales en un
momento y situación determinados, según sea la necesidad de protección y
salvaguardia de los derechos fundamentales en los estados de excepción.

A los derechos humanos que se han identificado como derechos inderogables
habría que agregar otros, que si bien no aparecen mencionados expresamente en
la Convención Americana, ni han sido mencionados en el artículo 27 de la
misma, deberían ser considerados como tales. Estos derechos, identificados
como los derechos económicos, sociales y culturales, aparecen incorporados en
el sistema jurídico interamericano mediante la Carta de la OEA y el Protocolo
adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a los
Derechos Económicos, Sociales y Culturales,8 y si bien no se hace mención
expresa del carácter inderogable de estos derechos, deben ser considerados
como tales, dada su esencia y naturaleza que hace referencia a aspectos
fundamentales del ser humano y de la colectividad.

Además, la suspensión de los derechos económicos, sociales y culturales en
nada podría contribuir al restablecimiento de la situación anormal de excepción.
Por el contrario, la suspensión de estos derechos podría incrementar la gravedad
de las crisis que se pretenden superar con las medidas de excepcion.

El derecho a la salud y a la alimentación, el derecho a la educación, al
trabajo y a la vivienda, a la participación cultural en la comunidad, los derechos
de protección a la niñez y la familia, y otros importantes derechos sociales, son
también derechos de carácter inderogable que no aparecen mencionados
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expresamente por la Convención Americana como derechos protegidos, por
haber reconocido ésta sólo derechos civiles y políticos.

El artículo 26 de la Convención Americana, no obstante, reconoce el
carácter progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales, y la
necesidad de adoptar providencias tanto a nivel interno como en el plano
internacional para lograr la efectividad de tales derechos, los cuales, como ya se
ha afirmado, incrementan el número de derechos inderogables del sistema
interamericano.

De todo lo anterior puede afirmarse que en el sistema interamericano están
más claramente delimitados los derechos y libertades inderogables e incluso los
derechos susceptibles de suspensión, lo cual constituye un avance positivo en
materia de protección internacional, pero es necesario que el sistema determine
con precisión las garantías judiciales indispensables para la protección de los
derechos inderogables, y disponga de otras normas e instrumentos jurídicos que
amplíen y desarrollen las disposiciones convencionales vigentes en esta materia.

2. Mecanismo Interamericano de Protección.

La Organización de los Estados Americanos cuenta con una estructura de
órganos e instancias principales, subsidiarios y especializados, que están
destinados a la promoción y protección de los derechos humanos y tienen
competencia para conocer situaciones o casos individuales de violaciones a los
derechos humanos protegidos por el sistema.

Los órganos principales de la Organización de los Estados Americanos son
los siguientes:9

a> La Asamblea General.
b) La Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores.
c) Los Consejos. El Consejo Permanente.
d> El Comité Jurídico Interamericano.
e) La Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
f) La Secretaria General.
g) Las Conferencias Especializadas; los Organismos Especializados; el Consejo
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Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura; el Consejo
Interamericano Económico y Social; el Consejo Interamericano del Niño, y
otras instancias.

La mayoría de los órganos antes citados tienen competencia para conocer
situaciones o temas relacionados con los derechos humanos, pero es la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH> el órgano principal
especialmente establecido para velar por la promoción y defensa de los derechos
y libertades protegidos por el sistema interamericano.

2.1 La Comisión ínteramericanadeDerechosHumanos.

La Comisión Interamericana surgió a raíz de la iniciativa de la Quinta Reunión
de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, celebrada en Santiago de
Chile, en 1959. Originalmente no era un órgano principal de la Organización,
pero con las reformas de la Carta de la OEA de Buenos Aires en 1967, la
Comisión pasó a formar parte de los Organos Principales de la OEA, situación
que no sucede así en los otros sistemas de protección internacional con
instancias similares a la Comisión Interamericana.’0

La Carta de la OEA en su artículo 112 estipula que: ‘<Habrá una Comisión
Interamericana de Derechos Humanos que tendrá como función principal, la de
promover la observancia y la defensa de los derechos humanos y de servir como
órgano consultivo de la Organización en esta materia.

Una Convención Interamericana sobre Derechos Humanos determinará la
estructura, competencia y procedimiento de dicha Comisión, así como las de los
otros órganos encargados de esa materia.”

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene como función
principal: “promover la observancia y la defensa de los derechos humanos» en el
continente, y según lo establece la Convención Americana, tiene un mandato
muy amplio que le permite realizar y cumplir las siguientes funciones y
atribuciones:11

a) <‘Estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de
América;
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b) Formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos
de los Estados Miembros, para que adopten medidas progresivas en favor de
los derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas y sus
preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para
fomentar el debido respeto a esos derechos;

c) Preparar los estudios e informes que considere convenientes para el
desempeño de sus funciones;

d> Solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen
informes sobre las medidas que adopten en materia de derechos humanos;

e) Atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la
Organización de los Estados Americanos, le formulen los Estados miembros
en cuestiones relacionadas con los derechos humanos y, dentro de sus
posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le soliciten;

f) Actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su
autoridad de conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 a 51 de esta
Convención, y;

g) Rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los
Estados Americanos.”

Las atribuciones de la Comisión Interamericana también están delimitadas en
su Estatuto, en los artículos 18, 19 y 20, el cual, además de reiterar el mandato
de la Convención Americana, lo amplía. El articulo 18 en este sentido expresa
que: <‘Respecto a los Estados miembros de la Organización de los Estados
Americanos, la Comisión tiene las siguientes atribuciones: Rendir un informe
anual a la Asamblea General de la Organización, en el cual se tenga debida
cuenta del régimen jurídico aplicable a los Estados Partes en la Convención
Americana sobre Derechos Humanos y de los Estados que no son Partes;
practicar observaciones <‘in loco” en un Estado, con la anuencia o la invitación
del gobierno respectivo.”

El artículo 19 dice textualmente: “En relación con los Estados Partes en la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Comisión ejercerá sus
funciones de conformidad con las atribuciones previstas en aquélla y en el
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presente Estatuto y, además de las atribuciones señaladas en el articulo ~8,
tendrá las siguientes:

a) Diligenciar las peticiones y otras comunicaciones, de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 44 al 51 de la Convención;

b> Comparecer ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los
casos previstos en la Convención;

c) Solicitar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos que tome las
medidas provisionales que considere pertinentes en asuntos graves y
urgentes que aún no estén sometidos a su conocimiento, cuando se haga
necesario para evitar daños irreparables a las personas;

d) Consultar a la Corte acerca de la interpretación de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos o de otros tratados sobre la protección de los
derechos humanos en los Estados Americanos;

e) Someter a la consideración de la Asamblea General proyectos de protocolos
adicionales a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con el fin
de incluir progresivamente en el régimen de protección de la misma otros
derechos y libertades, y;

f> Someter a la Asamblea General, para lo que estime conveniente, por
conducto del Secretario General, propuestas de enmienda a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos.”

El artículo 20 del Estatuto de la Comisión Interamericana expresa que, «en
relación con los Estados miembros de la Organización que no son Partes de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Comisión tendrá, además
de las atribuciones señaladas en el artículo 18, las siguientes:

a) Prestar part¡cular atención a la tarea de la observancia de los derechos
humanos mencionados en los Artículos 1,11, III, IV, XVIII, XXV y XXVI de la
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre;

b) Examinar las comunicaciones que le sean dirigidas y cualquier información
disponible; dirigirse al gobierno de cualquiera de los Estados miembros no
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Partes en la Convención, con el fin de obtener las informaciones que
considere pertinentes y formularles recomendaciones cuando lo considere
apropiado, para hacer más efectiva la observancia de los derechos humanos
fundamentales;

c) Verificar, como medida previa al ejercicio de la atribución prescrita en el
inciso b> anterior, si los procesos y recursos internos de cada Estado
miembro no Parte en la Convención fueron debidamente aplicados y
agotados.”

Puede notarse de las anteriores disposiciones que la Comisión Interamericana
tiene un margen muy amplio de actuación en materias relacionadas con los
derechos humanos y con su protección en el continente. Los siete miembros de
la Comisión, que actúan a título personal, gozan de cierto margen de acción para
velar por la defensa de los derechos humanos. Ello les permite poder actuar de
distinta forma, mediante los procedimientos propios del sistema. El mandato
amplio de que disponen les permite intervenir en todo tipo de situaciones, con
mayor razón aún cuando los derechos y las libertades fundamentales de las
personas están en mayor peligro, en los casos de extrema urgencia y gravedad.

La Comisión Interamericana como uno de los principales órganos de
protección del sistema regional tiene competencia para conocer casos o
situaciones relacionados con las violaciones a los derechos humanos en los
estados de excepción, en los conflictos armados, y por supuesto, en las
situaciones de paz, y al igual que la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
está sujeta a una regulación jurídica que le permite un amplio margen de
actuación.

La actuación de la Comisión en los estados de excepción ha sido posible
debido a las denuncias o comunicaciones individuales que ha recibido, y a las
peticiones de acciones urgentes. La gravedad de las situaciones no le ha
impedido poder cumplir formalmente con su mandato, pero no se han registrado
casos de medidas apropiadas y urgentes como las visitas “in situ», al momento
de promulgarse los estados de excepción. La Comisión únicamente ha conocido
sobre casos sucedidos durante estados de excepción y ha fallado sobre los
mismos señalando las violaciones e infracciones de los Estados Partes
estableciendo las recomendaciones pertinentes, pero no se ha logrado que la
Comisión haya realizado un seguimiento efectivo del cumplimiento de las
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mismas. En otros apartados del presente capítulo se mencionan algunos casos
conocidos por la Comisión Interamericana en materia de estados de excepción.

2.2 La Corte Interamericana deDerechosHumanos.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos es también otro órgano muy
importante del sistema regional americano en materia de protección. Es el único
órgano jurisdiccional que tiene competencia para conocer casos contenciosos
relacionados con las violaciones a los derechos humanos atribuidas a los
Estados americanos.

La Corte surgió con la Convención Americana de 1969, pero la iniciativa de
su creación se remonta al mismo inicio de la OEA en 1948, en el marco de la
Novena Conferencia Internacional Americana, en la cual se adoptó la Resolución
XXXI denominada: <‘Corte Interamericana para Proteger los Derechos del
Hombre,” en la que se consideró que la protección de los derechos humanos en
el continente debería ser garantizada por un órgano jurídico. La Novena
Conferencia encomendó mediante la citada resolución al Comité Jurídico
Interamericano que elaborara un proyecto de Estatuto para la creación de una
Corte Interamericana, el cual fue aprobado por la Asamblea General celebrada
en La Paz, Bolivia, el 31 de Octubre de 1979.

Todos los instrumentos jurídicos vinculados con la creación y funcionamiento
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos establecen ciertas disposiciones
que le permiten ejercer funciones y atribuciones de protección en todo tipo de
circunstancias, tales como los conflictos armados internos o internacionales, las
situaciones de paz, los disturbios internos, tensiones interiores o los estados de
emergencia excepcional.

La Corte tiene competencia en materia contenciosa mediante la cual puede
conocer casos sobre violaciones de los derechos humanos cuando hayan sido
sometidos por los Estados Partes o por la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos. Para que la Corte Interamericana intervenga en un asunto sometido a
su conocimiento y decisión es necesario que se hayan agotado previamente los
recursos de la jurisdicción interna y el procedimiento ante la Comisión
Interamericana. Se requiere, además, que el Estado de que se trate haya
reconocido previamente la competencia de la Corte y que la demanda se refiera
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a violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana.12

La competencia contenciosa le permite a la Corte un considerable margen de
acción frente a los Estados que han reconocido su competencia, e incluso tiene
incidencia en todos los Estados miembros de la OEA mediante su actividad
consultiva, la que le permite conocer sobre cualquier caso relativo a la
interpretación y aplicación de las disposiciones de la Convención Americana.
Tiene atribuciones que le permiten interpretar cualquier tratado sobre derechos
humanos. Está facultada para emitir opiniones consultivas sobre las leyes
internas y su relación o incompatibilidad con la Convención Americana.

La Corte Interamericana dispone también de procedimientos ágiles -acciones
urgentes y medidas cautelares o provisionales-, que permiten su utilización en
situaciones de extrema gravedad y urgencia, tales como los estados de
excepción. Estas medidas, si bien son propias del sistema interamericano, ya
están siendo utilizadas en ciertas instancias de protección del sistema de las
Naciones Unidas, tal como se ha mencionado en el capítulo anterior.13

Según las normas convencionales vigentes, el sistema cuenta con mecanismos
de protección jurisdiccional y cuasi-jurisdiccional que dan lugar a la intervención
del individuo, de los grupos sociales y de las entidades no gubernamentales de
los Estados miembros. El articulo 44 de la Convención Americana establece que
“cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente
reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar
a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta
Convención por un Estado Parte.’

La Comisión Interamericana también puede conocer sobre demandas
interestatales. El artículo 45 de la Convención establece textualmente:

<‘1. Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de
ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior,
declarar que reconoce la competencia de la Comisión para recibir y examinar las
comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha
incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en esta
Convención.

2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se pueden
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admitir y examinar si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho una
declaración por la cual reconozca la referida competencia de la Comisión. La
Comisión no admitirá ninguna comunicación contra un Estado Parte que no haya
hecho tal declaracion.”

Los procedimientos interamericanos con que cuenta el individuo para
proteger sus derechos frente a los Estados miembros tienen aplicabilidad en todo
tipo de circunstancias, incluso en los estados de excepción. Los procedimientos
de denuncias o quejas individuales o el de las demandas interestatales ante la
Comisión están claramente determinados por la Convención Americana y por el
Reglamento de la Comisión y están contenidos en las siguientes disposiciones de
la Convención:14

Artículo 46. ‘<Para que una petición o comunicación presentada conforme a
los artículos 44 ó 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá:

a. Que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna,
conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos;

b. Que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en
que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión
definitiva;

c. Que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro
procedimiento de arreglo internacional, y;

d. Que en el caso del Artículo 44 la petición contenga el nombre, la
nacionalidad, la profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas o
del representante legal de la entidad que somete la petición.

Las disposiciones de los incisos 1.a. y Lb. del presente artículo no se
aplicarán cuando:

a. No exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido
proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han
sido violados;

b. No se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los
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recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y;

c. Haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.’

Las denuncias ante la Comisión Interamericana sólo proceden si se trata de
violaciones de los derechos civiles y políticos reconocidos por la Convención
Americana, respecto de los Estados Partes de la misma, independientemente si
suceden en períodos de normalidad o en situaciones de emergencia excepcional
o conflictos armados. También proceden contra cualquiera de los Estados
miembros de la Organización por violaciones de los derechos contemplados en
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en los casos
en que no hubieren ratificado la Convención.’5

El sistema interamericano prevé la intervención de la Comisión Interamericana
por violaciones de los derechos civiles y políticos en todo tipo de circunstancias
respecto de cualquiera de los Estados miembros de la OEA. Conoce también
sobre casos graves y urgentes, lo cual le permite comunicarse directamente con
representantes de los Estados de manera inmediata sin atender las formalidades
que se requieren para la tramitación de las denuncias individuales. Las acciones
urgentes y las medidas cautelares o provisionales que pueden ser asumidas por
la Comisión y la Corte constituyen un mecanismo ágil y efectivo del sistema que
tiene importancia especialmente para proteger los derechos humanos
fundamentales en los estados de excepción.’6 La solicitud de tales acciones o
medidas da lugar a una intervención inmediata de los órganos del sistema.

El procedimiento de las denuncias individuales le permite a la Comisión
promover una solución amistosa y emitir un informe definitivo del caso, en el que
se exponen los hechos y las conclusiones y se hacen proposiciones y
recomendaciones para el Estado denunciado. El informe de la Comisión se
distribuye entre los Estados interesados y prácticamente con este trámite
concluye el procedimiento.

La Comisión puede someter el caso ante la Corte Interamericana de
Derechos Humanos dentro de los 3 meses siguientes, toda vez que el Estado
demandado haya reconocido previamente la competencia de la Corte por medio
de una declaración unilateral del gobierno o del parlamento, cuando tenga
competencia para ello. La Comisión también puede invitar a los Estados Partes
de la Convención a que reconozcan tal competencia para conocer sobre un caso
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determinado)’

Tanto las acciones urgentes, las medidas cautelares o provisionales, como el
procedimiento de las denuncias o comunicaciones individuales o el de las
demandas interestatales ante la Comisión, pueden intentarse en los casos de
violación sucedidos en los estados de excepción, y en general, en todo tipo de
circunstancias en las que se atribuya a los Estados Partes violaciones de los
derechos civiles y políticos reconocidos por la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, o en su caso, por violación a los derechos contenidos en la
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, respecto de los
Estados miembros de la OEA que no son Partes de la Convención Americana.

A su vez, en el momento en que entre en vigor el Protocolo adicional a la
Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a los Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, se podrá también presentar denuncias o
comunicaciones individuales ante la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, por violaciones de ciertos derechos sociales, sucedidas en todo tipo
de circunstancias. A comienzos de 1996 solamente habían ratificado el Protocolo
adicional: Ecuador, Panamá, Surinam y El Salvador, faltando aún siete Estados
que ratifiquen dicho Protocolo para que entre en vigencia y pueda operar el
mecanismo de las comunicaciones individuales.

Ante la Corte Interamericana también puede tramitarse un procedimiento
muy importante para la protección de los derechos humanos. Los Estados Partes
de la Convención que hubiesen reconocido la competencia de la Corte pueden
ser demandados por la Comisión Interamericana o por cualquier Estado Parte
que también hubiese reconocido dicha competencia. Ello da lugar a un
procedimiento jurisdiccional de tipo contencioso, que si bien es prolongado en el
tiempo y no es susceptible de poder producir efectos inmediatos, como los que
se requieren en los estados de emergencia excepcional, puede contribuir a Ja
protección de los derechos fundamentales en dichas situaciones. Tómese en
cuenta que las sentencias de la Corte Interamericana que contengan criterios o
medidas que deban adoptarse por los Estados demandados, constituyen un
precedente jurisprudencial importante capaz de producir efectos jurídicos,
políticos y morales en el futuro en favor de la protección de los derechos
humanos en todo tipo de circunstancias.

En la tramitación del procedimiento la Corte puede recibir pruebas
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introducidas por las Partes; ordenar la práctica de diligencias que estime
necesarias; recibir y examinar testigos; y ordenar y examinar peritajes e informes
sobre el caso objeto de la demanda, a fin de emitir un fallo motivado, el cual es
definitivo e inapelable.18 En el procedimiento contencioso no tiene participación
directa la víctima ni las organizaciones no gubernamentales, las cuales sólo
pueden intervenir a través de la Comisión Interamericana como sus representantes
o asesores.

En la experiencia de la Corte en esta materia pueden observarse varios casos
contenciosos. No obstante, estos casos no se refieren a violaciones sucedidas
durante los estados de emergencia excepcional, pero los criterios y valoraciones
que contienen las resoluciones y sentencias pueden ser invocados y aplicados en
cualquier tipo de circunstancias.19

Por otra parte, la Corte Interamericana también está facultada por la
Convención Americana para tomar medidas provisionales en casos “de extrema
gravedad y urgencia,” para evitar daños irreparables en las personas. Estas
medidas son de relevante importancia en los estados de excepción, dado que es
en estos casos en que los derechos fundamentales están en mayor peligro de ser
afectados por las medidas de excepción y requieren, por lo tanto, de
mecanismos de protección ágiles y eficaces.

Las medidas provisionales pueden ser solicitadas por cualquiera de las Partes
en el proceso contencioso y por la Comisión Interamericana, o pueden ser
asumidas de oficio por la misma Corte en los casos que sean de su
conocimiento. Pero si el caso aún no ha sido sometido a la Corte, podrá la
Comisión Interamericana solicitarle que tome tales medidas. En este último caso
la víctima, un grupo de personas o una organización no gubernamental, puede
pedir a la Comisión que solicite a la Corte la adopción de medidas provisionales,
lo cual permite el acceso del individuo ante los procedimientos de protección del
sistema, especialmente en los casos en que se requiere una intervención rápida y
efectiva como en los estados de excepción.

El artículo 23 del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos al respecto establece lo siguiente:

«1. En cualquier estado del procedimiento, siempre que se trate de casos de
extrema gravedad y urgencia y cuando se haga necesario evitar daños
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irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo,
podrá tomar las medidas provisionales que considere pertinentes con
fundamento en lo dispuesto por el Articulo 63.2 de la Convención.

2. Si se tratase de asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento,
podrá actuar a solicitud de la Comisión.

3. La solicitud puede ser presentada al Presidente o a cualquiera de los Jueces
de la Corte por cualquier medio de comunicación.

4. Si la Corte no está reunida, el Presidente la convocará sin retardo. Pendiente
la reunión, el Presidente, en consulta con la Comisión Permanente o con los
Jueces, de ser posible, requerirá de las Partes, si fuese necesario, que actúen
de manera tal que permita que cualquier decisión que la Corte pueda tomar
con relación a la solicitud de medidas provisionales, tenga los efectos
pertinentes.

5. La Corte podrá decidir en cualquier momento, de oficio o a petición de una
de las Partes o de la Comisión, si las circunstancias del caso lo requieren,
que se dicten las medidas provisionales.”20

Puede observarse, entonces, que en los estados de excepción y en toda
circunstancia el individuo dispone de un mecanismo ágil y efectivo, no sujeto a
formalidades ni a trámites prolongados, que puede ser impulsado tanto por la
Comisión como por la Corte Interamericana, y que puede ser muy útil
especialmente en casos y situaciones de extrema urgencia y gravedad para
evitar mayores daños en las personas, tales como los casos de incomunicación
de detenidos, la desaparición forzada de personas, las detenciones prolongadas
sin control judicial y ciertos casos de tortura y tratos crueles, inhumanos o
degradantes, propios de los estados de excepción.

En los casos urgentes y de extrema gravedad también puede recurrirse a
otros mecanismos ágiles de protección, los cuales pueden ser asumidos por la
Comisión Interamericana. El Artículo 48 número 2 de la Convención Americana
permite que la Comisión Interamericana pueda realizar investigaciones en el
territorio de los Estados sobre un caso concreto de violación de los derechos
humanos, previo consentimiento de dichos Estados. Para ello basta que el
interesado presente una petición o comunicación que reúna todos los requisitos
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formales de admisibilidad. Este procedimiento tiene importancia especialmente
en situaciones que son difíciles de verificar, tales como los casos sucedidos en
los estados de excepción.

El Reglamento de la Comisión Interamericana establece en el artículo 44 lo
siguiente:

‘Investigación In Loco. 1. Si fuere necesario y conveniente, la Comisión realizará
una investigación “in loco” para cuyo eficaz cumplimiento solicitará, y los
Estados interesados le proporcionarán, todas las facilidades necesarias.

2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, podrá realizarse una investigación
“in loco”, previo consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue
haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación de una petición o
comunicación que reúna todos los requisitos formales de admisibilidad.

3. Una vez terminada la etapa de investigación, el caso se elevará a la
consideración de la Comisión, la cual preparará su decisión en el plazo de
ciento ochenta días.»

El Reglamento de la Comisión también la faculta para organizar ‘misiones
especiales” en determinados casos, lo cual le permite investigar hechos o hacer
gestiones en el interior de los Estados con fines específicos relacionados con la
protección de los derechos humanos. El articulo 28 del citado Reglamento
establece que, ‘<la Comisión podrá designar uno o más de sus miembros o
funcionarios de la Secretaría para realizar determinadas gestiones, investigar
hechos o hacer los arreglos necesarios para que la Comisión pueda ejercer sus
funciones.” Estas <misiones especiales» de la Comisión pueden en un determinado
momento estar relacionadas con hechos o situaciones sucedidas en los estados
de excepción.

Todos los procedimientos y mecanismos que se han detallado anteriormente
respecto de la Corte y de la Comisión Interamericana, que permiten con bastante
amplitud la intervención de los individuos y de las organizaciones no
gubernamentales, constituyen hoy en día los mejores y más efectivos medios de
protección con que cuenta el sistema interamericano en favor de la persona
humana, y le permiten a la Organización de los Estados Americanos verificar el
cumplimiento de las obligaciones jurídicas de los Estados miembros en materia
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de derechos humanos, conforme a lo establecido especialmente en la Carta de la
OEA y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Los mecanismos de protección regionales, si bien no han logrado desarrollarse
plenamente, constituyen un avance muy importante en materia de protección,
dado que son procedimientos que están a disposición del individuo y que hay
que desarrollar mediante la práctica institucional del sistema, haciendo uso de
ellos en los casos y situaciones en que procedan, especialmente en los estados
de excepción, que es cuando los derechos humanos y su protección requieren de
una mayor vigilancia, supervisión y control internacional,

El sistema interamericano carece de instancias específicas destinadas a velar
por la protección de los derechos humanos en los estados de excepción, tal
como ha sido establecido por el sistema de las Naciones Unidas, que cuenta con
una instancia específica para este tipo de situaciones, el Relator Especial sobre
los Estados de Excepción. Los órganos de protección del sistema regional
americano, en especial la Comisión Interamericana, representan instancias ante
las cuales puede invocarse la protección jurídica en todo tipo de situaciones,
incluyéndose los estados de emergencia excepcional, pero no han sido
establecidas con ese fin específico como se observa en las Naciones Unidas.21

3. Actividad Consultiva de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos.

La función consultiva que ha desarrollado la Corte Interamericana de
Derechos Humanos desde su establecimiento es, sin duda, un avance muy
importante del sistema regional en materia de protección a los derechos
fundamentales en los estados de excepción.

La Corte Interamericana en el ejercicio de su función consultiva ha emitido
importantes opiniones consultivas relacionadas con la protección de los
derechos humanos en los estados de excepción. La función consultiva de la
Corte tiene su base fundamentalmente en la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, que en el artículo 64 establece:

“1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca
de la interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a
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la protección de los derechos humanos en los Estados americanos.
Asimismo, podrán consultarla, en lo que les compete, los órganos
enumerados en el capítulo X de la Carta de la Organización de los Estados
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires.

2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle
opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas
y los mencionados instrumentos internacionales.»

La Convención Americana es clara al mencionar en el citado artículo 54 que
los Estados miembros de la Organización y los órganos principales de la misma
son los únicos que están facultados para solicitar las opiniones consultivas sobre
la interpretación de la Convención o de otros tratados internacionales relacionados
con la protección de los derechos humanos aplicables en los Estados miembros.
Según la Convención, la Corte Interamericana también está facultada para emitir
opiniones consultivas sobre la compatibilidad de las leyes internas de los Estados
miembros con los tratados internacionales sobre derechos humanos. La función
consultiva es importante dado que le permite a la Corte, cuando ello proceda,
opinar sobre la legitimidad de la legislación interna -leyes de excepción- en el
caso en que sus disposiciones estén en contradicción con el espíritu y el texto de
las normas convencionales de protección a los derechos humanos.

Esta facultad de la Corte Interamericana no debe ser entendida como una
intromisión indebida en las cuestiones internas de los Estados miembros. La
Convención expresa que este tipo de opiniones consultivas sólo pueden
solicitarla los Estados miembros respecto de su misma legislación interna, con lo
cual se está descartando la posibilidad de considerar la intervención de la Corte
como una intromisión indebida en las cuestiones internas de los Estados
miembros, dado que es el mismo Estado el que está solicitando la intervención
de la Corte a efecto de que interprete el sentido de las disposiciones de orden
interno relacionadas con los derechos humanos.

La actividad consultiva también está regulada en el Estatuto de la Corte
Interamericana y en su Reglamento, así como en el Estatuto de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos.

El Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el
artículo 49, al referirse a la interpretación de la Convención Americana establece
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lo siguiente:

1. “La petición para una Opinión Consultiva establecida en el artículo 64.1 de la
Convención debe ser formulada por medio de una solicitud que comprenderá
las preguntas específicas sobre las cuales se busca la opinión de la Corte.

2. Si la interpretación de la Convención es pedida por:

a. Un Estado miembro, la solicitud debe indicar las disposiciones que deben ser
interpretadas, las consideraciones que originan la consulta y el nombre y
dirección del agente del solicitante.

b. Un órgano de la OEA, la solicitud debe indicar las disposiciones que deben
ser interpretadas, cómo la consulta se refiere a su esfera de competencia, las
consideraciones que originan la consulta y el nombre y dirección de sus
delegados.”

De igual forma, el artículo 50 del Reglamento de la Corte al referirse a las
normas de interpretación de otros tratados internacionales sobre derechos
humanos, establece lo siguiente:

1. <‘Si es solicitada la interpretación de otros tratados concernientes a la
protección de los derechos humanos en los Estados americanos, como está
dispuesto en el articulo 64.1 de la Convención, la petición indicará el nombre
y las Partes en el tratado, las preguntas especificas sobre las cuales se busca
la opinión de la Corte y las consideraciones que origina la consulta.

2. En el caso de una solicitud presentada por uno de los órganos de la OEA a
que se refiere el articulo 64.1 de la Convención, las disposiciones del articulo
49.2 se aplicarán “mutatis mutandis.”

El mismo Reglamento al referirse a las normas de interpretación de las leyes
internas por medio de las opiniones consultivas de la Corte, establece en el
artículo 51:

1. <‘La petición de una Opinión Consultiva, de las previstas en el artículo 64.2 de
la Convención, será formulada por medio de una solicitud que identificará:
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a. Las leyes internas, las disposiciones de la Convención y/u otros tratados

internacionales que son objeto de la consulta.

b. Las preguntas específicas sobre las cuales se busca la opinión de la Corte.

c. El nombre y dirección del agente solicitante.

2. A la solicitud se acompañarán díez copias de las leyes internas a que se

refiere el párrafo anterior.”
Es importante también mencionar las normas contenidas en el Reglamento

de la Corte que se refiere propiamente a los procedimientos que deben
observarse al momento de solicitar una Opinión Consultiva de la Corte. En este
sentido el articulo 52 del Reglamento de la Corte establece:

1. ‘Una vez recibida la solicitud de una Opinión Consultiva, de acuerdo con los
artículos 49 ó 50 del presente Reglamento, el Secretario transmitirá copias
de ella a cualesquiera Estados a quienes pueda concernir el asunto, así como
al Secretario General de la OEA para su envío a los órganos mencionados en
el articulo 64.1 de la Convención. El informará igualmente a los ya
mencionados y a la Comisión, que la Corte está preparada para recibir
dentro de un límite de tiempo fijado por el Presidente, sus observaciones
escritas. Estas observaciones u otros documentos relevantes deberán ser
registrados en la Secretaría con cuarenta copias y se transmitirán a la
Comisión, a los Estados y a los otros cuerpos mencionados en el artículo
64.1 de la Convención.

2. Una vez concluidos los procedimientos escritos, la Corte decidirá sobre la
realización de los procedimientos orales y dispondrá sobre el orden de
presentación y el límite de tiempo en las audiencias.»

La Corte Interamericana, si así lo estima necesario, puede disponer de los
procedimientos o de las normas que regulan el proceso contencioso a fin de
poder evacuar satisfactoriamente las opiniones consultivas que le son sometidas.
A este respecto el artículo 53 del Reglamento de la Corte estipula que, <‘cuando
las circunstancias lo requieran, la Corte puede aplicar cualquiera de las
disposiciones que regulan el proceso contencioso a las opiniones consultivas.»
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Finalmente, el Reglamento de la Corte en su articulo 54 establece:

“1. Las audiencias en las opiniones consultivas serán públicas.

2. Cuando la Corte ha completado sus deliberaciones y adoptado su Opinión
Consultiva, ésta será leída en público y contendrá:

a. Una exposición de los asuntos sometidos a la Corte.
b. La fecha en la cual se adoptó.
c. El nombre de los Jueces.
d. Un resumen de los procedimientos.
e. Un resumen de las consideraciones que originaron la petición.
f. Las conclusiones de la Corte.
g. Las razones en puntos de derecho.
h. Una exposición indicando cual texto de la opinión hace fe.

3. Un juez puede, si así lo decide, hacer constar su opinión individual junto con
la Opinión Consultiva de la Corte, bien sea que disienta de la mayoría o no, y
pueda registrar su concurrencia o disidencia.»

En este mismo sentido, el Estatuto de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos en su artículo 24, al referirse a las audiencias, deliberaciones y
decisiones de la Corte, establece en el apartado 3~ del citado artículo 24 lo
siguiente:

“Las decisiones, juicios y opiniones de la Corte se comunicarán en sesiones
públicas y se notificarán por escrito a las Partes. Además, se publicarán
conjuntamente con los votos y opiniones separados de los Jueces y con
cualesquiera otros datos o antecedentes que la Corte considere conveniente.”

Las disposiciones convencionales anteriormente citadas, así como las que
contiene el Estatuto y el Reglamento de la Corte y el Estatuto de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, regulan en términos generales la función
consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y son las
disposiciones en que la Corte fundamenta jurídicamente las opiniones consultivas
que hasta ahora ha emitido sobre distintos aspectos relacionados con los
derechos humanos, especialmente sobre aspectos vinculados con la protección
en los estados de emergencia excepcional.

314-



A continuación se comentan las más importantes opiniones consultivas
relacionadas con la protección de los derechos humanos en los estados de
excepcion:

3.1 OPIPUON CONSULTiVA OC-6/86 de9 demayode 1986.

Esta Opinión Consultiva fue solicitada por el Gobierno de la República
Oriental del Uruguay el 14 de agosto de 1985, y se refiere al alcance de la
expresión ‘<leyes” empleada por el articulo 30 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos.

Al presentar la solicitud el Gobierno de Uruguay manifestó a la Corte lo
siguiente: «Cabe preguntarse acerca de la expresión ‘<leyes” utilizada en el
articulo 30 de la Convención, en cuanto a si se refiere a leyes en sentido formal
-norma jurídica emanada del Parlamento y promulgada por el Poder Ejecutivo,
con las formas requeridas por la Constitución-, o en sentido material, como
sinónimo de ordenamiento jurídico, prescindiendo del procedimiento de elaboración
y del rango normativo que le pudiera corresponder en la escala jerárquica del
respectivo orden jurídico.”

En este sentido es importante mencionar lo que establece el artículo 30, el
cual textualmente dice: ‘<Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta
Convención, al goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la
misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictasen por
razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas.»

La Secretaría de la Corte Interamericana de Derechos Humanos al recibir la
solicitud de la Opinión Consultiva pidió a todos los Estados miembros de la
Organización de Estados Americanos que hicieran sus observaciones escritas
sobre el tema objeto de la consulta. Asimismo, solicitó dichas observaciones a
los órganos principales de la citada Organización, a través de su Secretario
General. Ante el requerimiento de la Secretaria de la Corte solamente
respondieron los gobiernos de Costa Rica y Jamaica, no obstante la importancia
de la Opinión Consultiva solicitada.

Posteriormente, la Corte Interamericana celebró una audiencia pública con el
objeto de escuchar las opiniones, tanto de los Estados miembros como de los
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órganos de la OEA, a la cual solamente comparecieron el gobierno de Costa
Rica y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. La citada audiencia
pública se llevó a cabo en la sede de la Corte Interamericana en San José, Costa
Rica, el día ~6 de enero de 1986. En un primer momento la Corte invocó el
artículo 31 de la Convención sobre el Derecho de los Tratados, y al respecto
afirmó que, “la interpretación de esta norma ha de hacerse de buena fe,
conforme al sentido corriente que ha de atribuirse a los términos empleados por
el tratado en su contexto y teniendo en cuenta su objeto y fin.»

La Corte Interamericana también manifestó que “el artículo 30 se refiere a las
restricciones que la propia Convención autoriza a propósito de los distintos
derechos y libertades que la misma reconoce. Debe subrayarse que, según la
Convención (articulo 29.a>, es ilícito todo acto orientado hacia la supresión de
uno cualquiera de los derechos proclamados por ella. En circunstancias
excepcionales y bajo condiciones precisas, la Convención permite suspender
temporalmente algunas de las obligaciones contraídas por los Estados (articulo
27>. En condiciones normales, únicamente caben restricciones al goce y
ejercicio de tales derechos. La distinción entre restricción y supresión del goce y
ejercicio de los derechos y libertades resulta de la propia Convención (artículos
16.3, 29.a, y 39)22

Es importante señalar que la Corte dentro de las consideraciones previas
planteadas en esta Opinión Consultiva aclaró que el artículo 30, bajo ninguna
circunstancia, podía ser interpretado como una “suerte de autorización general
para establecer nuevas restricciones a los derechos protegidos por la Convención.»
Para la Corte lo que el citado artículo de la Convención pretende es precisamente
tratar de imponer una condición adicional a efecto de que las restricciones,
especialmente aquéllas que están autorizadas por la Convención, sean legitimas.»23

Según el criterio de la Corte, para que las disposiciones convencionales
contenidas tanto en el articulo 30 como en otras disposiciones de la Convención,
puedan legítimamente establecer limitaciones o restricciones a determinados
derechos y libertades, se requiere del cumplimiento de ciertas condiciones, entre
las cuales la Corte menciona las siguientes:

a> “Que se trate de una restricción expresamente autorizada por la Convención
y en las condiciones particulares en que la misma ha sido permitida;
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b) Que los fines para los cuales se establece la restricción sean legítimos, es
decir, que obedezcan a ‘<razones de interés general” y no se aparten del
“propósito para el cual han sido establecidas.” Este criterio teleológico, cuyo
análisis no ha sido requerido en la presente consulta, establece un control
por desviación de poder, y;

c) Que tales restricciones estén dispuestas por las leyes y se apliquen de
conformidad con ellas.»

En este sentido, la Corte afirmó que “el concepto de leyes no puede
interpretarse en abstracto y, en consecuencia, no debe divorciarse del contexto
del orden jurídico que le presta sentido e incide en su aplicación.»24

Es claro que la Corte en su Opinión Consultiva insiste en la <‘cláusula de
reserva de ley” cuando se refiere a la restricción o limitación de los derechos
humanos y de Zas libertades fundamentales protegidos por el sistema
interamericano. Para la Corte “la reserva de ley para todos los actos de
intervención en la esfera de la libertad, dentro del constitucionalismo democrático,
es un elemento esencial para que los derechos del hombre puedan estar
jurídicamente protegidos y existir plenamente en la realidad. Para que los
principios de legalidad y reserva de ley constituyan una garantía efectiva de los
derechos y libertades de la persona humana, se requiere no sólo su
proclamación formal, sino la existencia de un régimen que garantice eficazmente
su aplicación y un control adecuado del ejercicio de las competencias de los
órganos.”25

Según la Opinión Consultiva, no es posible bajo ninguna circunstancia
interpretar el término ‘leyes” como una expresión equivalente a un sinónimo de
cualquier norma jurídica, pues de ser así, esta circunstancia podría dar lugar a
pensar que es posible restringir derechos humanos y libertades fundamentales
por la sola determinación del poder público, sin otra limitación formal que la de
establecer tales restricciones en disposiciones normativas de carácter general.

El articulo 30 de la Convención Americana también exige que las
restricciones y las limitaciones a los derechos y libertades reconocidos en la
misma obedezcan a una regulación legal que se dicte por ‘<razones de interés
general y con el propósito para el cual han sido establecidas.” Según la Corte,
este requisito implica que las leyes que han de ser dictadas por razones de
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interés general, deben haber sido adoptadas en función del “bien común>’
(artículo 32.2>, concepto que, según la Opinión Consultiva, “ha de interpretarse
como elemento integrante del orden público del Estado democrático, cuyo fin
principal es la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación de
circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la
felicidad.”26

No obstante lo anterior, la Corte de manera oportuna afirmó que “de ninguna
manera podrían invocarse el orden público o el bien común como medios para
suprimir un derecho garantizado por la Convención o para desnaturalizarlo o
privarlo de contenido real (artículo 29.a de la Convención Americana>. Esos
conceptos, en cuanto se invoquen como fundamento de limitaciones a los
derechos humanos, deben ser objeto de una interpretación estrictamente ceñida
a las justas exigencias de una sociedad democrática, que tenga en cuenta el
equilibrio entre los distintos intereses en juego y la necesidad de preservar el
objeto y fin de la Convención.”27

Finalmente, la Corte ha insistido en la Opinión Consultiva, al hacer una
interpretación adecuada del artículo 30 de la Convención, que sólo una ley
formal puede restringir o limitar el ejercicio de los derechos protegidos por la
misma Convención, y es por ello que al emitir la Opinión Consultiva con el voto
unánime de todos los Jueces de la Corte, ésta concluyó, “que la palabra leyes en
el artículo 30 de la Convención significa norma jurídica de carácter general,
ceñida al bien común, emanada de los órganos legislativos constitucionalmente
previstos y democráticamente elegidos, y elaborada según el procedimiento
establecido por las constituciones de los Estados Partes para la formación de las
leyes.»

La Opinión Consultiva emitida por la Corte Interamericana, sin duda alguna,
establece importantes criterios jurídicos de carácter general que son muy útiles
para interpretar adecuadamente las normas que restringen derechos humanos y
libertades fundamentales. Se refiere a las fuentes constitucionales de creación de
las leyes restrictivas de derechos, y además, a los procedimientos o formas de
elaboración de las leyes, los cuales siempre deben obedecer a criterios
democráticos y a disposiciones y principios constitucionales.

Esta Opinión Consultiva es muy importante para la protección de los
derechos humanos en los estados de excepción, ya que establece que los
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derechos humanos protegidos por el sistema interamericano no pueden ser
limitados o restringidos en su ejercicio, si no es en razón del <‘interés general” y
del “bien común”, y si no existe un debido control juridico del poder legislativo
mediante el establecimiento de una ley que regule los términos en los cuales se
va a restringir o limitar su ejercicio.

Los criterios vertidos por la Corte, sin duda, pueden ser muy útiles para
clarificar la interpretación que debe hacerse respecto de las normas restrictivas
de derechos humanos y libertades fundamentales en los estados de excepción.

3.2 OPINION CONSULTIVA OC-8/87de30 de enerode 1987.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, según las facultades que
le confiere la Convención Americana y su Estatuto, solicitó el 10 de octubre de
1986 a la Corte Interamericana una Opinión Consultiva sobre los artículos 25.1 y
7.6 de la Convención. En esa ocasión la Comisión formuló a la Corte la siguiente
consulta:

<‘¿El Recurso de Hábeas Corpus, cuyo fundamento se encuentra en los
artículos 7.6 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, es
una de las garantías judiciales que, de acuerdo a la parte final del párrafo 2 del
artículo 27 de esa Convención, no puede suspenderse por un Estado Parte de la
citada Convención Americana.?’

La Corte Interamericana solicitó inmediatamente observaciones escritas
sobre el objeto de la consulta tanto a los Estados miembros como a los órganos
de la OEA. Solamente los gobiernos de Ecuador, Panamá y Venezuela
contestaron al requerimiento de la Corte. También emitieron sus puntos de vista
sobre la consulta como “amici curiae,’ Americas Watch Committee e International
Human Rights Law Group.

La Corte Interamericana celebró una audiencia pública el 26 de enero de
1987 y a ella solamente compareció la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos.

La Comisión expresó las consideraciones sobre la consulta y basó
prácticamente su petición en el hecho de que varios Estados Partes de la
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Convención Americana han entendido que en los estados de excepción uno de
los derechos cuyo ejercicio puede suspenderse, es precisamente el de protección
judicial que se ejerce a través del hábeas corpus. La Comisión también valoró
que algunos Estados americanos han promulgado leyes especiales de excepción
y en algunos casos han regulado el estado de incomunicación de personas
detenidas, suspendiendo el recurso de hábeas corpus durante el lapso de
incomunicación autorizado por la legislación de excepción. Por tal motivo, la
Comisión solicitó la Opinión Consultiva con el objeto de que se aclararan
importantes conceptos de parte de la Corte, que sin duda podrían servir para una
adecuada interpretación de las normas restrictivas de derechos humanos.

Sobre lo consultado la Comisión consideró, ‘<que ni aún bajo una situación de
emergencia el hábeas corpus puede suspenderse o dejarse sin efecto. Como se
ha expresado, este recurso tiene por finalidad inmediata poner a disposición de
los jueces la persona de! detenido, lo que le permite a aquél asegurar si éste está
vivo y no se encuentra padeciendo torturas o apremios fisicos o psicológicos, lo
cual es importante subrayar, toda vez que el derecho a la integridad personal que
reconoce el articulo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos es
de aquellos derechos que bajo circunstancia alguna pueden suspenderse.»

La Comisión Interamericana en su solicitud también argumento lo siguiente:
“Aún respecto de la libertad personal cuya suspensión temporal es posible en
circunstancias excepcionales, el hábeas corpus permitirá al juez comprobar si la
orden de arresto se aprueba en un criterio de razonabilidad, tal como la
jurisprudencia de tribunales nacionales de ciertos paises que se han encontrado
en estado de sitio han llegado a exigirlo.”

La Corte Interamericana después de hacer un examen sobre los requisitos de
admisibilidad de la solicitud de Opinión Consultiva pasó a tratar el fondo del
asunto. En este sentido mencionó inicialmente que la interpretación de los
artículos 25 y 7 de la Convención Americana, en relación con lo dispuesto por el
citado artículo 27, debe hacerse utilizando las normas de la Convención sobre el
Derecho de los Tratados, las cuales según la Corte pueden considerarse como
reglas de Derecho Internacional general sobre el tema.

La Corte tomó en cuenta, por lo tanto, las disposiciones contenidas en el
artículo 29 de la Convención Americana relativas a las normas de interpretación.
Para la Corte, <‘la interpretación del artículo 27.2 debe hacerse, pues, de buena
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fe, teniendo en cuenta el objeto y fin de la Convención Americana y la necesidad
de prevenir una conclusión que implique suprimir el goce o ejercicio de los
derechos y libertades reconocidos en la Convención o a limitarlos en mayor
medida que la prevista en ella.”28 «El artículo 27 contiene determinadas
locuciones que merecen ser destacadas a los fines de la presente consulta. Así,
el título es «suspensión de garantías”; el párrafo primero habla de “suspender las
obligaciones contraídas’>; el párrafo segundo de “suspensión de los derechos”; y
el párrafo tercero de ‘<derecho de suspensión’. Cuando la palabra «garantías” se
utiliza en el párrafo segundo, es precisamente para prohibir la suspensión de las
“garantias judiciales indispensables.” Del análisis de los términos de la
Convención en el contexto de éstos, resulta que no se trata de una «suspensión
de garantías” en sentido absoluto, ni de la “suspensión de los derechos», ya que
siendo éstos consustanciales de la persona lo único que podría suspenderse o
impedirse sería su pleno y efectivo ejercicio. La Corte estima útil tener presente
esas diferencias terminológicas a fin de esclarecer los fundamentos conceptuales
sobre los cuales responde la presente consulta, sin perjuicio de las cuales la
Corte utilizará la expresión empleada por la Convención, de suspensión de
garantías. <29

La Corte al hacer el examen de fondo manifestó que si bien la suspensión de
las garantías puede ser en algunos casos el único medio para poder afrontar
situaciones de emergencia excepcional, salvaguardando los valores de la
sociedad democrática, no por ello puede hacerse una abstracción de los abusos
y arbitrariedades a que podría dar lugar la aplicación de las medidas de
excepción, cuando no están justificadas según los criterios y principios del
artículo 27 de la Convención Americana. Por tal razón, la Corte estimó necesario
reafirmar que dentro de los principios propios del sistema interamericano, la
suspensión de garantías no podía bajo ninguna circunstancia desvincularse del
ejercicio efectivo de la democracia representativa a la que hace alusión la Carta
de la OEA.30

En la Opinión Consultiva la Corte sostiene que la Convención Americana
establece claramente el principio de que todos los derechos humanos protegidos
deben ser respetados y garantizados, a menos que circunstancias especiales
justifiquen Za suspensión temporal en el ejercicio de algunos de ellos, en tanto
que otros derechos nunca pueden ser suspendidos ni afectados por grave que
sea la emergencia excepcional.
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Para la Corte Interamericana, “la juridicidad de las medidas que adopten para
afrontar cada una de las situaciones especiales a que se refiere el artículo 27.1
dependerá, entonces, del carácter, intensidad, profundidad y particular contexto
de la emergencia, así como de la proporcionalidad y razonabilidad que guarden
las medidas adoptadas respecto de ellas.”3’

Como ya he comentado anteriormente, el artículo 27 de la Convención
establece el reconocimiento de una serie de derechos humanos como inderogables,
es decir, no susceptibles de suspensión temporal bajo ninguna circunstancia,
pero al mismo tiempo, la Convención en el citado artículo 27 establece los
limites a los poderes del Estado para suspender o restringir el ejercicio de ciertos
derechos y libertades, con el objeto de trazar las reglas necesarias que deben
obedecer los Estados Partes en situaciones de emergencia excepcional, y no
suspender, por lo tanto, los derechos consagrados como inderogables en la
Convención.

Estos derechos, como el derecho a la vida, el derecho a la integridad
personal, el derecho a que se respete el principio de legalidad y de
irretroactividad de las leyes penales, y otros, por su carácter de derechos
inderogables o intangibles deben disponer en todo momento y circunstancia de
auténticas garantías jurídicas de protección que aseguren su vigencia plena y
efectiva. Ese es precisamente el papel que deben jugar las garantías de
protección de los derechos humanos en los estados de excepción.

Las garantías del debido proceso, según la Corte Interamericana, “sirven para
proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho. Como
los Estados Partes tienen la obligación de reconocer y respetar los derechos y
libertades de la persona, también tienen la de proteger y asegurar su ejercicio a
través de las respectivas garantías (art. 1.1>, vale decir, de los medios idóneos
para que los derechos y libertades sean efectivos en toda circunstancia.”32

“La suspensión de garantías constituye también una situación excepcional,
según la cual resulta lícito para el gobierno aplicar determinadas medidas
restrictivas a los derechos y libertades que, en condiciones normales, están
prohibidas o sometidas a requisitos más rigurosos. Esto no significa, sin
embargo, que la suspensión de garantias comporte la suspensión temporal del
Estado de Derecho o que autorice a los gobernantes a apartar su conducta de la
legalidad a la que en todo momento deben ceñirse. Estando suspendidas las
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garantías, algunos de los límites legales de la actuación del poder público pueden
ser distintos de los vigentes en condiciones normales, pero no deben
considerarse inexistentes, ni cabe, en consecuencia, entender que el gobierno
esté investido de poderes absolutos más allá de las condiciones en que tal
legalidad excepcional está autorizada.”33

Para la Corte Interamericana, tanto el principio de legalidad, como las
instituciones democráticas y el Estado de Derecho, son inseparables y forman
parte esencial de las condiciones que se requieren para asegurar la protección
integral de los derechos humanos.

Asimismo, la Corte sostiene que el concepto de los derechos humanos, las
libertades fundamentales y el de sus garantías jurídicas de protección, es un
concepto integral e inseparable del sistema de valores democráticos y de
principios jurídicos que inspiran el sistema interamericano. La Corte en este
sentido ha expresado que, <‘en una sociedad democrática, los derechos y
libertades inherentes a la persona, sus garantías y el Estado de Derecho
constituyen una triada, cada uno de cuyos componentes se define, completa y
adquiere sentido en función de los otros.»34

En la Opinión Consultiva queda claro que para determinar el carácter
indispensable de ciertas garantías judiciales es necesario establecer previamente
la naturaleza del derecho humano que debe ser protegido por tales garantías. De
ahí que los derechos que por naturaleza son inderogables deberán disponer en
todo momento de cierto núcleo de garantías judiciales “indispensables» para
asegurar su protección en los estados de excepcion.

Para la Corte, estas garantías consideradas como indispensables deben ser,
además, garantías judiciales, es decir, que deben constituir auténticos medios
judiciales idóneos para la protección de los derechos inderogables en tales
circunstancias, lo cual implica necesariamente la intervención de los órganos
jurisdiccionales, revestidos de independencia e imparcialidad, dado que sólo así
es posible poder determinar la legalidad de las actuaciones de los poderes
públicos en el marco de los estados de excepción.

Continuando con el examen de fondo de la Opinión Consultiva, la Corte pasó
a analizar los artículos 25.1 y 7.6 de la Convención. En este sentido, la Corte
manifestó que si bien estos artículos no están mencionados expresamente en el
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artículo 27.2 como aquéllas disposiciones que deberían ser consideradas como
derechos y garantías inderogables, no por ello <‘prima facie” podría descartarse
su naturaleza de garantías judiciales indispensables a las que se refiere el citado
artículo 27.2.

El artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
dispone lo siguiente:

“Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes que la amparen contra
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la
ley o la presente Convención, aún cuando tal violación sea cometida por
personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.’>

Es importante mencionar que el articulo 25.1 contiene disposiciones de
carácter general que reconocen implícitamente la institución procesal del
amparo, entendida ésta como el procedimiento jurisdiccional de carácter sencillo
y rápido que tiene como finalidad primordial la tutela de todos los derechos
reconocidos por la Constitución, las leyes y por la misma Convención
Americana.

Según el Derecho constitucional democrático los derechos humanos son
susceptibles de amparo. Por ende, los derechos que están reconocidos de
manera expresa por el citado artículo 27.2 como derechos inderogables también
están protegidos por el amparo en toda circunstancia de tiempo y lugar.

Por otra parte, es importante mencionar lo que dispone el articulo 7.6 de la
Convención, que textualmente dice:

“Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o
tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de
su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fuesen
ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viese
amenazada de ser privada de su libertad, tiene derecho a recurrir ante un juez o
tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza,
dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán
interponerse por si o por otra persona.”
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Puede notarse que en la anterior disposición aparece recogido implícitamente
el recurso de hábeas corpus, que por su naturaleza está destinado a tutelar de
manera directa la libertad personal contra detenciones ilegales y arbitrarias de la
autoridad o por privaciones ilegales de libertad practicadas por cualquier
persona. El hábeas corpus también puede convertirse, en un momento
determinado, en una garantía judicial indispensable para proteger derechos
inderogables en los estados de excepción, si es que mediante la intervención de
la autoridad correspondiente se logra establecer un control legal sobre la
detención y privación de libertad de las personas en tales situaciones. En estas
circunstancias el papel fundamental del hábeas corpus es el de proteger ciertos
derechos inderogables, tales como la dignidad e integridad personales y la
protección contra la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes en las personas detenidas. Con ello, el hábeas corpus va más allá de
la simple protección de la libertad personal y se convierte, en los estados de
excepción, en un mecanismo o garantía judicial de protección de otros derechos
inderogables distintos a la libertad personal.

Según la Corte Interamericana, “el hábeas corpus, para cumplir con su objeto
de verificación judicial de la legalidad de la privación de la libertad, exige la
presentación del detenido ante el juez o tribunal competente bajo cuya
disposición queda la persona afectada. En este sentido es esencial la función que
cumple el hábeas corpus como medio para controlar el respeto a la vida e
integridad de la persona, para impedir su desaparición o la indeterminación de su
lugar de detención, así como para protegerla contra la tortura u otros tratos o
penas crueles, inhumanos o degradantes.»35

Los argumentos expresados por la Corte Interamericana permiten afirmar
que el recurso de hábeas corpus constituye actualmente el instrumento más
idóneo para corregir los abusos de la autoridad pública en materia de privación
ilegal o arbitraria de la libertad personal. También constituye un medio eficaz
para prevenir la práctica de la tortura, los tratos crueles, inhumanos o
degradantes, y otro tipo de prácticas prohibidas, tales como: las detenciones
administrativas que exceden los plazos legales, las detenciones sin cargos, la
práctica de la incomunicación de detenidos y toda una serie de abusos de
autoridad cometidos en los períodos de reclusión administrativa o jurisdiccional.

En consecuencia de lo anterior, la Corte Interamericana al expresar las
consideraciones finales manifestó, “que los procedimientos de hábeas corpus y
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de amparo son de aquellas garantías judiciales indispensables para la protección
de varios derechos, cuya suspensión está vedada por el artículo 27.2 y sirve,
además, para preservar la legalidad de una sociedad democrática.”36

En conclusión, la Corte Interamericana de Derechos Humanos al emitir su
opinión sobre la materia consultada, por unanimidad manifestó: “Que los
procedimientos jurídicos consagrados en los artículos 25.1 y 7.6 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos no pueden ser suspendidos
conforme al articulo 27.2 de la misma, porque constituyen garantías judiciales
indispensables para proteger derechos y libertades que tampoco pueden
suspenderse según la misma disposición.”

Por lo antes dicho, debe entenderse claramente que cualquier disposición
constitucional o legislativa de los Estados Partes que autoricen de cualquier
manera la suspensión de los procedimientos de amparo y de hábeas corpus en
los estados de excepción, deben considerarse como procedimientos incompatibles
con los compromisos jurídicos y las obligaciones internacionales contraídas por
esos Estados mediante la Convención.

La Opinión Consultiva 00.8/87 emitida por la Corte Interamericana
representa un avance muy importante en materia de protección de los derechos
humanos en los estados de excepción, y permite afirmar la necesidad de que
procedimientos y garantías judiciales de protección, como el amparo y el hábeas
corpus, deben ser considerados en todo momento y bajo toda circunstancia de
tiempo y lugar, como garantías judiciales no susceptibles de suspensión
temporal, es decir, como garantías intangibles o inderogables; y además de
cumplir con la función de tutela de ciertos derechos humanos inderogables,
cumple con la importante función de controlar la legalidad y el Estado de
Derecho durante los estados de excepción.

Estos recursos de Derecho Constitucional cumplen específicamente con la
función de controlar la legalidad de ciertas medidas de excepción, y además,
cumplen con la función de brindar protección a derechos inderogables; pero por
la misma naturaleza y por los efectos de tales medidas, éstas alteran el ejercicio
y la esencia de los derechos inderogables. De ahí la importancia de que tales
procedimientos o garantías judiciales sean consideradas por los Estados Partes
como garantías inderogables.
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3.3 OPINION CONSULTIVA OC-9/87de 6 deoctubre de 1987.

Esta Opinión Consultiva fue solicitada por el Gobierno de la República
Oriental de Uruguay el día 17 de septiembre de 1986. El Gobierno de Uruguay
solicitó a la Corte su opinión sobre el alcance de la prohibición, contenida en la
Convención, de suspender las garantías judiciales indispensables para la
protección de los derechos mencionados en el articulo 27.2, en casos de guerra,
de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o
seguridad del Estado Parte (art. 27.1).

Para el Gobierno de Uruguay no es posible suspender las garantías judiciales
indispensables para la protección de tales derechos, por lo que solicitó, en
especial, que la Corte diera su opinión en cuanto a la determinación de cuáles
son esas garantías judiciales indispensables, y la relación del artículo 27.2, en lo
pertinente, con los artículos 25 y 8 de la Convención Americana.

La Corte Interamericana inmediatamente solicitó observaciones escritas
sobre el tema objeto de la consulta a todos los Estados miembros de la
Organización de los Estados Americanos y también a sus órganos principales,
con base en su mismo mandato convencional.

La comunicación de la Corte sólo fue respondida por los gobiernos de Bolivia
y Panamá. Algunas organizaciones no gubernamentales también ofrecieron sus
puntos de vista al respecto, entre ellas: The International Human Rights Law
Group, The International Commission of Jurists, Re Lawyers Committee for
Human Rights y Amnesty International.

La Corte convocó a una audiencia pública con el objeto de escuchar las
opiniones de los Estados miembros y de los órganos principales de la OEA sobre
la solicitud de Opinión Consultiva. Asimismo, inició el procedimiento respectivo
y en un primer momento examinó los requisitos de admisibilidad de la citada
solicitud de Opinión Consultiva. Posteriormente analizó el fondo del asunto.

En un primer momento la Corte se encargó de examinar el concepto de las
garantías judiciales indispensables a las que hace referencia el artículo 27.2 de la
Convención. A este respecto la Corte reafirmó que ior tales garantías debían
entenderse, “aquellos procedimientos judiciales que ordinariamente son idóneos
para garantizar la plenitud del ejercicio de los derechos y libertades a que se
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refiere dicho artículo (27.2) y cuya supresión o limitación pondría en peligro esa
plenitud.”37

Es importante considerar que la Convención Americana proporciona también
otros elementos de juicio para determinar las características fundamentales
propias de las garantías judiciales. Hay que tomar en cuenta primordialmente
que la obligación de respetar los derechos y libertades reconocidos en la
Convención y de garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté
sujeta a la jurisdicción de los Estados Partes, corresponde precisamente a éstos,
y dicha obligación vincula, sin excepciones, a todos los Estados Partes de la
Convención, en todo tipo de circunstancias. De esta obligación general contenida
en la Convención (art. 1.1) se deriva el derecho que tiene toda persona a un
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra
actos que violen sus derechos fundamentales.38

El articulo 25.1 de la Convención Americana a este respecto dispone que,
“toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra
actos que violen los derechos fundamentales.»

La anterior disposición convencional reconoce el principio de la efectividad
de los instrumentos o medios procesales encargados de garantizar los derechos
humanos protegidos por el sistema interamericano.

En este sentido la Corte Interamericana ha señalado que “los Estados Partes
se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las victimas de violación
de los derechos humanos, (art.25), recursos que deben ser sustanciales de
conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro
de la obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y
pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona
que se encuentra bajo su jurisdicción.”39

Según lo que establece el principio contenido en el citado artículo 25, la
ausencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos humanos
protegidos por la Convención representa una transgresión de la misma
Convención por el Estado Parte que haya incurrido en esta situación. Por ello,
para la Corte Interamericana, no basta que el Estado Parte incorpore
formalmente el reconocimiento de tal recurso en el ordenamiento jurídico
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constitucional o en las disposiciones legislativas, sino que es necesario, además,
que tal recurso sea realmente idóneo para verificar si se ha cometido o no una
violación de los derechos humanos, y poder, en consecuencia, proveer lo
necesario para su remedio. En consecuencia, “no pueden considerarse efectivos
aquéllos recursos que, por las condiciones generales del país e incluso por las
circunstancias particulares de un caso dado, resulte ilusorio.”40

Por tanto, bajo ninguna circunstancia podrá un Estado Parte suprimir la
garantía de protección judicial contenida en el artículo 25.1, aún cuando ésta no
se encuentre incluida expresamente dentro de los derechos y garantías
inderogables del articulo 27.2 de la Convención. Esta garantía debe hacerse
prevalecer siempre, dado que mediante ella se permite la protección efectiva en
todo lugar y circunstancia de los derechos fundamentales de la persona humana
especialmente cuando son puestos en peligro por acciones de los poderes del
Estado. La persona humana debe siempre contar con un medio eficaz de
protección judicial a los derechos protegidos por la Convención.

La Corte también procedió en la Opinión Consultiva a la interpretación del
artículo 8.1 de la Convención Americana. El articulo 8.1 dice: “Toda persona
tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro un plazo razonable,
por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal
formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de
orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.”

Como puede notarse de la simple lectura del artículo 8.1 de la Convención,
no se trata propiamente de garantías judiciales, ni de recursos jurisdiccionales
determinados. La citada disposición se limita a mencionar el conjunto de
requisitos que deben observarse en las instancias procesales en favor de la
víctima y de la persona señalada como partícipe en una presunta violación. Se
hace mención al derecho de protección judicial de manera integral, lo cual
implica necesariamente el cumplimiento de las garantías del debido proceso,
entre ellas la fundamental garantía de audiencia.

La citada disposición de la Convención Americana se refiere, además, a los
requisitos que debe reunir todo tribunal de justicia o instancia jurisdiccional con
competencia para conocer y decidir sobre un caso relacionado con la protección
de los derechos humanos, ya sea en lo relativo a los derechos de las víctimas
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como de las personas detenidas o acusadas penalmente de haber cometido una
infracción penal determinada.

El artículo 8.1 reconoce el debido proceso, que regula las condiciones y
requisitos que deben cumplirse para garantizar plenamente la salvaguardia de los
derechos humanos que están bajo la tutela judicial. El concepto que recoge el
artículo 8 de la Convención sobre el debido proceso debe ser aplicable a las
garantías judiciales en su conjunto. Este criterio debe imperar incluso en el
régimen de suspensión de derechos y garantías que contiene la Convención en
su articulo 27.

La Corte Interamericana al comentar el articulo 8 de la Convención y al
relacionarlo con los artículos 7.6, 25 y 27.2 de la misma, manifestó que, “los
principios del debido proceso legal no pueden suspenderse con motivo de las
situaciones de excepción en cuanto constituyen condiciones necesarias para que
los instrumentos procesales, regulados por la Convención, puedan considerarse
como garantías judiciales. Esta conclusión es aún más evidente respecto del
hábeas corpus y del amparo, a los que la Corte se referirá en seguida y que
tienen el carácter de indispensables para tutelar los derechos humanos que no
pueden ser objeto de suspensión.”

Al referirse a las garantías judiciales, en términos generales, la Corte agregó
lo siguiente: <‘las garantías que se derivan de la forma democrática de gobierno a
que se refiere el articulo 29.c, no implican solamente una determinada
organización política contra la cual es ilegítimo atentar, sino la necesidad de que
ella esté amparada por las garantías judiciales que resulten indispensables para
el control de legalidad de las medidas tomadas en situación de emergencia, de
manera que se preserve el Estado de Derecho.”41

En este sentido, “la Corte concluye que las garantías judiciales indispensables
para la protección de los derechos humanos no susceptibles de suspensión,
según lo dispuesto en el articulo 27.2 de la Convención, son aquéllas a las que
ésta se refiere expresamente en los artículos 7.6 y 25.1, consideradas dentro del
marco y según los principios del artículo 8, y también las inherentes a la
preservación del Estado de Derecho, aun bajo la legalidad excepcional que
resulta de la suspensión de garantías.»

Es claro que para la Corte, durante los estados de excepción y cuando los
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Estados hubiesen suspendido derechos y libertades susceptibles de restricción
temporal, deberá preservarse la efectividad de las garantías judiciales
indispensables para salvaguardar la vigencia de tales derechos y libertades.

Puede notarse en la Opinión Consultiva que la Corte Interamericana no hace
una enumeración exhaustiva de las posibles garantías judiciales indispensables a
que se refiere el articulo 27.2, pero se ha referido expresamente a las garantías
que contiene tanto el artículo 7.6, como el artículo 8 y el articulo 25.1, y ha
sostenido expresamente el carácter inderogable de tales garantías.

Esta afirmación de la Corte Interamericana es muy valiosa, dado que permite
determinar cuáles son las garantías judiciales indispensables a que hace mención
la Convención Americana en su artículo 27.2. Estos criterios son útiles
especialmente para la autoridad jurisdiccional, pero también para la autoridad
administrativa, que en circunstancias extraordinarias de excepción disponen de
medidas especiales que regularmente afectan las garantías del debido proceso, y
que la misma Corte ha considerado como garantías judiciales indispensables.

Finalmente, los Jueces de la Corte al emitir la Opinión Consultiva OC-9/87
manifestaron lo siguiente:

“1. Que deben considerarse como garantías judiciales indispensables no
susceptibles de suspensión, según lo establecido en el artículo 27.2 de la
Convención, el hábeas corpus (art.7.6>, el amparo, o cualquier otro recurso
efectivo ante los jueces o tribunales competentes (art. 25.1), destinado a
garantizar el respeto a los derechos y libertades cuya suspensión no está
garantizada por la misma Convención.

2. También deben considerarse como garantías judiciales indispensables que no
pueden suspenderse, aquellos procedimientos judiciales, inherentes a la
forma democrática representativa de gobierno (art. 29.c>, previstos en el
derecho interno de los Estados Partes como idóneos para garantizar la
plenitud del ejercicio de los derechos a que se refiere el artículo 27.2 de la
Convención y cuya supresión o limitación comporte la indefensión de tales
derechos.

3. Que las mencionadas garantías judiciales deben ejercitarse dentro del marco
y según los principios del debido proceso legal, recogidos por el artículo 8 de
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la Convención.”

La Opinión Consultiva OC-9/87, relativa a las garantías judiciales en los
estados de emergencia, está íntimamente relacionada con las opiniones
consultivas que también se han comentado en este trabajo, con las cuales se
complementa, y todas ellas en su conjunto proporcionan importantes conceptos
y criterios jurídicos para facilitar y clarificar la interpretación, no tan sólo del
artículo 27 de la Convención, sino de las disposiciones convencionales
restrictivas de derechos humanos y libertades fundamentales.

La contribución de la Corte Interamericana a través de las opiniones
consultivas relacionadas con la protección de los derechos humanos en los
estados de excepción, constituye el logro más significativo del sistema
interamericano de protección en materia de estados de excepción. Este avance
del sistema interamericano logrado mediante el ejercicio de la función consultiva
de la Corte no se ha observado de igual forma en los otros sistemas
internacionales de protección.42

El sistema interamericano se ha caracterizado por la acertada regulación
convencional de las facultades de suspensión de derechos, que junto con los
avances logrados a través de las diferentes opiniones consultivas en esta
materia, contribuyen a salvaguardar los intereses de los derechos humanos en
los estados de excepción. Todo ello, en definitiva, favorece la interpretación y la
aplicación restrictiva de las normas que suspenden derechos humanos, y da
lugar a que los Estados apliquen los criterios democráticos y cumplan con las
disposiciones y principios internacionales de protección, haciendo prevalecer
ante todo los intereses y los valores fundamentales de la persona humana y de la
colectividad en toda circunstancia.

No obstante, es necesario que en el sistema regional interamericano se
adopten nuevos instrumentos convencionales, y se establezcan nuevos
mecanismos de protección, con el objeto de desarrollar y completar las
disposiciones contenidas en el artículo 27 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, y perfeccionar y adecuar los mecanismos de protección del
sistema a las necesidades y requerimientos de la protección de los derechos
humanos en los estados de excepción.
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4. Propuestas para el Perfeccionamiento del Sistema de Protección
Interamericano.

4.1 El Protocolo adicional a la ConvenciónAmericana sobreDerechos
Humanosrelativo a la Protecciónde los DerechosHumanosen los Estados
de Excepción.

Este instrumento regional de carácter convencional debería tener las mismas
características del Protocolo adicional al Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos que se ha propuesto al final del capítulo anterior. Debería ampliar y
completar el reconocimiento de los principios jurídicos de protección y de los
derechos y garantías inderogables, debiendo hacer una mención expresa de
éstas, ya que la Convención Americana solamente se ha limitado a regular de
manera general su carácter inderogable, sin incluir un listado de ellas, tal como
lo ha hecho con los demás derechos humanos. Deberla establecer, además, un
mecanismo especial de protección propio del sistema interamericano, que
permita la intervención inmediata de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos al momento de decretarse estados de excepción.

El procedimiento especial de protección debería regular el establecimiento de
una “Misión Especial de Verificación” de violaciones de los derechos humanos,
integrada por miembros de la Comisión Interamericana o por sus delegados.
Dicha Misión debería tener facultades para establecerse de inmediato en el
territorio del Estado Parte una vez decretado el estado de excepción; poder
recibir denuncias o comunicaciones individuales, tanto de víctimas, como de
organizaciones no gubernamentales y de terceras personas; decidir sobre la
realización de «acciones urgentes” y ‘<medidas cautelares o provisionales” en los
mismos términos que regula la Convención Americana este tipo de procedimientos;
efectuar visitas sin autorización o aviso previo a centros de detención o centros
hospitalarios u otras instituciones estatales; emitir recomendaciones a los
Estados; ofrecer asesoría a las instituciones vinculadas con las medidas de
excepción; y su actuación no debería estar sujeta a formalidades que pudieran
entorpecer el carácter de celeridad del procedimiento de protección que se
requiere en este tipo de situaciones.

El procedimiento especial no debería ser incompatible con el establecido en
cualquier otro sistema internacional de protección, ni con el procedimiento ya
establecido en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
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El Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos
debería ampliar las facultades de la Comisión Interamericana a fin de que tenga
competencia también para intervenir, por iniciativa propia, en los casos de
violación de derechos humanos que aún no han sido sometidos a su
conocimiento por medio de denuncias o comunicaciones individuales. En estos
casos la Comisión podría intervenir adoptando “acciones urgentes» ante los
gobiernos involucrados en las presuntas infracciones al Protocolo adicional, a fin
de evitar resultados más graves, o verificar de inmediato la situación y sugerir
recomendaciones que les permita a los Estados Partes cumplir con las
disposiciones respectivas de la Convención Americana (artículos 27 y 30) y del
Protocolo Facultativo cuya adopción se propone en el presente estudio.

4.2 El reconocimientode la competenciacontenciosade la CorteInteramericana
de DerechosHumanos.

Los Estados que aún no han reconocido la competencia contenciosa de la
Corte deberían declarar unilateralmente su reconocimiento, sin reservas ni
limitaciones, especialmente respecto de los casos y situaciones sucedidas en los
estados de excepción, a fin de que las disposiciones contenidas en el artículo 27
de la Convención Americana puedan tener plena aplicabilidad en el procedimiento
contencioso de la Corte. En la actualidad, la mayoría de países del continente
han reconocido la competencia obligatoria de la Corte, pero falta que lo haga
una tercera parte de los Estados miembros de la OEA.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos debería promover
demandas judiciales ante la Corte Interamericana por violación a los derechos
protegidos en la Convención, a fin de desarrollar la jurisprudencia del sistema
interamericano, incluyendo de manera especial los casos sucedidos en los
estados de excepción y en los conflictos armados.

La competencia consultiva de la Corte debería ser enriquecida por los
Estados miembros y por los Organos del sistema interamericano, especialmente
en cuanto se refiere a la compatibilidad de las leyes especiales de excepción, con
las disposiciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y con
otros tratados regionales. También debería ser desarrollada la competencia
consultiva sobre materias relacionadas con las leyes de amnistía decretadas con
posterioridad a los estados de excepción o a los conflictos armados, adoptadas
con el objeto de evadir la responsabilidad interna e internacional de los Estados
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en casos de graves violaciones de los derechos humanos. El sistema
interamericano podría en este sentido brindar una aportación sustantiva
emitiendo opiniones consultivas respecto de las leyes de excepción y de las leyes
de amnistía relacionadas con los estados de excepción, pero para ello se
requiere la participación y la voluntad política de los Estados miembros de la
Organización.

4.3 La adopciónde medidasquecoadyuvena la protecciónde los derechos
humanosen los estadosde excepción.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana
de Derechos Humanos, deberían hacer uso más frecuente de las «acciones
urgentes”; de las “medidas cautelares o provisionales”; de las observaciones “in
loco”; y de las visitas “in situ”, de que disponen según la Convención Americana
con el objeto de contribuir al restablecimiento de los derechos humanos violados
y de evitar graves violaciones, especialmente en ocasión de decretarse los
estados de excepción.

Asimismo, deberían procurar que los procedimientos a que dan lugar las
demandas interestatales y las denuncias o comunicaciones individuales, se
tramiten con mayor celeridad, y que se establezca un mecanismo efectivo de
verificación y seguimiento de las medidas y recomendaciones que emiten en
cada caso, a efecto de garantizar su cumplimiento por los Estados infractores.
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de la Carta de 1967 (Buenos Aires), y de 1985 (Cartagena de Indias>.
Consúltese el Preámbulo de la Carta y los artículos 3,16,17, 29, 31, 32, 33,
44, 45, 46, 48, 49, 50, 51, 52, 69, 91, 99, 100, 111 y 138.

~Respectoa este tema vid., BUERGENTHAL, THOMAS. NORRIS, ROBERT E.
SHELTON, DINAH. La Protección de los Derechos Humanos en las Américas

.

Editorial Civitas S.A. Primera edición. 1990. Páginas 441 a 443.

Tómese en cuenta, por ejemplo, que los gobiernos de Nicaragua (23 de
enero de 1980), y de El Salvador (9 de mayo de 1980>, notificaron al
Secretario General de la Organización de los Estados Americanos la
suspensión de las obligaciones contenidas en el artículo 27 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos.

~Eltema de la no discriminación por motivos políticos fue abordado en el
capitulo cuarto.

6 Sobre los derechos y garantías inderogables en el sistema interamericano,

vid., CARRILLO SALCEDO, JUAN ANTONIO. “Soberanía de los Estados y
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Derechos Humanos en Derecho Internacional Contemporáneo.» Editorial
Tecnos. Primera edición. 1995. Páginas 61 a 64.

‘ Sobre el carácter inderogable del hábeas corpus y el amparo consúltese la
Opinión Consultiva OC-8/87, de 30 de enero de 1987. El Hábeas Cornus
baío Suspensión de Garantías. Corte Interamericana de Derechos Humanos.

O Consúltese la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948> y

las reformas de Buenos Aires de 1967 y Cartagena de Indias de 1985.

Sobre este tema vid., MONTES, SEGUNDO. MELENDEZ, FLORENTIN.
PALACIOS, EDGAR. Los Derechos Económicos. Sociales y Culturales

.

Publicación del Instituto de Derechos Humanos. Universidad Centroamericana.
(UCA). El Salvador. 1988.

~Cartade la Organización de los Estados Americanos, articulo 51.

10 Sobre la creación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

consúltese la Resolución sobre Derechos Humanos de la Quinta Reunión de
Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores. Santiago de Chile. Agosto,
1959. Acta final OEA. Documento OEA/serie C/II.5, páginas 10 a 12.

Ibid, artículo 51.

~Elmandato de la Comisión Interamericana está contenido y desarrollado en
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, articulo 41; y en el
Reglamento de la Comisión.

12 Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 61.

Vid., además, FIX ZAMUDIO, HECTOR. “La Protección Judicial de los
Derechos Humanos en Latinoamérica y en el Sistema Interamericano. Corte
Interamericana de Derechos Humanos.” Revista del Instituto Interamericano
de Derechos Humanos. Julio/diciembre. 1988. Páginas 40 a 64.

‘~ Sobre las Medidas Cautelares o Provisionales consúltese la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, artículo 63; el Reglamento de la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, artículo 29; y el Reglamento
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de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, articulo 23.

Sobre este tema vid., NIETO NAVIA, RAFAEL. “Las Medidas Provisionales en
la Corte Interamericana de Derechos Humanos: Teoría y Praxis.» Páginas 369
a 398; y AGUIAR-ARANGUREN, ASDRUBAL. “Apuntes sobre las Medidas
Cautelares en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.” Páginas
19 a 38.

Véase también: La Corte y el Sistema Interamericanos de Derechos
Humanos. Publicación de la Organización de los Estados Americanos (OEA).
1994.

14 Consúltese, además, la Convención Americana sobre Derechos Humanos,

artículos 40, 50 y 51

Consúltese el informe del Presidente de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos, Marco Tulio Bruní Celli, presentado a la Conferencia
sobre Sistemas Regionales de Protección de Derechos Humanos en Africa,
América y Europa.”Avances y Dificultades en el Sistema Interamericano de
Derechos Humanos”. A/CONF.157/LACRM/5, de 18 de diciembre de 1992.
Documento de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos.

Además, vid., ABRANCHES, C.A. DUNSHEE. <‘La competencia actual de la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el requisito del agotamiento
de los recursos internos.” Revista de Derechos Humanos. San Juan, Puerto
Rico.1974. Vol.IV. No.2-3.

15 Véase el Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

artículos 28, 29 y 31
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la invasión de Estados Unidos; número 10198/1989 contra Nicaragua;
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9429/1987; 9449/1987; 9466/1987; 9467/1987; 9468/1987; y 10563/
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,

de 11 de febrero de 1994.
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No.8078. Resolución 01/84); y el Caso DOMINGO LAINO contra PARAGUAY
(Caso No.4563. Resolución 3/84>.

16 Sobre las medidas cautelares o provisionales consúltese la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, articulo 63; el Estatuto de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, artículo 19; y el Reglamento de la
Corte Interamericana de Derechos Humanos, artículo 23.

17 Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículos 48 a 51.

‘~ Ibid, artículos 66 y 67.

19 Consúltese los siguientes casos contenciosos presentados por la Comisión

Interamericana de Derechos Humanos ante la Corte Interamericana de
Derechos Humanos:

a) Caso VIVIANA GALLARDO y otras contra COSTA RICA. Sentencia de 8
de septiembre de 1983. Serie A. Número G 101/81.

b) Caso VELASQUEZ RODRíGUEZ contra HONDURAS. Sentencia de 27 de
julio de 1988. Serie C. Número 4.

c) Caso GODINEZ CRUZ contra HONDURAS. Sentencia de 20 de enero de
1989. Serie C. Número. 5.

d> Caso FAIREN GARBI Y SOLíS CORRALES contra HONDURAS. Sentencia
de 15 de marzo de 1989. Serie C. Número 6.

e> Caso CAYARA contra PERU. Sentencia de 3 de febrero de 1993. Serie C.
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Número 14.
f) Caso ALOEBOETOE y otros contra SURINAME. Sentencia de 10 de

septiembre de 1993. Serie C. Número 15.
g) Caso GANGARAM PANDAY contra SURINAME. Sentencia de Sentencia

de 21 de enero de 1994. Serie C. Número 16.
h> Caso MAQUEDA contra ARGENTINA. Sentencia de 17 de enero de

1995. Serie C. Número 18.
i> Caso El AMPARO contra VENEZUELA. Sentencia de 18 de enero de

1995. Serie C. Número 19.
j> Caso NEIRA ALEGRíA y otros contra PERU. Sentencia de 19 de enero de

1995. Serie C. Número 13.
k> Caso CABALLERO DELGADO Y SANTANA contra COLOMBIA. Sentencia

de 8 de diciembre de 1995. Serie C. Número 17.
1) Caso GENIE LACAYO contra NICARAGUA. 1994.
m) Caso PANIAGUA MORALES y otros contra GUATEMALA. 1995.
n> Caso BLAKE contra GUATEMALA. 1995.
o> Caso CASTILLO PAEZ y otros contra PERU. 1995.
p> Caso LOAYZA TAMAYO contra PERCJ. 1995.
q> Caso GARRIDO Y BAIGORRIA contra ARGENTINA. 1995.
r> Caso SUAREZ ROSERO contra ECUADOR. 1995.

20 Véase la Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 63.

Las medidas provisionales se han tomado en los siguientes casos: Caso
Velásquez Rodríguez contra Honduras; Caso Fairén Garbí y Solis Corrales
contra Honduras; Caso Godinez Cruz contra Honduras; Caso Bustios Rojas
respecto del Perú; Caso Chunimá respecto de Guatemala; Caso Chipoco
respecto del Perú; Caso centros penales respecto del Perú; Caso Reggiardo
Tolosa respecto de Argentina; y Caso Colotenango respecto de Guatemala.

Sobre este tema vid. VENTURA ROBLES, MANUEL. “LOs Artículos 50 y 51
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”, en: La Corte y el
Sistema Interamericano de Derechos Humanos.» Publicación de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos. San José, Costa Rica. 1994.

21 Sobre la Comisión Interamericana de Derechos Humanos vid. NIKKEN,

PEDRO. La Protección Internacional de los Derechos Humanos. Publicaciones
del Instituto Interamericano de Derechos Humanos. IIDH. Editorial Cívitas
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S.A. Primera edición. 1987. Páginas 156 a 162 y 205 a 219.

Consúltese también la Resolución de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos sobre: “La Protección de los Derechos Humanos en
relación con la Suspensión de Garantías Constitucionales o Estados de Sitio.»
1967. Anuario Interamericano de Derechos Humanos. 1968. Washington,
D.C. Secretaría General, OEA. 1973.
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constitucionales, ni la alteración de las competencias de los Poderes del
Estado o el funcionamiento de los medios de contralor.”

Véase: La Doctrina de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
Diez años de actividades. 1971-1981. Washington D.C.: OEA, Secretaría
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de Derechos Humanos. Publicación de la Organización de los Estados
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-34 1-



23 Ibid, párrafo 17, página 10.
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CAPITULO VI

LAS FACULTADES DE SUSPENSION DE LOS DERECHOS
FUNDAMENTALES EN LOS SISTEMAS DE PROTECCION INTERNACIONAL

DE LOS DERECHOS HUMANOS

SISTEMA EUROPEO

CONSEJO DE EUROPA. ORGANIZACION PARA LA SEGURIDAD Y
COOPERACION EN EUROPA.

1. Tratamiento Jurídica Convencional de las Facultades de Derogación
de los Derechos Fundamentales.

1.1 El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las
Libertades Fundamentales.

El Convenio Europeo fue adoptado el 4 de noviembre de 1950 en Roma y
entró en vigor el 3 de septiembre de 1953. Posteriormente ha sido completado y
enriquecido por los protocolos adicionales. El Convenio Europeo constituye un
instrumento de garantía colectiva de los derechos y libertades civiles y políticos,
y su protección comprende a todas las personas sometidas a la jurisdicción de
los Estados Partes, independientemente de su nacionalidad u origen.

El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las
Libertades Fundamentales fue adoptado en un momento histórico en el cual aún
no se había definido plenamente la institucionalización del proceso de la
unificación europea, no obstante que ya estaba conformado el Consejo de
Europa y los principales organismos del sistema.

El Consejo de Europa quedó constituido formalmente el 5 de mayo de 1949
en la Conferencia de Londres al adoptarse en esa fecha el Estatuto del Consejo
de Europa, y es prácticamente a partir de entonces que se iniciaron los trabajos

-34 7-



preparatorios del Convenio que culminaron el siguiente año en Roma.

En los movimientos previos a la conformación del Consejo de Europa, como
el Congreso de la Haya de 1948, el Pacto de Bruselas del mismo año, y en
general en todo e! movimiento europeísta de la post-guerra, no se formalizó
prácticamente nada respecto a la creación de un sistema de protección
supranacional de los derechos y libertades fundamentales. Una de las dos
concepciones o tendencias político ideológicas imperantes era motivada por la
idea de la formación de una Europa supranacional que contara con un Tribunal
al que tuvieran acceso los Estados y los particulares por igual; a diferencia de la
segunda concepción que abogaba más bien por la defensa de la integridad
soberana y por ende rechazaba toda cesión de soberanía de los Estados.

Fue poco realmente el tiempo que duraron los trabajos preparatorios del
Convenio, y si este periodo se compara con el periodo de los trabajos
preparatorios de los otros convenios de derechos humanos de los demás
sistemas de protección internacional, se puede notar la gran diferencia que existe
en este aspecto.

Los proyectos del Convenio Europeo sufrieron varias modificaciones de parte
del Comité de Ministros y de la Asamblea Parlamentaria, sobre todo por motivos
de indefinición de los derechos y libertades, y además, por no estar conformes
algunos de los Estados con la forma en que se regulaba la protección
supranacional, las facultades de los órganos de protección y los procedimientos
de acceso al Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Todos estos problemas
fueron finalmente negociados por los Estados y se llegó en la Conferencia de
Roma a un acuerdo definitivo que dio lugar a la adopción del Convenio por 15
Estados miembros del Consejo de Europa.1

La adopción del Convenio Europeo estaba inspirada por el Estatuto del
Consejo de Europa, el cual contiene algunas disposiciones y principios que están
en estrecha relación con los fines y propósitos del Convenio de Roma. El
preámbulo del Estatuto de 1949 contiene la reafirmación de los Estados
firmantes de «su adhesión a los valores espirituales y morales que son patrimonio
común de sus pueblos, y que son el origen de los principios de la libertad
individual, la libertad política y la preeminencia del derecho, sobre los cuales se
funda toda auténtica democracia.»
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El Estatuto del Consejo de Europa reconoce que «la salvaguardia y el
desarrollo de los derechos del hombre y las libertades fundamentales» constituyen,
entre otros, los medios para perseguir los objetivos y los fines del Consejo de
Europa. Establece, además, que “todo miembro del Consejo de Europa reconoce
el principio de la primacía del derecho y el principio en virtud del cual toda
persona colocada bajo su jurisdicción debe disfrutar de los derechos humanos y
las libertades fundamentales, y se compromete a colaborar sincera y activamente
en la consecución del objetivo del Consejo de Europa’, el cual consiste en lograr
la unión entre sus miembros, para salvaguardar los ideales y principios y
favorecer su progreso económico y social.2

Podría afirmarse, entonces, que en el sistema europeo de protección existe
un antecedente convencional que constituye la base jurídica de la obligatoriedad
de los Estados europeos de asegurar a las personas bajo su jurisdicción, el
respeto de los derechos y libertades fundamentales.

El Estatuto del Consejo de Europa representó en ese momento un
significativo avance en materia de derechos humanos, y si bien no fue el primer
instrumento jurídico en su género, dado que le hablan antecedido las Cartas de
la Organización de las Naciones Unidas y de la Organización de los Estados
Americanos, sus disposiciones relativas a derechos humanos contribuyeron a
afirmar más la obligatoriedad jurídica de los Estados de respetar los derechos
humanos de todas las personas, sin discriminaciones.

De esta forma el Estatuto del Consejo de Europa sienta las bases y los
principios para la creación de un sistema europeo de protección a los derechos
humanos, que se inicia antes que los otros sistemas de protección internacional,
y aunque desde su nacimiento surge con algunas deficiencias, ha evolucionado
de tal forma que se ha convertido en nuestros dias, en el más eficaz sistema de
protección internacional.

El Convenio incorpora en el preámbulo los principios fundamentales que
inspiran al Consejo de Europa y toma en cuenta de manera especial la
Declaración Universal de Derechos Humanos, la cual constituye prácticamente
su fuente principal de inspiración. Reafirma también el valor que representa para
los derechos y libertades fundamentales la conformación de un régimen político
democrático y la adopción de una concepción común de los derechos humanos,
así como el respeto a la primacía del derecho o imperio de la ley, e insiste en la
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importancia de tomar las primeras medidas para asegurar la garantía colectiva
de algunos de los derechos enunciados en la Declaración Universal.

El preámbulo del Convenio da la pauta para la conformación de un sistema
de promoción y protección internacional de los derechos humanos, basado en
principios universales y asentado en el sistema jurídico europeo.

El Convenio Europeo contiene por otra parte una enumeración de derechos
civiles y políticos que posteriormente ha sido ampliada por algunos de los
protocolos adicionales, pero aún no ha logrado equipararse en este aspecto a los
otros sistemas de protección internacional. Contiene, asimismo, varios principios
y normas generales, dejando de lado los derechos económicos, sociales y
culturales, que han sido recogidos por la Carta Social Europea de 1961 y por los
Protocolos adicionales del Convenio. En este sentido se podría sostener que el
método empleado por el sistema europeo para el reconocimiento o positivación
de los derechos humanos y las libertades fundamentales ha sido prácticamente
el mismo que adoptó la Organización de las Naciones Unidas al redactar
posteriormente los Pactos Internacionales de 1966.

El Convenio contiene algunas cláusulas o disposiciones que completan de
manera general la salvaguardia de los derechos protegidos, tal es el caso de los
artículos 14, 17, 18 y 60. Dispone de normas de compromiso para los Estados
sobre la adecuación de la legislación interna a las disposiciones del Convenio
(artículo 57), y en general, dispone de una parte relativa a la declaración de
derechos y otra sobre la protección internacional. Algunos paises han incorporado
el Convenio Europeo a su derecho interno, y otros, han modificado su legislación
y la han adecuado a las normas del Convenio de Roma.3

Establece también el Convenio ciertas disposiciones relativas a las reservas,
y en este sentido dispone que los Estados podrán formular reservas a propósito
de una disposición particular del Convenio en la medida en que una ley en vigor
en su territorio esté en desacuerdo con esta disposición.» Establece, asimismo,
que los Estados no están autorizados a formular reservas de carácter general.
(Art. 64>

Sobre este aspecto es importante aclarar, que si bien el Convenio autoriza las
reservas de disposiciones particulares que contraríen normas vigentes de la
legislación interna, lo cierto es que los Estados no pueden hacer uso del derecho
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a la formulación de las reservas del articulo 64, respecto de cualquier disposición
del Convenio, dado que existe una limitación general trazada por la Convención
de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969.~ Según la Convención de
Viena, y con base en lo que dispone el citado artículo 64, los Estados sólo
podrán hacer reservas de disposiciones particulares siempre que tales disposiciones
estén en contradicción con su legislación interna, y además, cuando tales
reservas no afecten disposiciones relativas al objeto y fin del Convenio Europeo.

En este caso, entonces, no estarán sujetas a reserva todas aquellas
disposiciones del Convenio Europeo cuya inaplicabilidad, por motivo de las
reservas, vulnere de manera sustancial la protección de los derechos y garantias
fundamentales reconocidos en el Convenio. De esta forma las disposiciones del
Convenio Europeo sujetas a reserva quedarían reducidas considerablemente.5

En términos generales, el contenido del Convenio Europeo comprende por
una parte el reconocimiento de los derechos y libertades fundamentales,
derechos civiles y políticos, y por otra parte, los deberes de los Estados, sus
compromisos y obligaciones en materia de derechos humanos, que conllevan
ciertas prohibiciones que están claramente establecidas en el Convenio. Regula,
asimismo, las facultades de derogación de ciertos derechos protegidos a que
pueden recurrir los Estados Partes en determinadas circunstancias especiales de
emergencia extraordinaria.6

El artículo 15 del Convenio regula específicamente las facultades de
derogación de derechos humanos de parte de los Estados. Comprende tanto las
causas que deben motivar la suspensión o derogación de derechos, como los
efectos y consecuencias jurídicas que se producen. Regula, además, algunos
principios jurídicos propios de los estados de excepción, así como los derechos
inderogables y ciertas formalidades y condiciones que deben cumplir los Estados
para hacer uso de las facultades extraordinarias de suspensión o derogación de
derechos.

Dentro de las causas que pueden dar lugar a la suspensión o limitación de
derechos, el Convenio Europeo menciona: las guerras o conflictos armados y
cualquier otro peligro público capaz de amenazar la vida de la nación. Con ello,
el Convenio comprende todo tipo de conflictos armados, ya sean éstos internos o
internacionales, pero también da lugar a que los Estados Partes puedan apreciar
o valorar como peligro público todo acontecimiento o circunstancia capaz de
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amenazar la existencia de Las naciones europeas, con lo cual les confiere a los
Estados Partes un amplio margen para poner en vigor las facultades de
derogación de derechos sin quedar sujetos a motivos específicamente señalados.

Los efectos jurídicos inmediatos que se producen al entrar en vigor las
disposiciones del artículo 15 dan lugar a la derogación temporal de ciertas
obligaciones previstas en el mismo Convenio y que son susceptibles de
suspensión por las causas antes señaladas, siempre que ello sea estrictamente
necesario y que no contrarie otras obligaciones jurídicas internacionales.

El artículo 15 del Convenio Europeo establece textualmente:

«1. En caso de guerra o de otro peligro público que amenace la vida de la
nación, cualquier Alta Parte Contratante podrá tomar medidas que
deroguen las obligaciones previstas en el presente Convenio en la medida
estricta en que lo ex(ja la situación, y supuesto que tales medidas no estén
en contradicción con las otras obligaciones que emanan del Derecho
Internacional.

2. La disposición precedente no autoriza ninguna derogación del articulo 2,
salvo para el caso de muertes resultantes de actos lícitos de guerra, y a los
artículos 3, 4 (párrafo 1) y 7.

3. Toda Alta Parte Contratante que ejerza este derecho de derogación tendrá
plenamente informado al Secretario General del Consejo de Europa de las
medidas tomadas y de los motivos que las han inspirado. Deberá
igualmente informar al Secretario General del Consejo de Europa de la
fecha en que esas medidas hayan dejado de estar en vigor y cuando las
disposiciones del Convenio vuelvan a tener plena aplicación.»

El Convenio, entonces, exige ciertas condiciones para que los Estados Partes
puedan hacer uso de las facultades de excepción y para que la misma situación
de emergencia sea calificada como tal. Entre tales condiciones se exige
fundamentalmente que la derogación de las obligaciones que tienen los Estados
frente a ciertos derechos humanos susceptibles de suspensión temporal, sea en
la ‘medida estricta” en que lo exija La misma situación de peligro que enfrenta.
Ello supone necesariamente otras condiciones que han sido consideradas por la
jurisprudencia europea en el Caso Lawless, el Caso de Chipre y el de la Grecia de
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los coroneles, algunos de los cuales se comentarán más adelante. Dichas
condiciones se resumen en las siguientes: la inminencia del peligro; que el
peligro sea excepcionalmente grave; que comprenda a toda la población; y que
esté amenazada la continuidad de la vida organizada de la comunidad.7

El articulo 15 también regula ciertos principios jurídicos, los cuales deben
imperar de manera especial en este tipo de situaciones extraordinarias. Entre
tales principios pueden mencionarse: el de la inderogabilidad de ciertos derechos
humanos; el de proporcionalidad de las medidas; el de la notificación; el de
necesidad; y el principio de la amenaza excepcional.

El principio de la inderogabilidad de ciertos derechos humanos queda
comprendido cuando el Convenio regula los derechos que por naturaleza son
inderogables y que por lo tanto no pueden ser suspendidos en su ejercicio bajo
ninguna circunstancia. Entre tales derechos se mencionan expresamente los
siguientes:

a) El derecho a la vida~
b) El derecho a la integridad personal. Derecho de protección contra la tortura y

las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes;
e) El derecho de protección contra la esclavitud y la servidumbre;
d) Los principios de legalidad y de irretroactividad de las leyes penales.

El artículo 15 en su segundo apartado es claro al no permitir ninguna
derogación de los anteriores derechos bajo ninguna circunstancia.

De lo anterior se deduce que el Convenio Europeo no contiene una amplia
lista de derechos inderogables, lo cual podría dar lugar a pensar que los Estados
Partes pueden efectivamente suspender en su ejercicio el resto de los derechos
reconocidos por el sistema europeo, ya que no se les ha considerado
expresamente como tales; pero con posterioridad a la adopción del Convenio
Europeo la lista de los derechos inderogables se ha visto ampliada por los
Protocolos números 1, 4 y 6 adicionales al Convenio Europeo, que reconocen
derechos que por naturaleza también son de carácter inderogable. Entre tales
derechos se pueden mencionar: el derecho a la educación y el derecho de
protección contra la privac¡ón de libertad por el ¡ncumplim¡ento de deudas u
obligaciones contractuales.
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No obstante lo anterior, es preciso hacer uso de una interpretación restrictiva
de las disposiciones que contiene el citado articulo 15, y además, debe tomarse
en cuenta otras disposiciones del Convenio Europeo que establecen ciertos
criterios que deben ser considerados por los Estados Partes cuando hacen uso de
sus facultades de restricción o limitación de derechos y libertades, y que están
contenidos especialmente en los artículos 17 y 18 del mismo Convenio. Tales
disposiciones no permiten limitar o restringir los derechos protegidos más allá de
lo permitido por el Convenio, ni faculta a los Estados Partes para que las
restricciones se impongan con una finalidad distinta a aquélla para la cual han
sido reconocidas, con lo cual el mismo Convenio está obligando a los Estados
Partes a tomar en cuenta estos criterios, independientemente de que en el
artículo 15 no se haya contemplado de manera clara otras limitaciones que
tendrían los Estados al momento de recurrir a las facultades de derogación de
derechos.

Por lo antes expuesto, debe entenderse que los Estados Partes solamente
pueden restringir o limitar el ejercicio temporal de los derechos y libertades
contenidos en el Convenio y en los citados Protocolos adicionales, en la medida
en que sea necesario para contribuir al restablecimiento de la normalidad,
alterada por las causas que el mismo Convenio regula como excepcionales.

Es necesario señalar que el sistema europeo no hace mención del carácter
inderogable de las garantías judiciales indispensables para proteger los derechos
fundamentales, tal como lo hace el sistema interamericano.

Por otra parte, el Convenio Europeo reconoce el principio de proporcionalidad
y de necesidad, al establecer que la derogación de las obligaciones debe hacerse
en la medida “estricta en que lo exija la situación.» Para ello los Estados deben
tener objetivamente necesidad imperiosa de tomar medidas extraordinarias para
contrarrestar las crisis de carácter insuperable. Estas medidas, por lo tanto,
deben ser proporcionadas a la gravedad y magnitud del peligro que se enfrenta.

Finalmente, el articulo 15 del Convenio regula el principio de la notificación,
mediante el cual los Estados Partes quedan obligados a informar al Secretario
General del Consejo de Europa sobre determinadas circunstancias relacionadas
con la situación extraordinaria. Entre las obligaciones de notificación se
mencionan: la obligación de informar sobre el tipo de medidas de excepción que
han sido tomadas por los Estados; sobre los derechos suspendidos o restringidos
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por tales medidas; y los motivos de hecho que han dado lugar a recurrir a las
facultades de derogación de derechos humanos. Asimismo, los Estados deben
informar al Secretario General sobre el tiempo en que tales medidas han dejado
de tener efecto.

El artículo 15 no regula explícitamente otro tipo de obligaciones en materia
de notificación, pero se entiende que el Consejo de Europa a través de sus
órganos competentes para conocer la situación de los derechos humanos, y el
mismo Secretario General, pueden solicitar informes a los Estados Partes sobre
el cumplimiento de sus obligaciones jurídicas en materia de derechos humanos
en este tipo de situaciones para estar plenamente informados, tal como lo
establece el Convenio de Roma. Entre tales informaciones, que no aparecen
claramente estipuladas en el Convenio, pueden solicitarse las siguientes: la fecha
de inicio de las medidas de excepción; el tiempo previsible de duración de las
mismas; la parte del territorio nacional que resultará afectada con tales medidas
excepcionales; el tipo de medida legislativa o ley especial de excepción que han
puesto en vigor, y otras informaciones similares que dan lugar a tener una visión
más completa de la situación.

El Convenio Europeo no reconoce otros principios jurídicos propios de los
estados de excepción, lo cual refleja que la regulación jurídica de dichas
facultades presenta deficiencias en el sistema europeo de protección. Pero esta
deficiencia queda reducida si tomamos en cuenta que el mismo sistema otorga
oportunidades a los órganos de protección europeos para intervenir con
mecanismos de control y supervisión en los estados de excepción, y en general,
en todo tipo de situaciones. Es importante resaltar que el Comité de Ministros, el
Secretario General del Consejo de Europa, la Comisión Europea de Derechos
Humanos y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, así como las instancias
de protección de la Organización para la Seguridad y Cooperación en Europa
(OSCE), están facultados para conocer situaciones relacionadas con la
protección de los derechos humanos en los estados de excepción.

Los Estados miembros del Consejo de Europa también deben estar
informados sobre la situación de los estados de excepción por medio del
Secretario General del Consejo de Europa, con el objeto de constatar si los
Estados que recurren a las cláusulas de derogación contempladas en el articulo
15 están cumpliendo adecuadamente con el Convenio.
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Los Estados europeos, pues, no pueden estar exentos de control en las
situaciones de excepción. Las medidas extraordinarias que tomen en razón de
sus facultades discrecionales y de las facultades que se derivan del Convenio
están sujetas a la supervisión y el control internacional, que da lugar no tan sólo
a la intervención del Tribunal Europeo de Derechos Humanos a través de su
función contenciosa, sino a la intervención de la Comisión Europea de Derechos
Humanos, a través de la recepción de denuncias o comunicaciones individuales
o demandas interestatales en los casos de violación de los derechos protegidos.8

Es menester recordar que en el proyecto del Convenio Europeo se
contemplaban de manera más o menos general las restricciones y limitaciones
que los Estados estarían facultados a hacer, <con el único objeto de asegurar los
derechos y libertades de los demás, o de salvaguardar cuando fuere necesario, la
moralidad, el orden y la seguridad dentro de una sociedad democrática.»9 El
proyecto contemplaba que estas limitaciones y restricciones sólo podrían
establecerse mediante la ley. Este criterio fue recogido por el Convenio
únicamente respecto de las limitaciones de ciertos derechos específicos, pero no
respecto al ejercicio de las facultades de derogación de los Estados. Este aspecto
no quedó claramente contemplado en el Convenio, con lo cual el artículo 15
quedó redactado con un vacío que vulnera la protección de los derechos
humanos en los estados de excepción.10

El Convenio Europeo al regular las facultades de derogación de derechos fue
muy general, e incluso omitió regular aspectos básicos, entre ellos, ciertos
principios jurídicos y normas de procedimiento cuya vigencia es indispensable en
los estados de excepción para la mejor protección y salvaguardia de los
derechos fundamentales. El Convenio contiene deficiencias que se deducen de la
forma incompleta en que ha regulado las facultades de excepción, y que sólo la
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha podido de alguna
forma ir subsanando a través de su intervención e interpretación en determinadas
demandas planteadas, a raíz de la vigencia de los estados de excepción en
algunos paises de Europa.

A estas deficiencias del Convenio habría que sumar muy especialmente la
que se refiere a la enumeración restringida de los derechos inderogables, que
incluso no hacen referencia expresa del carácter intangible de las garantías
judiciales básicas. No obstante, habría que reconocer el significado histórico del
Convenio Europeo y su valiosa aportación en materia de protección internacional.
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A este respecto el profesor Antonio Truyol y Serra ha sostenido que “el
Convenio de Roma representa el mayor avance realizado desde la aparición del
Estado moderno para tutelar los derechos humanos en el plano internacional.»”

El valor del Convenio, pues, es indudable. El Tribunal Europeo de Derechos
Humanos lo ha afirmado en varias sentencias en las cuales ha sostenido que «el
Convenio implica un justo equilibrio entre la salvaguardia del interés general de
la comunidad y el respeto de los derechos fundamentales del hombre, aunque
atribuyendo un valor particular a estos últimos.»12

2. Organas y Procedimientos de Protección de los Derechos
Fundamentales.

Los órganos de protección del sistema europeo surgen del Convenio de
Roma (Art. 19), excepto el Comité de Ministros, que surge del Estatuto del
Consejo de Europa (Art. 10), y los órganos que se derivan de la Organización
para la Seguridad y Cooperación en Europa (OSCE).

En términos generales podría decirse que cada órgano cumple en situaciones
normales una función importante en materia de protección, pero lo que interesa
destacar es el tipo de función que cumplen en las situaciones de excepción, en
las cuales su campo de acción se ve limitado o restringido.

Esta alteración en las funciones de los órganos de protección que se observa
en las situaciones de emergencia, es lo que lleva a plantear si en tales
situaciones los órganos de protección europeos, están o no dotados de los
poderes y facultades necesarios para contener y equilibrar ese incremento de
poder que se produce al ejercer los Estados las facultades de derogación de
derechos y libertades de las personas.

Para ello, tendría que analizarse la composición, la naturaleza, las funciones
y atribuciones de los órganos de protección del sistema, y profundizar
posteriormente en la práctica, especialmente en la del Tribunal Europeo, para
constatar si efectivamente el Convenio de Roma y todo el sistema jurídico
europeo en su conjunto, han dotado a los órganos de protección de los poderes y
las facultades necesarias para la defensa de los derechos fundamentales en todo
tipo de circunstancias.
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A diferencia de los otros sistemas de protección internacional, el sistema
europeo está provisto de órganos de naturaleza política, jurisdiccional y
cuasi-jurisdiccional. Obsérvese que el sistema americano sólo posee órganos de
protección jurisdiccional y cuasi-jurisdiccional; y que el sistema universal
solamente está dotado de órganos políticos, técnicos y cuasi-jurisdiccionales, por
lo que en principio podría destacarse una clara ventaja del sistema europeo en
este aspecto.

Por otra parte, los antecedentes del sistema europeo nos demuestran que
desde el inicio existían iniciativas para la integración de órganos de distinta
naturaleza. Se propuso en un primer momento la creación de órganos
jurisdiccionales, no jurisdiccionales y de órganos internacionales de encuesta,
pero en definitiva, como puede observarse en el Convenio de Roma, se optó por
la fórmula tripartita integrada por un órgano jurisdiccional y de encuesta a la vez;
por un órgano cuasi-jurisdiccional y por un órgano político. Ello denota, sin
duda, la influencia tanto del derecho anglosajón como del derecho continental o
romanista.

Como se comentará más adelante, el Protocolo número once adicional al
Convenio Europeo introduce cambios sustanciales en la conformación y el
funcionamiento de las instituciones de protección europeas, que darán lugar a la
fusión de la Comisión y el Tribunal Europeos, y a la creación de una instancia de
protección única.

2.) El Comité de Ministros.

El Comité de Ministros está integrado por los Ministros de Relaciones
Exteriores de los Estados miembros del Consejo de Europa, y por su naturaleza
es un órgano eminentemente político que tiene facultades para intervenir en el
proceso de protección internacional.’3 El Comité de Ministros es el órgano
vigilante directo del Convenio Europeo, ya que se encarga de supervisar su
cumplimiento por los Estados Partes. Es un órgano ejecutivo del Consejo de
Europa que lo convierte prácticamente en un órgano ejecutor de las medidas y
sentencias del Tribunal en caso de incumplimiento por parte de los Estados. No
obstante, el Comité no goza de poderes para anular una decisión interna de un
Estado, ni puede prescribir qué medidas deben ser tomadas en caso de
violación, aunque informalmente puede sugerir o aconsejar medidas...»14
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El Comité tiene ciertas atribuciones y facultades para intervenir en todo el
proceso de protección internacional e incluso para intervenir en cuestiones
internas de los órganos de protección del sistema:’5

a> El Tribunal y la Comisión dependen presupuestariamente de las decisiones
del Comité;

b) El Comité elige a los miembros de la Comisión y propone a la Asamblea
Consultiva un listado de personas para su elección como miembros del
Tribunal;

c) Se encarga de la publicación del informe de la Comisión en los casos en los
cuales se ha ¡legado a un arreglo amistoso conforme lo señalan los artículos
28 y 30 del Convenio;

d) Decide si ha habido o no violación del Convenio Europeo en los casos en los
que la Comisión le remite el informe a que se refiere el artículo 31 y 32 del
Convenio, es decir, en los casos en los que el asunto no ha sido deferido al
Tr ib un a l~

e) El Comité fija el plazo en el que los Estados Partes deben tomar las medidas
que se deriven de la decisión a que se refiere el literal anterior;

f> Tiene facultades para determinar las consecuencias que pudiesen derivarse
del incumplimiento de tales medidas, y además, puede publicar el informe
respectivo;

g) Tiene facultades para vigilar la ejecución de las sentencias del Tribunal;

h) El Comité puede solicitar al Tribunal que emita opiniones consultivas sobre
cuestiones jurídicas relativas a la interpretación del Convenio y de sus
Protocolos adicionales;16

i) El Comité conoce de toda demanda presentada al Tribunal Europeo de
Derechos Humanos, y;17

j> Recibe comunicación inmediata del Tribunal sobre las medidas provisionales
que éste dicte según el articulo 36 de su Reglamento.
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El Comité de Ministros, según las normas convencionales del sistema y el
Reglamento del Tribunal, es competente para actuar en el proceso de protección
internacional en nombre del Consejo de Europa, y está dotado de un verdadero
poder político de decisión que lo ubica realmente en una posición privilegiada,
como órgano político que es, frente a los órganos de protección del sistema. Este
amplio poder de decisión nos lleva a plantear si efectivamente el Comité juega
un papel favorable para la protección de los derechos y libertades fundamentales
en las situaciones de excepción, o si por el contrario, por su composición política
de alto nivel, influye desfavorablemente en la protección de los derechos de las
personas en tales situaciones.

Al respecto podría decirse que los poderes de actuación y de decisión de que
está dotado el Comité en todo tipo de circunstancias, especialmente en las
situaciones de emergencia excepcional, pueden intervenir de manera favorable
para la protección, pero también pueden producir efectos negativos para los
derechos humanos, según las circunstancias predominantes en un momento
político determinado. En primer lugar, cabe destacar cómo el Comité, según el
Convenio, puede favorecer la protección de los derechos humanos en los estados
de excepción en los casos en los cuales los Estados Partes no han reconocido la
competencia del Tribunal. En estos casos el Comité puede imponer medidas y
determinar las consecuencias que se deriven de su incumplimiento cuando éste
haya decidido que efectivamente existe una violación del Convenio por alguno
de los Estados Partes.15

Puede observarse en este tipo de situaciones que el Comité en alguna
medida suple la ausencia en la intervención del Tribunal por falta de
reconocimiento de la competencia de parte de los Estados. Estas facultades del
Comité de Ministros en los estados de excepción pueden influir favorablemente
en la protección de los derechos reconocidos, dado que en estos casos sólo
puede intervenir, en un primer momento, la Comisión Europea de Derechos
Humanos, sin más facultades que las de conocer del caso, hacer las
investigaciones pertinentes y formular al Comité de Ministros las propuestas que
considere oportunas sobre el mismo.19

En segundo lugar, es importante señalar cómo la intervención del Comité
puede restringir la protección de los derechos humanos en las situaciones de
excepción. El artículo 32 del Convenio faculta al Comité para desvirtuar un
dictamen emitido por un órgano cuasijurisdiccional, como lo es la Comisión
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Europea de Derechos Humanos.La citada disposición del Convenio en relación
con el articulo 31 del mismo, da lugar a que el Comité de Ministros examine el
caso que le ha sido remitido por la Comisión, y lo faculta, además, para
dictaminar “si ha habido o no violación de la Convención.>’

En este caso, es evidente la situación de privilegio que el Convenio Europeo
sitúa al Comité de Ministros respecto de la Comisión Europea de Derechos
Humanos, dado que permite que, incluso en aquellos casos en los cuales la
Comisión haya dictaminado sobre la existencia efectiva de una violación a las
disposiciones del Convenio, el Comité de Ministros puede, si el caso no ha sido
deferido al Tribunal Europeo de Derechos Humanos, determinar la no existencia
de tal violación, prevaleciendo el dictamen de un órgano político de alto nivel,
sobre el de un órgano cuasi-jurisdiccional, que tiene como fin primordial
asegurar el respeto de los compromisos que resulten para los Estados Partes
conforme al Convenio.20

Entonces, en el caso de los estados de excepción, que es el que interesa
analizar concretamente, la facultad del Comité de Ministros que establece el
articulo 32.1 del Convenio, podría dar lugar a que el Comité, por razones
políticas, pueda abstenerse de tomar medidas, y lo que podría ser más grave
aún, es que el Convenio le permite dejar sin efecto alguno el dictamen jurídico y
el examen de los hechos realizado por la Comisión Europea de Derechos
Humanos.

Esta situación se podría ver considerablemente agravada en los estados de
excepción, dado que éstos por su naturaleza están determinados por
acontecimientos de un fuerte contenido político, en los cuales existe un especial
interés de los Estados de sobreponer su potestad soberana ante la intervención
internacional. Por lo tanto, las citadas facultades convencionales del Comité de
Ministros pueden ser negativas en un momento determinado para la protección
de los derechos humanos en las situaciones de excepción. La composición y
naturaleza política del Comité puede dar lugar en definitiva a que éste, por
razones de índole política, se abstenga de intervenir en los casos declarados
como violaciones al Convenio, y por ende, obstruya de esta forma la protección
a los derechos fundamentales puestos en peligro en las situaciones de
emergencia excepcional.

No obstante el señalamiento anterior, habría que mencionar que hasta ahora
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no se ha observado en la práctica del Comité de Ministros una situación de esta
naturaleza, debido fundamentalmente al desarrollo de la democracia y el Estado
de Derecho de los paises europeos y a la efectividad del sistema europeo de
protección de los derechos humanos, lo cual representa una garantía para el
cabal cumplimiento de las obligaciones convencionales de los Estados al
suspender derechos humanos y libertades fundamentales en los estados de
excepción. A lo antes expuesto habría que agregar que con el Protocolo número
once adicional al Convenio Europeo, queda prácticamente descartada la
intervención del Comité de Ministros en los procedimientos relacionados con la
protección de los derechos humanos.

2.2 La Comisión Europea de Derechos Humanos.

La Comisión Europea de Derechos Humanos es un órgano de carácter
técnico jurídico de naturaleza cuasi-jurisdiccional. Está integrada por tantos
miembros como Estados Partes del Convenio Europeo.21

Los miembros de la Comisión no necesariamente deben ser nacionales del
Estado que los propone y su participación en la Comisión no obedece a una
representación oficial del Estado. Sus miembros actúan a titulo personal, por lo
que su participación es de carácter profesional y no política.22

La Comisión juega un papel de vital importancia en materia de protección a
los derechos y libertades fundamentales en todo tipo de situaciones, pero de
manera especial en los estados de excepción, en los cuales se requiere de la
intervención de organismos internacionales que no estén determinados por
ningún tipo de influencia política de parte de Los Estados. La Composición y las
atribuciones convencionales de que está dotada la Comisión Europea le permiten
intervenir en los estados de excepción en defensa de los derechos protegidos por
el sistema. Las funciones y atribuciones de la Comisión en materia de protección
internacional son, entre otras, las siguientes:

a> La Comisión puede conocer de las demandas de los Estados Partes por
supuestas violaciones al Convenio Europeo, presentadas por cualquiera de
los Estados contratantes;23

b) Puede conocer de cualquier demanda presentada por grupos de particulares,
organizaciones no gubernamentales o por personas naturales, que se
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consideren víctimas de una violación de los derechos reconocidos por el
Convenio o por los Protocolos adicionales.24 Este derecho de los particulares,
grupos y organizaciones, es más bien un derecho de petición y no un
derecho que permita demandar jurisdiccionalmente a los Estados Partes. En
estos casos, a diferencia de los demandas interestatales, los Estados
demandados por una supuesta violación al Convenio Europeo, deberán
previamente haber declarado que reconocen la competencia de la Comisión
Europea para conocer de las denuncias o comunicaciones individuales, lo
que no sucede así en el sistema interamericano de protección;

c> La Comisión Europea puede rechazar cualquier demanda que considere
inadmisible por la falta de ciertos requisitos formales;25 En este caso es
necesario comentar brevemente el requisito del agotamiento de los recursos
internos que exige el Convenio de Roma, que está sustentado en la «doctrina
del efecto útil,» mediante la cual solamente es exigible el agotamiento de los
recursos internos idóneos, rápidos y eficaces para la protección de los
derechos violados por un acto u omisión del Estado demandado. El Convenio
Europeo no prevé, como lo hace la Convención Americana sobre Derechos
Humanos en el artículo 46, los casos en los cuales no es exigible el
agotamiento de los recursos ordinarios o recursos normales de la legislación
del país de que se trate. Recuérdese que estos supuestos son muy comunes
en los estados de excepción;

d) Una vez admitida la demanda, la Comisión debe realizar un examen
contradictorio de la misma, y para tal efecto debe hacer una investigación
sobre los hechos. Esta investigación puede hacerse incluso con ocasión de
violaciones cometidas en los estados de excepción;26

e) La Comisión Europea se pondrá a disposición de los interesados a fin de
llegar a un arreglo amistoso del asunto. En su caso, la Comisión debe
garantizar que el arreglo amistoso se inspire en el respeto a los derechos
humanos conforme al Convenio Europeo, y debe redactar un informe que
transmitirá a los Estados interesados, al Comité de Ministros y al Secretario
General del Consejo de Europa, para su publicación;

f> La Comisión debe, además, redactar un informe en el caso de no llegarse a
un arreglo amistoso. En este caso deberá hacer constar los hechos y emitirá
además un dictamen sobre si los hechos comprobados por la Comisión
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implican una violación de las obligaciones convencionales.27 Este informe se
transmite al Comité de Ministros a quien la Comisión puede formular las
propuestas que estime oportunas en cada caso;

g) La Comisión Europea también está facultada para someter al Tribunal
Europeo de Derechos Humanos cualquier caso de violación de los Estados a
los derechos humanos reconocidos por el Convenio Europeo. Esta facultad
potestativa de la Comisión Europea solamente procede cuando no hubiese
sido posible llegar a un arreglo amistoso en el caso o violación, y dentro del
plazo de 3 meses contados a partir del envio del informe al Comité de
Ministros que menciona el artículo 32 del Convenio;28

h) La Comisión está facultada, asimismo, para elaborar su Reglamento interno
y para reunirse las veces que considere necesario. Sus reuniones y
deliberaciones no son públicas;29

i) La Comisión puede delegar en uno o varios de sus miembros para intervenir
en el examen de un caso ante el Tribunal y puede también ser asistida por
terceras personas ajenas al Tribunal.30 Vale decir, que con base en esta
disposición la Comisión puede lograr que el Tribunal autorice la intervención
del individuo o de la víctima de la violación en el procedimiento del Tribunal.
Actualmente la intervención de la víctima en el procedimiento tiene su base
en el nuevo Reglamento del Tribunal y en el Protocolo número 9 adicional al
Convenio Europeo;31

j) La Comisión puede recomendar al Tribunal las medidas provisionales que
considere necesarias para que sean adoptadas por las partes;32

k) La Comisión puede proponer al Tribunal en cualquier momento del
procedimiento las alegaciones relativas a la aplicación del artículo 50 del
Convenio, si es que no fueron presentadas al Tribunal en el acto introductivo
de la instancia;33

1) La Comisión puede pedir al Tribunal la interpretación de las sentencias y la
revisión de las mismas, en su caso, ~

m) En general, la Comisión tiene facultades para intervenir en el procedimiento
oral y escrito del Tribunal y para someter ante éste cualquier cuestión relativa
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a la interpretación y aplicación del Convenio.35

La Comisión Europea de Derechos Humanos tiene, asimismo, las demás
facultades contempladas en el Convenio Europeo, en el Reglamento interno de la
Comisión y su Addendum, y en el Reglamento del Tribunal.36

Como puede notarse, la Comisión Europea de Derechos Humanos es el
órgano central de la protección de los derechos y libertades reconocidos por el
Convenio Europeo; es un órgano instructor, de investigación y encuesta; debe
fijar los hechos, y por lo tanto, las violaciones al Convenio; es un órgano auxiliar
del Tribunal Europeo al que debe ayudar e ilustrar; es un órgano de arreglo o
solución amistosa y de asesoramiento al Comité de Ministros; representa
prácticamente el interés de los particulares, y en definitiva; es un órgano de
vigilancia y garantía del Convenio Europeo. Su finalidad, entonces, es lograr la
conciliación o acuerdo amistoso como medio de resolver el asunto que le ha sido
planteado.

Todas estas facultades que tiene la Comisión la convierten prácticamente en
un órgano efectivo de protección a los intereses de los individuos, de los grupos
y de las organizaciones no gubernamentales, victimas de una violación por parte
de los Estados; y en las situaciones de emergencia excepcional, tales
atribuciones constituyen verdaderos mecanismos de protección frente a los
Estados.

Las atribuciones de la Comisión Europea en los estados de excepción le han
permitido, incluso, examinar y evaluar las causas o circunstancias fácticas de
carácter excepcional, y además, le han permitido dictaminar sobre ellas, lo cual
es un significativo avance que demuestra que la Comisión puede hacer uso de
sus facultades para intervenir en cuestiones sumamente delicadas que hasta
hace poco tiempo eran consideradas como de la jurisdicción interna de los
Estados.

No obstante todas las facultades de que está dotada la Comisión Europea, se
observan algunas deficiencias que provienen tanto del Convenio como de la
misma práctica de la Comisión y que es necesario comentar brevemente. En
primer lugar, los procedimientos ante la Comisión, son, por lo general,
prolongados y se extienden más allá del tiempo exigido por la urgencia de cada
situación en concreto. Esta deficiencia en el procedimiento de la Comisión, que
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también se observa en los otros sistemas de protección, limita de manera
sustancial la protección en los casos relacionados con las situaciones de
emergencia excepcional, que requieren procedimientos más ágiles y eficaces y
de una intervención internacional oportuna.

A este respecto es importante señalar que el promedio actual de duración de
los procedimientos ante la Comisión Europea es de 4 años, con lo cual no se
está garantizando una protección integral a los derechos humanos que conlleve
medidas oportunas, rápidas y adecuadas ante cada situación.

En segundo lugar, cabe mencionar que el Convenio Europeo sólo permite las
denuncias individuales ante la Comisión de parte de las victimas de las
violaciones y no de terceras personas o de organizaciones no gubernamentales
de derechos humanos, tal como sucede en los procedimientos ante la Comisión
de Derechos Humanos de Naciones Unidas y ante la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos de la OEA. Esta restricción del Convenio Europeo dificulta
de manera sustancial el acceso de los particulares a la Comisión, y por ende,
obstruye la protección internacional en las situaciones de excepción, dado que
por la naturaleza eminentemente política de estas situaciones, y por el marcado
interés de los Estados en estos casos, los particulares o grupos de personas
perjudicados por las medidas de excepción, deben estar facultados para poder
recurrir ante los organismos internacionales, y en este caso ante la Comisión
Europea, por cualquier vía o instancia, de tal forma que se garantice una
oportuna y ágil intervención de los organismos regionales de protección.

Recuérdese que durante las situaciones de emergencia excepcional la
comunicación de las personas directamente lesionadas con los organismos
internacionales de protección, resulta muchas veces obstaculizada debido a las
medidas y controles estatales que impiden o reprimen el acceso o la
participación de las victimas, de terceras personas o de organismos no
gubernamentales de derechos humanos, por lo que es necesario en tales
situaciones que se permita la oportuna intervención internacional especialmente
en los casos de gravedad y urgencia, para garantizar la protección efectiva de los
derechos puestos en peligro grave o inminente. Puede mencionarse sobre este
aspecto la necesidad de proteger a las víctimas o denunciantes contra las
amenazas de muerte, los actos de persecusión o intimidación, las detenciones
ilegales o arbitrarias prolongadas, las detenciones no reconocidas, los estados de
incomunicación de prisioneros y la desaparición forzada de personas. Sobre este
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tema es preciso agregar, que si bien este fenómeno no es propio de la actual
realidad europea, no es ajeno a los cambios políticos que podrían suscitarse en
cualquier país o región del mundo.

En tercer lugar, cabe mencionar que los particulares afectados por las
medidas de excepción no disponen de mecanismos, procedimientos o recursos
en los casos en que la Comisión Europea de Derechos Humanos ha dictaminado
que no existe violación al Convenio Europeo. En tales situaciones los
particulares no pueden recurrir ante otro organismo internacional de protección,
quedando el asunto prácticamente concluido, lo cual se traduce en una situación
de desamparo para los derechos fundamentales de la persona. Ni el Convenio ni
el Reglamento interno de la Comisión disponen nada respecto a este asunto.

No obstante las deficiencias comentadas, se puede concluir que las
facultades de la Comisión, y especialmente la práctica observada en materia de
estados de excepción en el Caso Lawles y en el Caso Irlanda del Norte contra el
Reino Unido, demuestra que la Comisión Europea se ha convertido en un eficaz
órgano de protección a los derechos y libertades fundamentales, pero se requiere
de una mayor amplitud de su mandato y de sus facultades, así como de una
mayor agilidad en el procedimiento, sobre todo en los estados de excepción, que
le permita ejercer un control más efectivo de las facultades extraordinarias de los
Estados, y poder brindar una mejor y más ágil protección a los derechos
humanos suspendidos durante los estados de excepción. Ello, sin duda, será
posible al modificarse el sistema europeo de protección de los derechos
humanos con la entrada en vigor del Protocolo número once adicional al
Convenio Europeo, que permite la fusión de la Comisión Europea y del Tribunal
Europeo, garantizándose con ello una mayor agilidad y eficacia de los
procedimientos de protección en todo tipo de circunstancias.

2.3 El Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos es un órgano eminentemente
jurisdiccional que está integrado por tantos Magistrados o Jueces como
miembros del Consejo de Europa, los cuales son elegidos a propuesta de los
Estados por la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa.37 Cada Estado
miembro designa sus candidatos para el Tribunal, pudiendo éstos ser de
nacionalidad distinta siempre que se garantice que haya un Juez por cada
Estado miembro. El Tribunal es un órgano internacional que en el ejercicio de
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sus funciones judiciales goza de independencia en el Consejo de Europa.

A este respecto el Doctor Marc-André Eissen sostiene que «el Tribunal
Europeo de Derechos Humanos es una jurisdicción internacional -supranacional-
independiente, y ello por un doble título, a la independencia individual de sus
miembros se añade su independencia colegial.’38

Ciertamente se observa que la independencia individual de los Jueces está
determinada por varios factores, entre ellos, la forma de elección de los Jueces,
que en buena medida descarta la posibilidad de cualquier influencia de los
Estados. Puede observarse la exigencia de ciertos requisitos como el de
moralidad y competencia profesional, contenidos en el Convenio Europeo.39 Por
otra parte, y siempre siguiendo los mismos criterios del Doctor Marc-André
Eissen, el Tribunal goza también de independencia colegial. Ello puede
observarse en diversas disposiciones del Convenio Europeo y del Reglamento del
Tribunal.

El Tribunal está facultado por el Convenio para elaborar su Reglamento, para
fijar sus normas de procedimiento y para elegir a su Presidente y Vice-Presidentei0
La independencia es una característica propia del Tribunal que sumada a su
imparcialidad y a la calidad de sus miembros convierte a éste en un órgano
adecuadamente estructurado para la protección de los derechos reconocidos.
Los jueces no son delegados de los Estados al igual que los jueces de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos.

No obstante hay que señalar, que si bien ni el Convenio ni el Reglamento del
Tribunal determinaron expresamente la condición de los Jueces como altos
funcionarios judiciales que actúan a titulo personal, tal como lo estableció el
Convenio respecto de los miembros de la Comisión,4’ lo cierto es que se les
consideró desde un principio como funcionarios que actuaban a título personal,
dada la naturaleza judicial del órgano que conformaban. Esta circunstancia ha
sido comprobada en la práctica misma del Tribunal y confirmada incluso por el
Comité de Ministros.42

Como puede notarse, estas cualidades del Tribunal lo convierten en una
adecuada instancia de protección de los derechos y libertades en todo tipo de
circunstancias, pero especialmente en los estados de excepción, en los que se
requiere de la intervención de órganos de esta naturaleza.
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Deben destacarse también otros aspectos relacionados con el funcionamiento
y atribuciones del Tribunal. Ante él, sólo pueden acudir la Comisión Europea de
Derechos Humanos, los Estados Partes que hayan reconocido como obligatoria
de pleno derecho su jurisdicción, y últimamente se ha reconocido la intervención
del individuo, los grupos de personas y las organizaciones no gubernamentales.
El Comité de Ministros sólo puede hacerlo al solicitar una opinión consultiva.43

El procedimiento ante el Tribunal Europeo consta de una fase escrita y de
una fase oral que pueden quedar reducidas a esta última, en las cuales el
Tribunal posee amplias facultades para su desarrollo. Entre otras facultades, el
Tribunal recibe el informe de la Comisión; las observaciones y documentos de
los Estados; autoriza la participación de los consejeros de las Partes, de los
delegados de la Comisión, de los abogados del demandante o del demandante
mismo, de testigos, peritos o terceras personas; puede ordenar la práctica de
diligencias, encuestas o inspecciones oculares, y de todo cuanto considere
necesario para emitir la sentencia.44 Puede advertirse la influencia del derecho
anglosajón en el procedimiento jurisdiccional.

El Tribunal Europeo después de analizar los hechos y el derecho en las fases
escrita y oral, emite una sentencia definitiva de valor declarativo y no da lugar a
recursos más que al de interpretación y revisión de la misma.45 En la sentencia,
el Tribunal hace un resumen de los hechos y circunstancias; cita los
fundamentos jurídicos; y se refiere en su parte dispositiva al dictamen o fallo, en
el cual debe determinar si ha habido o no violación del Convenio Europeo; y si
fuere procedente, puede aplicar lo dispuesto por el articulo 50 del Convenio y
por el artículo 53 de su mismo Reglamento.

La sentencia debe ser, por lo tanto, motivada, y debe trasladarse al Comité
de Ministros para la vigilancia de su ejecución.46

Los Estados Partes del Convenio se han comprometido a conformarse a las
decisiones del Tribunal en los litigios en que sean Parte,47 por lo que debe
entenderse, a tenor del Convenio Europeo, y atendiendo al objeto y fin del
mismo, que las sentencias del Tribunal son jurídicamente vinculantes para los
Estados, no obstante que su naturaleza no produzca los mismos efectos que una
sentencia de un Tribunal Constitucional o de Casación europeos.48

Pueden citarse, además, otras facultades importantes del Tribunal Europeo
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de Derechos Humanos.

a) La competencia del Tribunal se extiende a todos los asuntos relativos a la
interpretación y aplicación del Convenio;

b> El Presidente del Tribunal puede autorizar al demandante a asumir él mismo
la defensa de sus intereses en el procedimiento, con la asistencia de abogado
o de otra persona capacitada para ello;

c) El Tribunal puede solicitar a los Estados miembros del Consejo de Europa
que apoyen las labores del Tribunal en lo relativo a la realización de
notificaciones, citaciones, comunicaciones o sobre cualquier tipo de diligencia
que deba verificarse en el territorio de los Estados;

d> El Tribunal puede decidir en cualquier momento sobre las medidas
provisionales que deban adoptar las partes;

e) El Tribunal puede invitar a cualquier Estado contratante, que no sea parte en
la causa o procedimiento, a presentar alegaciones escritas sobre cualquier
aspecto que considere oportuno. También puede invitar a cualquier persona
interesada distinta del demandante, y;

f) El Tribunal está facultado para archivar las actuaciones en el caso de
desistimiento, arreglo amistoso o transacción, pero puede también ordenar
que prosiga el examen del caso, no obstante estas circunstancias.

En su conjunto, todas estas facultades y especialmente las que se deducen
del Reglamento del Tribunal de 1 de enero de 1983 y de su Addendum,
representan realmente una garantía de protección para los derechos y libertades
fundamentales en los estados de excepción. Nótese que prácticamente a partir
de enero de 1983 el individuo comenzó a tener formalmente participación directa
en el procedimiento del Tribunal, lo cual es de suma importancia en los casos
relacionados con los estados de excepción. Y si bien el procedimiento ante el
Tribunal es lento, aunque no tanto como el procedimiento de la Comisión, ya el
hecho de permitir la participación directa de las victimas e incluso de terceras
personas en el procedimiento, sienta las bases para una eficaz protección
internacional.
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Las personas, grupos de personas y las organizaciones no gubernamentales
que resulten lesionadas en sus derechos, en todo tipo de circunstancias, pueden,
con base al Reglamento del Tribunal y al Protocolo número 9 adicional al
Convenio Europeo, participar directamente en el procedimiento o hacerlo por
medio de un representante capacitado para ello.50 Por lo tanto, puede decirse
que las víctimas de las violaciones, que el Reglamento del Tribunal identifica
como “demandantes, aunque no tengan estrictamente la calidad de tales, tienen
ahora un amplio margen de participación en el procedimiento ante el Tribunal. ~‘

El demandante puede ser representado en el procedimiento por abogados o
por un tercero aceptado por el Presidente del Tribunal, y en su caso, puede
disponer de abogado proporcionado por el mismo Tribunal. El Secretario del
Tribunal hará llegar a las víctimas o demandantes que hayan acudido a la
Comisión en virtud del articulo 25 del Convenio, un ejemplar de la demanda
presentada y les invitará a participar en el procedimiento. El demandante puede
opinar sobre la procedencia o no del procedimiento escrito y sobre la fecha de
apertura del procedimiento oral, en el cual puede tomar la palabra o intervenir
por medio de su abogado o junto a él. El demandante puede, además, solicitar al
Tribunal Europeo que se practiquen diligencias probatorias y se reciban pruebas.
Puede, asimismo, interrogar ante el Tribunal a los testigos, peritos y demás
personas mencionadas en el articulo 40 del Reglamento del Tribunal Europeo de
Derechos Humanos.

Estas facultades del demandante son de vital importancia en los casos
relacionados con los estados de excepción, dado que le permiten apoyar al
Tribunal en la investigación de hechos y circunstancias difícilmente comprobables
por iniciativa propia del Tribunal o a instancia de los Estados, ya que en tales
situaciones se vuelve prácticamente imposible recopilar informaciones sobre
distintos casos de violación a los derechos humanos como producto del abuso de
poder.

El demandante puede, además, proponer al Tribunal en cualquier momento
del procedimiento, las alegaciones relativas a la aplicación del articulo 50 del
Convenio, si es que no fueron presentadas en el acto inicial de la instancia. Será
informado de la hora y fecha de la lectura de la sentencia, y recibirá copia
certificada de la misma. Puede también presentar alegaciones al Tribunal en el
caso en que una de las partes o la Comisión hayan solicitado la interpretación de
una sentencia. Para tales efectos el Secretario del Tribunal le comunicará e

-371-



invitará a presentar sus alegaciones escritas. Las mismas facultades tiene el
demandante en el caso de revisión de la sentencia solicitada por un Estado Parte
o por la Comisión.

Pueden también consultarse sobre este punto otras disposiciones del
Reglamento del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.52

El procedimiento ante el Tribunal ha experimentado un cambio sustancialmente
favorable a partir de la entrada en vigor de las reformas del Reglamento del
Tribunal y de la adopción del Protocolo número 9 adicional al Convenio Europeo.
Ahora es posible, incluso, la participación de terceras personas -no victimas- en
el procedimiento jurisdiccional.53 Puede mencionarse también la ampliación de
las obligaciones y compromisos de los Estados que ha hecho el Reglamento del
Tribunal Europeo.54

Pero esta situación favorable para la participación del individuo no ha
logrado equiparar en el procedimiento del Tribunal los derechos de los
particulares frente al de los Estados. Las victimas ciertamente tienen ahora más
protagonismo y legitimidad ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos; no
necesitan de la mediación de la Comisión Europea; y sus relaciones con el
Tribunal son cada vez más directas, con lo cual se favorece indudablemente su
posición y la defensa de sus derechos, especialmente en los estados de
excepción. Pero se requiere un mayor desarrollo en este sentido para poder así
cumplir plenamente con la finalidad del Convenio Europeo.55

El Tribunal ha abierto nuevos cauces de participación del individuo que
favorecerán en el futuro el desarrollo del Derecho Internacional de los Derechos
Humanos, y una más eficaz protección de los derechos y libertades fundamentales
en los estados de excepción.

El carácter contradictorio del procedimiento jurisdiccional, de tipo inquisitivo
más que acusatorio; su carácter de oralidad y publicidad; así como la función
directiva del Tribunal, contribuyen en definitiva a un mejor desarrollo de la
protección y le permiten al Tribunal una participación más decisiva en los
estados de excepción. Ello ya se ha observado en buena medida en algunos
casos contradictorios que ha conocido el Tribunal, aún antes de entrar en
vigencia el nuevo Reglamento y el citado Protocolo número 9 adicional al
Convenio Europeo. Sin duda alguna, en la actualidad el sistema europeo de
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protección es el más eficaz que existe a nivel internacional.

Pero cabe preguntarse, finalmente, si en el actual desarrollo de la protección
del sistema europeo, el Tribunal constituye un auténtico mecanismo de
protección de los derechos humanos en los estados de excepción; y si en la
actualidad el Tribunal está dotado de los instrumentos necesarios para garantizar
la defensa de los derechos y libertades fundamentales en tales situaciones. Cabe
preguntarse, asimismo, ¿qué papel debe jugar el Tribunal en los estados de
excepción?; ¿si podrá tomar medidas provisionales urgentes sin estar conociendo
de un caso concreto, tal como sucede con la Corte Interamericana de Derechos
Humanos?; ¿si podrá evaluar la gravedad y las circunstancias de hecho en los
estados de excepción?; ¿qué incidencia puede tener en el Derecho interno una
decisión del Tribunal en estos casos?; ¿qué efecto tendrán sus decisiones en los
casos de emergencia interna de los Estados?; y ¿si podrá el Tribunal desvirtuar la
facultad de suspensión o derogación de derechos de los Estados europeos?.

Todas estas interrogantes han sido abordadas de una u otra forma en el
presente trabajo y serán tomadas en cuenta también en el siguiente apartado
dedicado a la jurisprudencia del Tribunal Europeo en los casos relacionados con
los estados de excepción. Por ahora, sólo podría agregarse que si bien el avance
logrado por el Tribunal Europeo en materia de protección internacional ha sido
significativo, ello no implica que la protección de los derechos y libertades
fundamentales de las personas esté plenamente asegurada en los estados de
excepción. La protección de los derechos humanos y de las libertades
fundamentales en este tipo de circunstancias requiere del impulso de nuevas
estrategias y mecanismos de protección, que doten al Tribunal de mayores
facultades jurisdiccionales y que al mismo tiempo amplíen los derechos y
libertades de la persona humana, así como los compromisos y obligaciones de
los Estados en materia de derechos humanos, todo lo cual se ve favorecido con
la entrada en vigor del Protocolo número once adicional al Convenio Europeo.

2.4 La Organización para la Seguridad y Cooperación en Europa. <OSCE)

La Organización para la Seguridad y Cooperación en Europa (OSCE> fue
creada en el marco de una amplia concertación de Estados europeos con el
objeto de abordar, entre otros aspectos, cuestiones relativas a la seguridad en la
región, los derechos humanos y las libertades fundamentales, la democracia, el
Estado de Derecho y el mantenimiento de la paz y la seguridad en el continente.
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La OSCE fue abierta en Helsinki en julio de 1973, habiendo concluido la
Conferencia inicial en agosto de 1975 en el mismo lugar. Con Helsinki se dio
inicio a la conformación de una estructura política regional de mucha
importancia para la consolidación de Europa y para la salvaguardia de los
derechos fundamentales. En Helsinki se adquirió el compromiso de respetar los
derechos humanos y las libertades fundamentales, y de cumplir de buena fe las
obligaciones en esta materia contraídas en el marco del Derecho Internacional.

Posteriormente, el proceso recibió un notable impulso a partir de la Reunión
de Viena, en enero de 1989, en la cual se reafirrnó el compromiso de los Estados
participantes de respetar los derechos humanos y las libertades fundamentales, y
se reconoció un importante listado de garantías del debido proceso.

En junio de 1989 se celebró la Primera Reunión de París sobre la Dimensión
Humana, en la cual si bien no se adoptó ningún documento importante se
intercambiaron puntos de vista sobre la situación de los derechos humanos en
los distintos Estados participantes.

En junio de 1990 se celebró la Segunda Reunión de Copenhague sobre la
Dimensión Humana, y en ella se adoptó un valioso documento que contiene
elementos muy importantes sobre la protección de los derechos humanos. En
dicho documento los Estados se comprometieron a velar porque el ejercicio de
todos los derechos humanos y las libertades fundamentales no estuviera sujeto a
ninguna restricción, salvo aquellas previstas por la ley y que fueran compatibles
con otras obligaciones impuestas por el Derecho Internacional. En este sentido
los Estados participantes hicieron referencia expresa al Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos y a la Declaración Universal de Derechos Humanos,
como instrumentos que deberían ser observados por los Estados en toda
circunstancia.

Según los Estados firmantes del documento de Copenhague, «estas
restricciones revisten el carácter de excepciones,» por lo que asumieron el
compromiso de velar porque tales restricciones no se prestaran a abusos y
porque no se aplicaran arbitrariamente, sino de manera que se garantizara el
ejercicio efectivo de los derechos humanos y las libertades fundamentales.
Según dicho documento, «en una sociedad democrática toda restricción de los
derechos y de las libertades debe corresponder a uno de los objetivos de la ley
aplicable y guardar estricta proporción con la finalidad perseguida por la misma.»
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Se afirmó también por los Estados participantes que «toda derogación de las
obligaciones relativas a los derechos humanos y a las libertades fundamentales
durante un estado de emergencia pública debe quedar estrictamente dentro de
los limites estipulados por el Derecho Internacional, en particular, por los
instrumentos internacionales pertinentes por los que están vinculados,
especialmente cuando se trata de derechos con respecto a los cuales no puede
haber derogación.’

Para los Estados reunidos en Copenhague, «las medidas de derogación de
tales obligaciones deben adoptarse en estricta conformidad con los requisitos de
procedimiento estipulados en esos instrumentos; la imposición de un estado de
emergencia pública debe ser proclamado oficial y públicamente y de conformidad
con las disposiciones estipuladas por la ley; las medidas de derogación de las
obligaciones se limitarán al alcance estrictamente requerido por las exigencias
de la situación; y tales medidas no serán discriminatorias solamente por motivos
de raza, color, sexo, idioma, religión, origen social o pertenencia a una minoria.»

Asimismo, los Estados participantes en la Segunda Reunión sobre Ja
Dimensión Humana subrayaron que en ningún caso podrán «invocarse como
justificación para la tortura, circunstancia excepcional alguna, estado de guerra o
amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia
pública. «56

En 1990 también se adoptó la Carta de Paris para una Nueva Europa,
mediante la cual los Estados reafirmaron que la protección y fomento de los
derechos humanos y las libertades fundamentales es la primera responsabilidad
de los gobiernos, y que por lo tanto su respeto es una salvaguardia especial
contra un excesivo poder de los Estados.

La Carta de París incorporó un importante listado de derechos humanos,
libertades fundamentales y garantías del debido proceso, y afirmó que el respeto
de los mismos constituye la base sólida sobre la que se debe edificar la nueva
Europa, concebida así por la OSCE.

El tratamiento del tema de la protección de los derechos humanos y de las
libertades fundamentales continuó siendo objeto de discusión durante la Tercera
Reunión de Moscú sobre la Dimensión Humana, celebrada en septiembre y
octubre de 1991. En dicha reunión se adoptó un documento muy importante que
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contiene una serie de compromisos de los Estados para proteger los derechos
humanos en los estados de emergencia pública o estados de excepción. En tal
sentido, el documento de Moscú sobre la Conferencia de la Dimensión Humana
menciona expresamente lo siguiente:

<‘Los Estados participantes consideran importante proteger los derechos
humanos y las libertades fundamentales durante un estado de emergencia
pública, tomar en cuenta las disposiciones pertinentes del documento de la
Reunión de Copenhague y cumplir los convenios internacionales en que sean
Parte.”

“Los Estados participantes reafirman que un estado de emergencia pública
sólo puede justificarse por circunstancias excepcionales y sumamente graves, de
conformidad con las obligaciones internacionales del Estado y los compromisos
de la Conferencia de Seguridad y Cooperación en Europa (CSCE). Un estado de
emergencia pública no podrá utilizarse para trastornar el orden democrático
constitucional, ni orientarse a la destrucción de los derechos humanos y
libertades fundamentales internacionalmente reconocidos. Si no es posible evitar
recurrir a la fuerza, su utilización tendrá que ser razonable y limitada en la mayor
medida posible.»

<Un estado de emergencia pública sólo podrá proclamarlo un órgano
constitucionalmente legitimo, debidamente facultado para ello. En los casos en
que la decisión de proclamar un estado de emergencia pública pueda ser
adoptada legalmente por el Poder Ejecutivo, esa decisión deberá estar sujeta a la
aprobación de los órganos legislativos en el más breve tiempo posible o a su
control por los mismos.»

“La decisión de declarar un estado de emergencia pública se proclamará
oficial y públicamente y de conformidad con las disposiciones estipuladas por la
ley. La decisión, cuando sea posible, indicará los limites territoriales a que se
aplica el estado de emergencia pública. El Estado de que se trate pondrá, sin
demora, a disposición de sus ciudadanos información sobre las medidas que
hayan sido adoptadas. El estado de emergencia pública se levantará tan pronto
como sea posible y no permanecerá vigente más tiempo del estrictamente
requerido por las exigencias de la situación.»

‘<No se permitirá imponer o mantener un estado de emergencia de facto que
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no se conforme a las disposiciones establecidas por la ley.»

<‘Los Estados participantes tratarán de asegurar que se garantice en el más
alto grado posible durante un estado de emergencia pública el funcionamiento
normal de los órganos legislativos.”

‘<Los Estados participantes confirman que cualquier derogación de las
obligaciones relativas a los derechos humanos y las libertades fundamentales
durante un estado de emergencia pública debe permanecer estrictamente dentro
de los límites impuestos por el Derecho Internacional, en particular por los
instrumentos internacionales pertinentes a los que estén vinculados, de manera
especial en lo que respecta a derechos que no sean derogables.»

«Los Estados participantes procurarán no derogar las obligaciones que, con
arreglo a los convenios internacionales en los que son Parte, sea posible derogar
en caso de emergencia pública. Las medidas de derogación de esas obligaciones
deberán tomarse en estricta conformidad con las exigencias de procedimiento
estipuladas en dichos instrumentos. Esas medidas no se proseguirán ni
permanecerán vigentes por más tiempo que el estrictamente requerido por las
exigencias de la situación; son por naturaleza medidas excepcionales y deberían
interpretarse y aplicarse con moderación. Dichas medidas no impondrán
discriminaciones solamente por motivos de raza, color, sexo, idioma, origen
social o pertenencia a una minoría.”

Respecto de los derechos considerados como derogables o sujetos a
suspensión o limitación, en las reuniones de Copenhague y Moscú se estableció
un listado de derechos y garantías susceptibles de suspensión temporal
conforme a la ley interna y al Derecho Internacional. Entre tales derechos y
garantías se mencionan los siguientes: la libertad de expresión y de comunicación;
el derecho de los medios de comunicación a reunir, relatar y difundir
informaciones, noticias y opiniones; la libertad de reunión y manifestación
pacífica; la libertad de asociación; la libertad de pensamiento, de conciencia y
religión; la libertad de circulación, el derecho a salir libremente de cualquier país,
incluido el propio y de regresar a su propio país; el derecho de protección de los
trabajadores migrantes y de sus familias; el derecho de propiedad privada; el
derecho a la libertad personal; el derecho de toda persona detenida a que se
notifique sin demora su detención a las personas de su elección; el derecho de
protección a la vida familiar y privada; el derecho de protección al domicilio; y el
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derecho de protección a la correspondencia y a las comunicaciones electrónicas.

Según los compromisos adquiridos en la Tercera Reunión de Moscú, «los
Estados participantes procurarán asegurar que durante un estado de emergencia
pública permanezcan vigentes las garantías jurídicas necesarias para mantener el
Estado de Derecho. Procurarán que en su legislación se prevea el control de los
reglamentos referentes al estado de emergencia pública, así como de la
aplicación de dichos reglamentos.”

El Documento de Moscú afirma que, ‘cuando se haya declarado o levantado
un estado de emergencia pública en un Estado participante, el Estado de que se
trate informará inmediatamente a la institución de la CSCE de esta decisión, así
como de cualquier derogación hecha a las obligaciones y compromisos del
Estado en materia de derechos humanos. La institución informará sin demora a
los demás Estados participantes.”57

En la Conferencia sobre la Dimensión Humana de Moscú también se
estableció un mecanismo de supervisión y control intergubernamental, capaz de
producir efectos positivos en materia de protección internacional a los derechos
humanos y las libertades fundamentales, con capacidad para operar en todo tipo
de circunstancias.

Conforme al mecanismo establecido por la Conferencia de Moscú, todo
Estado participante podría solicitar al Comité de Altos Funcionarios, la
intervención de una Misión de Expertos compuesta hasta por 3 miembros, con el
objeto de buscar o facilitar la solución de cuestiones relativas a la dimensión
humana, entre ellas, la protección de los derechos humanos en los estados de
emergencia pública. Tales Misiones de Expertos están facultadas para recopilar
las informaciones que sean necesarias para el cumplimiento de su mandato, y
para tal fin podrán hacer uso de sus buenos oficios y servicios de mediación a
efecto de propiciar el acercamiento, el diálogo, la solución amistosa y la
cooperación entre las partes interesadas.

El Estado de que se trate deberá acordar con la Misión el mandato
respectivo, quedando abierta la posibilidad para determinar dicho mandato en la
forma que más sea recomendable para la situación o caso concretos,
pudiéndose ampliar las funciones de la Misión para permitirle realizar tareas de
investigación y prestar servicios de asesoramiento, así como para transmitir al
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Estado en cuestión las sugerencias o recomendaciones sobre los medios y
procedimientos idóneos y eficaces que debe aplicar para facilitar la observancia
y el cumplimiento de los compromisos adquiridos.

Según consta en el Documento de la Tercera Reunión de Moscú, los Estados
participantes están obligados a cooperar con la Misión de Expertos y a facilitarle
sus tareas y el ejercicio independiente de su mandato.

Por lo tanto, la Misión de Expertos puede ingresar sin demora al territorio del
Estado de que se trate y transitar libremente por él, pudiéndose reunir libre y
privadamente con personas, grupos de personas, organizaciones no
gubernamentales y funcionarios de gobierno, y solicitarles informaciones o
escuchar sus opiniones o comunicaciones, las cuales en todo caso serán de
carácter confidencial.

Los Estados se han obligado en el seno de la OSCE a no adoptar medidas o
tomar represalias contra las personas, instituciones y organizaciones, con motivo
de su relación con la Misión.

Al finalizar sus investigaciones la Misión de Expertos debe presentar sus
observaciones al Estado interesado, preferentemente dentro de las tres semanas
siguientes a la fecha de su establecimiento.

Tal como lo establece el procedimiento de la OSCE, el Estado invitante debe
transmitir a los demás Estados participantes, tanto las observaciones y las
sugerencias de la Misión, como la descripción de las medidas adoptadas al
respecto, a más tardar tres semanas después de presentadas las observaciones
de la Misión de Expertos.

Finalmente, el Comité de Altos Funcionarios de la OSCE podrá examinar las
observaciones y comentarios de los Estados invitantes y considerar la aplicación
de medidas complementarias. A partir de este momento el procedimiento de la
OSCE se hace público al llegar prácticamente a su fase final. En este
procedimiento tiene una participación importante la Oficina de las Instituciones
Democráticas y los Derechos Humanos de la OSCE.

Como puede notarse, tanto las reglas como el procedimiento establecido por
la Conferencia sobre la Dimensión Humana de la OSCE celebrada en Moscú,
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constituyen un significativo avance en materia de protección regional, que se
suma a los mecanismos de protección del Consejo de Europa, y a su vez
reafirman conceptos ya recogidos por las normas convencionales de derechos
humanos, pero amplían e incorporan otros elementos nuevos que favorecen
especialmente la protección de los derechos humanos y de las libertades
fundamentales en los estados de emergencia pública o estados de excepcion.

Por otra parte, en la Reunión de Praga celebrada en enero de 1992, se afirmó
que las cuestiones relativas a la Dimensión Humana constituían una función
clave de la OSCE, y que por lo tanto en caso necesario serían objeto de examen
del Consejo o del Comité de Altos Funcionarios. Asimismo, se reafirmó que la
Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos (OIDDH>, es la
encargada de las labores tanto de los Relatores como de las Misiones de
Expertos.

En Praga, el Consejo decidió que el propio Consejo o el Comité de Altos
Funcionarios (CAF), en caso necesario, y aún sin el consentimiento del Estado
interesado, podría adoptar medidas adecuadas en los casos de violaciones
claras, graves y no corregidas de los compromisos adquiridos en la OSCE. Las
medidas consisten en declaraciones políticas u otro tipo de medidas políticas
aplicables fuera del territorio, sin perjuicio de los otros mecanismos de la OSCE.

Después de la reunión de Praga se celebró en 1992 en Helsinki la conferencia
de la OSCE denominada: «El Desafío del Cambio”, en la cual se acordaron
importantes compromisos que prácticamente transformaron y fortalecieron las
instituciones, estructuras y mecanismos de la OSCE.56

En Helsinki, punto de partida de la OSCE, se reafirmó que los compromisos
contraídos en la esfera de la Dimensión Humana, “son asuntos de preocupación
directa y legítima de todos los Estados y no exclusivamente asuntos internos del
Estado de que se trate.» También se afirmó la naturaleza de la OSCE, a la cual se
catalogó como un foro permanente para el diálogo, la negociación y la
cooperación, a fin de garantizar la conformación de la nueva Europa.

Los Estados participantes en Helsinki reafirmaron y ampliaron las decisiones
sobre las estructuras e instituciones de la OSCE, establecidas especialmente en
La Carta de Paris en 1989 y en el Documento de Praga en 1992. En tal sentido,
se mencionaron y resaltaron las siguientes instituciones de la OSCE:
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a) Las Reuniones de Jefes de Estado o de Gobierno, que podrían establecer
cada dos años las prioridades necesarias y brindar las orientaciones al
máximo nivel político;

b) Las Conferencias de Revisión, que se encargarían de examinar el cumplimiento
de los compromisos adquiridos en el marco de la OSCE;

c> El Consejo de la OSCE, que constituye el órgano rector y de decisión central
de la OSCE;

d) El Comité de Altos Funcionarios, que tiene como mandato supervisar,
administrar y coordinar las actividades de la OSCE; inducir a los Estados a
tomar medidas; recomendar procedimientos y mecanismos de solución;
decidir el envío de Relatores o Misiones de Expertos; y promover la
mediación, la conciliación o los buenos oficios;

e> El Presidente en Ejercicio;

f) Los Grupos de Gestión Ad-Hoc;

g) Los Representantes Personales del Presidente en Ejercicio;

h) El Alto Comisionado para las Minorías Nacionales, que se ocupa de un tema
que está siendo tratado con prioridad no tan sólo en la OSCE, sino también
en el Consejo de Europa, cuya Asamblea Parlamentaria ha aprobado la
propuesta de la Comisión de Cuestiones Jurídicas para incorporar un nuevo
Protocolo adicional al Convenio Europeo de 1950, relativo a la protección de
las minorías nacionales en todo tipo de circunstancias;

i) El Centro para la Prevención de los Conflictos, y;

j) La Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos, que como
principal institución sobre la Dimensión Humana de la OSCE, tiene
facultades de supervisar la aplicación de los compromisos en esta materia;
recibir las observaciones de los Estados que son visitados por las Misiones de
la OSCE; crear instituciones democráticas; y actuar como centro de
coordinación para la información sobre los estados de emergencia pública o
estados de excepción.

-381-



La reformulación institucional de la OSCE acordada en el Helsinki en 1992,
permite contar ahora con mecanismos y procedimientos más operativos y
eficaces, entre los cuales, además de los ya comentados, se consideró los
siguientes:

a> la Red de Comunicaciones de la OSCE, mecanismo que es dirigido por el
Centro para la Prevención de Conflictos (CPC) para agilizar los contactos
entre las distintas instituciones de la OSCE con los Estados;

b) los mecanismos de <‘Pronta Alerta” y “Pronta Acción», para prevenir y aliviar
tensiones de todo tipo susceptibles de vulnerar los derechos de las minorías
nacionales;

c> la Gestión Política de las Crisis;

d) el Arreglo Pacifico de Controversias;

e) el Arreglo Negociado de las Crisis;

f) las Operaciones de Mantenimiento de la Paz;

g) el intercambio de opiniones sobre la aplicación de los compromisos
adquiridos;

h> la evaluación de los procedimientos de vigilancia sobre el cumplimiento de
los compromisos;

i) la presentación de comunicaciones escritas de parte de las organizaciones no
gubernamentales para contribuir al cumplimiento de los compromisos
adquiridos en el seno de la OSCE sobre aspectos relacionados con la
Dimensión Humana.

Estas estructuras y procedimientos revisados en Helsinki, que fueron
adecuados a las actuales estructuras de la OSCE, fortalecen y amplían los
mecanismos iniciales de la CSCE sobre la Dimensión Humana. Ello permite que
dichos mecanismos sean más eficaces, ágiles y operativos, lo cual propicia
favorablemente cambios profundos, radicales y acelerados en Europa, con miras
a contribuir al proceso de transición y fortalecimiento democrático en el
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continente.

Sin duda, la puesta en práctica de este nuevo mecanismo de protección, de
supervisión y control intergubernamental, que se ha nutrido de la experiencia
sobre derechos humanos del Consejo de Europa, constituye un precedente muy
importante en el ámbito internacional y regional, y sienta las bases para el
establecimiento de mecanismos ágiles y eficaces, tal como lo requiere la
protección de los derechos humanos en los estados de excepción o estados de
emergencia pública.

La <Conferencia de Seguridad y Cooperación en Europa” (CSCE>, convertida
a partir del 1 de enero de 1995 en la «Organización para la Seguridad y
Cooperación en Europa» (OSCE>, según los acuerdos tomados por los 52 Jefes
de Estado y de Gobierno, en la Conferencia de Budapest de diciembre de 1994,
tiene, pues, un importante desafio político en la actualidad, que es el de
establecer las bases sólidas para la nueva Europa, partiendo de la afirmación
efectiva de la dignidad humana, de la libertad, de los valores democráticos y del
respeto a los derechos fundamentales en todo tipo de circunstancias, incluyéndose
los estados de emergencia excepcional.

La Organización tiene actualmente la tarea fundamental de garantizar la paz
en Europa, basada en el respeto de los derechos humanos y las libertades
fundamentales, en el establecimiento del pluralismo democrático y del Estado de
Derecho, y en la creación de un sistema de seguridad basado en la cooperación
entre las naciones europeas, que constituyen los cinco pilares para la paz
trazados inicialmente.

3. La Jurisprudencia Europea en Materia de Estados de Excepción.

Desde la creación del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en 1959, se
han presentado al Tribunal múltiples demandas sobre diversos aspectos
relacionados con los derechos humanos reconocidos por el Convenio Europeo
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.
Las demandas hasta ahora presentadas plantean una gran variedad de
problemas y circunstancias de hecho. Se refieren a diversas violaciones al
Convenio Europeo y han dado lugar a resoluciones y sentencias que han
establecido precedentes muy importantes en materia de protección jurisdiccional.
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Estos casos contenciosos en su gran mayoría han sido sometidos al Tribunal
por la Comisión Europea de Derechos Humanos, aunque también se observan
algunos casos de demandas interestatales.

Entre las demandas presentadas ante el Tribunal se puede notar que existen
algunas que están estrechamente relacionadas con la situación de los derechos
fundamentales en los estados de excepción. Estos casos contenciosos, si bien
son pocos en relación con los demás casos que ha conocido el Tribunal
constituyen un importante precedente, dado que es la primera vez que un órgano
jurisdiccional internacional conoce sobre casos de violaciones a los derechos
humanos en los estados de excepción. A esta circunstancia habría que sumar
que fue precisamente un caso relacionado con los estados de excepción el que
primero conoció el Tribunal Europeo, y por ende, el primer caso que se presentó
en el ámbito de la jurisdicción internacional en materia de derechos humanos.

Este precedente desde un primer momento abrió la posibilidad para
desarrollar y ampliar la protección internacional de los derechos y libertades
individuales en los estados de excepción; y lo que es más importante aún, es que
con este primer caso se inició una nueva etapa para la protección internacional
de los derechos humanos, al surgir en la práctica de un órgano jurisdiccional
internacional un procedimiento de protección que le permitiría intervenir en
cuestiones que hasta ese momento eran consideradas como de la exclusiva
jurisdicción interna de los Estados.

Los casos o demandas más importantes que ha conocido el Tribunal
Europeo de Derechos Humanos relacionados con los estados de excepción y que
merecen un comentario por separado son el Caso Lawless y el Caso Irlanda
contra El Reino Unido. También podría mencionarse el Caso Van Der Mussele
ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (sentencia de 29 de noviembre
de 1983>; y otros casos conocidos por la Comisión Europea de Derechos
Humanos, como el Caso de Grecia y el Caso de Turquía, relacionados con la
protección de los derechos humanos en estados de excepción. Pero los dos
casos primeramente mencionados son de relevante importancia ya que
constituyen casos tipo en materia de aplicación de la normativa convencional
sobre los estados de excepción, y sobre la interpretación jurisprudencial de
dichas normas en tales situaciones.
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3.1 El Caso LAWLESS.

El Caso LAWLESS es el primero que conoce el Tribunal Europeo después de
su creación, y es también el primer caso que se presenta en el ámbito de la
jurisdicción contenciosa internacional de los derechos humanos. Se inició en la
Comisión Europea de Derechos Humanos el día 8 de noviembre de 1957
mediante demanda presentada por Gerad Richard Lawless contra el Gobierno de
Irlanda, en virtud de lo dispuesto por el articulo 25 del Convenio Europeo.

Del análisis de los elementos fácticos del caso se conoce que el denunciante
señor Lawless, ciudadano irlandés, se encontraba detenido en Irlanda al
momento de presentarse la comunicación individual ante la Comisión. Su
detención obedecía a una orden de arresto emitida por el Ministerio de Justicia
de Irlanda, con base en la Ley de Seguridad del Estado de 1940 que habla
entrado en vigencia en 1957, y cuya existencia había sido comunicada en este
mismo año al Secretario General del Consejo de Europa. Dicha ley de excepción
facultaba a las autoridades irlandesas para practicar detenciones de personas sin
lugar a juicio, así como también disponía de la creación de tribunales criminales
especiales.

El señor Lawless estuvo detenido sin juicio desde el día 13 de Julio al 11 de
diciembre de 1957. Fue acusado de pertenecer a una organización ilegal
denominada ‘Ejército Republicano Irlandés (IRA)» y de poseer documentos de
circulación ilegal. El denunciante admitió posteriormente ante la Comisión
Europea que en efecto había pertenecido por corto tiempo a la organización IRA,
pero que había abandonado dicha organización seis meses antes de su
detención, es decir, en diciembre de 1956.

En su denuncia ante la Comisión el señor Lawless alegó que el Convenio
Europeo había sido violado por el Gobierno irlandés y solicitó el cese inmediato
de su detención, pidió una compensación económica por los perjuicios de toda
índole ocasionados a raíz de su detención, y además, exigió el pago de los gastos
por las demandas y trámites legales realizados ante las autoridades de Irlanda y
ante la Comisión Europea de Derechos Humanos.

El Gobierno de Irlanda ordenó la libertad del señor Lawless el día 11 de
diciembre de 1957, influyendo para ello, sin duda, el hecho de que el caso era ya
del conocimiento de los órganos de protección regional del sistema europeo. El
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caso, sin embargo, prosiguió en la Comisión por las demás reclamaciones. La
Comisión al formular el dictámen respectivo consideró que el Gobierno de
Irlanda había violado el Convenio Europeo en este caso, y posteriormente, con
fecha 13 de abril de 1960, sometió el caso ante el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos.

El propósito de la demanda de la Comisión era someter el asunto Lawless al
Tribunal Europeo para que éste decidiera si los hechos revelaban o no que el
Gobierno de Irlanda había violado las obligaciones contenidas en el Convenio
Europeo, y específicamente para que determinara si la comunicación sobre la
existencia de la ley de excepción de parte del Gobierno de Irlanda era suficiente
con base a lo requerido por el articulo 15.3 deI Convenio; si la detención se
hallaba o no en pugna con las obligaciones contenidas en los artículos 5 y 6 del
Convenio; si la medida de la detención sin juicio era o no una medida
estrictamente requerida por las exigencias de la situación; y si existió o no un
estado de emergencia que amenazase la vida de la nación en los términos del
articulo 15 del Convenio. Con ello, la demanda de la Comisión Europea estaba
dando lugar a que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos valorara y
decidiera si podía o no entrar a analizar hechos y circunstancias de la jurisdicción
interna de los Estados.

En el desarrollo del procedimiento del Tribunal Europeo intervinieron como
delegados de la Comisión Europea de Derechos Humanos, su Presidente y
Vicepresidente; y por el Gobierno de Irlanda, participó el Fiscal General. Se
presentaron las memorias y contramemorias, y además, se plantearon algunas
excepciones por ambas partes.

En relación con el fondo del asunto, la Comisión Europea planteó al Tribunal
algunos problemas de procedimiento y le solicitó que decidiera si los delegados
de la Comisión estaban legitimados para considerar como parte del procedimiento
las observaciones del demandante señor Lawless, formuladas por escrito en el
informe de la Comisión para poner en conocimiento del Tribunal el punto de vista
del demandante sobre las cuestiones especificas surgidas en el curso del debate,
y para considerar a la persona designada por el demandante, capaz de prestar a
los delegados de la Comisión todo tipo de ayuda que considerasen necesaria
para poner en conocimiento del Tribunal el punto de vista del demandante.

Sobre este incidente procedimental el Tribunal emitió una resolución por
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medio de la cual reconocía que la Comisión tenía libertad absoluta para
esclarecer al Tribunal los puntos de vista del demandante, y lo que es más
importante, reconocía que era competencia de la Comisión, cuando lo
considerara útil, invitar al demandante o designar a una persona a su disposición.
Esta resolución constituía desde un primer momento un avance del Tribunal
Europeo y un precedente muy valioso en materia de protección internacional de
los derechos humanos, ya que por primera vez se permitía la participación de
individuos en el procedimiento jurisdiccional ante el Tribunal Europeo.

Después de desarrollar el procedimiento y de hacer las consideraciones y
valoraciones respectivas, el Tribunal emitió un fallo sobre el caso y planteó, entre
otros aspectos, que la detención sin juicio del señor Lawless se hallaba
fundamentada en la facultad de derogación debidamente ejercitada por el
Gobierno irlandés conforme al artículo 15 del Convenio Europeo, y por lo tanto,
declaró que en el caso sometido a su decisión los hechos no revelaban una
ruptura por el Gobierno de Irlanda de las obligaciones asumidas en el Convenio.

El caso planteado ante el Tribunal estaba en relación con varias disposiciones
del Convenio Europeo y de los reglamentos internos del Tribunal y la Comisión.

Entre las consideraciones y valoraciones del Tribunal Europeo contenidas en
la sentencia pueden comentarse las siguientes:

a) El Tribunal estimó en un primer momento que la detención sin juicio del
señor Lawless no estaba en conformidad con las disposiciones de los
artículos 5.1.c, 5.3 y artículo 6 del Convenio, dado que tales disposiciones no
fundamentan jurídicamente la detención sin juicio de persona alguna, pero
que seria necesario en este caso concreto examinar si tal detención se
hallaba fundamentada sobre otros aspectos jurídicos;60

b) El Tribunal entró a valorar en la sentencia las circunstancias de hecho que
imperaban en Irlanda al momento en que el Gobierno proclamaba
oficialmente la puesta en vigor de los poderes de excepción. El Tribunal tomó
en cuenta básicamente la opinión mayoritaria de la Comisión Europea, dado
que ésta había realizado anteriormente una investigación con base en lo
dispuesto por el articulo 28 del Convenio Europeo. En el informe respectivo
de la Comisión constaba que en julio de 1957 existía en Irlanda una
emergencia pública que amenazaba la vida de la nación en los términos del
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articulo 15 párrafo 1 del Convenio.

El Tribunal tomó también en cuenta el relato de ciertos hechos planteados
por el Gobierno irlandés a la Comisión, de los cuales, según el Tribunal, se
deducía la existencia de una emergencia pública en los términos del artículo
15. Asimismo, el Tribunal consideró que la existencia de la emergencia
pública fue “deducida razonablemente por el Gobierno irlandés, de una
conjunción de varios factores», entre otros, principalmente la existencia
dentro de la República de Irlanda de un ejército secreto dedicado a
actividades anticonstitucionales y violentas; el hecho de que este ejército
estaba operando fuera del territorio del Estado, y el crecimiento progresivo y
alarmante de las actividades terroristas desde 1956 a 1957.

El Tribunal se refiere a ciertos hechos violentos sucedidos en julio de 1957
para deducir la existencia del peligro o amenaza que enfrentaba Irlanda en
ese entonces, con base en los cuales el Gobierno irlandés estaba facultado,
según el Tribunal, para declarar que existía una emergencia pública que
amenazaba la vida de la nación, y por consiguiente, se hallaba facultado para
aplicar las disposiciones del citado artículo 15 del Convenio;61

c) El Tribunal Europeo también entró a analizar la cuestión de si las medidas
tomadas para derogar las obligaciones del Convenio, fueron ‘<las estrictamente
requeridas por las exigencias de la situación.» El Tribunal tomó en cuenta las
medidas normales de que disponía el Gobierno irlandés en 1957 para hacer
frente a las situaciones de emergencia; analizó la Ley de Seguridad del
Estado de 1940; las garantías previstas en la misma para impedir abusos en
su aplicación, incluyendo el control parlamentario y las medidas
administrativas; tomó también en consideración la opinión mayoritaria de la
Comisión Europea a este respecto; y valoró en definitiva que la medida
gubernativa consistente en la detención sin juicio prevista en la Ley de
Excepción irlandesa de 1940, era «una medida estrictamente requerida por
las exigencias de la situación en los términos del artículo 15 de la
Convenciónv62

d) El Tribunal analizó, asimismo, si las medidas que derogaban las obligaciones
del Convenio eran incompatibles con otras obligaciones reconocidas en el
Derecho Internacional. En vista de que ni la Comisión Europea ni el Gobierno
de Irlanda se refirieron a esta cuestión en el procedimiento, el Tribunal estimó
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que era necesario determinar ‘<motu propio» si esta condición había sido
cumplida en su integridad en el caso. El Tribunal sobre este punto dictaminó
que tales medidas no eran incompatibles con otras obligaciones
internacionales;63

e> Finalmente, el Tribunal valoró que la carta que había dirigido el Ministerio de
Relaciones Exteriores de Irlanda al Secretario General del Consejo de Europa
el 20 de julio de 1957, comunicándole la entrada en vigor de la Ley de
Excepción de 1940, constituía una <‘notificación suficiente de acuerdo con lo
establecido en el artículo 15.3 del Convenio~’64

f) El Tribunal por unanimidad emitió el fallo que contenía en resumen los
siguientes puntos: decidió que los artículos 5 y 6 del Convenio no
fundamentan jurídicamente la detención sin juicio del señor Lawless; declaró
que no existió violación del artículo 7 del Convenio; que la detención sin
juicio del señor Lawless se hallaba fundamentada en las facultades de
derogación del artículo 15 del Convenio; y decidió, finalmente, que los
hechos constatados no revelaban una ruptura por el Gobierno de Irlanda de
las obligaciones asumidas en el Convenio Europeo.65

Como puede notarse de las consideraciones anteriores, el Caso LAWLESS
contiene varios elementos en materia de protección a los derechos humanos en
los estados de excepción. Tómese en cuenta que tanto la Comisión como el
Tribunal intervienen directamente en la investigación y valoración de las
situaciones de hecho relacionadas con las circunstancias excepcionales, y
analizan la proporcionalidad de las medidas de excepción, así como también
otros aspectos importantes en materia de protección.

El Tribunal afirmó en este primer caso su competencia para intervenir en
este tipo de controversias y para investigar y valorar, además, situaciones
consideradas hasta ese momento como parte de la competencia interna de los
Estados. El Tribunal en este caso afirmó su competencia para valorar las
situaciones de emergencia excepcional y reconoció la necesidad de los Estados
de recurrir a las cláusulas de derogación con un limitado <‘margen de
apreciación” discrecional.

El Tribunal Europeo afirmó y aclaró, además, las condiciones que se
requieren para que la situación de emergencia excepcional sea considerada
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como tal; tomó en cuenta la inminencia del peligro; que el peligro sea
excepcionalmente grave; que afecte a toda la población; y que esté amenazada
la continuación de la vida organizada de la comunidad.66

Asimismo, el Tribunal adoptó una definición más amplia y completa de los
estados de excepción o de las situaciones de emergencia pública, y lo que es
importante en materia de protección internacional, es que sentó las bases para la
participación del individuo en el procedimiento contencioso de la jurisdicción
internacional.

Esta última circunstancia, sumada a la intervención y valoración del Tribunal
sobre cuestiones internas relacionadas con la situación de emergencia pública,
es el logro más significativo de la sentencia en el Caso LAWLESS.

En este trabajo no se analiza en todo su contenido el fallo emitido por el
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, sino únicamente los aspectos
relevantes relacionados con el tema que se desarrolla en la misma, pero es
necesario mencionar que el Tribunal debió dejar en claro en la sentencia
definitiva, que el derecho a la jurisdicción o derecho de acceso a los tribunales de
justicia, es una garantía inderogable, no obstante que no aparece mencionada
como tal en el Convenio Europeo. Basta comentar sobre este aspecto que la
derogación o suspensión de esta garantía fundamental comprende en los estados
de excepción únicamente el “plazo’ de remisión del reo ante el Tribunal nacional
pero no el derecho de acceso a la jurisdicción, ni la protección o tutela judicial
respectiva, circunstancia que no quedó establecida claramente en la sentencia
del Tribunal Europeo.

3.2 El Caso IRLANDA contra EL REINO UNIDO.67

Este caso se origina a raíz de la demanda que presentó el Gobierno de
Irlanda contra el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña, ante la Comisión
Europea de Derechos Humanos, el 16 de diciembre de 1971, en virtud del
artículo 24 del Convenio Europeo. El informe respectivo de la Comisión Europea
de Derechos Humanos dirigido al Comité de Ministros fue remitido el día 9 de
febrero de 1976.68

La demanda del Gobierno de Irlanda se presentó al Tribunal Europeo el día
10 de marzo de 1976. En la demanda se pidió que se examinara el informe de la
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Comisión Europea y se confirmara su opinión de que se había violado el
Convenio Europeo por la parte demandada.

El Caso IRLANDA contra EL REINO UNIDO está vinculado directamente a
los artículos 3 y 5 del Convenio Europeo, que se refieren a la prohibición de
torturas y de penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes; y al derecho a la
libertad y seguridad personales, en relación con las medidas de excepción
tomadas por el Gobierno británico en Irlanda. Se analizan también en el caso
otras disposiciones del Convenio Europeo.69

El presente caso se refiere al alcance de las medidas de excepción; a su
aplicación; y a los malos tratos sufridos por personas detenidas como
consecuencia del ejercicio de los poderes extraordinarios. Los acontecimientos
sucedidos en Irlanda del Norte habían dado lugar a ciertas medidas de
excepción, entre ellas, varias leyes de excepción decretadas en los primeros
años de la década de los años setenta, que autorizaban el arresto, la detención y
ciertas restricciones a la libertad o casos de confinamiento sin mandato judicial,
por orden de militares o de autoridades civiles. Dichas medidas conllevaban
privaciones de libertad por tiempo ilimitado. Las leyes de excepción no disponían
de los recursos o garantías judiciales requeridos y la intervención de los
tribunales era mínima. La aplicación de las leyes de excepción dió lugar a la
práctica de ciertos hechos que el Estado demandante, y la Comisión
posteriormente, consideraron contrarios al Convenio Europeo. Todas estas
situaciones de hecho fueron analizadas y valoradas por el Tribunal Europeo,
quien al igual que en el Caso LAWLESS, entró también a analizar todos los
aspectos relacionados con la situación de emergencia y llegó a adoptar ciertos
criterios y conceptos que son ahora de mucha utilidad en materia de protección,
particularmente en los estados de excepcion.

En la sentencia de fecha 18 de enero de 1978, el Tribunal Europeo resolvió
importantes cuestiones previas y de fondo que merece comentar, dada su
relación con el tema que se ha desarrollado. Entre ellas se puede citar y
comentar las siguientes:

a> El Gobierno del Reino Unido no discute en el procedimiento jurisdiccional las
infracciones del artículo 3 del Convenio Europeo; no discute la competencia
del Tribunal para examinarlas, pero sostiene que el Tribunal podía declinar su
competencia cuando se ha conseguido la finalidad de la demanda o cuando
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carece de utilidad resolver la cuestión. El Tribunal considera que es su
responsabilidad conocer, incluso, de las denuncias no discutidas, y agrega
que las sentencias del Tribunal sirven además para aclarar, amparar y
desarrollar lo establecido en el Convenio, contribuyendo así a que se
respeten sus compromisos. Esta posición previa del Tribunal contribuye a la
misión objetiva y creadora de la jurisprudencia;

b) El Tribunal considera en la sentencia que en el presente caso no se discute la
existencia del peligro público a que se refiere el articulo 15 del Convenio.
Esta situación, sostiene el Tribunal, resulta evidente de los hechos y
considera que es al Estado contratante al que incumbe en primer lugar
determinar si la amenaza constituye un peligro público, y en caso afirmativo,
le corresponde “señalar hasta dónde es necesario llegar para intentar que
desaparezca tal situación.’

El Estado, manifiesta el Tribunal, no tiene sin embargo un poder ilimitado a
este respecto. El Tribunal también toma en consideración los limites que
tiene su facultad de fiscalización internacional en el ámbito del artículo 15 del
Convenio, pero afirma que no obstante tiene competencia para resolver si se
ha pasado de la medida estricta a la que se refiere el citado artículo 15 del
Convenio;70

c) El Tribunal se refiere también a su facultad de libre apreciación de la prueba.
Este punto es de suma importancia en materia de estados de excepción,
dado que ha estimado en la sentencia que puede formar su convicción
tomando en cuenta informaciones de cualquier naturaleza; y que ni el
Convenio, ni los principios generales vigentes en el Derecho Internacional le
imponen reglas estrictas en este sentido.71

La libertad de valoración de las pruebas afirmada en este tipo de sentencias
es un logro significativo para la protección de los derechos fundamentales en
los estados de excepción, ya que el Tribunal Europeo puede disponer de
cualquier tipo de pruebas, y por lo tanto, puede requerir de cualquier
investigación, aún en el ámbito interno de los Estados, para formar su
convicción~

d) El Tribunal analiza en la sentencia si las medidas de excepción adoptadas
por el Estado demandado han sobrepasado la medida estricta exigida por la
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situación de emergencia, tal como lo dispone el artículo 15 del Convenio.
Para ello, analiza las distintas medidas de excepción adoptadas y hace una
valoración de la situación de hecho imperante en Irlanda, así como de las
medidas normales y de su ineficacia ante la situación; valora la necesidad
que tenía el Gobierno británico de recurrir a tales medidas de excepción para
lograr el restablecimiento de la situación, y por lo tanto, hace una evaluación
de la necesidad del Gobierno de derogar ciertas garantías reconocidas por el
Convenio Europeo;

e) El Tribunal hace un examen de la legislación interna, particularmente de la
legislación de excepción; de las circunstancias de hecho; y de todas las
medidas extraordinarias; y dictamina en definitiva que en este caso se han
cumplido las exigencias del artículo 15 deI Convenio, y por lo tanto, que las
derogaciones del artículo 5 no han infringido el Convenio Europeo;

f> El Tribunal se refiere en la sentencia a los conceptos de ‘tortura” y de “tratos
inhumanos y degradantes», contribuyendo con ello a una más clara definición
de estos términos, definición que es tan necesaria para delimitar las
actuaciones gubernativas comprendidas en las medidas de excepción.

El Tribunal analíza y explica los procedimientos utilizados con ocasión de los
interrogatorios de que eran objeto los detenidos, y después de hacer una
valoración de los mismos, dictamina que tales actos constituyen tratos
inhumanos y degradantes, a los cuales diferencia de los actos propios de la
tortura, por razón del grado de “intensidad» del sufrimiento, y por la
‘duración» y la ‘<gravedad” de los efectos que se ocasionan. El Tribunal
menciona también ciertas circunstancias especiales que contribuyen a
determinar cada caso, mencionando entre ellos, los ‘<medios y métodos’>
empleados, y las ‘características personales» de la víctima, (sexo, edad,
estado de salud), que son circunstancias que deben ser tomadas en cuenta
para determinar cada caso en concreto;

g) El Tribunal toma en consideración algunos conceptos y criterios adoptados
en el Caso LAWLESS,72 y en términos generales, sigue tales criterios en la
sentencia, afirmando en conclusión que <‘la interpretación del articulo 15
debe permitir acomodaciones progresivas» a los Estados, a fin de que vayan
adecuando las medidas extraordinarias a las exigencias mismas de la
situación;
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h) En definitiva, el Tribunal en su fallo considera que se ha comprobado la
práctica de tratos inhumanos y degradantes opuestos al Convenio Europeo,
pero que dicha práctica no ha constituido una tortura en el sentido del
articulo 3 del Convenio. Decide el Tribunal que no puede obligar al Estado
demandado a promover actuaciones legales internas contra los que
perpetraron, encubrieron o toleraron las infracciones del artículo 3; confirma,
por otra parte, que existía en Irlanda un peligro público que amenazaba la
vida de la nación en el sentido del artículo 15 del Convenio; decide que la
práctica de las detenciones y de las medidas de excepción relacionadas con
el articulo 5 del Convenio no excedieron la medida estricta de las exigencias
de la situación, a tenor del articulo 15; considera que el Reino Unido no
desconoció otras obligaciones derivadas del Derecho Internacional en el
sentido del citado artículo 15; que no se probó ninguna discriminación
opuesta a los artículos 14 y 5 del Convenio; y que las notificaciones
británicas de derogación cumplían las exigencias del artículo 5.3. Asimismo,
el Tribunal falló que las derogaciones del articulo 6 del Convenio Europeo
eran compatibles con el articulo 15 del mismo.

En la sentencia se expresaron varios votos particulares sobre temas referidos
a la carga de la prueba y sobre los artículos 1, 5, 14 y 15 del Convenio Europeo,
que denotaban la falta de unanimidad sobre estos puntos, pero en definitiva, en
las cuestiones de fondo de la sentencia no hubo mayores desacuerdos ni
discrepancias.

Puede notarse en esta sentencia que el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos reafirmó varios de los criterios adoptados en el Caso LAWLESS, y
adoptó nuevos criterios favorables a la protección de los derechos fundamentales
en los estados de excepción. Pero lo que es más importante, es que se reafirmó
en este caso la posición del Tribunal Europeo frente a la soberanía de los
Estados en las situaciones de emergencia excepcional.

3.3 El Caso contra TURQUÍA.

Además de los casos antes comentados, otros casos de graves violaciones a
los derechos humanos sucedidos en estados de excepción han sido conocidos
por las distintas instancias de protección, supervisión y control del sistema
europeo. Entre estos casos puede mencionarse el Caso de Turquía, que dió lugar
a la intervención de diversos organismos del sistema. En Turquía la situación de

-394-



los derechos humanos se había visto especialmente deteriorada debido al
conflicto étnico y a la confrontación entre las fuerzas armadas turcas y el Partido
de los Trabajadores Kurdos en el sureste de Turquía. Se habían observado serías
violaciones a los derechos humanos en el kurdistán turco que generaron una
espiral de violencia que fue agravada por la puesta en práctica de leyes y
medidas de emergencia excepcional por un tiempo excesivamente prolongado.
El Gobierno de Turquía también recurrió a ciertas medidas legislativas y
gubernativas que vulneraron importantes derechos de la población kurda, con el
objeto de contener las acciones de terrorismo y de violencia en el sureste de
Tu rq u la.

Como consecuencia de estas acciones de violencia y de la vigencia de las
medidas de excepción, se produjeron innumerables casos de detención ilegal y
arbitraria de personas, seguidas de malos tratos, torturas, ejecuciones sumarias y
desaparición de prisioneros. Se observaron también casos de detenciones
prolongadas de civiles, incomunicación de prisioneros y graves violaciones a las
garantías básicas del debido proceso. Se observó, asimismo, la anulación de
ciertos derechos de la población kurda, entre ellos, los derechos políticos y los
derechos culturales. Se prohibió por el Gobierno turco la educación en lenguaje
kurdo y todo tipo de difusión por la misma lengua, anulándose con todo ello la
propia identidad cultural de la población afectada.

Estos actos producto de una política de división y segregación racial del
Gobierno y de las fuerzas armadas de Turquía se experimentaron con mayor
rigor en la provincia de Mardin. Paralelamente, estos casos se pusieron en
práctica en Chipre. “

Ante esta grave situación intervinieron diversas instancias de protección,
supervisión y control internacional, a fin de verificar los hechos conocidos por la
comunidad internacional y de comprobar si el Gobierno turco estaba cumpliendo
con sus compromisos jurídicos internacionales en materia de derechos humanos.

La situación de Turquía fue conocida por la Asamblea Parlamentaria del
Consejo de Europa; por el Comité de Asuntos Legales y Derechos Humanos de
la Asamblea Parlamentaria; por la Conferencia de Seguridad y Cooperación en
Europa (CSCE); por el Comité de Ministros y el Consejo de Europa; por la
Comisión Europea de Derechos Humanos; y por el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos. ~“
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Todas las instancias internacionales coincidieron en que Turquía como
cualquier otro Estado miembro tenía que respetar los derechos humanos
internacionalmente protegidos, y de manera especial los derechos étnicos,
raciales y los derechos de las minorías. Insistieron también en que deberían
respetarse las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, el Acta Final de
la CSCE, así como la Carta de Paris, y particularmente el Convenio Europeo
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.
La Comisión Europea de Derechos Humanos emitió un informe condenando a
Turquía por violación a los artículos 5, 8 y 14 del Convenio Europeo para la
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, y por
violación al articulo 1 del Protocolo número 1 adicional al Convenio Europeo.75

Las instancias antes mencionadas recomendaron al Gobierno de Turquía,
entre otros aspectos, que levantara las medidas de emergencia; que derogara las
leyes de excepción en el sureste de Turquía; y que suprimiera las limitaciones al
derecho de petición individual contemplado en el artículo 25 del Convenio
Europeo; así como también recomendaron que se hiciera una investigación y
verificación permanente de las condiciones carcelarias del país; y que se
erradicara las prácticas de la tortura, la desaparición y las ejecuciones sumarias
de prisioneros.

En los últimos años se reconoció, no obstante, que se experimentaron
algunos cambios positivos en materia de derechos humanos, especialmente a
partir de 1986, pero que la situación requería de una vigilancia permanente de
parte del Gobierno, ya que se continuaban observando graves abusos de
autoridad y violaciones de los derechos humanos.

El nuevo Gobierno de Turquía formado en noviembre de 1991 había
admitido que la práctica de la tortura era un grave problema y como
consecuencia había iniciado algunas reformas legislativas para evitar los abusos
de autoridad y el control de las cárceles, pero tanto la práctica de la tortura como
de las ejecuciones sumarias y las desapariciones de personas continuaban en el
país, incluso en el periodo de 1992.

Tanto en el Caso de Turquía como en los demás casos examinados puede
observarse que la intervención del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, de
la Comisión Europea de Derechos Humanos y de las demás instancias de
supervisión y control del sistema europeo, han funcionado de manera eficiente
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en favor de la protección de los derechos humanos en las situaciones de
emergencia excepcional, no obstante lo difícil que resulta la vigilancia y
protección de los derechos humanos en tales situaciones.

La intervención del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en los casos
contenciosos antes comentados, sin duda, ha contribuido al perfeccionamiento
de la protección internacional de los derechos humanos, al hacer posible por una
parte, la participación del individuo en el procedimiento contencioso, y por otra,
al penetrar decididamente en la esfera de la jurisdicción interna de los Estados,
aún en las circunstancias más difíciles como son los estados de excepción, en
defensa de los derechos y libertades fundamentales de la persona humana, fin
último del Convenio Europeo y razón de ser del sistema europeo de protección a
los derechos humanos.

La actividad del Tribunal Europeo y de la Comisión Europea de Derechos
Humanos, así como de las instancias de la Dimensión Humana de la OSCE,
constituyen en la actualidad una garantía efectiva de la defensa colectiva de los
derechos humanos en los estados de excepción. Ello es posible gracias al
desarrollo democrático de los países europeos, que permite el establecimiento de
las condiciones propicias para la supervisión y control de los organismos
internacionales de protección a los derechos humanos en todo tipo de
circunstancias.76

Sin embargo, es necesario que el sistema europeo de protección de los
derechos humanos y de las libertades fundamentales adopte nuevos instrumentos
convencionales, que complementen y desarrollen especialmente las disposiciones
contenidas en el artículo 15 del Convenio Europeo. También es preciso que se
introduzcan cambios en las estructuras institucionales y en los mecanismos de
protección del sistema, a fin de llenar los vacíos y deficiencias que contiene el
Convenio Europeo en esta materia, que permitan establecer procedimientos más
ágiles y eficaces, tal como se requiere en la actualidad para garantizar de manera
efectiva la protección de los derechos humanos durante los estados de excepción
y los conflictos armados.
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4. Propuestas para el Perfeccionamiento del Sistema de Protección
Europeo.

4. ¡ El Protocolo adicional al Convenio Europeo para la Protección de los
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, relativo a la
Protección de los Derechos Humanos en los Estados de Excepción.

El Protocolo adicional al Convenio Europeo que propongo debería tener las
mismas características y elementos que se han sugerido respecto de los
Protocolos adicionales de los sistemas universal y regional americano, al final de
los dos capítulos precedentes.

El procedimiento especial de protección que se sugiere debería ser tramitado
ante la Comisión Europea de Derechos Humanos, con la posibilidad de someter
los casos respectivos ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Dicho
procedimiento especial debería dar lugar a la adopción de diversas medidas,
entre ellas: «acciones urgentes»; <‘medidas cautelares o provisionales»; visitas ‘<in
situ»; o el establecimiento inmediato de una <‘Misión Especial de Verificación>’ de
violaciones de los derechos humanos, integrada por miembros de la Comisión
Europea o de sus delegados, con facultades para recibir denuncias o
comunicaciones individuales; decidir sobre las acciones urgentes o medidas
cautelares o provisionales; y visitar cualquier lugar o institución, entrevistar
personas y emitir recomendaciones a los gobiernos.

4.2 El reconocimiento de la competencia de la Comisión Europea de Derechos
Humanos.

Los miembros del Consejo de Europa deberían reconocer sin reservas la
competencia de la Comisión Europea de Derechos Humanos para conocer sobre
las denuncias individuales, contempladas en el articulo 25 del Convenio Europeo
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.
Esta medida es válida mientras no entre en vigor el Protocolo número once
adicional al Convenio Europeo, cuya vigencia exige el consentimiento de los
Estados Partes del Convenio Europeo.
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4.3 EL Reconocimiento de la competencia contenciosa del Tribunal Europeo de
Derechos Humanos.

Todos los miembros del Consejo de Europa deberían reconocer sin reservas
ni limitaciones la competencia contenciosa del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos. Los Estados deberían reconocer la competencia del Tribunal para
conocer casos de violación de los derechos humanos sucedidos en los estados
de excepción y en los conflictos armados. Esto es importante mientras no entre
en vigor el citado Protocolo número once, el cual determinará el carácter
preceptivo del reconocimiento de la competencia.

4.4 El desarrollo de la competencia consultiva del Tribunal Europeo de
Derechos Humanos.

Los órganos de protección del sistema europeo y los Estados Partes del
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las
Libertades Fundamentales, deberían promover el desarrollo de la competencia
consultiva del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en materias relacionadas
especialmente con la violación de los derechos humanos en los estados de
excepción. Asimismo, deberían promover opiniones consultivas sobre la
compatibilidad de las leyes de excepción con las disposiciones del Convenio
Europeo.

4.5 La aplicación del Protocolo número once adicional al Convenio
Europeo Para la Protección de los Derechos Humanos y de las
Libertades Fundamentales.

Es importante que todos los Estados Partes del Convenio Europeo para la
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales
expresen su consentimiento, sin reservas, de quedar vinculados por el Protocolo
número once, a fin de reestructurar el mecanismo de control del Convenio
Europeo, desarrollar plenamente la subjetividad internacional del individuo, y
con ello, el sistema europeo de protección de los derechos humanos, logrando
establecer un precedente muy valioso en la protección internacional de los
derechos humanos.

El Protocolo adicional número once modifica el sistema regional de
protección fusionando la Comisión Europea y el Tribunal Europeo de Derechos
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Humanos, estableciendo una instancia única -el Tribunal Europeo-, y permitiendo
la participación directa del individuo ante el Tribunal.77
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CAPITULO VII

LA PROTECCION DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES
SEGUN EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

1. Tratamiento Jurídico Convencional de la Protección de los Derechos
Fundamentales.

El tema central de la presente tesis doctoral exige el tratamiento amplio del
sistema de protección del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, pero
es también necesario abordar la protección de los derechos fundamentales según
el sistema del Derecho Internacional Humanitario, dado que por su naturaleza y
por sus características guarda una estrecha relación con los estados de
emergencia excepcional y con la protección de los derechos fundamentales en
tales situaciones.

El sistema de protección del Derecho Internacional Humanitario tiene
características particulares que lo diferencian del sistema del Derecho Internacional
de los Derechos Humanos y del sistema del Derecho Nacional de los Derechos
Humanos. El Derecho Humanitario es una rama del Derecho Internacional
Público que se inspira fundamentalmente en el sentimiento humanitario y
persigue de manera especial la protección de la persona humana en situaciones
de conflicto armado. El Derecho Internacional Humanitario es un sistema muy
particular con un ámbito de aplicación limitado, a diferencia de los otros
sistemas de protección de los derechos humanos que tienen un ámbito de
aplicación mucho más amplio. Por su naturaleza, el Derecho Humanitario es un
derecho de excepción y de emergencia que se aplica únicamente en situaciones
en las cuales la persona humana, especialmente la población más vulnerable,
enfrenta graves peligros como consecuencia de las hostilidades militares. Por ello
se destaca su importancia y relación con los estados de emergencia excepcional.

Este sistema de protección tiene antecedentes históricos muy remotos que
obligan a revisar la historia de la humanidad, incluso, desde su época primitiva.
El Derecho Humanitario ha sido influenciado por las normas del Derecho
consuetudinario, el cual constituye la fuente de Derecho más importante de este

-4 14-



sistema de protección. Esta influencia del Derecho consuetudinario no se
observa en la misma magnitud en el sistema de protección del Derecho
Internacional de los Derechos Humanos, que encuentra su fuente de Derecho
más importante en el Derecho Internacional convencional.

Tanto en la antigúedad como en la era moderna, a partir de la transición a la
modernidad, se ha observado el desarrollo de las normas del Derecho
Humanitario. Este proceso histórico ha tenido un desarrollo evolutivo muy
importante que ha permitido la configuración de un sistema de protección de la
persona humana y de sus derechos y garantías fundamentales, en situaciones
especialmente graves como son los conflictos armados. Esta evolución histórica
experimenta en el Siglo XIX un desarrollo más estable y definido que se
manifiesta en la adopción de los primeros instrumentos jurídicos declarativos y
convencionales en materia de Derecho Humanitario, y en la conformación de las
primeras instancias de vigilancia y asistencia humanitaria.

En 1864, un año después de la conformación del Comité Internacional de la
Cruz Roja (CICR), que es el principal promotor del Derecho Humanitario en la
actualidad, se adoptó el primer convenio internacional relacionado con el
Derecho Humanitario de la guerra -Convención de Ginebra-, que incorporaba por
primera vez en la historia las normas consuetudinarias de carácter humanitario e
iniciaba la adopción de una serie de instrumentos convencionales y declarativos
en la misma materia.

En 1868 se adoptó la primera declaración internacional sobre Derecho
Humanitario -Declaración de San Petesburgo-; y en 1899 se adoptaron los
Convenios de la Haya, que al igual que los Convenios de 1907, suscritos también
en la Haya, regularon por primera vez el uso de los medios y métodos de
combate en los conflictos armados. En 1925 se firmó en Ginebra el primer
tratado internacional relativo al uso de armas químicas y bactereológicas
(Protocolo sobre la Prohibición del Uso, en la Guerra, de Gases Asfixiantes,
Tóxicos o Similares y de Medios Bactereológicos>. En 1929 se adoptó el
Convenio de Ginebra sobre la Protección de los Prisioneros de Guerra, el cual
constituye el primer convenio internacional en esta materia y fue concebido
como un código de los prisioneros de guerra que reglamentaba el cautiverio en
toda su amplitud, estableciendo ciertas prohibiciones a las partes involucradas
en conflictos armados para respetar los derechos de los prisioneros de guerra.
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Estos instrumentos jurídicos declarativos y convencionales promovidos por el
Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), fueron el precedente de los
importantes Convenios de Ginebra adoptados el 12 de agosto de 1949, y de sus
Dos Protocolos adicionales de 1977.

Hasta este momento prácticamente el Derecho Humanitario se había
centrado en el establecimiento de ciertas reglas prohibitivas para las partes
involucradas en los conflictos armados, respecto del uso de medios y métodos
de combate (Derecho de la Haya>. Pero es a partir de 1949 cuando el Derecho
Internacional Humanitario cobra un nuevo giro en materia de protección, que le
permite establecer con amplitud las normas humanitarias de protección a ciertas
categorías de personas especialmente protegidas en los conflictos armados
(Derecho de Ginebra>.

Paralelamente a la adopción de las anteriores declaraciones y tratados
internacionales sobre Derecho Humanitario, también se han adoptado más
recientemente otros instrumentos declarativos y convencionales sobre derechos
humanos que contienen disposiciones relacionadas con la protección en las
situaciones de conflicto armado. Estos instrumentos, que incluyen Resoluciones
Internacionales, han sido adoptados en el seno de las Organización de las
Naciones Unidas, de la Organización de los Estados Americanos y del sistema
europeo. Entre ellos pueden mencionarse los siguientes:

a) La Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio,
artículo 1. (1948)

b) La Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, articulo 1. (1951)

c) El Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles

y Políticos destinado a Abolir la Pena de Muerte, articulo 2. (1966>

d) El Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos

relativo a la Abolición de la Pena de Muerte, artículo 2. (1990)

e> La Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de

los Crímenes de Lesa Humanidad. (1968>

f) Los Principios de Cooperación Internacional en la Identificación, Detención,
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Extradición y Castigo de los Culpables de Crímenes de Guerra o de Crímenes
de Lesa Humanidad. (1973)

g> La Declaración sobre la Protección de la Mujer y el Niño en los Estados de

Emergencia o de Conflicto Armado. (1975)

h) La Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de ciertas
Armas Convencionales que pueden considerarse excesivamente nocivas o
de efectos indiscriminados: Protocolo sobre Fragmentos no Localizables
(Protocolo 1); Protocolo sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de
Minas, Armas Trampas y otros Artefactos (Protocolo II); Protocolo sobre
Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Armas Incendiarias (Protocolo
III. 1980>.

i> La Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, artículo 3. (1975)

j) La Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o
Degradantes, artículo 2. (1984)

k) La Convención Americana para Prevenir y Sancionar la Tortura, artículo 5.

(1985)

1) La Convención Europea para la Prevención de la Tortura. (1987>

m) La Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las
Desapariciones Forzosas, articulo 7. (1992)

n> La Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas,
artículos VIII, IX y X. (1994)

o) La Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 37, 38, 39 y 40.
(1989)

p) El Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas

Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión. (1988)

q) Los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego
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por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, Principio 8.
(1990)

r) Los Principios de Etica Médica Aplicables a la Función del Personal de Salud,
Especialmente los Médicos, en la Protección de Personas Presas y Detenidas
Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes,
Principio 6. (1982)

s) El Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la
Ley, artículo 5. (1979)

t) Los Principios Relativos a una Eficaz Prevención e Investigación de las
Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias. (1989)

u> Distintas Resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas
relativas al <‘Respeto de los Derechos Humanos y a los Principios Básicos
para la Protección de las Poblaciones Civiles en los Conflictos Armados.”
(Resoluciones 2444 (XXIII> de 19 de diciembre de 1968; 2597 (XXIV> de 16
de diciembre de 1969; y 2674 (XXV) de 9 de diciembre de 1970.>

y> El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 4; la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 27; y el Convenio
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades
Fundamentales, articulo 15.

En los anteriores instrumentos jurídicos están recogidas distintas normas de
protección aplicables en los conflictos armados para proteger a la población civil
y a los combatientes victimas del conflicto.

El Derecho Internacional Humanitario ha tenido un importante desarrollo en
la actualidad, y se le define por algunos autores de la doctrina como “el cuerpo
de normas internacionales, de origen convencional o consuetudinario,
específicamente destinado a ser aplicado en los conflictos armados, internacionales
o no internacionales, y que limita, por razones humanitarias, el derecho de las
partes en conflicto a elegir libremente los métodos y los medios utilizados en la
guerra, o que protege a las personas y a los bienes afectados, o que pueden
estar afectados por el conflicto.”1

-4 18-



Como puede notarse, el concepto doctrinal del Derecho Internacional
Humanitario da lugar a sostener que es un <‘derecho de excepción”, aplicable sólo
en situaciones especiales como las situaciones de conflicto armado. El Derecho
Humanitario dispone de normas que regulan la actividad militar de las partes
beligerantes, especialmente con el objeto de brindar protección a las personas
civiles. Establece, por otra parte, la obligación para los beligerantes de respetar
cierta categoría especial de personas que deben ser particularmente protegidas
en el marco de los conflictos armados. El Derecho Internacional Humanitario no
regula específicamente la protección de los derechos humanos en los estados de
excepción, pero debe entenderse que implícitamente sí comprende tales
situaciones, y por ende, regula la protección de los derechos fundamentales en el
marco de los estados de excepción, dado que la naturaleza y la gravedad de los
acontecimientos militares propios de los conflictos armados, da lugar regularmente
a que se decreten estados de excepción por los gobiernos involucrados en los
conflictos armados, a efecto de disponer en tales situaciones de facultades
discrecionales amplías para afrontar a su adversario militar. Por ello se resalta la
importancia de las normas del Derecho Internacional Humanitario en la
protección de los derechos fundamentales en situaciones que le permiten a los
Estados poner en vigor las facultades de excepción, con mayor razón aún en las
situaciones de conflictos armados.

¡.1 Los Cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de ¡949.

El sistema de protección del Derecho Internacional Humanitario dispone de
normas convencionales encargadas de regular los conflictos armados, sus
incidencias e implicaciones, y al mismo tiempo dispone de mecanismos para
controlar el uso de ciertos medios y métodos de combate, con el fin de garantizar
una mínima protección a las personas civiles y a otras categorías de personas y
bienes especialmente protegidos por el Derecho Humanitario. Estas normas
convencionales de carácter humanitario están contenidas fundamentalmente en
los Cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 y en sus Dos
Protocolos adicionales de 1977, que constituyen los más importantes tratados
internacionales en materia de Derecho Humanitario.

Tales convenios, a diferencia de otros tratados internacionales, han sido
ampliamente reconocidos por la comunidad internacional, ya que la mayoría de
los Estados del mundo contemporáneo han firmado y ratificado estos tratados, y
por ende han entrado en vigor a nivel universal. Su elaboración y aprobación se
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dió en el marco de la Conferencia Diplomática para la elaboración de los
Convenios Internacionales encaminados a proteger a las víctimas de guerra,
convocada por el Consejo Federal Suizo, gerente de los citados Convenios de
Ginebra. Dicha Conlerencia se realizó en la ciudad de Ginebra, del 21 de abril al
12 de agosto de 1949, fecha en que se adoptaron los Cuatro Convenios de
Ginebra.

Los Cuatro Convenios de Ginebra y sus Dos Protocolos adicionales de 1977
contienen toda una serie de disposiciones encaminadas especialmente a brindar
protección, en eJ marco de los conflictos armados, a las personas civiles, a los
niños y demás población vulnerable, al personal sanitario, al personal religioso, a
las personas detenidas por motivos relacionados con los conflictos armados, a
los combatientes náufragos, heridos o enfermos y a los prisioneros de guerra.
También contienen disposiciones que establecen obligaciones y limitaciones a
las partes involucradas en los conflictos, a efecto de restringir, prohibir o limitar
el uso de ciertos medios y métodos de combate, que por su naturaleza y por los
efectos que producen son de uso prohibido en el marco de los combates. Los
Convenios de Ginebra y sus Protocolos adicionales establecen toda una serie de
disposiciones encaminadas a poner en vigor ciertos controles a las partes
beligerantes, con el fin de que los efectos propios de las hostilidades militares
afecten en menor medida a la población civil y a otras categorías de personas
que también merecen protección en el marco de los combates, por razones de
carácter estrictamente humanitario.

Estos tratados, si bien no regulan expresamente las situaciones o estados de
excepción, tal como lo disponen los tratados del sistema del Derecho
Internacional de los Derechos Humanos, contienen disposiciones que hacen
referencia a la protección de los derechos fundamentales, de derechos y
garantías intangibles e inderogables en todo tipo de situaciones. Por lo tanto, es
importante abordar el contenido de estos tratados internacionales, a efecto de
establecer la relación que existe entre las disposiciones internacionales de
carácter humanitario y las que regulan los estados de excepción en el marco del
Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

Las disposiciones convencionales del Derecho Internacional Humanitario, sin
duda, son aplicables durante los estados de excepción en las situaciones en las
cuales los Estados Partes recurran al uso de las facultades extraordinarias, en el
marco de los conflictos armados internos o internacionales. Ello no excluye la
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aplicación de las normas convencionales del Derecho Internacional de los
Derechos Humanos, ni mucho menos de las normas de protección del Derecho
interno. Lo importante, entonces, es que los Estados que están en una crisis
extraordinaria -un conflicto armado de cualquier naturaleza- que le obliga a
recurrir temporalmente a medidas de excepción, pongan en práctica en favor de
la colectividad todos los mecanismos jurídicos de protección de que disponen, a
fin de garantizar la protección de los derechos fundamentales de la persona
humana, especialmente de las personas civiles y de la población vulnerable que
no participa en los combates militares, o que a consecuencia de ellos han
quedado fuera de los combates.

En este sentido, los Cuatro Convenios de Ginebra y sus Dos Protocolos
adicionales disponen de ciertas normas de protección de derechos y garantías
fundamentales que pueden ser aplicadas en situaciones de conflicto armado en
las cuales se recurra provisionalmente a medidas de excepción.

El Convenio de Ginebra para aliviar la Suerte de los Heridos y Enfermos de
las Fuerzas Armadas en Campaña (Convenio Número 1), entre otras disposiciones
importantes, contiene ciertas normas que regulan la protección y el trato
humanitario que deben recibir los miembros de las fuerzas armadas, heridos o
enfermos en el marco de los combates en guerras internacionales terrestres. El
artículo 12 inciso segundo del citado Convenio establece que los heridos y
enfermos de las fuerzas en campaña, <‘serán tratados y cuidados con humanidad
por la Parte contendiente que los tenga en su poder, sin distingo alguno de la
religión, las opiniones políticas o cualquier otro criterio análogo. Queda
estrictamente prohibido todo atentado a sus vidas y personas y, en particular,
el rematarlos o exterminarlos, someterlos a tortura, efectuar con ellos
experiencias biológicas, dejarlos premeditadamente sin asistencia médica o sin
cuidados, o exponerlos a riesgos de contagio o infección a tal efecto creados.»

Según la anterior disposición las partes beligerantes en el marco de un
conflicto internacional tienen prohibido, bajo toda circunstancia, los atentados a
la vida y a la integridad física de sus adversarios, cuando éstos hayan resultado
heridos o enfermos, y por ende imposibilitados para continuar en el marco de los
combates. Asimismo, se hace referencia a la prohibición de la práctica de la
tortura en los combatientes heridos y enfermos, lo cual reafirma las disposiciones
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos que prohiben esta práctica
en todo tipo de circunstancias, incluyendo por supuesto los estados de
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excepcion.2

El Convenio Número 1 se refiere fundamentalmente a los conflictos armados
internacionales, pero al igual que los demás Convenios de Ginebra del 12 de
agosto de 1949, contiene una disposición común -artículo 3-, que hace alusión a
los conflictos armados sin carácter internacional o conflictos armados internos,
que será abordada posteriormente.

El Convenio de Ginebra para aliviar la Suerte de los Heridos, Enfermos y
Náufragos de las Fuerzas Armadas en el Mar (Convenio Número 2), se refiere
también a los conflictos armados internacionales. Contiene disposiciones que
hacen referencia a la protección de los derechos inderogables en todo tipo de
situaciones. El articulo 12 inciso segundo, al referirse a la protección y al trato de
los miembros de las fuerzas armadas que hayan sido heridos o que estuviesen
enfermos o hubiesen naufragado en el marco de los combates, dispone de
ciertas reglas de comportamiento para las partes beligerantes. Al igual que el
citado articulo 12 del Convenio Número 1, este Convenio también prohíbe la
práctica de ciertos métodos que atentan directamente contra los derechos
intangibles o inderogables, que son objeto de protección del Derecho Internacional
de los Derechos Humanos en todo tipo de circunstancias, especialmente en los
estados de excepción. Estas disposiciones del Derecho Internacional Humanitario,
son, por lo tanto, aplicables en los estados de excepción, cuando éstos hubiesen
sido decretados en situaciones de conflictos armados en los cuales pudiese
observarse tales prácticas, prohibidas tanto por el Derecho Humanitario como
por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

El Convenio de Ginebra sobre el Trato a los Prisioneros de Guerra (Convenio
Número 3), que al igual que los anteriores regula fundamentalmente los
conflictos armados internacionales, dispone también de ciertas normas aplicables
en los estados de excepción. Entre ellas puede citarse el articulo 13 que
textualmente dice lo siguiente:

«Los prisioneros de guerra deberán ser tratados en todas circunstancias
humanamente. Queda prohibido, y será considerado como grave infracción al
presente Convenio, cualquier acto u omisión ilícita por parte de la potencia en
cuyo poder se encuentren los prisioneros, que acarree la muerte o ponga en
grave peligro la salud de un prisionero de guerra en su poder En particular,
no podrá someterse a ningún prisionero de guerra a mutilaciones físicas o a
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experimentos médicos o científicos, de cualquier naturaleza, que no estén
justificados por el tratamiento médico del cautivo interesado y que no se
apliquen en bien suyo.

Los prisioneros de guerra deberán igualmente ser protegidos en todo
tiempo, especialmente contra cualquier acto de violencia o intimidación,
contra insultos y contra la curiosidad pública.

Las medidas de represalia contra ellos quedan prohibidas.»

El artículo 14 en su primer inciso establece que, «los prisioneros de guerra
tienen derecho en todas circunstancias al respeto de su persona y de su
dignidad. »

Este Convenio también contiene normas que regulan disposiciones de
protección judicial de los prisioneros de guerra. Tales disposiciones se refieren a
las garantías del debido proceso y deben asegurarse a todo prisionero de guerra
y ser respetadas por la parte que tenga bajo su custodia a tales prisioneros.
Estas garantías esenciales se refieren básicamente, al derecho a la defensa, a la
revisión de la sentencia y de los fallos judiciales, a la interposición de los
recursos indispensables para garantizar un proceso judicial regular, y en general,
a todas aquellas garantías judiciales indispensables para proteger los derechos
inderogables de los prisioneros de guerra.

El artículo 99 del Convenio Número 3 establece lo siguiente:

«A ningún prisionero de guerra podrá incoárseíe procedimiento judicial o
condenársele por un acto que no se halle expresamente prohibido por la
legislación de la Potencia en cuyo poder esté o por el Derecho Internacional
vigente en la fecha en que se haya cometido dicho acto.

No se ejercerá presión moral o física sobre un prisionero de guerra para
inducirlo a confesarse culpable del hecho de que se le acuse.

No se podrá condenar a ningún prisionero de guerra sin que tenga la
posibilidad de defenderse o sin haber contado con la asistencia de un defensor
calificado.»
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El artículo 105 inciso primero del Convenio Número 3 expresa que, «el
prisionero de guerra tendrá derecho a ser asistido por uno de sus camaradas
prisioneros, a ser defendido por un abogado calificado de su propia elección, a
hacer comparecer testigos y a recurrir, silo estimase conveniente, a los oficios
de un intérprete competente. La Potencia en cuyo poder esté le pondrá al
corriente de todos estos derechos con tiempo suficiente antes de los debates.»

Finalmente, el articulo 106 establece que, «todo prisionero de guerra tendrá
derecho, en las mismas condiciones que los miembros de las fuerzas armadas
de la Potencia en cuyo poder se halle, a recurrir en apelación, casación o
revisión, contra toda sentencia pronunciada contra él. Será plenamente
informado de sus derechos de recurso, así como de los plazos requeridos para
ejercerlos.»

Las anteriores garantías judiciales constituyen las garantías esenciales
mínimas que deben ser respetadas por los Estados en favor de los prisioneros de
guerra en el marco de los conflictos armados internacionales. Estas garantías
deben ser respetadas en todo tipo de circunstancias, incluso en los casos en los
cuales los Estados por motivos de emergencia extrema en el marco de la guerra,
tengan necesidad de decretar provisionalmente estados de excepción.3

El Convenio sobre la Protección de Personas Civiles en Tiempo de Guerra
(Convenio Número 4), dispone de normas de protección a ciertos derechos
inderogables en el marco de los conflictos armados. Estas disposiciones
convencionales aplicables en todo tipo de circunstancias garantizan especialmente
la vida, la integridad personal y la dignidad de las personas civiles en el marco de
los combates. Se regulan disposiciones que prohíben la coacción, los castigos
corporales, la práctica de la tortura y todo tipo de actos que atentan contra los
derechos fundamentales de la población civil. A este respecto el artículo 31 del
Convenio Número 4 establece que, «no podrá ejercerse coacción alguna de
orden físico o moral sobre las personas protegidas, en especial para obtener de
ellas o de terceros informaciones de cualquier tipo.»

El artículo 32 expresa que, «las Altas Partes contratantes se prohiben
expresamente emplear cualquier medida capaz de causar sufrimiento físico o la
exterminación de las personas protegidas que se hallen en su poder. Esta
prohibición abarca no solamente el homicidio, la tortura, las penas corporales,
las mutilaciones y los experimentos médicos o científicos no exigidos por el
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tratamiento facultativo de una persona protegida, sino también cualquier otra

crueldad practicada por agentes civiles o militares.»

Finalmente, el articulo 33 del citado Convenio establece lo siguiente:

«No será castigada ninguna persona protegida por infracciones que no haya
cometido ella misma. Las penas colectivas, así como toda medida de
intimidación o terrorismo quedan prohibidas.

Queda prohibido el saqueo.

Quedan igualmente prohibidas las medidas de represalias respecto a las

personas protegidas o a sus bienes.»

Las anteriores disposiciones convencionales están destinadas a proteger a la
población civil en circunstancias especiales de peligro para sus derechos
fundamentales. Tales disposiciones limitan a las partes en el uso de ciertos
medios y métodos de combate que son susceptibles de suspender o limitar estos
derechos inderogables.

Los Estados Partes, en consecuencia, están obligados en toda circunstancia,
incluidos los estados de excepción vigentes en los conflictos armados, a poner
en práctica las anteriores disposiciones convencionales en favor de la población
civil, independientemente de la necesidad militar que tengan en un momento o
situación determinados.

Los Cuatro Convenios de Ginebra contienen varias disposiciones destinadas
a proteger derechos humanos y garantías fundamentales inderogables en el
marco de los conflictos armados. Los Estados Partes están obligados a respetar
tales disposiciones, aún en los casos en los cuales por razones imperiosas de
carácter militar tengan que recurrir en el marco de los combates a decretar
estados de excepción o estados de emergencia militar de carácter excepcional.

Los Cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 regulan en la
casi totalidad de sus disposiciones los conflictos armados internacionales, pero
contienen una disposición común a dichos Convenios -articulo 3- que regula de
manera especial los conflictos armados sin carácter internacional o conflictos
armados internos. Esta disposición convencional, que por su importancia y por
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su amplitud de contenido ha sido identificada como un ‘miniconvenio», dispone
de ciertas reglas y normas de comportamiento para las partes beligerantes, que
las obliga a acatar determinadas normas de conducta en el marco de los
conflictos armados internos. Estas disposiciones están destinadas también a
proteger los derechos inderogables en las situaciones de conflicto armado,
especialmente la vida, la integridad física y la dignidad de las personas.

La primera parte del articulo 3 común a los Cuatro Convenios de Ginebra
dice textualmente lo siguiente:

«En caso de conflicto armado sin carácter internacional y que surja en el
territorio de una de las Altas Partes contratantes, cada una de las Partes
contendientes tendrá la obligación de aplicar, por lo menos, las disposiciones
siguientes:

1. Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluso los
miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las
personas que hayan quedado fuera de combate por enfermedad, herida,
detención o por cualquier otra causa, serán en toda circunstancia, tratadas con
humanidad, sin distinción alguna de carácter desfavorable, basada en la raza, el
color, la religión o las creencias, el sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier
otro criterio análogo.

A tal efecto, están y quedan prohibidos en cualquier tiempo y lugar,
respecto a las personas arriba mencionadas:

a. Los atentados a la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio
en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, torturas y
suplicios;

b. La toma de rehenes;

c. Los atentados a la dignidad personal, especialmente los tratos degradantes
y humillantes;

d. Las condenas dictadas y las ejecuciones efectuadas sin juicio previo
emitido por un tribunal regularmente constituido, provisto de las garantías
judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos civilizados.»
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Los Convenios de Ginebra regulan disposiciones que deben ser aplicadas en
las situaciones de conflictos armados internos, en [os cuales Las partes
contendientes tienen que cumplir con ciertas limitaciones impuestas por el citado
artículo 3 común, con el fin de proteger derechos y garantías fundamentales de
carácter inderogable de la población civil.

El articulo 3 común reviste una especial importancia dado que contiene
disposiciones de protección a los derechos inderogables que deben ser acatadas
por los Estados en el marco de los conflictos armados internos, en los cuales,
usualmente se recurre a los estados de excepción para frenar los movimientos
insurreccionales o para resolver situaciones de guerra civil en el interior de los
países. Estas disposiciones, por su misma naturaleza, deben ser acatadas por los
Estados en los conflictos armados internos, independientemente que recurran o
no a las facultades extraordinarias de excepción. Los Convenios de Ginebra
mediante el articulo 3 común proporcionan un elemento sustancial de protección
a los derechos humanos en los estados de excepción, especialmente en las
situaciones internas en las cuales se observan conflictos armados sin carácter
internacional, que ponen en grave peligro los derechos humanos en su conjunto;
pero particularmente atentan contra derechos y garantías intangibles que son
objeto de protección especial del Derecho Internacional Humanitario y del
Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

1.2 Los Dos Protocolos de ¡977 adicionales a los Cuatro Convenios de
Ginebra de ¡2 de agosto de 1949.

Por otra parte, los Dos Protocolos de 1977 adicionales a los Cuatro
Convenios de Ginebra de 1949, también contienen disposiciones muy importantes
que están destinadas a proteger los derechos y garantías inderogables, tanto en
las situaciones de conflicto armado internacional como en las situaciones de
conflicto armado interno.

El Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra relativo a la Protección de
las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales (Protocolo 1>, que
desarrolla los Cuatro Convenios de Ginebra en el ámbito de los guerras
internacionales, al referírse a la obligación que las Partes Contratantes tienen en
materia de protección y asistencia a los heridos, enfermos y náufragos de los
conflictos internacionales, establece en su articulo 10 lo siguiente:
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«1. Todos los heridos, enfermos y náufragos, cualquiera que sea la parte a que
pertenezcan, serán respetados y protegidos.

2. En toda circunstancia serán tratados humanamente...»

El Protocolo 1 establece también ciertas prohibiciones a las partes beligerantes
con el objeto de garantizar una protección efectiva a la población civil y de
asegurar que no se ponga en peligro la integridad física o mental, ni la salud de
las personas, en poder de la parte adversa, o de aquellas personas que fuesen
internadas, detenidas o privadas de libertad por motivos relacionados con el
conflicto. Se prohíbe respecto a estas personas la práctica de las mutilaciones
físicas, los experimentos médicos o científicos lesivos de la integridad personal y
las extracciones de tejidos u órganos destinados para trasplantes, aún en los
casos en los que medie el consentimiento de la persona. Estas disposiciones
protegen derechos fundamentales de la persona humana, especialmente de la
población civil, que se ve afectada por el abuso de las partes beligerantes en el
marco de los combates. Tales disposiciones amplían el contenido de los Cuatro
Convenios de Ginebra, los cuales no regularon ampliamente esta situación
vinculada con la protección de las personas y de su integridad física en el marco
de los combates militares.

El Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra relativo a la Protección de
las Víctimas de los Conflictos Armados sin Carácter Internacional (Protocolo II>,
contiene importantes disposiciones que se encargan de establecer toda una serie
de garantías fundamentales de la persona humana y de trato humano para la
población civil en los conflictos armados internos. Tales disposiciones, contenidas
especialmente en el articulo 4, garantizan la vida, la dignidad y la integridad
física y mental de las personas. Estas garantías fundamentales deben ser
respetadas y aseguradas por las partes beligerantes en los conflictos armados
internos, es decir, por las fuerzas armadas de la Alta Parte contratante del
Protocolo y por las fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados, a
los que se refiere el mismo Protocolo II en su artículo 1.

El Protocolo II al referirse al trato humano, y específicamente a las garantías
fundamentales que las partes contendientes están obligadas a asegurar a la
población civil en los conflictos armados internos, establece en el citado articulo
4 apartados 1 y 2 lo siguiente:

«1. Todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o
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que hayan dejado de participar en ellas, estén o no privadas de libertad,
tienen derecho a que se respeten su persona, su honor, sus convicciones y
sus prácticas religiosas. Serán tratadas con humanidad en toda circunstancia,
sin ninguna distinción de carácter desfavorable. Queda prohibido ordenar
que no haya supervivientes.

2. Sin perjuicio del carácter general de las disposiciones que preceden, están
y quedarán prohibidos en todo tiempo y lugar con respecto a las personas a
que se refiere el párrafo 1:

a. Los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental de las
personas, en particular el homicidio y los tratos crueles, tales como la
tortura y las mutilaciones o toda forma de pena corporal;

b. Los castigos colectivos;

c. La toma de rehenes;

d. Los actos de terrorismo;

e. Los atentados contra la dignidad personal, en especial los tratos
humillantes y degradantes, la violación, la prostitución forzada y cualquier
forma de atentado al pudor;

f. La esclavitud y la trata de esclavos en todas sus formas;

g. El pillaje;

h. Las amenazas de realizar los actos mencionados.»

Como puede notarse, el artículo 4 del Protocolo II amplía y desarrolla el
contenido del artículo 3 común a los Cuatro Convenios de Ginebra antes
comentado. Establece la obligación de las partes beligerantes de respetar los
derechos fundamentales inderogables de cierta categoría de personas -población
civil-, pero también se entiende que deberán gozar de protección de estas
disposiciones o garantías fundamentales, los combatientes heridos, enfermos o
náufragos en el marco de los conflictos armados internos.
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El citado artículo 4 también establece prohibiciones a las partes respecto al
uso de ciertos medios y métodos de combate que atentan directamente contra
los derechos humanos inderogables, tales como el derecho a la vida, la dignidad
y la integridad física y mental de las personas. Se refiere de manera expresa a la
prohibición de la esclavitud y la trata de esclavos en todas sus formas, todo lo
cual constituye también una práctica prohibida en los estados de excepción en
los conflictos armados y en todo tipo de circunstancias por el Derecho
Internacional convencional de los derechos humanos.

El artículo 4 del Protocolo II es claro al afirmar que estos medios, métodos y
prácticas están prohibidos, ‘<en todo tiempo y lugar», lo cual reafirma que tales
disposiciones deben ser atendidas durante los conflictos armados internos, aun
cuando se hubiere decretado estados de excepcíon.

Los Cuatro Convenios de Ginebra de 1949 y sus Dos Protocolos adicionales
de 1977, constituyen los instrumentos jurídicos convencionales más importantes
del sistema del Derecho Internacional Humanitario, que sumado a las declaraciones
y tratados internacionales de la Organización de las Naciones Unidas, de la
Organización de los Estados Americanos y del sistema europeo antes citados,
forman parte del sistema normativo del Derecho Humanitario con que se cuenta
en la actualidad para proteger los derechos fundamentales en el marco de los
conflictos armados. La protección de estos derechos se ve fortalecida mediante
las disposiciones convencionales del Derecho Internacional de los Derechos
Humanos que también son susceptibles de aplicación en los conflictos armados,
con mayor razón cuando en tales situaciones se recurre al ejercicio de facultades
extraordinarias propias de los estados de excepción.

2. Ambito de Aplicación del Derecho Internacional Humanitario.

El ámbito de aplicación del Derecho Internacional Humanitario está
claramente determinado por las normas convencionales de este importante
sistema de protección. Sus efectos jurídicos solamente se producen en
situaciones, lugares y tiempo determinados, y respecto de ciertas personas o
categorías de personas especialmente definidas. A diferencia de los otros
sistemas de protección internacional -universal y regionales-, el Derecho
Internacional Humanitario sólo produce efectos jurídicos en períodos de
conflictos armados, aunque de manera excepcional puede producir dichos
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efectos en otro tipo de situaciones, identificados por el Derecho Humanitario
como disturbios internos o tensiones interiores.4

El ámbito de aplicación del Derecho Internacional Humanitario puede

determinarse por diversas razones:5

2. ¡ Ambito de Aplicación Personal. (Ratione Personae)

El Derecho Internacional Humanitario se aplica en favor de personas o
categorías de personas que por su vulnerabilidad en el marco de los combates
militares o en situaciones relacionadas con ellos, merecen protección especial de
las partes involucradas en los conflictos armados: personas civiles, personal
religioso o personal sanitario que asiste a las partes beligerantes, combatientes
náufragos, heridos, enfermos o prisioneros de guerra.

A este respecto, la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y
Protección de las Minorías de Naciones Unidas ha hecho una aportación muy
importante en el caso del conflicto armado salvadoreño, que ha permitido aclarar
y ampliar el ámbito de aplicación personal del Derecho Humanitario en los
conflictos armados internos. En la Resolución 1988/13 de 1 de septiembre de
1988, la Subcomisión expresó que, ‘de conformidad con los principios básicos
del Derecho Humanitario, las personas que no participan directamente en los
combates, aunque simpaticen con los insurgentes, los acompañen, les suministren
alimentos y habiten en zonas controladas por ellos, conservan su carácter de
población civil y, por lo tanto, no deben ser objeto de ataques militares y de
asedios por las fuerzas gubernamentales.»6

2.2 Ambito de Aplicación TemporaL (Ratione Temporis)

El Derecho Internacional Humanitario se aplica exclusivamente en períodos
de conflictos armados y regula el comportamiento de las partes beligerantes
desde el inicio de las hostilidades hasta su finalización definitiva.

De manera excepcional se pueden aplicar normas del Derecho Humanitario
después de finalizados los conflictos armados, para el sólo efecto de salvaguardar
los derechos humanos de las personas afectadas o cuya seguridad ha sido
puesta en peligro al cese de las hostilidades.
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2.3 Ambito de Aplicación Territorial. (Ratione Loci)

El Derecho Internacional Humanitario se aplica exclusivamente en los
territorios comprendidos en el espacio donde se desarrollan los conflictos
armados, ya sean éstos de carácter internacional, conflictos internos o guerras
de independencia colonial. Sus efectos jurídicos solamente se producen en los
lugares relacionados directamente con los conflictos bélicos, no pudiéndose
aplicar en territorios distintos a éstos o en territorios de países no involucrados
con las hostilidades militares, aún cuando por distintas causas estuvieren
relacionados con el conflicto.

Fuera de estos casos, para brindar protección a personas afectadas por los
conflictos armados debe recurrirse a los mecanismos de protección del sistema
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y específicamente a las
normas del sistema del Derecho Internacional de los Refugiados.

Excepcionalmente las normas del Derecho Internacional Humanitario pueden
aplicarse en territorios que ya no están en conflictos armados por haber
concluido, pero solamente para los fines de garantizar la protección y asistencia
humanitaria a las víctimas de dicho conflicto y a determinado tipo de
combatientes que son sujetos del Derecho Humanitario.

2.4 Ambito de Aplicación Material. (Ratione Materiae)

El Derecho Internacional Humanitario comprende la protección de ciertos
derechos especiales que deben ser salvaguardados por las partes beligerantes en
el marco de las hostilidades militares. Las partes involucradas en los conflictos
armados están obligadas por el Derecho Humanitario a asegurar la protección de
los derechos fundamentales de ciertas categorías especiales de personas, entre
ellos, el derecho a la vida, a la integridad personal, a la dignidad y honor de las
personas, así como a respetar otros derechos y garantías que son objeto de
protección de las normas convencionales del Derecho Humanitario.7

Las partes están obligadas, además, a prevenir hechos y situaciones que
atenten contra tales derechos y garantías, y a abstenerse de recurrir al uso o
empleo de ciertos medios y métodos de combate estrictamente prohibidos por el
Derecho Humanitario.
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El ámbito de aplicación del Derecho Internacional Humanitario es reducido y
está determinado fundamentalmente por las situaciones de conflicto armado, a
diferencia de los sistemas de protección de los derechos humanos, que son
aplicables en todo tipo de circunstancias de tiempo y lugar, y respecto de todo
tipo de personas. En tal sentido, solamente se aplica en conflictos armados
internacionales, conflictos armados internos o guerras sin carácter internacional,
y en las guerras de liberación nacional o de independencia colonial.

La especificidad del ámbito de aplicación del Derecho Humanitario permite,
entre otros aspectos, delimitar con mayor precisión las obligaciones jurídicas de
los beligerantes, especialmente de los Estados Partes de los convenios de
Derecho Humanitario, lo cual favorece la protección de los derechos fundamentales
en las situaciones de mayor peligro que afrontan los derechos humanos en la
actualidad, como son los conflictos armados, en los que frecuentemente se
recurre a medidas extremas de carácter excepcional.

3. La Protección de los Derechos Fundamentales en los Estados de
Excepción.

La protección jurídica de los derechos fundamentales se ve fortalecida por el
Derecho Internacional Humanitario, que dispone de toda una serie de normas
que obligan a las partes beligerantes a asumir una conducta compatible con las
exigencias de los derechos humanos en los conflictos armados, y disminuya, al
menos, los efectos en la población civil. Para ello, las partes beligerantes están
obligadas a no recurrir al uso de ciertos medios y métodos de combate
prohibidos, dado que su utilización, además de representar un peligro potencial
para amplios sectores de población civil, atentaría contra derechos fundamentales,
lo cual constituye una infracción grave al Derecho Internacional Humanitario.

Las normas del Derecho Humanitario se suman a las normas del Derecho
interno y a las disposiciones convencionales del Derecho Internacional de los
Derechos Humanos para brindar una más amplia protección a los derechos
fundamentales y a ciertas garantías jurídicas, que también son objeto de
regulación del Derecho Humanitario. Tales derechos y garantías8 son considerados
como derecho obligatorio en toda circunstancia de tiempo y lugar, es decir, que
constituyen normas del ‘ius cogens» internacional,9 y amplían el listado de los
derechos inderogables, dado que por su misma naturaleza y por la función de
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protección que desempeñan en los conflictos armados, no pueden ser objeto de
suspensión temporal por las partes beligerantes bajo ninguna circunstancia. Su
carácter inderogable está fundamentado en la función de protección de la
persona en las situaciones conflictivas más críticas y difíciles para los derechos
humanos como son los conflictos armados.

El logro significativo del Derecho Internacional Humanitario en la protección
de los derechos humanos en los estados de excepción, es precisamente el de
haber ampliado el listado de los derechos y garantías inderogables, y por ende,
haber fortalecido su mismo concepto y contenido como derechos humanos
fundamentales.

Las normas convencionales del Derecho Humanitario no regulan el
establecimiento de órganos de protección propios del sistema. No sujetan la
efectividad del cumplimiento de las normas humanitarias a la existencia e
intervención de instancias o instituciones oficiales internas e internacionales
destinadas a velar por su protección. El sistema del Derecho Humanitario carece,
por lo tanto, de órganos internacionales de protección.

El Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR>, como institución internacional
-no gubernamental- cumple la función de vigilar el cumplimiento de las normas
convencionales y los compromisos adquiridos en favor de poblaciones civiles, así
como de prestar asistencia humanitaria a las víctimas de los conflictos armados.
No es una instancia a través de la cual las víctimas pueden presentar denuncias
o comunicac¡ones individuales por violaciones a las normas de protección del
Derecho Internacional Humanitario. El CICR es eminentemente una instancia de
protección y asistencia humanitaria a las victimas y personas especialmente
protegidas en el marco de los conflictos bélicos.

El sistema del Derecho Humanitario tampoco establece procedimientos
jurídicos de protección. Las victimas de un conflicto bélico -población civil- no
disponen de procedimientos específicos de protección jurídica con efectos
vinculantes. No disponen, mucho menos, de procedimientos jurisdiccionales, tal
como se observa en los sistemas regionales de protección de los derechos
humanos.

No obstante las deficiencias que a este respecto presenta el sistema de
protección del Derecho Internacional Humanitario, es importante aclarar, que si
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bien carece de medios y procedimientos para hacer efectivas específicamente las
reclamaciones por violación a las normas del Derecho Humanitario, muchos de
estos casos pueden ser sometidos al conocimiento de otros órganos de
protección, especialmente por violación de derechos civiles.’0 Esta situación se
produce independientemente que haya o no un estado de excepción motivado
por un conflicto bélico.

Por lo tanto, los derechos y garantías fundamentales siempre quedan sujetos
a la protección, supervisión y control de organismos internacionales, ya sean de
carácter universal o regionales, independientemente de la existencia de conflictos
armados o estados de ~

Por otra parte, es importante señalar que por la misma naturaleza, y por las
características y requerimientos de los conflictos armados, se justifica en
determinadas circunstancias la necesidad de tomar temporalmente ciertas
medidas restrictivas, con el fin de garantizar la seguridad del Estado y de sus
habitantes. Tales medidas, que pueden comprender limitaciones respecto a la
circulación de vehículos y personas en determinadas zonas aledañas a
instalaciones militares; la restricción al ejercicio del derecho de reunión o
manifestación pública en las mismas zonas, y otros casos similares, pueden ser
asumidas por los Estados siempre que se respeten los derechos y garantías
fundamentales y que en todo caso las limitaciones o restricciones lo sean por las
razones estrictamente indispensables para el logro de los fines legítimos
propuestos.

Esta situación impone otras restricciones a los derechos y garantías en los
conflictos armados, pero a su vez víncula a los Estados Partes de los convenios
del Derecho Humanitario para que cumplan con ciertas obligaciones de
protección a los derechos humanos.

La responsabilidad jurídica que se deduce de las normas convencionales del
Derecho Humanitario comprende, en el marco de un Estado Democrático de
Derecho, cuestiones fundamentales sin cuyo aseguramiento no seria posible la
protección y salvaguardia de los derechos humanos en los estados de excepción
y en los conflictos armados. La protección de los derechos fundamentales
requiere en los estados de excepción decretados en períodos de conflicto
armado, medidas de emergencia que sean eficaces, rápidas y vinculantes en sus
efectos. Requiere medidas de prevención que traten de evitar daños previsibles
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en la población civil; y de otras medidas que garanticen el ejercicio de los
derechos fundamentales de las personas, especialmente de la población civil.
Requiere, además, de medidas legales que sancionen las conductas lesivas de
los derechos fundamentales, como producto de la inobservancia de las normas
del Derecho Humanitario.

La protección en los conflictos armados necesita también de la intervención
no tan sólo de las normas convencionales y declarativas del Derecho
Internacional Humanitario,12 sino también del sistema de protección del Derecho
Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho interno. Todas las
instancias jurídicas de protección posibles deben intervenir en este tipo de
situaciones, poniendo a disposición del individuo y de la colectividad las normas,
procedimientos y mecanismos de defensa y salvaguardia de sus derechos.

En los conflictos armados, ya sea que se recurra o no a las instituciones de
excepción, deben entrar en juego los tres sistemas jurídicos de protección en
defensa de los derechos humanos fundamentales y de sus garantías de
protección. Debe garantizarse la intervención de la protección del Derecho
interno, y la supervisión y el control internacional.

Los sistemas jurídicos de protección deben intervenir de manera eficaz,
complementándose y desplegando sus efectos en favor de la protección integral
de los derechos humanos. La existencia de una situación de emergencia
excepcional no faculta por ese hecho a los Estados para incumplir con las
obligaciones jurídicas impuestas por el Derecho Humanitario ni por el Derecho
Internacional de los Derechos Humanos, las cuales, tal como he sostenido, son
obligaciones que producen efectos vinculantes en todo tipo de circunstancias de
tiempo y lugar.

El Derecho Internacional Humanitario presenta deficiencias en materia de
protección institucional, pero no se puede negar que ha logrado avances
significativos en la regulación normativa de los derechos humanos. El Derecho
Humanitario, si bien no contiene disposiciones que expresamente regulan la
protección de los derechos humanos en los estados de excepción, no por ello se
puede afirmar que es un sistema de protección ajeno a tales situaciones. Por el
contrario, por ser un derecho de excepción y de emergencia, debe aplicarse en
los estados de excepción, cuando éstos sean decretados en el marco de los
conflictos armados. Su aplicación debe ser garantizada en toda circunstancia,
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dado que constituye una obligación “erga omnes» y forma parte de las normas
del “íus cogens” internacional.’3

El Derecho Internacional Humanitario, entonces, aclara y amplia el marco
conceptual de los derechos fundamentales y de sus garantías de protección, y
establece limites a las partes beligerantes respecto de su actuación en los
estados de excepción, decretados en ocasión de los conflictos armados. Ello, sin
duda, contribuye al desarrollo de la protección de los derechos humanos
fundamentales en todo tipo de circunstancias; pero es necesario que el sistema
del Derecho Humanitario alcance su pleno desarrollo normativo, y establezca
nuevos y eficaces mecanismos institucionales y procedimentales de protección,
a fin de garantizar la protección de los derechos fundamentales en los conflictos
armados, especialmente si con ocasión de ellos se recurre a estados de
emergencia excepcional y se pone en mayor peligro a la población civil.

4. Propuestas para el Perfeccionamiento del Sistema de Protección del

Derecho Internacional Humanitario.

4.1 La adopción y aplicación de instrumentos declarativos y convencionales.

Los distintos órganos de protección -universal y regionales-, y los Estados
miembros de los organismos internacionales, deberían promover la adopción de
declaraciones y tratados internacionales en materia de Derecho Humanitario, con
el fin de brindar una protección más efectiva a los derechos humanos en los
conflictos armados internos e internacionales. Ello es necesario, dado que se
requiere de la actualización de las normas convencionales del Derecho
Internacional Humanitario y de la adecuación de las mismas a las exigencias del
mundo contemporáneo.

En las nuevas normas convencionales del Derecho Humanitario deberían ser
incorporados fundamentalmente los siguientes elementos: los distintos tipos de
violación constitutivos de «crímenes de guerra> y “crímenes de lesa humanidad»’4;
la naturaleza imprescriptible de estos crímenes, tanto respecto al ejercicio de la
acción judicial, como respecto de la sanción penal o la pena; la obligación de los
Estados Partes de adecuar su legislación interna en esta materia y de sancionar
los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad; y la obligación de
indemnizar a las victimas de graves violaciones al Derecho Humanitario. Todo
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ello conforme a lo establecido en los Principios de Cooperación Internacional en
la Identificación, Detención, Extradición y Castigo de los Culpables de los
Crímenes de Guerra o Crímenes de Lesa Humanidad de las Naciones Unidas, y
en la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los
Crímenes de Lesa Humanidad, Convención que debería ser ratificada ampliamente
y sin reservas por todos los Estados miembros de la Organización.

Los Estados deberían propiciar la plena vigencia de los tratados sobre
Derecho Humanitario que a esta fecha han sido adoptados tanto en el ámbito
universal como regional, y además, deberían incorporar y desarrollar en su
Derecho interno las disposiciones del Derecho Internacional Humanitario,
estableciendo en sus leyes penales las figuras delictivas y las sanciones
correspondientes, asegurándose que en las graves violaciones al Derecho
Internacional Humanitario se declare legislativamente el carácter imprescriptible
de la acción penal y de la pena respecto de todas las figuras delictivas
aplicables.

4.2 La ampliación de las facultades de los órganos de protección universal y
regionales en materia de Derecho Humanitario.

Los órganos de protección y demás instancias internacionales de supervisión
y control del sistema universal y de los sistemas regionales, deberían tener
facultades amplias para poder intervenir de manera ágil en las situaciones de
conflicto armado en las cuales se recurra a los estados de excepción. Para ello,
seria necesario introducir ciertas reformas en los respectivos reglamentos de los
distintos órganos de protección, entre ellos, por ejemplo, el Comité de Derechos
Humanos, y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

4.3 La ampliación de las facultades del Comité Internacional de la Cruz Roja.
(C¡CR)

El Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR> debería tener facultades más
amplias para intervenir en este tipo de situaciones. En tal sentido, los tratados
internacionales que sean adoptados en esta materia deberían reconocerle estas
facultades al CICR. Además, sería necesario reformar los Estatutos de dicha
institución para viabílizar su intervención en los estados de excepción durante los
conflictos armados, e incluso en ocasión de los disturbios internos o tensiones
interiores.
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4.4 La Creación del Comité de Expertos independientes.

Es conveniente la creación de un Comité de Expertos Independientes
propuestos por los Estados Partes de (os Convenios de Ginebra de 1949 y de sus
Protocolos adicionales de 1977, que tenga como mandato principal la
‘verificación activa” del cumplimiento de los compromisos convencionales en
materia de Derecho Humanitario.

Dicho Comité podría realizar visitas ‘in sítu» en los territorios en conflicto
armado; entrevistarse con todo tipo de personas; visitar cárceles, lugares cJe
concentración de prisioneros de guerra y hospitales e informarse de la situación
a efecto de poder emitir recomendaciones a las partes beligerantes, sin que
dicha actuación incida en el estatuto jurídico de las mismas.

El Comité de expertos debería también tener facultades para intervenir en
situaciones de conflicto armado en los que se haya recurrido a instituciones de
excepcion.

Para formalizar la creación del Comité de Expertos los Estados Partes, en el
seno de una conferencia internacional convocada para tales fines, deberían
adoptar un Tercer Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de
agosto de 1949.
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Citas Bibliográficas.

Sobre el concepto del Derecho Internacional Humanitario, vid, los siguientes
autores: SWINARSKI, CHRISTOPHE. Curso de Derecho Internacional
Humanitario. Publicación del Comité Internacional de la Cruz Roja. CICR.
1988. Página 10. BUERGENTHAL, THOMAS. GROSSMAN, CLAUDIO.
NIKKEN, PEDRO. Manual Internacional de Derechos Humanos. Publicación
del Instituto Interamericano de Derechos Humanos. IIDH. San José, Costa
Rica. Editorial Jurídica Venezolana. Primera edición. 1990. Página 129.
PICTET, JEAN. Desarrollo y Principios del Derecho Internacional Humanitario

.

Publicación del Instituto HENRY DUNANT. Ginebra, Suiza. 1986. Páginas 9,
10, 11, 12y 102.

Los profesores Buergenthal, Grossman y Nikken definen el Derecho
Humanitario como <‘el elemento de derechos humanos del Derecho de la
Guerra.’

El profesor Jean Pictet sobre este tema expresa lo siguiente: «El Derecho
Internacional Humanitario tiene por objeto reglamentar las hostilidades a fin
de mitigar sus rigores. El Derecho Humanitario es esa considerable porción
del Derecho Internacional Público que se inspira en el sentimiento de
humanidad y que se centra en la protección de la persona en caso de
guerra.» <En el Derecho Humanitario hay dos ramas: la de Ginebra y la de La
Haya. El Derecho de Ginebra o Derecho Humanitario propiamente dicho,
tiende a salvaguardar a los militares fuera de combate, así como a las
personas que no participan en las hostilidades. En el Derecho de La Haya o
derecho de la guerra propiamente dicho, se determinan los derechos y
deberes de los beligerantes en la conducción de las operaciones y se límita la
elección de los medios para causar daños.» <‘Hay que examinar brevemente
algunos vínculos existentes entre el Derecho Internacional Humanitario y la
legislación de los derechos humanos, por ser la finalidad de ésta, garantizar
en todo tiempo a los individuos el disfrute de los derechos y de las libertades
fundamentales y preservarlos de las plagas sociales.’> “Los derechos
humanos son los principios más generales, mientras que el Derecho
Humanitario es de índole particular y excepcional, pues comienza a aplicarse
en el momento preciso en que la guerra llega a impedir o a restringir el
ejercicio de los derechos humanos. Pero los dos sistemas jurídicos son
diferentes, porque si el Derecho Humanitario sólo es válido en caso de
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conflicto armado, los derechos humanos se aplican prácticamente sobre todo
en tiempo~de paz, ya que sus instrumentos contienen cláusulas derogatorias
para los casos de conflicto.’ “... ambos sistemas están próximos, pero son
distintos y deben continuar siéndolo. Son complementarios e incluso se
complementan admirablemente. Si se desea reunirlos en una sola
denominación que cubra a los dos, se podría pensar en la expresión «derecho
humano», definiéndola así: el derecho humano es el conjunto de las
disposiciones jurídicas internacionales que garantizan el respeto debido a la
persona humana y su desarrollo.»

Finalmente, el autor afirma que ‘las normas del Derecho Humanitario son de
índole imperativa -<ius cogens’-, y no dispositiva’. Ello lo fundamenta en los
artículos 53 y 60 de la Convención de Viena Sobre el Derecho de los
Tratados del 25 de mayo de 1969. Dichas disposiciones establecen que las
normas del «ius cogens’ constituyen «una norma aceptada y reconocida por
la comunidad internacional de los Estados en su conjunto, como norma que
no puede derogarse en ningún caso, y que sólo puede modificar una nueva
norma de Derecho Internacional de la misma índole». Establecen, además,
que serán imperativas ‘<las disposiciones relativas a la protección de la
persona humana contenidas en los tratados de índole humanitaria.»

~Véaseel Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, articulo 4; la

Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 27; y el Convenio
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades
Fundamentales, artículo 15.

‘~ Sobre la protección de los prisioneros de guerra, vid. PILLOUD, CLAUDE. «La
Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados. Los Prisioneros de
Guerra.» Consúltese la obra: Las Dimensiones Internacionales del Derecho
Humanitario. Publicación del Instituto Henry Dunant y de la Editorial Tecnos.
Primera edición. Madrid, España. 1990. Páginas 172 a 189.

Véase además, el Convenio de Ginebra sobre el Trato a los Prisioneros de
Guerra. Convenio Número 3 del 12 de agosto de 1949, artículos 99 a 108.

~Sobreel tema de los disturbios internos o tensiones interiores, vid, los
siguientes autores: EIDE, ASBJORN. <‘Tensiones Internas y Disturbios
Interiores’, en: Las Dimensiones Internacionales del Derecho Humanitario

.
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Publicación del Instituto Henry Dunant y de la Editorial Tecnos. Primera
edición. Madrid, España. 1990. Páginas 237 a 250. GROS ESPIELL,
HECTOR. PIZA R., RODOLFO. ZOVATTO O., DANIEL. «Los Estados de
Excepción y su incidencia en la cuestión de los Derechos Humanos en casos
de Disturbios Internos”, en: Estados de Emergencia en la Región Andina

.

Editor Diego García Sayán. Comisión Andina de Juristas. Lima, Perú. 1987.
Páginas 21 a 58. GASSER, HANS-PETER. Un mínimo de humanidad en las
situaciones de disturbios y tensiones interiores. Proouesta de un Código de
Conducta. Revista Internacional de la Cruz Roia. Enero-febrero. 1988.
Páginas 38 a 60.

Las situaciones de disturbios interiores han sido definidas también por un
informe del Comité Internacional de la Cruz Roja, de agosto de 1986, como
aquellas situaciones en las que, «sin que haya conflicto armado sin carácter
internacional, existe sin embargo, a nivel interior, un enfrentamiento que
presenta cierto carácter de gravedad o de duración y que da lugar a la
realización de actos de violencia. Estos últimos pueden revestir formas
variables, que van desde la generación espontánea de actos de sublevamiento
hasta la lucha entre grupos más o menos organizados y las autoridades que
ejercen el poder. En estas situaciones, que no degeneran forzosamente en
lucha abierta, las autoridades que ejercen el poder apelan a vastas fuerzas de
policía, o bien a las fuerzas armadas, para restablecer el orden interno. El
número elevado de victimas ha hecho necesaria la aplicación de un número
mínimo de reglas humanitarias.» Dicho documento del CICR fue presentado
en la Conferencia de expertos gubernamentales celebrada ese mismo año.

El Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) también ha tratado de definir
las tensiones internas, y las ha catalogado como ‘<situaciones de tensión
grave -politica, religiosa, racial, social, económica, etc.-, o secuelas de un
conflicto armado o de disturbios interiores.» Para el CICR, se caracterizan las
tensiones internas por los hechos que se observan, tales como: arrestos
masivos, elevado número de personas detenidas por razones de seguridad,
detenciones administrativas por largos períodos, existencia de malos tratos y
de estados de incomunicación de detenidos, suspensión de derechos y
garantías por estados de excepción, multiplicación de actos de violencia que
ponen en peligro a personas indefensas y vulnerables, y otros hechos.

Sobre este documento del CICR consúltese la publicación del Comité
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Internacional de la Cruz Roja y del Instituto Interamericano de Derechos
Humanos con motivo del ‘<Coloquio sobre la Protección Jurídica Internacional
de la Persona Humana en las Situaciones de Excepción”, celebrado en
México del 16 al 21 de marzo de 1987. Páginas 58, 59 y 89 y siguientes. En
dicho documento se incluye en la página 87 el ‘Código de Conducta para los
casos de Disturbios y Tensiones Interiores’.

Sobre este mismo tema, consúltese el Estatuto del Comité Internacional de la
Cruz Roja, articulo VI, párrafos 5 y 6 (Estatutos adoptados el 21 de junio de
1973; reformados el 14 de septiembre de 1977 y el 29 de abril de 1982).
Según los estatutos el CICR está facultado para ofrecer sus servicios
humanitarios en favor de las víctimas de los disturbios internos y tensiones
interiores.

~Sobreel ámbito de aplicación del Derecho Internacional Humanitario, vid.
los siguientes autores: SWINARSKI, CHRISTOPHE. Principales Nociones e
Institutos del Derecho Internacional Humanitario como Sistema Internacional
de Protección de la Persona Humana. Publicación del Instituto Interamericano
de Derechos Humanos. San José, Costa Rica. 1990. Páginas 38 y siguientes.
SANDOZ, YVES. «La Aplicación del Derecho Internacional Humanitario.>’
Consúltese la obra: Las Dimensiones Internacionales del Derecho Humanitario

.

Publicación del Instituto Henry Duriant y de la Editorial Tecnos. Primera
edición. Madrid, España. 1990. Páginas 253 a 274.

6 Véase el Documento E/CN.4/Sub.2/1988 de la Subcomisión de Prevención

de Discriminaciones y Protección a las Minorías.

Respecto a las actividades y medidas de las Naciones Unidas encaminadas a
proteger los derechos humanos en los conflictos armados consúltese la
publicación: Actividades de las Naciones Unidas en materia de Derechos
Humanos. Documento ST/HR/2/Rev.2. Nueva York, 1986. Páginas 251 a
261.

~Consúlteselos Cuatro Convenios de Ginebra deI 12 de agosto de 1949,
artículo 3 común; el Convenio Número 1, artículo 12; el Convenio Número 2,
artículo 12; el Convenio Número 3, artículos 13, 14, 99, 105 y 106; el
Convenio Número 4, artículos 31, 32 y 33; el Protocolo 1 de 1977, artículo
10; y el Protocolo II de 1977, artículo 4, 5 y 6.
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Ibid.

Sobre este tema vid. PICTET, JEAN. Op. cit., páginas 102, 104 y 105.
Consúltese, además, la Convención sobre el Derecho de los Tratados,
articulo 53.

W Véase BLISHCHENKO, IGOR P. “Responsabilidad en Casos de Violación del

Derecho Internacional Humanitario.” Consúltese la obra: Las Dimensiones
Internacionales del Derecho Humanitario. Publicación del Instituto Henry
Dunant y de la Editorial Tecnos. Primera edición. Madrid, España. 1990.
Páginas 275 a 287.

Véase también la Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículos
44 y siguientes; el Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, artículos 25 y siguientes; la Resolución 1503 del Consejo
Económico y Social de las Naciones Unidas; y el Convenio Europeo para la
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales,
artículos 24 y siguientes.

~Enla actualidad, por ejemplo, distintos son los órganos de protección con

competencia para conocer casos y situaciones relacionadas con violaciones
flagrantes de derechos humanos y libertades fundamentales, ya sea durante
conflictos bélicos, estados de excepción o períodos de paz. Entre los más
importantes se mencionan: el Comité de Derechos Humanos y la Comisión
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas; la Comisión Europea y el
Tribunal Europeo de Derechos Humanos; la Comisión Interamericana y la
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Pero en situaciones específicas
de conflicto bélico en determinados países, como en el caso del territorio de
la ex-yugoslavia y en Rwanda, el Consejo de Seguridad de las Naciones
Unidas ha decidido el establecimiento de Tribunales Internacionales para la
investigación y sanción de los crímenes de guerra, tema que se desarrollará
en el capitulo siguiente.

12 Respecto a las normas declarativas y convencionales de Derecho Humanitario,

vid. VAN BOVEN, THEO. EIDE, ASBJORN. Declaración de Normas
Humanitarias Mínimas. Documento de trabajo presentado a la Subcomisión
de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías. Instituto de
Derechos Humanos Abo Akademi, en Turku/Abo, Finlandia, celebrada del 30
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de noviembre al 2 de diciembre de 1990. Documento E/CN.4/Sub.2/1991

/

55, de 12de agosto de 1991.

El artículo 1 de la anterior Declaración dice textualmente: «La presente
Declaración afirma normas humanitarias mínimas aplicables a todas las
situaciones, incluso la violencia interna, los disturbios, las tensiones y la
emergencia pública, y que no podrán ser suspendidas en ninguna
circunstancia. Estas normas deberán respetarse independientemente de que
se haya declarado o no un estado de emergencia.»

El articulo 18 expresa: <Nada de lo contenido en las presentes normas se
interpretará de manera que restrinja o menoscabe las disposiciones de
cualquier instrumento internacional de carácter humanitario o de derechos
humanos. Ninguna restricción o suspensión de cualquiera de los derechos
fundamentales de los seres humanos reconocidos o existentes en cualquier
país en virtud de leyes, tratados, reglamentos, costumbres o principios de
humanidad, será admitida con el pretexto de que las presentes normas no
reconocen tales derechos o que los reconocen en menor medida.>

‘~ Sobre la contribución de los derechos humanos a la consolidación de las
nociones de “ius cogens» y de obligaciones «erga omnes’, vid., CARRILLO
SALCEDO, JUAN ANTONIO. “Soberanía de los Estados y Derechos
Humanos en Derecho Internacional Contemporáneo.» Editorial Tecnos.
Primera edición. 1995. Páginas 106 a 111.

“~ Respecto a las categorías de crímenes relacionados con los conflictos
armados, vid., CARRILLO SALCEDO, JUAN ANTONIO. Op.cit., páginas 40
a 43 y 118 ss.

Véase, además, ‘Actividades de las Naciones Unidas en Materia de Derechos
Humanos.» ST/HR/2/Rev.2. Nueva York, 1986. Páginas 262 a 271. En dicha
publicación se desarrolla el Principio VI del Estatuto del Tribunal de
Nuremberg, que define los delitos contra la paz, los delitos de guerra y los
delitos contra la humanidad. También se comenta en la obra distintos tipos
penales internacionales relacionados con el Derecho Humanitario.

15 Véase, “Principios de Cooperación Internacional en la Identificación, Detención,

Extradición, y Castigo de los Culpables de Crímenes de Guerra y de Lesa
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Humanidad”. Aprobados mediante la Resolución 3074 (XXVIII> de la
Asamble&General de las Naciones Unidas, de 3 de diciembre de 1973.

Consúltese, además, la “Convención sobre la Imprescriptibilidad de los
Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad». Aprobada
mediante la Resolución 2391 (XXIII) de la Asamblea General de las Naciones
Unidas, de 26 de noviembre de 1968.
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CAPITULO VIII

ANALISIS COMPARATIVO DE LA PROTECCION INTERNACIONAL
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

EN LOS ESTADOS DE EXCEPCION
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CAPITULO VIII

ANÁLISIS COMPARATIVO DE LA PROTECCION INTERNACIONAL
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

EN LOS ESTADOS DE EXCEPCION

En la presente tesis doctoral se han abordado aspectos comparativos sobre
los distintos sistemas de protección internacional de los derechos humanos,’ lo
cual permite hacer notar el grado de desarrollo de cada sistema, los avances y
deficiencias observados hasta ahora, y señalar las proyecciones o tendencias
respecto del futuro inmediato.

El análisis hecho hasta este momento permite también señalar la necesidad
de hacer cambios o introducir reformas en cada uno de los sistemas
internacionales, para asegurar el cumplimiento de su mandato institucional en
materia de derechos humanos y Derecho Humanitario, y garantizar una eficaz y
ágil protección de los derechos fundamentales durante los estados de excepción
y los conflictos armados.

Sin embargo, es necesario ampliar y ordenar el análisis comparativo a fin de
puntualizar los aspectos más relevantes que se observan en el desarrollo y la
evolución de cada sistema de protección, y que en definitiva permita hacer
algunos planteamientos que contribuyan al perfeccionamiento de la protección
jurídica internacional de los derechos humanos en este tipo de situaciones de
carácter extraordinario.

Los aspectos más importantes del análisis comparativo sobre los distintos
sistemas internacionales de protección de los derechos humanos en los estados
de excepción, desde la perspectiva de los aspectos normativos, institucionales y
procedimentales son los siguientes:

1. Tratamiento Juridico Convencional.

1. ¡ La regulación jurídica de la protección internacional de los derechos
fundamentales en los estados de excepción está contenida en los
principales tratados sobre derechos humanos de los distintos sistemas
de protección, los cuales regulan las facultades de suspensión o
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derogación de derechos humanos.

El sistema universal de protección regula la facultad de los Estados de tomar
las medidas o disposiciones de «suspensión” de ciertas obligaciones
convencionales, al igual que lo contempla el sistema regional americano. El
sistema europeo, en cambio, se refiere a la facultad de los Estados de adoptar
medidas que «deroguen» ciertas obligaciones convencionales. El sistema
universal y el sistema interamericano reconocen, por lo tanto, el ‘(derecho de
suspensión’; mientras que el sistema europeo reconoce el «derecho de
derogación.”

El sistema del Derecho Humanitario no se refiere expresamente a las
facultades de suspensión o derogación de derechos, pero no prohibe que los
Estados recurran al ejercicio de las facultades de excepción, toda vez que
cumplan, por lo menos, con un mínimo de obligaciones de respeto a ciertos
derechos y garantías fundamentales.2

¡.2 La regulación convencional de las facultades de suspensión o derogación
está establecidaen los tratadosinternacionalessobrederechos humanos,
en los cuales se incorporan ciertos principios jurídicos propios de los
estados de excepción.3

a> El sistema universal de protección incorpora los principios jurídicos
siguientes: proclamación y notificación; no discriminación; proporcionalidad;
necesidad; y amenaza excepcional. El principio de la inderogabilidad o
intangibilidad de ciertos derechos humanos ha sido incorporado con ciertas
deficiencias en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 4>,
ya que se ha omitido mencionar como inderogables algunos derechos que
por naturaleza revisten tal calidad, y además, se ha excluido de esta
consideración a las garantías judiciales, especialmente aquéllas que brindan
protección a derechos individuales fundamentales.4

El principio de temporalidad o provisionalidad ha sido incorporado de
manera implícita en el citado Pacto, dado que no se ha hecho referencia
expresa a las circunstancias de “tiempo» en el que deben ejercitarse las
facultades de excepción de los Estados Partes, tal como lo hace el sistema
interamericano.
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b> El sistema regional americano reconoce los siguientes principios jurídicos:
notificaci~n; no Discriminación; proporcionalidad; provisionalidad o
temporalidad; inderogabilidad de ciertos derechos humanos; necesidad; y
amenaza excepcional.

Este sistema de protección es el único que regula de manera satisfactoria los
principios de intangibilidad y de temporalidad. Incorpora las garantías
judiciales de protección a los derechos inderogables como garantías no
susceptibles de suspensión temporal, lo cual constituye una aportación
significativa de este sistema en materia de protección. Pero es necesario
señalar que este sistema de protección no regula el principio de proclamación
tal como lo hace el sistema universal.

c) El sistema europeo de protección reconoce los siguientes principios jurídicos:
notificación; proporcionalidad; necesidad; y amenaza excepcional.

El principio de intangibilidad o inderogabilidad de ciertos derechos humanos
está regulado de manera incompleta, ya que se excluyen varios derechos
humanos que por naturaleza son inderogables. Las garantías judiciales de
estos derechos tampoco fueron consideradas como garantías intangibles. El
principio de proclamación no ha sido considerado por las normas
convencionales del sistema. El principio de la no discriminación ha sido
incorporado como un principio de carácter general en el Convenio
Europeo.(art. 14>

d> El sistema del Derecho Internacional Humanitario no regula expresamente
las facultades de excepción, y por ende, no regula los principios jurídicos
propios de tales situaciones, pero contiene disposiciones convencionales que
por su naturaleza y por su mismo contenido, están destinadas a ser aplicadas
en todo tipo de situaciones de conflicto armado, independientemente que se
haya decretado o no estados de excepción. Por ello se ha afirmado que el
Derecho Humanitario es un <‘derecho de emergencia», que debe ser
obedecido por las partes beligerantes en toda circunstancia de tiempo y
lugar, y que por lo tanto deben respetarse ciertos derechos y garantías de
carácter inderogable.5

En conclusión, puede afirmarse que el sistema interamericano, a diferencia
de los otros sistemas de protección internacional, regula de manera más amplia
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los principios jurídicos propios de los estados de excepción, lo cual ubica a este
importante sistema regional como el más desarrollado en el aspecto normativo.

1.3 El cuadro comparativo de la regulación de las facultades de suspensión
o derogación de derechos en los distintos sistemas de protección, refleja
que no existe uniformidad de criterios para determinar las causas
propias de los estados de excepción.6

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos menciona como
causas, todo tipo de situaciones que <‘pongan en peligro la vida de la nación.» La
Convención Americana sobre Derechos Humanos amplía los términos e incluye
las situaciones de “guerra, peligro público y toda otra emergencia que amenace
la independencia y la seguridad del Estado.” El Convenio Europeo para la
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales
también se refiere a los estados de “guerra o de peligro público como amenaza a
la vida de la nación.” Respecto al Derecho Humanitario puede decirse que éste
opera en períodos de “conflicto bélico,» independientemente del reconocimiento
o aceptación de las partes sobre la calificación del mismo. Basta, entonces, que
de hecho exista una situación de conflicto armado para que las normas del
Derecho Internacional Humanitario produzcan efectos jurídicos.

1.4 La regulación de los derechos humanos inderogables e intangibles es
distinta en los sistemas de protección internacionaL

a> El sistema universal reconoce como inderogables los más importantes
derechos fundamentales, pero excluye derechos como el derecho de
protección a la integridad personal, que aparece incorporado como inderogable
en los sistemas regionales de protección. El Pacto se refiere únicamente a la
protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes, haciendo con ello una mención implícita a la protección de la
integridad de la persona, que es un derecho más amplio, que comprende a
éste.

Por otra parte, el Pacto incorpora como derecho inderogable el derecho de
protección contra los experimentos médicos o científicos, que no es tomado
en cuenta como tal por el sistema europeo ni por el sistema interamericano.
El sistema del Derecho Humanitario si le reconoce a este derecho el carácter
de derecho especialmente protegido en las situaciones de conflicto bélico.
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El sistema universal reconoce también como derecho inderogable el derecho
de protección contra la prisión pc deudas. Este derecho ha sido incorporado
por el sistema del Derecho Humanitario y por el sistema interamericano, pero
no por el sistema europeo.

El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica solamente ha sido
considerado como derecho inderogable por el sistema interamericano y
universal, no así por el sistema europeo y por el sistema del Derecho
Humanitario, no obstante tratarse de un derecho fundamental de relevante
importancia.

b) El sistema interamericano, a diferencia de los demás sistemas de protección,
incluye como derechos inderogables los derechos políticos, los derechos del
niño, el derecho de protección a la familia y el derecho al nombre y a la
nacionalidad. Sólo el sistema del Derecho Humanitario se refiere en varias de
sus disposiciones a la protección a los derechos del niño y la familia.7

El sistema interamericano reconoce expresamente el carácter inderogable de
las garantías judiciales que son indispensables para la protección de los
derechos fundamentales intangibles. En los otros sistemas de protección,
solamente el sistema del Derecho Humanitario menciona dentro de sus
disposiciones convencionales las garantías del debido proceso> como normas
que deben ser respetadas en toda circunstancia de tiempo y lugar, en el
marco de los conflictos armados.

c> El sistema europeo es el que menos derechos inderogables ha incorporado
en los instrumentos convencionales de protección; no ha reconocido las
garantías del debido proceso como garantías de carácter inderogable. El
sistema universal dispone de un mayor número de derechos inderogables,
pero no como el sistema interamericano que es el que ha sido más prolijo en
este aspecto.

1.5 Todos los sistemas de protección internacional de los derechos humanos
se refieren a la exigencia de la no incompatibilidad o contradicción de
las medidas de excepción con otras normas u obligaciones del Derecho
Internacional. Para los sistemas de protección, las medidas excepcionales
no deben ser contrarias a las obligaciones jurídicas contraidas
conforme al Derecho Internacional.
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1.6 Los tres sistemas de protección del Derecho Internacional de los
Derechos Humanos reconocen otros principios jurídicos generales que
deben ser respetados por los Estados Partes en todo tipo de
circunstancias.8

2. Funcionamiento de los Organos de Protección.

2.1 El sistema del Derecho Internacional de los Derechos Humanos ha
evolucionado desde la finalizaci6n de la segunda guerra mundial, al
grado tal que ahora se cuenta no tan sólo con normas declarativas y
convencionales de protección a los derechos humanos, sino también
con toda una serie de órganos, instancias y procedimientos vinculados
con la protección de los derechos humanos en todo tipo de circunstancias.

El sistema del Derecho Internacional Humanitario establece reglas jurídicas
convencionales y declarativas de protección a los derechos humanos en los
conflictos bélicos, pero no establece la creación de órganos o mecanismos
específicos de protección aplicables en tales situaciones, salvo la reciente
creación de los tribunales internacionales de la ex-Yugoslavia y Rwanda. Esta es
la principal deficiencia de este sistema frente a los sistemas universal y
regionales de protección de los derechos humanos.

2.2 El sistema universal ha establecido toda una serie de órganos e
instancias de protección de distinta naturaleza y efectos, a diferencia de
los sistemas regionales. Dispone de órganos de promoción de los
derechos humanos y de órganos de supervisión y controL Cuenta con
órganos de protección y órganos cuas<judiciales, pero no cuenta con
órganos jurisdiccionales de protección de los derechos humanos, tal
como se observa en los sistemas regionales europeo e interamericano.

La Organización de las Naciones Unidas ha creado importantes órganos e
instancias con competencia para conocer sobre casos o situaciones relacionados
con la protección de los derechos fundamentales. Entre ellos, puede mencionarse
una lista de los más importantes órganos de protección, que aún cuando no es
exhaustiva, representa los más significativos del sistema: la Comisión de
Derechos Humanos; el Comité de Derechos Humanos; la Subcomisión de
Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías; el Relator Especial
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sobre Estados de Excepción; el Relator Especial de la Tortura; el Relator Especial
sobre Ejecuciones Sumarias o Arbitrarías; el Grupo de Trabajo sobre
Desapariciones Forzadas o Involuntarias de Personas; los Relatores Especiales
sobre paises, y otras instancias y órganos del sistema de creación reciente.9

Las instancias antes mencionadas tienen facultades para conocer violaciones
de derechos humanos sucedidas durante los estados de excepción. En la
práctica conocen denuncias o informaciones sobre tales violaciones. El Comité
de Derechos Humanos, por ejemplo, conoce regularmente las situaciones de
emergencia excepcional al recibir los informes periódicos de los Estados Partes
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, quienes le informan
conforme a las obligaciones del artículo 40 del Pacto, entre otras cosas, sobre la
aplicación del artículo 4 del Pacto. Asimismo, recibe comunicaciones individuales
sobre este tipo de casos. La Comisión de Derechos Humanos también conoce y
analiza anualmente las situaciones que se observan en todos los Estados
miembros de la Organización. Los Relatores Especiales sobre determinados
temas o países, conocen y son informados o reciben denuncias sobre casos de
violaciones de los derechos humanos sucedidas durante estados de excepción.

Tal como he sostenido anteriormente, el sistema de las Naciones Unidas es el
único que ha creado una instancia específica relacionada con la protección de
los derechos humanos en los estados de excepción. Los órganos e instancias de
los otros sistemas -interamericano y europeo- intervienen durante los estados de
excepción en razón de su mandato general, que les permite conocer sobre casos
de violación de los derechos humanos sucedidos en todo tipo de situaciones,
incluidos los estados de emergencia excepcional.

2.3 El sistema regional americano sólo cuenta con dos instancias de
protección de los derechos humanos: la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos y la Corte interamericana de Derechos Humanos.
Ambas instancias han conocido denuncias o demandas sobre hechos
relacionados con los estados de excepción, pero no han valorado la
aplicación de las disposiciones de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos (artículos 27 y 30), aplicables en los estados de
excepción, tal como lo han hecho el Comité de Derechos Humanos
respecto a la aplicación del artículo 4 del Pacto; y la Comisión Europea
de Derechos Humanos y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos,
respecto al artículo ¡5 del Convenio Europeo.
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2.4 El sistema europeo, al igual que el sistema interamericano, cuenta con
dos instancias de protección muy importantes: la Comisión Europea de
Derechos Humanos y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que se
fusionarán próximamente con la entrada en vigor del Protocolo número
once adicional al Convenio Europeo, circunstancia que no está prevista
así en el sistema interamericano.

El sistema europeo también cuenta con la intervención del Comité de
Ministros, que como ya se comentó en el capítulo respectivo, tiene facultades
para intervenir en los procedimientos de protección de la Comisión y del Tribunal
Europeos, y es un ente vigilante y garante del cumplimiento de las sentencias de
este último. Esta circunstancia no se observa en los sistemas universal ni
regional americano.

Finalmente, el sistema europeo, a diferencia del sistema universal y regional
americano, cuenta con la Organización para la Seguridad y Cooperación en
Europa (OSCE), instancia muy importante en materia de protección, relacionada
también con los estados de excepción y con toda situación susceptible de poner
en peligro la paz y la seguridad en Europa.

3. Jurisprudencia Internacional.

3.1 Los sistemas regionales son los únicos que cuentan con órganos
jurisdiccionales en materia de protección de los derechos humanos. El
sistema de Naciones Unidas por carecer de un tribunal internacional
sobre derechos humanos no dispone dejurisprudencia internacional en
esta materia. Unicamente dispone de los recién creados Tribunales
Internacionales para investigar y sancionar los crímenes de guerra en
el territorio de la ex-Yugoslavia y Rwanda, pero no son propiamente
tribunales internacionales de derechos humanos, como lo son la Corte
Interamericana de Derechos Humanos y el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos.

3.2 El sistema europeo es el único que ha sentado las basesjurisprudenciales
para el respeto de los derechos humanos en los estados de excepción. El
Tribunal Europeo de Derechos Humanos es el único tribunal internacional
que ha conocido y fallado sobre casos contenciosos relacionados con
este tipo de situaciones. 10
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3.3 Los casos contenciosos conocidos por la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, en cambio, no se refieren a situaciones de
emergencia excepcional, pero el contenido y los criterios adoptados en
las sentencias y opiniones consultivas pronunciadas por la Corte
pueden ser utilizados con el objeto de proteger derechos humanos en
todo tipo de circunstancias.

3.4 El sistema del Derecho Internacional Humanitario, por no disponer de
órganos propios de protección jurídica queda sujeto a la intervención de
los órganos e instancias de los otros sistemas internacionales -universal
y regionales-, en la medida que se trate de casos de violaciones a las
normas del Derecho Humanitario, que a su vez constituyan violaciones
a los tratados de derechos humanos. En la estructura interna del
sistema de protección del Derecho Internacional Humanitario pueden
mencionarse, por ejemplo, ciertas instancias del Comité Internacional
de la Cruz Roja, como el Comité de Investigación, la Agencia Central de
Búsquedas y otras dependencias humanitarias, pero no constituyen
propiamente instancias de protección jurídica del sistema.

Unicamente puede citarse en este caso, en el marco del sistema universal, la
creación del Tribunal Internacional para el Enjuiciamiento de los Presuntos
Responsables de las Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario
cometidas en el territorio de la Ex-Yugoslavia a partir de 1991; y del Tribunal
Criminal Internacional para Rwanda, que según su mandato deben aplicar
normas del Derecho Internacional Humanitario.11

En el caso de la ex-Yugoslavia, el Consejo de Seguridad de las Naciones
Unidas decidió establecer el Tribunal Internacional, ante la situación de graves
violaciones al Derecho Internacional Humanitario y a los derechos humanos,
sucedidas en la República de Bosnia y Herzegovina, Croacia, en la República
Federativa de Yugoslavia (Serbia y Montenegro>, especialmente en los campos
de concentración de Omarska, Keraterm y Trnopolje, como producto de la
práctica de depuración étnica en la región de Prijedor, de las desapariciones
forzadas, violaciones sexuales de mujeres y niños, ejecuciones masivas de
civiles, actos de genocidio, detenciones arbitrarias y tortura de prisioneros, toma
de rehenes y utilización de civiles como escudos humanos, ataques a
operaciones de socorro humanitario, bombardeos indiscriminados contra
poblaciones civiles, uso de armas prohibidas por el Derecho Internacional,
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destrucción de viviendas, de objetos religiosos y del patrimonio cultural, y otros
hechos violatorios del Derecho Internacional Humanitario.

El mandato del Tribunal le permite investigar las anteriores violaciones
siempre que hubiesen sido cometidas a partir del 1 de enero de 1991. Lo faculta,
además, para enjuiciar y sancionar penalmente a los culpables con penas de
prisión y cadena perpetua, como pena máxima, pero no puede imponer
sanciones como la pena de muerte.

El Tribunal Internacional tiene su sede en la Haya, Holanda. Está integrado
por dos Salas Penales, de tres jueces cada una de ellas, y por una Sala de
Apelaciones de cinco jueces. En el procedimiento está prevista la participación
de defensores y fiscales.

Las audiencias en el primer proceso judicial instruido por el Tribunal se
iniciaron en el mes de mayo de 1996 contra el militar serbio-bosnio Dusan
Dusko Tadic, y contra los militares bosnio-croatas Tihomir Blaskic y Zdravko
Music, encarcelados por crímenes de guerra cometidos durante 1992.

En el caso de Rwanda, el Consejo de Seguridad también estableció un
Tribunal Criminal Internacional, ante las violaciones graves al Derecho Internacional
Humanitario y a los derechos humanos, sucedidas en ocasión de cometerse
actos de genocidio, crímenes de ¡esa humanidad, detenciones arbitrarias,
desapariciones forzadas y tortura en prisioneros, ataques a desplazados y
refugiados, ejecuciones arbitrarias de civiles, actos de discriminación y persecución
étnica, destrucción masiva de bienes, secuestro y asesinato de personal militar
de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas, y otras violaciones
sistemáticas y generalizadas. El Tribunal Criminal Internacional para Rwanda
tiene competencia para enjuiciar y castigar a titulo individual a los que hubiesen
cometido actos violatorios del Derecho Internacional Humanitario, como los
anteriormente señalados.

Los Tribunales Internacionales para la ex-Yugoslavia y Rwanda tienen
prácticamente el mismo mandato, adecuado a la realidad y a las características
de cada conflicto. Constituyen iniciativas jurísdiccionales muy importantes no
observadas en ningún otro conficto en la actualidad, que permiten poder
investigar y sancionar internacionalmente las graves violaciones al Derecho
Humanitario, y tienen como precedente los Tribunales Internacionales de
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Nuremberg y Tokyo, establecidos al finalizar la segunda guerra mundial.

4. Logros y Deficiencias de los Sistemas de Protección InternacionaL

4. ¡ El sistema del Derecho Internacional de los Derechos Humanos ha
experimentado mayor desarrollado que el sistema del Derecho
Internacional Humanitario. En materia de protección en los estados de
emergencia excepcional, los sistemas regionales son los más eficaces;
disponen de mejores y más ágiles mecanismos de protección; los
procedimientos son menos formales; disponen de mecanismos o
acciones urgentes; y cuentan con la posibilidad de hacer funcionar la
actividad jurisdiccional de los tribunales regionales en defensa de los
derechos protegidos, situación que no se observa en el sistema
universal, ni en el sistema del Derecho Humanitario, salvo los
Tribunales Internacionales de las Naciones Unidas que se mencionan en
el apartado anterior, que disponen de procedimientos sumarios más
ágiles, pero que no constituyen tribunales de derechos humanos, ni su
estructura es de carácter universal y permanente.

4.2 Es importante resaltar el logro alcanzado por el sistema interamericano
de protección, que a diferencia de los demás sistemas, incorpora de
mejor forma los derechos y garantías inderogables en el Derecho
Internacional convencional.

4.3 En este mismo sentido debe reafirmarse la ventaja del sistema
interamericano en cuanto se refiere a la regulación amplia de los
principios jurídicos propios de los estados de excepción. Reconoce los
más importantes principios jurídicos sin dejar por fuera reglas o
disposiciones básicas para la protección de los derechos fundamentales
en los estados de excepción.

4.4 El logro de lajurisprudencia del sistema europeo constituye también un
avance muy importante en esta materia. Las sentencias del Tribunal
Europeo de Derechos Humanos aclaran conceptos, establecen criterios
de interpretación de ciertas disposiciones relativas a la protección de los
derechos fundamentales en los estados de excepción, y contienen
elementos muy valiosos sobre el deber de garantía y protección de los
Estados en todo tipo de circunstancias, y de manera especial en los
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estados de excepción. La competencia del Tribunal Europeo se extiende
a todos los asuntos relativos no tan sólo a la aplicación del Convenio
Europeo, sino también a su interpretación.

El sistema regional interamericano también ha incorporado elementos
positivos. La actividad consultiva de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos ha enriquecido los criterios de interpretación de las normas
convencionales de protección que deben obedecer los Estados en las situaciones
de emergencia excepcional.

Los sistemas regionales europeo e interamericano han observado un
desarrollo significativo de los mecanismos de protección, los cuales presentan
características comunes en ambos sistemas»2

4.5 Puede considerarse también como un logro positivo el establecimiento
de un Relator sobre los Estados de Excepción en el seno de las Naciones
Unidas, no obstante que su mandato no le permite jugar un papel más
efectivo en la verificación activa de las violaciones de los derechos
humanos en este tipo de situaciones.

Puede observarse que en la práctica el Relator Especial solamente se ha
limitado a recopilar información sobre los estados de excepción en el mundo, y
actualizar dicha información anualmente, para transmitirla a la Comisión de
Derechos Humanos en cada período anual de sesiones, ocasión en la cual emite
recomendaciones generales sin capacidad de darle un seguimiento efectivo a las
mismas. Esta situación debe ser objeto de revisión a fin de fortalecer y ampliar el
mandato del Relator Especial para que le permita poder intervenir activamente
en la verificación “in situ” de las situaciones de excepción, recomendar medidas
urgentes a los Estados y brindar la asesoría técnica oportuna y necesaria para su
cumplimiento. También se requiere de una mayor coordinación del Relator
Especial con las demás instancias de protección del sistema universal y de los
sistemas regionales. Ello podría verse favorecido mediante la intervención del
Alto Comisionado para los Derechos Humanos, cuyo mandato esencialmente
hace referencia a actividades de coordinación de las instancias de promoción y
protección del sistema.

4.6 No obstante lo anterior, debe señalarse que los sistemas universal y
regionales no han logrado hasta ahora estructurar instituciones y
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mecanismos de protección realmente ágiles y eficaces para la derechos
fundamentales en los estados de excepción y los conflictos armados.
Los procedimientos existentes actualmente no responden a las exigencias
de la protección de los derechos humanos en este tipo de situaciones de
emergencia. Las instancias especialmente creadas para conocer sobre
las violaciones de los derechos humanos durante los estados de
excepción, al igual que las demás instancias de protección con un
mandato más amplio y general, deberían disponer de mecanismos y
procedimientos expeditos que les permita comunicarse inmediatamente
con representantes de los Estados y con las víctimas, en ocasión de
conocer hechos relacionados con estados de excepción.

El sistema regional americano, por medio de la Comisión y la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, podría utilizar con mayor amplitud de
criterios y con mayor frecuencia el procedimiento de las ‘acciones urgentes» y de
las “medidas cautelares o provisionales» en los estados de excepción, a fin de
brindar una oportuna y adecuada protección a las personas afectadas con
medidas extremas de carácter excepcional.

De igual manera podría hacerlo el sistema universal respecto de las
“acciones y comunicaciones urgentes», y de las «acciones de pronta intervención»,
de que disponen instancias como el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones
Forzadas o Involuntarias de Personas, el Relator Especial sobre la Tortura y el
Relator Especial sobre las Ejecuciones Extralegales, Sumarias o Arbitrarias.

En el marco de la Organización para la Seguridad y Cooperación en Europa
(OSCE), también podría ponerse en vigor, cuando fuere el caso, el mecanismo
de upronta alerta» y de ‘<pronta acción’, a fin e prevenir situaciones que pudiesen
desembocar en una emergencia de carácter excepcional.

4.7 En materia de procedimientos cabe resaltar la intervención de las
instancias del sistema universal y de los sistemas regionales de
protección, que han conocido denuncias individuales y demandas
relacionadas con la protección de los derechos humanos en situaciones
de emergencia excepcionaL’3 Asimismo, debe mencionarse el trabajo
de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las
Minorías, y del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas en
esta misma materia, así como el mecanismo de supervisión y control
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establecido por la OSCE, aplicable también durante los estados de
excepción.

4.8 Salvo las deficiencias planteadas anteriormente, los sistemas
internacionales de protección han desarrollado positivamente las
normas convencionales y declarativas sobre derechos humanos, y han
regulado las facultades de los Estados en las situaciones de emergencia
excepcional, pero no han logrado establecer órganos, instancias y
procedimientos realmente eficaces, con mayor capacidad de verificación
activa en los estados de excepción.

Puede comprobarse en la actualidad cómo cada sistema de protección
internacional ha venido desarrollándose y evolucionando, tanto en su ámbito
normativo como institucional y procedimental, pero por la misma realidad que
viven actualmente las naciones en el mundo contemporáneo, y por los
problemas previsibles que podría afrontar la humanidad en el futuro, se hace
necesario que los distintos sistemas de protección internacional se fortalezcan y
revitalicen sus instancias y mecanismos de protección, a fin de adecuar el
mandato de sus instituciones a la realidad y al contexto socio-político
internacional.

Los sistemas internacionales de protección, requieren, por lo tanto, de
nuevos instrumentos jurídicos y de una revisión del mandato de sus instituciones
para cumplir cabalmente con el rol de protección jurídica de los derechos
humanos y de las libertades fundamentales. Las instancias internacionales
deberían estar dotadas de mayores facultades que les permita intervenir de
manera inmediata y eficaz en los estados de excepción, con el objeto de prevenir
hechos lesivos de derechos humanos y de verificar los abusos y excesos de
poder con grave perjuicio para los derechos y libertades de las personas.

En los estados de excepción se requiere de una intervención urgente y eficaz
de todas las instancias de protección posibles, las cuales deben poner en
práctica sus distintos mecanismos de protección, de supervisión y control, y
demás acciones pertinentes, para verificar el cumplimiento de las obligaciones
jurídicas de los Estados en el ejercicio de las facultades extraordinarias, y para
asegurar y garantizar plenamente el respeto de los derechos fundamentales y de
sus garantías de protección.14
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Citas Bibliográficas.

1Los sistemas de protección de los derechos humanos de otras regiones del

mundo no han sido abordados en la presente tesis doctoral, ya que no

regulan expresamente las facultades de excepción.

El sistema africano de protección, que tiene su base convencional en la
‘Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos» (Carta de
Banjul), aprobada el 27 de julio de 1981 por la Asamblea de Jefes de Estado
y Gobierno de la Organización para la Unidad Africana (OUA>, no regula las
facultades extraordinarias de los Estados africanos en períodos de emergencia
excepcional.

La Carta Africana reconoce un importante listado de derechos civiles y
políticos, y de derechos económicos, sociales, culturales, y derechos de los
pueblos (artículos 1 a 26). Establece, además, un listado de deberes de la
persona humana (artículos 27 y 28). Esta concepción amplia de la Carta
Africana respecto a la positivación de los derechos humanos y los deberes de
la persona, supera en este aspecto a los otros sistemas de protección -

universal y regionales- que han tenido que ir aprobando progresivamente
distintos instrumentos convencionales y declarativos, para reconocer
integralmente los derechos humanos, las libertades fundamentales y los
deberes, que el sistema africano agrupa en un instrumento convencional.

Pero a diferencia de los sistemas de protección desarrollados, el sistema
africano no contiene disposiciones específicas sobre las facultades de
suspensión o derogación de derechos, tal como lo hacen los sistemas
universal y regionales de proteccion.

La Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos establece
también un mecanismo de protección que permite la presentación de
demandas interestatales y de comunicaciones o denuncias individuales ante
la Comisión Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos, por
violación a los derechos y libertades reconocidos por la Carta (artículos 47,
55 y 56).

La Comisión Africana, que está integrada por 11 miembros que actúan a
titulo personal, tiene facultades para exigir el previo agotamiento de los
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recursos internos en los casos de las demandas interestatales y de las
denunciaa individuales; dirigirse a los Estados presuntamente infractores;
promover una solución amistosa del caso; emitir un informe con las
recomendaciones respectivas; y publicar dicho informe, el cual no tiene
efectos vinculantes para los Estados partes.

La Comisión, tiene, además, facultades de promoción de los derechos
humanos y de interpretación de las disposiciones de la Carta; y en la
ejecución de su mandato, puede tomar en cuenta las disposiciones
declarativas y convencionales sobre derechos humanos del sistema de las
Naciones Unidas, la jurisprudencia internacional, la doctrina y los principios
generales del Derecho (artículos 60 y 61).

Otro sistema regional de protección es el conformado por la “Liga de los
Estados Arabes>’, organización creada el 25 de abril de 1945, antes, incluso,
que la Organización de las Naciones Unidas y que las organizaciones
regionales de protección europea e interamericana.

La Liga de los Estados Arabes estableció el 10 de diciembre de 1968 el
Comité Arabe Permanente de Derechos Humanos, el cual se encargó de
redactar la “Carta Arabe de Derechos Humanos», cuyo proyecto fue
aprobado por el Comité el 14 de enero de 1993 (E/CN.411993/90, de 18 de
febrero de 1993>. La Carta reconoce derechos humanos y libertades
fundamentales, pero no contiene disposiciones específicas relacionadas con
las facultades extraordinarias o excepcionales de los paises árabes, por lo
que en los estados de excepción se aplica únicamente en estos países las
disposiciones del articulo 4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, en cuanto les fuera aplicable en razón de su vigencia, además de
las disposiciones que se citan a continuación.

En los paises árabes también se han adoptado otros instrumentos declarativos
sobre derechos humanos. Entre ellos puede mencionarse la «Declaración
Verde de los Derechos Humanos de la Jamahiriya Arabe Libia’, que reconoce
derechos y garantías fundamentales, como el derecho de todo ciudadano a
procurar una reparación legal respecto de cualquier violación o abuso de los
derechos y libertades reconocidos en esa declaración (Documento del
Comité contra la Tortura: CAT/C/9/Add.12, de 12 de octubre de 1992).
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También se puede citar la <‘Declaración de El Cairo sobre los Derechos
Humanosen el Islam” (A/CONF.157/PC/35, de 9 de abril de 1992),
aprobada en la 19a. Conferencia Islámica de Ministros de Relaciones
Exteriores, celebrada el 5 de agosto de 1990 en El Cairo, Egipto. En dicha
declaración se reconocen importantes derechos, algunos de los cuales se les
considera como derechos inderogables. Se reconoce el derecho de protección,
en toda circunstancia, de la vida y la seguridad a no sufrir daños corporales
(art.2); el derecho de protección especial a las personas no beligerantes en
los conflictos armados, como los ancianos, las mujeres y los niños, así como
a los prisioneros o combatientes heridos y cierto tipo de bienes (art.3>; el
derecho a la inviolabilidad del buen nombre y la honra (art.4); el derecho de
protección contra la esclavitud, las explotaciones, la humillación y la
opresión (art.1 1); y el principio de legalidad en materia penal (art.19>.
Asimismo, se reconoce que no está permitido, sin razón legítima alguna,
arrestar a un individuo, ni restringir su libertad, exilíarlo ni castigarlo. No está
permitido someterlo a tortura física o psicológica ni a ninguna forma de
humillación, crueldad o indignidad. Tampoco está permitido someter al
individuo a experimentos médicos o científicos sin su consentimiento, o
poner en peligro su salud o su vida. Tampoco está permitido promulgar
disposiciones legislativas de emergencia en las cuales se pudiera conceder la
facultad ejecutiva que justífique las medidas de ese carácter» (art.20).
Finalmente, en la declaración se reconoce que «la autoridad es una
responsabilidad; y el abuso o explotación maliciosa de la autoridad está
absolutamente prohibido, de manera que puedan garantizarse los derechos
humanos fundamentales» (art.23).

Sobre la protección de los derechos humanos en los estados árabes, vid.
GHALI, BOUTROS BOUTROS. La Liga de los Estados Arabes, en: ‘<Las
Dimensiones Internacionales de los Derechos Humanos.» Editor General
Karel Vasak. Publicación de la UNESCO y de Ediciones del Serbal.
Barcelona, España. 1984. Tomo III, páginas 746 ss.

Sobre la protección de los derechos humanos en Africa, vid. M’AYE, NEBA.
NDIAYE, BIRAME. La Organización para la Unidad Africana, en: <‘Las
Dimensiones Internacionales de los Derechos Humanos.» Op.cit., páginas
755 ss.

Sobre la protección de los derechos humanos en Asia, vid. YAMANE,
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i-IIROKO. Asia y los Derechos Humanos, en: ‘<Las Dimensiones Internacionales
de los Derechos Humanos.” Op. cit., páginas 841 ss.

2 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, articulo 4; Convención

Americana sobre Derechos Humanos, articulo 27; Convenio Europeo para la
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales,
articulo 15; los 4 Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y sus dos
Protocolos adicionales de 1977; Declaración Universal de Derechos Humanos,
artículo 29; y Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre, artículo XXVI. En los instrumentos declarativos y convencionales
anteriores constan las obligaciones mínimas de los Estados durante las
situaciones de emergencia excepcional.

~Sobrelos principios jurídicos aplicables en los estados de excepción vid, los
siguientes autores: GROS ESPIELL, HECTOR. PIZA R., RODOLFO. ZOVAITO
G., DANIEL. Estados de Emergencia en la Región Andina. Los Estados de
ExceDción en América Latina y su incidencia en la cuestión de los Derechos
Humanos en caso de Disturbios Internos. Editor DIEGO GARCIA-SAYAN.
Comisión Andina de Juristas. Lima, Perú. 1987. Páginas 42 a 45.

~Enel capitulo cuarto se ha desarrollado ampliamente el sistema de las
Naciones Unidas, así como los principios jurídicos aplicables en dicho
sistema durante los estados de excepción.

~Consúlteselos Cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949,
articulo 3 común; y el Protocolo II de 1977 adicional a dichos Convenios,
articulo 4.

Sobre este tema, vid. SANDOZ, YVES. «La Place des Protocoles Additíonels
aux Conventions de Genéve du 12 aout 1949 dans le droit humanitaire.”
Revue des droits de l’homme/Human Rights Journal. París. Vol.XII. No.1-2.
1979. Páginas 135 a 162.

~Véaseel capítulo segundo, en el cual he desarrollado este tema.

~Consúlteseel Protocolo II de 1977 adicional a los Cuatro Convenios de
Ginebra de 12 de agosto de 1949, artículos 4, 5, 6 y 13.
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Véase el capitulo tercero.

Pueden citarse, además, entre las instancias de más reciente creación: la
Misión de Observadores de las Naciones Unidas en El Salvador (ONUSAL.
26 de julio de 1992); la Misión de Observadores de las Naciones Unidas para
Guatemala (MINUGUA. 11 de noviembre de 1994>; y el Alto Comisionado
para los Derechos Humanos (establecido en 1993).

10 En el capitulo sexto he desarrollado este tema. He hecho énfasis en que fue

precisamente un caso de violación de derechos humanos sucedido durante
estados de excepción, el primer caso contencioso que conoció y resolvió el
Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Vid, el Caso LAWLESS. 1 de julio
de 1961. Serie A Número 3.

“ Respecto al establecimiento y funcionamiento del “Tribunal Internacional
para el Enjuiciamiento de los Presuntos Responsables de Violaciones Graves
del Derecho Internacional Humanitario cometidas en el Territorio de la ex-
Yugoslavia», consúltese las siguientes resoluciones: 827 (1993> de 25 de
mayo de 1993, y 836 (1993> de 4 de junio de 1993, del Consejo de
Seguridad; 49/196 de 23 de diciembre de 1994 de la Asamblea General;
1995/35 de 3 de marzo de 1995, y 1995/89 de 8 de marzo de 1995 de la
Comisión de Derechos Humanos; y la Resolución de la Corte Internacional de
Justicia de 8 de abril de 1993, reafirmada el 13 de septiembre del mismo
año.

Respecto al establecimiento del ‘Tribunal Criminal Internacional para
Rwanda», y del <‘Fondo Fiduciario de las Naciones Unidas» para apoyar las
actividades del Tribunal, consúltese las siguientes resoluciones: 955 (1994>
de 8 de noviembre de 1994, 965 (1994) de 30 de noviembre de 1994, y 978
(1995), del Consejo de Seguridad; y 1995/91 de 8 de marzo de 1995 de la
Comisión de Derechos Humanos.

Sobre la situación de los derechos humanos en el territorio de la ex-
Yugoslavia, consúltese los documentos: E/CN.4/1995/57, de 16 de enero de
1994; E/CN.4/1995/37, de 12 de enero de 1995; E/CN.41 1996/6, de 5 de
julio de 1995; y E/CN.4/1996/9, de 22 de agosto de 1995.
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Sobre la situación de los derechos humanos en Rwanda, consúltese los
documentos: E/CN.4/1995/70, de 10 de noviembre de 1994; E/CN.4/1995

/

71 de 18 de enero de 1995; y E/CN.4/1996/7, de 28 de junio de 1995.

Véase, además, la propuesta de la Comisión Internacional de Juristas
presentada a la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, que consta en el
documento: A/CONF.157/PC/62/Add.1, de 3 de junio de 1993. En dicho
documento consta que la Comisión propuso a la Conferencia Mundial el
establecimiento de un Tribunal Penal Internacional Permanente, con
competencia para conocer sobre violaciones de los derechos humanos.

12 Vid. CARRILLO SALCEDO, JUAN ANTONIO. ‘Soberanía de los Estados y

Derechos Humanos en Derecho Internacional Contemporáneo.» Editorial
Tecnos. Primera edición. 1995. Páginas 92 a 99.

Sobre el mismo tema, vid., BUERGENTHAL, THOMAS. Las convenciones
europea y americana: algunas similitudes y diferencias. La Convención
Americana sobre Derechos Humanos. Washington D.C. Comisión
Interamericana de Derechos Humanos. 1980. Páginas 179 a 190.

‘~ Consúltese las Demandas presentadas ante el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos, relacionadas con los estados de excepción. Véase, por ejemplo, el
Caso LAWLESS. Sentencia de 1 dejulio de 1961. Serie A Número 3.

En los capítulos cuarto, quinto y sexto he comentado varios casos de
denuncias individuales y demandas judiciales presentadas ante instancias de
protección de las Naciones Unidas y de los sistemas regionales europeo e
interamericano. Todos los casos que se citan en dichos capítulos están
relacionados con violaciones de derechos humanos sucedidas durante
estados de excepcion.

14 Sobre los aspectos comparativos de los distintos sistemas de protección

internacional, vid., ZOVAITO G., DANIEL. Los Derechos Humanos y los
Estados de Excepción en América Latina. Publicación del Instituto
Interamericano de Derechos Humanos y de la Editorial Jurídica Venezolana.
1990. Páginas 121 a 134. SOHN, LOUIS. BUERGENTHAL, THOMAS.
International Protection of Human Riahts. Indianápolis. lnd., Bobbs-Merrill.
1973. Republished in two bound volumes: 1. The United Nations as protector
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of Human Rights. 2. Regional conventions on protectiorx of human rights.
FROWEIN JOCHEN A. “The European and American Conventions on
Human Rights: A comparíson.” Human Rights Law Journal. Vol.1 1980.
Páginas 44 a 65. MODINOS, POLYS. ‘Coexistence de la Convention
européenne des droits de L’homme et du Pacte des droits civils et politiques
des Nations Unies.” Revue des droíts de L’homme/Human Riahts Journal

.

París. 1968. Vol.I. No.l, Páginas 41 a 69. MORENILLA RODRíGUEZ, JOSE
MARIA. Los Sistemas para la Protección Internacional de los Derechos
Humanos. Centro de Publicaciones del Ministerio de Justicia. Madrid
España. 1986. NIKKEN, PEDRO. La Protección Internacional de los
Derechos Humanos. Su Desarrollo Progresivo. Publicación de editorial Cívítas
S.A. y del Instituto Interamericano de Derechos Humanos. 1987. TARDU,
MAXIME. “Coexistence des procédures universelles et régionales de plaintes
individuelles dans le domaine des droits de l’homme.” Revue des droits de
I’homme/Human Rights iournal. París. VoLIV. No. 2-3. 1971. Páginas 614 a
620.

Consúltese también: la “Declaración adoptada por el Primer Coloquio
Internacional sobre los Derechos Humanos” (A!CONF.157/LACRM/7, de 16
de diciembre de 1992), celebrado en La Laguna, Tenerife, España, del 1 al 4
de noviembre de 1992. Dicha Declaración contiene recomendaciones para
asegurar el goce efectivo de todos los derechos humanos y mejorar La
coordinación de mecanismos del sistema de las Naciones Unidas y del
sistema regional, así como la interrelación entre ambos. La Declaración
contiene también medidas sobre reformas referentes al Consejo de Europa; a
las Comunidades Europeas; a la Organización para la Seguridad y
Cooperación en Europa (OSCE); a las Dimensiones Parlamentarias de los
derechos humanos en Europa; a la Organización de las Naciones Unidas
(ONU>; a la Organización de los Estados Americanos (OEA); a la
Organización para la Unidad Africana (OUA); al mundo Arabe; a Asia y el
pacifico; y sobre la protección de los derechos humanos en los conflictos
armados y en los períodos de emergencia y crisis.

En el párrafo 86 de la Declaración se cita expresamente que: <‘Durante los
períodos de emergencia pública que no constituyen conflictos armados, es
preciso reconocer que un gran número de normas de Derecho Internacional
permanecen vigentes. Además de los derechos que está prohibido derogar y
que se enumeran en el Pacto Internacional de las Naciones Unidas relativo a

-469-



derechos civiles y politicos y en las Convenciones regionales de los derechos
humanos,conviene igualmente tener en cuenta la jurisprudencia y la práctica
internacionales que se han desarrollado en esta materia y que no autorizan a
que un Estado sea el único juez de sus actos durante los períodos de
emergencia pública. Conviene más concretamente tomar en consideración la
necesidad de respetar las garantías judiciales fundamentales que son
esenciales para preservar, en la práctica, los derechos que no pueden
derogarse.”

En el párrafo 87 de la Declaración se afirma la conveniencia de que la
“Conferencia Mundial sobre los Derechos Humanos examine las cuestiones
jurídicas y concretas siguientes que se plantean en la práctica: (i) es preciso
prever un criterio objetivo, necesario para decidir de manera imparcial sí
existe un período de emergencia pública (distinto del que corresponde a un
conflicto armado), con el fin de impedir que se tomen ilegalmente medidas
derogatorias de los derechos humanos; (u) es preciso prever normas
obligatorias aplicables en períodos de conflicto interno que no constituyan
conflicto armado en el sentido del articulo 3 común a las Convenciones de
Ginebra de 1949 o en el sentido del Protocolo II de 1977; (iii) es preciso
prever modalidades de interacción entre los diferentes mecanismos
establecidos por las Convenciones de los derechos humanos y el Derecho
Internacional Humanitario; y (iv) es preciso que los tratados de los derechos
humanos prevean un período de tiempo máximo más allá del cual deja de
ser aplicable la declaración de derogación, salvo que se renueve en las
condiciones previstas por esos tratados.»

Es importante hacer notar que ninguna de estas recomendaciones fueron
tomadas en cuenta en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, no
obstante su relevante importancia en materia de protección internacional en
los períodos de emergencia pública.

Sobre este tema, véase el informe del Presidente de la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos Doctor Marco Tulio Bruni Celli, presentado a la
Conferencia sobre Sistemas Regionales de Protección de Derechos Humanos
en Africa, América y Europa. <‘Avances y Dificultades en el Sistema
Interamericano de Derechos Humanos». A/CONF.157/LACRM/5, de 18 de
diciembre de 1992. (Documento de la Conferencia Mundial de Derechos
Humanos).
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CONCLUSIONES

En la presente tesis doctoral he desarrollado una serie de temas relacionados
con los estados de excepción y los conflictos armados, y con la protección
internacional de los derechos humanos en tales situaciones. He hecho una
descripción sobre la evolución histórica de las facultades de suspensión o
derogación de derechos humanos que tienen los Estados, y de la naturaleza
jurídica de las distintas instituciones de excepción que han sido reconocidas a lo
largo de la historía.

De manera especial he analizado y desarrollado la protección internacional
de los derechos humanos durante los estados de excepción, en el marco de los
distintos sistemas de protección -universal y regionales-; así como la forma en
que estos sistemas reconocen los derechos y garantías inderogables y los
principios de Derecho Internacional que deben regir en tales situaciones.
Comparativamente he analizado los sistemas de protección internacional con el
objeto de determinar los avances y las deficiencias que presenta cada sistema,
planteando en los capítulos respectivos algunas propuestas de perfeccionamiento
respecto de cada uno de ellos.

Se desarrolla a continuación una síntesis general sobre los aspectos más
relevantes de los estados de excepción y de la protección internacional de los
derechos humanos en tales situaciones.

a) Los estados de excepción constituyen un mecanismo de respuesta último del
Estado frente a una crisis grave, real o inminente, generalmente de carácter
político, que además es insuperable por los procedimientos legales normales.
Surgen a la vida del Derecho porque las instituciones jurídicas y políticas de
los Estados son insuficientes e incapaces para superar de inmediato las
graves crisis políticas o de otra índole, que provocan una alteración
sustancial en el funcionamiento de las instituciones y en el ejercicio normal
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales de la
colectividad.

Los estados de excepción, desde una perspectiva democrática, constituyen
una defensa del Estado de Derecho, del orden jurídico interno y del ‘status
quo” constitucional. Constituyen una garantía de la Constitución. De lo
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contrario, se convierten en un mecanismo de defensa de los intereses del
poder político imperante en un momento determinado en la vida de los
Estados, tal como ha sucedido en las últimas décadas, especialmente en los
paises de América Latina.

b> En los estados de excepción se suspende de manera especial el ejercicio de
ciertos derechos, libertades y garantías, cuya suspensión o derogación
“temporal” se considera imprescindible para poder asegurar el restablecimiento
de la normalidad constitucional.

Según el Derecho Internacional convencional, el listado de derechos que
puede ser restringido temporalmente en su ejercicio, cuantitativamente
constituye un mínimo, a diferencia de los derechos fundamentales inderogables
y de sus garantías jurídicas de protección, que representan la mayoría de los
derechos positivados por el Derecho Internacional convencional. Por lo tanto,
los derechos fundamentales requieren en toda circunstancia de medios
jurídicos eficaces para asegurar su naturaleza, su existencia y su ejercicio
real y efectivo. Estos requerimientos de los derechos fundamentales se
vuelven más urgentes y necesarios en los estados de excepción, que es
cuando los derechos humanos son más vulnerables frente al aparato del
Estado.

En el marco de un Estado Democrático de Derecho, los Estados deben
únicamente limitar el ejercicio de ciertos derechos y garantías fundamentales,
en la medida y por el tiempo “estrictamente indispensable’> para asegurar el
restablecimiento de la normalidad, el funcionamiento de las instituciones
democráticas y el ejercicio de los derechos humanos de Ja colectividad.
Algunos de los derechos subjetivos fundamentales -libertades públicas y
garantías del debido proceso- no pueden invocarse frente al Estado de igual
manera que en los períodos de normalidad constitucional. Se ven debilitados
en su ejercicio, pero en ningún caso puede afectarse su naturaleza ni su
contenido esencial.

En los estados de excepción es necesario que se asegure de manera especial
la eficacia de las garantías jurídicas de protección de los derechos humanos,
ya que éstas permiten que su contenido esencial no sea invadido
indebidamente, ni anulado o desconocido. Las garantías aseguran el
restablecimiento de los derechos violados, aseguran que los derechos
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inderogables no sean suspendidos, y que los derechos susceptibles de
suspensión no sean limitados más allá de lo “estrictamente indispensable»
por las circunstancias de emergencia o necesidad extrema.

Las garantías jurídicas que son indispensables para la protección de los
derechos inderogables también son de carácter inderogable, y por ende, no
pueden ser suspendidas en su ejercicio bajo ninguna circunstancia.

Fuera de los supuestos estrictamente necesarios, los derechos fundamentales
y sus garantías jurídicas de protección, despliegan plenamente sus efectos
jurídicos.

c> En un Estado Democrático de Derecho las instituciones de excepción
permiten ejercer ciertos poderes especiales que facultan a los Estados para
tomar medidas extraordinarias, susceptibles de suspender el ejercicio de
ciertos derechos humanos y libertades fundamentales. Dichos poderes deben
estar regulados previamente en las normas constitucionales y en la
legislación ordinaria o legislación especial de excepción, y deben obedecer a
normas y principios jurídicos de protección. No pueden ejercerse de manera
arbitraria. Su ejercicio debe ser estrictamente restrictivo.

Para decretarse legítimamente los estados de excepción debe cumplirse con
lo previsto por las normas del Derecho Internacional convencional, y
garantizarse la defensa de las instituciones democráticas, la vigencia efectiva
de los derechos humanos fundamentales, y en definitiva, la defensa de la
Constitucionalidad democrática.

Los estados de excepción, independientemente de su dimensión política,
tienen un carácter eminentemente juridico, y constituyen fuentes creadoras
de Derecho, por lo que los actos estatales de carácter excepcional deben
obedecer a los principios que rigen el Estado de Derecho, y por lo tanto,
pueden ser objeto de control legal interno e internacional. El control
internacional restringe las actuaciones de los poderes públ¡cos y supone un
limite legitimo a la soberanía de los Estados en razón de garantizar la
protección de los derechos fundamentales de la colectividad.

Las facultades de excepción de los Estados están sometidas al cumplimiento
de principios jurídicos que están incorporados en el Derecho Internacional
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convencional. Estos principios prescriben ciertas normas de comportamiento
para los _Estados a fin de garantizar el adecuado uso de los poderes
extraordinarios y el respeto a los derechos humanos en lo fundamental.

cl> En los estados de excepción juegan un papel determinante en materia de
protección, la preservación de las instituciones democráticas y la
independencia del sistema judicial. En tales situaciones debe asegurarse
también la no disolución del Parlamento, ya que el control político que éste
ejerce de las facultades excepcionales del Ejecutivo, garantiza
fundamentalmente el adecuado uso de los poderes extraordinarios. Además,
es importante que el Parlamento pueda cumplir en tales circunstancias, no
tan sólo con la facultad de decretar o declarar los estados de excepción, sino
también con la de determinar con precisión los derechos y garantías sujetos
a suspensión temporal y los alcances de tales restricciones, así como con la
facultad de derogar dichos estados de excepción cuando lo considere
necesario para el restablecimiento del orden constitucional. Para ello también
es necesario que se preserve en los estados de excepción los privilegios e
inmunidades constitucionales de los parlamentarios.

De igual manera, a nivel constitucional debe garantizarse en los estados de
excepción la continuidad del funcionamiento de las instituciones democráticas
encargadas del control y la supervisión interna de la protección de los
derechos humanos, entre ellas, el Ombudsman, la Procuraduria de Derechos
Humanos, el Defensor del Pueblo, el Ministerio Público y otras instituciones
afines.

e> Los distintos sistemas de protección internacional han incorporado en su
normativa ciertas reglas jurídicas de protección de los derechos fundamentales
en los estados de excepción. Su aportación ha sido significativa especialmente
en materia de regulación de los principios jurídicos aplicables en tales
situaciones, y del reconocimiento de los derechos y garantías inderogables.
Han incorporado en sus normas convencionales distintas disposiciones de
protección relacionadas con los estados de excepción, que constituyen el
mínimo a que están obligados los Estados en materia de derechos humanos.
Ello deja abierta la posibilidad para que por la vía constitucional, legislativa o
por cualquier otro medio, los Estados puedan ampliar los niveles de
protección de los derechos humanos en tales situaciones.
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Los mecanismos de protección internacional intervienen de manera
complementaria o subsidiaria respecto de los mecanismos de la protección
jurídica interna. En los estados de excepción la intervención de la protección
internacional debe ser de tal manera que permita la rápida y eficaz
supervisión y control de las instancias internacionales, a fin de verificar el
estricto cumplimiento de las obligaciones jurídicas convencionales contraídas
por los Estados Partes en materia de estados de excepción.

Es de especial importancia que durante los estados de excepción deban ser

aplicadas las disposiciones jurídicas internas e internacionales en su
conjunto, y deban intervenir todo tipo de instancias, órganos y procedimientos
de protección, con el objeto de asegurar en mayor medida la vigencia
efectiva de los derechos humanos y la defensa del orden jurídico democrático.
En consecuencia, los Estados deben garantizar el cumplimiento de
determinados principios y obligaciones jurídicas internacionales de carácter
convencional.

f> Los sistemas universal y regionales de protección analizados anteriormente,
si bien han regulado satisfactoriamente las facultades de suspensión o
derogación de derechos humanos a nivel convencional y declarat¡vo,
adolecen de deficiencias y vacíos que deberían ser superados por los Estados
con la cooperación de las organismos internacionales de protección. Estas
deficiencias y vacíos que se observan reflejan la necesidad de actualizar y
adecuar los mecanismos normativos, institucionales y procedimentales de
carácter internacional, a los requerimientos de la protección de los derechos
humanos en los estados de excepción y en los conflictos armados.

La evaluación de la estructura normativa convencional y del funcionamiento
de las instancias de protección internacional en la actualidad, denota que no
existe un tratamiento y desarrollo uniforme de los órganos internacionales de
protección, respecto de las facultades de excepción. La regulación
convencional de los principios jurídicos de protección que deben regir en los
estados de excepción, así como el reconocimiento de los derechos y
garantías inderogables, ha sido desarrollado de manera poco uniforme, y en
algunos casos -que se han señalado- no se han reconocido expresamente
como tales.

En los momentos actuales no se dispone de instancias especificas de
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protección internacional de los derechos fundamentales en los estados de
excepcióli y en los conflictos armados. Los mecanismos y procedimientos
internacionales vigentes no representan una garantía de protección rápida y
eficaz, tal como se requiere en estas situaciones, por lo que se hace
necesario introducir cambios normativos, institucionales y procedimentales
en cada uno de los sistemas de protección internacional, a fin de disponer de
auténticos mecanismos de protección de los derechos humanos y de las
libertades fundamentales en las situaciones que requieren de una mayor y
más ágil intervención de la protección internacional.

Se requiere, en consecuencia, que se revise, se amplíe y fortalezca el
mandato y los procedimientos de los órganos internacionales de protección;
que se establezca el procedimiento internacional de las “acciones urgentes” y
de la “verificación activa” de las violaciones de los derechos humanos; que
se garantice el seguimiento rápido y eficaz de las recomendaciones de las
instancias internacionales de protección aplicables en este tipo de situaciones;
que se brinde asistencia técnica permanente a los Estados sobre la
protección de los derechos humanos en los estados de excepción y en los
conflictos armados, especialmente a los sistemas judiciales, las fuerzas
armadas y de seguridad pública; y que se amplíe en los Estados la difusión
de la normativa internacional aplicable en estas situaciones.

Los sistemas de protección internacional necesitan en la actualidad de una
renovación normativa de carácter convencional, que permita el establecimiento
de nuevos mecanismos de protección y nuevas formas de superar las peores
crisis que enfrentan los derechos humanos, a fin de garantizar la efectiva
protección internacional en todo tipo de circunstancias.

g> Se han planteado en los capítulos relativos a los sistemas de protección
internacional -sistema universal, sistema interamericano, sistema europeo y
sistema del Derecho Humanitario-, algunas propuestas y alternativas
jurídicas internas e internacionales, que podrían tomarse en cuenta para
contribuir al desarrollo de los sistemas de protección internacional y
adecuarlos a las exigencias de los derechos humanos, especialmente durante
los estados de excepción y los conflictos armados. Estas propuestas de
perfeccionamiento comprenden no tan sólo la necesidad de adoptar nuevos
tratados internacionales -universales y regionales-, sino también el
establecimiento de nuevas instancias y mecanismos de protección que
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respondan eficazmente a la problemática que se observa en los estados de
excepcióa, que conlíeva graves y sistemáticas violaciones de los derechos y
garantías fundamentales.

Se propone que los distintos sistemas de protección promuevan la adopción
de Protocolos adicionales a los tratados que reconocen los derechos civiles y
políticos y que regulan las facultades excepcionales de los Estados, con el fin
de desarrollar específicamente en dichos Protocolos adicionales, los derechos
y garantías inderogables, así como también los principios jurídicos
internacionales y las obligaciones que deben asumir los Estados en tales
circunstancias. Se propone, además, que los Estados, sin excepciones,
reconozcan la competencia de los distintos órganos de protección con
facultades para conocer sobre la protección de los derechos humanos en los
estados de excepción; que se establezcan nuevos mecanismos e instancias
de protección especialmente relacionados con los estados de excepción; que
se amplíe y perfeccione el mandato y el funcionamiento de instancias ya
existentes, como el Relator sobre los Estados de Excepción de las Naciones
Unidas; y que se tomen las medidas necesarias para coadyuvar los esfuerzos
existentes en materia de protección.

Por lo tanto, se hace necesario que los distintos sistemas de protección
internacional revisen sus instrumentos convencionales, y sus instancias y
mecanismos de protección, a fin de adecuarlos a las exigencias que requiere
la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en los
estados de excepción y en los conflictos armados.

h> Los Estados tienen en toda circunstancia el deber de cumplir con su
responsabilidad jurídica internacional en materia de derechos humanos. Ello
implica, por lo menos, garantizar el deber de prevención, el deber de garantía
y el deber de indemnización o reparación del daño causado por actos u
omisiones oficiales.

En primer lugar, los Estados están obligados a garantizar el deber de
prevención de todo tipo de actos, omisiones o conductas oficiales capaces de
lesionar los derechos humanos protegidos por el ordenamiento jurídico
vigente. Para ello debe tomar las medidas idóneas e impulsar los controles
necesarios a fin de evitar resultados lesivos a los derechos protegidos.
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Los Estados también tienen el deber de respeto y garantía, mediante el cual
están obligados a asegurar la existencia y el ejercicio real y efectivo de los
derechos humanos y de las libertades fundamentales con todos los medios
disponibles. Para lograr tales fines deben tomar las medidas constitucionales,
legislativas, judiciales, administrativas, y de otra índole, que sean necesarias
para asegurar la protección de los derechos reconocidos.

Deben también tipificar como ilícitos en su Derecho interno todo tipo de
actos constitutivos de violación de los derechos humanos, y asegurar que
toda persona disponga de recursos judiciales accesibles, sencillos, rápidos y
eficaces, que sean idóneos para la defensa efectiva de sus derechos. Deben,
asimismo, investigar los hechos constitutivos de violación; identificar a los
presuntos responsables; y aplicar las sanciones legales conforme a su
derecho interno, en consonancia con el Derecho Internacional convencional.

Los Estados tienen, además, el deber de reparar en toda circunstancia el
daño causado, o de indemnizar a las victimas, más aún cuando el daño o la
violación se haya producido en ocasión de ejercer las facultades de
suspensión o derogación de derechos que le confiere el mismo Derecho
Internacional convencional.

Los sistemas de protección internacional deben intervenir, entonces, para
supervisar que los Estados cumplan, en toda circunstancia, con las
obligaciones jurídicas internacionales, y coadyuvar a la protección interna,
especialmente en los estados de excepción, que es cuando se requiere con
mayor urgencia la intervención de los mecanismos internacionales de
protección.

i> Finalmente, debe reafírmarse que los derechos humanos en su conjunto
requieren de una protección especial en los estados de excepción y en los
conflictos armados. Para ello debe estructurarse un sistema jurídico interno e
internacional eficaz y de corte democrático, que salvaguarde los valores y los
derechos fundamentales del ser humano y se adecue a los cambios políticos
contemporáneos. En tal sentido, los distintos sistemas jurídicos de protección
deben transformarse y modernizarse para desarrollar y asegurar la protección
efectiva de los derechos humanos.

Los derechos fundamentales ya no pueden seguir siendo objeto del
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desconocimiento y menosprecio de gobiernos autoritarios o de gobiernos con
poco desarrollo democrático, bajo el pretexto de salvaguardar los intereses
de la nación o la seguridad del Estado. En el mundo democrático
contemporáneo debe prevalecer, ante todo, el reconocimiento de la dignidad
de la persona humana y la protección de sus derechos fundamentales, como
garantía para el futuro civilizado de la humanidad.

En los estados de excepción y en los conflictos armados, particularmente,
debe respetarse un «estándar mínimo’ de derechos humanos y debe
cumplirse con ciertas obligaciones jurídicas que están contenidas en las
normas convencionales del Derecho Internacional de los Derechos Humanos
y del Derecho Internacional Humanitario. Debe asegurarse la naturaleza y el
ejercicio efectivo de los derechos humanos fundamentales, y debe preservarse
la esencia misma del Estado Democrático de Derecho, asegurándose en toda
circunstancia el cumplimiento del deber de garantía y protección de parte de
los Estados. El respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales
en toda circunstancia constituye una obligación imperativa del Derecho
Internacional que todos los Estados deben cumplir.

Los estados de excepción, tal como se ha sostenido, solamente pueden estar
legitimados en el marco de un Estado Democrático de Derecho, que es el
único sistema que garantiza los derechos fundamentales de la persona
humana en toda circunstancia. Estos derechos, que están en la base de la
democracia, encuentran en ella el terreno más fértil para su existencia real y
efectiva. El Estado Democrático de Derecho es, pues, el sistema jurídico
político que garantiza en mayor medida la vigencia efectiva de los derechos
fundamentales y asegura el ejercicio equilibrado y controlado de las
facultades de suspensión o derogacián de los derechos humanos.

Los derechos fundamentales deben ser protegidos por los Estados en todo
tipo de circunstancias de tiempo y lugar. Deben ser protegidos en los
períodos de paz y de conflictos armados, así como en las situaciones de
disturbios internos, y de manera especial en los estados de excepción. La
razón fundamental para ello es que la vigencia real y efectiva de los derechos
humanos constituye la garantía indispensable para el desarrollo humano y la
paz, y es la justificación última del Estado Democrático de Derecho; y éstos,
a su vez, representan la condición imprescindible para la protección integral
de los derechos fundamentales del ser humano.
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